PAGE  
511

REPÚBLICA DE CHILE




DIARIO DE SESIONES DEL SENADO

PUBLICACIÓN OFICIAL

LEGISLATURA 356ª
Sesión 36ª, en martes 15 de julio de 2008
Ordinaria

(De 16:24 a 17:59)

PRESIDENCIA DEL  SEÑOR ADOLFO ZALDÍVAR LARRAÍN, PRESIDENTE
SECRETARIOS, LOS SEÑORES CARLOS HOFFMANN CONTRERAS, TITULAR,
Y JOSÉ LUIS ALLIENDE LEIVA, SUBROGANTE

____________________

Í N D I C E

Versión Taquigráfica


Pág.

I.
ASISTENCIA.........................................................................................................


II.
APERTURA DE LA SESIÓN...............................................................................

III.
TRAMITACIÓN DE ACTAS..........................................................................….

IV.
CUENTA...............................................................................................................
Admisibilidad de acciones judiciales contra Ministro de Transportes. Procedimiento………………………………………………………………

Tratamiento de mociones de Diputados y de Senadores con similar contenido …………………………………………………………………..
Saludo a Comisión de Asamblea Popular Nacional de China………….

V. ORDEN DEL DÍA:

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea una planta de tropa profesional para las Fuerzas Armadas (5479-02) (se aprueba en particular)….

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código del Trabajo para resguardar derecho a igualdad en las remuneraciones ((4356-13) (se aprueba en general)…………………

VI. TIEMPO DE VOTACIONES:

Nueva institucionalidad para Programa País de Eficiencia Energética. Proyecto de acuerdo (S 1084-12) (Se aprueba)………………

Bono de invierno y aguinaldos para beneficiarios de pensiones mínimas de AFP. Proyecto de acuerdo (S 1064-12) (se aprueba)………….

VII. INCIDENTES:

Peticiones de oficios (se anuncia su envío)…………….

Solicitud a  Ferrocarriles de información sobre políticas de empleo y de reducción de deudas. Oficio (observaciones del Senador señor Navarro)…………

Conponentes y efectos de bombas lagrimógenas y costo de adquisición. Oficios (observaciones del Senador señor Navarro)…………

Situación de industria textil Bellavista Oveja Tomé. Oficio (observaciones del Senador señor Navarro)…………

Programas de apoyo a pescadores de Región del Biobío. Oficios (observaciones del Senador señor Navarro)…………

Pago de impuesto territorial por predios forestales. Oficios (observaciones del Senador señor Navarro)…………

Inquietud por planes de empleo y becas en Región del Biobío. Oficios (observaciones del Senador señor Navarro)…………

Autorización de inversión estatal en áreas carentes de interés para privados. Oficios (observaciones del Senador señor Navarro)…………

A n e x o s

DOCUMENTOS:

1.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que incrementa transitoriamente incentivo tributario a inversión en activo fijo de micro, pequeña y mediana empresa (5734-26)…………

2.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que sanciona acoso sexual de menores, pornografía infantil y posesión de material pornográfico infantil (5837-07)…………..

3.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que exige consentimiento de la madre para reconocimiento de paternidad de hijos de filiación no matrimonial (5706-18 y 5812-18)………….

4.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba Acuerdo Marco sobre cooperación en materia de seguridad regional entre Estados Partes del MERCOSUR, Bolivia, Chile, Ecuador, Perú y Venezuela (5884-10)……………………..

5.- Proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que tipifica conducta de maltrato o crueldad con los animales (3327-12)…………

6.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, sobre operación de embalses frente a alertas y emergencias de crecidas, y otras medidas que indica (5081-15)…………

7.- Informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento recaído en el proyecto que fortalece y perfecciona jurisdicción tributaria y aduanera (3139-05)…………..

8.- Segundo informe de la Comisión de Hacienda recaído en el proyecto que fortalece y perfecciona jurisdicción tributaria y aduanera (3139-05)…………..

9.- Informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización recaído en el proyecto que modifica la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, en lo relativo a exigencia de haber cursado enseñanza media para ser candidato a alcalde (5901-06)………..

10.- Nuevo primer informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización recaído en el proyecto que modifica diversos cuerpos legales en materia de Modernización Municipal (3768-06)………….

11.- Imforme de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones recaído en el proyecto de acuerdo mediante el cual se solicita a S. E. la Presidenta de la República que se modifique el DS. Nº 38, que reglamenta el transporte remunerado de escolares, con el objeto de establecer requisitos especiales para transporte en zonas interurbanas (S 1086-12)…………

12.- Imforme de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura recaído en el proyecto de acuerdo por medio del cual se solicita al Subsecretario de Pesca que adopte medidas de publicidad respecto de convocatorias y actas de sesiones del Consejo Nacional de Pesca, así como relativas a resumen de informes técnicos que la entidad utiliza en la adopción de sus decisiones (S 1060-12)………

13.- Moción de los Senadores señores Muñoz Aburto, Escalona y Letelier, con la que inician un proyecto que modifica la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, con el objeto de regular acciones publicitarias institucionales (5973-06)…………..

14.- Proyecto de acuerdo de los Senadores señores Navarro y Ávila, mediante el cual solicitan que los Ministros de Relaciones Exteriores y del Trabajo y Previsión Social promuevan la suscripción del Convenio 94 de la Organización Internacional del Trabajo ( S 1088-12)…………

15.- Petición del señor Manuel Baquedano y otros, mediante la cual solicitan el pronunciamiento del Senado respecto de si ha o no lugar la admisión de acciones judiciales en contra del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, don René Cortázar Sanz (S 1089-02)……….

VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Alvear Valenzuela, Soledad

--Arancibia Reyes, Jorge

--Ávila Contreras, Nelson 

--Bianchi Chelech, Carlos
--Cantero Ojeda, Carlos

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo
--Flores Labra, Fernando

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo
--García Ruminot, José

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos 

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Longueira Montes, Pablo

--Matthei Fornet, Evelyn

--Muñoz Aburto, Pedro

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Núñez Muñoz, Ricardo

--Ominami Pascual, Carlos

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez Varela, Victor
--Romero Pizarro, Sergio

--Sabag Castillo, Hosaín

--Vásquez Úbeda, Guillermo

--Zaldívar Larraín, Adolfo

Concurrieron, además, el Ministro de Defensa Nacional, señor José Goñi Carrasco, y la Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer, señora Laura Albornoz Pollmann.
Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:24, en presencia de 20 señores Senadores.

El señor ZALDÍVAR , don Adolfo (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor ZALDÍVAR , don Adolfo (Presidente).- Las actas de las sesiones 34ª y 35ª, ordinarias, en 8 y 9 de julio del año en curso, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.

IV. CUENTA

El señor ZALDÍVAR , don Adolfo (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Trece de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con los siete primeros retira la urgencia y la hace presente nuevamente, con el carácter de “suma”, respecto de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley que regula el lobby (boletín Nº 3.407-07).


2.- Proyecto de reforma de la Carta, en segundo trámite constitucional, en materia de gobierno y administración regional (boletín N° 3.436-07).



3.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, relativo a la “Convención Internacional para la Protección de todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas” (boletín N° 5.500-10).



4.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece medidas contra la discriminación (boletín N° 3.815-07).



5.- Proyecto de ley que crea el Ministerio de Seguridad Pública y el Servicio Nacional para la Prevención del Consumo y Tráfico de Drogas (boletín N° 4.248-06).



6.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que transforma la Casa de Moneda en sociedad anónima (boletín Nº 2.949-05).


7.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece normas sobre importación de mercancías (boletín N° 5.343-01).


Con los seis siguientes retira la urgencia y la hace presente nuevamente, con el carácter de “simple”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto que establece nueva Ley Orgánica Constitucional de los Partidos Políticos (boletín N° 5.887-06).


2.- Proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señora Matthei y señores García, Ominami, Boeninger y Foxley, sobre juegos de azar ilícitos (boletín Nº 3.935-07).



3.- Proyecto de reforma constitucional, iniciado en moción de los Senadores señora Alvear y señores Pizarro y Sabag, en lo relativo a la supervigilancia y control de armas (boletín N° 5.373-07).



4.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.885, referida a donaciones con beneficios tributarios (boletín N° 5.315-05).


5.- Proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señor Girardi, señora Matthei y señores Kuschel, Ominami y Ruiz-Esquide, sobre composición nutricional de los alimentos y su publicidad (boletín Nº 4.921-11).



6.- Proyecto, en trámite de Comisión Mixta, que modifica la ley N° 17.997, Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional (boletín N° 4.059-07).



--Quedan retiradas las urgencias, se tienen presentes las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Seis de la Honorable Cámara de Diputados:



Con los cuatro primeros comunica que ha aprobado los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley que incrementa transitoriamente un incentivo tributario a la inversión en activo fijo de la micro, pequeña y mediana empresa (boletín N° 5.734-26) (con urgencia calificada de “simple”). (Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa a la Comisión de Hacienda.



2.- Proyecto de ley que sanciona el acoso sexual a menores, la pornografía infantil y la posesión de material pornográfico infantil (boletín N° 5.837-07) (con urgencia calificada de “simple”). (Véase en los Anexos, documento 2).


3.- Proyecto de ley que exige consentimiento de la madre para el reconocimiento de paternidad de hijos de filiación no matrimonial (boletines números 5.706-18 y 5.812-18, refundidos). (Véase en los Anexos, documento 3).


--Pasan a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



4.- Proyecto de acuerdo aprobatorio del Acuerdo Marco sobre cooperación en materia de seguridad regional entre los Estados Partes del MERCOSUR y las Repúblicas de Bolivia, Chile, Ecuador, Perú y Bolivariana de Venezuela (boletín N° 5.884-10). (Véase en los Anexos, documento 4).


--Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.



Con el quinto informa que ha aprobado el proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señores Horvath, Stange, Valdés, Vega y Viera-Gallo, que tipifica la conducta de maltrato o crueldad con los animales (boletín N° 3.327-12), con las enmiendas que indica. (Véase en los Anexos, documento 5).


--Pasa a la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.



Con el último comunica que ha aprobado, con excepción de las normas que indica, las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto de ley sobre operación de embalses frente a alertas y emergencias de crecidas y otras medidas que indica (boletín N° 5.081-15) (con urgencia calificada de “suma”), y remite la nómina de los señores Diputados que integrarán la Comisión Mixta que deberá formarse. (Véase en los Anexos, documento 6).


--Se toma conocimiento y se designa a los señores Senadores miembros de la Comisión de Obras Públicas para que integren la referida Comisión Mixta.



Seis del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Con el primero remite copia autorizada de la sentencia dictada en relación con el proyecto de ley sobre acceso a la información pública (boletín N° 3.773-06).



--Se toma conocimiento y se mandó comunicar a Su Excelencia la Presidenta de la República.



Con los cuatro siguientes envía copia autorizada de requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad formulados en contra de los artículos 32, inciso segundo, de la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades; 61 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de dicha Ley; 13 del decreto ley N° 1.939, de 1977, y 2° de la ley N° 8.828.



--Se toma conocimiento y se remiten los antecedentes a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Con el último acompaña copia autorizada de la sentencia recaída en la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad formulada en contra del inciso tercero del artículo 474 del Código del Trabajo.



--Se toma conocimiento.



Cuatro del señor Ministro del Interior:



Con el primero contesta un oficio remitido en nombre del Senador señor Horvath, referido al aumento de la dotación de efectivos de Carabineros y de la Policía de Investigaciones en la Undécima Región.



Con el segundo da respuesta a dos oficios cursados en nombre del Senador señor Romero, relativos a la construcción de una nueva Comisaría en la comuna de Quilpué y a la factibilidad de implementar el Plan Cuadrante en La Calera.



Con el tercero atiende un oficio enviado en nombre del Senador señor Frei, acerca de los antecedentes proporcionados por el Comité Habitacional Polloico, de Osorno, respecto de la extensión de la red de alcantarillado de aguas servidas.



Con el último contesta un oficio expedido en nombre del Senador señor Cantero, sobre situación que afecta a don Herbert Rojas.



Del señor Ministro Secretario General de la Presidencia, mediante el cual da respuesta a un oficio remitido en nombre del Senador señor Navarro, vinculado al maltrato a los adultos mayores.



De la señora Ministra de Educación, con el que contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Romero, referido a la carrera de Criminalística impartida por la Universidad Tecnológica Metropolitana.



Del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social, con el que responde un oficio dirigido en nombre del Senador señor Frei, concerniente a la preocupación manifestada por la Asociación Gremial de Pensionados Marítimos Portuarios de Iquique en relación con los compromisos adquiridos en el Programa de Desvinculación Laboral.



Cinco del señor Ministro de Obras Públicas:



Con los dos primeros da respuesta a dos oficios cursados en nombre del Senador señor Espina, atinentes a la reparación de los puentes Pichapinga y Molusco, en la comuna de Melipeuco, y a la instalación de señalética y construcción de una pasarela en el cruce carretero que une las poblaciones Los Volcanes y Lagos de Chile, en la comuna de Traiguén.



Con los dos siguientes atiende sendos oficios remitidos en nombre del Senador señor Romero, tocantes a la suspensión del tránsito vehicular por el puente Hualquén, comuna de La Ligua, y al Proyecto de Concesión Variante Vespucio-El Salto-Kennedy.



Con el quinto contesta un oficio expedido en nombre del Senador señor Navarro, acerca de la implementación, financiamiento y licitación de la rotonda Bonilla y de la situación del puente viejo Andalién.



Dos de la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo:



Con el primero da respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor Espina, referido a problema que afecta a don Hernán Sanhueza.



Con el segundo responde un oficio cursado en nombre del Senador señor Larraín, relativo a los deudores hipotecarios del Programa PET de Linares.



Del señor Subsecretario del Interior subrogante, mediante el cual contesta un oficio remitido en nombre del Senador señor Kuschel, relacionado con la regularización de los recorridos de las barcazas que atienden las zonas de Ayacara, Loyola, Chumeldén y Casa de Piedra.



De la señora Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo, con el que da respuesta a un oficio expedido en nombre del Senador señor Horvath, sobre financiamiento para implementar un liceo con educación media en la localidad de La Junta, Región de Aisén.



Del señor Subsecretario de Redes Asistenciales, con el que atiende un oficio cursado en nombre del Senador señor Núñez, acerca de la dotación de médicos del Hospital de Huasco.



Del señor Subsecretario de Transportes, con el que responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Allamand, relativo a situación de aislamiento en la zona del lago Maihue.



Del señor Director Nacional de Pesca, con el que contesta un oficio dirigido en nombre del Senador señor Navarro, respecto de los planes de administración de las especies en riesgo.



Del señor Jefe de Gabinete del señor Ministro del Interior, mediante el cual responde un oficio remitido en nombre del Senador señor Kuschel, concerniente al estado de avance de los procesos de investigación sobre catorce personas desaparecidas.



Del señor Director General de Aguas subrogante, con el que da respuesta a un oficio expedido en nombre del Senador señor Navarro, referido al proyecto Alto Maipú, de la Empresa Gener.



Del señor Secretario General de Carabineros de Chile, con el que atiende un oficio enviado en nombre del Senador señor Ávila, tocante a la reacción policial ante una marcha de pescadores artesanales de San Antonio.



Del señor Director General de Aeronáutica Civil, mediante el cual contesta un oficio dirigido en nombre del Senador señor Horvath, en cuanto a la precariedad del transporte aéreo en la zona austral.



De la señora Secretaria Ministerial de Salud de la Región de Los Lagos, con el que responde un oficio remitido en nombre del Senador señor Allamand, atinente a problemas existentes en el Hospital de Quilacahuín.



Del señor Director de la ONEMI de la Región de Valparaíso, con el que contesta un oficio cursado en nombre del Senador señor Navarro, sobre vertimiento de sustancias tóxicas en Ventanas.



Del señor Gerente General de la Empresa Nacional del Petróleo, con el que da respuesta a un oficio expedido en nombre del Senador señor Bianchi, acerca del estado de cuenta de las inversiones efectuadas por ENAP en el proyecto de exploración y explotación Lago Mercedes.



Del señor Presidente de la Junta Nacional de Bomberos, con el que responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Horvath, concerniente a los requerimientos de la Segunda Compañía de Bomberos de La Junta.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informes



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y segundo informe de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que fortalece y perfecciona la jurisdicción tributaria (boletín N° 3.139-05) (con urgencia calificada de “suma”). (Véanse en los Anexos, documentos 7 y 8 ).


De la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en el proyecto, iniciado en moción de los Senadores señores Bianchi, García, Horvath, Muñoz Barra y Núñez, que modifica la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, en lo relativo a la exigencia de haber cursado la enseñanza media para ser candidato a alcalde (boletín N° 5.901-06). (Véase en los Anexos, documento 9).


Nuevo primer informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización recaído en el proyecto de ley que modifica diversos cuerpos legales en materia de modernización municipal (boletín Nº 3.768-06) (con urgencia calificada de “suma”). (Véase en los Anexos, documento 10).


--Quedan para tabla.



De la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, recaído en un proyecto de acuerdo de los Senadores señores Naranjo y Muñoz Aburto mediante el cual solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República modificar el decreto supremo N° 38, que reglamenta el transporte remunerado de escolares estableciendo requisitos especiales para el transporte en zonas interurbanas (boletín N° S 1.086-12). (Véase en los Anexos, documento 11).


De la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, recaídos en el proyecto de acuerdo de los Senadores señores Navarro y Vásquez, por medio del cual solicitan al señor Subsecretario de Pesca que se adopten medidas de publicidad acerca de las convocatorias y actas de las sesiones del Consejo Nacional de Pesca, así como respecto del resumen de los informes técnicos que la entidad utiliza en la adopción de sus decisiones (boletín N° S 1.060-12). (Véase en los Anexos, documento 12).


--Quedan para el Tiempo de Votaciones de la próxima sesión ordinaria.

Moción



De los Senadores señores Muñoz Aburto, Escalona y Letelier, con la que inician un proyecto que modifica la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades con el objeto de regular las acciones publicitarias institucionales (boletín N° 5.973-06). (Véase en los Anexos, documento 13).


--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.

Proyecto de acuerdo



De los Senadores señores Navarro y Ávila, mediante el cual solicitan que los Ministros de Relaciones Exteriores y del Trabajo y Previsión Social promuevan la suscripción del Convenio 94, de la Organización Internacional del Trabajo (boletín N° S 1.088-12). (Véase en los Anexos, documento 14).


--Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.

Solicitud de permiso constitucional



Del Senador señor Flores, para ausentarse del país a contar del 16 de julio del año en curso.



--Se accede.


Asimismo, ha llegado a la Mesa una petición del señor Manuel Baquedano y otros, mediante la cual, de conformidad con lo dispuesto en el número 2) del artículo 53 de la Constitución Política de la República, se solicita el pronunciamiento del Senado respecto de si ha o no lugar la admisión de acciones judiciales en contra del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, don René Cortázar Sanz (boletín N° S 1.089-02). (Véase en los Anexos, documento 15).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y a la de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Terminada la Cuenta.

ADMISIBILIDAD DE ACCIONES JUDICIALES CONTRA 

MINISTRO DE TRANSPORTES. PROCEDIMIENTO
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Señores Senadores, con relación al  último punto de la Cuenta, en el cual se solicita el pronunciamiento de la Corporación respecto de si ha o no lugar la admisión de acciones judiciales en contra del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, quiero precisar lo siguiente.



La presentación, efectuada por un grupo de ciudadanos, se halla plenamente garantizada por el derecho de petición e incide nada menos que en una atribución exclusiva del Senado, consagrada en el número 2) del artículo 53 de la Carta Fundamental.


En el fondo, estamos frente a una verdadera petición de desafuero o, si se quiere, de un antejuicio para poder iniciar una acción judicial en contra de un Secretario de Estado.



Tal situación se encuentra normada en los artículos 198 y siguientes del Reglamento de la Corporación.


La Mesa ha analizado el tema con bastante detención y, considerando que la próxima semana se halla destinada al trabajo en Regiones, concluyó que en el plazo de 15 días a que se refiere el citado precepto no se alcanzaría a emitir informe sobre el particular. Igualmente, y a pesar de que la misma norma consigna que los antecedentes se deben remitir solo a la Comisión de Constitución, resolvió enviarlos también a la de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, por tratarse de una materia propia de su competencia.



El Reglamento establece todos los trámites del procedimiento que ha de seguirse en estos casos, el cual es similar al contemplado para las acusaciones constitucionales, salvo que en aquel la cuestión no puede pasar a la Sala sino una vez informada por las Comisiones pertinentes, que en esta oportunidad lo son las de Constitución y de Medio Ambiente. 



A las sesiones en que el Senado trate esta materia se debe citar especialmente al Ministro afectado, quien tiene derecho a usar de la palabra para contestar. 



Cumplido lo anterior, cualquier Senador puede pedir que el asunto vuelva a Comisión.



En atención a que, al contrario de lo que ocurre en otros temas, en este prácticamente no existe jurisprudencia, quiero sugerir a Sus Señorías que facultemos al señor Secretario para que en la próxima sesión -cuando la solicitud ya se hallará en estudio en Comisiones- nos proponga un procedimiento específico al cual atenernos. 



Nos encontramos ante el ejercicio de un derecho ciudadano que no es menor y, en esa perspectiva, considero prudente reglar bien los pasos a seguir y que los tiempos se hallen orientados en ese sentido.



Por lo tanto, pido la anuencia de la Sala para que en la próxima sesión el señor Secretario nos plantee un proyecto de tramitación y para aumentar el plazo de 15 a 30 días -contados desde hoy-, a fin de que las dos Comisiones alcancen a evacuar sus respectivos informes.
El señor GÓMEZ.- Pido la palabra.
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Puede hacer uso de ella, Su Señoría.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, para los efectos de la tramitación, sería conveniente que también se tomara en cuenta el parecer de la Secretaría de la Comisión de Constitución. 

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- No hay problema en considerar el criterio de ese órgano, señor Senador, pero la Mesa quiere entregar su opinión, y es lo que se ha planteado.




Entonces, si no hay objeción, las Comisiones de Constitución y de Medio Ambiente tendrán 30 días para evacuar sus respectivos informes y en la próxima sesión el señor Secretario propondrá a la Sala un proyecto de tramitación que la misma Comisión de Constitución podrá complementar.



--Así se acuerda.
El señor GÓMEZ.- ¿Ya fue distribuido el documento que contiene la solicitud, señor Presidente?
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- No, señor Senador. Llegó ayer, lo estudié y hubo que darle curso de inmediato. Por eso se acordó enviarlo a la Comisión de Constitución y también a la Medio Ambiente, como paso previo al análisis por la Sala.



En todo caso, de inmediato se entregará copia de los antecedentes a cada uno de los señores Senadores.

El señor GÓMEZ.- Gracias. 
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.
El señor NAVARRO.- Señor Presidente, la solicitud mediante la cual se recaba nuestro pronunciamiento reviste gran urgencia y temo que ella se diluya debido a los plazos del procedimiento para su tramitación. Como Su Señoría bien indicó, la próxima semana es regional. 



Por eso, quiero saber si se va a establecer una fecha tope para que el Senado emita su parecer, considerando que la petición aborda aspectos directamente relacionados con la salud de 6 millones de personas.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Perdón, señor Senador, no le escuché bien. ¿Sugiere aumentar el plazo?

El señor NAVARRO.- No, señor Presidente: reducirlo, acortarlo.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Lo que pasa es que las Comisiones no van a poder sesionar ni en los 7 días de la semana regional ni en los que restan de la actual. Por lo tanto, nos encontramos frente a un problema material, pues dichos órganos no alcanzarían a terminar su labor dentro de 15 días, los que comienzan a contarse desde hoy. Además, ese es un plazo reglamentario, que como tal no nos empece.

El señor NAVARRO.- Conforme.
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Vásquez.

El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, usted me va a excusar, pero difiero de la interpretación de la Mesa.



El número 2) del ex artículo 49 de la Constitución (hoy 53) consagra, como atribución exclusiva del Senado, “Decidir si ha o no lugar la admisión de las acciones judiciales que cualquier persona pretenda iniciar en contra de algún Ministro de Estado”.



Por lo tanto, a menos que haya entendido mal, lo que se solicita a esta Corporación es autorización para iniciar una acción judicial.



En realidad, el número 2) tiene que ver, según la correcta interpretación de la norma, con la admisión de la o las acciones judiciales que se pretenda interponer en contra de un Ministro de Estado. 


En ese sentido, si bien no es dable exigir el libelo mismo, lo mínimo que la presentación debe contener, al tenor central del artículo 254 del Código de Procedimiento Civil, es la acción judicial que se piensa entablar; los fundamentos de hecho y de derecho básico en que se funda, y la petición que se formula, por lo menos en carácter general. De lo contrario, estaríamos decidiendo sobre la posibilidad de demandar a un Ministro de Estado porque alguien se siente afectado por tal o cual cosa y punto.



Esa no es la facultad que nos otorga el número 2) del artículo 53 de la Constitución. 



Por consiguiente, si la solicitud que llegó al Senado no contuviera tales antecedentes, yo no estaría dispuesto a aprobarla. 
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- De eso se trata precisamente, señor Senador. Esta Corporación, en su conjunto, debe calificar la procedencia o improcedencia de la presentación. No me corresponde a mí hacerlo. 


Formulada una solicitud ejerciéndose el derecho de petición, no cabe sino que el Senado se pronuncie sobre ella. Y ahí se verá. Su juicio podrá coincidir con el mío o el mío con el suyo. No sé. Pero lo que no podemos hacer es desechar a priori un requerimiento. 


Tiene la palabra la Honorable señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente,  en relación con el procedimiento que se debe seguir respecto del desafuero de los Ministros de Estado, a que Su Señoría hizo mención, debo recordar que el número 2) del artículo 53 de la Constitución, señala que es atribución exclusiva del Senado “Decidir si ha o no lugar la admisión de las acciones judiciales que cualquier persona pretenda iniciar en contra de algún Ministro de Estado, con motivo de los perjuicios que pueda haber sufrido injustamente por acto de éste en el desempeño de su cargo;”.



De otro lado, el Reglamento de nuestra Corporación en lo referente a la actual situación, establece el siguiente procedimiento con absoluta claridad: “Cuando una persona pretenda iniciar  una acción judicial en contra de un Ministro de Estado en conformidad al número 2) del artículo 49 de la Constitución Política,” -eso dice el Reglamento, pero es el 53- “se remitirán los antecedentes a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, para que informe dentro de quince días.”.



A continuación, los artículos 199 a 204, disponen, con absoluta claridad, la forma en que el Senado deberá tratar una cuestión de esta naturaleza. 



Por esa razón, señor Presidente, en relación con lo establecido en el número 2) del artículo 53 de la Constitución, relativo a las acciones judiciales en contra de los Ministros de Estado, pido que los antecedentes pasen a la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, según lo preceptuado en los artículos 198 a 204 del Reglamento del Senado.



Por otra parte, señor Presidente, los artículos 7º y 8º de la Carta Fundamental se refieren de manera muy nítida a esto. El primero dice: “Los órganos del Estado actúan válidamente previa investidura regular de sus integrantes, dentro de su competencia y en la forma que prescriba la ley.”. 



O sea, una norma constitucional y el Reglamento del Senado fijan un procedimiento para una situación como esta.



En consecuencia, solicito que el asunto vaya a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Eso fue precisamente lo que se acordó, señora Senadora.

El señor ORPIS.- Ya pasó.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Así es.



Ocurre que la solicitud presenta una especificidad relacionada con el medioambiente. Y dada la sensibilidad existente sobre el particular,  la Mesa estimó necesario que también haya un informe de la Comisión de Medio Ambiente.



Esa es la única particularidad. 



Nos ha parecido correcto proceder de esa forma. En mi opinión, es lo mejor para profundizar en la materia. La Sala puede tener un mejor criterio, pues ella, en definitiva, va a decidir si ha lugar o no a la  petición.

La señora ALVEAR.- Pido la palabra.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- La tiene, la señora Senadora.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente,  lamento discrepar de lo que Su Señoría señala.



Resulta absolutamente claro que la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia debe ocuparse del asunto. 



Invito a los Honorables colegas a leer los artículos pertinentes del Reglamento del Senado -del 198 al 204-, porque ellos regulan en forma exacta todos los trámites por seguir cuando se trata del desafuero de los Ministros de Estado. 



Lo que yo pido, señor Presidente, es que el proceso se lleve adelante de acuerdo con las normas de la Constitución y de nuestro Reglamento. 



Además, como miembro de la Comisión de Constitución, solicito dar cumplimiento a lo preceptuado en esos cuerpos normativos. No puede quedar al arbitrio de la Mesa tramitar el libelo a otra Comisión. No corresponde. 



La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene que resolver si procede la acusación o acción judicial que un grupo de particulares pretende entablar. Y en la Sala, naturalmente, se podrán escuchar todas las visiones y los distintos puntos de vista. Pero el Reglamento hay que aplicarlo.

El señor NAVARRO.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Antes de dar la palabra al Senador Navarro, quiero precisar algo. 



Yo no sé si hemos estado en dos Salas distintas o hubo dos conversaciones diferentes. 



La Mesa propuso a la Sala un criterio y fue acordado.



Ahora, si algún señor Senador quiere revisarlo, no hay  inconveniente.



Nosotros encontramos que lo propuesto era mejor. Dado que hemos tenido conocimiento del libelo acusatorio o de lo que se pretende hacer, pensamos que sería conveniente que hubiese un informe más en detalle -pues lo que abunda no daña- no solo de parte de la Comisión de Constitución, sino también de la de Medio Ambiente.



Si se insiste en el asunto, voy a tener que poner en votación si se cambia el trámite.



Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, el acuerdo para enviar el asunto también a la Comisión de Medio Ambiente ya estaba tomado. Pero, como para revertirlo se requiere la unanimidad de la Sala, no estoy de acuerdo en otorgarla. 


Por el tenor del texto de la solicitud, se requiere un informe especializado, pues la acción judicial que se pretende iniciar dice relación a un daño al medioambiente, a la salud. Por tanto, se necesitaría un informe adicional, no solo jurídico. Se trata de un derecho de los ciudadanos consagrado en la Carta Fundamental y que debe tramitarse conforme al Reglamento del Senado.



No sé si el informe de la Comisión de Constitución abordará los temas de fondo. Si se quiere ver la juridicidad respecto a la acción presentada, está bien. Pero el fondo de la cuestión se refiere al incumplimiento en torno de un requisito esencial: el cuidado del medioambiente y de la salud.



En consecuencia, pido que el asunto sea visto por ambas Comisiones.



Reitero: como tiene que haber unanimidad para cambiar lo acordado, yo no la concedo.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, deseo que todos tengamos claro de qué se trata. 


Entiendo que hablamos de una acción judicial que anunció por la prensa -creo que el fin de semana anterior- el Senador señor Girardi. ¿Nos referimos a ese libelo acusatorio o a otro presentado por un grupo de particulares, como señaló la Senadora señora Alvear?

El señor NAVARRO.- Así es.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Nos encontramos ante el derecho de petición que es sagrado para cualquier persona. 


Desconozco si esa acción la comparte, además, el Senador señor Girardi. No es el caso.



Hemos recibido una solicitud, formulada en ejercicio de un derecho constitucional, de diversos ciudadanos que pretenden entablar acciones judiciales en contra de un Ministro de Estado. De acuerdo con la Constitución y el Reglamento del Senado,  corresponde que la Sala se pronuncie si ha lugar a ella.



Hay un sistema establecido. Pero hemos considerado prudente que, además del informe de la Comisión de Constitución -que por cierto es el central-, y, debido a la especificidad de la materia -relativa al medioambiente-, se elabore otro por la Comisión de Medio Ambiente. Se busca que con esos dos documentos la Sala cuente con más elementos de juicio para resolver una situación bastante inédita. 


Actualmente, la ciudadanía exige participar.



Si se insiste en que se revise el acuerdo que la Mesa entiende ya tomado, según lo señala el señor Secretario, no tengo inconveniente en que votemos.
La señora ALVEAR.- No,…
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Ya existe acuerdo.
La señora ALVEAR.-…señor Presidente, pedí la palabra antes de que se diera por aprobado.
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Perfecto.

La señora ALVEAR.- Mis observaciones implican nada más que ajustarnos a las normas del Reglamento.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- No tengo inconveniente en que la cuestión se decida por mayoría. Estamos fijando un criterio. El de la Mesa postula que el informe sea lo más amplio posible. Legítimamente puede haber una posición más restrictiva.



Se va a poner en votación.
El señor LARRAÍN.- Pido la palabra, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- La tiene, Su Señoría.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, por desgracia, no me encontraba en la Sala cuando se dio cuenta de la solicitud. Me acabo de interiorizar de ella.



Al revisar el requerimiento, me percato de que se trata de una solicitud relativa al medioambiente, pero originada en un reclamo en contra del Ministro de Transportes por los efectos contaminantes que habría producido la implementación del Transantiago. Si entendí bien, en eso consiste la acción de un grupo de ciudadanos. En tal sentido, se necesita el pronunciamiento del Senado para que sea posible aplicar la Constitución en lo que dice relación a la responsabilidad civil de un Ministro de Estado.



La Senadora señora Alvear tiene razón cuando sostiene que la materia en análisis ha de ser vista por la Comisión de Constitución, pues así lo manda el Reglamento.



Entiendo que la Mesa quiere que adicionalmente haya un informe técnico.



Sería conveniente que dicho informe fuera solicitado por la Comisión de Constitución. Probablemente, también deba pronunciarse la de Transportes, dado el alcance de la acción judicial.



Quizá se debiera radicar el asunto en la Comisión de Constitución, y que esta demande de las de Medio Ambiente y de Transportes los antecedentes pertinentes. Tal vez sea la primera la que al final haga la presentación, conforme a lo preceptuado en el Reglamento.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Señores Senadores, debemos decidir el asunto. 


No encontré ningún precedente al respecto. Queremos ser lo más objetivos posible. 


Hoy existe gran sensibilidad acerca del medioambiente. Ha habido gran preocupación por este requerimiento. 


En ese entendido, más allá de lo que establece el Reglamento y siendo todavía más exigentes con nosotros mismos, hemos creído prudente pedir su criterio a la Comisión de Medio Ambiente.



Ahora bien, por cierto que la de Constitución puede requerirlo a la de Transportes o a la de Salud.



Cuando se redactó la Carta de 1925 -la norma pertinente del Reglamento dice relación a ella -, no existía Comisión de Medio Ambiente, pero hoy sí. 


En tal sentido, resulta más prudente que haya dos informes. Pero es un asunto absolutamente opinable.



Se han planteado dos posiciones. Una estricta, que postula que solo se pronuncie la Comisión de Constitución. Otra, la de la Mesa, que sostiene que, además, informe la de Medio Ambiente. También habría que aumentar el plazo de quince días.



Tenemos que definir una posición, a fin de que la Sala pueda resolver la materia.



Colocaré el asunto en votación.



Quienes estén de acuerdo en que haya un informe de la Comisión de Constitución y otro de la de Medio Ambiente; votan “Sí”. Los que consideren que solo debe emitir informe la Comisión de Constitución, “No”.
El señor GAZMURI.- Quiero fundamentar mi voto.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- No hay debate.

El señor GAZMURI.- Se trata del fundamento de voto y no de  debate.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Señores Senadores, el artículo 79 del Reglamento dispone: “En el mismo acto de la Cuenta, el Presidente dará la tramitación que corresponda a estos negocios; pero si algún Comité pide que se cambie el trámite dispuesto, la Sala resolverá de inmediato y sin discusión.”.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, ¿me permite?
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- No existe otra solución.
El señor GAZMURI.- Si se pone en votación, hay derecho a fundamentar el voto.

El señor LETELIER.- Reglamentariamente, se trata de otro momento.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Se otorgará la palabra a quienes deseen fundar su voto.



En votación.



--(Durante el fundamento de voto).

El señor GAZMURI.- Señor Presidente, entiendo que, desde que se reinstaló el Senado, es la primera vez en que nos vemos obligados a dirimir un asunto de este tipo.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Segunda, señor Senador.

El señor GAZMURI.- Es la segunda ocasión. Por tanto, no hay precedentes acerca de la atribución que nos entrega la Constitución.



Ahora bien, interpreto el número 2) del artículo 53 de la Carta en el sentido de que el Senado no debe pronunciarse sobre la cuestión de fondo, que es la presentación que hará un ciudadano ante los tribunales. La atribución nuestra consiste en resolver si ha lugar al reclamo. No hemos de pronunciarnos acerca de la cuestión de fondo, sino respecto de la de forma. 


Desde ese punto de vista, me parece más razonable que la petición se envíe solo a la Comisión de Constitución.



Ahora si para mejor resolver, ese órgano técnico requiere informe de otra Comisión, que lo pida. Pero, a mi entender, no se trata de que debamos dar una opinión técnica o especializada -entre comillas- sobre el requerimiento de un particular, ya que este se presentaría, no ante el Senado, que carece de jurisdicción, sino ante la justicia, que es la que resolvería respecto del reclamo formulado por un ciudadano, o ciudadanos, como ocurre en este caso.



Por tanto, únicamente tenemos que referirnos más bien a las cuestiones de forma.



Insisto: si la Comisión de Constitución necesita mayores antecedentes, podrá requerir el auxilio de especialistas o de otros órganos técnicos del Senado.



En tal sentido, estoy de acuerdo en que la solicitud se envíe solo a la Comisión de Constitución.



Voto que no.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, nos hallamos ante una Carta Fundamental que otorga un conjunto de facultades al Senado, algunas de las cuales no desearía, pero las tiene. Y nuevamente ella nos obliga a transformarnos, al igual que en las acusaciones constitucionales contra los Ministros, en un tribunal.



Por consiguiente, no es efectivo que el pronunciamiento se refiera solo a cuestiones de forma.



A partir del artículo 198, el Reglamento determina todo un procedimiento. Realizaremos un juicio. Nos corresponderá establecer claramente cada uno de los cargos con que se acusa al Ministro, acerca de los cuales tendremos que votar. La Comisión evacuará un informe; el Senado tomará conocimiento de la solicitud por medio de la relación que hará el Secretario; el Ministro afectado podrá defenderse por sí o representado por un abogado; terminado el procedimiento, se anunciará la votación para el Tiempo de Votaciones de primera hora de la sesión ordinaria siguiente. Por último -como señala el artículo 203 de nuestro Reglamento-, “El Senado se pronunciará por separado y por mayoría acerca de cada uno de los cargos que concrete el solicitante.”.



En definitiva, enfrentaremos un proceso de desafuero, igual al que se sigue en una corte de apelaciones contra cualquier parlamentario. Es decir, si procede o no el fuero ministerial. 



En cuanto a los cargos formulados, el Senado deberá votar si corresponde autorizar o no el inicio de un proceso judicial en contra de un Ministro.



Por consiguiente, tocaremos el aspecto de fondo. Porque, si vamos a hacer una evaluación de los cargos para determinar si es viable o no el inicio de acciones judiciales contra un Ministro, no podemos quedarnos solo en la forma jurídica. Ello nos obligará a ir al fondo. De allí que se requieren necesariamente informes técnicos. Y, en mi opinión, el de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales es uno de los más relevantes.



De otro lado, anuncio a los señores Senadores que dicho órgano técnico acordó invitar a la Ministra del ramo y al Intendente de la Región Metropolitana para que informen sobre el nuevo plan de descontaminación propuesto, que constituye uno más entre tantos otros que, lamentablemente, han fracasado.



Por lo tanto, lo conoceremos.



Según los ciudadanos que hicieron la presentación de la solicitud al Senado no se ha dado cumplimiento al plan de descontaminación. En ella se dice que la contaminación daña gravemente el medio ambiente y la salud, y que el Ministerio del ramo no ha hecho uso de sus facultades para evitarla. 



En consecuencia, se requiere profundizar en cada uno de los cargos en las materias de fondo, no solo en las de forma.



Por tales motivos, estoy a favor de que también informe sobre el particular la Comisión de Medio Ambiente.



Si la Comisión de Constitución requiere informe de la de Transportes o de la de Salud, podrá solicitarlo.



Me inclino por no alterar el primer acuerdo de la Sala en orden a enviar la solicitud recibida a las dos Comisiones mencionadas en un principio.



Voto que sí.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, en mi opinión, debemos abocarnos a lo que la Constitución y el Reglamento señalan.



Este último es muy claro en cuanto a que la petición efectuada por particulares debe ir a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento para analizar su legalidad y constitucionalidad.



Entrar a cualquier otra consideración es meterse en el fondo. Y este debe ser conocido, sin duda alguna, por la justicia, en caso de que la Comisión de Constitución y la Sala establezcan que la solicitud formulada se ajusta a Derecho.



Y nuestra votación también tiene que ajustarse a Derecho.



La que tiene que ver esta materia es la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. Porque, ¿qué pasaría si le pedimos a dos Comisiones que emitan su parecer y una dice que sí y la otra que no?



La Comisión de Constitución podría señalar: “Le encuentro razón al particular”. Pero esa no es la manera en que debemos actuar; no se trata de determinar si es legítima o no la acusación que se hace. Tenemos que pronunciarnos respecto de la legalidad, de la constitucionalidad de la petición que se formula.



En ese aspecto, coincido plenamente con lo planteado por el Senador señor Gazmuri.



Y, por supuesto, voto en contra.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier, y luego, el Senador señor Novoa.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, en primer término, el Reglamento del Senado es claro, tanto en su espíritu como en su letra.



Su artículo 198 establece, sin ambigüedad alguna, respecto de la situación referida al numeral 2) del artículo 49 -actual artículo 53- de la Carta Fundamental, que “se remitirán los antecedentes a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, para que informe dentro de quince días.”. Punto.



No es ambiguo.



En segundo lugar, sin entrar al mérito, entiendo que los antecedentes presentados tienen que ver con que alguien ha sido afectado. Y si el daño posee algún ámbito de aplicación, es en la salud de la gente.



Por consiguiente, si uno quisiese llegar a argumentar que se modifica el Reglamento del Senado en este procedimiento tan excepcionalísimo que enfrentamos, en que las personas afirman haber sufrido injustamente por un acto referido a la salud, tendríamos que solicitar un informe específico en esa área.



Pero eso sería entrar en el fondo. Y, en cuanto a la forma, hay que atenerse a si existen perjuicios que ameriten llevar a cabo acciones judiciales. Y la Comisión que se encuentra en mejores condiciones para evaluar aquello -por eso nuestro Reglamento es tan sabio- es, exclusivamente, la de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



A mi entender, en este tema debemos apegarnos a la legalidad, más allá del episodio en sí, de la causa. Porque mañana podrían iniciarse otras acciones; podría haber otras motivaciones; podrían sentirse afectados los pescadores industriales, u otros.



Creo que en este tipo de trámites corresponde una calificación que tenga que ver con la legalidad, con la procedencia legal, y no con entrar al fondo del asunto.



Por eso, a mi juicio, la materia en cuestión debería ir solo a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Voto en contra.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, lamento discrepar en esta oportunidad del criterio de la Mesa, por lo siguiente.



Esta norma se halla establecida en beneficio de particulares. 



Un particular puede sentirse perjudicado y querer entablar una acción judicial contra un Ministro de Estado.



Lo único que debe hacer el Senado es, en un procedimiento rápido -el Reglamento señala que la Comisión evacuará el informe dentro de 15 días-, señalar si ha o no lugar la admisión de acciones judiciales.

Si acordamos enviar la solicitud de un particular a más de una Comisión, tendremos una cantidad de problemas respecto a los quince días  con que cuenta la Comisión de Constitución para informar, como dice el Reglamento. El particular es quien se vería afectado en su derecho; el que no tendría el visto bueno para la demanda.



Debo hacer presente que el artículo 202 del Reglamento señala que una vez evacuado el informe este podría volver a Comisión.



Supongamos que se envíe la solicitud a dos o tres Comisiones. En ese caso, de alguna forma estaríamos desprotegiendo los derechos de las personas que hayan sufrido un perjuicio, pues no se les permitiría ejercer con prontitud una acción ante los tribunales. La tardanza podría ir en detrimento de esos particulares.



Por otra parte, a mí me parece que la opinión de la Comisión de Constitución es muy importante. Pero la que va a resolver en definitiva será la Sala, con todos los antecedentes de que se disponga.



Entonces, no considero pertinente, con el pretexto -aunque puede ser muy justificado- de que se afecta el medioambiente, o la salud de las personas, o a alguien que se vio perjudicado, por ejemplo, en virtud de una resolución del Ministerio de Agricultura, que debamos darle un trámite que, en definitiva, puede servir mucho para hacer una especie de juicio político, cuando en realidad ese no es el propósito.



Aquí se trata de un particular que ha sufrido perjuicios, que quiere demandar y que desea que los tribunales acojan su reclamo.



En tal sentido, nosotros como Senado debiéramos actuar lo más pronto posible. Hacer intervenir a más de una Comisión podría significar una demora en la resolución que se dicte y, por consiguiente, un perjuicio para ese ciudadano.



Voto que no.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Terminada la votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Resultado de la votación: 13 votos por la afirmativa, 13 por la negativa y una abstención.
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Como se ha producido empate, debe repetirse la votación.



En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza la proposición de la Mesa (12 votos contra 11, una abstención y un pareo).


Votaron por la negativa la señora Alvear y los señores Arancibia, Ávila, Escalona, García, Gazmuri, Gómez, Larraín, Letelier, Muñoz Aburto, Novoa y Sabag.



Votaron por la afirmativa la señora Matthei y los señores Bianchi, Cantero, Coloma, Horvath, Longueira, Núñez, Ominami, Pérez Varela, Romero y Zaldívar.



Se abstuvo el señor Flores.



No votó, por estar pareado, el señor Vásquez.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La abstención se suma a la mayoría.
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En consecuencia, habrá un solo informe: el de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Tiene la palabra el Senador señor Muñoz Aburto.

TRATAMIENTO DE MOCIONES DE DIPUTADOS 
Y DE SENADORES CON SIMILAR CONTENIDO
El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, Honorables colegas, voy a referirme a un asunto de la Cuenta.



En octubre de 2007, con motivo de la tramitación de un proyecto de ley sobre publicaciones en el Boletín Minero, diversos Senadores expresaron en esta Sala su molestia con relación a la autoría de las mociones y las dificultades que, en tal sentido, se suscitan con la Cámara de Diputados.



Ello vuelve a reiterarse en esta ocasión con un proyecto de la Cuenta que sanciona el grooming o ciberacoso infantil, materia que, junto con el Honorable señor Naranjo, habíamos propuesto mucho antes de la que ahora nos llega de la otra rama legislativa.



Además, estimo que lo mismo ocurrirá con otras iniciativas, como la que establece la tuición compartida de los hijos y, eventualmente, la que mejora los derechos para los pasajeros aéreos, las que, junto con otros señores Senadores, hemos puesto en trámite y avanzan con diverso ritmo. 



Imagino que a todos los señores Senadores les ocurre lo mismo.



Por desgracia, no hemos arribado a una fórmula que evite estos problemas. Recuerdo que en esa ocasión se acordó plantear a la Cámara que primase la iniciativa más antigua. Como ignoro el resultado de dichas gestiones, quiero que se nos informe al respecto, aun cuando parece que ellas no han prosperado.



Por este motivo, con el objeto de atenuar el problema y ante la evidencia de que él continúa repitiéndose, es conveniente esbozar una sugerencia recogida de una situación ya dada en esta Corporación con ocasión del trámite de diversas mociones sobre abigeato.



En ese caso, llegó al Senado un proyecto de la Cámara de Diputados y, por acuerdo de Comités, refrendado por la Sala en la sesión 26ª, de la Legislatura 352, se resolvió refundirlo con una moción patrocinada por diversos Senadores, entre los que recuerdo al Honorable señor Romero.



No sé exactamente qué disposición -reglamentaria o legal- permitió proceder de esa forma. Pudiera ser el artículo 79 del Reglamento. Considero que es una buena fórmula para superar, al menos en parte, las actuales dificultades, en tanto no surja un mecanismo mejor.



A mi juicio, estamos de acuerdo en que no se trata de vanidad personal, pues, más allá de la autoría, lo que importa es que las ideas legislativas que uno plantea prosperen. Pero, ciertamente, resulta molesto cuando tal tipo de situaciones ocurren con demasiada frecuencia.



Por lo anterior, señor Presidente, y en el entendido de que la cuestión seguirá presentándose, solicito analizar alguna solución tanto para el asunto puntual del proyecto sobre el grooming como para lo general.



Al respecto hay dos posibilidades.



La primera, requerir un acuerdo de Comités, que sea ratificado por la Sala en una sesión próxima, para que, en lo sucesivo, se faculte al Presidente de una Comisión para refundir las mociones provenientes de la Cámara con proyectos de los Senadores sobre la misma materia, especialmente cuando estos últimos hayan sido presentados con anterioridad.



La segunda sería, si se estimare que no se puede proceder en forma genérica, acordar que cada vez que se dé cuenta de mociones provenientes de la Cámara de Diputados, el señor Secretario analice si hay iniciativas de Senadores sobre el mismo asunto e informe de ello en la reunión de Comités, para que estos acuerden refundirlas. Esto deberá ser ratificado por la Sala.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Señor Senador, su propuesta me parece muy atingente y de mucho interés.



A mi juicio, ella debería ser vista en la próxima reunión de Comités, con el objeto de que resuelvan el camino por seguir.



Si le parece a la Sala, así se procederá.



Acordado.



Tiene la palabra el Honorable señor Ominami.

El señor OMINAMI.- Señor Presidente,  apoyo el planteamiento formulado por el Senador Muñoz Aburto, pues me he visto enfrentado a una situación semejante.



Una iniciativa de la Cámara de Diputados exige el consentimiento de la madre para el reconocimiento de la paternidad de los hijos; y yo estoy por presentar en la Comisión de Constitución un proyecto que aborda este tipo de cuestiones. Se trata de cambios a la ley en materia de filiación. 



Entonces, debiera existir un procedimiento, a fin de que se pueda dar curso a las mociones que se planteen en el Senado. 



Desde ese punto de vista, comparto plenamente lo señalado por el Honorable señor Muñoz Aburto.



Solicito a la Comisión de Constitución y a la Secretaría del Senado tomar cartas en el asunto.

SALUDO A COMISIÓN DE ASAMBLEA POPULAR

NACIONAL DE CHINA
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En nombre de la Sala, saludo a quienes integran la Comisión de la Asamblea Popular Nacional de China, que nos honran hoy día con su presencia en las tribunas: al Vicepresidente de la Comisión de Asuntos Exteriores, señor Zheng Silin; al Vicepresidente de la Comisión de Asuntos Jurídicos, señor An Jian; al miembro de la Comisión de Asuntos Exteriores, señor Zhang Fusheng, y a la embajadora residente en Chile, señora Liu Yuqin.



A todos ellos expresamos nuestro más grande aprecio.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

)------------------(

El señor LETELIER.- Pido la palabra.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Puede hacer uso de ella, Su Señoría.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, al parecer no llegó a la Mesa la comunicación enviada por la Comisión de Obras Públicas en la que se solicita un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto que sustituye el artículo 119 del Código de Aguas, que se relaciona con una moción presentada por los Senadores señora Matthei y señor Pérez Varela.



Pedimos ampliarlo por una semana más, hasta el 28 de julio, a las 12.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Si no hay objeción, se accederá a ello.



--Así se acuerda.
V. ORDEN DEL DÍA

CREACIÓN DE PLANTA DE TROPA 

PROFESIONAL PARA FUERZAS ARMADAS

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea una planta de tropa profesional para las Fuerzas Armadas, con segundo informe de la Comisión de Defensa Nacional e informe de la Comisión de Hacienda y urgencia calificada de “simple”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (5479-02) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 8ª, en 8 de abril de 2008.


Informes de Comisión:


Defensa Nacional, sesión 19ª, en 13 de mayo de 2008.

Defensa Nacional (segundo), sesión 35ª, en 9 de julio de 2008.


Hacienda, sesión 35ª, en 9 de julio de 2008.

Discusión:



Sesión 21ª, en 14 de mayo de 2008 (se aprueba en general).
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El proyecto fue aprobado en general en sesión del día 14 de mayo recién pasado.



Las Comisiones de Defensa Nacional y de Hacienda dejan constancia, para los efectos reglamentarios, de que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones los números 1) al 8) del artículo 1°; los artículos 3°, 6°, 7°, 8°, 9° y 11 permanentes, y los artículos primero y segundo transitorios. 



Todas esas disposiciones conservan el mismo texto que Sus Señorías aprobaron en general. En consecuencia, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento, deben darse por aprobadas.



Antes de que el señor Presidente así lo proclame, es menester dejar testimonio de que varios de esos artículos tienen el carácter de normas  orgánicas constitucionales, por lo que requieren para su aprobación 21 votos favorables.



--Quedan aprobados reglamentariamente, dejándose constancia de que votan a favor 26 señores Senadores.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- La Comisión de Defensa Nacional efectuó cuatro modificaciones al proyecto aprobado en general, todas las cuales fueron acordadas por unanimidad.



Tales enmiendas se refieren a la ampliación de las causales de retiro absoluto del personal de tropa profesional, con el goce para dicha dotación de la totalidad de los derechos y beneficios que tiene el resto del personal de planta, con el traspaso de imposiciones y con la no discriminación del tipo de filiación de la madre cuando falleciere un soldado profesional soltero y sin hijos.



La Comisión de Hacienda, por su parte, realizó dos modificaciones meramente formales al texto despachado por la de Defensa Nacional, las que también fueron aprobadas en forma unánime.



Cabe destacar que las enmiendas acogidas unánimemente deben ser votadas sin debate.



El número 9) del artículo 1° y los artículos 2°, 4°, 5° y 10 tienen carácter orgánico constitucional, por lo que requieren para su aprobación el voto conforme de 21 señores Senadores.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobarán dichas enmiendas.



--Se aprueban, dejándose constancia, para los efectos del quórum constitucional exigido, de que emitieron pronunciamiento favorable 26 señores Senadores, y el proyecto queda despachado en particular en este trámite.
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Habiéndose aprobado la iniciativa, no es necesario que ingresen a la Sala las autoridades cuya autorización se solicitó en su momento.



Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor GOÑI (Ministro de Defensa Nacional).- Señor Presidente, solo quiero agradecer de nuevo al Senado el haber aprobado unánimemente el proyecto, el cual continuará el trámite constitucional correspondiente, y resaltar la importancia histórica de la reforma que se está llevando a cabo.



Muchas gracias a las Comisiones de Defensa Nacional y de Hacienda y a cada uno de los señores Senadores por el trabajo que realizaron en esta iniciativa.

RESGUARDO DE DERECHO A IGUALDAD EN REMUNERACIONES

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código del Trabajo, resguardando el derecho a la igualdad en las remuneraciones, con informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social y urgencia calificada de “simple”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (4356-13) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 13ª, en 16 de abril de 2008.


Informe de Comisión:

Trabajo, sesión 35ª, en 9 de julio de 2008.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es establecer el derecho a la igualdad de remuneraciones entre hombres y mujeres por la prestación de servicios de similar valor.



La Comisión de Trabajo y Previsión Social discutió el proyecto solamente en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus integrantes (Senadores señores Allamand, Letelier, Muñoz Aburto, Pérez Varela y Pizarro), en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados.



El texto, por si Sus Señorías desean consultarlo, figura en la parte pertinente del primer informe.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En discusión general la iniciativa.



Ofrezco la palabra.



Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, este proyecto, conocido también como de “brechas salariales”, persigue el propósito de establecer las bases indispensables para evitar actos de discriminación que impliquen diferencias entre las remuneraciones de hombres y mujeres por trabajos de igual valor.



En esencia, genera en el Código Laboral, particularmente en el artículo 2°, un instrumento legal que permite acciones tutelares para que en nuestro país avancemos en el concepto de garantizar las mismas remuneraciones por igual trabajo.



Si aquello resulta necesario, es porque de hecho existe discriminación en tal ámbito. 



Todos los estudios indican que, en promedio, a las mujeres se les paga 30 por ciento menos que a los hombres por similar labor y que muchas veces se hace recaer solo en ellas el costo de la maternidad, en circunstancias de que -disculpen por decirlo en forma coloquial-, al menos como yo lo entiendo, los niños se hacen entre dos; por ende, ese costo debe ser asumido por la sociedad y por ambos padres de manera compartida.



Más aún, estudios recientes de las Naciones Unidas y de otras organizaciones indican que las tasas de productividad femenina en numerosas actividades son superiores y que las mujeres registran muchas veces cifras de ausentismo laboral menores.



Entonces, lo único que se está planteando mediante el proyecto en debate es establecer en la ley una cosa evidente: que no se aceptará la discriminación y que se reconocen como actos de esta índole “las diferencias en las remuneraciones en trabajos de igual valor basadas en criterios distintos de las características y naturaleza del trabajo que se realiza.”.



Esta iniciativa reviste una tremenda importancia. Y quiero valorar profundamente lo efectuado por la Presidenta Bachelet. Lo que marca una diferencia en lo que está haciendo hoy Chile es la realización de esfuerzos en todos los ámbitos para terminar con situaciones de discriminación que dañan al país y lo llevan a perder la posibilidad de usar su capital humano, que se halla constituido por hombres y mujeres. Porque está demostrado que el género no define ni productividad ni eficiencia en el cumplimiento de labores similares.



Finalmente, quiero destacar que aquello se nota incluso en sectores donde históricamente estaba prohibido el ingreso de mujeres. Por ejemplo, en la gran la minería del cobre. Así, en yacimientos muy relevantes del norte, más del 27 por ciento de los trabajadores son mujeres que desempeñan funciones de gran significación y con productividades iguales que las de los hombres, cuando no superiores.



Señor Presidente, este proyecto -insisto- es muy trascendente. En la Comisión de Trabajo lo aprobamos en general por unanimidad, sin perjuicio de precisar algunos puntos que generaron discusión. Por ejemplo, en cuanto al reglamento a que se refiere el artículo 154 del Código Laboral, se debatió sobre si la descripción de funciones debe existir solo en el caso de las empresas con más de cincuenta trabajadores o también en el de aquellas con menos personal.



Vale la pena recordar que por desgracia, producto de nuestra historia, el lenguaje de dicho cuerpo de leyes es siempre masculino. Entonces, en el citado artículo quizá debería reconsiderarse tal aspecto.



Vamos a votar a favor, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra la señora Ministra.

La señora ALBORNOZ (Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer).- Señor Presidente, hace aproximadamente un año dimos inicio a la discusión que permitirá otorgar mayor valoración social y económica al trabajo femenino.



Es un compromiso asumido por el Gobierno de la Presidenta Bachelet el mejoramiento de las condiciones de incorporación y permanencia de las mujeres en el mercado laboral, razón por la que decidimos afrontar la discriminación que se registra en materia remuneracional participando de forma activa en esta iniciativa e impulsando su discusión legislativa, con el objeto de promover un cambio en los hábitos y prácticas culturales en torno a los prejuicios que aún subsisten en la actividad laboral que realizan aquellas.



Además, este asunto ha sido objeto de observaciones hechas permanentemente a nuestro Estado por el Comité para la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la Mujer a raíz de la significativa brecha salarial existente entre hombres y mujeres, que aumenta con la edad, la educación y las responsabilidades asumidas en el trabajo. Y se observa, además, que las que desempeñan cargos directivos reciben hasta 50 por ciento menos que la remuneración percibida por los hombres.



La realidad del mercado laboral refuerza la necesidad, a nuestro juicio, de legislar en esta materia.



Pese a la creciente y sostenida incorporación de la mujer al mercado del trabajo -recuérdese que hemos subido de manera permanente y sustantiva, sobre todo en los últimos dos años-, la discriminación constituye un problema patente que aún no se ha resuelto en su totalidad. Ello se manifiesta principalmente en la existencia de discriminación salarial, que subvalora la labor desempeñada por la mujer en comparación con la realizada por su par hombre.



Uno de los factores que explican esa diferencia en el salario es la desvalorización histórica de los trabajos efectuados mayoritariamente por mujeres. Existen fuertes prejuicios sexistas en el proceso de fijación de las remuneraciones. Así, diversos rubros tienden a ser subremunerados; tal es el caso de los servicios comunales, sociales y personales. En tanto, las remuneraciones más altas se concentran en minería, servicios financieros, electricidad, gas y agua, donde los cargos son ocupados en mayor medida por hombres.



Dicha realidad no nos puede resultar indiferente; en nuestras manos está justamente la posibilidad de revertir dicha situación o, por lo menos, intentar mitigar los efectos que ella provoca. La discriminación salarial es una situación que viven millones de chilenas, y hoy tenemos, sin duda alguna, la oportunidad de lograr su erradicación.



Distintos estudios, con metodologías y parámetros diversos, avalan lo que dije hace un momento. Ellos han cuantificado la brecha salarial entre 30 y 40 por ciento, diferencia que se incrementa a medida que la mujer posee mayores niveles de estudio.



A la vez, se ha constatado que la eliminación de la brecha salarial conlleva diversas implicancias sociales -quiero poner énfasis en este punto-, que se reflejan en más acceso de la mujer al mercado del trabajo; mejoramiento de las condiciones laborales y, por tanto, aumento de la productividad, y, ciertamente, disminución (aspecto que sin duda alguna nos interesa) de los niveles de pobreza, en general, de las familias que dependen de mujeres trabajadoras.



Un reciente Diagnóstico de Género elaborado en conjunto por el SERNAM, el Banco Mundial y el Banco Interamericano de Desarrollo estima que la eliminación de la brecha salarial en razón de género en Chile podría implicar una reducción en 8 por ciento de la extrema pobreza y un aumento en 2 por ciento del ingreso per cápita, promedio.



Por su parte, la Organización Internacional del Trabajo ha venido señalando que la discriminación en el empleo debiera desaparecer porque genera gastos e ineficacia, e impide a las empresas examinar la productividad de cada uno de sus trabajadores.



En este plano, señor Presidente, el proyecto de ley que hoy día discute el Senado constituye un primer paso para revertir la realidad a que hemos hecho referencia. Así, la consagración del principio de igualdad de remuneraciones entre los trabajos masculino y femenino por un servicio de igual valor busca terminar con aquel tipo de prácticas al calificarse su vulneración como un acto de discriminación.



No debe ser objeto de preocupación -el punto fue planteado en el debate de la Comisión de Trabajo de esta Alta Cámara- la precisión del concepto de “servicio de igual valor”.



Las legislaciones extranjeras sobre tal materia no definen en qué consiste aquella igualdad, atendido que eso puede terminar validando discriminaciones o restringiendo su campo de aplicación.



Nosotros creemos que este proyecto, en definitiva, se limita a señalar los parámetros o criterios objetivos que deben orientar a los empleadores para determinar el aporte que reportan los diversos puestos de trabajo a la estructura empresarial. Ello, en nuestro concepto, les permitirá también medir su productividad y transparentar los criterios de fijación de salarios.



Asimismo, y con el objeto de no recargar en forma excesiva a las micro y pequeñas empresas, se establece que el registro de cargos o funciones debe ser llevado por aquellas que ocupen a 50 o más trabajadores. El procedimiento debe estar precisado en los reglamentos internos. Por lo tanto, será aplicable a las empresas que ocupen 10 o más trabajadores permanentes.



Muchos abrigan el temor de que las exigencias establecidas en este proyecto signifiquen un desincentivo a la contratación de mujeres.



Para su tranquilidad, debo señalarles que la norma pertinente fue redactada en términos generales a fin de evitar aquel efecto perverso. De manera que, independiente del número de mujeres contratadas, las empresas que ocupen 50 o más trabajadores deberán llevar el referido registro. 



Finalmente, solo quiero expresar que la iniciativa en debate, también con el objeto de generar incentivos para el cumplimiento de la igualdad salarial, dispone que las empresas que no registren diferencias remuneracionales arbitrarias podrán solicitar la rebaja del 10 por ciento de las multas, siempre que no se basen en prácticas antisindicales o en infracción a los derechos fundamentales. 



Señor Presidente, consideramos que los cambios legislativos propuestos deben ir acompañados de acciones positivas tendientes a modificar los patrones culturales, los que en muchas ocasiones restan eficacia -como dije hace un momento- a la aplicación de las leyes.



En tal sentido, el papel que podrían jugar los sindicatos es crucial no solo para fiscalizar el cumplimiento de las normas, sino también para promover una cultura del respeto a la igualdad de oportunidades al interior de los lugares de trabajo.



Por lo expuesto, solicito a esta Sala prestar su aprobación al proyecto de ley que hoy día estamos discutiendo.



Muchas gracias. 



--(Aplausos en tribunas).

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Está cerrado el debate. 

El señor NAVARRO.- Señor Presidente…

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Su Señoría no pidió la palabra.



La discusión se halla cerrada. 

El señor NAVARRO.- Pero puedo fundamentar el voto.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Por cierto.



En votación la idea de legislar. 



--(Durante la votación).
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Para fundar su voto, tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, por cierto, votaré a favor de esta iniciativa, teniendo presente, sí, que resta un conjunto importante de proyectos destinados a proteger a las mujeres y a tratar de reparar la larga discriminación de que han sido objeto en el mundo laboral. 



Quiero recordar que Chile ratificó el Convenio 100 de la OIT, sobre igualdad de remuneraciones, de 1951. Por tanto, estamos dando cumplimiento al artículo 5° de la Constitución.



No cabe duda de que el establecimiento de criterios progresivos de igualdad remuneracional va a significar el cumplimiento de los estándares contra la discriminación consignados en el Código del Trabajo.



Sin embargo, no resulta suficiente lo dispuesto sobre el particular en el Código Laboral, cuyo artículo 2° señala que son actos de discriminación las “distinciones, exclusiones o preferencias basadas en motivos de raza, color, sexo, edad, estado civil, sindicación, religión, opinión política, nacionalidad, ascendencia nacional u origen social, que tengan por objeto anular o alterar la igualdad de oportunidades o de trato en el empleo y la ocupación.”.



Está claro que, en materia de remuneraciones, el precepto individualizado no basta. Por ende, hoy estamos acordando en general una complementación necesaria para que en el hecho no exista discriminación al respecto.



Ha señalado la Ministra -y yo lo reitero- que no solo el referido estudio del SERNAM revela que las remuneraciones de las mujeres son 31,1 por ciento menores que las de los hombres por el mismo tipo de trabajo. Ello constituye, sin lugar a dudas, una situación insostenible. 



La encuesta CASEN del año 2006 muestra que las trabajadoras reciben, en promedio, un equivalente a 76,1 por ciento de los ingresos masculinos y que, a mayor abundamiento -ello resulta paradójico-, mientras más capacitación se tiene mayor es la diferencia salarial; es decir, mujeres con grado académico de magíster o de doctora pueden llegar incluso a 56 por ciento del sueldo que ganan sus iguales masculinos.



Por eso, espero que esta proposición de ley sea objeto de un adecuado debate en particular y que nos esforcemos por seguir la senda de los países a los que muchos de quienes están en esta Sala quieren que Chile se parezca.



Por ejemplo, en Australia, la implementación de normas como las que contiene la ley en proyecto se realiza con 400 empresas; en Alemania, con 800. El País Vasco, México, Brasil y Uruguay ya iniciaron procesos basados en modelos similares para introducir mecanismos de igualdad remuneracional entre hombres y mujeres al interior del mundo privado.



De consiguiente, confío en que el debate particular de esta iniciativa saque del contexto cierta causalidad asociada a que mientras más protección o igualdad otorgamos al ámbito laboral femenino mayor dificultad les generamos a las mujeres para acceder al empleo.



Hay quienes señalan que, si ponemos restricciones como las propuestas, a las mujeres les será más problemático encontrar ocupación.



La verdad es que no estamos hablando de la situación vinculada con los permisos maternales -específicamente, el posnatal-, que se halla pendiente y que por supuesto debemos corregir, sino del principio básico de a igual trabajo, igual remuneración.



Y si bien el concepto a que se aboca la ley en proyecto no es ese sino el incentivo al sector privado para que propenda a la igualdad remuneracional, quiero puntualizar que también se requiere un estudio acerca de lo que ocurre en el Estado sobre la materia. Y espero que la Ministra pueda contar en el debate particular qué se está haciendo dentro de las empresas estatales y de los ministerios, para saber cómo se encuentran las mujeres en todos los grados profesionales con relación a sus pares hombres.



Voto a favor, señor Presidente, porque creo que este es un proyecto positivo.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueba en general el proyecto (18 votos afirmativos), fijándose el 4 de agosto, a las 12, como plazo para formular indicaciones.


Votaron las señoras Alvear y Matthei y los señores Ávila, Cantero, Escalona, Flores, Frei, García, Gazmuri, Gómez, Horvath, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Ominami, Pérez Varela y Zaldívar.
VI. TIEMPO DE VOTACIONES

NUEVA INSTITUCIONALIDAD PARA PROGRAMA PAÍS
DE EFICIENCIA ENERGÉTICA. PROYECTO DE ACUERDO
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Corresponde pronunciarse sobre un proyecto de acuerdo presentado por los Honorables señores Allamand, García, Horvath, Prokurica, Orpis y Romero. 

--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1084-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 33ª, en 2 de julio de 2008.
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El propósito del proyecto de acuerdo es solicitarle a Su Excelencia la Presidenta de la República que proponga una nueva institucionalidad para el Programa País de Eficiencia Energética, creado el año 2006, atendiendo a su importancia en el contexto nacional en materia de energía.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará. 



--Se aprueba el proyecto de acuerdo.
BONO DE INVIERNO Y AGUINALDOS PARA BENEFICIARIOS 
DE PENSIONES MÍNIMAS DE AFP. PROYECTO DE ACUERDO
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En seguida, la Sala debe emitir pronunciamiento sobre un proyecto de acuerdo que presentaron los Senadores señora Matthei y señores Allamand, Chadwick, Espina, Larraín, Novoa, Orpis, Prokurica, Romero y Zaldívar.

--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1064-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 17ª, en 6 de mayo de 2008.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La finalidad de este proyecto de acuerdo es pedirle a Su Excelencia la Presidenta de la República que otorgue un bono de invierno y aguinaldos de Fiestas Patrias y Navidad a todos los beneficiarios de pensiones mínimas del Sistema de Administradoras de Fondos de Pensiones.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Si le parece al Senado, se aprobará



--Se aprueba el proyecto de acuerdo.
. INCIDENTES

PETICIONES DE OFICIOS

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios. 

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)----------(



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes.



Del señor HORVATH:



Al señor Ministro del Interior y a la señora Ministra de Bienes Nacionales, solicitándoles antecedentes sobre ADQUISICIÓN O TRASPASO DE ÁREA DETERMINADA PARA POSIBLE EXPANSIÓN DE CHAITÉN, y a la señora Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo y al señor Director del Instituto Nacional del Deporte, pidiéndoles SATISFACCIÓN DE NECESIDADES BÁSICAS DE ORGANIZACIONES DEPORTIVAS DE UNDÉCIMA REGIÓN.



Del señor LARRAÍN:



A los señores Ministros de Defensa Nacional, de Hacienda, de Justicia y de Salud, requiriéndoles elaboración de FÓRMULAS PARA MEJORAMIENTO DE ATENCIÓN EN HOSPITAL DE DIRECCIÓN DE PREVISIÓN DE CARABINEROS, y al señor Ministro de Obras Públicas, solicitándole informar acerca de ESTADO DE AVANCE DE PROYECTO “ENLACE O RETORNO EN EL SECTOR SANTA MÓNICA, KM. 345 DE LA RUTA 5 SUR”.



Del señor NOVOA:



Al señor Ministro de Hacienda, planteándole REVISIÓN DE ARTÍCULO 20 BIS DE DECRETO LEY N° 3.551, DE 1980, DEL MINISTERIO DE HACIENDA.
)----------(

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En Incidentes, los Comités Unión Demócrata Independiente, Renovación Nacional e Independientes no harán uso de su turno. 



En el tiempo del Comité Socialista, tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Me referiré a varias materias.

SOLICITUD A FERROCARRILES DE INFORMACIÓN SOBRE 

POLÍTICAS DE EMPLEO Y DE REDUCCIÓN DE DEUDAS. OFICIO



Señor Presidente, solicito que se oficie a la Empresa de los Ferrocarriles del Estado a fin de que nos señale de manera detallada cuál es el programa de filiales que va a desarrollar a lo largo del país, cuál es el programa de reducción de deudas.



Una vez más aquello se está haciendo, en mi opinión, a costa de los trabajadores. Así, seis de ellos mantienen en la Región del Biobío una huelga de hambre, que ya se empina sobre los 20 días, con motivo de su despido -a mi entender, discrecional- después de un conjunto de movilizaciones que realizó el sector laboral en pos de mayor información y de protección para los empleos. 



Es verdad que deseamos ferrocarriles modernos, pero también que la farra de Ferrocarriles del Estado no puede ser pagada por los trabajadores.



En tal sentido reitero la petición que le formulé a Jorge Rodríguez Grossi, su Gerente General, a quien le hemos manifestado toda nuestra voluntad para apoyar el proceso de modernización de Ferrocarriles, y asimismo, para conseguir que la investigación que se lleva adelante en la Cámara de Diputados determine fehacientemente si hubo delito, dolo y corrupción; que se hagan efectivas las responsabilidades políticas y jurídicas, y que en el proceso pertinente se cautele de manera vehemente y concreta la situación del sector laboral.



Cientos de trabajadores de EFE piensan que la administración de la empresa, que ha resultado con un cuestionamiento de más de mil millones de dólares, redunda en que el pago recaiga en ellos. Es decir, a la hora de los ajustes y reducciones, se echa mano al despido y a la creación de nuevas filiales con el fin de lograr la separación del personal.



Pido que la Empresa informe acerca de su plan de inversiones en la Región del Biobío y señale concretamente cuál es su programa de contratación, y solicito formalmente los antecedentes sobre los trabajadores despedidos.



Por cierto, EFE tiene la facultad y, asimismo, la misión de darse gobernabilidad, de emprender las acciones que la saquen del estado crítico en que se encuentra. Porque a todos nos interesa que Chile no tenga solo una columna vertebral, como la ruta 5, sino también una línea de ferrocarriles que lo una. Sin embargo, la situación planteada suscita dudas, debido a que tales medidas no pueden aplicarse en contra de los trabajadores, sino de la mano con ellos o contemplándose la protección laboral y ética de la dignidad que les asiste.



Por ello, siento que el proceso debe ser revisado.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.


COMPONENTES Y EFECTOS DE BOMBAS LAGRIMÓGENAS


Y COSTO DE ADQUISICIÓN. OFICIOS


Señor Presidente, pido que se oficie al Instituto de Salud Pública, al Ministerio de Salud y a Carabineros de Chile para que informen qué análisis y tipo de autorización tienen lugar para la importación de bombas lacrimógenas por parte de la institución policial.



Me parece necesario que el Instituto nos detalle exactamente cuál es el contenido toxicológico del gas que se utiliza con motivo de manifestaciones públicas, cuyos efectos ya hemos sufrido algunos de los presentes.



Debo confesar que no es algo agradable. Y lo estimo tremendamente riesgoso. Y siempre cabe la pregunta respecto de las consecuencias que puede provocar no solo en los civiles directa o indirectamente afectados, sino también en los propios policías uniformados.



Se ha planteado que estos antecedentes han sido requeridos en forma reiterada. ¿Dónde se compran tales productos? ¿Cuentan con autorización sanitaria? ¿Cuáles son sus componentes químicos? ¿Qué efectos provocan en la salud? ¿Quién facultó para su compra? ¿Y cuál es la certificación de salud del país exportador para enviar ese tipo de materiales a Chile?



Tal información no puede ser propia de la seguridad del Estado, sino que ha de ser pública. Es importante resguardar la salud de las personas y el acceso de cualquier ciudadano a esos datos.



Reitero que la solicitud tiene que ver directamente con los antecedentes que entregan los fabricantes sobre las experiencias de certificación para que las bombas lacrimógenas sean usadas. Existen serias dudas sobre sus efectos en la salud, particularmente en personas de la tercera edad y lactantes, así como también respecto del impacto directo que la exposición permanente a los gases puede causar en los funcionarios de Carabineros. Y no sabemos qué medidas adopta la institución policial para protegerlos de esos efectos, directamente relacionados, por cierto, con el uso de tales elementos.



Solicito que el Instituto de Salud Pública, el Ministerio de Salud, Carabineros de Chile y el Ministerio de Defensa consideren a la brevedad la petición que formulo.



Deseo, además, que se detalle exactamente cuáles son los costos que Carabineros de Chile ha incorporado a su presupuesto para la adquisición de bombas lacrimógenas; si ello se hace por licitación internacional o por ChileCompra; cuáles son los proveedores, y cuáles son las autorizaciones de estos productos en sus países de origen, si son importados.



Asimismo, espero que se entregue una larga y pormenorizada recopilación de antecedentes internacionales sobre la exposición a esos gases, reunidos en países donde estos se encuentran regulados, condicionados, y algunos, directamente prohibidos.



Por lo tanto, la petición no tiene que ver solo con la clase o marca de gases lacrimógenos que hoy día utilizan Carabineros de Chile y también, en la preparación de sus tropas, las ramas de las Fuerzas Armadas. Me interesa saber el tipo de presupuesto que se está usando. Y si bien esto no significa un intento de cautelar la tarea de seguridad pública asignada a la institución policial, preocupa cada vez más que el uso indiscriminado de los gases dañe directa o indirectamente la salud de los afectados.



Espero que el informe pueda darnos luces respecto a si estamos haciendo lo correcto y, particularmente, si estamos salvaguardando la salud de las personas al recabar los mayores antecedentes posibles.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.


SITUACIÓN DE INDUSTRIA TEXTIL BELLAVISTA OVEJA TOMÉ. OFICIO


Señor Presidente, pido oficiar a la CORFO respecto a la situación de la industria textil Bellavista Oveja Tomé.



Hace aproximadamente dos meses se determinó la constitución de una comisión especial que se encargaría de la promoción y venta de la empresa, en colaboración con la Junta de Acreedores y el Síndico de Quiebras, para evitar el desarme o la enajenación por partes y lograr el objetivo de que permanezca como unidad económica.



Ya han transcurrido tres o cuatro meses desde el cierre, y el Gobierno está elaborando planes respecto del subsidio que va a aplicar, los cuales hemos conocido de manera vaga.



Temo que lo que expresamos en enero de 2007 se puede hacer realidad, en el sentido de que los costos directos, sin retorno, serán muy superiores al crédito que en su oportunidad se pidió al BancoEstado, garantizado directamente por el propietario de la empresa, el señor Kaufmann, de su peculio, y ni siquiera por la empresa.



Más allá del cuestionamiento por el tipo de decisiones que hoy día llevan al Gobierno a comprometer, aproximadamente, dos a tres millones de dólares, sin retorno, para ir en ayuda de los trabajadores, deseo que CORFO nos informe sobre los resultados de la gestión, los miembros de la comisión y el programa elaborado para viajar a Europa y poder vender la empresa como unidad económica.



Cabe señalar que el Síndico de Quiebras señaló ayer que los activos de Bellavista Oveja Tomé que permanecían en bodega han registrado una salida inusitada y un alto valor de mercado, lo cual le ha permitido recuperar, en un cortísimo plazo, más de 2 millones de dólares al enajenarlos.



Ello ratifica la plena vigencia de la marca, la calidad de sus productos y la necesidad en el mercado internacional de telas tipo premium; es decir, de aquellas que solo se producen en Italia y que hasta hace poco también se fabricaban en Chile con maquinaria que nada tiene que envidiar a la de ese país, por ser la más moderna de America Latina y mantenerse a niveles competitivos.



En consecuencia, urge realizar todos los esfuerzos necesarios para evitar que Bellavista Oveja Tomé sea vendida en desguace. Advierto que los trabajadores van a evitarlo y que ya han señalado que de la empresa no saldrá ni un solo perno ni tuerca.



Efectivamente, la solución para Tomé no son empleos fiscales ni planes de empleo, sino trabajos productivos. Y allí existe una gran industria, que necesita un apoyo de promoción -en ese caso, de la CORFO- y la extraordinaria voluntad demostradas hasta ahora por la Junta de Acreedores y el Síndico de Quiebras para poder permanecer y dar continuidad a la unidad económica.



Señor Presidente, espero que la CORFO pueda enviar un informe detallado, a fin de remitir esos antecedentes a los trabajadores y al gobierno regional, dada la enorme cesantía en la comuna de Tomé, que supera 16 por ciento.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Deseo adherir al oficio pedido por Su Señoría, a fin de que se resuelva con prontitud la situación de Bellavista Oveja Tomé, porque comparto plenamente lo que se acaba de expresar.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, conforme al Reglamento, en nombre del Honorable señor Navarro y con la adhesión del Senador señor Zaldívar.


PROGRAMAS DE APOYO A PESCADORES DE REGIÓN DEL BIOBÍO. OFICIOS


Pido, señor Presidente, que se oficie al gobierno de la Región del Biobío respecto a la implemención y evaluación de los programas de empleo destinados a la comuna de Tomé, sin incluir en ellas la situación de los pescadores de merluza de las caletas de Cocholgüe, Coliumo, Dichato, Los Bagres. Sin duda, han sido importantes, pero no han dado los resultados esperados.



Por tanto, solicito oficiar también a la Subsecretaría de Pesca, en el Ministerio de Economía, en cuanto a la evaluación de los programas de apoyo a los pescadores que han visto cesar su actividad por la desaparición de dicho recurso.



Hicimos lo posible en la Ley General de Pesca, pero las medidas no han dado resultados. Y existen centenares de desempleados.



Se ha dispuesto un fondo de 5 millones de dólares, pero, en mi opinión, tampoco ha tenido el impacto deseado. Y los nuevos recursos que se entreguen deben ser destinados a fortalecer actividades extractivas, de conservación, pero que digan relación a lo que esas personas saben hacer, que es pescar, trabajar en el mar, y no a otros fines.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, en conformidad al Reglamento.

PAGO DE IMPUESTO TERRITORIAL POR PREDIOS FORESTALES. OFICIOS



También quiero solicitar que se oficie al Servicio de Impuestos Internos y a la Corporación Nacional Forestal (CONAF), a fin de que nos informen del resultado de las múltiples gestiones que hemos realizado para que las empresas forestales de las Regiones Octava, Novena y Décima puedan dar curso al pago del impuesto territorial.



La exención establecida legalmente al respecto terminaba después de la primera corta; es decir, en la segunda debía comenzar a cumplirse la obligación. El decreto ley respectivo data de 1979.



Y tal como lo reconocieron el propio Director del Servicio de Impuestos Internos y los máximos ejecutivos de la Corporación Chilena de la Madera (CORMA), las empresas se han visto en la imposibilidad de efectuar el pago por no existir en dicho Servicio el mecanismo correspondiente. No se ha contado con mediciones de hectáreas ni se hallaba calificada la cancelación del tributo.



He solicitado a CORMA -y espero que la palabra se cumpla- que dicha situación se resuelva con retroactividad. O sea, apelando a la buena fe de las empresas forestales e independientemente del plazo de prescripción de tres años que aplica Impuestos Internos, la idea es que el pago del tributo se materialice en algunas comunas en donde hace diez años su importe, con respecto a decenas, a miles de hectáreas, debió haber ingresado a las arcas municipales, en porcentajes que en muchos casos significan un aporte relevante a su escuálido presupuesto.



En las comunas y localidades más pobres de la Región del Biobío, como Tirúa, Coliumo, Tomé, Curanilahue, Lota, Coelemu y Treguaco, existen vastos predios forestales, pero ellas no reciben los recursos a que hago referencia. ¡Es algo que no parece justo!



Reitero: tal como me lo expresó CORMA, ello no ha obedecido a no querer pagar, sino a no tener cómo hacerlo, a no existir mecanismos para tal efecto.



Hace unos meses, el Servicio de Impuestos Internos implementó una posibilidad de pago genérico, a través de una declaración jurada comprobable en donde se establece una aproximación acerca del territorio sobre el cual se cancelaría el tributo, dado que no se dispone del equipamiento requerido para medir en forma precisa las hectáreas respectivas. Ese proceso de innovación mediante control satelital representa un extraordinario avance y va a permitir que sea detectada -¡algunos deberán tener ojo!- incluso la construcción de una piscina o un garaje en una casa.



Espero que con la misma precisión puedan delinearse los terrenos forestales que hayan recibido el subsidio estatal -ascendente, primero, a 110 por ciento del costo de la plantación; luego, a 100 por ciento, y ahora, a 75 por ciento-, lo cual obligaba a pagar el impuesto territorial, repito, después de la primera corta.



Según nuestros cálculos, si las empresas forestales decidieran actualizar el pago de manera retroactiva, ello podría significar hasta 3 mil millones de pesos en la Región del Biobío. Es una extraordinaria noticia para los alcaldes y, particularmente, las comunas más pobres.



En consecuencia, solicito a CONAF y al Servicio de Impuestos Internos que actualicen la información respecto de los esfuerzos que están haciendo y de las voluntades encontradas en las empresas forestales en torno al pago del impuesto territorial. Por cierto, muchos pequeños campesinos de la Región que represento -en especial, viñateros, agricultores- cumplen sagradamente esa obligación, y no veo justificación alguna para que no lo hagan las grandes empresas forestales, que han reconocido su morosidad, la existencia del tributo y, por tanto, su legalidad, argumentando en forma reiterada que no tienen cómo pagarlo.



Entiendo que el Servicio de Impuestos Internos ha puesto ahora a disposición de los contribuyentes los instrumentos necesarios, y deseo conocer cuándo lo hizo, en qué calidad, con qué fecha, con qué destino, con qué tipo de notificación y si ha existido algún acuerdo. Porque no me gustaría que el tributo fuera pagado con desconocimiento de los municipios, pues una parte importante se destina a ese ámbito.



--Se anuncia el envío de los oficios pertinentes, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

INQUIETUD POR PLANES DE EMPLEO Y BECAS


EN REGIÓN DEL BIOBÍO. OFICIOS


Asimismo, señor Presidente, quiero que se oficie al Ministerio del Trabajo -a cargo de la totalidad de la generación de puestos de empleo de carácter fiscal-, frente a la grave situación de cesantía en la Región del Biobío, donde existen cinco planes especiales en marcha: Arauco, Coronel, Talcahuano, Tomé y Lota, esta última con la particularidad de incluirse dentro del primero.



En todos ellos se ha comprometido un conjunto de inversiones destinadas a generar trabajo. Por ejemplo, el domingo recién pasado me reuní en Lota con organizaciones de mujeres dueñas de casa, la mayoría de ellas sin ningún tipo de ingreso familiar, y algunas, parte del Programa Puente, de lo cual se muestran muy agradecidas. Esa ayuda brindada a las familias más pobres ha sido una política exitosa del Gobierno.



Sin embargo, hay quienes señalan que la inflación es la mayor amenaza para la economía y la mayor amenaza política para el Gobierno. Al respecto, debo decir que ese fenómeno es uno y que el pan puede subir, pero si no hay empleo, no es posible comprarlo. Por lo tanto, la cuestión de fondo es el fantasma del desempleo, que hoy se ha hecho realidad en la Región del Biobío.



En virtud de esas consideraciones, solicito oficiar al Ministerio del Trabajo, por sus programas de empleo, y al Servicio Nacional de Capacitación y Empleo, por sus programas de becas, para que proporcionen toda la información respecto de cómo se aplican ellos en dicha Región y aclaren las denuncias presentadas acerca de la no rendición por parte de las entidades que los administran, para lograr una mayor transparencia.



Dichas acusaciones, en muchos casos carentes de fundamento, han sido utilizadas políticamente e intentando generalizar una situación puntual, como me consta. En efecto, algunas de las entidades que llevan adelante programas de empleo no han efectuado rendiciones, pero, afortunadamente, no representan más de 6 por ciento del total en el país y constituyen una minoría en la Octava Región.



No es posible castigar a los trabajadores cesantes, a las dueñas de casa que buscan un ingreso para su hogar, por el incumplimiento de una organización no gubernamental o alguna institución que no haya dado cuenta de los recursos en forma adecuada. Más bien, en esos casos cabe recurrir con fuerza a procesos judiciales y seguir otorgando los programas de empleo, sobre todo -aun cuando ello no corresponde a la circunscripción que represento- los solicitados para Lota ante el Ministerio del Trabajo.



--Se anuncia el envío de los oficios pertinentes, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

AUTORIZACIÓN DE INVERSIÓN ESTATAL EN ÁREAS


CARENTES DE INTERÉS PARA PRIVADOS. OFICIOS


Por último, señor Presidente, deseo reiterar al gobierno de la Región del Biobío y, en particular, a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, en el Ministerio del Interior, la necesidad de reforzar los equipos de los gobiernos regionales.



En verdad, para enfrentar el desafío de dicha Región en materia de empleo se requiere lo que he denominado “Estado Mayor”. Y es preciso generarle a ella un apoyo centralizado, de tal manera de abordar los principales problemas que se registran en la unidad estratégica público-privada, que hoy se encuentra tan débil.



Hemos dicho que el Gobierno debe evaluar la dictación de una ley especial para la inversión pública en empresas productivas que luego de cinco o diez años sean traspasadas al sector privado, asumiendo el Estado el riesgo de echarlas a andar en áreas donde los privados no se interesen en invertir.



¡Se han gastado 40 mil millones de pesos en subsidios para las zonas de Arauco, Lota y Coronel, pero más de 60 por ciento de los empresarios solo han permanecido mientras dura el beneficio!



Creemos que ha llegado la hora de estudiar un cuerpo legal -repito- que le permita al Estado invertir. Por consiguiente, planteo formalmente al Gobierno, a los Ministerios del Interior y de Hacienda, que se pronuncien sobre la petición que formulo, cada vez más justificada por la situación de muchos sectores productivos en la Región del Biobío. El Estado debe ser autorizado para crear empresas en áreas donde no exista interés privado, a fin de que, en un plazo de diez años, una vez que se tornen productivas, sean licitadas al sector privado.



--Se anuncia el envío de los oficios pertinentes, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- No habiendo más asuntos que tratar, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 17:59.








Manuel Ocaña Vergara,








  Jefe de la Redacción
A  N  E  X  O  S

DOCUMENTOS

1

PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE INCREMENTA TRANSITORIAMENTE INCENTIVO TRIBUTARIO A INVERSIÓN EN ACTIVO FIJO DE MICRO, PEQUEÑA Y MEDIANA EMPRESA 

(5734-26)




Con motivo del Mensaje, Informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:
“Artículo único.-En el caso de los contribuyentes indicados en el inciso segundo, el crédito que establece el artículo 33 bis de la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo primero del decreto ley N° 824, de 1974, será de 8% del valor de los bienes físicos del activo inmovilizado a que se refiere dicha disposición, que sean adquiridos nuevos, terminados de construir o recibidos en arrendamiento con opción de compra entre el día 1 de enero de 2008 y el día 31 de diciembre de 2011, con un límite máximo anual de 650 unidades tributarias mensuales.

Esta norma se aplicará a contribuyentes cuyos ingresos anuales por ventas y servicios del giro no hayan superado, ninguno de los dos años anteriores a aquél en que pretendan impetrar el crédito, el equivalente a cien mil unidades de fomento. También se aplicará a los contribuyentes que no registren ventas en los dos años anteriores, en la medida que en el año en que pretendan impetrar el crédito tampoco superen dicho límite. Para estos efectos, los ingresos por ventas y servicios se considerarán por sus valores descontado el impuesto al valor agregado. Asimismo, las cantidades expresadas en unidades de fomento se calcularán de acuerdo al valor de dicha unidad para el último día hábil del período respectivo.”.


Dios guarde a V.E.

Fdo.): JUAN BUSTOS RAMÍREZ, Presidente de la Cámara de Diputados.- CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de( Diputados

2

PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE SANCIONA ACOSO SEXUAL DE MENORES, PORNOGRAFÍA INFANTIL Y POSESIÓN DE MATERIAL PORNOGRÁFICO INFANTIL

(5837-07)




Con motivo de la Moción, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Penal:


1) Modifícase el artículo 366 quáter en el siguiente sentido:


a) Intercálase en el inciso segundo, entre la frase  “suyo o de otro” y la coma (,) que precede a las expresiones “ la pena será”, lo siguiente: “o a enviar, entregar o exhibir imágenes o grabaciones de su persona, con significación sexual”.


b) Sustitúyese el inciso tercero por el siguiente:


“Quien realice alguna de las conductas descritas en los incisos anteriores con una persona menor de edad pero mayor de catorce años, concurriendo cualquiera de las circunstancias del numerando 1° del artículo 361 o de las enumeradas en el artículo 363 o mediante amenazas en los términos de los artículos 296 y 297, tendrá las mismas penas señaladas en los incisos anteriores.”.


c) Agréganse los siguientes incisos cuarto y quinto:


“Las penas señaladas en los incisos primero, segundo y tercero de este artículo se aplicarán también cuando los delitos descritos en dichos incisos sean cometidos a distancia, a través de cualquier medio electrónico.


Cuando con intención de cometer cualquiera de los delitos descritos en este artículo, el autor falseare su identidad  o edad, se aumentará la pena aplicable en un grado.”.


2) Agrégase en el inciso segundo del artículo 366 quinquies, sustituyendo el punto final por una coma, lo siguiente:


“o toda representación de dichos menores en que se emplee su voz o imagen, incluso alterada o modificada, con los mismos fines.”.


Artículo 2°.- Sustitúyense en el artículo 4° de la ley 20.084, que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal, las expresiones “ y 366 quáter” por las siguientes: “ 366 quáter y 366 quinquies”, precedidas de una coma (,).


Artículo 3°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el inciso quinto del artículo 222 del Código Procesal Penal:


a) sustitúyense las expresiones “ seis meses” por “un año”.


b) Intercálanse a continuación del punto que sigue a la expresión “abonados”, las siguientes oraciones:


“Asimismo, los establecimientos cuya actividad principal sea ofrecer al público servicios de acceso a internet, de forma gratuita u onerosa, a través de computadores propios o administrados por ellos, deberán mantener, en carácter de reservado, un registro de los usuarios no inferior a un año, con su nombre, cédula de identidad, o con los datos que se consignan en la licencia de conducir o en el pase escolar, fecha y hora del servicio e individualización del equipo en el cual utilizó el servicio. El juez de garantía, a petición del Ministerio Público, podrá ordenar el examen de dicho registro en los términos de los incisos primero y segundo de este artículo.”.”.

Dios guarde a V.E.

Fdo.): JUAN BUSTOS RAMÍREZ, Presidente de la Cámara de Diputados.- CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de( Diputados

3

PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE EXIGE CONSENTIMIENTO DE LA MADRE PARA RECONOCIMIENTO DE PATERNIDAD DE HIJOS DE FILIACIÓN NO MATRIMONIAL

(5706-18 y 5812-18)




Con motivo de las Mociones refundidas, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:
“Artículo 1°.- Agrégase, en el inciso tercero del artículo 17 de la ley N° 4.808, sobre Registro Civil, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado en el artículo 3° del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2000, del Ministerio de Justicia, a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, el siguiente párrafo:
“Con todo, establecida que sea la filiación no matrimonial, no podrán modificarse los apellidos de una persona mayor de catorce años sin su consentimiento.”.

Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Civil:
1.-Incorpórase el siguiente artículo 187 bis:

“Artículo 187 bis.- Transcurrido un año desde el nacimiento del hijo y hasta antes que éste cumpla la mayoría de edad, el padre no podrá efectuar el reconocimiento a que se refieren los números 2° y 3° del artículo anterior, sin el consentimiento de la madre, o en su defecto, de su representante legal. Este consentimiento deberá ser específico y otorgado por escritura pública o interviniendo expresa y directamente en el acto de que trata el número 2° del artículo 187.
Sin perjuicio de lo anterior, para el reconocimiento del hijo mayor de catorce años pero menor de edad, se deberá contar con su consentimiento, el que se otorgará en la forma establecida en el inciso precedente. Otorgado este consentimiento, el hijo no podrá repudiar el reconocimiento de que ha sido objeto.
Si no cuenta con el consentimiento de la madre o del representante legal y del hijo en su caso, el padre podrá reclamar la filiación no matrimonial, en conformidad a lo previsto en el artículo 205.”.
2.- Agrégase, en el inciso segundo del artículo 205, a continuación del punto (.) final que se reemplaza por una coma (,) el siguiente párrafo: “y también el padre que no contare con el consentimiento de la madre o del representante legal y del hijo en su caso, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 187 bis.”.

3.- Sustitúyese, en el inciso segundo del artículo 216, la frase “esta acción se ejercerá conforme a las reglas previstas en el artículo 214” por las siguientes locuciones: “esta acción será ejercida por su representante legal dentro de un año contado desde que aquél tomó razón del reconocimiento. Si fuere la madre quien impetre la impugnación, este plazo será de dos años, contado desde que supo del reconocimiento, salvo que ésta hubiere consentido previamente en él, en conformidad a lo señalado en el artículo 187 bis, en cuyo caso no podrá ejercer la acción de impugnación”.

Artículo transitorio.- Las acciones de impugnación establecidas en el artículo 216 del Código Civil, cuando se refieran al reconocimiento efectuado de conformidad a los números 2° y 3° del artículo 187, realizados con posterioridad al año de nacimiento del hijo y hasta antes que éste cumpliera la mayoría de edad, y que a la fecha de entrada en vigencia de esta ley se encontraren prescritas, podrán ser igualmente interpuestas durante el plazo de 60 días contado desde dicha entrada en vigencia.”.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): GUILLERMO CERONI FUENTES, Primer Vicepresidente de la Cámara de Diputados.- CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados

4

PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA EL ACUERDO MARCO SOBRE COOPERACIÓN EN MATERIA DE SEGURIDAD REGIONAL ENTRE ESTADOS PARTES DEL MERCOSUR, BOLIVIA, CHILE, ECUADOR, PERÚ Y VENEZUELA

(5884-10)





Con motivo del Mensaje, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE ACUERDO:


“Artículo único.- Apruébase el “Acuerdo Marco sobre Cooperación en Materia de Seguridad Regional entre los Estados Partes del MERCOSUR y la República de Bolivia, la República de Chile, la República del Ecuador, la República del Perú y la República Bolivariana de Venezuela, firmado en la ciudad de Córdoba, República Argentina, el 20 de julio de 2006.”.”.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): GUILLERMO CERONI FUENTES, Primer Vicepresidente de la Cámara de Diputados.- CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados

5

PROYECTO DE LEY, EN TERCER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE TIPIFICA CONDUCTA DE MALTRATO O CRUELDAD CON LOS ANIMALES

(3327-12)




La Cámara de Diputados, en sesión de esta fecha, ha dado su aprobación al proyecto de ley de ese H. Senado que tipifica la conducta de maltrato o crueldad con los animales, (boletín N° 3327-12), con las siguientes enmiendas:


Artículo 1°

Lo ha  sustituido por el siguiente:


"Artículo 1°.- En casos de maltrato o crueldad con animales se aplicará lo previsto en el artículo 291 bis del Código Penal.".

Artículo 2º

Lo  ha reemplazado por el que sigue:


"Artículo 2°.- Podrán querellarse en los delitos de maltrato o crueldad con animales, las organizaciones con personalidad jurídica que tengan por finalidad la protección de los derechos de los animales.".

Artículo 3º

Lo ha eliminado.


Artículo 4°

Ha pasado a ser 3°, consultando el siguiente inciso segundo, nuevo:

"Iguales obligaciones recaerán en hospitales, clínicas, consultas veterinarias, y en los establecimientos destinados a la investigación o docencia sobre animales, adiestramiento, concursos y hospedaje de éstos.".

Artículo 5°


Ha pasado a ser 4°, sin enmiendas.


Artículo 6º

Ha pasado a ser 5°, reemplazando la referencia a los artículos  "4º" y "5º" por "3º" y "4º", respectivamente.

Artículos 7°, 8°, 9° y 10


Han pasado a ser 6°, 7°, 8° y 9°, sin otra enmienda.

Artículo nuevo


Ha consultado el siguiente artículo 10, nuevo:

"Artículo 10.- Reemplázase el artículo 291 bis del Código Penal, por el siguiente:

 
"Artículo 291 bis.- El que cometiere actos de maltrato o crueldad con animales, será castigado con la pena de presidio menor en sus grados mínimo a medio y multa de uno a diez ingresos mínimos mensuales o sólo a esta última.".".
***

Lo que tengo a honra comunicar a V.E., en respuesta a vuestro oficio Nº 25.226, de 10 de mayo de 2005. 

Acompaño la totalidad de los antecedentes.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): JUAN BUSTOS RAMÍREZ, Presidente de la Cámara de Diputados.- CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados

6

PROYECTO DE LEY, EN TRÁMITE DE COMISIÓN MIXTA, SOBRE OPERACIÓN DE EMBALSES FRENTE A ALERTAS Y EMERGENCIAS DE CRECIDAS, Y OTRAS MEDIDAS QUE INDICA

(5081-15)





La Cámara de Diputados, en sesión de esta fecha, ha tenido a bien prestar su aprobación a las enmiendas propuestas por ese H. Senado al proyecto de ley sobre operación de embalses frente a alertas y emergencias de crecidas, y otras medidas que indica, boletín N° 5081-15, con excepción de las recaídas en el inciso segundo del artículo 4° y en el artículo 12 del proyecto, que ha desechado.


De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política de la República, esta Corporación acordó designar a los señores Diputados que se señalan para que la representen en la Comisión Mixta que debe formarse:


- don Ramón Barros Montero

- don Fidel Espinoza Sandoval


- don René Manuel García García


- don Juan Carlos Latorre Carmona

- don Jaime Quintana Leal
****



Me permito hacer presente a V.E. que las enmiendas recaídas en los incisos primero y tercero del artículo 4°, y en los artículos 11 y 17, fueron aprobadas con el voto a favor de 87 Diputados, de un total de 118 en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental.


Lo que tengo a honra decir a V.E., en respuesta a vuestro oficio Nº 870/SEC/08 de 9 de julio de 2008.


Acompaño la totalidad de los antecedentes.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): GUILLERMO CERONI FUENTES, Primer Vicepresidente de la Cámara de Diputados.- CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados

7

INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE FORTALECE Y PERFECCIONA JURISDICCIÓN TRIBUTARIA

(3139-05)

HONORABLE SENADO:




La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informar acerca del proyecto de la suma, iniciado en mensaje de la señora Presidenta de la República.




A las sesiones en que estudiamos este asunto asistieron, además de los integrantes de la Comisión, los Honorables Senadores señores Baldo Prokuriça Prokuriça y Guillermo Vásquez Úbeda. El Ministro de Justicia, señor Carlos Maldonado Curti; el Ministro de Hacienda, señor Andrés Velasco Brañes; la Subsecretaria de la misma Cartera, señora María Olivia Recart Herrera; la Coordinadora General de la Subsecretaría, señora Tamara Agnic Martínez, los asesores señores Gianni Lambertini Maldonado y Adrián Fuentes Campos y el Jefe de Gabinete del Ministro, señor Juan Luis Monsalve Egaña; el Director del Servicio de Impuestos Internos, señor Ricardo Escobar Calderón; el Subdirector Jurídico de dicho Servicio, señor Pablo González Suau; el Jefe del Departamento Asesoría Jurídica del mismo, señor Lucio Martínez Cisternas; el Jefe de la Oficina de análisis de Jurisprudencia, abogado señor Marcelo Freyhoffer Moya; el Director del Servicio Nacional de Aduanas, señor Sergio Mujica Montes; el Subdirector Jurídico de Aduanas, señor Mauricio Zelada Pérez; el Jefe del Departamento Gestión y Proyectos de la Subdirección Jurídica, señor Rodrigo González Holmes, y el abogado de dicho Servicio, señor Rodrigo Romo Labisch. 

Concurrieron asimismo a expresar sus puntos de vista la Presidenta de la Comisión de Derecho Tributario del Colegio de Abogados de Chile A.G., señora Olga Feliú Segovia y el asesor, señor Cristián Blanche Reyes. El Presidente Nacional del Colegio de Contadores de Chile A.G., señor Luis Werner-Wildner Quilodrán, y su abogado señor Christian Aste Mejías. El Presidente de la Cámara Aduanera de Chile, señor Kenneth Werner Méndez; el Vicepresidente de la misma entidad, señor Felipe Santibáñez Barbosa; el Asesor Jurídico, señor Germán Luhrs Antoncich; el Secretario Técnico, señor Denitt Farías Flores. El Gerente General de la Confederación de la Producción y del Comercio, señor René Muga Escobar y el Presidente de la Comisión Tributaria de la mencionada entidad gremial, señor Franco Brzovic González. El Presidente del Colegio de Contadores, Consejo Regional Bío-Bío, señor Gustavo Cabret Cid; El Presidente del Consejo Regional Valparaíso de dicho Colegio, señor Carlos Cancino Fuentes. La asesora legislativa del Honorable Senador señor Jovino Novoa, señora Hedy Matthei Fornet. El abogado del Instituto Libertad y Desarrollo, señor Rodrigo Delaveau Swett. El asesor de la Honorable Senadora señora María Soledad Alvear, señor Marcelo Drago Aguirre. El abogado experto en temas tributarios, señor Rodrigo Ugalde Prieto.
- - - - - - - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:

1) Indicaciones aprobadas: 2 a 9, 11, 17, 21, 25, 31, 32, 39, 40, 54 a 56, 59, 81, 86, 87, 89, 91, 98 a 100, 112, 114, 115, 116, 117, 120, 125, 127 a 129, 132 y 135.

3) Indicaciones aprobadas con modificaciones: 1, 12 a 15, 24, 26, 34, 50, 51, 63, 70, 72, 73, 77, 80, 85, 88, 90 letra b), 92, 95, 97, 101, 105, 106, 109, 110, 115 c, 118, 119, 121 a 123, 123 a, 124, 124 a, 124, b, 126, 131 y 133. 

4) Indicaciones declaradas inadmisibles: no hubo.

6) Indicaciones rechazadas: 10, 33, 35 a 38 y 41.

7) Indicaciones retiradas: 16, 18 a 20, 22, 23, 28 a 30, 42 a 49, 52, 53, 57, 58, 60 a 62, 64 a 69, 71, 74 a 76, 78, 79, 82 a 84, 90 letras a) y c), 93, 94, 96, 102 a 104, 107, 108, 111, 113, 115 a, 115 b, 124 c, 130 y 134.

- - - - - - - -

OPINIÓN DE LA CORTE SUPREMA

La opinión de la Corte Suprema sobre el proyecto fue solicitada tanto en el primero como en el segundo trámite constitucional. 

Consultado por la Cámara de Diputados acerca del texto del mensaje, el máximo Tribunal manifestó que la vía más idónea para fortalecer la jurisdicción tributaria es estructurarla sobre la base de Juzgados Tributarios creados en el Poder Judicial, que gocen de independencia orgánica y funcional, radicando en salas especializadas de las Cortes de Apelaciones y de la Corte Suprema el segundo grado del procedimiento y la casación. Emitió una opinión desfavorable sobre el proyecto, en cuanto estimó que él establece tribunales que seguirían perteneciendo administrativamente al Servicio de Impuestos Internos, que será parte en los procedimientos. Recomendó que la especialización de salas de las Cortes abarque todo tipo de materias, no sólo las tributarias, para evitar que los asuntos de otra índole se vean preteridos por la especialización parcial y planteó que, además de incrementar el número de ministros y relatores, se creen nuevas salas en la Región Metropolitana. Objetó igualmente la Corte la vinculación de la Unidad Administradora de los Tribunales Tributarios con la Subsecretaría de Hacienda y que los concursos para proveer cargos de jueces y Secretarios estén a cargo de la Dirección Nacional del Servicio Civil, en lugar de las Cortes de Apelaciones. Finalmente, planteó otras observaciones a aspectos orgánicos y procesales del proyecto, estimó excesiva la extensión del plazo de puesta en marcha gradual de la reforma e hizo presente que el proyecto no prevé un financiamiento adecuado.

En noviembre del año pasado la Corte Suprema emitió nuevamente su opinión, a instancias de la Comisión de Hacienda del Senado, sobre el nuevo texto aprobado por ella. En esta oportunidad el Tribunal reconoció avances en el contenido de la iniciativa, pero mantuvo sus observaciones acerca de la vinculación administrativa de la Unidad Administradora y de la participación de la Dirección Nacional del Servicio Civil; de las licencias por enfermedad de los jueces; de la especialización y cantidad de salas en las Cortes; respecto de sus objeciones orgánicas y procesales; del plazo de gradualidad, e hizo presente la falta de financiamiento de la tarea capacitadora que para la implementación de esta reforma se asigna a la Academia Judicial.

- - - - - - - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Se hace presente que las siguientes normas del proyecto requieren el voto conforme de cuatro séptimas partes de los Senadores en ejercicio para ser aprobadas, porque inciden en la organización y atribuciones de tribunales necesarios para la pronta y cumplida administración de justicia y en los requisitos que deben tener los jueces de los Tribunales Tributarios y Aduaneros: 

- Del ARTÍCULO PRIMERO, los artículos 1°, 3° a 12, 14, 16 en lo relativo a los jueces, 17 y 25.

- Del ARTÍCULO SEGUNDO, los números 7), 8), 11), 14), 15), 16), 31), 32), 39), 41), 44) inciso primero del artículo 155, 48) letras a) y g), 49) letras b), c) y d) y 50) letras c) y g).

- Del ARTÍCULO TERCERO, los números 2), 3), 5) artículos 117 a 119, 129 D, 129 K,  8) letra a), 12) y 13) letra a).

- Del ARTÍCULO QUINTO, los número 1) letra a), 2), 3) y 4).

- Los ARTÍCULOS SEXTO y OCTAVO.

- Los artículos transitorios 1° a 5°, 9° letra b) y 10.

- - - - - - - -

OBJETIVOS FUNDAMENTALES Y ESTRUCTURA DEL PROYECTO




Al tenor del mensaje que le da origen, esta iniciativa de ley tiene por objetivo fortalecer y perfeccionar la judicatura tributaria. Para ello propone reformas a los tribunales de primera y segunda instancia que se ocupan de materias tributarias y a los procedimientos que ellos deben aplicar, lo cual permitiría superar las actuales limitaciones, manteniendo adecuados niveles de eficiencia y oportunidad. Además, aborda modificaciones a las plantas del Poder Judicial y del Servicio de Impuestos Internos. 




El proyecto, en la formulación aprobada por la Comisión de Hacienda y en general por el Senado, está conformado por nueve artículos permanentes y 9 transitorios. Esta versión incorpora la creación y dotación de los tribunales aduaneros, modifica la Ordenanza de Aduanas y la ley Orgánica del Servicio Nacional de Aduanas.

El ARTÍCULO PRIMERO instaura una Ley Orgánica de Tribunales Tributarios y Aduaneros nueva, compuesta por 25 artículos, agrupados en tres Títulos. Se crea un Tribunal Tributario y Aduanero en cada una de las Regiones I a XII y cuatro en la Metropolitana. Habrá, además, una Unidad Administradora, como órgano desconcentrado de la Subsecretaría de Hacienda. Los jueces serán nombrados por el Presidente de la República, de una terna propuesta por la respectiva Corte de Apelaciones. 

El ARTÍCULO SEGUNDO, compuesto por 49 numerales, contiene modificaciones al Código Tributario.

El ARTÍCULO TERCERO modifica la Ordenanza de Aduanas; su numeral 4 reemplaza el Título VI del Libro II, para fijar la competencia en asuntos aduaneros de los tribunales tributarios y aduaneros, los procedimientos y los recursos. 

Los ARTÍCULOS CUARTO, QUINTO Y SEXTO introducen modificaciones en la Ley Orgánica del Servicio de Impuestos Internos, en la ley Orgánica del Servicio Nacional de Aduanas y en el Código Orgánico de Tribunales, respectivamente.

El ARTÍCULO SÉPTIMO modifica la ley 
N° 18.120, sobre comparecencia en juicio, de manera que en los juicios ventilados ante los Tribunales Tributarios y Aduaneros, por regla general, se deberá comparecer con patrocinio de abogado.

El ARTÍCULO OCTAVO dispone que los reclamos que se interponían ante los Directores Regionales y Administradores de Aduana serán en adelante de competencia de los Tribunales Tributarios y Aduaneros. 

El ARTÍCULO NOVENO estipula que el mayor gasto fiscal causado por esta ley se financiará con los recursos que se contemplen en las partidas presupuestarias correspondientes.

El artículo 1° transitorio repone el calendario de entrada en vigencia que proponía el mensaje. El 6° transitorio impone a la Academia Judicial la obligación de proveer cursos de especialización en materia tributaria y aduanera a Ministros de Corte y Relatores. El 8° estipula que el Título relativo a la Unidad Administradora de estos nuevos tribunales regirá desde la publicación de la ley. El 9° delega en el Presidente de la República facultades relativas a la fecha de entrada en funcionamiento, plantas de personal, dotación, remuneraciones y las demás necesarias para la adecuada instalación y funcionamiento de los Tribunales Tributarios y Aduaneros y de la Unidad Administradora de los mismos.

El proyecto aprobado por la Comisión consta de  ONCE artículos permanentes y 10 transitorios. De los permanentes, el ARTÍCULO PRIMERO contiene la nueva Ley Orgánica de los Tribunales Tributarios y Aduaneros; el ARTÍCULO SEGUNDO, compuesto por 50 numerales, modifica el Código Tributario; el ARTÍCULO TERCERO, conformado por 13 numerales, introduce enmiendas a la Ordenanza de Aduanas; el ARTÍCULO CUARTO, modifica la ley orgánica del Servicio de Impuestos Internos; el ARTÍCULO QUINTO hace lo propio en la ley orgánica del Servicio Nacional de Aduanas; el ARTÍCULO SEXTO, constituido por 6 numerales, enmienda el Código Orgánico de Tribunales. El artículo 1° transitorio señala el calendario de entrada en vigencia de la ley en las diversas regiones del país.


Nos detendremos con mayor detalle sobre el contenido de este texto al exponer el desarrollo del debate en particular.

- - - - - - -

ANTECEDENTES DE DERECHO


El proyecto en informe se vincula con los siguientes cuerpos normativos:

- Código Tributario, contenido en el artículo 1° del decreto ley 
N° 830, de 1974.

- Decreto con fuerza de ley Nº 30, del Ministerio de Hacienda, de 2005, que aprueba el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ordenanza de Aduanas.

- Ley Orgánica del Servicio de Impuestos Internos, contenida en el decreto con fuerza de ley Nº 7, del Ministerio de Hacienda, de 1980.

- Decreto con fuerza de ley Nº 329, del Ministerio de Hacienda, de 1979, Ley Orgánica del Servicio Nacional de Aduanas.

- Código Orgánico de Tribunales.

- Ley N° 18.120, sobre comparecencia en juicio.

- - - - - - -

CONSIDERACIONES REGLAMENTARIAS 
La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, según lo dispuesto por la Sala del Senado, debe ocuparse de la iniciativa en informe en segundo trámite reglamentario, esto es, en la discusión particular. 


Previamente el proyecto en cuestión fue informado en general y en particular por la Comisión de Hacienda y aprobado en general por el Senado en sesión de 12 de septiembre de 2007.


Es del caso destacar que la tramitación se inició en la Cámara de Diputados el 20 de noviembre de 2002. La Cámara de origen aprobó, en el primer trámite constitucional, un texto compuesto por 4 artículos permanentes y 5 transitorios. El artículo 1° permanente comprende 39 modificaciones al Código Tributario; el 2° contiene 18 enmiendas a la Ley Orgánica del Servicio de Impuestos Internos; el 3° modifica las plantas de personal del Servicio de Impuestos Internos, y el 4°, con siete numerales, introduce cambios en el Código Orgánico de Tribunales.


Ahora bien, el 30 de octubre de 2006, encontrándose ya el proyecto en segundo trámite constitucional en el Senado, el Ejecutivo, mediante oficio N° 382-354, introdujo una indicación que sustituye el texto despachado por la Cámara de Diputados. La Comisión de Hacienda del Senado, en su informe de fecha 7 de septiembre de 2007, aprobó la idea de legislar y, acto seguido, dio también su aprobación a la referida indicación sustitutiva, sin modificaciones. 


Como se dijo, en esta nueva formulación, el proyecto consta de 9 artículos permanentes y 9 transitorios, a cuyo contenido ya se ha hecho referencia más arriba, en términos genéricos. 


El Senado, en la sesión de 12 de septiembre de 2007, ya citada, sancionó en general el texto propuesto por la Comisión de Hacienda. A este texto los colegisladores formularon las indicaciones que fueron estudiadas por esta Comisión informante.


Por razones de técnica legislativa, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento solicitó a los Comités que la autorizaran para tomar como referencia para las modificaciones que se proponen en este informe, el proyecto aprobado por la Cámara de Diputados en el primer trámite constitucional, adecuando a él sus acuerdos y proposiciones, sin perjuicio, por cierto, de efectuar la discusión sobre todas las indicaciones presentadas, tanto por el Ejecutivo como por los señores Senadores.


En sesión de fecha 19 de marzo de 2008, los Comités accedieron, autorización que fue ratificada por el Senado en sesión de Sala celebrada ese mismo día.

- - - - - - -

DISCUSIÓN Y APROBACIÓN EN PARTICULAR


Al iniciar el debate, la Comisión escuchó exposiciones de la señora Subsecretaria de Hacienda y de los Directores de los Servicios de Impuestos Internos y Nacional de Aduanas.


Los representantes de las instituciones recibidas en audiencia formularon planteamientos que se consignan resumidamente en anexos que se agregan al final de este informe.


La Subsecretaria de Hacienda, señora María Olivia Recart, señaló que este proyecto es de gran trascendencia para reforzar la institucionalidad tributaria y poner a nuestro país a la altura de la imagen internacional que tiene. Indicó que la iniciativa tiene como objetivos generales aumentar la transparencia de los procesos judiciales tributarios, fortalecer las instituciones que administran el sistema tributario, relevándola de la función jurisdiccional que hasta ahora cumplen, garantizar los derechos de los contribuyentes y mejorar la recaudación fiscal


Agregó que los puntos centrales de la indicación sustitutiva del texto aprobado por la Cámara de Diputados en el primer trámite son aumentar la independencia de esta nueva judicatura e incorporar a su competencia las materias aduaneras.


El Director del Servicio de Impuestos Internos, señor Ricardo Escobar, expresó que hay cuatro principios que inspiran la iniciativa. En primer lugar, se establece una jurisdicción tributaria y aduanera totalmente independiente del Poder Ejecutivo, salvo en lo que dice relación con la gestión no judicial, para lo cual se crea una Unidad Administradora que se encargará de proveer a las necesidades materiales de estos nuevos tribunales. En segundo lugar, se busca establecer mejores estándares de eficiencia y eficacia en la judicatura impositiva. En tercer lugar, se pretende que esta nueva jurisdicción se aboque a todos los temas judicializables en materia impositiva, razón por la cual en la indicación sustitutiva se incluyó la competencia en materia aduanera y además se consideró que la competencia en segunda instancia de las apelaciones contra las resoluciones de los tribunales tributarios y aduaneros sea conocida por salas especializadas de las Cortes de Apelaciones. En cuarto lugar, el proyecto asegura un respeto irrestricto de los derechos de ambas parte, los contribuyentes y el Fisco, y que ambos estén en igualdad de condiciones.


Destacó que el proyecto introduce diversas modificaciones en el Código Tributario y en la Ordenanza de Aduanas, que son los estatutos donde están regulados los procedimientos administrativos y judiciales para la determinación y cobro de impuestos  internos y externos, respectivamente.


En el ámbito orgánico, el proyecto crea un tribunal tributario y aduanero en cada una de las regiones del país, incluyendo las de Arica Parinacota y la de Los Ríos. La Región Metropolitana será atendida por cuatro tribunales, el primero de los cuales tendrá competencia para ver los temas aduaneros.


Los jueces que integrarán los tribunales tributarios y aduaneros serán seleccionados mediante un procedimiento que se inicia con un concurso público y en el que participarán el Consejo de Alta Dirección Pública, la Corte de Apelaciones respectiva y la Presidencia de la República. Esos magistrados serán inamovibles y no estarán obligados a seguir las interpretaciones que de la ley tributaria haga el Director Nacional del Servicio de Impuestos Internos. Ellos tendrán la categoría y remuneración de un juez de letras de asiento de Corte, lo que es una mejora sustantiva respecto de la situación actual de los jueces tributarios. La estructura funcionaria interna de los nuevos tribunales estará diferenciada en tres tipos. El primero, con una dotación menor, será destinado a las regiones más pequeñas y con menos causas, el segundo, con una dotación intermedia, a las regiones con población mediana, y el tercero, con la dotación mayor, a las regiones que tienen grandes centros urbanos.


En segunda instancia el proyecto contempla la creación de una nueva Sala con tres ministros titulares, que se abocará exclusivamente a los temas tributarios y aduaneros, en las Cortes de Apelaciones de Santiago, San Miguel, Valparaíso y Concepción, que son las que tienen mayor carga de trabajo en esas materias. Las restantes Cortes de Apelaciones serán reforzadas por medio de un relator especializado en materias tributarias y aduaneras. Todos estos nuevos funcionarios serán seleccionados teniendo en cuenta su conocimiento y experiencia en la imposición tributaria interna y externa.


El Director Nacional del Servicio Nacional de Aduanas, señor Sergio Mujica, expuso que la integración de la competencia aduanera en la nueva judicatura que crea el proyecto es de importancia trascendental para su sector, pues su Servicio es responsable de prácticamente un tercio de la recaudación tributaria, en su calidad de agente retenedor del IVA a las importaciones. En segundo lugar, el actual procedimiento judicial en materia aduanera muestra una vinculación con la Administración aún mayor que la del Código Tributario, porque el tribunal de segunda instancia en los pleitos aduaneros es el propio Director Nacional del Servicio. En tercer lugar, el proyecto es de auténtica urgencia porque diversos tratados internacionales de libre comercio firmados por Chile señalan la obligación de que los contenciosos aduaneros tengan, a lo menos, una instancia superior de revisión judicial independiente.


En materia procesal el proyecto introduce una serie de innovaciones. En primer lugar, plantea la posibilidad de iniciar el reclamo en sede administrativa, dentro de los 15 días siguientes al hecho que lo motiva. El Servicio tendrá cincuenta días para resolver y, en caso de que no se pronuncie, la solicitud se entenderá rechazada. Este reclamo administrativo se regirá por las normas establecidas para la reposición administrativa en la ley de procedimiento administrativo, pero en él no procederá el recurso jerárquico. Por su parte, la interposición y el fallo del reclamo administrativo no obstarán para que el contribuyente acuda a los tribunales tributarios y aduaneros, pero, una vez empleada la vía judicial, no se podrá recurrir administrativamente. 


El diseño del proceso judicial en los tribunales tributarios y aduaneros establece que el reclamo podrá presentarse dentro de los noventa días siguientes de ocurrido el hecho que lo motivó, lo que permite que el contribuyente intente primero la vía administrativa, si así lo desea.


Del reclamo judicial se da traslado al Servicio concernido y, con su respuesta o en rebeldía de ella, el juez determina si hay hechos sustanciales y pertinentes controvertidos, caso en el cual abrirá un lapso probatorio de veinte días. Concluido el probatorio, o en su defecto agotada la discusión, el juez tiene sesenta días para fallar, por lo que todo el proceso tendrá una duración menor a cien días.


El señor Director Nacional de Aduanas señaló que otra de las novedades que introduce el proyecto es la acción especial por vulneración de derechos, rotulado por las organizaciones que participaron en la elaboración del anteproyecto como “amparo tributario”. La idea fundamental de esta nueva acción es que hay actividades del Servicio de Impuestos Internos y del Servicio Nacional de Aduanas que no inciden directamente en la determinación de un tributo, pero que pueden causar un menoscabo importante a los contribuyentes, como la demora en el despacho de la mercadería ingresada a los almacenes primarios de la Aduana o la negativa a timbrar facturas. Si estas acciones u omisiones de la administración tributaria perturban o imposibilitan el legítimo ejercicio de los derechos establecidos en los números 21º, 22º y 24º del artículo 19 de la Constitución Política, el afectado podrá recurrir ante el juez tributario y aduanero de la jurisdicción de la repartición que causó el reclamo, dentro de los quince días siguientes al hecho u omisión. El juez tramitará el asunto con un procedimiento abreviado, dentro del que se prevé la posibilidad de dictar  orden de no innovar, y su fallo será apelable ante la Corte de Apelaciones respectiva. Este recurso es incompatible con el de protección establecido en la Constitución.


El señor Director del Servicio de Impuestos Internos indicó que el proyecto pone también dentro de la esfera de competencia del juez tributario y aduanero los dos procedimientos infraccionales establecidos en el Código Tributario. El primero corresponde al caso en que la conducta del infractor puede ser constitutiva de delito, pero el Servicio elige accionar sólo por la vía infraccional; para ello deberá formular la denuncia ante el tribunal tributario y aduanero, el que en definitiva determinará la procedencia de la sanción. El otro procedimiento se refiere a infracciones de menor monta, que sólo tienen asignada una multa como sanción, por ejemplo, presentar una declaración de impuestos atrasada. En estos casos, el Servicio de Impuestos Internos cita al contribuyente, y si éste no reclama dentro de un plazo, se entiende que acepta la responsabilidad en los hechos procediéndose, en consecuencia, la giro de la multa. Si el contribuyente reclama, el asunto lo resuelve el tribunal tributario y aduanero.


El Honorable Senador señor Larraín consultó cuál es la razón por la que el proyecto establece un calendario de entrada en vigor gradual de los nuevos tribunales.


El señor Ministro de Hacienda señaló que experiencias anteriores en la implementación de nuevas judicaturas hacen muy aconsejable establecer un calendario gradual para ese efecto, porque ello permite contar con más tiempo para seleccionar a funcionarios idóneos, probar y mejorar las prácticas internas de trabajo jurisdiccional y administrativo, sin tener que soportar la presión de un gran número de causas pendientes, y dar tiempo a ambos Servicios para formar nuevas divisiones de defensa judicial que se hagan cargo de las contestaciones y demás actuaciones judiciales a que darán lugar los reclamos, los procedimientos por vulneración de derechos y los procedimientos infraccionales. Todas estas actividades requieren tiempo, y por ello se recurrió al mecanismo de entrada en vigencia paulatina.


El Honorable Senador señor Espina expresó que este proyecto, sin lugar a dudas, es un avance de gran importancia para la institucionalidad económica del país y, de ser bien implementado, será un verdadero legado para el futuro. Su Señoría observó que hay dos cosas en el proyecto que deben ser revisadas. En primer lugar, y para evitar problemas que se han presentado en otros proyectos de ley relativos a asuntos judiciales, hay que ser especialmente cuidadoso en el ajuste entre el número de nuevos ingresos y la cantidad de tribunales que hacerse cargo de los nuevos juicios. En segundo lugar, aunque el procedimiento de vulneración de derechos es un avance importante, hay que ser exhaustivo en su regulación, porque teniendo presente la cultura judicial de los abogados chilenos es muy probable que este procedimiento se sobre utilice, copando la capacidad de la nueva judicatura para resolver los asuntos de fondo.


El Honorable Senador señor Larraín felicitó al Ejecutivo por la iniciativa, que es parte de un proceso general de renovación de la justicia en Chile, lo que redunda en beneficio de todos. El Senador puntualizó que tiene algunas dudas en torno a la incompatibilidad entre el recurso de protección y la acción especial de vulneración de derechos, tema que podrá analizarse en la discusión particular del proyecto. Otro punto complicado es el hecho de que se encarga la gestión administrativa a una Unidad que dependerá de la Subsecretaría de Hacienda. El establecimiento de esta repartición rompe el necesario principio de la independencia judicial, y obvía la intervención de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, que es la institución que tiene a cargo estos temas en el Poder Judicial.


El Honorable Senador señor Prokuriça expresó que la implementación escalonada en el tiempo de los nuevos tribunales genera incentivos perversos, porque se parte en regiones alejadas con funcionarios nuevos que, una vez que han alcanzado cierto grado de experiencia y eficacia, a costa de los usuarios de esas regiones apartadas que tuvieron que padecer su aprendizaje, son trasladados a los grandes centros urbanos, donde los nuevos tribunales se implementan con posterioridad, dejando nuevamente a la provincia a merced de funcionarios sin experiencia. Esta fue la situación que se produjo en la Reforma Procesal Penal y debe prevenirse, para lo cual es preferible partir por los grandes centros urbanos y luego llegar a regiones apartadas.


El Honorable Senador señor Vásquez apuntó que el proyecto considera la total independencia de los jueces tributarios y aduaneros respecto de la interpretación de las normas tributarias sostenida por el Director Nacional del Servicio de Impuestos Internos, y establece que, una vez que entre en vigor la ley, las regiones donde seguirá vigente temporalmente el Director Regional como juez tributario, también habrá independencia interpretativa. Pero nada se dice respecto de los juicios actualmente vigentes en las Cortes de Apelaciones o en la Corte Suprema y en los que se declaró nulo lo obrado por el delegado del Director Regional en uso de la atribución que le confería el artículo 116 del Código Tributario, hoy eliminado por el Tribunal Constitucional. Esos procesos deberán volver a primera instancia y, en este caso, el Director Regional debería ser igualmente independiente de la interpretación sostenida por el Director Nacional. Otro asunto que debe ser objeto de análisis es la compatibilidad de las normas propuestas para el nombramiento de jueces en los tribunales tributarios y aduaneros y de ministros de Corte en las salas especializadas que se crean, con las normas constitucionales respectivas.

- - - - - - - -


Se hace presente que el Senado fijó en cuatro oportunidades nuevos plazos para presentar indicaciones, de manera de permitir que los colegisladores formalizaran algunas propuestas de enmienda surgidas en el debate, en especial algunas que afectan materias de iniciativa exclusiva del Presidente de la República. Al referirnos a estas últimas aludiremos a la “indicación complementaria del Ejecutivo”, indicando su numeración en el oficio que las contiene, 
N° 437-356, de fecha 16 de junio de 2008, hecho llegar a la Secretaría de la Comisión el 1 de julio en curso.


Es necesario consignar, además, que los especialistas del Ejecutivo examinaron muchas de las indicaciones parlamentarias junto con sus autores, lo que determinó que éstos retiraran no pocas de ellas.

- - - - - - - -

ARTÍCULO PRIMERO


Fija el texto de una nueva Ley Orgánica de Tribunales Tributarios y Aduaneros. Su Título I, compuesto por los artículos 1° a 17, organiza dichos tribunales. El Título II, integrado por los artículos 18 a 24, regula la Unidad Administradora de los Tribunales Tributarios y Aduaneros. El Título III, conformado por el artículo 25, estatuye la planta y remuneraciones del personal de los mencionados tribunales. 

Título I, de los Tribunales Tributarios y Aduaneros

Artículo 1°


Define los Tribunales Tributarios y Aduaneros como órganos jurisdiccionales letrados, especiales e independientes en el ejercicio de su ministerio, e indica su competencia. 

Ellos conocerán, en el ámbito territorial que se determina para cada uno, las reclamaciones que presenten los contribuyentes de conformidad al Libro Tercero del Código Tributario, que regula los procedimientos contenciosos; las denuncias a que se refiere el artículo 161 de dicho Código, por infracciones que no tienen asignada pena corporal, y los reclamos por denuncias o giros contemplados en el número tercero del artículo 165 del mismo cuerpo legal, que son contravenciones a diversos numerales del artículo 97 del Código Tributario castigadas con multa; las reclamaciones contra actuaciones del Servicio Nacional de Aduanas presentadas conforme al Título VI del Libro II de la Ordenanza de Aduanas; los procedimientos especiales de reclamo por vulneración de derechos a que se refieren el Párrafo 2° del Título III del Libro Tercero del Código Tributario, y el Párrafo 4 del Título VI del Libro II de la Ordenanza de Aduanas; los incidentes que se promuevan en el cumplimiento administrativo de las sentencias, y dispondrán, en los fallos que dicten, la devolución y pago de las sumas solucionadas indebidamente o en exceso a título de impuestos, reajustes, intereses, sanciones, costas u otros gravámenes.

Indicación N° 1


Del Honorable Senador señor Arancibia, para reemplazar el ordinal 3° del artículo 1°, por una disposición que agrega a la competencia de los Tribunales Tributarios y Aduaneros las reclamaciones que se interpongan de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 186 y 187 de la Ordenanza de Aduanas y las interpuestas en contra de las denuncias formuladas de acuerdo al artículo 174 de ese mismo cuerpo legal. 


Las normas citadas se refieren a reclamaciones contra multas aplicadas por infracciones aduaneras y por declaraciones erróneas.


El señor Director de Aduanas explicó que la intención es en parte correcta, porque sujeta a la competencia de los Tribunales Tributarios y Aduaneros las cuestiones infraccionales y disciplinarias que dan origen a multas que pueden ser reclamadas por el contribuyente. Sin embargo, hacer referencia a la norma específica del artículo 174 no es conveniente, porque quedan otras excluidas. Propuso, en cambio, agregar al artículo 1° un ordinal final, con un enunciado genérico, semejante al que se utiliza en numerosos preceptos de este tipo, que comprenda toda otra cuestión que las leyes señalen como de competencia de los referidos Tribunales.


En consecuencia, la Comisión aprobó parcialmente la indicación, omitiendo la alusión al artículo 174 de la Ordenanza de Aduanas, y adicionó el precepto con un ordinal 8°, nuevo, en el sentido propuesto por el señor Director de Aduanas.


- Los dos acuerdos se adoptaron por unanimidad, en ejercicio de la facultad que confiere el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, por los Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina, Muñoz, don Pedro, y Vásquez.

Indicaciones Nos 2 y 3


De los señora Presidenta de la República, la primera, y de los Honorables Senadores señores Novoa y Prokuriça, la segunda, reemplazan, en el ordinal 5° del artículo 1°, la expresión “los incidentes” por “las incidencias”. 

Su finalidad es evitar que se confundan los incidentes o artículos, cuestiones accesorias que se suscitan durante un proceso judicial y que requieren un pronunciamiento especial, con audiencia de las partes, de los episodios que ocurren durante las gestiones de cumplimiento administrativo de lo resuelto en sede jurisdiccional.


- Fueron ambas aprobadas por unanimidad, por los Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina y Vásquez.

Artículo 2°

Estipula que para los fines de las leyes tributarias y aduaneras, el Código Tributario y la Ordenanza de Aduanas se entenderá por "Juez Tributario y Aduanero", el titular del Tribunal Tributario y Aduanero correspondiente al territorio jurisdiccional respectivo, salvo que del texto se desprenda un significado distinto, y que en los Tribunales Tributarios y Aduaneros en que existan un “Secretario Abogado Tributario” y un “Secretario Abogado Aduanero”, las referencias de esta ley al “Secretario Abogado”, se entenderán realizadas indistintamente a ambos.

No tuvo indicaciones ni fue modificado.

Artículo 3°

Crea dieciséis Tribunales Tributarios y Aduaneros en el país e indica la competencia territorial de cada uno. Doce de ellos contarán con un juez y se instalarán en las comunas de Iquique, Antofagasta, Copiapó, La Serena, Valparaíso, Rancagua, Talca, Concepción, Temuco, Puerto Montt, Coyhaique y Punta Arenas, cuyo territorio jurisdiccional será la Región respectiva. Los cuatro restantes se instalarán en Santiago. Los tres primeros estarán compuestos por un juez y el cuarto por dos magistrados. Estos tribunales ejercerán jurisdicción sobre las comunas que en cada caso indica el precepto. Sin embargo, las materias aduaneras se radicarán solamente en el Primer Tribunal de Santiago. La distribución de causas entre los dos jueces del Cuarto Tribunal se hará conforme al procedimiento objetivo que establezca mediante Auto Acordado la Corte de Apelaciones de Santiago.

Indicaciones Nos 4, 5 y 6


Las dos primeras de la señora Presidenta de la República y la última de los Honorables Senadores señores Novoa y Prokuriça, todas ellas apuntan a completar la dotación de Tribunales Tributarios y Aduaneros del país, habida cuenta de la creación de las Regiones XIV, de Los Ríos
, y XV, de Arica y Parinacota
, que nacieron a la vida jurídica, política y administrativa durante la tramitación del proyecto en informe.

Todas ellas se aprobaron por unanimidad, entendiendo que la N° 6 queda subsumida en las de iniciativa presidencial.


- Concurrieron al acuerdo los Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina y Vásquez.


La Comisión, habida cuenta de la ampliación de competencia de los Tribunales Tributarios y Aduaneros en materia de infracciones aduaneras, adecuó a ello el inciso final del artículo 3°, en orden a precisar que en el caso de la Región Metropolitana esos asuntos serán conocidos por el Primer Tribunal, ya que en ese ámbito territorial habrá cuatro.


- Esta enmienda se aprobó en forma unánime, por los mismos señores Senadores recién nombrados.

Artículo 4°


Fija las plantas de personal de los Tribunales Tributarios y Aduaneros, incluidos jueces, secretarios, resolutores, profesionales expertos, administrativos y auxiliares. 


El tribunal de la I Región contará con un total de 11 funcionarios. Los de las Regiones II, III, IV y XII, con 5. El de la V Región, con 14. Los de las Regiones VI, VII, IX y X, con 6. El Primero de Santiago, con 15. El Cuarto de Santiago, con 13. Los de la VIII Región y Segundo y Tercero de Santiago, con 9. Y el de la XI Región, con 4.

Cuando las necesidades lo requieran, estos tribunales podrán contratar personal en forma transitoria, previa autorización de la Unidad Administradora y en la medida que exista disponibilidad presupuestaria.

Indicación N° 7


De la señora Presidenta de la República, para reducir, en la planta del Tribunal Tributario y Aduanero de la I Región, un cargo de Resolutor.


Explicó la Subsecretaria de Hacienda, señora María Olivia Recart, que la creación de la Región de Arica y Parinacota, que contará con un Tribunal Tributario y Aduanero, hace posible disminuir la dotación del Tribunal de la I Región, el que verá reducida su demanda.


El Honorable Senador señor Prokuriça argumentó que en la I Región el puerto de Iquique, que será sede del Tribunal Tributario y Aduanero, ostenta un importante flujo comercial, que genera una intensa actividad aduanera. Ello hace desaconsejable, en opinión de Su Señoría, rebajar la dotación de ese órgano jurisdiccional.


- Fue aprobada por unanimidad, por los Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Gómez y Muñoz, don Pedro.

Indicación N° 8


De la señora Presidenta de la República, para incluir en el mismo esquema de planta de los Tribunales Tributarios y Aduaneros de las Regiones II, III, IV y XII, a los de las Regiones XIV y XV.


- Se aprobó con igual votación que la anterior.

Indicación N° 9


De los Honorables Senadores señores Novoa y Prokuriça, para intercalar, en el inciso final del artículo 4°, a continuación de las palabras “contratar personal”, la frase “bajo el régimen de contrata, salvo que se tratare de servicios específicos que sean pagados a suma alzada.”.


El señor Presidente de la Comisión advirtió tener dudas sobre la admisibilidad de la indicación, en cuanto ella implica gasto público y supone el ejercicio de atribuciones administrativas radicadas en el Presidente de la República, en la medida que fuerza a que todas las contrataciones se hagan bajo el régimen “a contrata”.


El Honorable Senador señor Prokuriça descartó que la indicación genere gasto fiscal y expresó que ella sólo impone una exigencia formal que asegura un cierto nivel de calidad de los funcionarios convocados a los Tribunales Tributarios y Aduaneros, en caso de que su funcionamiento haga necesario reforzar la dotación. Agregó que los parlamentarios de la Alianza por Chile se oponen a las normas que permiten contratar personal para ejercer funciones públicas en forma habitual, sin asegurarles un sistema previsional.


El Honorable Senador señor Espina, por su parte, manifestó que los contratos a honorarios deben emplearse únicamente en el caso de cometidos específicos y acotados, a ejecutarse dentro de un plazo determinado. Los cargos públicos a contrata, a diferencia de aquéllos, suponen el desempeño de funciones públicas propias del órgano o servicio, que se ejercen de modo permanente, mientras las circunstancias lo justifiquen.


La señora Subsecretaria de Hacienda hizo presente que la indicación debe entenderse como un intento de aportar mayor flexibilidad en la administración de los recursos humanos necesarios para el desempeño eficiente y eficaz de estos órganos jurisdiccionales y, en esa perspectiva, no es necesaria, pues el texto propuesto asegura suficientemente dicha finalidad.


El Ejecutivo otorgó patrocinio a la disposición, mediante su indicación complementaria N° 1), letra a), en la cual quedó subsumida la N° 9 de origen parlamentario.


- Ambas indicaciones fueron aprobadas por unanimidad, por los Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Gómez y Muñoz, don Pedro.


La unanimidad de la Comisión, obrando dentro del marco del último inciso del artículo 121 del Reglamento del Senado, modificó la redacción de este artículo 4°, de manera de aludir a las plantas de los Tribunales Tributarios y Aduaneros, en lugar de a sus dotaciones, por ser aquélla la expresión técnica adecuada.


- Así fue acordado, con la misma votación anterior.

Artículo 5°


Señala la forma de designación de los jueces y secretarios abogados de los Tribunales Tributarios y Aduaneros. 


Ellos serán nombrados por el Presidente de la República, a propuesta en terna de la Corte de Apelaciones respectiva. La Corte formará la terna con las personas incluidas en un listado de entre cinco y diez personas que le propondrá la Dirección Nacional del Servicio Civil, la que confeccionará dicha nómina mediante un concurso público. El resto del personal será nombrado por el Presidente de la Corte de Apelaciones respectiva, también previo concurso público.

La Corte podrá rechazar, por una sola vez, la totalidad de los nombres contenidos en la lista, en forma fundada, por razones de falta de idoneidad, especialización o experiencia de los postulantes. En tal caso, la Dirección Nacional del Servicio Civil llamará a un nuevo concurso público, en el cual no podrán participar las personas que integraron la nómina rechazada.

Indicación N° 10


De los Honorables Senadores señores Novoa y Prokuriça, para reemplazar el inciso segundo del artículo 5° por uno que estipula que la Corte formará la terna correspondiente a partir de una lista de un mínimo de cinco nombres, que le será propuesta por el Consejo de Alta Dirección Pública, de acuerdo a las normas establecidas en la ley Nº 19.882.


Como puede apreciarse, no se fija un máximo a la lista de candidatos a integrar la terna, se reemplaza la intervención de la Dirección Nacional del Servicio Civil por la del Consejo de Alta Dirección Pública y se hace aplicables a la elaboración de dicha nómina las normas de la ley N° 19.882
.


El artículo 1° del ARTÍCULO VIGÉSIMO SEXTO de este último cuerpo legal crea la Dirección Nacional del Servicio Civil como un servicio público descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, que se relacionará con el Presidente de la República a través del Ministerio de Hacienda y que tiene por objeto la coordinación, supervisión y perfeccionamiento de las funciones de personal en los servicios de la administración civil del Estado.


El ARTÍCULO CUADRAGÉSIMO PRIMERO de la ley N° 19.882 establece en la estructura de la Dirección Nacional del Servicio Civil un Consejo de Alta Dirección Pública. Entre otras importantes funciones
 le corresponde conducir y regular los procesos de selección de candidatos a cargos de jefes superiores de servicio del sistema y participar en el Comité de Selección de directivos del segundo nivel jerárquico.


El ARTÍCULO TRIGÉSIMO QUINTO establece un Sistema de Alta Dirección Pública, al que estarán sujetos los funcionarios de la exclusiva confianza de la autoridad competente que se señalarán, que desempeñen cargos de jefaturas en la dirección de órganos o servicios públicos o en unidades organizativas de éstos, y cuyas funciones sean predominantemente de ejecución de políticas públicas y de provisión directa de servicios a la comunidad. Para los efectos de esta ley, estos funcionarios se denominarán "altos directivos públicos". Al tenor de lo dispuesto por el ARTÍCULO TRIGÉSIMO SÉPTIMO, los funcionarios a quienes se aplica esta normativa son los jefes superiores de servicio y los del segundo nivel jerárquico del respectivo organismo.


El Honorable Senador señor Gómez planteó la necesidad de revisar detenidamente el artículo 5° aprobado por la Comisión de Hacienda, porque no parece apropiado entregar a un reglamento la ordenación de un tema tan importante como es la provisión de los cargos de jueces tributarios y aduaneros, materia que debe ser resuelta por ley.


La señora Subsecretaria de Hacienda señaló que, tratándose de la selección de personas que se desempeñarán en altos cargos de tribunales especiales, no es posible extrapolar indiscriminadamente las normas de Alta Dirección Pública. Por ello es que el texto avanza en la línea más gruesa y deja el resto para ser desarrollado en un reglamento.


El Honorable Senador señor Chadwick destacó que la indicación N° 10 tiene la doble virtud de ser más escueta que el inciso que reemplaza, mediante la remisión a las normas de la ley 
N° 19.882, y de mantener todo lo relativo a la organización y ejecución del concurso en el ámbito de la potestad legislativa, en lugar de entregarlo a la potestad reglamentaria, como hace el texto que se propone corregir.


La Honorable Senadora señora Alvear añadió que la referencia no debe hacerse a la Dirección Nacional del Servicio Civil ni al Consejo de Alta Dirección Pública, sino al Sistema de Alta Dirección Pública. Hizo presente que en la especie se trata de proveer cargos de magistrados que integrarán una judicatura especializada, y no de altos funcionarios del Poder Ejecutivo, lo que no hace posible aplicar sin más y de manera integral los preceptos de la ley N° 19.882.


- La indicación N° 10 fue rechazada por unanimidad, por los Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina, Gómez y Muñoz, don Pedro.

- - - - - - -

Indicación N° 11

De la señora Presidenta de la República, para sustituir, en el inciso segundo del artículo 5°, la frase “la Dirección Nacional del Servicio Civil”, por “el Consejo de la Alta Dirección Pública”.


Es coincidente con parte de la indicación anterior, en cuanto reemplaza al órgano que debe proponer a la Corte de Apelaciones la nómina a partir de la cual este tribunal formará la terna que se someterá al Presidente de la República para nombrar a los jueces tributarios y aduaneros y a los secretarios abogados.

Indicación N° 12


De la señora Presidenta de la República, para reemplazar el inciso tercero del artículo 5°, ya descrito con anterioridad. 


El precepto que se propone como reemplazo establece que la Corte de Apelaciones podrá rechazar, por una sola vez, todos o algunos de los nombres contenidos en la lista que se le presente, en forma fundada, por razones de falta de idoneidad, especialización o experiencia de los postulantes. Si el número de nombres restantes es inferior a cinco, la Corte notificará al Consejo de Alta Dirección Pública, el que deberá llamar a un nuevo concurso, en el cual no podrán participar las personas cuyos nombres fueron rechazados.

Indicación N° 13

De los Honorables Senadores señores Novoa y Prokuriça, para reemplazar también en el inciso tercero del artículo 5° la frase “la Dirección Nacional del Servicio Civil”, por “el Consejo de Alta Dirección Pública”, en la misma línea que para el inciso segundo de este precepto plantean las indicaciones Nos 10 y 11. 

Indicación N° 14

De los Honorables Senadores señores Novoa y Prokuriça, para reemplazar en el inciso final del artículo 5° la última oración, que entrega a un reglamento la regulación de los concursos para proveer los cargos del resto del personal de los Tribunales Tributarios y Aduaneros. La indicación propone que ello sea materia de ley.


Estas cuatro indicaciones fueron tratadas y resueltas conjuntamente.


El Honorable Senador señor Gómez manifestó su desacuerdo con la proposición que permite a la Corte de Apelaciones rechazar personas que han sido seleccionadas mediante el Sistema de alta Dirección Pública, previa definición del perfil del cargo, porque no se ve motivo para ello. El mecanismo planteado desincentiva la participación en el proceso de selección de quienes temerán, justificadamente, que se objete su idoneidad por personas y entidades que no tienen la experticia necesaria para dicha labor. Consideró insólito otorgar un poder de veto al tribunal llamado a formar la terna. En último término, concluyó, si se desea dar un rol preponderante a la Corte, lo que tiene cierta lógica desde que se trata de proveer cargos en tribunales, entonces el concurso debía estar única e íntegramente en manos del Poder Judicial. 


El Honorable Senador señor Muñoz, don Pedro, destacó que en ocasiones sucede que un concurso es declarado desierto porque pocos postulantes, o ninguno, cumplen el perfil del cargo a proveer. Pero dejar abierta la posibilidad de inhabilitar a todos los seleccionados en concurso organizado por el sistema de Alta Dirección Pública es excesivo y hace posible que se pierdan candidatos aptos.


El Honorable Senador señor Espina concordó en que es injusto para los buenos candidatos que exista la posibilidad de rechazar toda la lista e impedir a sus integrantes repostular, especialmente si se da la natural tendencia de las Cortes a descartar la totalidad para no aparecer como comprometidas contra determinadas personas. 


Los Honorables Senadores señores Prokuriça y Vásquez manifestaron que la idea de un doble filtro es correcta, porque mejora el proceso de selección: el primero, a cargo del Sistema de Alta Dirección Pública, verifica el cumplimiento de los elementos constitutivos del perfil definido para cada cargo, y el segundo, responsabilidad de las Cortes de Apelaciones, juzga las habilidades necesarias para el ejercicio de la función jurisdiccional.


Coincidieron los Honorables Senadores en que las personas cuyos nombres no sean rechazados por la Corte, si en definitiva se hace necesario convocar a un nuevo concurso, integrarán la nómina sin necesidad de volver a postular.


Todas estas ideas fueron recogidas en el texto del artículo 5° que más adelante propone la Comisión.


En él también se puntualiza que los funcionarios que no sean el juez o el secretario abogado serán reclutados mediante un concurso realizado con sujeción a la preceptiva del Estatuto Administrativo, debiendo la Unidad Administrativa desempeñar las funciones que el artículo 21 de dicho Estatuto asigna al Comité de Selección. El nombramiento lo hará el Presidente de la Corte de Apelaciones respectiva.


Las ideas de ese artículo que requerían patrocinio del Presidente de la República fueron incluidas en la indicación complementaria del Ejecutivo N° 1), letra b).


- En consecuencia, quedaron aprobadas por unanimidad las indicaciones Nos 11 a 14 y la indicación complementaria N° 1), letra b); la primera sin enmiendas y las restantes modificadas. Votaron a favor de las signadas 11, 12 y 13 los Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina y Gómez. La número 14 y la complementaria se aprobaron con los votos de los Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Gómez y Muñoz, don Pedro.

Artículo 6°


Consigna los requisitos exigibles para optar a cargos en los Tribunales Tributarios y Aduaneros.


Para los de juez y secretario abogado se requiere poseer título de abogado, haber ejercido la profesión al menos cinco años y tener conocimientos especializados o experiencia en materias tributarias o aduaneras. Los resolutores deben ser abogados. Los profesionales expertos deben poseer un título profesional de una carrera de a lo menos diez semestres de duración, otorgado por una universidad del Estado o reconocida por éste, preferentemente de abogado, contador auditor o de ingeniero comercial, con conocimientos especializados en materia tributaria. Al menos uno de los profesionales expertos de los Tribunales Tributarios y Aduaneros de las Regiones I y V y del Primer Tribunal de la Región Metropolitana debe acreditar conocimientos en materias de comercio exterior.

Indicación N° 15


De la señora Presidenta de la República, para agregar en el inciso primero una oración que especifica que la exigencia de poseer conocimientos o experiencia en materias tributarias o aduaneras, que se hará a quienes pretendan desempeñarse como secretario abogado de los Tribunales Tributarios y Aduaneros, se efectuará según la especialidad del cargo que se trata de proveer. 


La Comisión advirtió que la oración final del artículo 6° alude al reglamento que se contemplaba para los concursos en el artículo 5°, disposición que fue modificada para dejar establecido que la realización del concurso, en el caso de jueces  secretarios abogados, se ceñirá a la ley. En consecuencia, aprobó esta indicación, pero como sustitutiva de esa oración y con una adecuación de forma.


- Concurrieron al acuerdo aprobatorio los Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Gómez y Muñoz, don Pedro.

Indicación N° 16


De los Honorables Senadores señores Novoa y Prokuriça, para suprimir, en el inciso tercero del artículo 6°, la palabra “preferentemente”, que figura inmediatamente antes del enunciado de los títulos profesionales que deben tener los profesionales expertos de los Tribunales Tributarios y Aduaneros, cuales son, de abogado, contador auditor o ingeniero comercial. Ello excluye a otros profesionales que cumplan el requisito poseer un título profesional de una carrera de a lo menos diez semestres de duración, otorgado por una universidad del Estado o reconocida por éste.


El autor de la indicación señaló que el adverbio “preferentemente” restringe innecesariamente las opciones e induce a concluir que los profesionales expertos deben necesariamente poseer alguna de las calidades especificadas en la norma. Por eso se propone eliminarlo.


El señor Subdirector Jurídico del Servicio de Impuestos Internos argumentó que interesa que los resolutores sean especialistas en lo jurídico, pero que los profesionales expertos deben cubrir un espectro más amplio de conocimientos y habilidades. Así, por ejemplo, en caso de un reclamo de avalúo de un bien raíz urbano, probablemente deba ser arquitecto, y en el de uno rural, ingeniero agrónomo.


El Honorable Senador señor Espina manifestó ser partidario de conservar el vocablo que la indicación quiere suprimir, porque su inclusión en este inciso da una señal conveniente a quienes deben organizar y dirigir el concurso para proveer estos cargos.


- La indicación fue retirada por sus autores.

Indicación N° 17

De la señora Presidenta de la República, para sustituir, en el inciso final del artículo 6°, la expresión “de comercio exterior” por la palabra “aduaneras”. Se trata de la materia en que a lo menos un profesional experto de los Tribunales Tributarios y Aduaneros de la I y la V Regiones y del Primer Tribunal de la Región Metropolitana, deberá acreditar conocimientos.


- Fue aprobada por unanimidad, por los Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina, Gómez y Muñoz, don Pedro.

Artículo 7°

Dispone que antes de asumir sus funciones, los jueces tributarios y aduaneros prestarán juramento o promesa de guardar la Constitución y las leyes de la República, ante el Presidente de la respectiva Corte de Apelaciones. 

Indicación N° 18


De los Honorables Senadores señores Novoa y Prokuriça, para suprimir el artículo 7°.

Indicación N° 19


Subsidiaria de la anterior y de los mismos señores Senadores, para eliminar del artículo en comento los términos “o promesa”, de modo que para asumir sus funciones los jueces tributarios y aduaneros deben necesariamente prestar juramento de guardar la Constitución y las leyes de la República ante el Presidente de la respectiva Corte de Apelaciones.


- Ambas fueron retiradas por sus autores.
Artículo 8°

Hace aplicables a los jueces tributarios y aduaneros las disposiciones contenidas en los artículos 79, 80 y 82 de la Constitución Política de la República. Esto es, las referentes a la responsabilidad ministerial por ciertos delitos, a inamovilidad, a cesación de funciones por alcanzar el límite de edad, remoción u otras causas y a sujeción a la superintendencia directiva, correccional y económica de la Corte Suprema.

Indicación N° 20


De los Honorables Senadores señores Novoa y Prokuriça, para suprimir este artículo.

Indicación N° 21


De la señora Presidenta de la República, para reemplazar el artículo 8°.


La norma propuesta en sustitución reproduce el contenido de los artículos 79 y 80 de la Constitución Política de la República, en lo pertinente a los jueces tributarios y aduaneros. Se omite la remisión al artículo 82 de la Carta Fundamental, que otorga a la Corte Suprema la superintendencia directiva, correccional y económica de todos los tribunales de la Nación, con excepción de los electorales. 


Estas dos indicaciones fueron tratadas en conjunto.


La Comisión debatió acerca de si los Tribunales Tributarios y Aduaneros deben estar incluidos en el Poder Judicial o si deben estar excluidos de él. En una primera aproximación, los Senadores que la integran se inclinaban por dar una respuesta afirmativa, pero finalmente optaron por definir con mayor claridad la inserción institucional de estos órganos jurisdiccionales.


Inicialmente se estimó por la mayoría que los Tribunales Tributarios y Aduaneros debieran formar parte del Poder Judicial, haciéndoles aplicable el Código Orgánico de Tribunales y especificando en su ley orgánica las normas de excepción que exige su especialidad, tales como ingreso y carrera funcionaria, sistema de remuneraciones, calificaciones, gestión administrativa, etc.


Se tuvo presente que el artículo 5° del Código Orgánico de Tribunales declara que integran el Poder Judicial, como tribunales ordinarios de justicia, la Corte Suprema, las Cortes de Apelaciones, los Presidentes y Ministros de Corte, los  tribunales de juicio oral en lo penal, los juzgados de letras y los juzgados de garantía. Añade el precepto citado que forman parte del Poder Judicial, como tribunales especiales, los juzgados de familia, los Juzgados de Letras del Trabajo, los Juzgados de Cobranza Laboral y Previsional y los Tribunales Militares en tiempo de paz, los cuales se rigen en su organización y         atribuciones por las disposiciones orgánicas constitucionales contenidas en la ley Nº 19.968, en el Código del Trabajo, y en el Código de Justicia Militar y sus leyes complementarias, respectivamente, siendo aplicables a ellos las disposiciones de dicho Código sólo cuando los cuerpos legales citados se remitan en forma expresa a él. Finalmente, la norma determina que los demás tribunales especiales se regirán por las leyes que los establecen y reglamentan, sin perjuicio de quedar sujetos a las disposiciones generales del Código Orgánico de Tribunales.


El señor Director de Impuestos Internos adujo que se busca instaurar una justicia tributaria y aduanera ágil, altamente especializada e independiente de la Administración, que no forme parte del Poder Judicial. Sus jueces, que son letrados, no son nombrados en la forma que la Constitución Política de la República indica para los magistrados de la justicia ordinaria, sino que de acuerdo con los procedimientos y parámetros del Sistema de Alta Dirección Pública. Sus decisiones son revisables vía apelación y anulables mediante la casación. Para los aspectos operativos se consagra una entidad especial, la Unidad Administradora, que libera de esas tareas a jueces y secretarios. No se optó, como alternativa, por recurrir en estos aspectos a la Corporación Administrativa del Poder Judicial, porque ella ya está saturada por los requerimientos que imponen las judicaturas especializadas de familia, laboral y penal. Se estatuyen procedimientos nuevos para el nombramiento de magistrados y funcionarios, porque de aplicar las reglas del Código Orgánico de Tribunales ocuparían el primer lugar en las ternas los más antiguos, por derecho propio, y eso no apunta en el sentido deseado, que es dotar a la justicia tributaria y aduanera con los más capaces y los más especializados. En el mismo sentido, se establecen un mecanismo especial de subrogación y un sistema diferente para las calificaciones, que debe impedir que se incurra en la deformación de que todos los calificados resulten ser óptimos y figuren con máximo puntaje, porque eso no es real.

Se omitirán las referencias a la Carta Fundamental porque ésta rige per se, sin necesidad de que las leyes la invoquen. Sin embargo, vale la pena consignar que los Tribunales Tributarios y Aduaneros, como todo tribunal, quedan supeditados a la superintendencia directiva, correccional y económica que el artículo 82 de la Constitución asigna a la Corte Suprema, pues este precepto se aplica a toda magistratura, con excepción de las que allí se mencionan expresamente
.


El Honorable Senador señor Prokuriça hizo presente su reserva frente a la vinculación de la Unidad Administradora con la Subsecretaría de Hacienda, porque ello puede abrir una brecha en la independencia y autonomía de los Tribunales Tributarios y Aduaneros.


El señor Subdirector Jurídico del Servicio de Nacional Aduanas expuso que no existe ese riesgo, porque la aludida Unidad sólo cumple funciones de apoyo y no tiene atribución alguna que le permita influir sobre los tribunales o interferir en su funcionamiento. Desde el punto de vista de la vinculación con la Subsecretaría de Hacienda, destacó que el organismo está funcionalmente desconcentrado, de manera que no pueden las autoridades administrativas retirarle funciones y asumirlas directamente. Por último, los presupuestos de los Tribunales Tributarios y Aduaneros y de la Unidad Administrativa deben ser aprobados, y su ejecución es controlada, por el Congreso Nacional.


En definitiva, en la Comisión primó la tesis de que los Tribunales Tributarios y Aduaneros son una judicatura especial, de aquellas a que alude el inciso tercero del artículo 5° del Código Orgánico de Tribunales, de manera que se regirán por su propia ley orgánica, contenida en el ARTÍCULO PRIMERO del proyecto en informe, y por las disposiciones del Código recién citado a que la mencionada ley orgánica haga expresa referencia. 


El Honorable Senador señor Espina manifestó que comparte el planteamiento del proyecto, tal como lo ha explicado el señor Director de Impuestos Internos, porque una normativa novedosa como la propuesta ofrece la oportunidad de instalar una justicia moderna expedita y accesible y es probable que, tal como ocurrió en el caso de la Reforma Procesal Penal, quienes hoy se muestran suspicaces frente a ella terminen por aceptarla, cuando sean testigos de sus méritos.


- La indicación N° 21 fue aprobada por unanimidad, por los Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Gómez y Muñoz, don Pedro.

Artículo 9°


Señala que los jueces tributarios y aduaneros podrán perder su competencia por las causales de implicancia y recusación de los artículos 195 y 196 del Código Orgánico de Tribunales, cuestiones que se tramitarán conforme a las reglas pertinentes del mencionado Código
.

Indicación N° 22


De los Honorables Senadores señores Novoa y Prokuriça, para suprimir el artículo 7°.

Indicación N° 23

Subsidiaria de la anterior y de los mismos señores Senadores, para reemplazar el artículo 9° por otro que dispone derechamente que estos jueces perderán su competencia por implicancia o recusación declaradas, en los mismos casos que los jueces que forman parte del Poder Judicial. Esta redacción despeja las dudas que permite abrigar el uso de la forma verbal “podrán”, que en el texto que se sustituye antecede a la frase “perder su competencia”.


- Las dos indicaciones precedentes fueron retiradas por sus autores.

Artículo 10


Regula la subrogación de los jueces tributarios y aduaneros. El primer llamado a asumir las funciones en caso de ausencia o impedimento del juez es el secretario abogado del mismo tribunal. Si éste falta o también se encuentra impedido, la subrogación corresponde al secretario abogado del tribunal que se indica en la tabla de subrogación recíproca contenida en este precepto, y si éste también resulta inhábil, subrogará el juez del tribunal indicado en la misma tabla. En los tribunales con más de un secretario, subrogará el más antiguo y, de no ser aplicable esta norma, el secretario abogado tributario.

Indicación N° 24


De los Honorables Senadores señores Novoa y Prokuriça, para sustituir el artículo 10.


La nueva norma consulta algunas reglas de aplicación previa a la tabla de subrogación entre Regiones contiguas contenida en este artículo. En efecto, antes de recurrir a los secretarios y jueces de las regiones de la tabla, o sea, si faltan tanto el juez como el secretario abogado, subrogará el profesional experto que sea abogado, y si hubiere más de uno, el más antiguo. Si hay dos o más que cumplan con esta condición, corresponderá a la Corte de Apelaciones respectiva resolver cuál de ellos efectuará la subrogación. Además, prescribe que en los Tribunales Tributarios y Aduaneros con más de un secretario abogado, subrogará al juez el que corresponda según la materia sea tributaria o aduanera. Finalmente, hace aplicable el mecanismo de la tabla de subrogación recíproca sólo cuando falten el juez, el secretario abogado y el profesional experto. Sin embargo, en este último aspecto, la indicación omite la mención de los Tribunales Tributarios y Aduaneros de las Regiones XI y XII, en los que no procedería, entonces, utilizar la tabla recíproca ya aludida.


La Comisión acogió las ideas contenidas en esta indicación, reformulándolas de la manera que ilustra el texto del artículo 10 de la ley orgánica incluida en el texto del proyecto que figura al final de este informe.


En lugar de la intervención de la Corte de Apelaciones respectiva, se prevé que sea el juez quien señale a cuál de los llamados a subrogar que estén en igualdad de condiciones le corresponderá asumir la tarea. En el caso de tribunales con más de un Secretario Abogado corresponderá la subrogación a uno solo de ellos, el que el juez indique, porque de lo contrario podría darse el caso de que en un mismo tribunal hubiera un juez subrogante tributario y otro aduanero. Además, se incluyó entre los posibles subrogantes a los resolutores que tengan la profesión de abogado. Finalmente, se prescindió de la tabla de subrogación alternativa que contiene esta indicación, porque la que se propone en la indicación siguiente es más completa.


- La indicación, con estos cambios, fue aprobada por los Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Gómez y Muñoz, don Pedro.

Indicación N° 25


De la señora Presidenta de la República, para reemplazar la tabla de subrogación recíproca por otra, que incorpora las Regiones XIV y XV.


- Fue aprobada con la misma votación anterior.

Indicación N° 26


De la señora Presidenta de la República, para agregar al artículo 10 un inciso final, que dispone que en caso que falte o esté inhabilitado el secretario del 4º Tribunal de la Región Metropolitana, antes de recurrir a la tabla, subrogará el otro juez del mismo Tribunal.


La regla propuesta obedece a que el Tribunal en cuestión cuenta con dos jueces, sin embargo, la Comisión estimó conveniente redactar la disposición en términos más amplios, previendo la posibilidad de que en el futuro haya más tribunales con dos o más jueces. Además, dejó consignado en la disposición que la regla de subrogación donde hay dos jueces es de aplicación previa a todas las demás que señala el artículo 10.


- Con esa enmienda, la indicación fue aprobada por los Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Gómez y Muñoz, don Pedro.

Artículo 11

Hace aplicables a los jueces tributarios y aduaneros y a los secretarios abogados las prohibiciones e inhabilidades a que se refieren los artículos 316 a 323 ter del Número 7 del Título X del Código Orgánico de Tribunales. En otros términos, no pueden ejercer la abogacía; actuar como árbitros; expresar o insinuar privadamente su juicio respecto de negocios que por la ley son llamados a fallar; dar oído a alegaciones fuera del tribunal; comprar o adquirir a cualquier título para sí, para su cónyuge o para sus hijos las cosas o derechos que se litiguen en los juicios de que él conozca, e incluso las cosas o derechos que han dejado de ser litigiosos, hasta cinco años después que dejaron de serlo; adquirir pertenencias mineras o una cuota en ellas dentro de su respectivo territorio jurisdiccional; felicitar o censurar actos de autoridades; participar en actividades y manifestaciones políticas que no sean en razón de su cargo; defender públicamente por escrito su conducta, sin autorización del Presidente de la Corte Suprema, ni atacar la de otros magistrados. Además, deben hacer declaración jurada de intereses y de no hallarse inhabilitados por ser dependientes de sustancias o drogas estupefacientes o sicotrópicas ilegales, a menos que justifiquen su consumo por un tratamiento médico.

Indicación N° 27


De los Honorables Senadores señores Novoa y Prokuriça, para suprimir este artículo.

Indicación N° 28


Subsidiaria de la anterior y de los mismos señores Senadores, para reemplazar el artículo 11 por otro, que aplica a los jueces y secretarios abogados de los Tribunales Tributarios y Aduaneros, además de la normas sobre prohibiciones e inhabilidades contenidas en las disposiciones citadas del Código Orgánico de Tribunales, las relativas a obligaciones, responsabilidades y suspensiones. 

Fueron analizadas en forma conjunta.


En vista de lo resuelto en cuanto a hacer en caso necesario las referencias a las normas del Código Orgánico de Tribunales que se aplicarán a estos jueces y secretarios, la disposición que la primera de estas indicaciones propone suprimir es necesaria y la sustitución que se plantea en la segunda pierde su justificación.


- En razón de lo anterior, ambas indicaciones fueron retiradas por sus autores.


Con todo, al examinar el artículo 11 en comento, la Comisión juzgó conveniente incluir en la remisión también las normas sobre deberes de jueces y secretarios, además de las relativas a prohibiciones e inhabilidades.


- Esta adición fue acordada por unanimidad, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, por los Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Gómez y Muñoz, don Pedro.

Artículo 12


Se ocupa de las calificaciones de los jueces y funcionarios de los Tribunales Tributarios y Aduaneros.

Los jueces son calificados por la Corte de Apelaciones competente en el territorio donde tengan su oficio, sobre la base de informes trimestrales relativos a la gestión del tribunal. Esos informes deben al menos contener el número y cuantía de causas ingresadas, en total y por materia reclamada; el número y cuantía de causas falladas, en total y por materia reclamada; tiempos medios de demora de los procesos fallados, y número y cuantía de causas pendientes, en total y por materia reclamada. Además, la Corte podrá tener en consideración los cursos de capacitación realizados, el cumplimiento de horarios y la permanencia, las ausencias injustificadas u otros antecedentes. La calificación es apelable ante la Corte Suprema. 

Si es el caso, una vez a firme la evaluación, la Corte de Apelaciones remitirá a la Corte Suprema los antecedentes que permiten remover al juez por mal comportamiento, de acuerdo con el inciso tercero del artículo 80 de la Constitución Política de la República.

El juez califica al resto del personal y sus decisiones son apelables ante el pleno de la Corte de Apelaciones respectiva.

Indicación N° 29


De los Honorables Senadores señores Novoa y Prokuriça, para reemplazar, en el inciso tercero del artículo 12, la oración que dispone que para la calificación de los jueces tributarios y aduaneros las Cortes de Apelaciones deberán considerar el cumplimiento de horarios, la permanencia en el lugar de trabajo y las ausencias injustificadas u otros antecedentes, por la frase “y revisará el cumplimiento de lo señalado en el artículo anterior”, o sea, el que remite al Número 7 del Título X del Código Orgánico de Tribunales.

Indicación N° 30


Subsidiaria de la anterior y de los mismos señores Senadores, para reemplazar la misma oración a que se refiere la indicación precedente, por una mención expresa al cumplimiento de lo señalado en el Número 7 del Título X del Código Orgánico de Tribunales.

Se trataron conjuntamente.


Como están en la línea de trabajo que se descartó, en el sentido de partir de la base de la aplicación global del Código Orgánico de Tribunales y consignar las reglas de excepción exigidas por la naturaleza de estos tribunales, las indicaciones en comento perdieron su razón de su ser.


- Fueron retiradas por sus autores.

Indicaciones Nos 31 y 32


De la señora Presidenta de la República, la primera, y de los Honorables Senadores señores Novoa y Prokuriça, la segunda, para reemplazar la oración final del inciso quinto del artículo 12. Ese inciso versa sobre la calificación de los funcionarios del Tribunal Tributario y Aduanero que no son el juez y sobre la tramitación de la apelación interpuesta en contra de dicha evaluación. Las indicaciones simplifican y abrevian la redacción, conservando la idea sustantiva de la disposición.

- Fueron aprobadas por unanimidad, por los Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Gómez y Muñoz, don Pedro.

Indicación N° 33


De los Honorables Senadores señores Novoa y Prokuriça, para suprimir los incisos cuarto, quinto y sexto del artículo 12.


- Se rechazó con igual votación que la que aprobó la anterior.

Artículo 13


Dispone que los permisos y feriados de los jueces tributarios y aduaneros son autorizados por el Presidente de la respectiva Corte de Apelaciones, y los del resto del personal, por el mismo juez.

No tuvo indicaciones ni fue modificado.

Artículo 14

Enuncia las funciones de los secretarios abogados. A ellos corresponde subrogar al juez tributario y aduanero y asesorarlo en el ejercicio de su ministerio; confeccionar el estado diario; efectuar las notificaciones por carta certificada y dejar testimonio en el proceso, y cumplir las demás tareas que les asigne el juez.

Indicación N° 34


De la señora Presidenta de la República, para sustituir el ordinal 3°, que asigna a los secretarios abogados la función de confeccionar el estado diario para notificaciones, por uno nuevo, que les impone la obligación de dejar testimonio de la publicación de las resoluciones en el sitio en Internet de la Unidad Administradora.


Esta indicación fue analizada después que se resolvió el tema de las notificaciones en los Tribunales Tributarios y Aduaneros
.


Con resultado de lo allí resuelto, se aprobó la presente indicación, con modificaciones. En virtud del nuevo texto del ordinal 3° de este artículo 14, será función del secretario abogado la de velar por que se efectúen las notificaciones en la forma que señala la ley y por que se deje testimonio de ellas en el expediente. Para la ejecución de estas tareas podrá designar a uno o más abogados resolutores o profesionales expertos.


- Con la modificación antedicha, aprobaron por unanimidad la indicación N° 34 los Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina, Gómez y Muñoz, don Pedro.

Artículo 15

Especifica las funciones de los resolutores y de los profesionales expertos, las que consisten en asesorar al Juez Tributario y Aduanero en el ejercicio de su ministerio; actuar como ministros de fe en la recepción de la prueba testimonial y en las audiencias de absolución de posiciones y de designación de peritos, y ejercer las demás tareas que le sean asignadas por el juez.

No tuvo indicaciones ni fue modificado.

Artículo 16

Prohíbe a los funcionarios del tribunal el ejercicio libre de su profesión y de cualquier otra actividad remunerada, y les veda ocupar cargos directivos, ejecutivos y administrativos en otras entidades. Sin perjuicio de lo cual, hace compatible el desempeño funcionario con cargos docentes, hasta un máximo de seis horas semanales. 

No tuvo indicaciones ni fue modificado.

Artículo 17


Hace aplicable supletoriamente el Estatuto Administrativo al personal de los Tribunales Tributarios y Aduaneros, en lo no previsto por esta ley especial y en la medida que resulte compatible con la naturaleza de las funciones.

No tuvo indicaciones ni fue modificado.

Título II, de la Unidad Administradora

Artículo 18


Crea una Unidad Administradora de los Tribunales Tributarios y Aduaneros, como un órgano funcionalmente desconcentrado de la Subsecretaría de Hacienda. 

Ella tendrá su cargo la gestión administrativa de los Tribunales Tributarios y Aduaneros, misión para la cual se le asignan las siguientes funciones: pagar servicios y las remuneraciones del personal; proveerles inmuebles; abastecerlos de materiales de trabajo y mobiliario; suministrarles los medios informáticos, red computacional y sitio en Internet y soporte para los mismos; ejecutar la administración financiera de los tribunales, poniendo fondos a disposición de los mismos y recibiendo de ellos cuenta detallada de su inversión; organizar cursos y conferencias destinados al perfeccionamiento del personal, y las demás necesarias para el correcto funcionamiento administrativo de los Tribunales Tributarios y Aduaneros.

La discusión de este aspecto de la ley orgánica tuvo un adelanto al ocuparse la Comisión de la indicación N° 21.

Indicación N° 35


De los Honorables Senadores señores Novoa y Prokuriça, para sustituir el inciso segundo del artículo 18 por otro, que inserta la Unidad Administradora de los Tribunales Tributarios y Aduaneros en la Corporación Administrativa del Poder Judicial y dispone que el Consejo Superior de la Corporación se integrará, además, con el Subsecretario de Hacienda, con derecho a voz y voto, cuando se trate de la gestión de la Unidad Administradora.


Los asesores del Ministerio de Hacienda propusieron salvar los reparos formulados a la Unidad Administradora mediante enmiendas que se introducirían en los artículos 20 y 22 de la ley orgánica de los Tribunales Tributarios y Aduaneros, las que serán expuestas más adelante.


Tomando pié en los acuerdos alcanzados en torno a aquellos cambios, esta indicación fue rechazada.


- Concurrieron al rechazo los Honorables Senadores señores Espina, Gómez y Muñoz, don Pedro.

Artículo 19


Indica que corresponderá a la Unidad Administradora la gestión administrativa de los Tribunales Tributarios y Aduaneros y consigna sus funciones.

No tuvo indicaciones ni fue modificado.

Artículo 20


Coloca a la Unidad a cargo de un Jefe, cuyas atribuciones se enuncian en el artículo 22, el que se coordinará y relacionará con el Subsecretario de Hacienda en la forma que esta misma ley establece.

Indicación N° 36


De los Honorables Senadores señores Novoa y Prokuriça, para suprimir su inciso segundo, relativo a la coordinación con el Subsecretario de Hacienda.


El Ejecutivo formuló la indicación complementaria N° 1), letra b), para adicionar el inciso primero del artículo 20 con una oración que estipula que el Jefe de la Unidad será nombrado de acuerdo a las normas de la ley N° 19.882 sobre altos directivos públicos del primer nivel jerárquico, proposición que concitó la aprobación unánime de los miembros presentes de la Comisión, quienes vieron en esta fórmula de designación una garantía adicional de independencia de la Unidad respecto de la Subsecretaría de Hacienda.


Como consecuencia de lo anterior, con la misma votación se rechazó la indicación N° 36.


- Concurrieron a adoptar ambos acuerdos los Honorables Senadores señores Espina, Gómez y Muñoz, don Pedro.

Artículo 21

Dispone que para el cargo de Jefe de Unidad sea requisito poseer un título profesional otorgado por una universidad del Estado o reconocida por éste, de una carrera de a lo menos diez semestres de duración.

No tuvo indicaciones ni fue modificado.

Artículo 22


Señala que al Jefe de la Unidad Administradora le corresponde dirigirla, organizarla y administrarla, cometido para el cual se le entregan las siguientes atribuciones, responsabilidades y obligaciones: diseñar y desarrollar programas que promuevan la más eficiente administración de los recursos asignados; representar a la Unidad en todos los asuntos; ejecutar los actos y celebrar los contratos que estime necesarios para el cumplimiento de los fines de la Unidad, entre otros, comprar, construir, reparar, arrendar, mantener y administrar toda clase de bienes muebles e inmuebles con sujeción a las disponibilidades presupuestarias; responder directamente de los fondos puestos a su disposición, y las demás atribuciones y deberes que le asignen las leyes.

Indicación N° 37


De los Honorables Senadores señores Novoa y Prokuriça, para reemplazar el artículo 22 por uno que establece que el Jefe de la Unidad tendrá las facultades de dirección, organización y administración de la misma que le delegue el Consejo Superior de la Corporación Administrativa del Poder Judicial.


En relación con este artículo el Ejecutivo propuso también una modificación complementaria, signada con el número 1), letra b), que mereció la aprobación unánime de los miembros presentes de la Comisión. Ella consiste en intercalar un literal e), nuevo, en el artículo 22, que impone al Jefe de la Unidad Administradora la obligación de dar cuenta pública, en el mes de marzo de cada año, de la gestión efectuada el año anterior ante las Comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados.


Como corolario del cambio anterior, la inserción en el artículo 22 de un literal e) fue aprobada y la indicación N° 37 fue rechazada.


- Ambos acuerdos fueron adoptados con el voto de los Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Gómez y Muñoz, don Pedro.

Artículo 23


Establece que la Unidad mantendrá dos cuentas corrientes bancarias, una para la administración operativa de los Tribunales Tributarios y Aduaneros y la otra para todos los fines judiciales.

Indicación N° 38


De los Honorables Senadores señores Novoa y Prokuriça, para suprimir este artículo.


Está inspirada en la idea, plasmada en una indicación previa de los mismos señores Senadores, de que la Unidad se integraría a la Corporación Administrativa del Poder Judicial, la cual fue desestimada.


- Esta indicación fue rechazada unánimemente, por los Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Gómez y Muñoz, don Pedro.

Artículo 24

Preceptúa que la Ley de Presupuestos del Sector Público deberá consultar anualmente, en forma global, los recursos necesarios para el funcionamiento de los Tribunales Tributarios y Aduaneros. Para estos efectos, el Jefe de la Unidad Administradora comunicará a la Subsecretaría de Hacienda las necesidades presupuestarias, dentro de los plazos y de acuerdo a las modalidades establecidas para los organismos de la Administración del Estado.

No tuvo indicaciones ni fue modificado.

Título III, de la planta y remuneraciones del personal de los Tribunales Tributarios y Aduaneros

Artículo 25

Fija la planta de personal de los Tribunales Tributarios y Aduaneros, equiparando las rentas con las de la Escala de Sueldos Bases Mensuales del Personal del Poder Judicial, incluidas todas las asignaciones inherentes al respectivo cargo.

Crea 17 cargos de Juez Tributario y Aduanero, grado V; 19 de Secretario Abogado, grado VII; 34 de Resolutor, grado X; 20 de Profesional Experto, grado X; 22 de Administrativo, grado XVII, y 16 de Auxiliar, grado XX. En total son 128 cargos.

Indicación N° 39


De la señora Presidenta de la República, para elevar el número de cargos, en concordancia con la creación de dos nuevos Tribunales Tributarios y Aduaneros, en las Regiones XIV y XV. De este modo, se incrementa la planta en 2 cargos de Juez, 2 de Secretario Abogado, 2 de Profesional Experto, 2 de Administrativo y 2 de Auxiliar, en tanto que se reduce un cargo de Resolutor. Totalizan 137 cargos, o sea, 8 más que los previstos inicialmente.


- Fue aprobada por unanimidad, por los Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Gómez y Muñoz, don Pedro.

ARTÍCULO SEGUNDO


Compuesto por 49 numerales
, introduce enmiendas en el Código Tributario, contenido en el artículo 1° del decreto ley N° 830, de 1974.


Muchas de estas modificaciones tienen por efecto deslindar las atribuciones administrativas, que seguirán radicadas en los Directores Regionales del Servicio de Impuestos Internos, de las jurisdiccionales, que en adelante corresponderán a los Tribunales Tributarios y Aduaneros. Otras, no menos numerosas, versan sobre los procedimientos conforme a los cuales se ventilarán los reclamos y otras cuestiones tributarias.

Número 1)


Modifica, mediante dos literales, el artículo 6° del Código Tributario, que describe las facultades del Servicio de Impuestos Internos. Su letra B enumera las que corresponden a los Directores Regionales en sus respectivos territorios jurisdiccionales. El ordinal 5° de dicho literal les otorga la de resolver administrativamente todos los asuntos de carácter tributario que se promuevan, incluso corregir de oficio, en cualquier tiempo, los vicios o errores manifiestos en que se haya incurrido en las liquidaciones o giros de impuestos. El ordinal 6° contiene la de resolver las reclamaciones que presenten los contribuyentes de conformidad a las normas del Libro Tercero. 


La letra a) de este número 1) intercala una frase y un nuevo párrafo en el ordinal 5°. La frase “y a su juicio exclusivo” se agrega a continuación de la expresión “en cualquier tiempo”. El nuevo párrafo segundo prescribe que el Director Regional no podrá resolver peticiones administrativas que contengan las mismas pretensiones planteadas previamente por el contribuyente en sede jurisdiccional.


La letra b) reemplaza el ordinal 6° por uno que atribuye al Director Regional la facultad de ordenar el cumplimiento administrativo de las sentencias dictadas por los Tribunales Tributarios y Aduaneros, que incidan en materias de su competencia. 

Indicación No 40


De la señora Presidenta de la República, para eliminar, en la letra a) del número 1) del ARTÍCULO SEGUNDO del proyecto en informe, el elemento discrecional contenido en la frase “y a su juicio exclusivo” que se intercala luego de la que otorga a los Directores Regionales del Servicio de Impuestos Internos la facultad de corregir de oficio, en cualquier tiempo, los vicios o errores manifiestos en que se haya incurrido en las liquidaciones o giros de impuestos. De manera que sólo queda aquella parte del literal a) que agrega un párrafo nuevo en el ordinal 5° del artículo 6° del Código, que impide plantear un mismo asunto en sede jurisdiccional y administrativa, simultáneamente.


- Fue aprobada por los Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Gómez y Muñoz, don Pedro. 

Indicación N° 41


De los Honorables Senadores señores Novoa y Prokuriça, también suprime la frase “y a su juicio exclusivo”, inserta en el ordinal 5° del artículo 6° del Código Tributario.


Las Comisión entendió que la aprobación de la indicación anterior hace innecesaria ésta, por lo que la rechazó.


- Así lo acordaron los Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Gómez y Muñoz, don Pedro.
Número 2)

Modifica el inciso segundo del artículo 24 del Código Tributario. Ese precepto se refiere a las liquidaciones de oficio que puede practicar el Servicio de Impuestos Internos a los contribuyentes que no presenten una declaración estando obligados a hacerlo, o a los cuales se les determinen diferencias de impuestos. El inciso segundo delimita la oportunidad en que pueden girarse los impuestos así liquidados. Si el contribuyente ha reclamado de la liquidación, el giro sólo puede efectuarse una vez que la Dirección Regional se haya pronunciado sobre el reclamo o cuando éste deba entenderse rechazado, por no haberse resuelto dentro del plazo legal.


De acuerdo con la modificación que practica este numeral 2), el giro de los impuestos, en caso de que el contribuyente haya reclamado, podrá practicarse después de notificado el fallo del Tribunal Tributario y Aduanero.

Indicación N° 42


Del Honorable Senador señor Vásquez, para modificar el número 2) del ARTÍCULO SEGUNDO del proyecto. Ese numeral sustituye el inciso segundo del artículo 24 del Código Tributario. La indicación plantea computar el plazo para girar los impuestos liquidados de oficio y reclamados, desde que se dicte el cúmplase del fallo del Tribunal Tributario y Aduanero y no desde que dicha sentencia se notifique al reclamante.


- Fue retirada por su autor.


La Comisión, por su parte, en concordancia con lo resuelto al tratar el artículo 124 del Código Tributario
, extendió de sesenta a noventa días el plazo para girar los impuestos determinados conforme al artículo 24 del mismo. Ello, en uso de la facultad que habilita el último inciso del artículo 121 del Reglamento del Senado.


- Así lo acordaron los Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Gómez y Muñoz, don Pedro.
Número 3)


Practica dos enmiendas en el artículo 25 del Código Tributario, que se refiere al carácter provisional de toda liquidación de impuestos practicada por el Servicio de Impuestos Internos, mientras no se cumpla el plazo de prescripción. Luego, el precepto consagra una excepción a la regla anterior, cual es que la liquidación contenga puntos o materias expresamente comprendidos en una revisión, sobre la cual el Director Regional se haya pronunciado, sea con ocasión de un reclamo o a petición de un contribuyente, tratándose de un término de giro.


El numeral en comento inserta la frase “un pronunciamiento jurisdiccional”, en consonancia con la creación de una justicia tributaria que sustrae esa función de manos del Servicio, y elimina la frase “sea con ocasión de un reclamo o”, por la misma razón. En consecuencia, en adelante una liquidación reclamada quedará a firme cuando exista un pronunciamiento del Tribunal Tributario y Aduanero, que será el que conozca de los reclamos de los contribuyentes. La facultad del mencionado Director para pronunciarse sobre peticiones relacionadas con un término de giro permanece incólume, de manera que su decisión a ese respecto tendrá también la virtud de dejar a firme una liquidación.

No tuvo indicaciones ni fue modificado.

Número 4)


Inserta en el Código Tributario un artículo 59 bis, nuevo, que radica la competencia para conocer todas las actuaciones de fiscalización posteriores, a la Unidad del Servicio que notifique o cite al contribuyente en ejercicio de sus facultades fiscalizadoras.

No tuvo indicaciones ni fue modificado.

Número 5)


Sustituye la oración final del inciso sexto y elimina el inciso séptimo del artículo 64 del Código Tributario. Ese artículo otorga al Servicio de Impuestos Internos la facultad de tasar la base imponible de los tributos. El inciso sexto alude a la tasación de bienes raíces, en el caso de impuestos basados en el precio o valor de los mismos. 


La oración final, que se sustituye, fija un plazo de sesenta días, contado desde la notificación del giro, para reclamar simultáneamente de la liquidación y del giro. La disposición de reemplazo señala que la tasación y el giro podrán impugnarse, en forma simultánea, conforme al Título II del Libro Tercero del Código, sea, al procedimiento general aplicable a las reclamaciones.


El inciso séptimo del artículo 64 sujeta precisamente a dicho procedimiento la reclamación contra una tasación y giro simultáneos, por lo que el nuevo texto del inciso anterior lo hace superfluo.

Sin perjuicio de que no tuvo indicaciones, este numeral fue modificado por la Comisión, conforme al inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, para ponerlo en concordancia con lo acordado respecto del artículo 124 del Código Tributario
, en el sentido de elevar algunos plazos de sesenta a noventa días. En este caso, se trata del término para reclamar simultáneamente contra la liquidación y el giro practicados conforme al artículo 64 del mencionado Código. 

- Aprobaron esta enmienda los Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Gómez y Muñoz, don Pedro.
Número 6)


Modifica el artículo 105 del Código Tributario, que preceptúa que las sanciones pecuniarias serán aplicadas por el Servicio. Este número reemplaza la expresión “por el Servicio”, por la frase "administrativamente por el Servicio o por el Tribunal Tributario y Aduanero".

No tuvo indicaciones ni fue modificado.

Número 7)


Modifica el artículo 107 del Código Tributario, que fija circunstancias que deben tomarse en consideración para aplicar las sanciones que el Servicio imponga. De modo similar al numeral anterior, éste sustituye las palabras “Servicio imponga" por la frase "Servicio o el Tribunal Tributario y Aduanero impongan".

Indicación N° 43


Del Honorable Senador señor Vásquez, para agregar al artículo 107 una oración final, según la cual esas circunstancias se apreciarán de acuerdo a las normas de la sana crítica.


- Fue retirada por su autor.

Número 8)


Deroga el artículo 113 del Código Tributario, que estipula que el Director Regional no podrá recargar las sanciones que haya impuesto, so pretexto de que el reclamo del afectado es infundado. 

No tuvo indicaciones ni fue modificado.

Número 9)


Reemplaza la denominación del Libro Tercero del Código Tributario y de su Título I. Las actuales son “DE LOS TRIBUNALES, DE LOS PROCEDIMIENTOS Y DE LA PRESCRIPCIÓN” y 

“DE LOS TRIBUNALES”, respectivamente. Las propuestas en substitución son "De la competencia para conocer de los asuntos contenciosos tributarios, de los procedimientos y de la prescripción" y "De la competencia para conocer de los asuntos contenciosos tributarios", respectivamente.

No tuvo indicaciones ni fue modificado.

Número 10)


Mediante cuatro literales, modifica el artículo 115 del Código Tributario, cuyo primer inciso consagra al Director Regional como tribunal de primera o única instancia, para las reclamaciones de los contribuyentes y las denuncias por infracción a disposiciones tributarias.

El inciso segundo determina que es Director Regional competente, tratándose de reclamos contra liquidaciones, giros y resoluciones, el que las emitió o dictó, y si el reclamo se dirige contra el pago, el Director Regional que emitió el giro correspondiente. Si la liquidación, giro o resolución emana de una unidad de la Dirección Nacional, será competente el Director Regional del domicilio que tenga el reclamante al momento de ser notificado.

El inciso tercero prescribe que será competente para conocer infracciones a las normas tributarias y para aplicar sanciones pecuniarias por tales infracciones, el Director Regional del domicilio el infractor. 

Conforme al inciso cuarto, si la infracción es cometida en una sucursal del contribuyente, conocerá de ella el Director Regional en que se encuentre ubicada dicha sucursal. 

Letra a)


Reemplaza, en el inciso primero del artículo 115, la expresión "Director Regional", por las palabras "Tribunal Tributario y Aduanero".

Letra b)


Sustituye, en el inciso segundo, la expresión "Director Regional", las primeras dos veces que aparece en el texto, por "Tribunal Tributario y Aduanero cuyo territorio jurisdiccional corresponda", y la tercera vez que se menciona, por las palabras “Tribunal Tributario y Aduanero”. 

Asimismo, en la disposición sobre competencia en caso de liquidaciones, giros y resoluciones provenientes de la Dirección Nacional, reemplaza la forma verbal “tenga” por “tenía”, lo que parece más acorde con el hecho de que el momento que se toma en cuenta para fijar la competencia es el de la notificación al contribuyente, evento que ha tenido lugar en el pasado. Además, suprime la expresión “que reclame”, por superflua.

Letra c)


Reemplaza, en el inciso tercero del artículo 115, la expresión "Director Regional" por "Tribunal Tributario y Aduanero", y agrega al final una oración según la cual el Director Regional del domicilio del infractor será competente para aplicar administrativamente las sanciones en los casos de los números 1° y 2° del artículo 165
.

Letra d)

Intercala en el inciso cuarto, a continuación de las palabras "Director Regional", la frase "o Tribunal Tributario y Aduanero, según corresponda,".


Sólo la letra c) fue objeto de una indicación.

Indicación N° 44


Del Honorable Senador señor Vásquez, para agregar en la letra c) dos frases, que otorgan también al Tribunal Tributario y Aduanero competencia para aplicar sanciones en los casos de los números 1° y 2° del artículo 165.


- Su autor la retiró.

Número 11)


Reemplaza el artículo 116 por un precepto que permite al Director Regional autorizar a funcionarios del Servicio para aplicar las sanciones que correspondan a su competencia.


En rigor no corresponde reemplazar el artículo 116, pues dicha norma fue derogada por sentencia del Tribunal Constitucional de 29 de marzo de 2007, publicada en el Diario Oficial el día 29 del mismo mes y año. Ella permitía al Director Regional delegar en funcionarios del Servicio el conocimiento y fallo de reclamaciones y denuncias, actuando "por orden del Director Regional".

En vista de ello, si bien no tuvo indicaciones, la Comisión acordó, en uso de la facultad del inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, enmendarlo, en el sentido de plantearlo como la inserción de un artículo nuevo, y no como una sustitución, porque en este caso no existe una norma jurídica que pueda ser reemplazada.

- Este cambio fue acordado por unanimidad, por los Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Gómez y Muñoz, don Pedro.
Número 12)


Agrega al Código Tributario un artículo 117, nuevo. Cabe señalar que el artículo 117 original fue derogado por la ley N° 19.903, lo que confirma la tesis de que un artículo derogado no se reemplaza.


El precepto que se incorpora al Código entrega en exclusividad al Servicio de Impuestos Internos la representación del Fisco en los procesos jurisdiccionales seguidos en conformidad a los Títulos II, III y IV del Libro Tercero, y prescribe que el Servicio tendrá la calidad de parte para todos los efectos legales. Si el Servicio lo considera necesario podrá requerir la intervención del Consejo de Defensa del Estado ante los tribunales superiores de justicia. Agrega que los Directores Regionales, dentro de los límites de sus respectivas jurisdicciones territoriales, tendrán la representación del Servicio para los fines señalados, sin perjuicio de las facultades del Director, quien podrá asumir dicha representación en cualquier momento.

No tuvo indicaciones ni fue modificado.

Número 13)


Deroga el artículo 119 del Código Tributario, que prescribe que todo tribunal resolverá en única instancia sobre los impuestos de timbres, estampillas y papel sellado que deban pagarse en los juicios y gestiones que ante ellos se tramiten, y que también aplicarán y harán cumplir las sanciones y multas que procedan. 

No tuvo indicaciones ni fue modificado.

Número 14)


Mediante cuatro literales, enmienda el artículo 120 del Código Tributario. El inciso primero de ese precepto confiere competencia a las Cortes de Apelaciones para conocer en segunda instancia de los recursos de apelación que procedan contra las resoluciones del Director Regional. 


El inciso segundo especifica que será competente la Corte del territorio del Director Regional que dictó la resolución apelada.


El inciso tercero precisa que si en el territorio de un Director Regional hay más de una Corte de Apelaciones, será competente la del domicilio del contribuyente.


El inciso cuarto hace igualmente competentes a las Cortes de Apelaciones para conocer las apelaciones contra sentencias dictadas conforme a los artículos 117 y 118 del Código. Como se dijo, el artículo 117 fue derogado por la ley N° 19.903; el 118 versa sobre la fijación de los impuestos de la Ley de Timbres, Estampillas y Papel Sellado.

Letra a)


Reemplaza, en el inciso primero del artículo 120 arriba resumido, la expresión "Director Regional" por "Tribunal Tributario y Aduanero".

Letra b)

Sustituye el inciso segundo del mismo artículo por uno que determina que será competente en segunda instancia la Corte de Apelaciones en cuyo territorio jurisdiccional tenga asiento el Tribunal Tributario y Aduanero que dictó la resolución apelada.

Letra c)


Suprime el inciso tercero del artículo en análisis.

Letra d)


Sustituye, en el inciso cuarto, la remisión a los artículos 117 y 118 por una que sólo se refiere a este último artículo, lo que es consecuencia de la derogación del primero de los preceptos indicados por la ley N° 19.903, como se ha dicho.

No tuvo indicaciones ni fue modificado.

Número 15)


Sustituye, en el inciso primero artículo 121 del Código Tributario, la frase "Director Regional o quien haga sus veces" por "Tribunal Tributario y Aduanero". Dicho artículo dispone que en cada ciudad asiento de Corte de Apelaciones, habrá dos Tribunales Especiales de Alzada, que conocerán de las apelaciones que se deduzcan en contra de las resoluciones dictadas por el Director Regional o quien haga sus veces, uno para los reclamos de avalúos de bienes de la Primera Serie y otros para los de la Segunda.

No tuvo indicaciones ni fue modificado.

Número 16)


Incorpora al Código Tributario un artículo 123 bis, nuevo, que concede el recurso de reposición administrativa de la ley N° 19.880
, con algunas modificaciones especificadas en tres literales, contra los actos a que se refiere el artículo 124 del mismo Código. El contenido de este último precepto será resumido al exponer el debate sobre el numeral 17) de este ARTÍCULO SEGUNDO del proyecto.

Letra a)


Eleva a quince días el plazo para recurrir de reposición. El plazo de la ley N° 19.880 es de cinco días. 

Letra b)


Entiende rechazada la reposición si la resolución que se pronuncia sobre ella no es notificada dentro del plazo de cincuenta días, contados desde la presentación del recurso. En la ley N° 19.880 el plazo es de treinta días.

Letra c)


Dispone que la reposición no interrumpe el plazo para interponer la reclamación judicial contemplada en el artículo 124.

El segundo inciso del nuevo artículo 123 bis hace improcedentes los recursos jerárquico y extraordinario de revisión
 contra las actuaciones a que se refiere el inciso primero, o sea, las referidas en el tantas veces citado artículo 124 del Código.

El inciso tercero señala que los plazos a que se refiere este artículo se regularán por lo señalado en la ley 19.880, esto es, serán de días hábiles, computándose el sábado entre los inhábiles.

Indicación N° 45


Del Honorable Senador señor Vásquez, para suprimir el inciso segundo del artículo 123 bis, lo que haría procedentes también los recursos jerárquico y extraordinario de revisión, contra los actos a que hace referencia el artículo 124.


- Fue retirada por su autor.

Número 17)


Eleva de sesenta a noventa días los dos plazos que figuran en el inciso tercero del artículo 124 del Código Tributario.


El artículo 124 regula el derecho de toda persona que invoque un interés actual comprometido, a reclamar de todo o parte de una liquidación, giro, pago o resolución que incida en el pago de un impuesto o en los elementos que sirven para determinarlo. También es reclamable, según el inciso segundo, el rechazo de la petición de devolución de impuestos pagados por error o en forma excesiva o indebida o que deben restituirse en virtud de leyes de fomento o de franquicias tributarias. El inciso tercero fija un plazo fatal de sesenta días para reclamar, contados desde la notificación del acto reclamado, el que puede ampliarse a un año si el contribuyente paga lo determinado por el Servicio de Impuestos Internos, dentro del plazo de sesenta días de notificado. Según establece el artículo 131 del Código Tributario, los plazos son de días hábiles.


El numeral en comento, pues, eleva en treinta días ambos términos del artículo 124.

Indicación N° 46


Del Honorable Senador señor Vásquez, para agregar al artículo 124 un inciso final, que otorga al contribuyente que, por la interpretación y aplicación práctica que ha hecho de la legislación tributaria en sus declaraciones o contabilidad, considere que una circular vulnera sus derechos contemplados en los numerales 21°, 22° y 24° del artículo 19
 de la Constitución Política de la República, el derecho a reclamar de ella dentro del plazo de quince días de publicada en el Diario Oficial, mediante el recurso a que se refiere el artículo 155
 del Código. En otros términos, abre la posibilidad de reclamar en contra de circulares del Servicio de Impuestos Internos.


- Fue retirada por su autor.

Número 18)


Mediante dos literales, modifica el artículo 125 del Código Tributario, que enuncia los requisitos que debe satisfacer un reclamo tributario.

Letra a)


Inserta en dicho artículo un ordinal 1°, nuevo, que especifica que las reclamaciones deben consignar el nombre o razón social, número de Rol Único Tributario, domicilio, profesión u oficio del reclamante y, en su caso, de la o las personas que lo representan y la naturaleza de la representación. La disposición vigente exige precisar sólo los fundamentos del reclamo, acompañar los documentos en que se funda y formular peticiones concretas al tribunal.

Letra b)


Reemplaza el inciso final del artículo 125, que permite subsanar omisiones por incumplimiento de los requisitos antes enunciados, dentro del plazo que se fije, que no puede ser inferior a quince días. Si los reparos no son subsanados el reclamo se tiene por no presentado.


La disposición de reemplazo de ese inciso, contenida en este literal b), reduce a tres días el plazo, salvo que se trate de un asunto en que se permita litigar sin patrocinio de abogado, caso en el cual el término será de quince días.

Indicación N° 47


Del Honorable Senador señor Vásquez, para elevar de tres a seis días el lapso en comento, y para agregar, en la oración que otorga un plazo mayor si en la causa no se exige patrocinio, una frase que aclara que esta disposición más beneficiosa tendrá aplicación aunque en los hechos se haya designado abogado y apoderado judicial.


- Fue retirada por su autor.

- - - - - - -

Indicación N° 48)


Del Honorable Senador señor Vásquez, para insertar un numeral nuevo, que modifica el inciso tercero del artículo 126 del Código Tributario. Ese precepto señala que no constituyen reclamo las peticiones que tienen como fundamento errores del contribuyente, pagos excesivos o indebidos y restitución de tributos ordenadas por leyes de fomento o de franquicias tributarias. Su inciso tercero precisa que en ningún caso son reclamables las circulares o instrucciones del Director Nacional y de los Directores Regionales al personal, ni las respuestas dadas a consultas generales o particulares que se les formulen sobre aplicación o interpretación de las leyes tributarias. 


La indicación añade una frase inicial al inciso tercero, que salva lo dispuesto en el inciso final del artículo 124, propuesto por el mismo señor Senador en la indicación N° 46, o sea, la posibilidad de reclamar contra circulares que vulneren algunas garantías constitucionales del contribuyente.


- De igual manera que la anterior, fue retirada por su autor.

- - - - - - - -

Número 19)


Intercala una frase en el inciso primero del artículo 127 del Código Tributario, disposición que permite solicitar la rectificación de errores en declaraciones o pagos de impuestos, dentro del mismo plazo reconocido para reclamar de una reliquidación. El numeral en comento especifica que la solicitud y el reclamo deben hacerse conjuntamente.

Indicación N° 49


Del Honorable Senador señor Vásquez, para precisar que el reclamo y la petición de corrección no sólo deben hacerse conjuntamente, sino que en el mismo escrito.


- Fue retirada por su autor.

Número 20)


Reemplaza el artículo 129 del Código Tributario, para agregarle un segundo inciso, que hace obligatoria la comparecencia de las partes en las reclamaciones tributarias, conforme a las disposiciones de la ley N° 18.120, sobre comparecencia en juicio. Se exceptúan las causas de cuantía inferior a dieciséis unidades tributarias mensuales
.

Indicación N° 50


De los Honorables Senadores señores Novoa y Prokuriça, para elevar de dieciséis a cien unidades tributarias mensuales la cuantía de los asuntos en que no rige la obligación de comparecer mediante abogado.


Explicó el Honorable Senador señor Prokuriça que el propósito es no imponer a los pequeños contribuyentes una barrera de entrada adicional para acceder a la justicia tributaria y aduanera, como sería la obligación de actuar patrocinados por letrado en todo asunto que exceda de dieciséis unidades tributarias mensuales. Por otra parte, añadió, la propuesta no amenaza con colocar al contribuyente en la indefensión, porque la norma permite, pero no obliga, actuar sin abogado.


El Honorable Senador señor Gómez solicitó a los representantes del Ejecutivo estudiar la creación de una defensoría tributaria y aduanera para las pequeñas y medianas empresas, inspirada en el modelo de la que existe en el orden penal y a la que se pondrá en práctica para víctimas de delitos graves.


El Honorable Senador señor Espina se manifestó contrario a la idea de instaurar una defensoría a cargo del Estado, que defendería a los ciudadanos en pleito con el propio Estado.

El Honorable Senador señor Vásquez destacó que los Tribunales Tributarios y Aduaneros están formados por jueces letrados y que existen casos, como es la justicia de familia, en que la falta de asistencia letrada de las partes ha contribuido a entrabar el funcionamiento del sistema. Por eso se declaró proclive a aceptar la idea de una defensoría pública, pero acotada a los conflictos que no provengan de liquidaciones o giros de impuestos.


La Comisión coincidió en que el principio de facilitar el acceso de los pequeños contribuyentes a esta nueva judicatura especializada es beneficioso y decidió acoger la indicación, pero elevando a cien unidades tributarias mensuales
 el margen hasta el cual es posible la comparecencia personal.


- Con esa enmienda, la indicación fue aprobada por los Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina, Gómez y Muñoz, don Pedro.

Número 21)


Reemplaza el artículo 130 del Código Tributario. Ese precepto ordena a la Dirección Regional del Servicio de Impuestos Internos llevar el expediente en la forma dispuesta por los artículos 29 y 34 del Código de Procedimiento Civil y permite que el reclamante se imponga del mismo, salvo de las piezas declaradas confidenciales por la Dirección, que no formarán parte del proceso ni servirán de fundamento a la sentencia.


El precepto sustitutivo estipula que el Tribunal Tributario y Aduanero llevará los autos en la misma forma, esto es, ajustándose a las prescripciones de los artículos recién citados del Código de Procedimiento Civil, y que durante la tramitación sólo las partes podrán imponerse de las piezas del expediente. 

No tuvo indicaciones ni fue modificado.

Número 22)


Sustituye en el artículo 131 del Código Tributario la palabra "Servicio", por "Tribunal Tributario y Aduanero". Ese artículo señala que los plazos establecidos en el Libro Tercero del Código son de días hábiles y que los del feriado judicial
 se considerarán también hábiles.

No tuvo indicaciones ni fue modificado.

Número 23)


Agrega al Código Tributario un artículo 131 bis, nuevo, que dispone que la notificación de las resoluciones que dicten los Tribunales Tributarios y Aduaneros se haga por el estado diario, según el modelo del artículo 50 del Código de Procedimiento Civil. Además, ordena publicar el texto íntegro de las resoluciones en el sitio en Internet de la Unidad Administradora. Permite también esta disposición que las partes soliciten que se les avise por correo electrónico el hecho de habérseles notificado una resolución por el estado diario. Sin embargo, se precisa enseguida, la omisión de la publicación en Internet o del correo electrónico no invalidan la notificación. 


Pero la notificación al reclamante de la sentencia definitiva y de aquellas que declaren improcedente un reclamo, pongan término al juicio o hagan imposible su continuación, se harán por carta certificada, lo mismo que las que se dirijan a terceros ajenos al juicio. En estos casos, la notificación se entenderá practicada al tercer día, contado desde aquél en que fue expedida la carta por el tribunal. Para estos efectos, el reclamante deberá designar, en la primera gestión que realice, un domicilio dentro del radio urbano de alguna de las comunas del territorio del Tribunal. Si se omite la designación, el Tribunal dispondrá que ella se efectúe en un plazo de cinco días, bajo apercibimiento de que estas notificaciones se efectúen por el estado diario.


Finalmente, la notificación al Servicio de la resolución que le confiere traslado del reclamo del contribuyente se efectuará por correo electrónico a la dirección que el respectivo Director Regional deberá registrar ante el Tribunal Tributario y Aduanero de su jurisdicción.


Inciden en este numeral las indicaciones Nos 51 a 60. Todas ellas fueron objeto del debate, junto con el artículo 131 bis propuesto en este numeral 23).

Indicación N° 51


De la señora Presidenta de la República, para reemplazar los dos primeros incisos del artículo 131 bis, por otros que disponen que las resoluciones que dicte el Tribunal Tributario y Aduanero se notificarán a las partes mediante la publicación de su texto íntegro en el sitio en Internet de la Unidad Administradora y que el Secretario Abogado dejará testimonio en el proceso de haberse efectuado la publicación y de su fecha.

Indicación N° 52


Del Honorable Senador señor Vásquez, para agregar al inciso primero del artículo 131 bis una oración que ordena notificar por aviso postal simple todas las resoluciones al reclamante que no tenga patrocinio de abogado.

Indicación N° 53


De los Honorables Senadores señores Novoa y Prokuriça, para sustituir el inciso tercero del citado artículo por otro, que establece derechamente que el aviso por correo electrónico constituirá el modo de notificar resoluciones a la parte que así lo solicite.

Indicación N° 54


De la señora Presidenta de la República, para suprimir, en el mismo inciso tercero, la expresión “por el estado diario”, lo que hace extensivo el aviso por correo electrónico a todo tipo de resoluciones, y para agregar una frase que dice que la falta de dicho aviso no anulará la notificación. 

Indicaciones Nos 55 y 56


De la señora Presidenta de la República, la primera, y de los Honorables Senadores señores Novoa y Prokuriça, la segunda, para suprimir el inciso cuarto del artículo 131 bis, que señala que la omisión de la publicación en Internet o del aviso por correo electrónico no invalida la notificación. 

Indicación N° 57


De los Honorables Senadores señores Novoa y Prokuriça, para variar la redacción de la oración inicial del inciso quinto del artículo 131 bis, relativo a las resoluciones que se deben notificar por carta certificada. En efecto, en lugar del sintagma “Sin perjuicio”, con que principia la oración, se propone el adverbio “Además”. Lo que tiene por finalidad clarificar que las resoluciones que se notifican por cédula no excluyen la publicación en Internet y el aviso por correo electrónico a que se ha hecho referencia en los incisos precedentes.

Indicación N° 58


Del Honorable Senador señor Vásquez, para sustituir, en el mismo inciso quinto, la frase que ordena notificar por carta al “reclamante de las sentencias definitivas”, por otra, que se refiere “al reclamante de las resoluciones dictadas de conformidad al inciso final del artículo 125 bis, de las sentencias definitivas”. En realidad, debe entenderse que la remisión es al inciso final del artículo 125, disposición sustituida por la letra b) del número 18) de este ARTÍCULO SEGUNDO del proyecto, y que versa sobre la formulación de reparos formales al reclamo, bajo apercibimiento de tenerlo por no presentado.

La finalidad de esta indicación es extender la forma de notificación por carta certificada a las resoluciones que disponen subsanar esos reparos y fijan un plazo para hacerlo.

Indicación N° 59


De los Honorables Senadores señores Novoa y Prokuriça, para reemplazar, en el inciso sexto del artículo 131 bis, la frase que insta al reclamante a fijar, para efectos de las notificaciones que deben hacerse por carta certificada, un domicilio dentro del radio urbano de alguna de las comunas de la región. En cambio, se propone que la fijación se haga dentro del radio urbano de una localidad ubicada en alguna de las comunas de la Región.

Indicación N° 60


De los Honorables Senadores señores Novoa y Prokuriça, para sustituir, en el inciso séptimo del artículo 131 bis, la oración que dispone que la notificación al Servicio de la resolución que le confiere traslado del reclamo del contribuyente se efectúe por correo electrónico, por una que señala que todas las resoluciones se le notificarán de esa manera.


Las indicaciones 51 a 60 fueron consideradas en conjunto.


Explicó el señor Director del Servicio de Impuestos Internos que se propone innovar substancialmente el sistema de notificaciones, estableciendo como modo general la publicación de las resoluciones que dicten los Tribunales Tributarios y Aduaneros, en el sitio o página del Tribunal en la red Internet. Sin perjuicio de lo anterior, si una o más de las partes lo solicitan, se les comunicará por correo electrónico el hecho de haberse dictado una resolución en el proceso. La omisión de este aviso no invalida la notificación. Esta intención se plasma en las indicaciones del Ejecutivo a este numeral 23).


La indicación N° 51 dispone, además, que el Secretario Abogado dejará testimonio en el proceso de haberse efectuado la publicación y de su fecha. La Comisión, sin embargo, optó a este respecto por enmendar el ordinal 3° del artículo 14 de la ley orgánica de los Tribunales Tributarios y Aduaneros, de la manera que se ha explicado en la parte pertinente de este informe, pues en aquel precepto se consignan las funciones de los secretarios. A mayor abundamiento, incluyó en el artículo 131 bis un inciso segundo que especifica que la omisión, tanto del aviso en Internet como por correo electrónico, no afecta la validez de la notificación. Esto mismo hizo innecesario conservar el inciso cuarto del texto aprobado para este artículo por la Comisión de Hacienda.


También se completó el inciso relativo a las notificaciones que deben hacerse por carta certificada, incluyendo entre ellas las interlocutorias que reciben la causa a prueba y las que declaren improcedente un reclamo, las que por su naturaleza y efectos deben homologarse a las que señala la disposición en comento.


Enseguida, a instancias del Honorable Senador señor Prokuriça, se agregó al inciso que obliga a los litigantes a señalar un domicilio, para efectos de las notificaciones por carta certificada, una frase que permite hacer el señalamiento en cualquier localidad de una de las comunas de la región que conforma el territorio del Tribunal Tributario y Aduanero pertinente. Adujo el señor Senador que ello contribuirá a que las notificaciones por carta en lugares apartados de las regiones no pierdan eficacia porque la carta se extravíe o no llegue al destinatario.


Como consecuencia de los acuerdos alcanzados, resultaron aprobadas las indicaciones Nos 54, 55, 56 y 59 y fue aprobada con modificaciones la indicación N° 51.


- Concurrieron con su voto a aprobarlas los Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina, Gómez y Muñoz, don Pedro.


- Las indicaciones Nos 52, 53, 57, 58 y 60 fueron retiradas por sus autores.

Número 24)


Reemplaza el artículo 132 del Código Tributario, relativo a la prueba. El inciso primero del texto vigente prescribe que el Director Regional, de oficio o a petición de parte, puede recibir la causa a prueba, si estima que hay o puede haber controversia sobre algún hecho sustancial y pertinente. En tal caso, señalará los puntos sobre los cuales ella deber recaer y determinará la forma y plazo en que la testimonial debe rendirse. El inciso segundo manifiesta que los informes del Servicio emitidos en razón del reclamo se ponen en conocimiento del reclamante, salvo que se haya dispuesto su reserva, para que aquél pueda formular observaciones, lo cual debe efectuar dentro de un plazo de diez días.


La norma propuesta en su reemplazo consta de quince incisos, que desarrollan el rol que cabe al Servicio de Impuestos Internos en cuanto parte en el pleito, y no más como tribunal, y regulan la prueba en detalle. El primero dispone que del reclamo del contribuyente se confiera traslado al Servicio, por el término de veinte días. La contestación del Servicio deberá contener una exposición clara de los hechos y fundamentos de derecho en que se apoya y las peticiones concretas que se someten a la decisión del Tribunal Tributario y Aduanero.

El segundo inciso indica que, vencido el plazo anterior, el Tribunal Tributario y Aduanero debe recibir la causa a prueba, si hay controversia sobre algún hecho substancial y pertinente. La resolución que se dicte señalará los puntos de prueba y en su contra sólo procederán los recursos de reposición y de apelación, que deben interponerse dentro del plazo de cinco días, contados desde la notificación. La apelación, si la hay, es siempre subsidiaria de la reposición y procede en el solo efecto devolutivo. Se tramita en cuenta y en forma preferente.

El término probatorio será de veinte días y dentro de él se debe rendir toda la prueba, prescribe el inciso tercero.

Conforme al inciso cuarto, en los dos primeros días del probatorio las partes deben acompañar la lista testigos y sólo se examinarán los que figuren en dicha nómina. Haciendo excepción a las reglas generales, se dispone que no habrá testigos inhábiles, sin perjuicio de lo cual el tribunal podrá rechazar de oficio a los que aparezcan notoriamente comprendidos en alguna de las situaciones del artículo 357
 del Código de Procedimiento Civil. El inciso quinto estipula que se admitirá hasta dos testigos por punto de prueba, salvo que el juez autorice hasta dos más, por razones fundadas.

Al tenor del inciso sexto, el tribunal sólo hará lugar a la petición de oficios cuando se trate de requerir información pertinente sobre los hechos materia del juicio, debiendo señalarse específicamente el o los hechos sobre los cuales se pide el informe. Y el inciso séptimo añade que el tribunal deberá disponer el despacho inmediato de los oficios y que las personas o entidades requeridas estarán obligadas a evacuar la respuesta dentro del plazo que al efecto fije el tribunal, que no podrá exceder de quince días, ampliable por una sola vez y hasta por quince días más, cuando existan antecedentes fundados que lo aconsejen.

El inciso octavo hace aplicables los mismos plazos del inciso precedente a los informes de peritos.

Según el inciso noveno, el Director, los Subdirectores y los Directores Regionales no tendrán la facultad de absolver posiciones en representación del Servicio.

El inciso décimo hace admisible cualquier otro medio probatorio apto para producir fe.

El décimo primero, por su parte, dispone que no se admitirán los antecedentes solicitados determinadamente por el Servicio al citar al contribuyente y que este último, no obstante disponer de ellos, no haya acompañado en forma íntegra dentro del plazo del artículo 63 del Código Tributario
. El juez se pronunciará en la sentencia sobre esta inadmisibilidad, según ordena el inciso décimo segundo.

Cuando hayan de practicarse diligencias probatorias fuera del lugar en que se sigue el juicio, o si durante el término de prueba ocurren entorpecimientos que imposibiliten la recepción de ésta, el inciso décimo tercero permite al tribunal ampliar, por una sola vez, el término probatorio por el número de días que estime necesarios, no excediendo en ningún caso de diez días, contados desde la fecha de notificación de la resolución que ordena la ampliación.

Para efectos de la apreciación de la prueba, el inciso décimo cuarto establece que el juez obrará de conformidad con las reglas de la sana crítica, debiendo expresar las razones jurídicas, lógicas, científicas, técnicas o de experiencia en cuya virtud asigna valor o desestima las probanzas rendidas. Tomará en especial consideración la multiplicidad, gravedad, precisión, concordancia y conexión de las pruebas o antecedentes del proceso que utilice, de manera que el examen conduzca lógicamente a la conclusión que convence al sentenciador. 

El inciso final fija al tribunal un plazo de sesenta días para dictar sentencia, contado desde el vencimiento del término probatorio.


Inciden en este numeral las indicaciones Nos 61 a 72.

Indicación N° 61


De los Honorables Senadores señores Novoa y Prokuriça, para insertar en el inciso segundo del artículo 132 la frase “si hubiere controversia sobre algún hecho sustancial y pertinente”, lo que viene a constituirse, entonces, en una exigencia adicional para la admisibilidad de los recursos de reposición y apelación contra la resolución que admite la causa a prueba.

Indicación N° 62


Del Honorable Senador señor Vásquez, para intercalar en el inciso cuarto del artículo 132 una oración que concede el recurso de apelación en el efecto devolutivo, que goza de preferencia para su vista, contra la resolución del tribunal que declara de oficio inhábil a un testigo. Además, propone una enmienda que aclara que tanto el tribunal como las partes podrán interrogar a los testigos, con la finalidad de comprobar su credibilidad.

Indicación N° 63


De los Honorables Senadores señores Novoa y Prokuriça, para reemplazar el inciso quinto del artículo 132, autorizando derechamente hasta cuatro testigos por punto de prueba.

Indicación N° 64

De los Honorables Senadores señores Novoa y Prokuriça, para suprimir el inciso sexto del artículo 132, que regula la petición de oficios de prueba.

Indicación N° 65


Del Honorable Senador señor Vásquez, para agregar al mismo inciso sexto una oración que otorga el recurso de apelación, en el efecto devolutivo con preferencia para su vista, contra la resolución que no hace lugar a la petición de oficios.

Indicación N° 66


Del Honorable Senador señor Vásquez, para reemplazar el inciso noveno del artículo 132, por uno que aclara que el Director y los Subdirectores no sólo carecen de la facultad de absolver posiciones
 en representación del Servicio de Impuestos Internos, sino que tampoco tiene la obligación de hacerlo. Como se omite del enunciado la mención de los Directores Regionales, éstos podrían prestar confesión en juicio, de conformidad con la modalidad propuesta en la indicación siguiente.

Indicación N° 67

Del Honorable Senador señor Vásquez, para agregar al mismo inciso noveno una oración según la cual será el tribunal el que determine, mediante resolución no susceptible de recurso alguno, si los Directores Regionales deben absolver posiciones.

Indicación N° 68


De los Honorables Senadores señores Novoa y Prokuriça, para incorporar, también en el inciso noveno, una oración que establece que los Directores Regionales podrán ser citados a confesar hechos propios que puedan ser relevantes para la resolución de la causa.

Indicación N° 69


Del Honorable Senador señor Vásquez, para suprimir los incisos décimo primero y décimo segundo del artículo 132. Esas disposiciones hacen inadmisible la presentación de antecedentes requeridos por el Servicio y no acompañados por el contribuyente y obligan al juez a pronunciarse sobre tal inadmisibilidad en la sentencia definitiva.

Indicación N° 70


De los Honorables Senadores señores Novoa y Prokuriça, para sustituir el inciso décimo primero del artículo 132.


El texto propuesto en su reemplazo regula con mayor detalle el tema de la inadmisibilidad de los antecedentes a que se refiere el inciso en comento y dispone que son aquellos que tienen relación directa con las partidas fiscalizadas, que deben haber sido solicitados determinada y específicamente por el Servicio al contribuyente al citarlo y que este último, no obstante disponer de ellos, no los haya acompañado en forma íntegra, dentro del plazo legal. Agrega, empero, que el contribuyente podrá acreditar siempre ante el tribunal que tuvo la imposibilidad de acompañarlos dentro de dicho término.

Indicación N° 71


Del Honorable Senador señor Vásquez, para reemplazar, en el inciso décimo cuarto del artículo 132, la frase que señala que el juez apreciará la prueba según las reglas de la sana crítica, por una que prescribe que deberá hacerlo conforme a las normas reguladoras de la prueba. En otras palabras, instaura el sistema de prueba tasada, en reemplazo del de sana crítica.

Indicación N° 72


De la señora Presidenta de la República, para intercalar cuatro nuevos incisos en el artículo 132, a continuación del décimo cuarto, que contienen pautas para la tasación de la prueba.


El primero de ellos expresa que el juez, al valorar la prueba en la sentencia, debe señalar los medios mediante los cuales da por acreditados cada uno de los hechos, de modo de que el fallo contenga el razonamiento utilizado para alcanzar las conclusiones a que llega.


El segundo no permite acreditar hechos prescindiendo de las solemnidades legales previstas para algunos actos y contratos, o de la contabilidad fidedigna, cuando la exige la ley.


El tercero estipula que la presunción de derecho se conforma cuando se acreditan sus supuestos o circunstancias y no admite prueba en contrario.


El cuarto y último postula que la presunción legal se configura igualmente mediante la acreditación de sus supuestos o circunstancias, a menos que se rinda prueba que permita dar por establecido un hecho distinto al colegido. 


En realidad estas dos últimas indicaciones reiteran lo preceptuado por el artículo 47 del Código Civil
.


Las indicaciones 61 a 72 se discutieron en conjunto con el artículo 132 propuesto en el numeral 24).

El primer tema a despejar es el relativo al sistema de valoración de la prueba. El proyecto en informe adopta el de sana crítica, que da al juez mayor latitud en la ponderación de los hechos que se tiene por probados y se sitúa a medio camino entre el sistema de valoración tasada de la prueba y el de libre convicción. La sana crítica permite y exige combinar la lógica y la experiencia del juez, que no puede razonar discrecional ni arbitrariamente. Se tuvo también en consideración que las tendencias modernas en esta materia apuntan a consagrar y extender la valoración según la sana crítica a ámbitos jurisdiccionales cada vez más amplios, de lo que son buenos ejemplos la justicia de familia y la penal.

Sin perjuicio de lo anterior, se acordó incorporar al inciso décimo cuarto del artículo 132 en comento algunos elementos indicativos de la forma que debe revestir el razonar jurídico de la sentencia, requisitos cuya omisión haría incurrir al fallo en un vicio de nulidad, susceptible de ser reparado por la Corte de Apelaciones que conozca una eventual apelación
. Esos requisitos no son otros que la expresión en la sentencia de las razones jurídicas y las simplemente lógicas, científicas, técnicas o de experiencia en virtud de las cuales el tribunal asigna valor a las probanzas, o las desestima.

Otro arbitrio tendiente a mitigar la amplitud de las facultades que el sistema de sana crítica encierra fue la adición al mentado artículo 132 de un nuevo inciso, el décimo quinto, que no permite prescindir de las solemnidades legales cuando se trate de acreditar la existencia y contenido de un acto solemne. En el mismo orden de cosas, y en el mismo inciso, se contempla una señal indicativa para el tribunal, que señala que el juez deberá dar preferencia a la contabilidad fidedigna en la ponderación de la prueba, en los casos en que la ley exija comprobar hechos mediante dicha contabilidad, lo que no impide, por cierto, acreditarlos por otros medios, al tenor de lo preceptuado por el inciso décimo del artículo 132, que admite en estos juicios “cualquier otro medio probatorio apto para producir fe”.

En lo concerniente a la testimonial, se concordó en un término intermedio entre el proyecto y las indicaciones, en el sentido de no restringir el número de testigos que las partes pueden presentar, pero sí acotar a cuatro el máximo de los que pueden declarar, por cada punto de prueba. La razón de ser esta norma es evitar que por la vía de exagerar la cantidad de deponentes se extienda indebida e innecesariamente un juicio que al sistema de justicia tributaria y aduanera no interesa dilatar.

Otro tema que mereció un examen detenido es el de la inadmisibilidad de ciertos documentos que, solicitados específica y determinadamente por el Servicio de Impuestos Internos y estando en poder  del contribuyente fiscalizado, éste no haya acompañado al ser requerido para ello en virtud de una acción fiscalizadora.

La necesidad de tal norma fue fundada por los representantes de los Servicios del  Ejecutivo en el hecho de que no es de rara ocurrencia que litigantes de mala fe oculten antecedentes que están en su poder pero que el Servicio desconoce, porque no ha sido parte en el hecho o acto jurídico que consta en ellos. El contribuyente, entonces, hace aparecer los antecedentes más tarde, echando por tierra el proceso cuando ya no es posible rectificar e intentar la acción adecuada porque ha vencido el plazo de prescripción que la extingue.

Quedó en claro que esta disposición incentivará la puesta oportuna a disposición del fiscalizador de los antecedentes necesarios, y evitará procesos erróneos. Además, se consigna una disposición final en este inciso, que deja abierta al contribuyente la posibilidad de acreditar que no los presentó porque no estaban en su poder o no tuvo acceso a ellos o no los conocía o por cualquiera otra circunstancia que no le sea imputable.


Como resultado del debate, resultó aprobado el texto del artículo 132 que figura en el proyecto que se incluye al final en este informe.


- Las indicaciones Nos 63, 70 y 72 resultaron aprobadas con modificaciones. La primera lo fue con los votos de los Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina, Gómez y Muñoz, don Pedro, y las otras dos con la votación de los Honorables Senadores señores Chadwick, Gómez, Muñoz, don Pedro, y Prokuriça.


- Como consecuencia de los acuerdos alcanzados en torno al texto del artículo 132, las indicaciones 
Nos 61, 62, 64, 65, 66, 67, 68, 69 y 71 fueron retiradas por sus autores. 

Número 25)


Modifica el artículo 133 del Código Tributario, que concede sólo el recurso de reposición contra las resoluciones dictadas durante el proceso por reclamo tributario.


La indicación exceptúa de esta regla las resoluciones dictadas conforme al inciso segundo del artículo 132, al inciso tercero del artículo 137 y a los incisos primero y final del artículo 139. La primera remisión alude a las resoluciones que reciben la causa a prueba, La segunda se refiere a los incidentes sobre medidas cautelares, Y la tercera a las sentencias definitivas y las resoluciones que dispongan aclaraciones, agregaciones o rectificaciones a un fallo. En todos estos casos se admitirá la reposición y la apelación, salvo que se trate de sentencias definitivas, contra las cuales sólo cabrá la apelación.

Aunque no tuvo indicaciones, fue cambiada su redacción, en la forma que se ilustra en el capítulo de las modificaciones.

- Así lo acordaron, en forma unánime y en conformidad al inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, los Honorables Senadores señores Chadwick, Gómez, Muñoz, don Pedro, y Prokuriça.
Número 26)


Deroga el artículo 135 del Código Tributario, que establece que el contribuyente puede solicitar que se fije un plazo para la dictación del fallo, el que no podrá exceder de tres meses, una vencido el término para formular observaciones al o los informes o rendidas las pruebas.


Agrega el inciso segundo que si no hay fallo y vence el plazo antes mencionado, el contribuyente puede pedir que se tenga por rechazado su reclamo y apelar ante la Corte de Apelaciones.

No tuvo indicaciones ni fue modificado.

Número 27)


En dos literales, introduce enmiendas al artículo 136 del Código Tributario. Ese precepto, en su primer inciso, ordena al Director Regional anular o eliminar en el fallo los rubros de la liquidación reclamada que correspondan a revisiones efectuadas fuera de los plazos de prescripción. El inciso segundo impone la condena en costas al contribuyente cuyo reclamo haya sido rechazado en todas sus partes, y dispone que ellas deberán estimarse en una suma no inferior al uno por ciento ni superior al diez por ciento de los tributos reclamados. Puede el tribunal eximir de las costas, cuando aparezca que el contribuyente tuvo motivos plausibles para litigar.


La letra a) de la indicación reemplaza la expresión “Director Regional” por “Juez Tributario y Aduanero” y la frase “de la liquidación reclamada” por “del acto reclamado”.


La letra b) deroga el inciso segundo.

No tuvo indicaciones ni fue modificado.

Número 28)


Reemplaza el artículo 137 del Código Tributario, que ordena al Director Regional declarar, para efectos de la casación en el fondo, si el asunto es de cuantía determinada y, según el caso, para fijarla o declarar que excede el monto exigido por el Código de Procedimiento Civil para hacer procedente el recurso de nulidad.


Es del caso anotar que el factor cuantía como elemento de admisibilidad del recurso fue eliminado del Código, cuando la ley N° 19.374 reemplazó el artículo 767, por lo que este precepto ha devenido inaplicable.


La norma sustitutiva inclusa en el proyecto tiene un contenido enteramente diferente. Ella permite al Servicio impetrar, en los procesos de reclamación, la medida cautelar de prohibición de celebrar actos o contratos sobre bienes o derechos específicos del contribuyente, cuando las facultades de éste no ofrezcan suficiente garantía o cuando haya motivo racional para creer que procederá a ocultar sus bienes. La medida debe limitarse a los bienes o derechos suficientes para responder de los resultados del proceso y se tramita como incidente. La resolución que se dicte es susceptible de ser impugnada mediante los recursos de reposición y de apelación, dentro del plazo de cinco días contados desde la notificación. Si se interponen ambos, deberán serlo conjuntamente, entendiéndose la apelación en subsidio de la reposición. El recurso de apelación se concederá en el solo efecto devolutivo y será tramitado en cuenta y en forma preferente.

Indicación N° 73


De la señora Presidenta de la República, para agregar al inciso segundo una oración que especifica que la cautelar se decretará, preferentemente, sobre bienes o derechos cuyo gravamen no afecte el normal desenvolvimiento del giro del contribuyente.


El Honorable Senador señor Prokuriça manifestó que los efectos de esta medida precautoria pueden ser sumamente graves y llevar incluso al contribuyente a la quiebra o a la insolvencia. De allí, entonces, que sea necesario acotarla, para que no exceda lo adeudado al Fisco, cuestión que es, por lo demás, controvertida en el proceso de reclamo.


La Comisión, haciéndose eco de lo planteado aprobó esta indicación con dos enmiendas. Primeramente, incluyó una oración, al final del primer inciso del artículo 137, que obliga a fundamentar la petición de la cautelar. Enseguida, adicionó el segundo inciso para señalar que la prohibición será esencialmente provisional y deberá hacerse cesar siempre que desaparezca el peligro que se ha procurado evitar o si se otorga caución suficiente.


- Con esas enmiendas, la indicación N° 73 fue aprobada por los Honorables Senadores señores Gómez, Prokuriça y Muñoz, don Pedro.

Indicación N° 74


De los Honorables Senadores señores Novoa y Prokuriça, para complementar el mismo inciso segundo con una oración similar a la de la indicación anterior, que indica que en su aplicación deberá preferirse aquellos bienes y derechos que no forman parte del activo circulante del contribuyente o cuya afectación no implique la paralización de su giro.


- En vista del acuerdo precedente, fue retirada por sus autores.

Número 29)


Reemplaza el artículo 138 del Código Tributario, que dispone que la notificación de la sentencia al interesado se haga por carta certificada, a menos que durante la tramitación se haya solicitado hacerlo por cédula. También, en su inciso segundo, sienta el principio general de que la sentencia notificada no puede alterarse ni modificarse, sin perjuicio de facultar al Director Regional para aclarar los puntos oscuros o dudosos, salvar las omisiones o rectificar los errores de copia, de referencias o de cálculos numéricos; igual posibilidad se reconoce al reclamante, mediante un recurso de rectificación, aclaración o enmienda. 


El artículo que viene a reemplazarlo omite cualquier alusión a la notificación, para circunscribirse sólo a confirmar el principio del desasimiento, que impide al tribunal que dictó la sentencia alterarla o modificarla una vez notificada, y a la excepción cuando se trata de aclarar puntos oscuros o dudosos, salvar omisiones o rectificar errores de copia o de cálculos numéricos. 

No tuvo indicaciones ni fue modificado.

Número 30)


Modifica el artículo 139 del Código Tributario, que admite, contra la sentencia que falla un reclamo, lo declara improcedente o hace imposible su continuación, los recursos de reposición y de apelación, los cuales deben interponerse dentro del plazo de diez días contado desde la notificación. Si se deducen ambos, deberán serlo conjuntamente, entendiéndose la apelación subsidiaria de la reposición. El inciso final hace apelables las resoluciones que dispongan aclaraciones, agregaciones o rectificaciones a un fallo dictado por el Director Regional.


El numeral en comento, integrado por dos literales, reemplaza los dos primeros incisos del precepto y enmienda el último.


La letra a) propone nuevos textos para los incisos primero y segundo. El primero reconoce únicamente el recurso de apelación contra la sentencia que falla un reclamo, el cual debe interponerse en el plazo de diez días contados desde la notificación. El segundo, tratándose de resoluciones que declaran improcedente un reclamo o hacen imposible su continuación, habilita los recursos de reposición y de apelación, los cuales deben intentarse dentro del mismo plazo de diez días ya mencionado. Si se apela, deberá hacerse siempre en subsidio de la reposición y el recurso se otorga en el sólo efecto devolutivo, se tramita en cuenta y goza de preferencia.


La letra b) elimina del inciso final la frase “dictado por el Director Regional”, puesto que dicho funcionario ya no dictará fallos en nuevas causas.

Indicación N° 75


Del Honorable Senador señor Vásquez, para agregar al inciso segundo una oración que prescribe que la apelación contra la resolución contemplada en el inciso final del artículo 125 bis se otorgará en ambos efectos. Debe entenderse que la referencia es al artículo 125, que faculta al juez para ordenar subsanar las omisiones en el cumplimiento de los requisitos que debe satisfacer el reclamo tributario, bajo apercibimiento de tenerlo por no presentado.


- Fue retirada por su autor.


La Comisión, en uso de la facultad que otorga el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, en forma unánime acogió un planteamiento del señor Director del Servicio de Impuestos Internos, en orden a elevar de diez a quince días el plazo para apelar, tanto en este artículo como en otros del Código que oportunamente se indicarán.


- Así lo acordaron los Honorables Senadores señores Gómez, Prokuriça y Muñoz, don Pedro.
- - - - - - - -

Indicación N° 76


También del Honorable Senador señor Vásquez, para derogar el artículo 140, que hace improcedente el recurso de casación en la forma contra la sentencia de primera instancia, así como la casación de oficio de la misma, y ordena que sea la Corte que conoce la apelación la que corrija los vicios de nulidad.


- Fue retirada por su autor.

- - - - - - -

Número 31)


Deroga el artículo 141 del Código Tributario, que asigna competencia para conocer de las apelaciones, a la Corte del territorio jurisdiccional del Director Regional que emitió la resolución.

No tuvo indicaciones ni fue modificado.

Número 32)


Sustituye en el artículo 142 la frase "La Dirección Regional", por "El Tribunal Tributario y Aduanero". Esa norma obliga a la Dirección Regional a elevar los autos, para el conocimiento de la apelación, dentro de los quince días siguientes a aquél en que se notifique la concesión del recurso. 

No tuvo indicaciones ni fue modificado.

Número 33)


Sustituye el artículo 143 del Código Tributario, el cual determina que la apelación se tramitará sin otra formalidad que la fijación de día para la vista de la causa, sin perjuicio de las pruebas que las partes puedan rendir, de acuerdo con las normas del Código de Procedimiento Civil
, o de las medidas para mejor resolver que ordene el tribunal
. No procederá la deserción del recurso. 


La norma propuesta para reemplazarlo postula que las apelaciones se vean en cuenta, a menos que alguna de las partes pida alegatos. Si así se pide, se traen los autos en relación; de lo contrario, se da cuenta.

Indicación N° 77


De la señora Presidenta de la República, para intercalar una frase que aclara que la norma se aplica en caso de apelarse de la sentencia definitiva.


- Fue aprobada con una adecuación formal menor, por los Honorables Senadores señores Gómez, Prokuriça y Muñoz, don Pedro.

La Comisión observó que las reglas generales de los artículos 200 y 201 del Código de Procedimiento Civil estipulan que las partes deben comparecer en la segunda instancia dentro de cinco días de recibidos los autos en la secretaría de la Corte, y que si el apelante no lo hace se produce la deserción del recurso. Estas disposiciones resultan evidentemente perjudiciales en materia tributaria y aduanera cuando el recurrente es un pequeño o mediano contribuyente, inequidad que se vería acentuada si éste, dada la cuantía del asunto, no cuenta con patrocinio de abogado.


En razón de ello, y en  aplicación del inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unánimemente introdujo otras enmiendas en el artículo 143, para agregar disposiciones que sientan reglas diferentes a las del Código de Procedimiento Civil. En efecto, se inserta un nuevo inciso tercero, que dispone que en las apelaciones comprendidas en el Libro Tercero del Código Tributario no será necesario comparecer en segunda instancia. En consecuencia, en estos asuntos no habrá deserción de la apelación. Existirá un plazo para solicitar alegatos y obtener así que la causa sea vista, en lugar de resuelta en cuenta. Ese lapso es de cinco días y se computa desde el ingreso de los autos en la secretaría de la Corte de Apelaciones.


- Aprobaron este cambio los Honorables Senadores señores Gómez, Prokuriça y Muñoz, don Pedro.
Número 34)


Reemplaza el artículo 144 del Código Tributario, que permite a la Corte que conoce el recurso de apelación revisar la determinación de la cuantía del juicio que se haya hecho, o efectuarla, en caso que ello se haya omitido. 

El precepto que lo reemplaza tiene un contenido enteramente distinto: obliga al Tribunal Tributario y Aduanero a fundamentar sus fallos y faculta a la Corte de Apelaciones para ejercer las atribuciones que le otorga el artículo 140 del citado Código, si este requisito es omitido. La remisión hace referencia a la facultad de la Corte de Apelaciones para corregir vicios de la sentencia apelada, sin necesidad de anularla.

Si bien no tuvo indicaciones, fue modificado por la Comisión, en uso de la atribución conferida por el último inciso del artículo 121 del Reglamento del Senado. Es así como se intercaló en el artículo 144 una frase que hace extensiva la posibilidad de la Corte para corregir vicios del fallo, en caso de omisión de los requisitos establecidos en el inciso décimo cuarto del artículo 132. Esta última disposición es la que señala obligaciones del juez tributario y aduanero que resuelve conforme a las reglas de la sana crítica, en orden a consignar explícitamente en la sentencia el proceso de valoración utilizado para formarse convicción.


- Este cambio fue aprobado por unanimidad, por los Honorables Senadores señores Gómez, Prokuriça y Muñoz, don Pedro.
Número 35)


Modifica, en dos literales, el artículo 145 del Código Tributario. Ese artículo reconoce al reclamante y al Fisco el derecho de recurrir de casación contra los fallos de segunda instancia. Su inciso tercero consagra una causa especial de casación en la forma, cual es, la omisión, en el fallo de segunda instancia, de consideraciones sobre el informe a que se refiere el inciso segundo del artículo 135. Se trata del informe que debe emitir el Director Regional cuando se apela del fallo de primera instancia, luego de obtener la declaración de rechazo del reclamo por no haberse pronunciado el tribunal dentro del plazo para dictar sentencia. Como se ha dicho, el numeral 26)
 del ARTÍCULO SEGUNDO del proyecto en informe, que no tuvo indicaciones ni modificaciones, deroga el artículo 135.

Indicación N° 78


De los Honorables Senadores señores Novoa y Prokuriça, para suprimir la letra a) del numeral 35).


- Fue retirada por sus autores.

Número 36)


Deroga el artículo 146 del Código Tributario, que dispone que en las reclamaciones regidas por el procedimiento general no procederá el abandono de la instancia. 

No tuvo indicaciones ni fue modificado.

Número 37)


Formado por dos literales, introduce el mismo número de modificaciones en el artículo 147 del Código Tributario, que afectan sus incisos segundo y final. Ese artículo sienta la regla general de que, salvo disposición en contrario del Código, no será necesario el pago previo de los impuestos, intereses y sanciones para interponer una reclamación, pero ella no obstará a que el Fisco ejerza las acciones de cobro que procedan. El inciso segundo dispone que, deducida una reclamación contra todo o parte de una liquidación o reliquidación, los impuestos y multas se girarán de conformidad a lo dispuesto en el artículo 24. El inciso final estipula que el tribunal de primera instancia deberá velar por el pago de los impuestos de Timbres, Estampillas y Papel Sellado que correspondan.


La letra a) de este numeral deroga el inciso segundo.


La letra b) suprime en el inciso final la oración referida a impuestos de Timbres, Estampillas y Papel Sellado.

Indicación N° 79


Del Honorable Senador señor Vásquez, para derogar, además del inciso segundo, el cuarto. Ese inciso faculta al Director Regional para suspender total o parcialmente el cobro judicial de impuestos reclamados, por un plazo determinado o hasta que se dicte sentencia de primera instancia, cuando se trate de aquella parte de los impuestos correspondientes a la reclamación que haya sido girada con anterioridad al reclamo. 

Indicación N° 80


Del Honorable Senador señor Vásquez, tiene por finalidad insertar un literal nuevo, que sustituye los incisos quinto y sexto del artículo 147 del Código Tributario por un texto único, nuevo. Las disposiciones que se reemplazan permiten al Director Regional suspender el cobro, aunque no haya reclamo. Tal suspensión también puede ser decretada por la Corte de Apelaciones, por un plazo determinado y renovable, conociendo del recurso de apelación contra la sentencia definitiva que rechaza un reclamo en todo o en parte; para ello es necesario que la parte lo pida y que el Servicio de Tesorerías emita un informe previo. Lo mismo puede resolver la Corte Suprema, conociendo de un recurso de casación.


El texto que propone la indicación en análisis, en primer lugar, en lugar de discurrir sobre la suspensión del procedimiento de cobranza, faculta a la Corte de Apelaciones que conoce la apelación, para ordenar al Servicio de Tesorerías, a petición del Servicio de Impuestos Internos, el cobro total o parcial del impuesto. En segundo lugar, la norma acota el ámbito de aplicación de este mecanismo a aquellos impuestos sujetos a retención o recargo, en la parte efectivamente retenida o recargada. Como es obvio, se mantiene la exigencia de tratarse de la apelación contra una sentencia definitiva que rechaza total o parcialmente el reclamo relativo a los referidos impuestos.

Esta indicación está en directa relación con la anterior, por lo que se vieron juntas. 

El señor Director del Servicio de Impuestos Internos informó a la Comisión que es necesario corregir el artículo 147, porque hay jurisprudencia que da cuenta de que los tribunales han entendido que no hay lugar a suspender el procedimiento cuando se trata de impuestos de retención o recargo, aunque el contribuyente alegue, y en definitiva pruebe, que no existió la retención o el recargo. Eso se corrige mediante el sencillo expediente de agregar al final del inciso séptimo del artículo 147 las palabras “por el reclamante”.

La Comisión, tomando pié en la indicación 
N° 80, aprobó en forma unánime la corrección sugerida por el señor Director de Impuestos Internos.

- Concurrieron al acuerdo que aprobó con modificaciones la indicación N° 80 los Honorables Senadores señores Gómez, Prokuriça y Muñoz, don Pedro.
- En vista de lo anterior, la indicación 
No 79 fue retirada por su autor.

Número 38)


Reemplaza, en el inciso primero del artículo 149 del Código Tributario, la expresión "Director Regional" por "Tribunal Tributario y Aduanero". Ese es el precepto, que forma parte del Párrafo 1° del Título II del Libro Tercero, párrafo que contiene el procedimiento de reclamo de los avalúos de bienes raíces. El inciso primero del artículo 149 confiere competencia al Director Regional para conocer los reclamos contra los avalúos asignados en un proceso de tasación general de bienes raíces.

No tuvo indicaciones ni fue modificado.

Número 39)


Sustituye el artículo 151 del Código Tributario, norma que ordena notificar la sentencia dictada en un reclamo de avalúo en forma extractada, mediante carta certificada dirigida al domicilio señalado por el reclamante en su presentación, dejándose constancia de su envío en el expediente. 


El artículo de reemplazo, en cambio, hace aplicable al procedimiento de reclamo de avalúos las normas del Título II del Libro Tercero, sobre procedimiento general de reclamaciones tributarias. Por otra parte, como se ha expresado más arriba, el sistema renotificaciones los procesos tributarios ha sido modernizado en la forma que se expresa en el artículo 131 bis que este proyecto incorpora al Código Tributario.

No tuvo indicaciones ni fue modificado.

Número 40)


Sustituye el inciso primero del artículo 152 del Código Tributario, que establece que los contribuyentes y las Municipalidades podrán apelar de las resoluciones definitivas dictadas por el Director Regional en materia de avalúo de bienes raíces, para ante el Tribunal Especial de Alzada.


El texto propuesto en este numeral también otorga el recurso de apelación al Servicio de Impuestos Internos y reemplaza al Director Regional por el Tribunal Tributario y Aduanero. En esta materia, la segunda instancia continuará siendo competencia del mencionado Tribunal Especial.

No tuvo indicaciones ni fue modificado.

Número 41)


Deroga el inciso segundo del artículo 153 del Código Tributario, que estipula que el Servicio será considerado como parte en el juicio sobre reclamo de avalúos ante el Tribunal Especial, para todos los efectos legales. 

No tuvo indicaciones ni fue modificado.

Número 42)

Reemplaza la denominación del Párrafo 2° del Título II del Libro Tercero “Del procedimiento de reclamo del impuesto a las asignaciones por causa de muerte y a las donaciones”, por “Del procedimiento especial de reclamo por vulneración de derechos”.

No tuvo indicaciones ni fue modificado.

Número 43)

Agrega al Código Tributario un artículo 155, nuevo. El precepto original fue derogado por la ley N° 19.903, sobre procedimiento para el otorgamiento de la posesión efectiva de la herencia, que adecuó la normativa procesal, civil y tributaria sobre la materia.


El artículo que este número inserta en el Código crea un instituto nuevo, la acción de amparo al contribuyente, mediante la cual, si un particular considera vulnerados sus derechos garantizados en los numerales 21°, 22° y 24° del artículo 19
 de la Constitución Política de la República, como producto de un acto u omisión del Servicio de Impuestos Internos, puede ocurrir ante el Tribunal Tributario y Aduanero en cuya jurisdicción se haya producido tal acto u omisión, siempre que no se trate de materias que deban ser conocidas por dicho Tribunal en conformidad con los procedimientos establecidos en el Título II o en los Párrafos 1° y 3° del Título III o en el Título IV, todos del Libro Tercero del Código. Su inciso segundo fija requisitos formales, como escrituración y presentación dentro de un plazo fatal de quince días contados desde el acto u omisión o desde que se tiene conocimiento de los mismos.

Indicación N° 81


De la señora Presidenta de la República, para agregar al nuevo artículo 155 un inciso final, que impide ejercer, por los mismos hechos, este recurso especial y el de protección consagrado en el artículo 20 de la Constitución Política de la República.


La Comisión juzgó necesario y conveniente impedir el uso de ambas herramientas de protección, o sea, esta acción especial de amparo tributario y el recurso constitucional de protección de garantías, para evitar que sobre unos mismos hechos puedan ventilarse procesos separados, que concluyan en sentencias contradictorias o incompatibles. Tuvo en cuenta, además, que la jurisprudencia invariable de las Cortes de Apelaciones no admite el recurso de protección si hay otras vías para atacar en sede jurisdiccional el acto u omisión impugnados. Finalmente, estimó ella que el precepto en análisis no merece reparo de inconstitucionalidad, porque no niega al interesado el ejercicio del recurso de protección constitucional, sino que le da la posibilidad de optar entre aquel y la acción de protección tributaria.

- La indicación fue aprobada por los Honorables Senadores señores Gómez, Prokuriça y Muñoz, don Pedro.
Indicación N° 82


Del Honorable Senador señor Vásquez, para agregar también un inciso final al artículo 155, pero en el sentido opuesto. En efecto, la indicación permite interponer el recurso de protección constitucional, aunque por los mismos hechos se haya ejercido el recurso especial del Código Tributario.


- En vista de lo resuelto respecto de la anterior, esta indicación fue retirada por su autor.

Número 44)


Agrega al Código Tributario un artículo 156, nuevo, que señala el procedimiento al que debe sujetarse la tramitación de la acción de amparo al contribuyente. El precepto original también fue derogado por la ley N° 19.903, ya aludida al tratar el numeral precedente.


El inciso primero dispone un trámite previo de admisibilidad, en que el tribunal examina si la acción ha sido interpuesta en tiempo y si tiene fundamentos suficientes para acogerla a tramitación. Si su presentación ha sido extemporánea o adolece de manifiesta falta de fundamento, la declarará inadmisible, por resolución fundada.


Conforme al inciso segundo, si la acoge a tramitación, se da traslado al Servicio por diez días. Vencido este plazo, con o sin la respuesta del Servicio, si existen hechos sustanciales y pertinentes controvertidos se abre un término probatorio de diez días, en el cual las partes deben rendir todas sus pruebas. El Tribunal apreciará la prueba rendida de acuerdo a las reglas de la sana crítica.


Establece el inciso tercero que una vez vencido el término probatorio, el juez dictará sentencia en un plazo de diez días. El fallo contendrá todas las providencias que el Tribunal juzgue necesarias para restablecer el imperio del derecho y asegurar la debida protección del solicitante, sin perjuicio de los demás derechos que éste pueda hacer valer ante la autoridad o los tribunales correspondientes.


Por último, el inciso quinto habilita el recurso de apelación contra la sentencia, el cual debe interponerse en el plazo de diez días y es conocido en cuenta y en forma preferente.

Indicación N° 83


De los Honorables Senadores señores Novoa y Prokuriça, para agregar en el inciso tercero una oración que deja a salvo la posibilidad de que el juez, con posterioridad al fallo, decrete, a petición de parte, otras medidas tendientes a hacer ejecutar lo resuelto y a restablecer los derechos del afectado.

Indicación N° 84


De los mismos Honorables Senadores señores Novoa y Prokuriça, para insertar un nuevo inciso, a continuación del tercero, que expresa que una de las medidas necesarias para restablecer el imperio del derecho y asegurar la debida protección del solicitante puede ser el arresto del funcionario rebelde, hasta por 15 días, y que la resistencia a cumplir lo resuelto por el tribunal será considerada falta grave para efectos de la calificación del funcionario.


Fueron analizadas conjuntamente.


El señor Director del Servicio de Impuestos Internos explicó que ambas normas son innecesarias, a la luz de la atribución que el artículo 1° de la ley orgánica de los Tribunales Tributarios y Aduaneros otorga a los jueces.


- Las dos indicaciones fueron retiradas por sus autores.

Indicación N° 85


De los Honorables Senadores señores Novoa y Prokuriça, para agregar una frase al inciso final del artículo 156, que permite solicitar alegatos en la apelación.


Fue aprobada por la Comisión, homologando su redacción a la adoptada al tratar de la apelación contra la sentencia definitiva, materia regulada por el artículo 143 del Código Tributario. 

Del mismo modo, en uso de la atribución que concede el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, se fijó en quince días el plazo para apelar en este caso.

- La indicación, y ambas modificaciones, merecieron la aprobación de los Honorables Senadores señores Gómez, Prokuriça y Muñoz, don Pedro.
Indicación N° 86


De la señora Presidenta de la República, para insertar un nuevo inciso final, que permite al tribunal decretar orden de no innovar, en cualquier estado de la tramitación.


- Fue aprobada con la misma votación anterior.

Número 45)


Compuesto por seis literales, introduce enmiendas al artículo 161 del Código Tributario. Ese precepto, a su vez, se compone de cinco incisos, el primero de los cuales está dividido en diez numerales. La norma en cuestión regula el procedimiento para aplicar sanciones por infracciones a las disposiciones tributarias, que no consistan en penas corporales. Este informe se explayará sobre las disposiciones del artículo que son modificadas por el proyecto.

Su encabezado otorga la facultad de aplicar tales sanciones al Director Regional competente y a los funcionarios que aquél designe conforme a instrucciones que imparta el Director Nacional.


El ordinal 1° señala que el procedimiento se inicia levantando el funcionario competente del Servicio un acta, que se notifica el interesado personalmente o por cédula.


El ordinal 2° se ocupa de los descargos que puede formular el afectado. El segundo párrafo del mismo permite al contribuyente hacer la declaración omitida o rectificar la errónea, caso en el cual no se le aplicará sanción, si no aparece intención maliciosa, y de inmediato se procederá a liquidar el impuesto.


El ordinal 4° prescribe que, presentados los descargos, se ordenará recibir la prueba que el inculpado haya ofrecido, dentro del término que se le señale. Su párrafo segundo establece que el funcionario competente dictará sentencia si no hay descargos o si no son necesarias nuevas diligencias o una vez agotadas las que hayan sido ordenadas.


El ordinal 5° señala que contra la sentencia que se dicte sólo procederán los recursos a que se refiere el artículo 139
. 


La letra a) del número 47) modifica el encabezado del artículo 161, en orden a atribuir la facultad radicada en funcionarios del Servicio de Impuestos Internos, al Tribunal Tributario y Aduanero.


La letra b) introduce un cambio de redacción en el ordinal 1°, que precisa que la notificación del acta de apertura del procedimiento infraccional se notificará al “imputado” y no al “interesado”, como establece la norma vigente.


La letra c) reemplaza el segundo párrafo del ordinal 2°, para hacer obligatoria la comparecencia con patrocinio y representación de letrados, conforme a la ley N° 18.120, en las causas de cuantía igual o superior a dieciséis unidades tributarias mensuales
.


La letra d) reemplaza el primer párrafo del ordinal 4°, por uno que estipula que, luego de presentados los descargos, se conferirá traslado al Servicio por el término de diez días. Vencido este plazo, con o sin la contestación, se ordenará recibir la prueba que se hubiere ofrecido, dentro del término que se señale.


La letra e) reemplaza, en el párrafo segundo del mismo ordinal 4°, la expresión "funcionario competente" por "Juez Tributario y Aduanero".


La letra f) y final adecua la redacción del primer párrafo del ordinal 5° a la circunstancia de haberse circunscrito los recursos contra el fallo sólo al de apelación.

Indicación N° 87


De los Honorables Senadores señores Novoa y Prokuriça, para reemplazar la letra a) del número 47), con la finalidad de sustituir, en el encabezado del artículo 161, los términos “penas corporales” por “penas privativas de libertad”. En lo demás, reproduce el contenido de la letra a) aprobada en la Comisión de Hacienda.

- Se aprobó con los votos favorables de los Honorables Senadores señores Gómez, Prokuriça y Muñoz, don Pedro.

Enseguida la Comisión decidió modificar también el numeral 10 del artículo 161, en cuanto a sustituir allí la expresión “pena corporal” por “pena privativa de libertad”, en consonancia con lo recién acordado. Todo ello en conformidad con el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado.


- Esta enmienda fue aprobada con la misma votación anterior.

Indicación N° 88


De los Honorables Senadores señores Novoa y Prokuriça, propone elevar, en el literal c) del número 47), de dieciséis a cien unidades tributarias mensuales la cuantía de los asuntos en que se hace obligado el patrocinio de abogado y la representación letrada.

- Fue aprobada, reduciendo el monto de cien a treinta y dos unidades tributarias mensuales, por los Honorables Senadores señores Gómez, Prokuriça y Muñoz, don Pedro.

Por último, la Comisión acordó eliminar el ordinal 6° del artículo 161, que discurre sobre la base de que el proceso infraccional se ventila ante el Director Regional y no en el Tribunal Tributario y Aduanero.


El acuerdo se adoptó en uso de la facultad que reconoce el último inciso del artículo 121 del Reglamento del Senado.

- Concurrieron al mismo los Honorables Senadores señores Gómez, Prokuriça y Muñoz, don Pedro.
Número 48)


Modifica el artículo 162 del Código Tributario, el cual dispone que la investigación de hechos constitutivos de delitos tributarios sancionados con pena corporal sólo podrá ser iniciada por denuncia o querella del Servicio de Impuestos Internos, o del Consejo de Defensa del Estado, a requerimiento del Director del Servicio. 


El numeral en comento está compuesto por tres literales, que inciden en los incisos tercero, cuarto y quinto del artículo 162.


El inciso tercero otorga al Director Nacional del Servicio de Impuestos Internos una opción: si la infracción tiene asignadas pena corporal y pecuniaria, el Director podrá, a su discreción, interponer la respectiva denuncia o querella o enviar los antecedentes al Director Regional para que aplique la multa. 


La letra a) del número 48) rectifica la redacción, en vista de que el Director Regional ya no será tribunal, sino parte. En consecuencia, en lugar de la expresión “aplique la” multa plantea redactar la disposición en los siguientes términos: “persiga la aplicación de” la multa.


El inciso cuarto, en su segunda parte, prescribe que el Director Regional se declarará incompetente si se interpone denuncia o querella por constituir el hecho un delito tributario.


La letra b) del número en análisis sustituye la expresión "Director Regional" por "Juez Tributario y Aduanero", pues en la eventualidad prevista en dicho inciso los hechos pasarán a ser de competencia del Ministerio Público y los jueces del orden penal.

El inciso quinto postula que la interposición de la acción penal o de la denuncia administrativa no impedirá al Servicio proseguir los trámites tendientes a la determinación de los impuestos adeudados, ni al Director Regional ocuparse de la reclamación correspondiente. 


La letra c) del numeral 48) reemplaza la expresión "Director Regional", por las palabras "Juez Tributario y Aduanero".

Indicación N° 89


Del Honorable Senador señor Vásquez, para prevenir un error de redacción que se produciría en el inciso tercero del artículo 162 del Código Tributario, de aprobarse sin más la letra c) del número 48) en comento. En efecto, si se acepta tal como está dicho literal, la frase quedaría trunca y rezaría “para que persiga la aplicación de multa”. Por eso, propone agregar el artículo definido “la”, antes del vocablo “multa”.

- Fue aprobada por unanimidad, por los Honorables Senadores señores Gómez, Prokuriça y Muñoz, don Pedro.

Acto seguido la Comisión, aplicando el mismo criterio que inspira otros cambios anteriores, sustituyó, siempre en el inciso tercero, la expresión “pena corporal” por “pena privativa de libertad”. Así fue acordado, conforme al inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado.


- Esta modificación fue aprobada por unanimidad, con igual votación que la anterior.

Número 49)


En siete literales, modifica el artículo 165 del Código Tributario, el cual regula el procedimiento para imponer multas por infracciones a la ley tributaria. Ese artículo está compuesto por nueve ordinales. El proyecto introduce enmiendas en el encabezado del artículo y en cinco de esos números -2°, 3°, 4°, 5° y 6°- y elimina el 8°.

Letra a)


Incide en el encabezamiento del artículo 165, que hace aplicable el procedimiento en cuestión a las infracciones tipificadas en los números 1°, 2°, 6°, 7°, 10, 11, 17, 19, 20 y 21
 del artículo 97 del Código. 


El literal en comento agrega las infracciones descritas en los números 3°, 15 y 16 del mismo artículo y las del artículo 109
, entre las que se regirán por el procedimiento especial del artículo 165.

Letra b)


Inserta en el ordinal 2° del artículo 165 del Código remisiones a las infracciones tipificadas en los números 3°, 15 y 16 del artículo 97. En consecuencia, ellas también se notificarán al infractor personalmente o por cédula y se girarán una vez vencido el plazo para reclamar sin que el contribuyente ejerza ese derecho.

Letra c)


Reemplaza, en el ordinal 3° del artículo 165 del Código Tributario, las palabras “Director Regional” por “Tribunal Tributario y Aduanero”. Se trata de la norma que indica cuál es el tribunal competente para ocuparse de los reclamos por las multas e infracciones a que se refiere este artículo.

Letra d)


Sustituye el ordinal 4° del artículo 165 del Código Tributario. La disposición vigente establece que dentro de los ocho días siguientes a la formulación del reclamo, el contribuyente podrá acompañar y producir todas las pruebas que estime necesario suministrar y que el Director Regional determinará la oportunidad en que la testimonial deba rendirse. Sólo podrán declarar los testigos que el contribuyente individualice completamente en el reclamo, que no podrán ser más de cuatro en total. Sin embargo, el Director Regional podrá citar a declarar a personas que no figuren en la lista de testigos y decretar otras diligencias probatorias que estime pertinentes. La prueba se apreciará de acuerdo a las reglas de la sana crítica. En un segundo párrafo se especifica que las resoluciones dictadas en primera instancia, con excepción de la sentencia, se notificarán mediante su inclusión en un estado que deberá formarse y fijarse diariamente en la Dirección Regional, dando aviso por correo al notificado. La falta de este aviso anula la notificación.


La norma de reemplazo comienza por disponer que del reclamo se dé traslado al Servicio de Impuestos Internos, por un término de diez días. Con la respuesta, o sin ella, el Juez Tributario y Aduanero podrá recibir la causa a prueba, si estima que existen hechos substanciales y pertinentes controvertidos, abriendo un término probatorio de ocho días. En la misma resolución determinará la oportunidad en que la prueba testimonial deba rendirse. Dentro de los dos primeros días del término probatorio las partes deberán acompañar una nómina de los testigos de que piensan valerse, con expresión de su nombre y apellido, domicilio y profesión u oficio. No podrán declarar más de cuatro testigos por cada parte. En todo caso, el tribunal podrá citar a declarar a personas que no figuren en las listas de testigos o decretar otras diligencias probatorias que estime pertinentes. En párrafo aparte se determina que las resoluciones dictadas en primera instancia se notificarán a las partes de conformidad con lo dispuesto en el artículo 131 bis
.

Letra e)


Reemplaza, en el párrafo primero del ordinal 5º, las palabras "Director Regional" por "Juez Tributario y Aduanero"; además, suprime la expresión “personal o por cédula”. Ese ordinal fija al Director Regional un plazo de cinco días para fallar el reclamo contra una multa y otorga contra la sentencia el recurso de apelación en ambos efectos, el que debe interponerse dentro de décimo día, contado desde la notificación personal o por cédula de dicha resolución. Como se recordará, este proyecto regula de manera completa lo referente a notificaciones, en el artículo 131 bis que inserta en el Código Tributario.

Letra f)


Agrega una oración al final del ordinal 6° del artículo 165 del Código Tributario. Ese número hace aplicable al procedimiento reglado en este artículo, supletoriamente, las disposiciones del Título II del Libro Segundo del Código, en cuanto la naturaleza de la tramitación lo permita. Se descarta la aplicación supletoria del inciso segundo del artículo 129, que obliga a comparecer con abogado
.

Letra g)


Elimina el ordinal 8° del artículo 165 del Código Tributario, el cual faculta a Los Directores Regionales para delegar en funcionarios de su jurisdicción las funciones y la facultad señaladas en los números 3°, 4° y 5° del mismo artículo, someramente descritos en los literales precedentes.

Indicación N° 90


Del Honorable Senador señor Vásquez, para introducir tres enmiendas al artículo 165 del Código Tributario. Se compone de tres literales.

Letra a)


Elimina las referencias a los números 3° y 16 del artículo 97 y al artículo 109
, ambos del Código mencionado, en los dos primeros números del artículo 165. En realidad esas remisiones están contenidas en el encabezamiento y en el ordinal 2° del artículo.

Letra b)


Sustituye la parte del ordinal 5° del artículo 165 que para apelar exige una consignación previa del veinte por ciento de la multa, con tope de de diez unidades tributarias mensuales, la que se aplica a beneficio fiscal si la apelación es rechazada o desistida, o se devuelve, en caso contrario. Si el rechazo en el tribunal de alzada es unánime, se impone una multa adicional, igual al monto ya consignado, y se condena en costas al recurrente.


La disposición que propone la indicación elimina la exigencia de consignación previa y, en caso que el rechazo de la apelación sea adoptado por unanimidad, impone al apelante, a titulo de multa, la obligación de pagar una cantidad adicional no superior al diez por ciento de la multa inicialmente impuesta, debidamente reajustada. La condena en costas sólo procede si el Servicio de Impuestos Internos se ha hecho parte en segunda instancia.

Letra c)


Agrega al ordinal 3° del artículo 165 del Código Tributario una oración final, que sanciona con nulidad absoluta la aceptación de la sanción o la renuncia al reclamo que el contribuyente haga antes del vencimiento del plazo para reclamar.


La Comisión aceptó con modificaciones la letra b) de esta indicación, adicionándola a la letra e) del numeral que introduce enmiendas al artículo 165 del Código Tributario. Es así como el monto de la multa adicional quedó fijado en diez por ciento de la originalmente impuesta y la condena en costas deberá ajustarse a las reglas generales
. 

- El acuerdo aprobatorio de la letra b) de esta indicación y su modificación fue adoptado por los Honorables Senadores señores Gómez, Prokuriça y Muñoz, don Pedro.

- El autor retiró las letras a) y c) de la indicación N° 90.


Además la Comisión, haciendo uso de la facultad que confiere el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, homologó el plazo de la apelación mencionada en la letra e) del artículo 165, fijándolo en quince días.

- Acordado por unanimidad, por los Honorables Senadores señores Gómez, Prokuriça y Muñoz, don Pedro.
ARTÍCULO TERCERO


Integrado por siete
 numerales, introduce enmiendas en la Ordenanza de Aduanas, contenida en el decreto con fuerza de ley Nº 30, del Ministerio de Hacienda, de 2004, publicado en 2005, que aprueba el texto refundido, coordinado y sistematizado del original, decreto con fuerza de ley Nº 213, del Ministerio de Hacienda de 1953. 


En conformidad al objetivo del proyecto en informe, este precepto deslinda con claridad las atribuciones administrativas que corresponden al Servicio Nacional de Aduanas y a su Director, de las jurisdiccionales que quedan radicadas en los Tribunales Tributarios y Aduaneros.

Número 1)


Incorpora un inciso final al artículo 3° de la Ordenanza de Aduanas. Ese precepto dispone que los plazos a que se refiere la Ordenanza son de días corridos, salvo los del Título II del Libro III
, que son de días hábiles. Su inciso segundo admite la prórroga de plazos no fatales y extiende hasta el día siguiente hábil aquellos que venzan en sábado o en días inhábiles. El inciso tercero permite conceder términos especiales, una vez vencido un plazo prorrogable, pero sanciona con multa al infractor.


El nuevo inciso final que el numeral 1) en comento incorpora al artículo 3° de la Ordenanza estipula que los plazos del Título VI del Libro II, se regirán por la normas de dicho Título
. 


No tuvo indicaciones ni fue modificado.

Número 2)


Suprime la letra c) del artículo 29 de la Ordenanza de Aduanas y efectúa adecuaciones formales menores, que son consecuencia de lo anterior. 


Esa letra c) otorga competencia a la Junta General de Aduanas para conocer breve y sumariamente, en única instancia y sin forma de juicio, las reclamaciones contra resoluciones administrativas del Director Nacional de Aduanas que denieguen el trámite de una destinación aduanera, y fija el plazo para interponerlas.

Indicación N° 91


De la señora Presidenta de la República, para sustituir el número 2) por otro, que deroga el Libro I de la Ordenanza de Aduanas, “De la Junta General de Aduanas”. Él comprende los artículos 26 al 29. 


Explicó el señor Director Nacional de Aduanas que la competencia en materia infraccional que hasta ahora detentaba la Junta General de Aduanas se transfiere a los Tribunales Tributarios y Aduaneros, lo que justifica eliminar dicho organismo de la Ordenanza de Aduanas.

- La indicación fue aprobada por los Honorables Senadores señores Gómez, Prokuriça y Muñoz, don Pedro.
- - - - - - - -

Indicación N° 92


De la señora Presidenta de la República, para intercalar en el ARTÍCULO TERCERO un número 2) bis, nuevo, que reemplaza el inciso noveno del artículo 56 de la Ordenanza de Aduanas.


El mencionado artículo 56 define los almacenes extraportuarios, que son recintos de depósito aduanero donde puede almacenarse cualquiera mercancía hasta el momento de su retiro, para importación, exportación u otra destinación aduanera. Ellos son objeto de concesión mediante licitación pública. Además, ese artículo indica los requisitos del recinto y los que debe cumplir el almacenista. El Director Nacional de Aduanas habilita la inscripción en el registro de almacenistas, la deniega y la cancela.


El inciso noveno del precepto en análisis concede un derecho de reclamo contra la decisión del Director Nacional que deniega o cancela la habilitación para operar como almacenista, para ante la Junta General de Aduanas, y regula el procedimiento al que la reclamación debe ajustarse.


La indicación N° 92 lo sustituye por uno que hace reclamable sólo la cancelación y señala como órgano competente al Tribunal Tributario y Aduanero. El procedimiento se ajustará a lo indicado en el inciso final del artículo 202 de la Ordenanza de Aduanas
.


El señor Director Nacional de Aduanas informó que esta indicación es consecuencia del traslado de competencias en materia infraccional, desde la Junta General de Aduanas a los Tribunales Tributarios y Aduaneros.

- La indicación fue aprobada como numeral 3) del ARTÍCULO TERCERO, con un cambio de redacción menor, por los Honorables Senadores señores Gómez, Prokuriça y Muñoz, don Pedro.

Como consecuencia del acuerdo precedente, varió la numeración del resto de las disposiciones del referido ARTÍCULO TERCERO.

- - - - - - - -

Número 3)


Agrega un inciso final al artículo 84 de la Ordenanza de Aduanas. Ese precepto regula el aforo o examen físico y documental de las mercancías, para la tributación y fiscalización aduaneras.


El inciso que se agrega estipula que la formulación de cargos por diferencias de derechos, impuestos u otros gravámenes podrá ser efectuada por la autoridad ante la cual se haya tramitado la respectiva destinación aduanera
, y también por la que haya efectuado la revisión, investigación o auditoría a posteriori.

No tuvo indicaciones ni fue modificado.

Número 4)


Reemplaza el Título VI del Libro II de la Ordenanza de Aduanas, “De las reclamaciones”, por uno que se ocupa de las siguientes materias, agrupadas en cuatro párrafos: 1 De las materias de competencia de los Tribunales Tributarios y Aduaneros; 2 De la reposición administrativa; 3 Del procedimiento de reclamación, y 4 Del procedimiento especial de reclamo por vulneración de derechos.


El tema de la competencia se desarrolla en los artículos 117 a 120. 


El artículo 117 vigente da derecho al interesado a reclamar contra toda liquidación practicada por el Servicio de Aduanas, así como de las actuaciones de éste que hayan servido de base para fijar el monto de los derechos, impuestos, tasas o gravámenes y de la clasificación arancelaria y la valoración aduanera de las declaraciones de exportación. Fija un plazo de sesenta días hábiles para interponer la reclamación, contado desde la notificación del acto reclamado.

El artículo 117 aprobado por la Comisión de Hacienda señala que los Tribunales Tributarios y Aduaneros conocerán de las reclamaciones contra las siguientes actuaciones del Servicio Nacional de Aduanas: a) liquidaciones, cargos y actuaciones que sirvan de base para la fijación del monto o determinación de diferencias de derechos, impuestos, tasas o gravámenes; b) clasificación y valoración aduanera de las declaraciones de exportación practicadas por el Servicio de Aduanas; c) actos o resoluciones que denieguen total o parcialmente las solicitudes efectuadas en conformidad al Titulo VII del Libro II
, y d) las demás que establezca la ley. Añade además este artículo que será competente el Tribunal en cuyo territorio jurisdiccional se encuentre la autoridad aduanera que haya practicado la actuación que se reclama.

Indicación N° 93


Del Honorable Senador señor Arancibia, para incorporar un literal nuevo al artículo 117 de la Ordenanza de Aduanas, que confiere competencia a los Tribunales Tributarios y Aduaneros para aplicar sanciones de acuerdo a los artículos 184 y siguientes
 de la Ordenanza y para ocuparse de las denuncias formuladas de acuerdo al artículo 174
 de la misma.


El señor Director Nacional de Aduanas adujo que esta disposición ya no es necesaria, desde que en la competencia de los Tribunales Tributarios y Aduaneros se incluyó el conocimiento y fallo de las infracciones a las normas aduaneras.


- La indicación fue retirada por su autor.


El artículo 118 vigente dispone que las reclamaciones sobre aplicación de impuestos y tasas cuya fiscalización no corresponda al Servicio de Aduanas se regirán por las normas inherentes a la naturaleza del tributo o tasa cuya aplicación se pretenda reclamar. 

El artículo 118 aprobado por la Comisión de Hacienda, en cambio, instituye como tribunal de alzada para conocer los recursos de apelación que se deduzcan contra las resoluciones del Tribunal Tributario y Aduanero, a la Corte de Apelaciones en cuyo territorio jurisdiccional tenga asiento el tribunal que dictó la resolución apelada.


El artículo 119 vigente señala que las reclamaciones deberán interponerse ante el Director Regional o el Administrador de Aduana respectivo. Ellas deberán precisar sus fundamentos, ser acompañadas de los documentos fundantes y enunciar en forma precisa y clara las peticiones que se someten a decisión.

El artículo 119 aprobado por la Comisión de Hacienda, por su parte, admite los recursos de casación en la forma y en el fondo que se deduzcan contra las sentencias de segunda instancia dictadas por las Cortes de Apelaciones, los que serán de competencia de la Corte Suprema.


El artículo 120 vigente manifiesta que la reclamación se declarará inadmisible cuando se presente fuera de plazo, no se hayan pagado los derechos, impuestos, tasas y demás gravámenes o el reclamante carezca de habilitación.

El artículo 120 aprobado por la Comisión de Hacienda, en lugar de ello, hace aplicables supletoriamente las normas establecidas en el Libro Primero del Código de Procedimiento Civil, Disposiciones comunes a todo procedimiento, en todas las materias no sujetas a disposiciones especiales del presente Título, en cuanto resulten compatibles con la naturaleza de las reclamaciones.


El artículo 121 vigente hace aplicables a la tramitación del reclamo los artículos 29 y 34 del Código de Procedimiento Civil, sobre formación del expediente, disposición que el proyecto en informe, como se verá, traslada al nuevo artículo 125.

El artículo 121 aprobado por la Comisión de Hacienda, que conforma el párrafo 2 del nuevo Título VI, hace procedente el recurso de reposición administrativa regulado en el Capítulo IV de la ley N° 19.880
, con algunas modificaciones, que especifica.


El artículo 59 de la ley N° 19.880 dispone, en síntesis, que la reposición administrativa y el recurso jerárquico deben interponerse en el plazo de cinco días, el primero ante el órgano que dictó el acto impugnado, y el segundo ante el superior del mismo; y que la autoridad llamada a resolver debe hacerlo en un plazo que no exceda de treinta días. Esta última disposición debe analizarse a la luz del artículo 65 de la ley N° 19.880, que consagra los efectos del silencio negativo de la administración, en virtud del cual se entenderá rechazada una solicitud que no sea resuelta dentro del plazo legal, cuando ella afecte el patrimonio fiscal. 


Ahora bien, el artículo 121 en análisis, como se ha dicho, admite únicamente el recurso de reposición, para la interposición del cual confiere un plazo de quince días; se entiende rechazado el recurso si la resolución que lo resuelve no es notificada dentro de cincuenta días, contados desde su presentación; la petición de reposición no suspende el plazo para el reclamo judicial contemplado en el artículo 122; se señala en términos explícitos la improcedencia de los recursos jerárquico y de revisión contra las actuaciones a que se refiere el artículo 117
, que serán de competencia de los Tribunales Tributarios y Aduaneros, y se aplica a los plazos del artículo 121 las reglas pertinentes
 de la ley N° 19.880.


El párrafo 3, sobre procedimiento de reclamación, está integrado por los artículos 122 al 129 K. Este informe se abocará a aquellas normas que fueron objeto de indicaciones de los colegisladores.


El artículo 122 vigente ordena dar traslado del reclamo, por quince días, al funcionario aduanero que realizó el aforo, la liquidación o la actuación impugnada, o al que al efecto se designe.


El artículo 122 aprobado por la Comisión de Hacienda regula el procedimiento de reclamación. 

Su inciso primero pone como requisito para reclamar el tener un interés actual comprometido.

El inciso cuarto obliga a las partes en el reclamo a comparecer con patrocinio y representación de letrado, con excepción de aquellas causas cuya cuantía no exceda de dieciséis unidades tributarias mensuales.

Indicación N° 94


Del Honorable Senador señor Arancibia, para agregar al inciso primero del artículo 122 de la Ordenanza de Aduanas una oración que puntualiza que se entenderá que el agente de aduana que efectuó el despacho de las mercancías tiene interés para interponer la reclamación.


- Fue retirada por su autor.

Indicación N° 95


De los Honorables Senadores señores Novoa y Prokuriça, para elevar en el inciso cuarto del mismo artículo 122 el monto, de dieciséis a cien unidades tributarias mensuales. 


Siguiendo el mismo criterio adoptado al tratar la indicación N° 88, esta fue aprobada, reduciendo el monto de cien a treinta y dos unidades tributarias mensuales
.

- La indicación fue aprobada con esa enmienda y una corrección menor, de orden formal, por los Honorables Senadores señores Gómez, Prokuriça y Muñoz, don Pedro.

El artículo 125 vigente admite apelación del fallo recaído en una reclamación e instaura como tribunal de segunda instancia al Director Nacional de Aduanas. El plazo para interponer el recurso es de cinco días, contado desde la notificación. Si no se apela, la causa se eleva de todos modos en consulta.


El artículo 125 aprobado por la Comisión de Hacienda, como se dijo, hace aplicables al proceso aduanero las disposiciones sobre formación del expediente de los artículos 29 y 34 del Código de Procedimiento Civil, explicitando que las partes pueden imponerse de su contenido en cualquier estado de la tramitación.

Indicación N° 96


De los Honorables Senadores señores Novoa y Prokuriça, para suprimir el inciso segundo del artículo 125 de la Ordenanza de Aduanas, que es el que preceptúa que las partes podrán imponerse del expediente en cualquier estado de la tramitación.


- Fue retirada por sus autores.


Con todo, la Comisión, haciendo uso de la facultad del inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, acogió por unanimidad una fórmula propuesta por el señor Director Nacional de Aduanas, en el sentido de iniciar el segundo inciso del artículo 125 con el adverbio “Sólo”, lo cual denota que únicamente las partes tendrán acceso al expediente. 

- El acuerdo fue adoptado por los Honorables Senadores señores Gómez, Prokuriça y Muñoz, don Pedro.

El inciso primero del artículo 127 vigente prescribe que cuando la reclamación verse sobre materias respecto de las cuales el Director ya haya sentado jurisprudencia, el Director Regional o el Administrador de Aduana estampará en el escrito de formalización el fallo ya emitido al respecto. El afectado puede renovar su reclamación dentro del plazo de tres días hábiles, contados desde la notificación respectiva, acompañando nuevos antecedentes y acreditando haber ingresado al Servicio de Tesorerías los derechos objeto de la controversia, más un diez por ciento del exceso sobre los mismos. 

El inciso segundo permite renovar también las reclamaciones a que se refiere el inciso segundo del artículo 117
. En este caso la consignación es una suma equivalente a tres unidades tributarias mensuales
. 


El inciso tercero señala un plazo de quince días hábiles para el fallo del nuevo reclamo y aplica a beneficio fiscal la consignación efectuada.


De conformidad con el inciso cuarto y final del artículo 127, las controversias que surjan entre el Director Nacional y el Contralor General de la República en torno a un fallo son resueltas por la Corte Suprema.


Por su parte, el artículo 127 aprobado por la Comisión de Hacienda, compuesto por siete incisos, versa sobre las diferentes formas de poner en conocimiento de las partes las providencias dictadas por el Tribunal Tributario y Aduanero.


Así, su inciso primero estatuye que las resoluciones se notificarán por el estado diario, según el modelo del artículo 50 del Código de Procedimiento Civil. Además de ello, agrega el inciso segundo, ellas se publicarán en texto íntegro en el sitio en Internet de la Unidad Administradora de los Tribunales Tributarios y Aduaneros. Enseguida, el inciso tercero faculta a las partes para solicitar que el aviso de habérseles notificado una decisión por el estado diario se les dé por correo electrónico. El inciso cuarto especifica que la omisión de la publicación en Internet o del correo electrónico no anula la notificación. El inciso quinto dispone que las notificaciones al reclamante de las sentencias definitivas y de aquellas que declaren improcedente un reclamo, pongan término al juicio o hagan imposible su continuación, sean efectuadas por carta certificada, del mismo modo que las que se dirijan a terceros ajenos al juicio.

Indicación N° 97


De la señora Presidenta de la República, para sustituir los dos primeros incisos del artículo 127 de la Ordenanza de Aduanas. 


Las disposiciones de reemplazo postulan que las resoluciones del Tribunal Tributario y Aduanero se notificarán a las partes mediante la publicación de su texto íntegro en el sitio en Internet de la Unidad Administradora, de lo cual el Secretario Abogado dejará testimonio en el proceso, indicando la fecha.

Indicación N° 98


De la señora Presidenta de la República, para suprimir, en el inciso tercero, la frase “por el estado diario”, lo que es coherente con el planteamiento de la indicación precedente. Agrega enseguida una frase según la cual la falta de aviso por correo electrónico no anulará la notificación.

Indicación N° 99


De la señora Presidenta de la República, para suprimir el inciso cuarto, en consonancia con las enmiendas planteadas en las dos indicaciones anteriores.

Indicación N° 100


Del Honorable Senador señor Arancibia, para suprimir en el inciso cuarto el adverbio “no”, de manera que la falta de publicación en Internet o del envío de aviso por correo electrónico provocaría la nulidad de la notificación.

Indicación N° 101


Del Honorable Senador señor Arancibia, para agregar al inciso quinto una frase que incluye la resolución que recibe la causa a prueba, entre las que deben notificarse por correo certificado.


Las indicaciones 97 a 101, todas referidas al artículo sobre notificaciones en el proceso aduanero, fueron tratadas en conjunto. En definitiva, la Comisión adoptó los mismos criterios determinados al aprobar el nuevo artículo 131 bis del Código Tributario, con las adecuaciones necesarias al marco institucional en que se aplicará el artículo 127 de la Ordenanza de Aduanas.


En consecuencia, la regla general será la notificación mediante la publicación de las resoluciones en el sitio del tribunal en la red Internet, con excepción de las resoluciones que deben notificarse por correo certificado y de la que confiere traslado al Servicio de Aduanas de un reclamo, que debe serlo por correo electrónico; existirá también el aviso por correo electrónico del hecho de haberse dictado una resolución; la omisión del correo electrónico o de la publicación en Internet de resoluciones que deben notificarse por carta no causará nulidad, y se aplicarán las mismas normas del Código Tributario en cuanto a la designación de domicilio que debe hacer el reclamante.

- Como resultado de los acuerdos de la Comisión, quedaron aprobadas las indicaciones Nos 98, 99 y 100, con los votos de los Honorables Senadores señores Gómez, Prokuriça y Muñoz, don Pedro, las dos primeras, y de los Honorables Senadores señores Chadwick, Muñoz, don Pedro, Prokuriça y Vásquez, la última. Las indicaciones Nos 97 y 101 fueron aprobadas con enmiendas, la primera por los Honorables Senadores señores Gómez, Prokuriça y Muñoz, don Pedro, y la segunda por los Honorables Senadores señores Chadwick, Muñoz, don Pedro, Prokuriça y Vásquez.

El artículo 128 vigente expresa que todas las notificaciones en los procesos aduaneros se harán por el estado diario, exceptuando las de la resolución que recibe la causa a prueba y las de las sentencias definitivas, que se notificarán por correo certificado. 


El artículo 128 aprobado por la Comisión de Hacienda, conformado por quince incisos, se ocupa de la contestación al reclamo por parte del Servicio Nacional de Aduanas, de la prueba y del plazo para dictar sentencia. Su descripción se circunscribirá a aquellos incisos en los que recayeron indicaciones de los colegisladores.


El inciso primero establece que del reclamo se conferirá traslado al Servicio por el término de veinte días y que la contestación deberá contener una exposición clara de los hechos y fundamentos de derecho en que se apoya y las peticiones concretas que se someten a la decisión del Tribunal.


El inciso segundo regula la recepción de la causa a prueba y otorga contra la resolución respectiva los recursos de reposición y de apelación subsidiaria. Esta última, señala la norma, se tramitará en cuenta.


El inciso décimo determina que el Director Nacional, los Subdirectores, los Directores Regionales y los Administradores de Aduana no tendrán la facultad de absolver posiciones en representación del Servicio.

El inciso décimo segundo hace inadmisibles los antecedentes solicitados determinadamente por el Servicio en una fiscalización y que el interesado no haya acompañado en forma íntegra. 

Indicación N° 102

Del Honorable Senador señor Arancibia, para agregar al inciso primero del artículo 128 una oración que obliga al Servicio a acompañar la documental en que se funda su contestación, salvo que su volumen, naturaleza, ubicación u otras circunstancias impidan agregarlos.

Indicación N° 103


De los Honorables Senadores señores Novoa y Prokuriça, para insertar en el inciso segundo una frase que permite a las partes solicitar alegatos, dentro del plazo para comparecer en segunda instancia
.

Indicación N° 104


Del Honorable Senador señor Arancibia, para sustituir el inciso décimo por uno que obliga a los mismos funcionarios allí mencionados, a quienes se prohíbe absolver posiciones, a informar al tribunal, a solicitud del reclamante y dentro del plazo que se fije, acerca de las materias que aquél indique.

Indicación N° 105


De los Honorables Senadores señores Novoa y Prokuriça, para sustituir el inciso décimo segundo por otro, que incluye dos nuevas circunstancias que deben concurrir para que los antecedentes requeridos por el Servicio y no suministrados por el contribuyente resulten no admisibles, cual es, que ellos tengan relación directa con las partidas fiscalizadas, y que se haya fijado al interesado un plazo para acompañarlos. Además, abre la posibilidad de que el contribuyente acredite algún hecho que le haya hecho imposible cumplir dentro del plazo.

Indicación N° 106


De la señora Presidenta de la República, para intercalar, a continuación del inciso décimo cuarto, cuatro nuevos incisos.


El primero de ellos exige que la valoración de la prueba en la sentencia señale los medios mediante los cuales se da por acreditado cada uno de los hechos, de modo de contener el razonamiento utilizado para alcanzar las conclusiones a que llega el fallo.


De acuerdo con el segundo, los actos o contratos solemnes sólo podrán ser acreditados por medio de la solemnidad prevista por el legislador. Del mismo modo, en aquellos casos en que la ley requiera probar mediante contabilidad fidedigna, sólo se admitirá esta prueba. 

El inciso tercero ordena dar por establecido el hecho presumido de derecho, si se han acreditado sus supuestos o circunstancias, sin que se admita prueba en contrario.

El cuarto y último de estos nuevos incisos expresa que el hecho presumido legalmente debe darse por establecido si se han acreditado sus supuestos o circunstancias, a menos que se haya rendido prueba que permita establecer un hecho distinto al colegido.


De la misma manera que se procedió al tratar las disposiciones equivalentes del Código Tributario, la Comisión consideró en conjunto el artículo 128 de la Ordenanza de Aduanas y las indicaciones Nos 102 a 106.


Se adoptaron finalmente resoluciones equivalentes a las acogidas en aquel caso, en el sentido de someter los trámites de los juicios aduaneros y la prueba en los mismos a normas similares. En este sentido, se puede decir que el artículo 128 de la Ordenanza de Aduanas aprobado por la Comisión es un espejo del artículo 132 del Código Tributario, por lo que nos remitimos a lo expresado a su respecto. Sólo se consultaron las adecuaciones motivadas por el hecho de que en estos casos figurará como parte el Servicio de Aduanas y no el de Impuestos Internos.


- De resultas de lo anterior, se aprobaron con modificaciones las indicaciones Nos 105 y 106, la primera con los votos favorables de los Honorables Senadores señores Gómez, Prokuriça y Muñoz, don Pedro, y la segunda con los de los Honorables Senadores señores Chadwick, Gómez, Muñoz, don Pedro, y Prokuriça.


- Las indicaciones Nos 102, 103 y 104 fueron retiradas por sus autores.

- - - - - - - -

El artículo 129 vigente dispone que el reclamo contra un cargo o documento de pago que haga sus veces, interrumpirá la prescripción del artículo 2.521
 del Código Civil, hasta que la resolución quede ejecutoriada. Esta norma queda situada en el nuevo artículo 129 K que incorpora este proyecto a la Ordenanza de Aduanas.

El artículo 129 aprobado por la Comisión de Hacienda señala que contra las resoluciones que se dicten durante la tramitación del reclamo sólo procederá el recurso de reposición, el cual deberá interponerse dentro del término de cinco días contados desde la notificación correspondiente, sin perjuicio de lo señalado en los artículos 128 y 129 B.

La Comisión, en uso de la atribución otorgada por el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, adicionó la norma con una referencia al artículo 129 D, que habilita el recurso de apelación contra la sentencia definitiva dictada en el reclamo. Además, corrigió un error de redacción de la norma.

- Acordado por unanimidad, por los Honorables Senadores señores Gómez, Prokuriça y Muñoz, don Pedro.
- - - - - - - -


El artículo 129 B aprobado por la Comisión de Hacienda permite al Servicio impetrar la medida cautelar de prohibición de celebrar actos o contratos sobre bienes o derechos específicos del reclamante, cuando sus facultades no ofrezcan suficiente garantía o haya motivo racional para creer que procederá a ocultar sus bienes. El inciso segundo puntualiza que la medida se limitará a los bienes y derechos suficientes para responder de los resultados del proceso.

Indicaciones Nos 107 y 108


Del Honorable Senador señor Arancibia, la primera, y de los Honorables Senadores señores Novoa y Prokuriça, la segunda, ambas proponen suprimir el artículo 129 B.

Indicación N° 109


De la señora Presidenta de la República, para agregar al inciso segundo del artículo 129 B una oración que especifica que la cautelar de prohibición se decretará, preferentemente, sobre bienes o derechos cuyo gravamen no afecte el normal desenvolvimiento del giro del reclamante.


Las tres fueron consideradas conjuntamente.


La Comisión resolvió este punto con los mismos criterios aplicados al tratar el artículo 137 del Código Tributario y sus indicaciones. La petición de las cautelares deberá ser fundamentada, ellas serán esencialmente provisionales y cesarán se desaparece el peligro que se ha procurado evitar o se otorga caución suficiente.

- Con esos cambios, la indicación N° 109 fue aprobada, por los Honorables Senadores señores Gómez, Prokuriça y Muñoz, don Pedro.
- En vista de lo anterior, las indicaciones 
Nos 107 y 108 fueron retiradas por sus autores.

- - - - - - - -


El artículo 129 G aprobado por la Comisión de Hacienda señala, en su inciso primero, que el recurso de apelación se tramitará en cuenta, a menos que cualquiera de las partes, dentro del plazo para comparecer en segunda instancia, solicite alegatos.

Indicación N° 110


De la señora Presidenta de la República, para aclarar que se trata de la apelación de la sentencia definitiva dictada en el reclamo.


Procediendo de igual manera que respecto del artículo 143 del Código Tributario, la Comisión aprobó esta indicación, con enmiendas formales menores, y adicionó el precepto en el sentido de descartar la obligación de las partes de comparecer en segunda instancia y de computar el plazo para pedir alegatos desde el ingreso de los antecedentes a la secretaría de la Corte de Apelaciones.

- Aprobaron la indicación y las demás enmiendas los Honorables Senadores señores Gómez, Prokuriça y Muñoz, don Pedro.
- - - - - - - -


El artículo 129 H aprobado por la Comisión de Hacienda prescribe que la omisión del fundamento de los fallos del Tribunal Tributario y Aduanero, que normalmente los haría anulables, será corregida en la forma que indica el artículo 1289 E. Este último precepto es homólogo del artículo 140 del Código Tributario. Él proscribe el recurso de casación contra las sentencias de primera instancia y la casación de oficio de las mismas; en cambio, faculta a las Cortes de Apelaciones para corregir los vicios que detecten, sin anular la sentencia.

Del mismo modo que cuando despachó las enmiendas al artículo 144 del Código Tributario, la Comisión adicionó el artículo 129 H de la Ordenanza de Aduanas, a fin de incluir entre los vicios que no causan nulidad  pero pueden ser corregidos por la Corte de Apelaciones, la omisión de la obligación del juez tributario y aduanero que resuelve conforme a las reglas de la sana crítica, en cuanto a consignar explícitamente en la sentencia el proceso de valoración utilizado para formarse convicción. 


- Así lo acordaron por unanimidad, obrando dentro del marco del inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, los Honorables Senadores señores Chadwick, Gómez, Muñoz, don Pedro, y Prokuriça.

- - - - - - -


El artículo 129 I aprobado por la Comisión de Hacienda otorga los recursos de casación al reclamante y al Servicio.

Indicación N° 111


De los Honorables Senadores señores Novoa y Prokuriça, para reemplazar la palabra “Servicio”, por “Fisco”.


- Fue retirada por sus autores.

- - - - - - -


El artículo 129 J aprobado por la Comisión de Hacienda faculta a la Corte de Apelaciones y a la Corte Suprema, conociendo de un recurso de apelación o de casación contra la sentencia definitiva que rechaza en todo o en parte un reclamo, para suspender total o parcialmente el cobro del impuesto, por un plazo determinado, renovable. Para ello es necesario que el reclamante lo solicite y que se oiga al Servicio de Tesorerías, el cual debe informar dentro de los quince días que siguen a la petición del tribunal. Este último puede prescindir del informe que no se entregue dentro de plazo.

Indicación N° 112


De la señora Presidenta de la República, para suprimir este artículo.


Informó el señor Director Nacional de Aduanas que el artículo no se justifica, porque el Servicio a su cargo, a diferencia del Servicio de Impuestos Internos, no tiene facultades para cobrar un tributo reclamado.


- Fue aprobada por los Honorables Senadores señores Chadwick, Gómez, Muñoz, don Pedro, y Prokuriça. 

Como consecuencia de esta supresión, como se dirá en el capítulo de las modificaciones, los artículos siguientes, 129 K a 129 N, pasaron a ser artículos 129 J a 129 M, respectivamente.
Indicación N° 113


Del Honorable Senador señor Arancibia, para reemplazar el artículo 129 J por uno que hace posible la suspensión del cobro sólo por la Corte Suprema, conociendo un recurso de casación contra la sentencia de segunda instancia.


- Visto el acuerdo anterior, fue retirada por su autor.

- - - - - - - -


El artículo 129 K aprobado por la Comisión de Hacienda prescribe que la interposición de la reclamación interrumpirá la prescripción del artículo 2.521 del Código Civil, hasta que la resolución quede ejecutoriada. 


El inciso primero del precepto citado del Código Civil estipula que las acciones a favor o en contra del Fisco y de las Municipalidades, provenientes de toda clase de impuestos, prescriben en tres años.

Indicación N° 114

De los Honorables Senadores señores Novoa y Prokuriça, para reemplazar la interrupción de la prescripción por la suspensión
 de la misma, y para especificar que la resolución que debe estar ejecutoriada es la que pone término al reclamo o hace imposible su prosecución. 


Es del caso tener presente que las prescripciones de corto tiempo, entre las cuales se hallan las del artículo 2.521 del Código Civil, no admiten suspensión, de acuerdo con lo prescrito por el artículo 2.523 del mismo cuerpo legal, de modo que esta norma vendría a sentar una excepción a la regla general.

- La aprobaron los Honorables Senadores señores Gómez, Prokuriça y Muñoz, don Pedro.
- - - - - - - -

El artículo 129 L aprobado por la Comisión de Hacienda instituye en materia aduanera un procedimiento especial de Reclamo por Vulneración de Derechos, similar al que el número 44) del ARTÍCULO SEGUNDO del proyecto en informe inserta en el Código Tributario.

Indicación N° 115


De la señora Presidenta de la República, para agregar un inciso final al artículo 129 J, idéntico al que la indicación 
N° 81 propuso insertar en el artículo 155 del Código Tributario. La norma en cuestión impide ejercer, basándose en unos mismos hechos, este recurso especial y el de protección consagrado en el artículo 20 de la Constitución Política de la República.


- Formulando las mismas consideraciones que en el caso anterior invocado, la Comisión aprobó esta indicación. Concurrieron con su voto los Honorables Senadores señores Gómez, Prokuriça y Muñoz, don Pedro.

Se hizo presente a la Comisión que la oración final del primer inciso del artículo 129 L, que no admite la acción especial de reclamo por vulneración de derechos respecto de materias que deben ser objeto de reclamo, es anterior a la inclusión en la competencia de los Tribunales Tributarios y Aduaneros de las infracciones a la legislación aduanera. En consecuencia, es necesario reemplazarla por una referencia genérica, que excluya la posibilidad de ejercer la acción especial cuando se trate de materias cuyo conocimiento la ley somete a un procedimiento distinto ante los mencionados Tribunales.


- Este cambio fue acordado por unanimidad, en virtud de lo que autoriza el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, por los Honorables Senadores señores Gómez, Prokuriça y Muñoz, don Pedro.
- - - - - - - -


El artículo 129 M regula el procedimiento a que debe ceñirse el recurso especial del artículo 129 L y versa sobre el examen de admisibilidad, el traslado al Servicio, la eventual recepción de la causa a prueba, el término probatorio y la apreciación de la misma conforme a las reglas de la sana crítica, el plazo y contenido de la sentencia y el recurso de apelación. Es fiel reflejo del artículo 156 del Código Tributario que incluye este proyecto.

Indicación N° 115 a


De los Honorables Senadores señores Novoa y Prokuriça, para agregar al final del tercer inciso del artículo 129 M, que detalla el contenido de la sentencia, la oración: “Lo anterior, es sin perjuicio de las demás medidas que decretare después a petición de parte para hacer ejecutar lo resuelto y reestablecer los derechos del afectado.”. Esta adición se insertaría a continuación de la disposición que indica que la sentencia debe comprender todas las providencias que el tribunal juzgue necesarias para restablecer el imperio del derecho y asegurar la debida protección del solicitante, y que deja a salvo los demás derechos que pueda hacer valer el recurrente ante la autoridad o los tribunales correspondientes.

Indicación N° 115 b


De los Honorables Senadores señores Novoa y Prokuriça, para intercalar en el artículo 129 M un inciso cuarto, nuevo, que especifica que una de las medidas que podrá decretar el tribunal será el arresto del funcionario rebelde, hasta por quince días, y que la resistencia a cumplir lo resuelto por el tribunal, así declarada por éste, será considerada falta grave para efectos de la calificación del funcionario.

Indicación N° 115 c


De los Honorables Senadores señores Novoa y Prokuriça, agrega al final del último inciso del artículo 129 M una oración que faculta a las partes para pedir alegatos en la vista de la apelación interpuesta contra la sentencia dictada en este reclamo especial por vulneración de derechos. El texto aprobado por la Comisión de Hacienda estipula que la apelación debe interponerse en el plazo de diez días, que el recurso se ve en cuenta y que goza de preferencia.


De estas tres indicaciones se acogió la última, cuyo contenido es similar a la indicación N° 85, de los mismos señores Senadores, formulada al artículo 156 del Código Tributario, con enmiendas menores.


- Votaron por la aprobación los Honorables Senadores señores Gómez, Prokuriça y Muñoz, don Pedro.
Indicación N° 117


De la señora Presidenta de la República, para agregar un inciso al artículo 129 M, conforme al cual el tribunal de alzada puede decretar orden de no innovar, en cualquier estado de la tramitación.


- Fue aprobada, al igual que lo fuera la indicación N° 86, al artículo 156 del Código Tributario, de similar tenor. Concurrieron con su voto favorable los mismos señores Senadores que adoptaron el acuerdo precedente.

- - - - - - -

Indicación N° 118


Del Honorable Senador señor Arancibia, para agregar al ARTÍCULO TERCERO un numeral nuevo, a continuación del signado con el número 7), que sustituye el inciso tercero del artículo 186 de la Ordenanza de Aduanas. 

Ese precepto de la Ordenanza se pone en el caso del contribuyente que no concurre a una citación dispuesta en ejercicio de las facultades fiscalizadoras del Servicio de Aduanas, o del que, concurriendo, niega la existencia de la infracción o su responsabilidad en ella. En tales eventualidades, el Servicio puede aplicar una multa y el afectado, conforme al inciso tercero del artículo en comento, puede reclamar de ella, dentro de los diez días hábiles siguientes a la realización de la audiencia, ante la Junta General de Aduanas.


La indicación señala que el afectado podrá reclamar de la multa conforme a las reglas generales, ante el Tribunal Tributario y Aduanero competente.

Indicación N° 119


De la señora Presidenta de la República, para insertar igualmente un nuevo numeral, signado 7) bis, cuya letra a) modifica también el inciso tercero del artículo 186, con la finalidad de reemplazar a la Junta General de Aduanas por el Tribunal Tributario y Aduanero competente y de extender a quince días el término para reclamar. Además, determina que el reclamo se tramitará de acuerdo con el procedimiento especial contenido en la norma que se propone en la indicación siguiente.


La letra b) del número 7) bis propuesto elimina el inciso final del artículo 186, que obliga a la Junta a recabar un informe del funcionario ante el cual se celebró la audiencia que origina el reclamo, antes de ver la causa.


Ambas se trataron en conjunto y se aprobaron con modificaciones.


El reemplazo de las alusiones a la Junta General de Aduanas por los Tribunales Tributarios y Aduaneros se explica por sí solo. En lo que ambas indicaciones difieren, que es en cuanto al procedimiento aplicable, la Comisión se inclinó por la indicación N° 119, que remite a las regulaciones especiales que consagra el precepto propuesto en la indicación siguiente. Además, en lugar de signar la disposición como numeral 7) bis, se la identificó como número 8).


- Las indicaciones y su modificación se aprobaron con los votos de los Honorables Senadores señores Gómez, Prokuriça y Muñoz, don Pedro.
Indicación N° 120


De la señora Presidenta de la República, para insertar un numeral 7) ter, que incorpora en la Ordenanza de Aduanas un artículo 186 bis, nuevo. Esta es la norma que contiene el procedimiento para tramitar el reclamo originado por la multa impuesta conforme al artículo 186.


Una vez formulado el reclamo, se da traslado al Servicio de Aduanas, por diez días. Luego, si hay hechos substanciales y pertinentes controvertidos, se recibe la causa a prueba por el lapso de ocho días, debiendo presentarse la lista de testigos dentro de los primeros dos días del mismo. No pueden declarar más de cuatro testigos de cada parte, sin perjuicio de lo cual el tribunal puede citar a declarar a personas que no figuren en las listas o decretar otras diligencias probatorias que estime pertinentes. En contra de esta resolución no procede recurso alguno. Reciben aplicación supletoria las normas generales sobre reclamaciones del Párrafo 3 del Título VI del Libro II.


El señor Subdirector Jurídico del Servicio Nacional de Aduanas destacó que éste es el procedimiento al que deberán ceñirse los reclamos por infracciones a la legislación aduanera que en esta etapa de la tramitación legislativa se han incluido entre las materias que conocerán los Tribunales Tributarios y Aduaneros. Se diferencia de su equivalente en el ámbito tributario en que es un procedimiento en única instancia, porque ha sido precedido de un contencioso administrativo.


- La indicación fue aprobada por los Honorables Senadores señores Gómez, Prokuriça y Muñoz, don Pedro. Le correspondió el número 9) del ARTÍCULO TERCERO.
- - - - - - - -

Indicación N° 121


De la señora Presidenta de la República, para insertar un numeral 9), nuevo, que modifica el artículo 196 de la Ordenanza de Aduanas. Ese artículo fija los requisitos y forma de nombramiento de los agentes de aduana.


La letra a) de la indicación modifica el segundo párrafo de la letra e) del inciso primero del artículo 196, que expresa que, previamente a la convocatoria del concurso de antecedentes y conocimientos mediante el cual se hace la selección de los candidatos, la Junta General de Aduanas debe fijar el número máximo de agentes a designar. La indicación asigna esta función al Ministro de Hacienda, a propuesta del Director Nacional de Aduanas.


La letra b) de la indicación elimina los dos últimos incisos del artículo 196, que regulan el reclamo que pueden deducir ante la Junta General de Aduanas las personas que no resulten designadas.


El señor Subdirector Jurídico del Servicio Nacional de Aduanas hizo presente que la potestad que ejerce la autoridad pública sobre los agentes de aduana se justifica porque se trata de personas privadas que ejercen una función pública. Interesa acotar la cantidad de personas que ejercen tales funciones, porque el Servicio debe fiscalizar su desempeño, de modo semejante a lo que efectúa la Superintendencia de Quiebras sobre los síndicos, y un número elevado dificultaría ejercer el control con la escasa dotación del Servicio de Aduanas. Informó que en la actualidad hay en el país cerca de 250 agentes de aduanas.


La Comisión prefirió abreviar el mecanismo del concurso y consignar un párrafo según el cual el Director de Aduanas no sólo lo convocará, sino que también fijará el número máximo de agentes a designar, rol que, como se ha dicho, hasta ahora cumplía la Junta General de Aduanas. Ello hace innecesaria, además, la intervención en el proceso del Ministro de Hacienda.


- Con ese cambio, la indicación se aprobó, con los votos de los Honorables Senadores señores Gómez, Prokuriça y Muñoz, don Pedro. En el proyecto inserto al final figura como número 11) del ARTÍCULO TERCERO.
Indicación N° 122


De la señora Presidenta de la República, para insertar un numeral 10), nuevo, que modifica el inciso final del artículo 199 de la Ordenanza de Aduanas, el cual regula algunas obligaciones, responsabilidades y derechos de los agentes de aduana. Entre otros, el agente se subroga legalmente en los derechos y privilegios del Fisco por los tributos y multas que pague por cuenta de su mandante, cantidades que puede cobrar mediante el procedimiento ejecutivo establecido en el Código de Procedimiento Civil. En el caso de las multas, es condición previa que la Junta General de Aduanas resuelva si el peso de la multa debe ser absorbido por el mandante o por el agente de aduana. 


La indicación reemplaza en ese papel a la Junta por el Tribunal Tributario y Aduanero y, en lugar del procedimiento ejecutivo, estipula que éste actuará sin forma de juicio y escuchando a las partes.


- Fue aprobada, con enmiendas de redacción y como número 12) del ARTÍCULO TERCERO, por los Honorables Senadores señores Chadwick, Gómez, Muñoz, don Pedro, y Prokuriça.

Indicación N° 123

De la señora Presidenta de la República, para insertar un numeral 10), nuevo, que modifica el artículo 202 de la Ordenanza de Aduanas, precepto que desarrolla la jurisdicción disciplinaria del Director Nacional y que lo faculta para sancionar el incumplimiento de las obligaciones inherentes a sus cargos en que incurran los despachadores, los apoderados especiales y los auxiliares registrados, sin perjuicio de la responsabilidad tributaria, civil y penal que les corresponda.


La letra a) de la indicación recae en el inciso noveno de aquel artículo, que reconoce a los funcionarios sancionados el recurso de apelación ante la Junta General de Aduanas, y dispone que el reclamo se interpondrá ante el Tribunal Tributario y Aduanero. Además, suprime la oración final del inciso, que permite al Servicio Nacional de Aduanas hacerse parte en el recurso.


La letra b) de la indicación reemplaza el inciso final del artículo 202, sobre plazo y tramitación de la apelación, y dispone, en cambio, que el reclamo contra las sanciones administrativas impuestas en el marco del artículo 202 deberá tramitarse conforme a lo dispuesto en el artículo 186 bis
.

- Fue aprobada, con enmiendas de redacción y como número 13) del ARTÍCULO TERCERO, por los mismos señores Senadores que adoptaron el acuerdo precedente.
ARTÍCULO QUINTO


Introduce, mediante tres numerales, enmiendas en la Ley Orgánica del Servicio Nacional de Aduanas, contenida en el decreto con fuerza de ley Nº 329, del Ministerio de Hacienda, de 1979.

Número 1)


Compuesto por dos literales, modifica el artículo 4° de la ley orgánica, que fija atribuciones, responsabilidades y obligaciones del Director Nacional. Sus números 12 y 16 le asignan la facultad de fallar los asuntos contenciosos que la ley entrega a su conocimiento, y los reclamos sobre clasificación arancelaria y aplicación de derechos, impuestos y tasas cuyo cálculo o percepción se haga por las Aduanas, respectivamente. 


La letra a) sustituye, en el número 12 del citado artículo, la palabra “Fallar” por “Resolver”, y la letra b) elimina el número 16.

Indicación N° 123 a


De los Honorables Senadores señores Novoa y Prokuriça, para sustituir el número 1) del ARTÍCULO QUINTO por otro, que elimina derechamente ambos numerales del artículo 4°, el 12 y el 16.


Señaló el Honorable Senador señor Prokuriça que desde que la competencia en ambas materias ha sido atribuida a los Tribunales Tributarios y Aduaneros, ambos números del artículo 4° carecen de razón de ser.


En lo que concierne a la eliminación del numeral 12 del artículo 4°, el Ejecutivo otorgó su patrocinio mediante la indicación complementaria N° 2), letra a). Se hace presente que la supresión del numeral 16 del mismo artículo proviene de la indicación sustitutiva que el Ejecutivo presentara en la Comisión de Hacienda. 


- Ambas fueron aprobadas, adaptando su redacción a otros cambios que se practican en el precepto en que incide, por los Honorables Senadores señores Chadwick, Gómez, Muñoz, don Pedro, y Prokuriça.

Indicación N° 124


De la señora Presidenta de la República.

Su letra a) agrega al número 1) del ARTÍCULO QUINTO del proyecto una letra c), nueva, que viene a reemplazar el número 27 del ya citado artículo 4° de la ley orgánica del Servicio Nacional de Aduanas. Dicho numeral coloca dentro de la esfera de facultades y atribuciones del Director Nacional todos aquellos asuntos que la Ordenanza de Aduanas u otras leyes entregaban a la Junta General de Aduanas, con excepción de las que corresponden a dicha Junta como Tribunal.


La indicación suprime la frase relativa al rol jurisdiccional de la Junta y puntualiza que el Director detentará las que correspondían a la Junta y no hayan sido asignadas a otros órganos.


La letra b) de esta indicación incorpora al ARTÍCULO QUINTO un numeral 4), nuevo, que elimina el artículo transitorio de de la ley orgánica del Servicio Nacional de Aduanas. Ese precepto, no obstante la derogación de la anterior Ordenanza de Aduanas de 1953 dispuesta por el artículo 29 de la actualmente vigente, deja subsistentes las normas del Título II del Libro, que establecen y regulan la composición y el funcionamiento de la Junta General de Aduanas, para el exclusivo efecto de que ésta continúe resolviendo en conciencia los juicios o contiendas que se sometan a su conocimiento en conformidad a la ley.


- Aprobaron ambos literales de la indicación, con enmiendas formales, los Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Gómez, Muñoz, don Pedro, y Prokuriça.

Número 2)


Reemplaza, en el numeral 6) del artículo 15 de la ley orgánica del Servicio Nacional de Aduanas, la palabra “Fallar” por “Resolver”. El artículo 15 enuncia funciones de los Directores Regionales de Aduana y la del número 6 es la de fallar asuntos contenciosos que la ley somete a su conocimiento. Como es sabido, uno de los objetivos principales de este proyecto es traspasar la jurisdicción de esos contenciosos a los Tribunales Tributarios y Aduaneros.

Indicación N° 124 a


De los Honorables Senadores señores Novoa y Prokuriça, para sustituir el numeral 2) del ARTÍCULO QUINTO por otro, que elimina el número 6) del citado artículo 15.


Mediante la indicación complementaria N° 2), letra b), el Ejecutivo patrocinó esta enmienda.


- Ambas indicaciones fueron aprobadas, la de iniciativa parlamentaria con modificaciones meramente formales, por los Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Gómez, Muñoz, don Pedro, y Prokuriça.

Número 3)


Modifica el artículo 17 de la ley orgánica del Servicio Nacional de Aduanas, que especifica las atribuciones de los Administradores de Aduana. El número 6 les asigna la de resolver reclamaciones referentes al aforo de mercancías y a la aplicación de derechos, impuestos y tasas, cometido en el que deben ajustarse a las normas señaladas por el Director Nacional y a la doctrina del Servicio, y el número 7 les atribuye la de fallar asuntos contenciosos que la ley somete a su conocimiento.


La letra a) de este numeral 3) elimina el mencionado número 6 del artículo 17 y la letra b) sustituye, en el número 7 del mismo, el término “Fallar” por “Resolver”.

Indicación N° 124 b


De los Honorables Senadores señores Novoa y Prokuriça, para sustituir la letra b) del número 3) del ARTÍCULO QUINTO por otra, que elimina simplemente el numeral 7 del artículo 17 de la ley orgánica del Servicio Nacional de Aduanas. Guarda simetría con la indicación N° 124 a, que practica la misma supresión en la norma sobre atribuciones de los Directores Regionales del Servicio de Aduanas.


Al igual que en aquel caso, el  Ejecutivo dio su patrocino, para la eliminación del numeral 7 del artículo 17, mediante la indicación complementaria N° 2), letra c).


- Con igual votación que las anteriores y también con enmiendas de redacción, estas indicaciones fueron aprobadas.

ARTÍCULO SEXTO


Introduce, mediante seis numerales, modificaciones en el Código Orgánico de Tribunales.

- - - - - - - -

Indicación N° 124 c


De los Honorables Senadores señores Novoa y Prokuriça, para insertar en este artículo un número 1), nuevo, que incluye a los Tribunales Tributarios y Aduaneros entre los que el inciso tercero del artículo 5° del citado Código señala como formando parte del Poder Judicial.


Cabe remitirse al debate sucintamente consignado al tratar las indicaciones Nos 20 y 21, ocasión en que primó la tesis de no integrar los Tribunales Tributarios y Aduaneros al Poder Judicial y de instaurarlos como una judicatura especializada, de aquellas a que se refiere el inciso cuarto del artículo 5° del Código Orgánico de Tribunales, sin perder de vista que el artículo 82 de la Constitución Política de la República los deja sujetos a la superintendencia de la Corte Suprema.


A mayor abundamiento, el señor Director del Servicio de Impuestos Internos expresó que la idea que inspira la indicación sustitutiva es que los nuevos tribunales tributarios y aduaneros que crea el proyecto no formen parte del Poder Judicial, en los términos expresados en el artículo 5º del Código Orgánico de Tribunales. 


Puntualizó que los objetivos generales del proyecto son establecer una jurisdicción tributaria independiente de la Administración de los impuestos internos y externos, para fallar las diferencias entre los contribuyentes y el Estado, para lograr una gestión lo más eficiente posible de estos tribunales, en orden a resolver los conflictos que conozcan de la forma más rápida y económica posible, y para reclutar los mejores jueces y funcionarios. 


Estos tres objetivos se logran en el articulado propuesto por la indicación sustitutiva, que considera la creación de la nueva judicatura tributaria y aduanera como una institución absolutamente independiente de la Administración; el establecimiento de una Unidad Administradora que estará encargada de toda la gestión administrativa de los tribunales, permitiendo al personal judicial abocarse a las tareas estrictamente jurisdiccionales, y la implantación de un sistema especial de selección e ingreso de funcionarios y jueces, que reclute a los más capacitados en materias tributarias y aduaneras.


Para llevar a cabo estas tareas, el diseño propuesto prescinde del sistema de gestión tradicional, el cual supone que una parte de esa labor sea desarrollada por los propios tribunales y otra por la Corporación Administrativa del Poder Judicial. No hay buenas razones para desviar parte de la atención profesional de los nuevos tribunales a labores administrativas y la Corporación Administrativa del Poder Judicial tiene gran parte de sus recursos distraídos en la implementación de las nuevas judicaturas del trabajo y de familia. 


Al respecto, puntualizó que la Unidad Administradora que se crea en cada tribunal no interviene en el nombramiento ni en la calificación de ninguno de los funcionarios de planta del tribunal, ni recibe órdenes sobre la asignación de recursos, pues ellos son fijados en la ley de presupuestos.


En relación con el nombramiento de los funcionarios de los nuevos tribunales y de los ministros que integrarán las salas especializadas que el proyecto contempla en cuatro Cortes de Apelaciones, se innova respecto de las normas comunes del Código Orgánico de Tribunales. En efecto, se formará una lista de candidatos mediante el Sistema de Alta Dirección Pública y de esa lista la Corte de Apelaciones respectiva formará una terna, la que será puesta a disposición del Presidente de la República para el nombramiento final. Esto excluye el sistema habitual de nombramientos del Código Orgánico de Tribunales, que entre otras cosas establece que el juez de asiento de Corte más antiguo tiene derecho a integrar la terna que se propone al Presidente de la República; ese juez puede estar muy bien calificado pero puede no tener idea de derecho tributario y aduanero, y es imprescindible que tenga un dominio acabado sobre tales asuntos para integrar de forma provechosa la sala especializada del tribunal de alzada. 


Informó que con el sistema actual hay sobre doscientas causas tributarias con más de diez años de tramitación en los tribunales de justicia y el promedio de tiempo entre el ingreso y la vista de la causa en segunda instancia es de más de cuatro años.


Los nuevos funcionarios de esta judicatura deberán ser evaluados por un sistema que hace hincapié en la eficacia del trabajo judicial, empleando indicadores objetivos, cómo número de causas ingresadas, falladas y pendientes por materia y por año, tiempos medios de demora en los procesos fallados, cumplimiento de horarios de ingreso, y salida, permanencia en el lugar de trabajo, ausencias injustificadas y otros antecedentes. Estos parámetros difieren de los criterios generales con que se avalúa a muchos funcionarios públicos, que hacen que, en la práctica, la inmensa mayoría de ellos estén calificados en lista de excelencia, lo que no condice con la percepción pública.


Finalmente destacó que el proyecto no establece preferencia alguna para los funcionarios del Servicio de Impuestos Internos que deseen postular a cargos en los nuevos tribunales tributarios y aduaneros.


- La indicación fue retirada por sus autores.

- - - - - - - -

Número 1)


Modifica el artículo 56 del Código Orgánico de Tribunales, que señala el número de miembros que compondrán las Cortes de Apelaciones. El proyecto eleva de dieciséis a diecinueve el número de ministros de las Cortes de Valparaíso y Concepción; de diecinueve a veintidós el de la Corte de San Miguel, y de treinta y uno a treinta y cuatro el de la de Santiago.

Este numeral no fue objeto de indicaciones ni de modificaciones.

Número 2)


Sustituye el artículo 59 del Código Orgánico de Tribunales, que estipula el número de relatores que habrá en cada Corte de Apelaciones. 


El texto aprobado por la Comisión de Hacienda precisa que la Corte de Apelaciones de Chillán tendrá dos relatores; las de Iquique, Copiapó, Puerto Montt, Coyhaique y Punta Arenas tendrán tres; las de Arica y Valdivia tendrán cuatro; las de Antofagasta, La Serena, Rancagua, Talca y Temuco tendrán cinco; las de Valparaíso y Concepción, tendrán once; la de San Miguel tendrá trece, y la de Santiago tendrá veintitrés.

Indicación N° 125


De la señora Presidenta de la República, para elevar de cuatro a cinco el número de relatores de las Cortes de Arica y Valdivia, adecuando con ello el precepto a la creación de dos nuevas regiones en el país.


- Fue aprobada por los Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Gómez, Muñoz, don Pedro, y Prokuriça.
Número 3)


Modifica el artículo 61 del Código Orgánico de Tribunales, sobre división de las Cortes de Apelaciones en salas.


La letra a) aumenta una sala en once
 de las diecisiete Cortes de Apelaciones existentes en el país.


La letra b) estatuye que cada dos años las Cortes designarán, mediante auto acordado, a los miembros de una sala que conocerá en forma exclusiva o preferente asuntos tributarios y aduaneros, debiendo preferir a los ministros que posean conocimientos especializados en esas materias.


La letra c) consigna que los conocimientos especializados se acreditarán mediante la participación en cursos de perfeccionamiento o postgrado.

Este numeral no fue objeto de indicaciones.

Número 4)


Agrega tres nuevos incisos al artículo 66 del Código Orgánico de Tribunales. Ese precepto distribuye competencias entre el pleno y las salas de las Cortes de Apelaciones, siendo la regla general el conocimiento en sala.


El primero de los incisos agregados dispone que las Cortes de Valparaíso, Concepción, San Miguel y Santiago designarán cada dos años, mediante auto acordado, una sala que conozca exclusivamente asuntos tributarios y aduaneros.


El segundo prescribe que en las demás Cortes la designación de una sala preferente para ocuparse de tales asuntos en uno o más días de la semana será hecha por el Presidente


El último de esos incisos establece que el relator de las salas especializadas deberá contar también con especialización en materias tributarias y aduaneras, la que deberá acreditarse preferentemente sobre la base de la participación en cursos de perfeccionamiento y postgrado.

Indicación N° 116


De los Honorables Senadores señores Novoa y Prokuriça, para estipular que la acreditación de la especialidad de los relatores, además de la participación en los mencionados cursos, podrá hacerse en otra forma mediante la cual se demuestre tener conocimientos relevantes en dichas materias.


- Fue aprobada por los Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Gómez, Muñoz, don Pedro, y Prokuriça.

La Comisión, en uso de la facultad consignada en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, eliminó el vocablo “los” escrito antes de la palabra “cursos”, por innecesario.


- El acuerdo se adoptó con igual votación que el anterior.

Número 5)


Agrega al artículo 69 del Código Orgánico de Tribunales un inciso segundo, conforme al cual los asuntos tributarios y aduaneros no se distribuirán entre las salas por sorteo, sino que el Presidente de la Corte los asignará directamente a la sala especializada.

Este numeral no fue objeto de indicaciones ni de modificaciones.

Número 6)


Modifica el artículo 284 del Código Orgánico de Tribunales, relativo a la formación de ternas para proveer cargos del Escalafón Primario del Poder Judicial, que no sean los de ministro o fiscal judicial de la Corte Suprema. El numeral en comento incluye a los jueces tributarios y aduaneros entre los que pueden postular a formar parte de las ternas para los cargos mencionados en las letras a) y b) del citado artículo 284.


Aunque no fue objeto de indicaciones, la Comisión, haciendo uso de la facultad que reconoce el último inciso del artículo 121 del Reglamento del Senado, reformuló su redacción.


- El acuerdo respectivo fue adoptado por los Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Gómez, Muñoz, don Pedro, y Prokuriça.
ARTÍCULO SÉPTIMO


Modifica la ley N° 18.120, sobre comparecencia en juicio, para eliminar de su artículo 2° la disposición que hace excepción a la obligación de comparecer ante tribunales representado por un abogado habilitado para el ejercicio de la profesión, por procurador del número, por estudiante actualmente inscrito en tercero, cuarto o quinto año de las Escuelas de Derecho de las Facultades de Ciencias Jurídicas y Sociales de alguna de las universidades autorizadas, o por egresado de esas mismas escuelas hasta tres años después de haber rendido los exámenes correspondientes, en los asuntos de que conozca el Servicio de Impuestos Internos, salvo que tratándose de asuntos superiores a dos unidades tributarias mensuales, el Servicio exija por resolución fundada la intervención de abogados.


Como se ha dicho, el mencionado Servicio ya no conocerá asuntos judiciales y, en lo referente al patrocinio de abogado, se han sentado reglas especiales, tanto en el Código Tributario como en la Ordenanza de Aduanas.


La Comisión enmendó la remisión al artículo 2° de la ley N° 18.120, porque corresponde hacerla al inciso décimo primero y no al octavo.


- Así lo acordaron, en forma unánime y al amparo del inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, los Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Gómez, Muñoz, don Pedro, y Prokuriça.
ARTÍCULO OCTAVO


Dispone que las materias reclamables ante los Directores Regionales y los Administradores de Aduana, de conformidad con las normas del Título VI del Libro II de la Ordenanza de Aduanas, serán en adelante reclamables ante el Tribunal Tributario y Aduanero, de conformidad con las normas de esta ley.


El señor Director Nacional de Aduanas hizo presente la necesidad de agregar una norma que opere en igual sentido, respecto de las materias que correspondía conocer como tribunal a la Junta General de Aduanas, las que también pasarán a ser de competencia de los Tribunales Tributarios y Aduaneros, que conocerán de ellas conforme a las disposiciones de esta ley.


El Ejecutivo formuló al respecto la indicación complementaria N° 3).


Además, la Comisión, en uso de la atribución reconocida por el artículo 121 del Reglamento del Senado, inciso final, corrigió en el primer inciso de este ARTÍCULO la referencia al numeral 4) del ARTÍCULO TERCERO del proyecto, porque lo que corresponde luego de los cambios practicados es remitirse al numeral 5) del mismo.


- Tanto la indicación complementaria como este cambio de referencia fueron aprobados en forma unánime, por los Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Gómez, Muñoz, don Pedro, y Prokuriça.
- - - - - - - -


A continuación, la Comisión se ocupó de una indicación complementaria del Ejecutivo, signada con el número 4), que inserta en el proyecto un precepto nuevo, al que correspondió en definitiva ser ARTÍCULO NOVENO, que crea un cargo de oficial 2°, grado 12, y uno de oficial de sala, grado 16, en las plantas de las Cortes de Apelaciones de Santiago, Valparaíso, San Miguel y Concepción.


Explicaron los representantes del Ejecutivo que se trata de proveer a las necesidades generadas por la formación en los referidos tribunales de salas especializadas en materias tributarias y aduaneras.


- Fue aprobada por los Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Gómez, Muñoz, don Pedro, y Prokuriça.
- - - - - - - -

Artículo 1° transitorio


Regula la entrada en vigencia gradual de esta reforma. 


El inciso primero señala que la ley entrará en vigor en un período de cuatro años, contados desde el día primero del mes siguiente al de la fecha de su publicación.


El inciso segundo contiene un calendario de puesta en vigencia que se desarrolla en tres años: un año después de la publicación, regirá en las regiones I, II y III; dos años después de la misma fecha, en las regiones IV, VII, IX y XII, y tres años después de la publicación, en las regiones VIII, X y XI. 

Indicaciones Nos 126 a 129


De la señora Presidenta de la República, todas ellas recaen en el artículo 1° transitorio.


La número 126 reemplaza, en el inciso primero, las palabras “Esta ley entrará” por la frase “Los Artículos Primero a Noveno de la ley entrarán”. Es importante no confundir esta referencia con el articulado de la Ley Orgánica de Tribunales Tributarios y Aduaneros, contenida en el ARTÍCULO PRIMERO del proyecto.


La número 127 sustituye, en el inciso segundo, las palabras “esta ley entrará” por “dichos artículos entrarán”.


Las número 128 y 129 intercalan en el calendario las regiones XIV y XV. La primera queda ubicada en el grupo en que la reforma entrará en vigencia en tres años, contados desde la publicación de la ley, y la segunda en el grupo en que ello tendrá lugar en un año, contado de la misma manera.


El señor Director del Servicio de Impuestos Internos manifestó que las derogaciones dispuestas por este proyecto operarán según el mismo calendario de entrada en vigencia que se indica en este artículo transitorio.


- Las indicaciones Nos 126 a 129 fueron aprobadas, la primera con modificaciones para adecuarla a la numeración final de los artículos de la iniciativa, con los votos de los Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Gómez, Muñoz, don Pedro, y Prokuriça.

Indicación N° 130


De los Honorables Senadores señores Novoa y Prokuriça, para agregar al inciso final del artículo 1° transitorio, lo siguiente: “XV REGIÓN DE ARICA Y PARINACOTA y XVI REGIÓN DE LOS RÍOS”.


- Fue retirada por sus autores, pues la aprobación de las anteriores la hizo innecesaria.

Artículo 2° transitorio


Prescribe que las causas tributarias que a la fecha de entrada en funciones de los Tribunales Tributarios y Aduaneros se encuentren pendientes, serán resueltas por el respectivo Director Regional del Servicio de Impuestos Internos, de conformidad con el procedimiento vigente a la fecha de la interposición del reclamo. 


No fue objeto de indicaciones ni de modificaciones.

Artículo 3° transitorio


Dispone que en el ejercicio de las facultades a que se refiere el artículo 115
 del Código Tributario, los Directores Regionales del Servicio de Impuestos Internos no estarán sujetos a lo dispuesto en el inciso final del artículo 6° del mismo cuerpo legal. 


El citado artículo 6° señala las facultades del Director Nacional y de los Directores Regionales del Servicio. Su inciso final prescribe que los Directores Regionales, en el ejercicio de sus funciones, deberán ajustarse a las normas e instrucciones impartidas por el Director Nacional. 

Esta disposición ha merecido duros reparos, en el sentido de que resta imparcialidad al funcionario que actuando como órgano jurisdiccional debe acatar las normas e instrucciones de su superior jerárquico, que es parte en el litigio.

Indicación N° 131


De los Honorables Senadores señores Novoa y Prokuriça, para insertar en el artículo 3° transitorio una frase que especifica que esta excepción al carácter vinculante de las normas e instrucciones impartidas por el Director Nacional se aplicará respecto de las causas tributarias a que se refiere el artículo 2º transitorio, o sea, aquellas que se encuentren pendientes al entrar en funciones los Tribunales Tributarios y Aduaneros y que deben, en consecuencia, ser falladas por los Directores Regionales, conforme al procedimiento vigente a la época de interposición del reclamo.


El señor Director del Servicio de Impuestos Internos hizo presente que el texto del artículo 3° transitorio es más comprehensivo, porque se aplica de inmediato a todo tipo de causas que estén llevando los Directores Regionales. En cambo, la indicación limita su alcance únicamente a los asuntos a que se refiere el artículo 2° transitorio, o sea, a los que se encuentren pendientes de resolución, los que continuarán tramitándose según el procedimiento vigente a la fecha en que se interpuso el reclamo.


El Honorable Senador señor Prokuriça argumentó que la indicación viene a aclarar un punto importante, porque el inciso final del artículo 6° del Código Tributario no es una norma procesal y, por lo tanto, alguno podría entender que seguiría siendo aplicable por los Directores Regionales en las causas pendientes.


El Honorable Senador señor Vásquez consultó si no sería preferible enmendar derechamente el artículo 6°, inciso final, e incluir en la proscripción no sólo las normas s instrucciones, sino también las circulares y los oficios, a lo que el señor Director de Impuestos Internos respondió que no sería una solución adecuada, porque la Dirección Nacional imparte normas e instrucciones y emite circulares y oficios en ámbitos que no son el jurisdiccional, sino administrativos y operativos.


Se tuvo presente que el Tribunal Constitucional, en fallo de fecha 6 de julio de 2007, dictado en causa rol 616-2006, dictaminó que “respecto de la circunstancia de que el órgano jurisdiccional –esto es, el Director Regional del Servicio de Impuestos Internos- pudiera encontrarse sujeto a la interpretación oficial del superior jerárquico, cabe señalar que ello sólo debe entenderse exclusivamente para las facultades fiscalizadoras, esto es, administrativas, más no para las jurisdiccionales.”.

La Comisión acordó dejar constancia de que la finalidad de los artículos 2° y 3° transitorios es abolir la aplicación del mentado inciso final del artículo 6° del Código Tributario, de modo que en el ejercicio de funciones jurisdiccionales los Directores Regionales del Servicio de Impuestos Internos no quedarán sujetos a las normas e instrucciones del Director Nacional, sin excepciones.

Además, acordó hacer explícita esta finalidad en la redacción del artículo 3° transitorio, y tomando pié en la indicación, la modificó en el sentido de sustituir en dicho precepto la frase “a que se refiere el artículo 115 del Código Tributario”, que sigue a la palabra “facultades”, por el término “jurisdiccionales”, con lo que consigue el propósito que se persigue en términos aún más amplios. 


- En consecuencia, la indicación N° 131 fue aprobada en esa formulación y con esa constancia, por los Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Gómez, Muñoz, don Pedro, y Prokuriça.

Artículo 4° transitorio


De manera semejante al artículo 2° transitorio, establece que las causas que al entrar en funciones los Tribunales Tributarios y Aduaneros se hallaren pendientes ante el Director Nacional, los Directores Regionales y los Administradores de Aduana, continuarán su tramitación conforme a las normas vigentes a la fecha de presentación del reclamo.

Indicación N° 132


De la señora Presidenta de la República, mediante tres literales introduce enmiendas en el artículo 4° transitorio. 


La letra a) agrega a la Junta General de Aduanas entre los tribunales que tienen causas pendientes. La letra b) puntualiza que esos procesos seguirán siendo tramitados por la autoridad administrativa que esté conociendo de ellos. La letra c) especifica que, en caso de que los funcionarios u órganos antedichos estén conociendo un asunto por vía de apelación, serán aplicables las normas vigentes a la fecha de interposición del recurso. 


- Se aprobó con los votos de los Honorables Senadores señores Chadwick, Gómez, Muñoz, don Pedro, y Prokuriça.

- - - - - - - -

Indicación N° 133


Del Honorable Senador señor Vásquez, para insertar, a continuación del 4°, un nuevo artículo transitorio, planteado como interpretativo, el cual señala que en los casos de los artículos 21 y 22 del Código Tributario el trámite del inciso segundo del artículo 63 es obligatorio.


El artículo 21 en cuestión impone al contribuyente la carga de la prueba para acreditar la veracidad de sus declaraciones y la naturaleza de los antecedentes y el monto de las operaciones que sirvan de base para calcular un impuesto. El artículo 22 permite al Servicio de Impuestos Internos fijar los impuestos con los antecedentes de que disponga, si el contribuyente no presenta una declaración que esté obligado a hacer.


El inciso segundo del artículo 63, por su parte, faculta al Jefe de la Oficina respectiva del Servicio para citar al contribuyente, a fin de que presente una declaración o rectifique, aclare, amplíe o confirme una anterior, citación que deberá practicarse en los casos en que la ley la establezca como trámite previo.


El autor de la indicación explicó que hay casos en que el Servicio de Impuestos Internos ha sostenido que la citación previa no es obligatoria y ha obtenido jurisprudencia que acoge esa tesis, incluso en casos en que la citación efectivamente no existió. La indicación tiende a evitar la indefensión del contribuyente.


El señor Director del Servicio de Impuestos Internos sugirió incluir también una referencia al artículo 27 del Código Tributario, pues también allí se hace una remisión al artículo 63, tratándose de la valoración de bienes para efectos tributarios. En lo demás, manifestó que, a su juicio, la indicación reitera disposiciones que están vigentes.


La Comisión acogió la indicación N° 133 y la modificó, en el sentido de incorporar también en la norma interpretativa una alusión al artículo 27 ya citado, pero la incluyó en el texto como ARTÍCULO DÉCIMO, por estimar que su contenido es propio de una regla de carácter permanente.


- Concurrieron al acuerdo los Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Gómez, Muñoz, don Pedro, y Prokuriça.

- - - - - - -

Artículo 5º transitorio


Prescribe que los cargos en los Tribunales Tributarios y Aduaneros deberán proveerse entre los noventa y los treinta días anteriores a la fecha en que debe entrar a regir la nueva ley en la región respectiva.


No tuvo indicaciones ni fue modificado. 

Artículo 6º transitorio


Impone a la Academia Judicial el deber de proveer los cursos de especialización en materia tributaria y aduanera, para Ministros de Corte y Relatores.


No tuvo indicaciones ni fue modificado. 

Artículo 7º transitorio


Dispone que tanto el Servicio de Impuestos Internos como el Servicio Nación al de Aduanas deberán registrar su dirección de correo electrónico, para los efectos de las notificaciones previstas en los artículos 131 bis del Código Tributario y 127 de la Ordenanza de Aduanas, dentro del mes anterior a la entrada en funciones del respectivo tribunal.


No tuvo indicaciones ni fue modificado. 

Artículo 8º transitorio


Establece que, sin perjuicio del calendario de vigencia gradual del artículo 1º transitorio, el Título II de la ley orgánica de los Tribunales Tributarios y Aduaneros, contenida en el ARTÍCULO PRIMERO de la ley, regirá desde la publicación de este proyecto como ley. El Título en cuestión es el que crea la Unidad Administradora de los Tribunales Tributarios y Aduaneros.


A solicitud de los representantes del Ejecutivo, la Comisión, haciendo uso de la facultad prevista en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, incluyó en esta norma el numeral 7) del ARTÍCULO TERCERO del proyecto, que intercala en la Ordenanza de Aduanas un artículo 131 bis, nuevo. Este último precepto autoriza a los Directores Regionales y a los Administradores de Aduana para ordenar la devolución de derechos aduaneros pagados conforme al régimen general de importación, cuando con posterioridad a la importación se solicite la aplicación de un régimen preferencial y se acredite el origen de las mercancías; además, en el respectivo Tratado o Convenio Internacional no debe existir una norma especial diversa.

- El acuerdo fue adoptado por unanimidad, por los Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Gómez, Prokuriça y Muñoz, don Pedro.

Artículo 9º transitorio

Delega en el Presidente de la República facultades legislativas para determinar la fecha de entrada en funcionamiento la Unidad Administradora de los Tribunales Tributarios y Aduaneros y fijar la planta y la dotación máxima de personal; para determinar el sistema de remuneraciones del personal de los Tribunales Tributarios y Aduaneros, dentro de los parámetros señalados en el artículo 25 de la ley orgánica respectiva, y para dictar normas presupuestarias, de administración de bienes y demás necesarias para la adecuada instalación y funcionamiento de los Tribunales Tributarios y Aduaneros y de la Unidad Administradora de dichos tribunales.

No tuvo indicaciones ni fue modificado. 

- - - - - - - -

Indicación N° 134


De los Honorables Senadores señores Novoa y Prokuriça, para agregar un artículo transitorio nuevo, que faculta al Presidente de la República para regular, mediante decreto con fuerza de ley, el concurso a que se refiere el inciso final del artículo 5º de la Ley Orgánica de Tribunales Tributarios y Aduaneros, contenida en el ARTÍCULO PRIMERO del presente proyecto, para lo cual fija un plazo de un año contado desde la publicación de la ley.


- Fue retirada por sus autores.

Indicación N° 135


De la señora Presidenta de la República, para agregar un nuevo artículo transitorio, que adecua la tabla de subrogación de los jueces tributarios y aduaneros, consignada en el inciso primero del artículo 10 de la Ley Orgánica de Tribunales Tributarios y Aduaneros, contenida en el ARTÍCULO PRIMERO del proyecto, a la puesta en vigor gradual de la reforma que establece el artículo 1° transitorio del proyecto. 


Con tal propósito, fija reglas especiales, que tendrán aplicación durante el primer año de funcionamiento de los tribunales en los diferentes grupos de regiones, en la forma que enseguida se indica. La subrogación será recíproca entre los Tribunales Tributarios y Aduaneros de las regiones IV de Coquimbo y VII del Maule, de las regiones IX de la Araucanía y XII de Magallanes y Antártica Chilena y de las regiones IV de Coquimbo y VII del Maule. 


- Se aprobó con igual votación que la anterior. La ubicación que le correspondió en el proyecto que propone la Comisión es como artículo 10 transitorio.

- - - - - - - -


Por último, se hace presente que en las modificaciones que se pormenorizarán a continuación se incluyen numerosas correcciones menores, de carácter formal y de redacción, que se explican por sí solas y sería largo detallar en este informe.

- - - - - - - 

MODIFICACIONES


Como consecuencia de las deliberaciones y acuerdos que quedan descritos, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento propone al Senado aprobar las enmiendas al proyecto de ley de la Cámara de Diputados que se señalan a continuación; se destacan en negrilla los cambios respecto del proyecto aprobado por la Comisión de Hacienda del Senado:

- - - - - - - -


- Insertar al inicio el siguiente ARTÍCULO PRIMERO, nuevo:


“ARTICULO PRIMERO.- Fíjase el siguiente texto de la Ley Orgánica de Tribunales Tributarios y Aduaneros: 

“LEY ORGÁNICA DE TRIBUNALES TRIBUTARIOS Y ADUANEROS

TÍTULO I

De los Tribunales Tributarios y Aduaneros


Artículo 1º.- Los Tribunales Tributarios y Aduaneros son órganos jurisdiccionales letrados, especiales e independientes en el ejercicio de su ministerio, cuyas funciones, en el ámbito de su territorio, son:


1°.- Resolver las reclamaciones que presenten los contribuyentes, de conformidad al Libro Tercero del Código Tributario;


2°.- Conocer y fallar las denuncias a que se refiere el artículo 161 del Código Tributario y los reclamos por denuncias o giros contemplados en el número tercero del artículo 165 del mismo cuerpo legal;


3°.- Resolver las reclamaciones presentadas conforme al Título VI del Libro II de la Ordenanza de Aduanas y las que se interpongan de acuerdo a lo dispuesto en los artículos 186 y 187 de esa Ordenanza;
(Indicación N° 1, unanimidad 5 x 0).


4°.- Disponer en los fallos que se dicten, la devolución y pago de las sumas solucionadas indebidamente o en exceso a título de impuestos, reajustes, intereses, sanciones, costas u otros gravámenes; 


5°.- Resolver las incidencias que se promuevan durante la gestión de cumplimiento administrativo de las sentencias;


6°.- Conocer del procedimiento especial de reclamo por vulneración de derechos a que se refiere el Párrafo 2° del Título III del Libro Tercero del Código Tributario;

7°.- Conocer del procedimiento especial de reclamo por vulneración de derechos establecido en el Párrafo 4 del Título VI del Libro II de la Ordenanza de Aduanas, y 


8°.- Conocer de las demás materias que señale la ley.
(Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5 x 0). 
Artículo 2°.- Para los fines de la presente ley, del Código Tributario, de la Ordenanza de Aduanas y demás leyes tributarias y aduaneras, salvo que de sus textos se desprenda un significado distinto, se entenderá por "Juez Tributario y Aduanero", el titular del Tribunal Tributario y Aduanero correspondiente al territorio jurisdiccional respectivo.

En el caso de los Tribunales Tributarios y Aduaneros en que existan ambos cargos, las referencias de esta ley al “Secretario Abogado”, se entenderán realizadas, indistintamente, al “Secretario Abogado Tributario” y al “Secretario Abogado Aduanero”. 

Artículo 3°.- Créase un Tribunal Tributario y Aduanero con asiento en cada una de las siguientes comunas del territorio de la República, con la jurisdicción territorial que en cada caso se indica: 

Arica, con un juez, cuyo territorio jurisdiccional será el de la Decimoquinta Región de Arica y Parinacota.

(Indicación N° 4, unanimidad 4 x 0). 

Iquique, con un juez, cuyo territorio jurisdiccional será el de la Primera Región de Tarapacá.

Antofagasta, con un juez, cuyo territorio jurisdiccional será el de la Segunda Región de Antofagasta.
Copiapó, con un juez, cuyo territorio jurisdiccional será el de la Tercera Región de Atacama.
La Serena, con un juez, cuyo territorio jurisdiccional será el de la Cuarta Región de Coquimbo.
Valparaíso, con un juez, cuyo territorio jurisdiccional será el de la Quinta Región de Valparaíso.
Rancagua, con un juez, cuyo territorio jurisdiccional será el de la Sexta Región del Libertador General Bernardo O’Higgins.
Talca, con un juez, cuyo territorio jurisdiccional será el de la Séptima Región del Maule.
Concepción, con un juez, cuyo territorio jurisdiccional será el de la Octava Región del Bío Bío.
Temuco, con un juez, cuyo territorio jurisdiccional será el de la Novena Región de La Araucanía.
Valdivia, con un juez, cuyo territorio jurisdiccional será el de la Decimocuarta Región de los Ríos.
(Indicaciones Nos 5 y 6, unanimidad 4 x 0). 
Puerto Montt, con un juez, cuyo territorio jurisdiccional será el de la Décima Región de Los Lagos.
Coyhaique, con un juez, cuyo territorio jurisdiccional será el de la Undécima Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo.
Punta Arenas, con un juez, cuyo territorio jurisdiccional será el de la Duodécima Región de Magallanes y de la Antártica Chilena.
Con asiento en la Región Metropolitana de Santiago, créanse los siguientes Tribunales Tributarios y Aduaneros:
Primer Tribunal, con un juez, cuyo territorio jurisdiccional será el de las comunas de Santiago, Independencia y Recoleta.

Segundo Tribunal, con un juez, cuyo territorio jurisdiccional será el de las comunas de Cerro Navia, Colina, Curacaví, Estación Central, Huechuraba, Lampa, Lo Prado, Pudahuel, Quilicura, Quinta Normal, Renca, Til Til, Conchalí, Maipú, Cerrillos, Padre Hurtado, Peñaflor, Talagante, El Monte, Melipilla, San Pedro, Alhué y María Pinto.
Tercer Tribunal, con un juez, cuyo territorio jurisdiccional será el de las comunas de San Miguel, La Cisterna, San Joaquín, Pedro Aguirre Cerda, Lo Espejo, La Granja, San Ramón, La Pintana, San Bernardo, Calera de Tango, Buin, Paine y El Bosque.
Cuarto Tribunal, con dos jueces, cuyo territorio jurisdiccional abarca el de las comunas de Providencia, Las Condes, Vitacura, Lo Barnechea, Ñuñoa, La Reina, Macul, Peñalolén, La Florida, Puente Alto, Pirque y San José de Maipo.
La distribución de las causas entre los jueces del Cuarto Tribunal se realizará de acuerdo a un procedimiento objetivo y general, que deberá ser establecido mediante Auto Acordado por la Corte de Apelaciones de Santiago.
Respecto de las materias señaladas en los números 3° y 7° del artículo 1°, y las de carácter aduanero de los números 4º, 5º y 8° del mismo artículo, cuyo conocimiento corresponda a los Tribunales de la Región Metropolitana, sólo será competente el Primer Tribunal, cuyo territorio jurisdiccional, para estos efectos, comprenderá toda la Región.

(Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 4 x 0). 

Artículo 4°.- Los Tribunales Tributarios y Aduaneros tendrán las siguientes plantas:
(Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 4 x 0). 

TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO I REGIÓN

	Cargos
	N° de cargos

	Juez Tributario y Aduanero
	1

	Secretario Abogado Tributario
	1

	Secretario Abogado Aduanero
	1

	Resolutor
	3

	Profesional Experto
	2

	Administrativo
	1

	Auxiliar
	1

	Total planta
	10


(Indicación N° 7, unanimidad 4 x 0). 

TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO II, III, IV, XII, XIV y XV REGIONES

(Indicación N° 8, unanimidad 4 x 0). 

	Cargos
	Nº de Cargos

	Juez Tributario y Aduanero
	1

	Secretario Abogado
	1

	Profesional Experto
	1

	Administrativo
	1

	Auxiliar
	1

	Total planta
	5


TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO V REGIÓN

	Cargos
	Nº de Cargos

	Juez Tributario y Aduanero
	1

	Secretario Abogado Tributario
	1

	Secretario Abogado Aduanero
	1

	Resolutor
	6

	Profesional Experto
	2

	Administrativo
	2

	Auxiliar
	1

	Total planta
	14


TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO VI, VII, IX Y X REGIONES
	Cargos
	Nº de Cargos

	Juez Tributario y Aduanero
	1

	Secretario Abogado
	1

	Resolutor
	1

	Profesional Experto
	1

	Administrativo
	1

	Auxiliar
	1

	Total planta
	6


PRIMER TRIBUNAL REGIÓN METROPOLITANA DE SANTIAGO
	Cargos
	Nº de Cargos

	Juez Tributario y Aduanero
	1

	Secretario Abogado Tributario
	1

	Secretario Abogado Aduanero
	1

	Resolutor
	7

	Profesional Experto
	2

	Administrativo
	2

	Auxiliar
	1

	Total planta
	15


CUARTO TRIBUNAL REGIÓN METROPOLITANA DE SANTIAGO
	Cargos
	Nº de Cargos

	Juez Tributario
	2

	Secretario Abogado
	1

	Resolutor
	4

	Profesional Experto
	3

	Administrativo
	2

	Auxiliar
	1

	Total planta
	13


TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO VIII REGIÓN; Y SEGUNDO Y TERCER TRIBUNAL REGIÓN METROPOLITANA DE SANTIAGO

	Cargos
	Nº de Cargos

	Juez Tributario y Aduanero
	1

	Secretario Abogado
	1

	Resolutor
	3

	Profesional Experto
	1

	Administrativo
	2

	Auxiliar 
	1

	Total planta
	9


TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO XI REGIÓN

	Cargos
	Nº de Cargos

	Juez Tributario y Aduanero
	1

	Secretario Abogado
	1

	Administrativo
	1

	Auxiliar
	1

	Total planta
	4


(Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 4 x 0).

Adicionalmente, cuando las necesidades de estos tribunales lo requieran, se podrá contratar personal bajo el régimen de contrata, salvo que se trate de servicios específicos, los que serán pagados a suma alzada. En ambos casos se requerirá la autorización previa de la Unidad Administradora a que se refiere el Título II y contar con disponibilidad presupuestaria. La contratación de este personal se efectuará por la mencionada Unidad. 

(Indicación N° 9 e indicación complementaria del Ejecutivo N° 1), letra a), unanimidad 4 x 0). 

Artículo 5°.- El Juez Tributario y Aduanero y el Secretario Abogado del Tribunal Tributario y Aduanero serán nombrados por el Presidente de la República, de una terna propuesta por la respectiva Corte de Apelaciones.

La Corte formará la terna correspondiente de una lista de un mínimo de cinco y un máximo de diez nombres, que le será propuesta por el Consejo de Alta Dirección Pública con sujeción al procedimiento establecido para el nombramiento de altos directivos públicos del primer nivel jerárquico, contenido en el Párrafo 3° del Título VI de la ley N° 19.882, con las modificaciones siguientes:

a) El perfil profesional de competencias y aptitudes del cargo concursado será definido por el Consejo.

b) De no haber al menos cinco candidatos al cargo que cumplan los requisitos para integrar la nómina, el Consejo podrá ordenar que se efectúe un nuevo concurso para conformar o completar la lista, según corresponda.

La Corte de Apelaciones respectiva podrá rechazar, en forma fundada y por una sola vez, todos o algunos de los nombres contenidos en la lista que se le presente. Si el número de nombres restantes fuere inferior a cinco, la Corte comunicará el hecho al Consejo, para que complete la nómina llamando a un nuevo concurso, en el cual no podrán participar las personas que fueron rechazadas. 

Para conformar la terna para el cargo de juez tributario y aduanero, los postulantes deberán ser recibidos por el pleno de la Corte de Apelaciones en una audiencia pública citada especialmente al efecto. Cada Corte establecerá la forma en que se desarrollará esta audiencia.

El resto del personal de los Tribunales Tributarios y Aduaneros será nombrado por el Presidente de la Corte de Apelaciones respectiva, previo concurso público efectuado conforme a las normas del Párrafo 1° del Título II del Estatuto Administrativo, ley N° 18.834, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005. Las funciones que el artículo 21 de dicho cuerpo legal asigna al Comité de Selección serán desempeñadas por la Unidad Administradora a que se refiere el Título II de la presente ley. 
(Indicaciones Nos 11, 12 y 13, unanimidad 4 x 0; indicación N° 14, unanimidad 5 x 0, e indicación complementaria del Ejecutivo N° 1), letra b)). 
Artículo 6°.- Para los cargos de Juez Tributario y Aduanero y Secretario Abogado será requisito, además de poseer título de abogado, haber ejercido la profesión un mínimo de cinco años, tener conocimientos especializados o experiencia en materias tributarias o aduaneras. En el caso de los secretarios abogados, se podrá requerir específicamente conocimientos o experiencia en materias tributarias o aduaneras, según el cargo que se trata de proveer.
(Indicación N° 15, unanimidad 4 x 0). 

Los resolutores deberán poseer título de abogado. 

Los profesionales expertos deberán poseer un título profesional de una carrera de a lo menos diez semestres de duración, otorgado por una universidad del Estado o reconocida por éste, preferentemente de abogado, contador auditor o de ingeniero comercial, con conocimientos especializados en materia tributaria. 
(Artículo Reglamento del Senado, unanimidad 4 x 0). 
No obstante, a lo menos un profesional experto de los Tribunales Tributarios y Aduaneros de la I Región, de la V Región y del Primer Tribunal de la Región Metropolitana, deberán acreditar conocimientos en materias aduaneras.
(Indicación N° 17, unanimidad 4 x 0).

Artículo 7°.- Antes de asumir sus funciones, los Jueces Tributarios y Aduaneros prestarán juramento o promesa de guardar la Constitución y las leyes de la República ante el Presidente de la respectiva Corte de Apelaciones. 
Artículo 8°.- Los Jueces Tributarios y Aduaneros son personalmente responsables por los delitos de cohecho, falta de observancia en materia sustancial de las leyes que reglan el procedimiento, denegación y torcida administración de justicia y, en general, de toda prevaricación en que incurran en el desempeño de sus funciones.

Permanecerán en sus cargos durante su buen comportamiento. No obstante lo anterior, cesarán en sus funciones al cumplir 75 años de edad; o por renuncia o incapacidad legal sobreviniente o en caso de ser depuestos de sus destinos, por causa legalmente sentenciada.

En todo caso, la Corte Suprema, por requerimiento del Presidente de la República, a solicitud de parte interesada, o de oficio, podrá declarar que los jueces no han tenido buen comportamiento y, previo informe del inculpado y de la Corte de Apelaciones respectiva, en su caso, acordar su remoción por la mayoría del total de sus componentes. Estos acuerdos se comunicarán al Presidente de la República para su cumplimiento.

(Indicación N° 21, unanimidad 5 x 0). 

Artículo 9°.- Los Jueces Tributarios y Aduaneros podrán perder su competencia para conocer determinados negocios por implicancia o recusación declaradas, en virtud de las causales contempladas en los artículos 195 y 196 del Código Orgánico de Tribunales. Para estos efectos se aplicarán, en lo que sea pertinente, los artículos 199 a 202, 204 y 205 del mismo Código. 
Artículo 10.- La subrogación del Juez Tributario y Aduanero corresponderá al funcionario que se desempeñe como Secretario Abogado del mismo Tribunal. A falta o inhabilidad de éste, corresponderá la subrogación al resolutor o profesional experto que sea abogado, y si hubiere más de uno, al más antiguo. Si hay dos o más que cumplan con esta condición, corresponderá la subrogación a aquel de ellos que el juez respectivo haya determinado.

En el caso de los Tribunales Tributarios y Aduaneros con más de un Secretario Abogado, subrogará el más antiguo o el que el juez señale. 

A falta o inhabilidad de todos los anteriores, subrogará el Secretario Abogado del Tribunal Tributario y Aduanero que se indica en la tabla siguiente. A falta o inhabilidad del Secretario Abogado de este último Tribunal, subrogará el Juez del mismo.

	XVª Región
	Iª Región

	IIª Región
	IIIª Región

	IVª Región
	Vª Región

	VIª Región
	VIIª Región

	VIIIª Región
	IXª Región

	Xª Región
	XIVª Región

	XIª Región
	XIIª Región

	1° Tribunal Región Metropolitana
	4° Tribunal Región Metropolitana

	2° Tribunal Región Metropolitana
	3° Tribunal Región Metropolitana


(Indicaciones Nos 24 y 25, unanimidad 4 x 0). 
En el caso de los Tribunales Tributarios y Aduaneros con más de un Juez, a falta o inhabilidad del Secretario, antes de aplicar las reglas precedentes, subrogará el otro juez del mismo Tribunal.
(Indicación N° 26, unanimidad 4 x 0). 
Artículo 11.- A los Jueces Tributarios y Aduaneros y Secretarios Abogados, les son aplicables los deberes, prohibiciones e inhabilidades a que se refieren los artículos 316 a 323 ter del Número 7 del Título X del Código Orgánico de Tribunales.

Artículo 12.- El Juez Tributario y Aduanero será calificado dentro del mes de enero de cada año por la Corte de Apelaciones que ejerza jurisdicción en el lugar donde aquél tenga su oficio. Para estos efectos, el Juez Tributario y Aduanero, en forma trimestral, remitirá a la Corte respectiva un informe de la gestión del Tribunal a su cargo.

El informe de la gestión del Tribunal Tributario y Aduanero deberá remitirse a la respectiva Corte dentro de los primeros diez días hábiles de los meses de enero, abril, julio y octubre de cada año y contendrá, al menos, los siguientes datos del trimestre anterior:

1.- Número y cuantía de causas ingresadas, en total y por materia reclamada;

2.- Número y cuantía de causas falladas, en total y por materia reclamada;

3.- Tiempos medios de demora de los procesos fallados; y
4.- Número y cuantía de causas pendientes, en total y por materia reclamada.

Sin perjuicio de lo anterior, para efectuar la calificación, la Corte podrá requerir otros informes sobre cursos de capacitación realizados por el Juez; cumplimiento de horarios de ingreso, salida y permanencia en el lugar de trabajo; y sobre ausencias injustificadas u otros antecedentes.

En contra de la calificación efectuada por la Corte, podrá el Juez Tributario y Aduanero interponer el recurso de apelación para ante la Corte Suprema dentro del plazo de cinco días hábiles. Una vez firme la resolución de calificación, las Cortes de Apelaciones enviarán los antecedentes respectivos a la Corte Suprema para que, cuando proceda, formule la declaración de mal comportamiento a que se refiere el inciso tercero del artículo 80 de la Constitución Política de la República y acuerde la remoción del juez afectado.

Los demás funcionarios del Tribunal Tributario y Aduanero serán calificados por el Juez respectivo, dentro del mes de enero de cada año. Las apelaciones en contra de esta calificación se interpondrán dentro del plazo de cinco días hábiles y serán conocidas por el pleno de la Corte de Apelaciones respectiva.
(Indicaciones Nos 31 y 32, unanimidad 5 x 0). 
En lo no regulado por esta ley, el régimen de calificación del personal perteneciente a los Tribunales Tributarios y Aduaneros, se regirá por las normas del Número 3 del Título X del Código Orgánico de Tribunales.
Artículo 13.- El uso del feriado y de permisos por parte del Juez Tributario y Aduanero deberá ser autorizado por el Presidente de la respectiva Corte de Apelaciones. En el caso de los demás funcionarios del tribunal, la autorización deberá ser dada por el correspondiente Juez Tributario y Aduanero.

Artículo 14.- Son funciones de los Secretarios Abogados:
1°.- Subrogar al Juez Tributario y Aduanero en los términos expresados en el artículo 10;

2°.- Asesorar al Juez Tributario y Aduanero en el ejercicio de su ministerio;

3°.- Velar por que se efectúen las notificaciones en la forma que señala la ley y por que se deje testimonio de ellas en el expediente. Para la ejecución de estas tareas podrá designar a uno o más abogados resolutores o profesionales expertos, y
(Indicación N° 34, unanimidad 5 x 0). 

4°.- Ejercer las demás tareas que le sean asignadas por el Juez Tributario y Aduanero.

Artículo 15.- Corresponde a los Resolutores y Profesionales Expertos:

1°.- Asesorar al Juez Tributario y Aduanero en el ejercicio de su ministerio; 

2°.- Actuar como ministros de fe en la recepción de la prueba testimonial y en las audiencias de absolución de posiciones y designación de peritos, y

3°.- Ejercer las demás tareas que le sean asignadas por el Juez Tributario y Aduanero.

Artículo 16.- Los funcionarios del Tribunal Tributario y Aduanero tendrán prohibición de ejercer libremente su profesión u otra actividad remunerada, y de ocupar cargos directivos, ejecutivos y administrativos en otras entidades, sea que persigan o no fines de lucro.

No obstante lo dispuesto en el inciso anterior, el desempeño como funcionario del Tribunal Tributario y Aduanero será compatible con los cargos docentes, hasta un máximo de seis horas semanales. 

Artículo 17.- En todo lo no previsto por esta ley, el personal de los Tribunales Tributarios y Aduaneros se regirá por las normas de la Ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo, salvo en aquello que sea incompatible con la naturaleza de su función.
TITULO II

De la Unidad Administradora
Artículo 18.- Créase la Unidad Administradora de los Tribunales Tributarios y Aduaneros.

Esta Unidad será un órgano funcionalmente desconcentrado de la Subsecretaría de Hacienda, conforme a lo dispuesto en el artículo 33 de la ley Nº 18.575, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de 2001, y a las normas de la presente ley. No obstante, en el ejercicio de las atribuciones radicadas por ley en su esfera de competencia, no comprometerá sino los recursos y bienes afectos al cumplimiento de sus fines propios a que se refieren los artículos siguientes. 
(Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 3 x 0). 
Artículo 19.- Corresponderá a la Unidad Administradora la gestión administrativa de los Tribunales Tributarios y Aduaneros. Respecto de ellos tendrá las siguientes funciones:
1°.- Pago de servicios y de las remuneraciones del personal de los Tribunales Tributarios y Aduaneros;
2°.- Provisión de inmuebles;
3°.- Abastecimiento de materiales de trabajo y mobiliario; 
4°.- Suministro y soporte de los medios informáticos, red computacional y del sitio en Internet de los Tribunales Tributarios y Aduaneros;
(Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 3 x 0). 
5°.- Ejecución de la administración financiera de los tribunales. A este efecto, cuando así se le requiera, podrá poner fondos a disposición de los mismos. Los tribunales deberán rendir, ante ella, cuenta detallada de la inversión de estos fondos, debiendo la Unidad llevar una cuenta para este fin;

6°.- La organización de cursos y conferencias destinados al perfeccionamiento del personal de los Tribunales Tributarios y Aduaneros, y
7°.- Todas las demás necesarias para el correcto funcionamiento administrativo de los Tribunales Tributarios y Aduaneros.

Artículo 20.- La Unidad estará a cargo de un Jefe que tendrá las atribuciones a que se refiere el artículo 22 y será nombrado de acuerdo a las normas de la ley N° 19.882, sobre altos directivos públicos del primer nivel jerárquico. 

(Indicación complementaria del Ejecutivo N° 1), letra b), unanimidad 3 x 0).

Los mecanismos y procedimientos de coordinación y relación entre el Jefe de la Unidad y el Subsecretario de Hacienda se regirán por lo establecido en la ley.

Artículo 21.- Para el cargo de Jefe de Unidad será requisito poseer un título profesional otorgado por una universidad del Estado o reconocida por éste de una carrera de a lo menos diez semestres de duración.
Artículo 22.- En el Jefe de la Unidad estarán radicadas las funciones de dirección, organización y administración de la misma y, en consecuencia, le corresponden las siguientes atribuciones, responsabilidades y obligaciones:

a) Diseñar y desarrollar programas que promuevan la más eficiente administración de los recursos asignados;

b) Representar a la Unidad en todos los asuntos;

c) Ejecutar los actos y celebrar los contratos que estime necesarios para el cumplimiento de los fines de la Unidad y, entre otros, comprar, construir, reparar, arrendar, mantener y administrar toda clase de bienes muebles e inmuebles con sujeción a las disponibilidades presupuestarias;

d) Responder directamente de los fondos puestos a su disposición; 
e) Dar cuenta pública, en el mes de marzo de cada año, de la gestión efectuada el año anterior. Esta cuenta se dará ante las Comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados.

(Indicación complementaria del Ejecutivo N° 1), letra b), unanimidad 3 x 0).

f) Las demás atribuciones y deberes que le asignen las leyes.
Artículo 23.- La Unidad Administradora mantendrá dos cuentas corrientes bancarias a su nombre. Una de éstas se utilizará para los fines propios de la administración operativa de los Tribunales Tributarios y Aduaneros, y la otra, se empleará para todos los fines judiciales.

Artículo 24.- La Ley de Presupuestos del Sector Público deberá consultar anualmente, en forma global, los recursos necesarios para el funcionamiento de los Tribunales Tributarios y Aduaneros. Para estos efectos, el Jefe de la Unidad Administradora comunicará a la Subsecretaría de Hacienda las necesidades presupuestarias, dentro de los plazos y de acuerdo a las modalidades establecidas para los organismos de la Administración del Estado.
TITULO III
De la Planta y Remuneraciones del Personal de los Tribunales Tributarios y Aduaneros
Artículo 25.- La planta de personal de los Tribunales Tributarios y Aduaneros estará constituida por los siguientes cargos y grados, a los que corresponderá un nivel remuneratorio equivalente a los de la Escala de Sueldos Bases Mensuales del Personal del Poder Judicial, incluidas todas las asignaciones inherentes al respectivo cargo:

	Cargos
	Nº de Cargos
	Grados

	Juez Tributario y Aduanero
	19
	V

	Secretario Abogado
	21
	VII

	Resolutor
	33
	X

	Profesional Experto 
	22
	X

	Administrativo
	24
	XVII

	Auxiliar
	18
	XX

	Total planta
	137.”.
	


(Indicación N° 39, unanimidad 4 x 0). 
- - - - - - - -

Artículo 1°

Pasa a ser ARTÍCULO SEGUNDO, con las siguientes enmiendas:


- Sustituir el número 1), por el siguiente:

“1) Modifícase la letra B del artículo 6º de la siguiente manera:
a) Agrégase en el Nº 5°, a continuación del punto final, el siguiente párrafo segundo, nuevo: 
“Sin embargo, el Director Regional no podrá resolver peticiones administrativas que contengan las mismas pretensiones planteadas previamente por el contribuyente en sede jurisdiccional.”.

(Indicación N° 40, unanimidad 4 x 0). 
b) Reemplázase el N° 6°, por el siguiente: 


“6°.- Disponer el cumplimiento administrativo de las sentencias dictadas por los Tribunales Tributarios y Aduaneros, que incidan en materias de su competencia.”.”.


- Eliminar el número 2). 


- Sustituir el número 3), que pasa a ser número 2), por el siguiente:

“2) Sustitúyese en el inciso segundo del artículo 24, la expresión “sesenta días” por “noventa días”, y la oración “sólo una vez que la Dirección Regional se haya pronunciado sobre el reclamo o deba éste entenderse rechazado de conformidad al artículo 135 o en virtud de otras disposiciones legales”, por la frase “notificado que sea el fallo pronunciado por el Tribunal Tributario y Aduanero”.”. 

(Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 4 x 0). 

- En el número 5), que pasa a ser número 4), reemplazar las palabras “ciento veinte” por “noventa”.

(Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 4 x 0)

- - - - - - - -


- Insertar a continuación, como número 5), nuevo, el siguiente: 

“5) Agrégase el siguiente artículo 59 bis:


"Artículo 59 bis.- Será competente para conocer de todas las actuaciones de fiscalización posteriores, la Unidad del Servicio que practicó al contribuyente una notificación de conformidad a lo dispuesto en el número 1° del artículo único de la Ley N° 18.320, o una citación según lo dispuesto en el artículo 63.”.
- - - - - - - - -


- En el número 6), sustituir la forma verbal “suprímase” por “suprímese”.

(Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 4 x 0). 

- El número 7) es sustituido como sigue:

“7) Reemplázase en el artículo 105, inciso primero, las palabras "por el Servicio", por la frase "administrativamente por el Servicio o por el Tribunal Tributario y Aduanero,".”.
(Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 4 x 0). 

- En el número 8), sustituir las palabras “Servicio imponga” y “expresión”, por la frase “Servicio o el Tribunal Tributario y Aduanero impongan” y “frase”, respectivamente.

(Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 4 x 0). 

- El número 9) es reemplazado por el siguiente:


“9) Derógase el artículo 113.”.


- Sustituir el número 10) por el que se indica a continuación:

“10) Reemplázase la denominación del LIBRO TERCERO, por la siguiente: "De la competencia para conocer de los asuntos contenciosos tributarios, de los procedimientos y de la prescripción". Asimismo, sustitúyese la denominación del TITULO I del LIBRO TERCERO, por la siguiente: "De la competencia para conocer de los asuntos contenciosos tributarios".”.


- Reemplazar el número 11) por el que  sigue:
“11) Modifícase el artículo 115, de la siguiente manera:
a) Reemplázase en el inciso primero, la expresión "Director Regional", por las palabras "Tribunal Tributario y Aduanero".

b) Sustitúyese en el inciso segundo, la expresión "Director Regional", las primeras dos veces que aparece en el texto, por la expresión "Tribunal Tributario y Aduanero cuyo territorio jurisdiccional corresponda al", y la tercera vez que se menciona, por las palabras “Tribunal Tributario y Aduanero”. Asimismo, reemplázase la palabra “tenga” por “tenía” y suprímese la expresión “que reclame”. 

c) Sustitúyese en el inciso tercero, la expresión "Director Regional" por "Tribunal Tributario y Aduanero", y agrégase, a continuación del punto final (.) que pasa a ser punto seguido (.), lo siguiente: "Sin embargo, en los casos a que se refieren los números 1° y 2° del artículo 165, la aplicación administrativa de las sanciones corresponderá al Director Regional del domicilio del infractor.".


d) Intercálase en el inciso cuarto, a continuación de la palabra "Regional" la expresión "o Tribunal Tributario y Aduanero, según corresponda,".”.

- Sustituir el número 12) por el siguiente:

“12) Introdúcese el siguiente artículo 116:

“Artículo 116.- El Director Regional podrá delegar en funcionarios del Servicio la aplicación de las sanciones que correspondan a su competencia.".”.

(Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 4 x 0). 
- - - - - - - -


- Intercalar a continuación los siguientes números 13) y 14), nuevos:
“13) Agrégase el siguiente artículo 117:

“Artículo 117.- La representación del Fisco en los procesos jurisdiccionales seguidos en conformidad a los Títulos II, III y IV de este Libro, corresponderá exclusivamente al Servicio, que para todos los efectos legales, tendrá la calidad de parte. Si éste lo considera necesario podrá requerir la intervención del Consejo de Defensa del Estado ante los tribunales superiores de justicia. 

Los Directores Regionales, dentro de los límites de sus respectivas jurisdicciones territoriales, tendrán la representación del Servicio para los fines señalados en el inciso anterior, sin perjuicio de las facultades del Director, quien podrá en cualquier momento asumir dicha representación.”.


14) Derógase el artículo 119.”.
- - - - - - - -


- El número 13) pasa a ser número 15), reemplazado por el que sigue:

“15) Modifícase el artículo 120, de la siguiente forma:
a) Reemplázase en el inciso primero, la expresión "Director Regional" por "Tribunal Tributario y Aduanero".

b) Sustitúyese el inciso segundo, por el siguiente:

“Conocerá de estos recursos la Corte de Apelaciones en cuyo territorio jurisdiccional tenga asiento el Tribunal Tributario y Aduanero que dictó la resolución apelada.”.

c) Suprímese el inciso tercero.


d) En el inciso cuarto, reemplázase la expresión “a los artículos 117 y”, por “al artículo”.”.

- El número 14) pasa a ser número 16), sustituido por el siguiente:

“17) Sustitúyese en el artículo 121, inciso primero, la expresión "Director Regional o quien haga sus veces" por "Tribunal Tributario y Aduanero".”.


- El número 15) pasa a ser número 17), reemplazado por el que se señala enseguida:

“16) Incorpórase el siguiente artículo 123 bis:

(Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 4 x 0). 

“Artículo 123 bis.- Respecto de los actos a que se refiere el artículo 124, será procedente el recurso de reposición administrativa, en conformidad a las normas del Capítulo IV de la ley 
N° 19.880, con las siguientes modificaciones:

a) El plazo para presentar la reposición será de quince días.
b) La reposición se entenderá rechazada en caso de no encontrarse notificada la resolución que se pronuncia sobre ella dentro del plazo de cincuenta días contados desde su presentación.

c) La presentación de la reposición no interrumpirá el plazo para la interposición de la reclamación judicial contemplada en el artículo siguiente.

No serán procedentes en contra de las actuaciones a que se refiere el inciso primero los recursos jerárquico y extraordinario de revisión.


Los plazos a que se refiere este artículo se regularán por lo señalado en la ley N° 19.880.”.”.


- El número 16) pasa a ser número 18), sustituido por el siguiente:

“18) Reemplázase en el inciso tercero del artículo 124, la expresión “sesenta”, las dos veces que aparece en el texto, por la palabra “noventa”.”.


- El número 17) pasa a ser número 19), reemplazado por el que se indica a continuación:
“19) Modifícase el artículo 125, en la forma siguiente:

a) Agrégase, en el inciso primero, el siguiente número 1°, nuevo, pasando los actuales 1°, 2° y 3°, a ser 2°, 3° y 4°, respectivamente:
“1° Consignar el nombre o razón social, número de Rol Único Tributario, domicilio, profesión u oficio del reclamante y, en su caso, de la o las personas que lo representan y la naturaleza de la representación.".
b) Reemplázase el inciso final, por el siguiente:


“Si no se cumpliere con los requisitos antes enumerados, el Juez Tributario y Aduanero dictará una resolución, ordenando que se subsanen las omisiones en que se hubiere incurrido, dentro del plazo que señale el tribunal, el cual no podrá ser inferior a tres días, bajo apercibimiento de tener por no presentada la reclamación. Respecto de aquellas causas en que se permita la litigación sin patrocinio de abogado, dicho plazo no podrá ser inferior a quince días.”.”.


- El número 18) pasa a ser número 20), sustituido por el que se indica a continuación:

“20) Intercálase en el inciso primero del artículo 127, a continuación de la coma que sigue a la palabra "plazo", la expresión "y conjuntamente con la reclamación,".”.

- El número 19) pasa a ser número 21), reemplazado como sigue:

“21) Reemplázase el artículo 129, por el siguiente:

“Artículo 129.- En las reclamaciones a que se refiere el presente Título, sólo podrán actuar las partes por sí o por medio de sus representantes legales o mandatarios. 

Las partes deberán comparecer en conformidad a la normas establecidas en la ley N° 18.120, salvo que se trate de causas de cuantía inferior a treinta y dos unidades tributarias mensuales, en cuyo caso podrán comparecer sin patrocinio de abogado.”.”.
(Indicación N° 50, unanimidad 5 x 0). 


- El número 20) pasa a ser número 22), sustituido por el que se señala a continuación:

“22) Reemplázase el artículo 130, por el siguiente:

“Artículo 130.- El Tribunal Tributario y Aduanero llevará los autos en la forma ordenada en los artículos 29 y 34 del Código de Procedimiento Civil. Durante la tramitación, sólo las partes podrán imponerse de ellos.”.”.

- - - - - - - -


- Intercalar luego los siguientes números 23) y 24), nuevos:

“23) Sustitúyese, en el artículo 131, la palabra "Servicio", por "Tribunal Tributario y Aduanero".
24) Agrégase el siguiente artículo 131 bis:

"Artículo 131 bis.- Las resoluciones que dicte el Tribunal Tributario y Aduanero se notificarán a las partes mediante la publicación de su texto íntegro en el sitio en Internet del Tribunal. 

Se dejará testimonio en el expediente y en el sitio en Internet de haberse efectuado la publicación y de su fecha. Los errores u omisiones en dichos testimonios no invalidarán la notificación.
Las notificaciones al reclamante de las sentencias definitivas, de las resoluciones que reciben la causa a prueba y de aquellas que declaren inadmisible un reclamo, pongan término al juicio o hagan imposible su continuación, serán efectuadas por carta certificada. Del mismo modo lo serán aquellas que se dirijan a terceros ajenos al juicio. En estos casos, la notificación se entenderá practicada al tercer día contado desde aquél en que la carta fue expedida por el tribunal. Sin perjuicio de lo anterior, dichas resoluciones serán igualmente publicadas del modo que se establece en el inciso primero. En todo caso, la falta de esa publicación no anulará la notificación. 

Para efectos de las notificaciones a que se refiere el inciso anterior, el reclamante deberá designar, en la primera gestión que realice ante el Tribunal, un domicilio dentro del radio urbano de una localidad ubicada en alguna de las comunas de la Región sobre cuyo territorio aquél ejerce competencia, y esta designación se considerará subsistente mientras no haga otra, aun cuando de hecho cambie su morada. Si se omite efectuar esta designación, el Tribunal dispondrá que ella se realice en un plazo de cinco días, bajo apercibimiento de que estas notificaciones se efectúen de conformidad con lo dispuesto en el inciso primero.

Cualquiera de las partes podrá solicitar para sí el aviso, mediante correo electrónico, del hecho de haber sido notificada de una o más resoluciones. En todo caso, la falta de este aviso no anulará la notificación.


La notificación al Servicio de la resolución que le confiere traslado del reclamo del contribuyente se efectuará por correo electrónico, a la dirección que el respectivo Director Regional deberá registrar ante el Tribunal Tributario y Aduanero de su jurisdicción. La designación de la dirección de correo electrónico se entenderá vigente mientras no se informe al tribunal de su modificación.”.”.

(Indicaciones Nos 51, 54, 55, 56 y 59, unanimidad 5 x 0). 

- - - - - - - -


- El número 21) pasa a ser número 25), reemplazado por el siguiente:

“25) Reemplázase el artículo 132, por el siguiente:

"Artículo 132.- Del reclamo del contribuyente, se conferirá traslado al Servicio por el término de veinte días. La contestación del Servicio deberá contener una exposición clara de los hechos y fundamentos de derecho en que se apoya, y las peticiones concretas que se someten a la decisión del Tribunal Tributario y Aduanero.

Vencido el plazo a que se refiere el inciso anterior, haya o no contestado el Servicio, el Tribunal Tributario y Aduanero, de oficio o a petición de parte, deberá recibir la causa a prueba si hubiere controversia sobre algún hecho substancial y pertinente. La resolución que se dicte al efecto señalará los puntos sobre los cuales deberá recaer la prueba. En su contra, sólo procederán los recursos de reposición y de apelación, dentro del plazo de cinco días, contados desde la notificación. De interponerse apelación, deberá hacerse siempre en subsidio de la reposición y procederá en el solo efecto devolutivo. El recurso de apelación se tramitará en cuenta y en forma preferente.

El término probatorio será de veinte días y dentro de él se deberá rendir toda la prueba.

En los primeros dos días del probatorio, cada parte deberá acompañar una nómina de los testigos de que piensa valerse, con expresión del nombre y apellido, domicilio y profesión u oficio. Sólo se examinarán testigos que figuren en dicha nómina. En el procedimiento no existirán testigos inhábiles, sin perjuicio de lo cual el tribunal podrá repeler de oficio a los que notoriamente aparezcan comprendidos en alguna de las situaciones del artículo 357 del Código de Procedimiento Civil. Se podrán dirigir a cualquier testigo preguntas tendientes a demostrar su credibilidad o falta de ella. 

Se admitirá a declarar hasta un máximo de cuatro testigos por punto de prueba.
(Indicación N° 63, unanimidad 5 x 0). 
El Tribunal Tributario y Aduanero dará lugar a la petición de oficios, cuando se trate de requerir información pertinente sobre los hechos materia del juicio, debiendo señalarse específicamente el o los hechos sobre los cuales se pide el informe.

Tratándose de solicitudes de oficios a las que acceda el Tribunal Tributario y Aduanero, éste deberá disponer su despacho inmediato a las personas o entidades requeridas, quienes estarán obligadas a evacuar la respuesta dentro del plazo que al efecto fije el tribunal, el que en todo caso no podrá exceder de quince días. A petición de la parte que lo solicita o de la persona o entidad requerida, el plazo para evacuar el oficio podrá ser ampliado por el tribunal, por una sola vez y hasta por quince días más, cuando existan antecedentes fundados que lo aconsejen.

Los mismos plazos indicados en el inciso precedente regirán para los peritos, en relación a sus informes, desde la aceptación de su cometido.

El Director, los Subdirectores y los Directores Regionales no tendrán la facultad de absolver posiciones en representación del Servicio.

Se admitirá, además, cualquier otro medio probatorio apto para producir fe.

No serán admisibles aquellos antecedentes que, teniendo relación directa con las operaciones fiscalizadas, hayan sido solicitados determinada y específicamente por el Servicio al reclamante en la citación a que se refiere el artículo 63, y que este último, no obstante disponer de ellos, no haya acompañado en forma íntegra dentro del plazo del inciso segundo de dicho artículo. El reclamante  siempre podrá probar que no acompañó la documentación en el plazo señalado, por causas que no le hayan sido imputables.
(Indicación N° 70, unanimidad 4 x 0). 
El Juez Tributario y Aduanero se pronunciará en la sentencia sobre esta inadmisibilidad.
Cuando hayan de practicarse diligencias probatorias fuera del lugar en que se sigue el juicio, o si durante el término de prueba ocurren entorpecimientos que imposibiliten la recepción de ésta, el Tribunal Tributario y Aduanero podrá ampliar, por una sola vez, el término probatorio por el número de días que estime necesarios, no excediendo en ningún caso de diez días, contados desde la fecha de notificación de la resolución que ordena la ampliación.

La prueba será apreciada por el Juez Tributario y Aduanero de conformidad con las reglas de la sana crítica. Al apreciar las pruebas de esta manera, el tribunal deberá expresar en la sentencia las razones jurídicas y las simplemente lógicas, científicas, técnicas o de experiencia en virtud de las cuales les asigna valor o las desestima. En general, tomará en especial consideración la multiplicidad, gravedad, precisión, concordancia y conexión de las pruebas o antecedentes del proceso que utilice, de manera que el examen conduzca lógicamente a la conclusión que convence al sentenciador.
(Indicación N° 72, unanimidad 4 x 0). 
No obstante lo anterior, los actos o contratos solemnes sólo podrán ser acreditados por medio de la solemnidad prevista por la ley. En aquellos casos en que la ley requiera probar mediante contabilidad fidedigna, el juez deberá ponderar preferentemente dicha contabilidad. 

(Indicación N° 72, unanimidad 4 x 0). 


El Tribunal Tributario y Aduanero tendrá el plazo de sesenta días para dictar sentencia, contado desde el vencimiento del término probatorio.”.”.

- - - - - - - -


- Insertar a continuación el siguiente número 26), nuevo:


“26) Modifícase el artículo 133, en los términos siguientes:


a) Intercálase entre las palabras “reclamo” y “sólo”, la oración “con excepción de aquéllas a que se refiere el inciso segundo del artículo 132, inciso tercero del artículo 137 e incisos primero, segundo y final del artículo 139”, entre comas.

(Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 4 x 0). 


b) Agrégase el siguiente inciso segundo:


“La resolución que falle la reposición no es susceptible de recurso alguno.”.”.
- - - - - - - -


- El número 22) pasa a ser número 27), sin enmiendas.


- El número 23) pasa a ser número 28), reemplazado como se expresa enseguida:


“28) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 136:

a) Reemplázase en el inciso primero la expresión "Director Regional", por las palabras “Juez Tributario y Aduanero"; y la frase “de la liquidación reclamada” por “del acto reclamado”.


b) Derógase el inciso segundo.”.


- El número 24) pasa a ser número 29), sustituido por el que sigue:

“29) Reemplázase el artículo 137, por el siguiente:

"Artículo 137.- Cuando las facultades del contribuyente no ofrezcan suficiente garantía o haya motivo racional para creer que procederá a ocultar sus bienes, el Servicio podrá impetrar, en los procesos de reclamación a que se refiere este Título, la medida cautelar de prohibición de celebrar actos o contratos sobre bienes o derechos específicos del contribuyente. La solicitud de medida cautelar deberá ser fundada.
(Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 3 x 0). 
Esta medida cautelar se limitará a los bienes y derechos suficientes para responder de los resultados del proceso y se decretará, preferentemente, sobre bienes y derechos cuyo gravamen no afecte el normal desenvolvimiento del giro del contribuyente. Ella será esencialmente provisional y deberá hacerse cesar siempre que desaparezca el peligro que se ha procurado evitar o se otorgue caución suficiente.
(Indicación N° 73, unanimidad 3 x 0). 

La solicitud de medida cautelar se tramitará incidentalmente por el Tribunal Tributario y Aduanero, en ramo separado. En contra de la resolución que se pronuncie sobre aquélla sólo procederán los recursos de reposición y de apelación, dentro del plazo de cinco días contados desde la notificación. Si se interpusieran ambos, deberán serlo conjuntamente, entendiéndose la apelación en subsidio de la reposición. El recurso de apelación se concederá en el solo efecto devolutivo y será tramitado por la Corte de Apelaciones respectiva en cuenta y en forma preferente.".”.

(Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 3 x 0). 


- El número 25) pasa a ser número 30), reemplazado por el siguiente:

“30) Reemplázase el artículo 138, por el siguiente:


“Artículo 138.- Notificada que sea la sentencia que falle el reclamo, no podrá modificarse o alterarse, salvo en cuanto se deba, de oficio o a petición de parte, aclarar los puntos oscuros o dudosos, salvar las omisiones o rectificar los errores de copia, de referencias o de cálculos numéricos que aparezcan en ella.”.”.


- El número 26) pasa a ser número 31), sustituido por el que se indica a continuación:

“31) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 139:
a) Reemplázanse los incisos primero y segundo por los siguientes:

“Artículo 139.- Contra la sentencia que falle un reclamo sólo podrá interponerse el recurso de apelación, dentro del plazo de quince días contados desde la fecha de su notificación.

Respecto de la resolución que declare inadmisible un reclamo o haga imposible su continuación, podrán interponerse los recursos de reposición y de apelación, en el plazo de quince días contado desde la respectiva notificación. De interponerse apelación, deberá hacerse siempre en subsidio de la reposición y procederá en el sólo efecto devolutivo. El recurso de apelación se tramitará en cuenta y en forma preferente.”.
(Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 3 x 0). 


b) Suprímese en el inciso final, la expresión "dictado por el Director Regional".”.

- El número 27) pasa a ser número 32), reemplazado por el que sigue:


“32) Derógase el artículo 141.”.


- El número 28) pasa a ser número 33), sustituyendo las palabras “El Tribunal”, por “El Tribunal Tributario y Aduanero”.


- El número 29) pasa a ser número 34), reemplazado por el siguiente:

“34) Sustitúyese el artículo 143, por el siguiente:

“Artículo 143.- El recurso de apelación contra la sentencia definitiva se tramitará en cuenta, a menos que cualquiera de las partes, dentro del plazo de cinco días contados desde el ingreso de los autos en la secretaría de la Corte de Apelaciones, solicite alegatos.

Vencido ese plazo, el tribunal de alzada ordenará traer los autos en relación, si se hubiere solicitado oportunamente alegatos. De lo contrario, el Presidente de la Corte ordenará dar cuenta.

En las apelaciones a que se refiere este Libro no será necesaria la comparecencia de las partes en segunda instancia.”.”.
(Indicación N° 77 y artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 3 x 0).

- El número 30) pasa a ser número 35). Intercalar en el artículo 144, luego de la palabra “requisito”, la oración “así como de los establecidos en el inciso décimo cuarto del artículo 132”, entre comas.
(Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 3 x 0).

- El número 31) pasa a ser número 36), sustituido por el siguiente:

“36) Modifícase el artículo 145, de la siguiente forma:
a) Reemplázase en el inciso primero, la palabra “Fisco” por “Servicio”.


b) Suprímese el inciso tercero.”.

- El número 32) pasa a ser número 37), reemplazado por el indicado a continuación:

“37) Derógase el artículo 146.”.

- El número 33) pasa a ser número 38), sustituido por el siguiente:

“38) Modifícase el artículo 147 en la forma siguiente:
a) Derógase el inciso segundo.

b) Agrégase al final del inciso séptimo, a continuación de la palabra “recargado”, la frase “por el reclamante”. 
(Indicación N° 80, unanimidad 3 x 0). 

c) En el inciso final, suprímese la frase: “el que deberá velar por el pago de los impuestos de Timbres, Estampillas y Papel Sellado que correspondan”.”.

- El número 34) pasa a ser número 39). Insertar las palabras “y Aduanero”, a continuación de la expresión “El Tribunal Tributario”.

- - - - - - - -


- Intercalar a continuación el siguiente número 40), nuevo:

“40) Sustitúyese el artículo 151, por el siguiente:


“Artículo 151.- Se aplicarán las normas contenidas en el Título II de este Libro, al procedimiento establecido en este Párrafo, en cuanto la naturaleza de la tramitación lo permita. No se aplicará en este procedimiento lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 129.”.”.

- - - - - - - -

- El número 35) pasa a ser número 41), reemplazado por el siguiente:

“41) Sustitúyese el inciso primero del artículo 152, por el siguiente: 

“Los contribuyentes, las Municipalidades y el Servicio podrán apelar de las resoluciones definitivas dictadas por el Tribunal Tributario y Aduanero para ante el Tribunal Especial de Alzada.".”.
- - - - - - - -


- Insertar enseguida los siguientes números 42) a 47), nuevos:

“42) Derógase el inciso segundo del artículo 153.
43) Reemplázase la denominación del PÁRRAFO 2° del TITULO III del LIBRO TERCERO, por la siguiente: “Del procedimiento especial de reclamo por vulneración de derechos”.

44) Agrégase el siguiente artículo 155:

“Artículo 155.- Si producto de un acto u omisión del Servicio, un particular considera vulnerados sus derechos contemplados en los numerales 21°, 22° y 24° del artículo 19 de la Constitución Política de la República, podrá recurrir ante el Tribunal Tributario y Aduanero en cuya jurisdicción se haya producido tal acto u omisión, siempre que no se trate de aquellas materias que deban ser conocidas en conformidad a alguno de los procedimientos establecidos en el Título II o en los Párrafos 1° y 3° de este Título o en el Título IV, todos del Libro Tercero de este Código.

(Artículo (Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 3 x 0). 
La acción deberá presentarse por escrito, dentro del plazo fatal de quince días hábiles contados desde la ejecución del acto o la ocurrencia de la omisión, o desde que se haya tenido conocimiento cierto de los mismos, lo que se hará constar en autos.
Interpuesta la acción de protección a que se refiere el artículo 20 de la Constitución Política, en los casos en que ella proceda, no se podrá recurrir de conformidad a las normas de este Párrafo, por los mismos hechos.”.
(Indicación N° 81, unanimidad 3 x 0). 
45) Agrégase el siguiente artículo 156:

“Artículo 156.- Presentada la acción el Tribunal examinará si ha sido interpuesta en tiempo y si tiene fundamentos suficientes para acogerla a tramitación. Si su presentación ha sido extemporánea o adolece de manifiesta falta de fundamento, la declarará inadmisible por resolución fundada.
Acogida a tramitación, se dará traslado al Servicio por diez días. Vencido este plazo, haya o no contestado el Servicio, y existiendo hechos sustanciales y pertinentes controvertidos, se abrirá un término probatorio de diez días en el cual las partes deberán rendir todas sus pruebas. El Tribunal apreciará la prueba rendida de acuerdo a las reglas de la sana crítica.
Vencido el término probatorio, el Juez Tributario y Aduanero dictará sentencia en un plazo de diez días. El fallo contendrá todas las providencias que el Tribunal juzgue necesarias para restablecer el imperio del derecho y asegurar la debida protección del solicitante, sin perjuicio de los demás derechos que pueda hacer valer ante la autoridad o los tribunales correspondientes.

Contra la sentencia sólo procederá el recurso de apelación, en el plazo de quince días. El recurso será conocido en cuenta y en forma preferente por la Corte de Apelaciones, a menos que cualquiera de las partes, dentro del plazo de cinco días contados desde el ingreso de los autos en la secretaría de la Corte de Apelaciones, solicite alegatos.

El Tribunal podrá decretar orden de no innovar, en cualquier estado de la tramitación.”.

(Indicaciones Nos 85 y 86, unanimidad 3 x 0). 
46) Agrégase el siguiente artículo 157:

“Artículo 157.- En lo no establecido por este Párrafo, y en cuanto la naturaleza de la tramitación lo permita, se aplicarán las demás normas contenidas en el Título II de este Libro. En todo caso, el solicitante podrá comparecer sin patrocinio de abogado.”.


47) Derógase el artículo 159.”.

- - - - - - - -


- El número 36) pasa a ser número 48), sustituido como se indica a continuación:

“48) Modifícase el inciso primero del artículo 161, de la siguiente forma:

a) Reemplázase en su encabezado los términos “penas corporales” por “penas privativas de libertad”, y la oración “Director Regional competente, o por los funcionarios que designe conforme a las instrucciones que al respecto imparta el Director”, por los términos “Tribunal Tributario y Aduanero”.

(Indicación N° 87, unanimidad 3 x 0). 
b) Sustitúyese en el número 1°, la expresión “la que se notificará al interesado” por “quien la notificará al imputado”.

c) Sustitúyese el párrafo segundo del número 2°, por el siguiente:

“En las causas de cuantía igual o superior a treinta y dos unidades tributarias mensuales, se requerirá patrocinio y representación en los términos de los artículos 1° y 2° de la ley N° 18.120.”.
(Indicación N° 88, unanimidad 3 x 0). 

d) Reemplázase el párrafo primero del número 4° por el siguiente:
“Presentados los descargos se conferirá traslado al Servicio por el término de diez días. Vencido este plazo, haya o no contestado el Servicio se ordenará recibir la prueba que se hubiere ofrecido, dentro del término que se señale.”.

e) Reemplázase en el párrafo segundo del número 4°, la expresión "funcionario competente" por "Juez Tributario y Aduanero".
f) Sustitúyese en el párrafo primero del número 5°, las palabras “procederán los recursos” por “procederá el recurso”.

g) Suprímese el número 6°.

h) Reemplázase, en el número 10, la expresión “pena corporal”, por “pena privativa de libertad”.
(Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 3 x 0). 

- El número 37) pasa a ser número 49), sustituido como sigue:

“49) Modifícase el artículo 162, de la siguiente manera:
a) En el inciso primero, sustitúyese la expresión “pena corporal” por “pena privativa de libertad”.
(Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 3 x 0). 
b) En el inciso tercero, reemplázase la expresión "pena corporal", por "pena privativa de libertad", y las palabras “aplique la” por la frase “persiga la aplicación de la”.
c) En el inciso cuarto, sustitúyese la expresión "Director Regional" por "Juez Tributario y Aduanero".


d) En el inciso quinto, reemplázase la expresión "Director Regional", por las palabras "Juez Tributario y Aduanero".”.

- El número 38) pasa a ser número 50), redactado como se consigna enseguida:

“50) Introdúcense en el artículo 165, las siguientes modificaciones:

a) Intercálase en el encabezado del inciso primero, después de la coma que sigue al numeral "2°", el numeral "3°" seguido de una coma; a continuación de la coma que sigue al número "11°", intercálanse los numerales "15" y "16", ambos seguidos de una coma y después de la expresión "artículo 97," agrégase la frase "y en el artículo 109,".
(Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 3 x 0). 
b) Sustitúyese en el numeral 2° la frase "números 1, incisos segundo y final," por "números 1°, inciso segundo, 3°,"; a continuación de la coma que sigue al dígito "10°", intercálanse los numerales "15" y "16", ambos seguidos de una coma y después de la coma que sigue a la expresión "artículo 97", agrégase la frase "y artículo 109,".
(Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 3 x 0). 
c) Reemplázanse, en el numeral 3°, las palabras “Director Regional” por “Tribunal Tributario y Aduanero”.

(Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 3 x 0). 
d) Reemplázase el número 4º, por el siguiente:
“4°.- Formulado el reclamo, se conferirá traslado al Servicio por el término de diez días. Vencido el plazo, haya o no contestado el Servicio, el Juez Tributario y Aduanero podrá recibir la causa a prueba si estima que existen hechos substanciales y pertinentes controvertidos, abriendo un término probatorio de ocho días. En la misma resolución determinará la oportunidad en que la prueba testimonial deba rendirse. Dentro de los dos primeros días del término probatorio las partes deberán acompañar una nómina de los testigos de que piensan valerse, con expresión de su nombre y apellido, domicilio y profesión u oficio. No podrán declarar más de cuatro testigos por cada parte. En todo caso, el tribunal podrá citar a declarar a personas que no figuren en las listas de testigos o decretar otras diligencias probatorias que estime pertinentes. 

Las resoluciones dictadas en primera instancia se notificarán a las partes de conformidad con lo dispuesto en el artículo 131 bis.”.
e) Reemplázase, en el párrafo primero del número 5º, las palabras "Director Regional" por "Juez Tributario y Aduanero"; el vocablo “décimo” por “décimo quinto”, y suprímese la expresión “personal o por cédula”. Además, reemplázanse las oraciones desde “Sólo podrá concederse”, hasta el punto final de dicho inciso, por las siguientes: “Si el recurso fuere desechado por la unanimidad de los miembros del tribunal de segunda instancia, éste ordenará que el recurrente pague, a beneficio fiscal, una cantidad adicional equivalente al diez por ciento de la multa reajustada, y se condenará en las costas del recurso al recurrente, de acuerdo a las reglas generales.”.

(Indicación N° 90, letra b), unanimidad 3 x 0). 

f) Agrégase en el número 6°, a continuación del punto final, que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración: “No se aplicará en este procedimiento lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 129.”.

g) Suprímese el número 8°.”.

- Eliminar el número 39).

- - - - - - - -


- Insertar a continuación el siguiente ARTÍCULO TERCERO, nuevo:

“ARTICULO TERCERO.- Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto con fuerza de ley Nº 30, del Ministerio de Hacienda, de 2004, publicado el 4 de junio de 2005, que aprueba el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley de Hacienda Nº 213, de 1953, sobre Ordenanza de Aduanas:

1) Incorpórase al artículo 3° el siguiente inciso final:

(Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 3 x 0). 

“Con todo, los plazos que se establecen en el Título VI del Libro II, se regirán por la normas de dicho Título.”.

2) Derógase el Libro I “De la Junta General de Aduanas”.
(Indicación N° 91, unanimidad 3 x 0). 
3) Reemplázase el inciso noveno del artículo 56, por el siguiente:

“La decisión del Director Nacional que disponga la cancelación será reclamable ante el Tribunal Tributario y Aduanero, en conformidad al inciso final del artículo 202.”.
(Indicación N° 92, unanimidad 3 x 0). 
4) Agrégase el siguiente inciso final al artículo 84:

“La formulación de cargos por diferencias de derechos, impuestos u otros gravámenes podrá ser efectuada por la autoridad ante la cual se hubiere tramitado la respectiva destinación aduanera, y también, por aquella que hubiere efectuado la revisión, investigación o auditoría a posteriori.”.

5) Reemplázase el Título VI del Libro II por el siguiente:
“TÍTULO VI

DE LAS MATERIAS DE COMPETENCIA DE LOS TRIBUNALES TRIBUTARIOS Y ADUANEROS, DE LA REPOSICIÓN ADMINISTRATIVA, DEL PROCEDIMIENTO DE RECLAMACIÓN Y DEL PROCEDIMIENTO ESPECIAL DE RECLAMO POR VULNERACIÓN DE DERECHOS.

1. DE LAS MATERIAS DE COMPETENCIA DE LOS TRIBUNALES TRIBUTARIOS Y ADUANEROS

Artículo 117.- Serán de competencia de los Tribunales Tributarios y Aduaneros las reclamaciones en contra de las siguientes actuaciones del Servicio Nacional de Aduanas:

a) Liquidaciones, cargos y actuaciones que sirvan de base para la fijación del monto o determinación de diferencias de derechos, impuestos, tasas o gravámenes.

b) Clasificación y/o valoración aduanera de las declaraciones de exportación, practicada por el Servicio de Aduanas.

c) Actos o resoluciones que denieguen total o parcialmente las solicitudes efectuadas en conformidad al Titulo VII del Libro II.

d) Las demás que establezca la ley.

Será competente para conocer de las reclamaciones señaladas en el inciso anterior, el Tribunal en cuyo territorio jurisdiccional se encuentre la autoridad aduanera que hubiere practicado la actuación que se reclama.

Artículo 118.- Las Cortes de Apelaciones conocerán en segunda instancia de los recursos de apelación que se deduzcan contra las resoluciones del Tribunal Tributario y Aduanero, en los casos que sean procedentes de conformidad a la ley.

Conocerá de estos recursos la Corte de Apelaciones en cuyo territorio jurisdiccional tenga asiento el tribunal que dictó la resolución apelada.

Artículo 119.- La Corte Suprema conocerá de los recursos de casación en la forma y en el fondo que se deduzcan contra las sentencias de segunda instancia dictadas por las Cortes de Apelaciones, en los casos en que ellos sean procedentes de conformidad al Código de Procedimiento Civil y a esta Ordenanza.

Artículo 120.- En todas aquellas materias no sujetas a disposiciones especiales del presente Título, se aplicarán, en cuanto fueren compatibles con la naturaleza de las reclamaciones, las normas establecidas en el Libro Primero del Código de Procedimiento Civil.
2. DE LA REPOSICIÓN ADMINISTRATIVA

Artículo 121.- Respecto de las actuaciones a que se refiere el artículo 117, será procedente el recurso de reposición administrativa, en conformidad a las normas del Capítulo IV de la Ley 19.880, con las siguientes modificaciones:

a) El plazo para presentar la reposición será de quince días.

b) La reposición se entenderá rechazada en caso de no encontrarse notificada la resolución que se pronuncia sobre ella dentro del plazo de cincuenta días contados desde su presentación.

c) La presentación de la reposición no interrumpirá el plazo para la interposición de la reclamación judicial contemplada en el párrafo siguiente.

No serán procedentes en contra de las actuaciones a que se refiere el inciso primero los recursos jerárquico y extraordinario de revisión.

Los plazos a que se refiere este artículo se regularán por lo señalado en la ley 19.880.
3. DEL PROCEDIMIENTO DE RECLAMACIÓN

Artículo 122.- Toda persona podrá reclamar de las actuaciones a que se refiere el artículo 117, siempre que invoque un interés actual comprometido. 

La reclamación deberá deducirse dentro del plazo de noventa días contado desde la notificación del acto que se reclama.

En las reclamaciones a que se refiere el presente Título, sólo podrán actuar las partes por sí o por medio de sus representantes legales o mandatarios.

Las partes deberán comparecer en conformidad a las normas establecidas en la ley 18.120, salvo que se trate de causas de cuantía inferior a treinta y dos unidades tributarias mensuales, en cuyo caso podrán comparecer sin patrocinio de abogado. 

(Indicación N° 95, unanimidad 3 x 0). 

Artículo 123.- La reclamación deberá cumplir con los siguientes requisitos: 

1°.- Consignar el nombre o razón social, número de Rol Único Tributario, domicilio, profesión u oficio del reclamante, y, en su caso, de la o las personas que lo representan y la naturaleza de la representación.

2°.- Precisar sus fundamentos.
3°.- Presentarse acompañada de los documentos en que se funde, excepto aquellos que por su volumen, naturaleza, ubicación u otras circunstancias, no puedan agregarse a la solicitud.

4°.- Contener, en forma precisa y clara, las peticiones que se someten a la consideración del Tribunal.

Si no se cumpliere con los requisitos antes enumerados, el Juez Tributario y Aduanero dictará una resolución, ordenando que se subsanen las omisiones en que se hubiere incurrido, dentro del plazo que señale el tribunal, el cual no podrá ser inferior a tres días, bajo apercibimiento de tener por no presentada la reclamación. Respecto de aquellas causas en que se permita la litigación sin patrocinio de abogado, dicho plazo no podrá ser inferior a quince días.

Artículo 124.- La representación del Fisco en los procesos jurisdiccionales seguidos en conformidad a este Título, corresponderá exclusivamente al Servicio, que para todos los efectos legales tendrá la calidad de parte. Si éste lo considera necesario podrá requerir la intervención del Consejo de Defensa del Estado ante los tribunales superiores de justicia.

Sin perjuicio de las facultades del Director Nacional, corresponderá a los Directores Regionales y a los Administradores de Aduana, dentro de los límites de sus respectivas jurisdicciones territoriales, la representación del Servicio para los fines señalados en el inciso anterior. Con todo, el Director Nacional podrá, en cualquier momento, asumir dicha representación.

Artículo 125.- El Tribunal llevará los autos en la forma ordenada en los artículos 29 y 34 del Código de Procedimiento Civil.

Sólo las partes podrán imponerse de ellos, en cualquier estado de la tramitación.
(Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 3 x 0). 

Artículo 126.- Los plazos de días que se establecen en este Título comprenderán sólo días hábiles. No se considerarán inhábiles para tales efectos ni para practicar las actuaciones y notificaciones que procedan, ni para emitir pronunciamientos, los días del feriado judicial a que se refiere el artículo 313 del Código Orgánico de Tribunales, en cuanto todos ellos deban cumplirse por o ante el Tribunal Tributario y Aduanero. 

Artículo 127.- Las resoluciones que dicte el Tribunal Tributario y Aduanero se notificarán a las partes mediante la publicación de su texto íntegro en el sitio en Internet del Tribunal. 

Se dejará testimonio en el expediente y en el sitio en Internet de haberse efectuado la publicación y de su fecha. Los errores u omisiones en dichos testimonios no invalidarán la notificación.
Las notificaciones al reclamante de las sentencias definitivas, de las resoluciones que reciben la causa a prueba y de aquellas que declaren inadmisible un reclamo, pongan término al juicio o hagan imposible su continuación, serán efectuadas por carta certificada. Del mismo modo lo serán aquellas que se dirijan a terceros ajenos al juicio. En estos casos, la notificación se entenderá practicada al tercer día contado desde aquél en que la carta fue expedida por el tribunal. Sin perjuicio de lo anterior, dichas resoluciones serán igualmente publicadas del modo que se establece en el inciso primero. En todo caso, la falta de esta publicación no anulará la notificación. 

Para efectos de las notificaciones a que se refiere el inciso anterior, el reclamante deberá designar, en la primera gestión que realice ante el Tribunal, un domicilio dentro del radio urbano de una localidad ubicada en alguna de las comunas de la Región sobre cuyo territorio aquél ejerce competencia, y esta designación se considerará subsistente mientras no haga otra, aun cuando de hecho cambie su morada. Si se omite efectuar esta designación, el Tribunal dispondrá que ella se realice en un plazo de cinco días, bajo apercibimiento de que estas notificaciones se efectúen de conformidad con lo dispuesto en el inciso primero.

Cualquiera de las partes podrá solicitar para sí el aviso, mediante correo electrónico, del hecho de haber sido notificada de una o más resoluciones. En todo caso, la falta de este aviso no anulará la notificación.

La notificación al Servicio de la resolución que le confiere traslado del reclamo se efectuará por correo electrónico, a la dirección que el Director Nacional, los Directores Regionales y los Administradores de Aduanas deberán registrar ante el Tribunal Tributario y Aduanero de su jurisdicción. La designación de la dirección de correo electrónico se entenderá vigente mientras no se informe al tribunal de su modificación.
(Indicaciones Nos 97, 98, 99, unanimidad 3 x 0; Nos 100 y 101, unanimidad 4 x 0). 

Artículo 128.- Del reclamo se conferirá traslado al Servicio por el término de veinte días. La contestación del Servicio deberá contener una exposición clara de los hechos y fundamentos de derecho en que se apoya, y las peticiones concretas que se someten a la decisión del Tribunal Tributario y Aduanero.

Vencido el plazo a que se refiere el inciso anterior, haya o no contestado el Servicio, el Tribunal Tributario y Aduanero, de oficio o a petición de parte, deberá recibir la causa a prueba si hubiere controversia sobre algún hecho substancial y pertinente. La resolución que se dicte al efecto señalará los puntos sobre los cuales deberá recaer la prueba. En su contra, sólo procederán los recursos de reposición y de apelación, dentro del plazo de cinco días, contados desde la notificación. De interponerse apelación, deberá hacerse siempre en subsidio de la reposición y procederá en el solo efecto devolutivo. El recurso de apelación se tramitará en cuenta y en forma preferente.

El término probatorio será de veinte días y dentro de él se deberá rendir toda la prueba.

En los primeros dos días del probatorio, cada parte deberá acompañar una nómina de los testigos de que piensa valerse, con expresión del nombre y apellido, domicilio y profesión u oficio. Sólo se examinarán testigos que figuren en dicha nómina. En el procedimiento no existirán testigos inhábiles, sin perjuicio de lo cual el tribunal podrá repeler de oficio a los que notoriamente aparezcan comprendidos en alguna de las situaciones del artículo 357 del Código de Procedimiento Civil. Se podrán dirigir a cualquier testigo preguntas tendientes a demostrar su credibilidad o falta de ella. 

Se admitirá a declarar hasta un máximo de cuatro testigos por punto de prueba.

(Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 3 x 0). 
En todo caso, no podrán probarse por testigos los elementos que sirven de base para la determinación de la obligación tributaria aduanera. 

El Tribunal Tributario y Aduanero dará lugar a la petición de oficios, cuando se trate de requerir información pertinente sobre los hechos materia del juicio, debiendo señalarse específicamente el o los hechos sobre los cuales se pide el informe.

Tratándose de solicitudes de oficios a las que acceda el Tribunal Tributario y Aduanero, éste deberá disponer su despacho inmediato a las personas o entidades requeridas, quienes estarán obligadas a evacuar la respuesta dentro del plazo que al efecto fije el tribunal, el que en todo caso no podrá exceder de quince días. A petición de la parte que lo solicita o de la persona o entidad requerida, el plazo para evacuar el oficio podrá ser ampliado por el tribunal, por una sola vez y hasta por quince días más, cuando existan antecedentes fundados que lo aconsejen.

Los mismos plazos indicados en el inciso precedente regirán para los peritos, en relación a sus informes, desde la aceptación de su cometido.

El Director Nacional, los Subdirectores, los Directores Regionales y los Administradores de Aduanas no tendrán la facultad de absolver posiciones en representación del Servicio.

Se admitirá, además, cualquier otro medio probatorio apto para producir fe.

No serán admisibles aquellos antecedentes que, teniendo relación directa con operaciones fiscalizadas, hayan sido solicitados determinada y específicamente por el Servicio al reclamante, en ejercicio de sus facultades fiscalizadoras, y que este último, no obstante disponer de ellos, no acompañe en forma íntegra, dentro del plazo de un mes, contado desde la notificación del requerimiento. El reclamante siempre podrá probar que no acompañó la documentación en el plazo señalado, por causas que no le hayan sido imputables.
(Indicación N° 105, unanimidad 3 x 0). 
El Juez Tributario y Aduanero se pronunciará en la sentencia sobre esta inadmisibilidad.
Cuando hayan de practicarse diligencias probatorias fuera del lugar en que se sigue el juicio, o si durante el término de prueba ocurren entorpecimientos que imposibiliten la recepción de ésta, el Tribunal Tributario y Aduanero podrá ampliar, por una sola vez, el término probatorio por el número de días que estime necesarios, no excediendo en ningún caso de diez días, contados desde la fecha de notificación de la resolución que ordena la ampliación.

La prueba será apreciada por el Juez Tributario y Aduanero de conformidad con las reglas de la sana crítica. Al apreciar las pruebas de esta manera, el tribunal deberá expresar en la sentencia las razones jurídicas y las simplemente lógicas, científicas, técnicas o de experiencia en virtud de las cuales les asigna valor o las desestima. En general, tomará en especial consideración la multiplicidad, gravedad, precisión, concordancia y conexión de las pruebas o antecedentes del proceso que utilice, de manera que el examen conduzca lógicamente a la conclusión que convence al sentenciador.
(Indicación N° 105, unanimidad 3 x 0). 
No obstante lo anterior, los actos o contratos solemnes sólo podrán ser acreditados por medio de la solemnidad prevista por la ley. En aquellos casos en que la ley requiera probar mediante contabilidad fidedigna, el juez deberá ponderar preferentemente dicha contabilidad. 
(Indicación N° 106, unanimidad 4 x 0). 
El Tribunal Tributario y Aduanero tendrá el plazo de sesenta días para dictar sentencia, contado desde el vencimiento del término probatorio.
Artículo 129.- Las resoluciones que se dicten durante la tramitación del reclamo sólo serán susceptibles del recurso de reposición, el cual deberá interponerse dentro del término de cinco días contado desde la notificación correspondiente, sin perjuicio de señalado en los artículos 128, 129 B y 129 D.

Artículo 129 A.- El Juez Tributario y Aduanero declarará de oficio la nulidad de las actuaciones reclamadas que hubieren sido formuladas fuera de los plazos de prescripción establecidos en la ley. 

Artículo 129 B.- Cuando las facultades del reclamante no ofrezcan suficiente garantía o haya motivo racional para creer que procederá a ocultar sus bienes, el Servicio podrá impetrar en los procesos de reclamación a que se refiere este Título, la medida cautelar de prohibición de celebrar actos o contratos sobre bienes o derechos específicos de aquél. La solicitud de medida cautelar deberá ser fundada.
(Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 3 x 0). 
Esta medida cautelar se limitará a los bienes y derechos suficientes para responder de los resultados del proceso y se decretará, preferentemente, sobre bienes y derechos cuyo gravamen no afecte el normal desenvolvimiento del giro del reclamante. Ella será esencialmente provisional y deberá hacerse cesar siempre que desaparezca el peligro que se ha procurado evitar o se otorgue caución suficiente.
(Indicación N° 109, unanimidad 3 x 0). 
La solicitud de medida cautelar se tramitará incidentalmente por el Tribunal, en cuaderno separado. En contra de la resolución que se pronuncie sobre la medida sólo procederán los recursos de reposición y de apelación, dentro del plazo de cinco días, contados desde la notificación. Si se interpusieran ambos, deberán serlo conjuntamente, entendiéndose la apelación en subsidio de la reposición. El recurso de apelación se concederá en el solo efecto devolutivo y será tramitado por la Corte de Apelaciones respectiva en cuenta y en forma preferente.

Artículo 129 C.- Notificada que sea la sentencia que falle el reclamo no podrá modificarse o alterarse, salvo en cuanto se deba, de oficio o a petición de parte, aclarar los puntos oscuros o dudosos, salvar las omisiones o rectificar los errores de copia, de referencias o de cálculos numéricos que aparezcan en ella.

Artículo 129 D.- Contra la sentencia que falle un reclamo sólo podrá interponerse el recurso de apelación, dentro del plazo de quince días contados desde la fecha de su notificación. 

Respecto de la resolución que declare inadmisible un reclamo o haga imposible su continuación, podrán interponerse los recursos de reposición y de apelación, en el plazo de quince días contado desde la respectiva notificación. De interponerse apelación, deberá hacerse siempre en subsidio de la reposición y procederá en el sólo efecto devolutivo. El recurso de apelación se tramitará en cuenta y en forma preferente.

(Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 3 x 0). 

El término para apelar no se suspende por la solicitud de aclaración, agregación o rectificación que se deduzca de acuerdo con el artículo anterior.
Artículo 129 E.- En contra de la sentencia de primera instancia no procederá el recurso de casación en la forma ni su anulación de oficio. Los vicios en que se hubiere incurrido deberán ser corregidos por la Corte de Apelaciones que corresponda.

Artículo 129 F.- El Tribunal deberá elevar los autos para el conocimiento de la apelación dentro de los quince días siguientes a aquél en que se notifique la concesión del recurso.

Artículo 129 G.- El recurso de apelación contra la sentencia definitiva se tramitará en cuenta, a menos que cualquiera de las partes, dentro del plazo de cinco días contados desde el ingreso de los autos en la secretaría de la Corte de Apelaciones, solicite alegatos.

Vencido ese plazo, el tribunal de alzada ordenará traer los autos en relación, si se hubiere solicitado oportunamente alegatos. De lo contrario, el Presidente de la Corte ordenará dar cuenta.
En las apelaciones a que se refiere esta Ordenanza no será necesaria la comparecencia de las partes en segunda instancia.
(Indicación N° 110 y artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 3 x 0). 

Artículo 129 H.- Los fallos pronunciados por el Tribunal Tributario y Aduanero deberán ser fundados. La omisión de este requisito, así como de los establecidos en el inciso décimo quinto del artículo 128, será corregida de conformidad con lo dispuesto en el artículo 129 E.

(Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 4 x 0). 

Artículo 129 I.- El reclamante o el Servicio podrán interponer los recursos de casación en contra de los fallos de segunda instancia.

Los recursos de casación que se interpongan en contra de las sentencias de segunda instancia, se sujetarán a las reglas contenidas en el Título XIX del Libro Tercero del Código de Procedimiento Civil.

Artículo 129 J.- La interposición de la reclamación suspenderá la prescripción del artículo 2521 del Código Civil, hasta que la resolución que le pone término o hace imposible su prosecución quede ejecutoriada.
(Indicación N° 114, unanimidad 3 x 0). 
4. DEL PROCEDIMIENTO ESPECIAL DE RECLAMO POR VULNERACIÓN DE DERECHOS.
Artículo 129 K.- Si producto de un acto u omisión del Servicio, un particular considerare vulnerados sus derechos contemplados en los numerales 21, 22 y 24 del artículo 19 de la Constitución Política de la República, podrá recurrir ante el Tribunal Tributario y Aduanero en cuya jurisdicción se hubiere producido tal acto u omisión, siempre que no se trate de materias cuyo conocimiento la ley somete a un procedimiento distinto ante estos tribunales.
(Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 3 x 0). 

La acción deberá presentarse por escrito dentro del plazo fatal de quince días hábiles contados desde la ejecución del acto o la ocurrencia de la omisión, o desde que se haya tenido conocimiento cierto de los mismos, lo que se hará constar en autos.

Interpuesta la acción de protección a que se refiere el artículo 20 de la Constitución Política, en los casos en que ella proceda, no se podrá recurrir de conformidad a las normas de este Párrafo, por los mismos hechos.

(Indicación N° 115, unanimidad 3 x 0). 

Artículo 129 L.- Presentada la acción el Tribunal examinará si ha sido interpuesta en tiempo y si tiene fundamentos suficientes para acogerla a tramitación. Si su presentación ha sido extemporánea o adolece de manifiesta falta de fundamento, la declarará inadmisible por resolución fundada. 

Acogida a tramitación, se dará traslado al Servicio por diez días. Vencido este plazo, haya o no contestado el Servicio, y existiendo hechos sustanciales y pertinentes controvertidos, se abrirá un término probatorio de diez días en el cual las partes deberán rendir todas sus pruebas. El Tribunal apreciará la prueba rendida de acuerdo a las reglas de la sana crítica.

Vencido el término probatorio, el Juez Tributario y Aduanero dictará sentencia en un plazo de diez días. El fallo contendrá todas las providencias que el Tribunal juzgue necesarias para restablecer el imperio del derecho y asegurar la debida protección del solicitante, sin perjuicio de los demás derechos que pueda hacer valer ante la autoridad o los tribunales correspondientes.
Contra la sentencia sólo procederá el recurso de apelación, en el plazo de quince días. El recurso será conocido en cuenta y en forma preferente por la Corte de Apelaciones, a menos que cualquiera de las partes, dentro del plazo de cinco días contado desde el ingreso de los autos en la secretaría de la Corte de Apelaciones, solicite alegatos.

(Indicación N° 115 c y artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 3 x 0). 

El Tribunal podrá decretar orden de no innovar, en cualquier estado de la tramitación.
(Indicación N° 117, unanimidad 3 x 0). 
Artículo 129 M.- En lo no establecido por este Párrafo, y en cuanto la naturaleza de la tramitación lo permita, se aplicarán las demás normas contenidas en el Párrafo 3 de este Título. En todo caso, el solicitante podrá comparecer sin patrocinio de abogado.”.

6) Elimínase en el artículo 130 la frase “Sin perjuicio de las devoluciones efectuadas en cumplimiento de fallos de las reclamaciones que se interpongan,”, pasando el artículo “el” que sigue a continuación, a iniciarse con mayúscula.

(Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 3 x 0). 

7) Intercálase el siguiente artículo 131 bis:

(Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 3 x 0). 

“Artículo 131 bis. Los Directores Regionales y Administradores de Aduana podrán disponer la devolución de los derechos aduaneros pagados conforme a régimen general de importación, cuando con posterioridad a la importación, se solicite la aplicación de un régimen preferencial, mediante la acreditación del origen de las mercancías y en el respectivo Tratado o Convenio Internacional suscrito por Chile, no se establezca una norma especial diversa. El plazo para solicitar la devolución será de un año contado desde la importación.

Para estos efectos, los Directores Regionales y Administradores de Aduana podrán ejercer las facultades contempladas en el artículo 22 de la Ley Orgánica del Servicio Nacional de Aduanas.”.

8) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 186:

a) Reemplázase, en el inciso tercero, la palabra “diez” por “quince”, y la expresión “la Junta General de Aduanas” por la siguiente oración: “el Tribunal Tributario y Aduanero, el que conocerá de acuerdo al procedimiento contenido en el artículo siguiente”.

b) Elimínase el inciso final.
(Indicaciones Nos 118 y 119, unanimidad 3 x 0). 

9) Incorpórase el siguiente artículo 186 bis:

“Artículo 186 bis.- Formulado el reclamo, se conferirá traslado al Servicio por el término de diez días. Vencido el plazo, haya o no contestado el Servicio, el Juez Tributario y Aduanero podrá recibir la causa prueba si estima que existen hechos sustanciales y pertinentes controvertidos, abriendo un término probatorio de ocho días. En la misma resolución determinará la oportunidad en que la prueba testimonial deba rendirse. Dentro de los dos primeros días del término probatorio las partes deberán acompañar una nómina de los testigos de que piensan valerse, con expresión de su nombre y apellido, domicilio y profesión u oficio. No podrán declarar más de cuatro testigos por cada parte. En todo caso, el tribunal podrá citar a declarar a personas que no figuren en las listas de testigos o decretar otras diligencias probatorias que estime pertinentes.

En contra de la resolución del Tribunal Tributario y Aduanero no procederá recurso alguno. 

En lo no previsto en este artículo, se aplicarán supletoriamente las normas del Párrafo 3 del Título VI del Libro II.”.
(Indicación N° 120, unanimidad 3 x 0). 
10) Intercálase el siguiente artículo 187 bis:

(Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 3 x 0). 

“Artículo 187 bis. Cuando los hechos que den origen a un reclamo ante el Tribunal Tributario y Aduanero sean los mismos que han servido de base al Servicio para iniciar un procedimiento de denuncia en conformidad a los artículos precedentes, se suspenderá la tramitación de éste último, de oficio o a petición del denunciado, hasta que la resolución que falle el reclamo se encuentre ejecutoriada.”.

11) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 196:
a) Reemplázase, en el segundo párrafo de la letra d), la palabra “inciso”, por “párrafo”.

b) Sustitúyese el segundo párrafo de la letra e) del inciso primero, por el siguiente:

“El Director convocará el concurso a lo menos cada dos años y fijará, en forma previa, el número máximo de agentes a designar.”.

c) Elimínanse los dos últimos incisos. 
(Indicación N° 121, unanimidad 4 x 0). 

12) Reemplázase, en el inciso final del artículo 199, la oración “a petición de cualquiera de las partes y previa audiencia de ambas, la Junta General de Aduanas”, por la siguiente: “sin forma de juicio y escuchando a las partes, el Tribunal Tributario y Aduanero respectivo”.
(Indicación N° 122, unanimidad 4 x 0). 

13) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 202:

a) Reemplázase, en el inciso noveno, la frase “apelar ante la Junta General de Aduanas” por la frase “reclamar ante el Tribunal Tributario y Aduanero”, y elimínase la oración “En este recurso podrá ser parte el Servicio Nacional de Aduanas.”.

b) Sustitúyese el inciso final por el siguiente:

“El reclamo deberá interponerse dentro del plazo de diez días contados desde la fecha de notificación de dicha resolución y se sustanciará en conformidad con el artículo 186 bis.”.”.
(Indicación N° 123, unanimidad 4 x 0). 

- - - - - - - -

Artículo 2°


- Pasa a ser ARTÍCULO CUARTO, con las enmiendas que se consignan enseguida:


- Suprimir los números 1) y 2).


- Sustituir el número 3), que pasa a ser número 1), por el siguiente:

“1) En la letra d) del artículo 7°, suprímese la frase “sin perjuicio de la representación que corresponde al Presidente del Consejo de Defensa del Estado conforme a la Ley Orgánica de dicho Servicio”, y la coma (,) que le antecede.”.

(Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 4 x 0). 

- Eliminar el número 4).


- Reemplazar el número 5), que pasa a ser número 2), por el que se señala a continuación:

“2) Reemplázase la letra b) del artículo 19, por la siguiente:
"b) Aplicar sanciones y girar multas por infracciones a las leyes tributarias que se sometan al procedimiento del artículo 165 del Código Tributario, que no hayan sido objeto de reclamo de conformidad con lo dispuesto en el número 3° de dicha disposición legal;".”.

- Suprimir los números 6) al 14).


- Sustituir el número 15), que pasa a ser número 3), por el que sigue:

“3) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 46, la expresión "Tribunales de Justicia" por la frase "Tribunales de cualquier denominación"; intercálase entre la palabra “Director” y el punto seguido (.) que le sigue, la expresión “o el Director Regional”; y reemplázase la expresión "artículo 41 de la Ley sobre Colegio de Abogados" por la frase "inciso primero del artículo 2° de la ley número 18.120.".”.


- Eliminar los números 16) al 18).
Artículo 3°


- Suprimirlo.

- - - - - - - -


- Insertar enseguida el siguiente ARTÍCULO QUINTO, nuevo:

“ARTICULO QUINTO.- Efectúanse las siguientes modificaciones al Decreto con Fuerza de Ley Nº 329 de 1979, del Ministerio de Hacienda, ley orgánica del Servicio Nacional de Aduanas:
1) Modifícase el artículo 4° del siguiente modo:

(Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 4 x 0). 

a) Elimínanse los números 12 y 16.

(Indicación N° 123 a e indicación complementaria N° 2), letra a), unanimidad 4 x 0). 

b) Reemplázase el número 27, por el siguiente:

“27.- Ejercer las demás facultades y atribuciones que la Ordenanza de Aduanas y otras leyes entregaban a la Junta General de Aduanas, que no hayan sido asignadas a otros órganos.”.
(Indicación N° 124, unanimidad 4 x 0). 
2) Elimínase el número 6 del artículo 15.
(Indicación N° 124 a e indicación complementaria N° 2), letra b), unanimidad 4 x 0).

3) Elimínanse los números 6 y 7 del artículo 17.
(Indicación N° 124 b e indicación complementaria N° 2), letra c), unanimidad 4 x 0).

4) Elimínase el artículo transitorio.”.
(Indicación N° 124, unanimidad 4 x 0). 
Artículo 4°


- Pasa a ser ARTÍCULO SEXTO, con las siguientes enmiendas:


- Reemplazar el número 2), por el que sigue: 

“2) Sustitúyese el artículo 59, por el siguiente:

“Artículo 59.- Las Cortes de Apelaciones tendrán el número de relatores que a continuación se indica:

1°. La Corte de Apelaciones de Chillán tendrá dos relatores;
2°. Las Cortes de Apelaciones de Iquique, Copiapó, Puerto Montt, Coyhaique y Punta Arenas tendrán tres relatores;

3°. Las Cortes de Apelaciones de Arica, Antofagasta, La Serena, Rancagua, Talca, Temuco y Valdivia tendrán cinco relatores;
(Indicación N° 125, unanimidad 4 x 0). 
4°. Las Cortes de Apelaciones de Valparaíso y Concepción, tendrán once relatores;

5°. La Corte de Apelaciones de San Miguel tendrá trece relatores; y


6°. La Corte de Apelaciones de Santiago tendrá veintitrés relatores.”.”.

- Eliminar, en el inciso contenido en la letra b) del número 3), el pronombre “les” escrito entre los vocablos “que” y “corresponda”.

(Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 4 x 0). 

- Intercalar, en el mismo inciso, la expresión “y aduaneros”, a continuación de los términos “asuntos tributarios”, y escribir en plural las palabras finales “esta materia”.


- Sustituir el inciso contenido en la letra c) del número 3), por el siguiente: 

"Para la acreditación de los conocimientos especializados a que se refiere el inciso anterior se deberá considerar la participación en cursos de perfeccionamiento o postgrado sobre la materia.".


- Reemplazar el número 4) por el que se expresa a continuación:

“4) Agrégase en el artículo 66, los siguientes incisos finales nuevos:
"Las Cortes de Apelaciones de Valparaíso, Concepción, San Miguel y Santiago, designarán una de sus salas para que conozca exclusivamente de los asuntos tributarios y aduaneros que se promuevan. Dicha designación se efectuará mediante auto acordado que se dictará cada dos años.

En las demás Cortes de Apelaciones, el Presidente designará una sala para que conozca en forma preferente de esta materia en uno o más días a la semana.


El relator que se designare para las salas a que se hace referencia en los incisos precedentes, deberá contar con especialización en materias tributarias y aduaneras, la que deberá acreditarse preferentemente sobre la base de la participación en cursos de perfeccionamiento y postgrado u otra forma mediante la cual se demuestre tener conocimientos relevantes en dichas materias.”.”.

(Indicación N° 116, unanimidad 5 x 0). 

- Redactar el número 5) como se consigna enseguida:

“5) Agrégase en el inciso segundo del artículo 69, a continuación del punto final (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: "Sin perjuicio de lo anterior, los asuntos que según la materia deban ser conocidos por las salas a que se refieren los incisos séptimo y octavo del artículo 66, serán asignados a éstas por el Presidente del tribunal, quien lo determinará sin ulterior recurso.".”.

- Suprimir el número 6).


- Sustituir el número 7), que pasa a ser número 6), por el siguiente:

“6) Intercálase, en las letras a) y b) del artículo 284, a continuación de la expresión "juez de letras", las palabras "el juez tributario y aduanero", precedidas de una coma.”.
(Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5 x 0). 
- - - - - - -


- Insertar enseguida los siguientes ARTÍCULOS SÉPTIMO a DÉCIMO PRIMERO, nuevos:

ARTICULO SÉPTIMO.- Suprímese en el inciso décimo primero del artículo 2° de la Ley número 18.120, que establece normas sobre comparecencia en juicio, la expresión "el Servicio de Impuestos Internos, salvo que tratándose de asuntos superiores a dos unidades tributarias mensuales, el Servicio exija por resolución fundada la intervención de abogados;".

ARTÍCULO OCTAVO.- Las materias que en virtud de la ley sean reclamables ante los Directores Regionales y Administradores de Aduana, de conformidad con las normas del Título VI del Libro II de la Ordenanza de Aduanas, que se sustituye por el numeral 5) del ARTÍCULO TERCERO, serán reclamables ante el Tribunal Tributario y Aduanero, de conformidad con las normas de la presente ley.
Asimismo, las materias que en virtud de la ley correspondía conocer a la Junta General de Aduanas como tribunal, serán de competencia del Tribunal Tributario y Aduanero, de conformidad con las normas de la presente ley.

(Indicación complementaria N° 3) y artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5 x 0). 

ARTÍCULO NOVENO.- Créanse en las plantas de cada una de las Cortes de Apelaciones de Santiago, San Miguel, Valparaíso y Concepción los siguientes cargos:

a) 1 oficial 2°, grado 12.
b) 1 oficial 6° de sala, grado 16.

(Indicación complementaria del Ejecutivo N° 4), unanimidad 5 x 0). 

ARTÍCULO DÉCIMO.- Declárase, interpretando los artículos 21, 22 y 27 del Código Tributario, que en los casos allí previstos el trámite establecido en el inciso segundo del artículo 63 es obligatorio.

(Indicación N° 133, unanimidad 5 x 0). 

ARTÍCULO DÉCIMO PRIMERO.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley, se financiará con los recursos que se contemplen en las partidas correspondientes del presupuesto del sector público.”.
- - - - - - -

Artículo 1° transitorio


- Reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo 1° transitorio.- Los artículos PRIMERO a NOVENO y DÉCIMO PRIMERO de esta ley entrarán en vigencia en cuatro años contados desde el día primero del mes siguiente al de la fecha de su publicación en el Diario Oficial.
(Indicación N° 126, unanimidad 5 x 0). 

Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, dichos artículos entrarán a regir:
(Indicación N° 127, unanimidad 5 x 0). 

En un año, contado desde el día primero del mes siguiente al de la fecha de su publicación en el Diario Oficial, en las siguientes regiones: XV REGIÓN DE ARICA Y PARINACOTA, I REGIÓN DE TARAPACÁ, II REGIÓN DE ANTOFAGASTA, III REGIÓN DE ATACAMA.

(Indicación N° 128, unanimidad 5 x 0). 

En dos años, contados desde el día primero del mes siguiente al de la fecha de su publicación en el Diario Oficial, en las siguientes regiones: IV REGIÓN DE COQUIMBO, VII REGIÓN DEL MAULE, IX REGIÓN DE LA ARAUCANÍA, XII REGIÓN DE MAGALLANES Y ANTÁRTICA CHILENA.


En tres años, contados desde el día primero del mes siguiente al de la fecha de su publicación en el Diario Oficial, en las siguientes regiones: VIII REGIÓN DEL BIO BIO, XIV REGIÓN DE LOS RÍOS, X REGIÓN DE LOS LAGOS, XI REGIÓN DE AYSÉN DEL GENERAL CARLOS IBÁÑEZ DEL CAMPO.”.
(Indicación N° 129, unanimidad 5 x 0). 

Artículo 2° transitorio


- Sustituirlo por el que sigue:

“Artículo 2º transitorio.- Las causas tributarias que, a la fecha de entrada en funciones de los Tribunales Tributarios y Aduaneros que crea esta ley, se encontraren pendientes de resolución, serán resueltas por el respectivo Director Regional del Servicio de Impuestos Internos de conformidad con el procedimiento vigente a la fecha de la interposición del reclamo.”. 

Artículos 3°, 4° y 5° transitorios


- Eliminarlos.
- - - - - - - -


- Insertar luego los siguientes artículos 3° a 10 transitorios, nuevos:

“Artículo 3° transitorio.- En el ejercicio de sus facultades jurisdiccionales, los Directores Regionales del Servicio de Impuestos Internos no estarán sujetos a lo dispuesto en el inciso final del artículo 6° del mismo cuerpo legal. 

(Indicación N° 131, unanimidad 5 x 0). 

Artículo 4º transitorio.- Las causas que a la fecha de entrada en funciones de los Tribunales Tributarios y Aduaneros que crea esta ley se encontraren pendientes de resolución ante los Directores Regionales de Aduana, Administradores de Aduana, Junta General de Aduanas, o ante el Director Nacional de Aduanas, seguirán siendo tramitadas por éstos, en conformidad a las normas vigentes a la fecha en que se hubiere presentado el reclamo o apelación, según corresponda.

(Indicación N° 132, unanimidad 4 x 0). 

Artículo 5° transitorio.- La provisión de los cargos de los Tribunales Tributarios y Aduaneros deberá efectuarse con no más de noventa ni menos de treinta días de antelación a la fecha que señala para la respectiva región el artículo primero transitorio.

En los mismos plazos deberá efectuarse la provisión de los nuevos cargos que se crean y la instalación de las nuevas salas en las respectivas Cortes de Apelaciones.

Artículo 6° transitorio.- La Academia Judicial deberá proveer los cursos de especialización pertinentes en materia tributaria y aduanera para Ministros de Corte y Relatores. 

Artículo 7° transitorio.- El Servicio de Impuestos Internos y el Servicio Nacional de Aduanas, de conformidad a lo establecido en los artículos 131 bis del Código Tributario y 127 de la Ordenanza de Aduanas, deberán efectuar el registro de la dirección de correo electrónico dentro del mes anterior a la fecha en que cada tribunal deba entrar en funciones.

Artículo 8° transitorio.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 1º transitorio, el Título II del ARTÍCULO PRIMERO y el número 7) del ARTÍCULO TERCERO de esta ley regirán a contar de la fecha de su publicación en el Diario Oficial.

(Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5 x 0). 

Artículo 9° transitorio.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de publicación de esta ley, establezca, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:

a) Determinar la fecha de entrada en funcionamiento, fijar la planta de personal y la dotación máxima de la Unidad Administradora de los Tribunales Tributarios y Aduaneros. En el ejercicio de esta facultad, el Presidente de la República deberá dictar todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de las plantas que fije.
b) Determinar el sistema de remuneraciones del personal de los Tribunales Tributarios y Aduaneros dentro de los parámetros señalados en el artículo 25. Dicho sistema deberá contemplar, entre otras, remuneraciones ligadas al desempeño, a los resultados y a la calidad de los servicios prestados.

c) Dictar normas presupuestarias, de administración de bienes y demás necesarias para la adecuada instalación y funcionamiento de los Tribunales Tributarios y Aduaneros y de la Unidad Administradora de dichos tribunales.”
Artículo 10 transitorio.- Para los fines de la tabla contenida en el inciso primero del artículo 10 de la Ley Orgánica de Tribunales Tributarios y Aduaneros, en los períodos a que se refieren los párrafos segundo y tercero del inciso segundo del artículo 1° transitorio, se aplicarán las reglas siguientes:

a) En el primer año de funcionamiento de los tribunales en las regiones a que se refiere el párrafo segundo, la subrogación de los Tribunales Tributarios y Aduaneros de las regiones IV de Coquimbo y VII del Maule se efectuará recíprocamente. En el mismo lapso, la subrogación de los Tribunales Tributarios y Aduaneros de las regiones IX de la Araucanía y XII de Magallanes y Antártica Chilena se efectuará recíprocamente; y

b) En el primer año de funcionamiento de los tribunales en las regiones a que se refiere el párrafo tercero, la subrogación de los Tribunales Tributarios y Aduaneros de las regiones IV de Coquimbo y VII del Maule se efectuará recíprocamente.”.”.
(Indicación N° 135, unanimidad 5 x 0). 

- - - - - - -

TEXTO DEL PROYECTO: 

Si las modificaciones anteriores son aprobadas por el Senado, el proyecto de ley queda como se consigna a continuación; se destacan en negrilla los cambios respecto del texto aprobado por la Cámara de Diputados en el primer trámite constitucional:

PROYECTO DE LEY:

“ARTICULO PRIMERO.- Fíjase el siguiente texto de la Ley Orgánica de Tribunales Tributarios y Aduaneros: 

“LEY ORGÁNICA DE TRIBUNALES TRIBUTARIOS Y ADUANEROS

TÍTULO I

De los Tribunales Tributarios y Aduaneros

Artículo 1º.- Los Tribunales Tributarios y Aduaneros son órganos jurisdiccionales letrados, especiales e independientes en el ejercicio de su ministerio, cuyas funciones, en el ámbito de su territorio, son:

1°.- Resolver las reclamaciones que presenten los contribuyentes, de conformidad al Libro Tercero del Código Tributario;

2°.- Conocer y fallar las denuncias a que se refiere el artículo 161 del Código Tributario y los reclamos por denuncias o giros contemplados en el número tercero del artículo 165 del mismo cuerpo legal;

3°.- Resolver las reclamaciones presentadas conforme al Título VI del Libro II de la Ordenanza de Aduanas y las que se interpongan de acuerdo a lo dispuesto en los artículos 186 y 187 de esa Ordenanza;

4°.- Disponer en los fallos que se dicten, la devolución y pago de las sumas solucionadas indebidamente o en exceso a título de impuestos, reajustes, intereses, sanciones, costas u otros gravámenes; 

5°.- Resolver las incidencias que se promuevan durante la gestión de cumplimiento administrativo de las sentencias;

6°.- Conocer del procedimiento especial de reclamo por vulneración de derechos a que se refiere el Párrafo 2° del Título III del Libro Tercero del Código Tributario;

7°.- Conocer del procedimiento especial de reclamo por vulneración de derechos establecido en el Párrafo 4 del Título VI del Libro II de la Ordenanza de Aduanas, y 

8°.- Conocer de las demás materias que señale la ley.

Artículo 2°.- Para los fines de la presente ley, del Código Tributario, de la Ordenanza de Aduanas y demás leyes tributarias y aduaneras, salvo que de sus textos se desprenda un significado distinto, se entenderá por "Juez Tributario y Aduanero", el titular del Tribunal Tributario y Aduanero correspondiente al territorio jurisdiccional respectivo.

En el caso de los Tribunales Tributarios y Aduaneros en que existan ambos cargos, las referencias de esta ley al “Secretario Abogado”, se entenderán realizadas, indistintamente, al “Secretario Abogado Tributario” y al “Secretario Abogado Aduanero”. 


Artículo 3°.- Créase un Tribunal Tributario y Aduanero con asiento en cada una de las siguientes comunas del territorio de la República, con la jurisdicción territorial que en cada caso se indica: 

Arica, con un juez, cuyo territorio jurisdiccional será el de la Decimoquinta Región de Arica y Parinacota.

Iquique, con un juez, cuyo territorio jurisdiccional será el de la Primera Región de Tarapacá.

Antofagasta, con un juez, cuyo territorio jurisdiccional será el de la Segunda Región de Antofagasta.

Copiapó, con un juez, cuyo territorio jurisdiccional será el de la Tercera Región de Atacama.

La Serena, con un juez, cuyo territorio jurisdiccional será el de la Cuarta Región de Coquimbo.

Valparaíso, con un juez, cuyo territorio jurisdiccional será el de la Quinta Región de Valparaíso.

Rancagua, con un juez, cuyo territorio jurisdiccional será el de la Sexta Región del Libertador General Bernardo O’Higgins.

Talca, con un juez, cuyo territorio jurisdiccional será el de la Séptima Región del Maule.

Concepción, con un juez, cuyo territorio jurisdiccional será el de la Octava Región del Bío Bío.

Temuco, con un juez, cuyo territorio jurisdiccional será el de la Novena Región de La Araucanía.

Valdivia, con un juez, cuyo territorio jurisdiccional será el de la Decimocuarta Región de los Ríos.

Puerto Montt, con un juez, cuyo territorio jurisdiccional será el de la Décima Región de Los Lagos.

Coyhaique, con un juez, cuyo territorio jurisdiccional será el de la Undécima Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo.

Punta Arenas, con un juez, cuyo territorio jurisdiccional será el de la Duodécima Región de Magallanes y de la Antártica Chilena.

Con asiento en la Región Metropolitana de Santiago, créanse los siguientes Tribunales Tributarios y Aduaneros:

Primer Tribunal, con un juez, cuyo territorio jurisdiccional será el de las comunas de Santiago, Independencia y Recoleta.

Segundo Tribunal, con un juez, cuyo territorio jurisdiccional será el de las comunas de Cerro Navia, Colina, Curacaví, Estación Central, Huechuraba, Lampa, Lo Prado, Pudahuel, Quilicura, Quinta Normal, Renca, Til Til, Conchalí, Maipú, Cerrillos, Padre Hurtado, Peñaflor, Talagante, El Monte, Melipilla, San Pedro, Alhué y María Pinto.

Tercer Tribunal, con un juez, cuyo territorio jurisdiccional será el de las comunas de San Miguel, La Cisterna, San Joaquín, Pedro Aguirre Cerda, Lo Espejo, La Granja, San Ramón, La Pintana, San Bernardo, Calera de Tango, Buin, Paine y El Bosque.

Cuarto Tribunal, con dos jueces, cuyo territorio jurisdiccional abarca el de las comunas de Providencia, Las Condes, Vitacura, Lo Barnechea, Ñuñoa, La Reina, Macul, Peñalolén, La Florida, Puente Alto, Pirque y San José de Maipo.

La distribución de las causas entre los jueces del Cuarto Tribunal se realizará de acuerdo a un procedimiento objetivo y general, que deberá ser establecido mediante Auto Acordado por la Corte de Apelaciones de Santiago.

Respecto de las materias señaladas en los números 3° y 7° del artículo 1°, y las de carácter aduanero de los números 4º, 5º y 8° del mismo artículo, cuyo conocimiento corresponda a los Tribunales de la Región Metropolitana, sólo será competente el Primer Tribunal, cuyo territorio jurisdiccional, para estos efectos, comprenderá toda la Región.

Artículo 4°.- Los Tribunales Tributarios y Aduaneros tendrán las siguientes plantas:

TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO I REGIÓN

	Cargos
	N° de cargos

	Juez Tributario y Aduanero
	1

	Secretario Abogado Tributario
	1

	Secretario Abogado Aduanero
	1

	Resolutor
	3

	Profesional Experto
	2

	Administrativo
	1

	Auxiliar
	1

	Total planta
	10


TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO II, III, IV, XII, XIV y XV REGIONES

	Cargos
	Nº de Cargos

	Juez Tributario y Aduanero
	1

	Secretario Abogado
	1

	Profesional Experto
	1

	Administrativo
	1

	Auxiliar
	1

	Total planta
	5


TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO V REGIÓN

	Cargos
	Nº de Cargos

	Juez Tributario y Aduanero
	1

	Secretario Abogado Tributario
	1

	Secretario Abogado Aduanero
	1

	Resolutor
	6

	Profesional Experto
	2

	Administrativo
	2

	Auxiliar
	1

	Total planta
	14


TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO VI, VII, IX Y X REGIONES

	Cargos
	Nº de Cargos

	Juez Tributario y Aduanero
	1

	Secretario Abogado
	1

	Resolutor
	1

	Profesional Experto
	1

	Administrativo
	1

	Auxiliar
	1

	Total planta
	6


PRIMER TRIBUNAL REGIÓN METROPOLITANA DE SANTIAGO

	Cargos
	Nº de Cargos

	Juez Tributario y Aduanero
	1

	Secretario Abogado Tributario
	1

	Secretario Abogado Aduanero
	1

	Resolutor
	7

	Profesional Experto
	2

	Administrativo
	2

	Auxiliar
	1

	Total planta
	15


CUARTO TRIBUNAL REGIÓN METROPOLITANA DE SANTIAGO

	Cargos
	Nº de Cargos

	Juez Tributario
	2

	Secretario Abogado
	1

	Resolutor
	4

	Profesional Experto
	3

	Administrativo
	2

	Auxiliar
	1

	Total planta
	13


TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO VIII REGIÓN; Y SEGUNDO Y TERCER TRIBUNAL REGIÓN METROPOLITANA DE SANTIAGO

	Cargos
	Nº de Cargos

	Juez Tributario y Aduanero
	1

	Secretario Abogado
	1

	Resolutor
	3

	Profesional Experto
	1

	Administrativo
	2

	Auxiliar 
	1

	Total planta
	9


TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO XI REGIÓN

	Cargos
	Nº de Cargos

	Juez Tributario y Aduanero
	1

	Secretario Abogado
	1

	Administrativo
	1

	Auxiliar
	1

	Total planta
	4


Adicionalmente, cuando las necesidades de estos tribunales lo requieran, se podrá contratar personal bajo el régimen de contrata, salvo que se trate de servicios específicos, los que serán pagados a suma alzada. En ambos casos se requerirá la autorización previa de la Unidad Administradora a que se refiere el Título II y contar con disponibilidad presupuestaria. La contratación de este personal se efectuará por la mencionada Unidad. 

Artículo 5°.- El Juez Tributario y Aduanero y el Secretario Abogado del Tribunal Tributario y Aduanero serán nombrados por el Presidente de la República, de una terna propuesta por la respectiva Corte de Apelaciones.

La Corte formará la terna correspondiente de una lista de un mínimo de cinco y un máximo de diez nombres, que le será propuesta por el Consejo de Alta Dirección Pública con sujeción al procedimiento establecido para el nombramiento de altos directivos públicos del primer nivel jerárquico, contenido en el Párrafo 3° del Título VI de la ley N° 19.882, con las modificaciones siguientes:

a) El perfil profesional de competencias y aptitudes del cargo concursado será definido por el Consejo.

b) De no haber al menos cinco candidatos al cargo que cumplan los requisitos para integrar la nómina, el Consejo podrá ordenar que se efectúe un nuevo concurso para conformar o completar la lista, según corresponda.

La Corte de Apelaciones respectiva podrá rechazar, en forma fundada y por una sola vez, todos o algunos de los nombres contenidos en la lista que se le presente. Si el número de nombres restantes fuere inferior a cinco, la Corte comunicará el hecho al Consejo, para que complete la nómina llamando a un nuevo concurso, en el cual no podrán participar las personas que fueron rechazadas. 

Para conformar la terna para el cargo de juez tributario y aduanero, los postulantes deberán ser recibidos por el pleno de la Corte de Apelaciones en una audiencia pública citada especialmente al efecto. Cada Corte establecerá la forma en que se desarrollará esta audiencia.

El resto del personal de los Tribunales Tributarios y Aduaneros será nombrado por el Presidente de la Corte de Apelaciones respectiva, previo concurso público efectuado conforme a las normas del Párrafo 1° del Título II del Estatuto Administrativo, ley 
N° 18.834, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005. Las funciones que el artículo 21 de dicho cuerpo legal asigna al Comité de Selección serán desempeñadas por la Unidad Administradora a que se refiere el Título II de la presente ley. 

Artículo 6°.- Para los cargos de Juez Tributario y Aduanero y Secretario Abogado será requisito, además de poseer título de abogado, haber ejercido la profesión un mínimo de cinco años, tener conocimientos especializados o experiencia en materias tributarias o aduaneras. En el caso de los secretarios abogados, se podrá requerir específicamente conocimientos o experiencia en materias tributarias o aduaneras, según el cargo que se trata de proveer.

Los resolutores deberán poseer título de abogado. 

Los profesionales expertos deberán poseer un título profesional de una carrera de a lo menos diez semestres de duración, otorgado por una universidad del Estado o reconocida por éste, preferentemente de abogado, contador auditor o de ingeniero comercial, con conocimientos especializados en materia tributaria. 

No obstante, a lo menos un profesional experto de los Tribunales Tributarios y Aduaneros de la I Región, de la V Región y del Primer Tribunal de la Región Metropolitana, deberán acreditar conocimientos en materias aduaneras.

Artículo 7°.- Antes de asumir sus funciones, los Jueces Tributarios y Aduaneros prestarán juramento o promesa de guardar la Constitución y las leyes de la República ante el Presidente de la respectiva Corte de Apelaciones. 

Artículo 8°.- Los Jueces Tributarios y Aduaneros son personalmente responsables por los delitos de cohecho, falta de observancia en materia sustancial de las leyes que reglan el procedimiento, denegación y torcida administración de justicia y, en general, de toda prevaricación en que incurran en el desempeño de sus funciones.

Permanecerán en sus cargos durante su buen comportamiento. No obstante lo anterior, cesarán en sus funciones al cumplir 75 años de edad; o por renuncia o incapacidad legal sobreviniente o en caso de ser depuestos de sus destinos, por causa legalmente sentenciada.

En todo caso, la Corte Suprema, por requerimiento del Presidente de la República, a solicitud de parte interesada, o de oficio, podrá declarar que los jueces no han tenido buen comportamiento y, previo informe del inculpado y de la Corte de Apelaciones respectiva, en su caso, acordar su remoción por la mayoría del total de sus componentes. Estos acuerdos se comunicarán al Presidente de la República para su cumplimiento.

Artículo 9°.- Los Jueces Tributarios y Aduaneros podrán perder su competencia para conocer determinados negocios por implicancia o recusación declaradas, en virtud de las causales contempladas en los artículos 195 y 196 del Código Orgánico de Tribunales. Para estos efectos se aplicarán, en lo que sea pertinente, los artículos 199 a 202, 204 y 205 del mismo Código. 

Artículo 10.- La subrogación del Juez Tributario y Aduanero corresponderá al funcionario que se desempeñe como Secretario Abogado del mismo Tribunal. A falta o inhabilidad de éste, corresponderá la subrogación al resolutor o profesional experto que sea abogado, y si hubiere más de uno, al más antiguo. Si hay dos o más que cumplan con esta condición, corresponderá la subrogación a aquel de ellos que el juez respectivo haya determinado.

En el caso de los Tribunales Tributarios y Aduaneros con más de un Secretario Abogado, subrogará el más antiguo o el que el juez señale. 

A falta o inhabilidad de todos los anteriores, subrogará el Secretario Abogado del Tribunal Tributario y Aduanero que se indica en la tabla siguiente. A falta o inhabilidad del Secretario Abogado de este último Tribunal, subrogará el Juez del mismo.

	XVª Región
	Iª Región

	IIª Región
	IIIª Región

	IVª Región
	Vª Región

	VIª Región
	VIIª Región

	VIIIª Región
	IXª Región

	Xª Región
	XIVª Región

	XIª Región
	XIIª Región

	1° Tribunal Región Metropolitana
	4° Tribunal Región Metropolitana

	2° Tribunal Región Metropolitana
	3° Tribunal Región Metropolitana


En el caso de los Tribunales Tributarios y Aduaneros con más de un Juez, a falta o inhabilidad del Secretario, antes de aplicar las reglas precedentes, subrogará el otro juez del mismo Tribunal. 

Artículo 11.- A los Jueces Tributarios y Aduaneros y Secretarios Abogados, les son aplicables los deberes, prohibiciones e inhabilidades a que se refieren los artículos 316 a 323 ter del Número 7 del Título X del Código Orgánico de Tribunales.

Artículo 12.- El Juez Tributario y Aduanero será calificado dentro del mes de enero de cada año por la Corte de Apelaciones que ejerza jurisdicción en el lugar donde aquél tenga su oficio. Para estos efectos, el Juez Tributario y Aduanero, en forma trimestral, remitirá a la Corte respectiva un informe de la gestión del Tribunal a su cargo.

El informe de la gestión del Tribunal Tributario y Aduanero deberá remitirse a la respectiva Corte dentro de los primeros diez días hábiles de los meses de enero, abril, julio y octubre de cada año y contendrá, al menos, los siguientes datos del trimestre anterior:

1.- Número y cuantía de causas ingresadas, en total y por materia reclamada;

2.- Número y cuantía de causas falladas, en total y por materia reclamada;

3.- Tiempos medios de demora de los procesos fallados; y


4.- Número y cuantía de causas pendientes, en total y por materia reclamada.

Sin perjuicio de lo anterior, para efectuar la calificación, la Corte podrá requerir otros informes sobre cursos de capacitación realizados por el Juez; cumplimiento de horarios de ingreso, salida y permanencia en el lugar de trabajo; y sobre ausencias injustificadas u otros antecedentes.

En contra de la calificación efectuada por la Corte, podrá el Juez Tributario y Aduanero interponer el recurso de apelación para ante la Corte Suprema dentro del plazo de cinco días hábiles. Una vez firme la resolución de calificación, las Cortes de Apelaciones enviarán los antecedentes respectivos a la Corte Suprema para que, cuando proceda, formule la declaración de mal comportamiento a que se refiere el inciso tercero del artículo 80 de la Constitución Política de la República y acuerde la remoción del juez afectado.

Los demás funcionarios del Tribunal Tributario y Aduanero serán calificados por el Juez respectivo, dentro del mes de enero de cada año. Las apelaciones en contra de esta calificación se interpondrán dentro del plazo de cinco días hábiles y serán conocidas por el pleno de la Corte de Apelaciones respectiva. 

En lo no regulado por esta ley, el régimen de calificación del personal perteneciente a los Tribunales Tributarios y Aduaneros, se regirá por las normas del Número 3 del Título X del Código Orgánico de Tribunales.


Artículo 13.- El uso del feriado y de permisos por parte del Juez Tributario y Aduanero deberá ser autorizado por el Presidente de la respectiva Corte de Apelaciones. En el caso de los demás funcionarios del tribunal, la autorización deberá ser dada por el correspondiente Juez Tributario y Aduanero.

Artículo 14.- Son funciones de los Secretarios Abogados:

1°.- Subrogar al Juez Tributario y Aduanero en los términos expresados en el artículo 10;

2°.- Asesorar al Juez Tributario y Aduanero en el ejercicio de su ministerio;


3°.- Velar por que se efectúen las notificaciones en la forma que señala la ley y por que se deje testimonio de ellas en el expediente. Para la ejecución de estas tareas podrá designar a uno o más abogados resolutores o profesionales expertos, y


4°.- Ejercer las demás tareas que le sean asignadas por el Juez Tributario y Aduanero.

Artículo 15.- Corresponde a los Resolutores y Profesionales Expertos:

1°.- Asesorar al Juez Tributario y Aduanero en el ejercicio de su ministerio; 

2°.- Actuar como ministros de fe en la recepción de la prueba testimonial y en las audiencias de absolución de posiciones y designación de peritos, y

3°.- Ejercer las demás tareas que le sean asignadas por el Juez Tributario y Aduanero.

Artículo 16.- Los funcionarios del Tribunal Tributario y Aduanero tendrán prohibición de ejercer libremente su profesión u otra actividad remunerada, y de ocupar cargos directivos, ejecutivos y administrativos en otras entidades, sea que persigan o no fines de lucro.

No obstante lo dispuesto en el inciso anterior, el desempeño como funcionario del Tribunal Tributario y Aduanero será compatible con los cargos docentes, hasta un máximo de seis horas semanales. 

Artículo 17.- En todo lo no previsto por esta ley, el personal de los Tribunales Tributarios y Aduaneros se regirá por las normas de la Ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo, salvo en aquello que sea incompatible con la naturaleza de su función.

TITULO II

De la Unidad Administradora

Artículo 18.- Créase la Unidad Administradora de los Tribunales Tributarios y Aduaneros.

Esta Unidad será un órgano funcionalmente desconcentrado de la Subsecretaría de Hacienda, conforme a lo dispuesto en el artículo 33 de la ley Nº 18.575, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de 2001, y a las normas de la presente ley. No obstante, en el ejercicio de las atribuciones radicadas por ley en su esfera de competencia, no comprometerá sino los recursos y bienes afectos al cumplimiento de sus fines propios a que se refieren los artículos siguientes. 

Artículo 19.- Corresponderá a la Unidad Administradora la gestión administrativa de los Tribunales Tributarios y Aduaneros. Respecto de ellos tendrá las siguientes funciones:

1°.- Pago de servicios y de las remuneraciones del personal de los Tribunales Tributarios y Aduaneros;

2°.- Provisión de inmuebles;

3°.- Abastecimiento de materiales de trabajo y mobiliario; 

4°.- Suministro y soporte de los medios informáticos, red computacional y del sitio en Internet de los Tribunales Tributarios y Aduaneros;

5°.- Ejecución de la administración financiera de los tribunales. A este efecto, cuando así se le requiera, podrá poner fondos a disposición de los mismos. Los tribunales deberán rendir, ante ella, cuenta detallada de la inversión de estos fondos, debiendo la Unidad llevar una cuenta para este fin;

6°.- La organización de cursos y conferencias destinados al perfeccionamiento del personal de los Tribunales Tributarios y Aduaneros, y

7°.- Todas las demás necesarias para el correcto funcionamiento administrativo de los Tribunales Tributarios y Aduaneros.

Artículo 20.- La Unidad estará a cargo de un Jefe que tendrá las atribuciones a que se refiere el artículo 22 y será nombrado de acuerdo a las normas de la ley N° 19.882, sobre altos directivos públicos del primer nivel jerárquico. 

Los mecanismos y procedimientos de coordinación y relación entre el Jefe de la Unidad y el Subsecretario de Hacienda se regirán por lo establecido en la ley.

Artículo 21.- Para el cargo de Jefe de Unidad será requisito poseer un título profesional otorgado por una universidad del Estado o reconocida por éste de una carrera de a lo menos diez semestres de duración.

Artículo 22.- En el Jefe de la Unidad estarán radicadas las funciones de dirección, organización y administración de la misma y, en consecuencia, le corresponden las siguientes atribuciones, responsabilidades y obligaciones:

a) Diseñar y desarrollar programas que promuevan la más eficiente administración de los recursos asignados;

b) Representar a la Unidad en todos los asuntos;

c) Ejecutar los actos y celebrar los contratos que estime necesarios para el cumplimiento de los fines de la Unidad y, entre otros, comprar, construir, reparar, arrendar, mantener y administrar toda clase de bienes muebles e inmuebles con sujeción a las disponibilidades presupuestarias;

d) Responder directamente de los fondos puestos a su disposición; 

e) Dar cuenta pública, en el mes de marzo de cada año, de la gestión efectuada el año anterior. Esta cuenta se dará ante las Comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados.

f) Las demás atribuciones y deberes que le asignen las leyes.

Artículo 23.- La Unidad Administradora mantendrá dos cuentas corrientes bancarias a su nombre. Una de éstas se utilizará para los fines propios de la administración operativa de los Tribunales Tributarios y Aduaneros, y la otra, se empleará para todos los fines judiciales.

Artículo 24.- La Ley de Presupuestos del Sector Público deberá consultar anualmente, en forma global, los recursos necesarios para el funcionamiento de los Tribunales Tributarios y Aduaneros. Para estos efectos, el Jefe de la Unidad Administradora comunicará a la Subsecretaría de Hacienda las necesidades presupuestarias, dentro de los plazos y de acuerdo a las modalidades establecidas para los organismos de la Administración del Estado.

TITULO III
De la Planta y Remuneraciones del Personal de los Tribunales Tributarios y Aduaneros

Artículo 25.- La planta de personal de los Tribunales Tributarios y Aduaneros estará constituida por los siguientes cargos y grados, a los que corresponderá un nivel remuneratorio equivalente a los de la Escala de Sueldos Bases Mensuales del Personal del Poder Judicial, incluidas todas las asignaciones inherentes al respectivo cargo:

	Cargos
	Nº de Cargos
	Grados

	Juez Tributario y Aduanero
	19
	V

	Secretario Abogado
	21
	VII

	Resolutor
	33
	X

	Profesional Experto 
	22
	X

	Administrativo
	24
	XVII

	Auxiliar
	18
	XX

	Total planta
	137.”.
	


ARTICULO SEGUNDO.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el texto del Código Tributario, contenido en el decreto ley Nº 830, de 1974.

1) Modifícase la letra B del artículo 6º de la siguiente manera:

a) Agrégase en el Nº 5°, a continuación del punto final, el siguiente párrafo segundo, nuevo: 

“Sin embargo, el Director Regional no podrá resolver peticiones administrativas que contengan las mismas pretensiones planteadas previamente por el contribuyente en sede jurisdiccional.”.

b) Reemplázase el N° 6°, por el siguiente: 

“6°.- Disponer el cumplimiento administrativo de las sentencias dictadas por los Tribunales Tributarios y Aduaneros, que incidan en materias de su competencia.”.

2) Sustitúyense, en el inciso segundo del artículo 24, la expresión “sesenta días” por “noventa días”, y la oración “sólo una vez que la Dirección Regional se haya pronunciado sobre el reclamo o deba éste entenderse rechazado de conformidad al artículo 135 o en virtud de otras disposiciones legales”, por la frase “notificado que sea el fallo pronunciado por el Tribunal Tributario y Aduanero”. 

3) Intercálase en el artículo 25, a continuación de las palabras “determinadamente en”, la frase “un pronunciamiento jurisdiccional o en”, y suprímese la expresión "sea con ocasión de un reclamo, o".

4) En el artículo 54, sustitúyese la expresión “sesenta días” por “noventa días”.

5) Agrégase el siguiente artículo 59 bis:

"Artículo 59 bis.- Será competente para conocer de todas las actuaciones de fiscalización posteriores, la Unidad del Servicio que practicó al contribuyente una notificación de conformidad a lo dispuesto en el número 1° del artículo único de la Ley N° 18.320, o una citación según lo dispuesto en el artículo 63.”.

6) Reemplázase en el inciso sexto del artículo 64, la oración que sigue al punto seguido (.), por la siguiente: "La tasación y giro podrán ser impugnadas, en forma simultánea, a través del procedimiento a que se refiere el Título II del Libro Tercero.", y suprímese el inciso séptimo del mismo artículo.

7) Reemplázase en el artículo 105, inciso primero, las palabras "por el Servicio", por la frase "administrativamente por el Servicio o por el Tribunal Tributario y Aduanero,".

8) Reemplázanse en el artículo 107, las palabras "Servicio imponga" por la frase "Servicio o el Tribunal Tributario y Aduanero impongan".

9) Derógase el artículo 113.

10) Reemplázase la denominación del LIBRO TERCERO, por la siguiente: "De la competencia para conocer de los asuntos contenciosos tributarios, de los procedimientos y de la prescripción". Asimismo, sustitúyese la denominación del TITULO I del LIBRO TERCERO, por la siguiente: "De la competencia para conocer de los asuntos contenciosos tributarios".

11) Modifícase el artículo 115, de la siguiente manera:

a) Reemplázase en el inciso primero, la expresión "Director Regional", por las palabras "Tribunal Tributario y Aduanero".

b) Sustitúyese en el inciso segundo, la expresión "Director Regional", las primeras dos veces que aparece en el texto, por la expresión "Tribunal Tributario y Aduanero cuyo territorio jurisdiccional corresponda al", y la tercera vez que se menciona, por las palabras “Tribunal Tributario y Aduanero”. Asimismo, reemplázase la palabra “tenga” por “tenía” y suprímese la expresión “que reclame”. 

c) Sustitúyese en el inciso tercero, la expresión "Director Regional" por "Tribunal Tributario y Aduanero", y agrégase, a continuación del punto final (.) que pasa a ser punto seguido (.), lo siguiente: "Sin embargo, en los casos a que se refieren los números 1° y 2° del artículo 165, la aplicación administrativa de las sanciones corresponderá al Director Regional del domicilio del infractor.".

d) Intercálase en el inciso cuarto, a continuación de la palabra "Regional" la expresión "o Tribunal Tributario y Aduanero, según corresponda,".

12) Introdúcese el siguiente artículo 116:

“Artículo 116.- El Director Regional podrá delegar en funcionarios del Servicio la aplicación de las sanciones que correspondan a su competencia.".

13) Agrégase el siguiente artículo 117:

“Artículo 117.- La representación del Fisco en los procesos jurisdiccionales seguidos en conformidad a los Títulos II, III y IV de este Libro, corresponderá exclusivamente al Servicio, que para todos los efectos legales, tendrá la calidad de parte. Si éste lo considera necesario podrá requerir la intervención del Consejo de Defensa del Estado ante los tribunales superiores de justicia. 

Los Directores Regionales, dentro de los límites de sus respectivas jurisdicciones territoriales, tendrán la representación del Servicio para los fines señalados en el inciso anterior, sin perjuicio de las facultades del Director, quien podrá en cualquier momento asumir dicha representación.”.

14) Derógase el artículo 119.

15) Modifícase el artículo 120, de la siguiente forma:

a) Reemplázase en el inciso primero, la expresión "Director Regional" por "Tribunal Tributario y Aduanero".

b) Sustitúyese el inciso segundo, por el siguiente:

“Conocerá de estos recursos la Corte de Apelaciones en cuyo territorio jurisdiccional tenga asiento el Tribunal Tributario y Aduanero que dictó la resolución apelada.”.

c) Suprímese el inciso tercero.

d) En el inciso cuarto, reemplázase la expresión “a los artículos 117 y”, por “al artículo”.

16) Sustitúyese en el artículo 121, inciso primero, la expresión "Director Regional o quien haga sus veces" por "Tribunal Tributario y Aduanero".

17) Incorpórase el siguiente artículo 123 bis:


“Artículo 123 bis.- Respecto de los actos a que se refiere el artículo 124, será procedente el recurso de reposición administrativa, en conformidad a las normas del Capítulo IV de la ley N° 19.880, con las siguientes modificaciones:

a) El plazo para presentar la reposición será de quince días.

b) La reposición se entenderá rechazada en caso de no encontrarse notificada la resolución que se pronuncia sobre ella dentro del plazo de cincuenta días contados desde su presentación.

c) La presentación de la reposición no interrumpirá el plazo para la interposición de la reclamación judicial contemplada en el artículo siguiente.

No serán procedentes en contra de las actuaciones a que se refiere el inciso primero los recursos jerárquico y extraordinario de revisión.

Los plazos a que se refiere este artículo se regularán por lo señalado en la ley N° 19.880.”.

18) Reemplázase en el inciso tercero del artículo 124, la expresión “sesenta”, las dos veces que aparece en el texto, por la palabra “noventa”.

19) Modifícase el artículo 125, en la forma siguiente:

a) Agrégase, en el inciso primero, el siguiente número 1°, nuevo, pasando los actuales 1°, 2° y 3°, a ser 2°, 3° y 4°, respectivamente:

“1° Consignar el nombre o razón social, número de Rol Único Tributario, domicilio, profesión u oficio del reclamante y, en su caso, de la o las personas que lo representan y la naturaleza de la representación.".

b) Reemplázase el inciso final, por el siguiente:

“Si no se cumpliere con los requisitos antes enumerados, el Juez Tributario y Aduanero dictará una resolución, ordenando que se subsanen las omisiones en que se hubiere incurrido, dentro del plazo que señale el tribunal, el cual no podrá ser inferior a tres días, bajo apercibimiento de tener por no presentada la reclamación. Respecto de aquellas causas en que se permita la litigación sin patrocinio de abogado, dicho plazo no podrá ser inferior a quince días.”. 

20) Intercálase en el inciso primero del artículo 127, a continuación de la coma que sigue a la palabra "plazo", la expresión "y conjuntamente con la reclamación,".

21) Reemplázase el artículo 129, por el siguiente:

“Artículo 129.- En las reclamaciones a que se refiere el presente Título, sólo podrán actuar las partes por sí o por medio de sus representantes legales o mandatarios. 

Las partes deberán comparecer en conformidad a la normas establecidas en la ley N° 18.120, salvo que se trate de causas de cuantía inferior a treinta y dos unidades tributarias mensuales, en cuyo caso podrán comparecer sin patrocinio de abogado.”.

22) Reemplázase el artículo 130, por el siguiente:

“Artículo 130.- El Tribunal Tributario y Aduanero llevará los autos en la forma ordenada en los artículos 29 y 34 del Código de Procedimiento Civil. Durante la tramitación, sólo las partes podrán imponerse de ellos.”.

23) Sustitúyese, en el artículo 131, la palabra "Servicio", por "Tribunal Tributario y Aduanero".

24) Agrégase el siguiente artículo 131 bis:

"Artículo 131 bis.- Las resoluciones que dicte el Tribunal Tributario y Aduanero se notificarán a las partes mediante la publicación de su texto íntegro en el sitio en Internet del Tribunal. 

Se dejará testimonio en el expediente y en el sitio en Internet de haberse efectuado la publicación y de su fecha. Los errores u omisiones en dichos testimonios no invalidarán la notificación.

Las notificaciones al reclamante de las sentencias definitivas, de las resoluciones que reciben la causa a prueba y de aquellas que declaren inadmisible un reclamo, pongan término al juicio o hagan imposible su continuación, serán efectuadas por carta certificada. Del mismo modo lo serán aquellas que se dirijan a terceros ajenos al juicio. En estos casos, la notificación se entenderá practicada al tercer día contado desde aquél en que la carta fue expedida por el tribunal. Sin perjuicio de lo anterior, dichas resoluciones serán igualmente publicadas del modo que se establece en el inciso primero. En todo caso, la falta de esa publicación no anulará la notificación. 

Para efectos de las notificaciones a que se refiere el inciso anterior, el reclamante deberá designar, en la primera gestión que realice ante el Tribunal, un domicilio dentro del radio urbano de una localidad ubicada en alguna de las comunas de la Región sobre cuyo territorio aquél ejerce competencia, y esta designación se considerará subsistente mientras no haga otra, aun cuando de hecho cambie su morada. Si se omite efectuar esta designación, el Tribunal dispondrá que ella se realice en un plazo de cinco días, bajo apercibimiento de que estas notificaciones se efectúen de conformidad con lo dispuesto en el inciso primero.

Cualquiera de las partes podrá solicitar para sí el aviso, mediante correo electrónico, del hecho de haber sido notificada de una o más resoluciones. En todo caso, la falta de este aviso no anulará la notificación.

La notificación al Servicio de la resolución que le confiere traslado del reclamo del contribuyente se efectuará por correo electrónico, a la dirección que el respectivo Director Regional deberá registrar ante el Tribunal Tributario y Aduanero de su jurisdicción. La designación de la dirección de correo electrónico se entenderá vigente mientras no se informe al tribunal de su modificación.”.
25) Reemplázase el artículo 132, por el siguiente:

"Artículo 132.- Del reclamo del contribuyente, se conferirá traslado al Servicio por el término de veinte días. La contestación del Servicio deberá contener una exposición clara de los hechos y fundamentos de derecho en que se apoya, y las peticiones concretas que se someten a la decisión del Tribunal Tributario y Aduanero.

Vencido el plazo a que se refiere el inciso anterior, haya o no contestado el Servicio, el Tribunal Tributario y Aduanero, de oficio o a petición de parte, deberá recibir la causa a prueba si hubiere controversia sobre algún hecho substancial y pertinente. La resolución que se dicte al efecto señalará los puntos sobre los cuales deberá recaer la prueba. En su contra, sólo procederán los recursos de reposición y de apelación, dentro del plazo de cinco días, contados desde la notificación. De interponerse apelación, deberá hacerse siempre en subsidio de la reposición y procederá en el solo efecto devolutivo. El recurso de apelación se tramitará en cuenta y en forma preferente.

El término probatorio será de veinte días y dentro de él se deberá rendir toda la prueba.

En los primeros dos días del probatorio, cada parte deberá acompañar una nómina de los testigos de que piensa valerse, con expresión del nombre y apellido, domicilio y profesión u oficio. Sólo se examinarán testigos que figuren en dicha nómina. En el procedimiento no existirán testigos inhábiles, sin perjuicio de lo cual el tribunal podrá repeler de oficio a los que notoriamente aparezcan comprendidos en alguna de las situaciones del artículo 357 del Código de Procedimiento Civil. Se podrán dirigir a cualquier testigo preguntas tendientes a demostrar su credibilidad o falta de ella. 

Se admitirá a declarar hasta un máximo de cuatro testigos por punto de prueba.

El Tribunal Tributario y Aduanero dará lugar a la petición de oficios, cuando se trate de requerir información pertinente sobre los hechos materia del juicio, debiendo señalarse específicamente el o los hechos sobre los cuales se pide el informe.

Tratándose de solicitudes de oficios a las que acceda el Tribunal Tributario y Aduanero, éste deberá disponer su despacho inmediato a las personas o entidades requeridas, quienes estarán obligadas a evacuar la respuesta dentro del plazo que al efecto fije el tribunal, el que en todo caso no podrá exceder de quince días. A petición de la parte que lo solicita o de la persona o entidad requerida, el plazo para evacuar el oficio podrá ser ampliado por el tribunal, por una sola vez y hasta por quince días más, cuando existan antecedentes fundados que lo aconsejen.

Los mismos plazos indicados en el inciso precedente regirán para los peritos, en relación a sus informes, desde la aceptación de su cometido.

El Director, los Subdirectores y los Directores Regionales no tendrán la facultad de absolver posiciones en representación del Servicio.

Se admitirá, además, cualquier otro medio probatorio apto para producir fe.

No serán admisibles aquellos antecedentes que, teniendo relación directa con las operaciones fiscalizadas, hayan sido solicitados determinada y específicamente por el Servicio al reclamante en la citación a que se refiere el artículo 63, y que este último, no obstante disponer de ellos, no haya acompañado en forma íntegra dentro del plazo del inciso segundo de dicho artículo. El reclamante siempre podrá probar que no acompañó la documentación en el plazo señalado, por causas que no le hayan sido imputables.

El Juez Tributario y Aduanero se pronunciará en la sentencia sobre esta inadmisibilidad.

Cuando hayan de practicarse diligencias probatorias fuera del lugar en que se sigue el juicio, o si durante el término de prueba ocurren entorpecimientos que imposibiliten la recepción de ésta, el Tribunal Tributario y Aduanero podrá ampliar, por una sola vez, el término probatorio por el número de días que estime necesarios, no excediendo en ningún caso de diez días, contados desde la fecha de notificación de la resolución que ordena la ampliación.

La prueba será apreciada por el Juez Tributario y Aduanero de conformidad con las reglas de la sana crítica. Al apreciar las pruebas de esta manera, el tribunal deberá expresar en la sentencia las razones jurídicas y las simplemente lógicas, científicas, técnicas o de experiencia en virtud de las cuales les asigna valor o las desestima. En general, tomará en especial consideración la multiplicidad, gravedad, precisión, concordancia y conexión de las pruebas o antecedentes del proceso que utilice, de manera que el examen conduzca lógicamente a la conclusión que convence al sentenciador.

No obstante lo anterior, los actos o contratos solemnes sólo podrán ser acreditados por medio de la solemnidad prevista por la ley. En aquellos casos en que la ley requiera probar mediante contabilidad fidedigna, el juez deberá ponderar preferentemente dicha contabilidad. 

El Tribunal Tributario y Aduanero tendrá el plazo de sesenta días para dictar sentencia, contado desde el vencimiento del término probatorio.”.

26) Modifícase el artículo 133, en los términos siguientes:

a) Intercálase entre las palabras “reclamo” y “sólo”, la oración “con excepción de aquéllas a que se refiere el inciso segundo del artículo 132, inciso tercero del artículo 137 e incisos primero, segundo y final del artículo 139”, entre comas.

b) Agrégase el siguiente inciso segundo:

“La resolución que falle la reposición no es susceptible de recurso alguno.”.

27) Derógase el artículo 135.

28) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 136:

a) Reemplázase en el inciso primero la expresión "Director Regional", por las palabras “Juez Tributario y Aduanero"; y la frase “de la liquidación reclamada” por “del acto reclamado”.

b) Derógase el inciso segundo.

29) Reemplázase el artículo 137, por el siguiente:

"Artículo 137.- Cuando las facultades del contribuyente no ofrezcan suficiente garantía o haya motivo racional para creer que procederá a ocultar sus bienes, el Servicio podrá impetrar, en los procesos de reclamación a que se refiere este Título, la medida cautelar de prohibición de celebrar actos o contratos sobre bienes o derechos específicos del contribuyente. La solicitud de medida cautelar deberá ser fundada.

Esta medida cautelar se limitará a los bienes y derechos suficientes para responder de los resultados del proceso y se decretará, preferentemente, sobre bienes y derechos cuyo gravamen no afecte el normal desenvolvimiento del giro del contribuyente. Ella será esencialmente provisional y deberá hacerse cesar siempre que desaparezca el peligro que se ha procurado evitar o se otorgue caución suficiente.

La solicitud de medida cautelar se tramitará incidentalmente por el Tribunal Tributario y Aduanero, en ramo separado. En contra de la resolución que se pronuncie sobre aquélla sólo procederán los recursos de reposición y de apelación, dentro del plazo de cinco días contados desde la notificación. Si se interpusieran ambos, deberán serlo conjuntamente, entendiéndose la apelación en subsidio de la reposición. El recurso de apelación se concederá en el solo efecto devolutivo y será tramitado por la Corte de Apelaciones respectiva en cuenta y en forma preferente.".

30) Reemplázase el artículo 138, por el siguiente:

“Artículo 138.- Notificada que sea la sentencia que falle el reclamo, no podrá modificarse o alterarse, salvo en cuanto se deba, de oficio o a petición de parte, aclarar los puntos oscuros o dudosos, salvar las omisiones o rectificar los errores de copia, de referencias o de cálculos numéricos que aparezcan en ella.”.

31) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 139:

a) Reemplázanse los incisos primero y segundo por los siguientes:

“Artículo 139.- Contra la sentencia que falle un reclamo sólo podrá interponerse el recurso de apelación, dentro del plazo de quince días contados desde la fecha de su notificación.

Respecto de la resolución que declare inadmisible un reclamo o haga imposible su continuación, podrán interponerse los recursos de reposición y de apelación, en el plazo de quince días contado desde la respectiva notificación. De interponerse apelación, deberá hacerse siempre en subsidio de la reposición y procederá en el sólo efecto devolutivo. El recurso de apelación se tramitará en cuenta y en forma preferente.”.

b) Suprímese en el inciso final, la expresión "dictado por el Director Regional".

32) Derógase el artículo 141.

33) Sustitúyese en el artículo 142, la frase "La Dirección Regional", por "El Tribunal Tributario y Aduanero".

34) Sustitúyese el artículo 143, por el siguiente:

“Artículo 143.- El recurso de apelación contra la sentencia definitiva se tramitará en cuenta, a menos que cualquiera de las partes, dentro del plazo de cinco días contados desde el ingreso de los autos en la secretaría de la Corte de Apelaciones, solicite alegatos.

Vencido ese plazo, el tribunal de alzada ordenará traer los autos en relación, si se hubiere solicitado oportunamente alegatos. De lo contrario, el Presidente de la Corte ordenará dar cuenta.

En las apelaciones a que se refiere este Libro no será necesaria la comparecencia de las partes en segunda instancia.”.
35) Reemplázase el artículo 144 por el siguiente:

"Artículo 144.- Los fallos pronunciados por el Tribunal Tributario y Aduanero deberán ser fundados. La omisión de este requisito, así como de los establecidos en el inciso décimo cuarto del artículo 132, será corregida de conformidad con lo dispuesto en el artículo 140.".

36) Modifícase el artículo 145, de la siguiente forma:

a) Reemplázase en el inciso primero, la palabra “Fisco” por “Servicio”.

b) Suprímese el inciso tercero.

37) Derógase el artículo 146. 

38) Modifícase el artículo 147 en la forma siguiente:

a) Derógase el inciso segundo.

b) Agrégase al final del inciso séptimo, a continuación de la palabra “recargado”, la frase “por el reclamante”. 

c) En el inciso final, suprímese la frase: “el que deberá velar por el pago de los impuestos de Timbres, Estampillas y Papel Sellado que correspondan”.

39) Reemplázase en el inciso primero del artículo 149, la expresión "Director Regional" por "Tribunal Tributario y Aduanero".

40) Sustitúyese el artículo 151, por el siguiente:

“Artículo 151.- Se aplicarán las normas contenidas en el Título II de este Libro, al procedimiento establecido en este Párrafo, en cuanto la naturaleza de la tramitación lo permita. No se aplicará en este procedimiento lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 129.”.

41) Sustitúyese el inciso primero del artículo 152, por el siguiente: 

“Los contribuyentes, las Municipalidades y el Servicio podrán apelar de las resoluciones definitivas dictadas por el Tribunal Tributario y Aduanero para ante el Tribunal Especial de Alzada.".

42) Derógase el inciso segundo del artículo 153.

43) Reemplázase la denominación del PÁRRAFO 2° del TITULO III del LIBRO TERCERO, por la siguiente: “Del procedimiento especial de reclamo por vulneración de derechos”.

44) Agrégase el siguiente artículo 155:

“Artículo 155.- Si producto de un acto u omisión del Servicio, un particular considera vulnerados sus derechos contemplados en los numerales 21°, 22° y 24° del artículo 19 de la Constitución Política de la República, podrá recurrir ante el Tribunal Tributario y Aduanero en cuya jurisdicción se haya producido tal acto u omisión, siempre que no se trate de aquellas materias que deban ser conocidas en conformidad a alguno de los procedimientos establecidos en el Título II o en los Párrafos 1° y 3° de este Título o en el Título IV, todos del Libro Tercero de este Código.

La acción deberá presentarse por escrito dentro del plazo fatal de quince días hábiles contados desde la ejecución del acto o la ocurrencia de la omisión, o desde que se haya tenido conocimiento cierto de los mismos, lo que se hará constar en autos.

Interpuesta la acción de protección a que se refiere el artículo 20 de la Constitución Política, en los casos en que ella proceda, no se podrá recurrir de conformidad a las normas de este Párrafo, por los mismos hechos.”.

45) Agrégase el siguiente artículo 156:

“Artículo 156.- Presentada la acción el Tribunal examinará si ha sido interpuesta en tiempo y si tiene fundamentos suficientes para acogerla a tramitación. Si su presentación ha sido extemporánea o adolece de manifiesta falta de fundamento, la declarará inadmisible por resolución fundada.

Acogida a tramitación, se dará traslado al Servicio por diez días. Vencido este plazo, haya o no contestado el Servicio, y existiendo hechos sustanciales y pertinentes controvertidos, se abrirá un término probatorio de diez días en el cual las partes deberán rendir todas sus pruebas. El Tribunal apreciará la prueba rendida de acuerdo a las reglas de la sana crítica.

Vencido el término probatorio, el Juez Tributario y Aduanero dictará sentencia en un plazo de diez días. El fallo contendrá todas las providencias que el Tribunal juzgue necesarias para restablecer el imperio del derecho y asegurar la debida protección del solicitante, sin perjuicio de los demás derechos que pueda hacer valer ante la autoridad o los tribunales correspondientes.

Contra la sentencia sólo procederá el recurso de apelación, en el plazo de quince días. El recurso será conocido en cuenta y en forma preferente por la Corte de Apelaciones, a menos que cualquiera de las partes, dentro del plazo de cinco días contados desde el ingreso de los autos en la secretaría de la Corte de Apelaciones, solicite alegatos.

El Tribunal podrá decretar orden de no innovar, en cualquier estado de la tramitación.”.

46) Agrégase el siguiente artículo 157:

“Artículo 157.- En lo no establecido por este Párrafo, y en cuanto la naturaleza de la tramitación lo permita, se aplicarán las demás normas contenidas en el Título II de este Libro. En todo caso, el solicitante podrá comparecer sin patrocinio de abogado.”.

47) Derógase el artículo 159. 

48) Modifícase el inciso primero del artículo 161, de la siguiente forma:

a) Reemplázase en su encabezado los términos “penas corporales” por “penas privativas de libertad”, y la oración “Director Regional competente, o por los funcionarios que designe conforme a las instrucciones que al respecto imparta el Director”, por los términos “Tribunal Tributario y Aduanero”.

b) Sustitúyese en el número 1°, la expresión “la que se notificará al interesado” por “quien la notificará al imputado”.

c) Sustitúyese el párrafo segundo del número 2°, por el siguiente:

“En las causas de cuantía igual o superior a treinta y dos unidades tributarias mensuales, se requerirá patrocinio y representación en los términos de los artículos 1° y 2° de la ley 
N°  18.120.”.

d) Reemplázase el párrafo primero del número 4° por el siguiente:

“Presentados los descargos se conferirá traslado al Servicio por el término de diez días. Vencido este plazo, haya o no contestado el Servicio se ordenará recibir la prueba que se hubiere ofrecido, dentro del término que se señale.”.

e) Reemplázase en el párrafo segundo del número 4°, la expresión "funcionario competente" por "Juez Tributario y Aduanero".

f) Sustitúyese en el párrafo primero del número 5°, las palabras “procederán los recursos” por “procederá el recurso”.

g) Suprímese el número 6°.

h) Reemplázase, en el número 10, la expresión “pena corporal”, por “pena privativa de libertad”.

49) Modifícase el artículo 162, de la siguiente manera:

a) En el inciso primero, sustitúyese la expresión “pena corporal” por “pena privativa de libertad”.

b) En el inciso tercero, reemplázase la expresión "pena corporal", por "pena privativa de libertad", y las palabras “aplique la” por la frase “persiga la aplicación de la”.

c) En el inciso cuarto, sustitúyese la expresión "Director Regional" por "Juez Tributario y Aduanero".

d) En el inciso quinto, reemplázase la expresión "Director Regional", por las palabras "Juez Tributario y Aduanero".

50) Introdúcense en el artículo 165, las siguientes modificaciones:

a) Intercálase en el encabezado del inciso primero, después de la coma que sigue al numeral "2°", el numeral "3°" seguido de una coma; a continuación de la coma que sigue al número "11°", intercálanse los numerales "15" y "16", ambos seguidos de una coma y después de la expresión "artículo 97," agrégase la frase "y en el artículo 109,".

b) Sustitúyese en el numeral 2° la frase "números 1, incisos segundo y final," por "números 1°, inciso segundo, 3°,"; a continuación de la coma que sigue al dígito "10°", intercálanse los numerales "15" y "16", ambos seguidos de una coma y después de la coma que sigue a la expresión "artículo 97", agrégase la frase "y artículo 109,".

c) Reemplázanse, en el numeral 3°, las palabras “Director Regional” por “Tribunal Tributario y Aduanero”.

d) Reemplázase el número 4º, por el siguiente:

“4°.- Formulado el reclamo, se conferirá traslado al Servicio por el término de diez días. Vencido el plazo, haya o no contestado el Servicio, el Juez Tributario y Aduanero podrá recibir la causa a prueba si estima que existen hechos substanciales y pertinentes controvertidos, abriendo un término probatorio de ocho días. En la misma resolución determinará la oportunidad en que la prueba testimonial deba rendirse. Dentro de los dos primeros días del término probatorio las partes deberán acompañar una nómina de los testigos de que piensan valerse, con expresión de su nombre y apellido, domicilio y profesión u oficio. No podrán declarar más de cuatro testigos por cada parte. En todo caso, el tribunal podrá citar a declarar a personas que no figuren en las listas de testigos o decretar otras diligencias probatorias que estime pertinentes. 

Las resoluciones dictadas en primera instancia se notificarán a las partes de conformidad con lo dispuesto en el artículo 131 bis.”.

e) Reemplázase, en el párrafo primero del número 5º, las palabras "Director Regional" por "Juez Tributario y Aduanero"; el vocablo “décimo” por “décimo quinto”, y suprímese la expresión “personal o por cédula”. Además, reemplázanse las oraciones desde “Sólo podrá concederse”, hasta el punto final de dicho inciso, por las siguientes: “Si el recurso fuere desechado por la unanimidad de los miembros del tribunal de segunda instancia, éste ordenará que el recurrente pague, a beneficio fiscal, una cantidad adicional equivalente al diez por ciento de la multa reajustada, y se condenará en las costas del recurso al recurrente, de acuerdo a las reglas generales.”.

f) Agrégase en el número 6°, a continuación del punto final, que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración: “No se aplicará en este procedimiento lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 129.”.

g) Suprímese el número 8°.

ARTICULO TERCERO.- Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto con fuerza de ley Nº 30, del Ministerio de Hacienda, de 2004, publicado el 4 de junio de 2005, que aprueba el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley de Hacienda Nº 213, de 1953, sobre Ordenanza de Aduanas:

1) Incorpórase al artículo 3° el siguiente inciso final:

“Con todo, los plazos que se establecen en el Título VI del Libro II, se regirán por la normas de dicho Título.”.

2) Derógase el Libro I “De la Junta General de Aduanas”.

3) Reemplázase el inciso noveno del artículo 56, por el siguiente:

“La decisión del Director Nacional que disponga la cancelación será reclamable ante el Tribunal Tributario y Aduanero, en conformidad al inciso final del artículo 202.”.

4) Agrégase el siguiente inciso final al artículo 84:

“La formulación de cargos por diferencias de derechos, impuestos u otros gravámenes podrá ser efectuada por la autoridad ante la cual se hubiere tramitado la respectiva destinación aduanera, y también, por aquella que hubiere efectuado la revisión, investigación o auditoría a posteriori.”.

5) Reemplázase el Título VI del Libro II por el siguiente:

“TÍTULO VI
DE LAS MATERIAS DE COMPETENCIA DE LOS TRIBUNALES TRIBUTARIOS Y ADUANEROS, DE LA REPOSICIÓN ADMINISTRATIVA, DEL PROCEDIMIENTO DE RECLAMACIÓN Y DEL PROCEDIMIENTO ESPECIAL DE RECLAMO POR VULNERACIÓN DE DERECHOS.

1. DE LAS MATERIAS DE COMPETENCIA DE LOS TRIBUNALES TRIBUTARIOS Y ADUANEROS

Artículo 117.- Serán de competencia de los Tribunales Tributarios y Aduaneros las reclamaciones en contra de las siguientes actuaciones del Servicio Nacional de Aduanas:

a) Liquidaciones, cargos y actuaciones que sirvan de base para la fijación del monto o determinación de diferencias de derechos, impuestos, tasas o gravámenes.

b) Clasificación y/o valoración aduanera de las declaraciones de exportación, practicada por el Servicio de Aduanas.

c) Actos o resoluciones que denieguen total o parcialmente las solicitudes efectuadas en conformidad al Titulo VII del Libro II.

d) Las demás que establezca la ley.

Será competente para conocer de las reclamaciones señaladas en el inciso anterior, el Tribunal en cuyo territorio jurisdiccional se encuentre la autoridad aduanera que hubiere practicado la actuación que se reclama.

Artículo 118.- Las Cortes de Apelaciones conocerán en segunda instancia de los recursos de apelación que se deduzcan contra las resoluciones del Tribunal Tributario y Aduanero, en los casos que sean procedentes de conformidad a la ley.

Conocerá de estos recursos la Corte de Apelaciones en cuyo territorio jurisdiccional tenga asiento el tribunal que dictó la resolución apelada.

Artículo 119.- La Corte Suprema conocerá de los recursos de casación en la forma y en el fondo que se deduzcan contra las sentencias de segunda instancia dictadas por las Cortes de Apelaciones, en los casos en que ellos sean procedentes de conformidad al Código de Procedimiento Civil y a esta Ordenanza.

Artículo 120.- En todas aquellas materias no sujetas a disposiciones especiales del presente Título, se aplicarán, en cuanto fueren compatibles con la naturaleza de las reclamaciones, las normas establecidas en el Libro Primero del Código de Procedimiento Civil.

2. DE LA REPOSICIÓN ADMINISTRATIVA

Artículo 121.- Respecto de las actuaciones a que se refiere el artículo 117, será procedente el recurso de reposición administrativa, en conformidad a las normas del Capítulo IV de la Ley 19.880, con las siguientes modificaciones:

a) El plazo para presentar la reposición será de quince días.

b) La reposición se entenderá rechazada en caso de no encontrarse notificada la resolución que se pronuncia sobre ella dentro del plazo de cincuenta días contados desde su presentación.

c) La presentación de la reposición no interrumpirá el plazo para la interposición de la reclamación judicial contemplada en el párrafo siguiente.

No serán procedentes en contra de las actuaciones a que se refiere el inciso primero los recursos jerárquico y extraordinario de revisión.

Los plazos a que se refiere este artículo se regularán por lo señalado en la ley 19.880.

3. DEL PROCEDIMIENTO DE RECLAMACIÓN

Artículo 122.- Toda persona podrá reclamar de las actuaciones a que se refiere el artículo 117, siempre que invoque un interés actual comprometido. 

La reclamación deberá deducirse dentro del plazo de noventa días contado desde la notificación del acto que se reclama.

En las reclamaciones a que se refiere el presente Título, sólo podrán actuar las partes por sí o por medio de sus representantes legales o mandatarios.

Las partes deberán comparecer en conformidad a las normas establecidas en la ley 18.120, salvo que se trate de causas de cuantía inferior a treinta y dos unidades tributarias mensuales, en cuyo caso podrán comparecer sin patrocinio de abogado. 

Artículo 123.- La reclamación deberá cumplir con los siguientes requisitos: 

1°.- Consignar el nombre o razón social, número de Rol Único Tributario, domicilio, profesión u oficio del reclamante, y, en su caso, de la o las personas que lo representan y la naturaleza de la representación.

2°.- Precisar sus fundamentos.

3°.- Presentarse acompañada de los documentos en que se funde, excepto aquellos que por su volumen, naturaleza, ubicación u otras circunstancias, no puedan agregarse a la solicitud.

4°.- Contener, en forma precisa y clara, las peticiones que se someten a la consideración del Tribunal.

Si no se cumpliere con los requisitos antes enumerados, el Juez Tributario y Aduanero dictará una resolución, ordenando que se subsanen las omisiones en que se hubiere incurrido, dentro del plazo que señale el tribunal, el cual no podrá ser inferior a tres días, bajo apercibimiento de tener por no presentada la reclamación. Respecto de aquellas causas en que se permita la litigación sin patrocinio de abogado, dicho plazo no podrá ser inferior a quince días.

Artículo 124.- La representación del Fisco en los procesos jurisdiccionales seguidos en conformidad a este Título, corresponderá exclusivamente al Servicio, que para todos los efectos legales tendrá la calidad de parte. Si éste lo considera necesario podrá requerir la intervención del Consejo de Defensa del Estado ante los tribunales superiores de justicia.

Sin perjuicio de las facultades del Director Nacional, corresponderá a los Directores Regionales y a los Administradores de Aduana, dentro de los límites de sus respectivas jurisdicciones territoriales, la representación del Servicio para los fines señalados en el inciso anterior. Con todo, el Director Nacional podrá, en cualquier momento, asumir dicha representación.

Artículo 125.- El Tribunal llevará los autos en la forma ordenada en los artículos 29 y 34 del Código de Procedimiento Civil.

Sólo las partes podrán imponerse de ellos, en cualquier estado de la tramitación.

Artículo 126.- Los plazos de días que se establecen en este Título comprenderán sólo días hábiles. No se considerarán inhábiles para tales efectos ni para practicar las actuaciones y notificaciones que procedan, ni para emitir pronunciamientos, los días del feriado judicial a que se refiere el artículo 313 del Código Orgánico de Tribunales, en cuanto todos ellos deban cumplirse por o ante el Tribunal Tributario y Aduanero. 

Artículo 127.- Las resoluciones que dicte el Tribunal Tributario y Aduanero se notificarán a las partes mediante la publicación de su texto íntegro en el sitio en Internet del Tribunal. 

Se dejará testimonio en el expediente y en el sitio en Internet de haberse efectuado la publicación y de su fecha. Los errores u omisiones en dichos testimonios no invalidarán la notificación.

Las notificaciones al reclamante de las sentencias definitivas, de las resoluciones que reciben la causa a prueba y de aquellas que declaren inadmisible un reclamo, pongan término al juicio o haga4n imposible su continuación, serán efectuadas por carta certificada. Del mismo modo lo serán aquellas que se dirijan a terceros ajenos al juicio. En estos casos, la notificación se entenderá practicada al tercer día contado desde aquél en que la carta fue expedida por el tribunal. Sin perjuicio de lo anterior, dichas resoluciones serán igualmente publicadas del modo que se establece en el inciso primero. En todo caso, la falta de esta publicación no anulará la notificación. 

Para efectos de las notificaciones a que se refiere el inciso anterior, el reclamante deberá designar, en la primera gestión que realice ante el Tribunal, un domicilio dentro del radio urbano de una localidad ubicada en alguna de las comunas de la Región sobre cuyo territorio aquél ejerce competencia, y esta designación se considerará subsistente mientras no haga otra, aun cuando de hecho cambie su morada. Si se omite efectuar esta designación, el Tribunal dispondrá que ella se realice en un plazo de cinco días, bajo apercibimiento de que estas notificaciones se efectúen de conformidad con lo dispuesto en el inciso primero.

Cualquiera de las partes podrá solicitar para sí el aviso, mediante correo electrónico, del hecho de haber sido notificada de una o más resoluciones. En todo caso, la falta de este aviso no anulará la notificación.

La notificación al Servicio de la resolución que le confiere traslado del reclamo se efectuará por correo electrónico, a la dirección que el Director Nacional, los Directores Regionales y los Administradores de Aduanas deberán registrar ante el Tribunal Tributario y Aduanero de su jurisdicción. La designación de la dirección de correo electrónico se entenderá vigente mientras no se informe al tribunal de su modificación.

Artículo 128.- Del reclamo se conferirá traslado al Servicio por el término de veinte días. La contestación del Servicio deberá contener una exposición clara de los hechos y fundamentos de derecho en que se apoya, y las peticiones concretas que se someten a la decisión del Tribunal Tributario y Aduanero.

Vencido el plazo a que se refiere el inciso anterior, haya o no contestado el Servicio, el Tribunal Tributario y Aduanero, de oficio o a petición de parte, deberá recibir la causa a prueba si hubiere controversia sobre algún hecho substancial y pertinente. La resolución que se dicte al efecto señalará los puntos sobre los cuales deberá recaer la prueba. En su contra, sólo procederán los recursos de reposición y de apelación, dentro del plazo de cinco días, contados desde la notificación. De interponerse apelación, deberá hacerse siempre en subsidio de la reposición y procederá en el solo efecto devolutivo. El recurso de apelación se tramitará en cuenta y en forma preferente.

El término probatorio será de veinte días y dentro de él se deberá rendir toda la prueba.

En los primeros dos días del probatorio, cada parte deberá acompañar una nómina de los testigos de que piensa valerse, con expresión del nombre y apellido, domicilio y profesión u oficio. Sólo se examinarán testigos que figuren en dicha nómina. En el procedimiento no existirán testigos inhábiles, sin perjuicio de lo cual el tribunal podrá repeler de oficio a los que notoriamente aparezcan comprendidos en alguna de las situaciones del artículo 357 del Código de Procedimiento Civil. Se podrán dirigir a cualquier testigo preguntas tendientes a demostrar su credibilidad o falta de ella. 

Se admitirá a declarar hasta un máximo de cuatro testigos por punto de prueba.

En todo caso, no podrán probarse por testigos los elementos que sirven de base para la determinación de la obligación tributaria aduanera. 

El Tribunal Tributario y Aduanero dará lugar a la petición de oficios, cuando se trate de requerir información pertinente sobre los hechos materia del juicio, debiendo señalarse específicamente el o los hechos sobre los cuales se pide el informe.


Tratándose de solicitudes de oficios a las que acceda el Tribunal Tributario y Aduanero, éste deberá disponer su despacho inmediato a las personas o entidades requeridas, quienes estarán obligadas a evacuar la respuesta dentro del plazo que al efecto fije el tribunal, el que en todo caso no podrá exceder de quince días. A petición de la parte que lo solicita o de la persona o entidad requerida, el plazo para evacuar el oficio podrá ser ampliado por el tribunal, por una sola vez y hasta por quince días más, cuando existan antecedentes fundados que lo aconsejen.

Los mismos plazos indicados en el inciso precedente regirán para los peritos, en relación a sus informes, desde la aceptación de su cometido.

El Director Nacional, los Subdirectores, los Directores Regionales y los Administradores de Aduanas no tendrán la facultad de absolver posiciones en representación del Servicio.

Se admitirá, además, cualquier otro medio probatorio apto para producir fe.


No serán admisibles aquellos antecedentes que, teniendo relación directa con operaciones fiscalizadas, hayan sido solicitados determinada y específicamente por el Servicio al reclamante, en ejercicio de sus facultades fiscalizadoras, y que este último, no obstante disponer de ellos, no acompañe en forma íntegra, dentro del plazo de un mes, contado desde la notificación del requerimiento. El reclamante siempre podrá probar que no acompañó la documentación en el plazo señalado, por causas que no le hayan sido imputables.

El Juez Tributario y Aduanero se pronunciará en la sentencia sobre esta inadmisibilidad.

Cuando hayan de practicarse diligencias probatorias fuera del lugar en que se sigue el juicio, o si durante el término de prueba ocurren entorpecimientos que imposibiliten la recepción de ésta, el Tribunal Tributario y Aduanero podrá ampliar, por una sola vez, el término probatorio por el número de días que estime necesarios, no excediendo en ningún caso de diez días, contados desde la fecha de notificación de la resolución que ordena la ampliación.

La prueba será apreciada por el Juez Tributario y Aduanero de conformidad con las reglas de la sana crítica. Al apreciar las pruebas de esta manera, el tribunal deberá expresar en la sentencia las razones jurídicas y las simplemente lógicas, científicas, técnicas o de experiencia en virtud de las cuales les asigna valor o las desestima. En general, tomará en especial consideración la multiplicidad, gravedad, precisión, concordancia y conexión de las pruebas o antecedentes del proceso que utilice, de manera que el examen conduzca lógicamente a la conclusión que convence al sentenciador.

No obstante lo anterior, los actos o contratos solemnes sólo podrán ser acreditados por medio de la solemnidad prevista por la ley. En aquellos casos en que la ley requiera probar mediante contabilidad fidedigna, el juez deberá ponderar preferentemente dicha contabilidad. 

El Tribunal Tributario y Aduanero tendrá el plazo de sesenta días para dictar sentencia, contado desde el vencimiento del término probatorio.

Artículo 129.- Las resoluciones que se dicten durante la tramitación del reclamo sólo serán susceptibles del recurso de reposición, el cual deberá interponerse dentro del término de cinco días contado desde la notificación correspondiente, sin perjuicio de señalado en los artículos 128, 129 B y 129 D.

Artículo 129 A.- El Juez Tributario y Aduanero declarará de oficio la nulidad de las actuaciones reclamadas que hubieren sido formuladas fuera de los plazos de prescripción establecidos en la ley. 

Artículo 129 B.- Cuando las facultades del reclamante no ofrezcan suficiente garantía o haya motivo racional para creer que procederá a ocultar sus bienes, el Servicio podrá impetrar en los procesos de reclamación a que se refiere este Título, la medida cautelar de prohibición de celebrar actos o contratos sobre bienes o derechos específicos de aquél. La solicitud de medida cautelar deberá ser fundada.

Esta medida cautelar se limitará a los bienes y derechos suficientes para responder de los resultados del proceso y se decretará, preferentemente, sobre bienes y derechos cuyo gravamen no afecte el normal desenvolvimiento del giro del reclamante. Ella será esencialmente provisional y deberá hacerse cesar siempre que desaparezca el peligro que se ha procurado evitar o se otorgue caución suficiente.

La solicitud de medida cautelar se tramitará incidentalmente por el Tribunal, en cuaderno separado. En contra de la resolución que se pronuncie sobre la medida sólo procederán los recursos de reposición y de apelación, dentro del plazo de cinco días, contados desde la notificación. Si se interpusieran ambos, deberán serlo conjuntamente, entendiéndose la apelación en subsidio de la reposición. El recurso de apelación se concederá en el solo efecto devolutivo y será tramitado por la Corte de Apelaciones respectiva en cuenta y en forma preferente.

Artículo 129 C.- Notificada que sea la sentencia que falle el reclamo no podrá modificarse o alterarse, salvo en cuanto se deba, de oficio o a petición de parte, aclarar los puntos oscuros o dudosos, salvar las omisiones o rectificar los errores de copia, de referencias o de cálculos numéricos que aparezcan en ella.

Artículo 129 D.- Contra la sentencia que falle un reclamo sólo podrá interponerse el recurso de apelación, dentro del plazo de quince días contados desde la fecha de su notificación. 

Respecto de la resolución que declare inadmisible un reclamo o haga imposible su continuación, podrán interponerse los recursos de reposición y de apelación, en el plazo de quince días contado desde la respectiva notificación. De interponerse apelación, deberá hacerse siempre en subsidio de la reposición y procederá en el sólo efecto devolutivo. El recurso de apelación se tramitará en cuenta y en forma preferente.

El término para apelar no se suspende por la solicitud de aclaración, agregación o rectificación que se deduzca de acuerdo con el artículo anterior.

Artículo 129 E.- En contra de la sentencia de primera instancia no procederá el recurso de casación en la forma ni su anulación de oficio. Los vicios en que se hubiere incurrido deberán ser corregidos por la Corte de Apelaciones que corresponda.

Artículo 129 F.- El Tribunal deberá elevar los autos para el conocimiento de la apelación dentro de los quince días siguientes a aquél en que se notifique la concesión del recurso.

Artículo 129 G.- El recurso de apelación contra la sentencia definitiva se tramitará en cuenta, a menos que cualquiera de las partes, dentro del plazo de cinco días contados desde el ingreso de los autos en la secretaría de la Corte de Apelaciones, solicite alegatos.

Vencido ese plazo, el tribunal de alzada ordenará traer los autos en relación, si se hubiere solicitado oportunamente alegatos. De lo contrario, el Presidente de la Corte ordenará dar cuenta.

En las apelaciones a que se refiere esta Ordenanza no será necesaria la comparecencia de las partes en segunda instancia.

Artículo 129 H.- Los fallos pronunciados por el Tribunal Tributario y Aduanero deberán ser fundados. La omisión de este requisito, así como de los establecidos en el inciso décimo quinto del artículo 128, será corregida de conformidad con lo dispuesto en el artículo 129 E.

Artículo 129 I.- El reclamante o el Servicio podrán interponer los recursos de casación en contra de los fallos de segunda instancia.

Los recursos de casación que se interpongan en contra de las sentencias de segunda instancia, se sujetarán a las reglas contenidas en el Título XIX del Libro Tercero del Código de Procedimiento Civil.

Artículo 129 J.- La interposición de la reclamación suspenderá la prescripción del artículo 2521 del Código Civil, hasta que la resolución que le pone término o hace imposible su prosecución quede ejecutoriada.

4. DEL PROCEDIMIENTO ESPECIAL DE RECLAMO POR VULNERACIÓN DE DERECHOS.

Artículo 129 K.- Si producto de un acto u omisión del Servicio, un particular considerare vulnerados sus derechos contemplados en los numerales 21, 22 y 24 del artículo 19 de la Constitución Política de la República, podrá recurrir ante el Tribunal Tributario y Aduanero en cuya jurisdicción se hubiere producido tal acto u omisión, siempre que no se trate de materias cuyo conocimiento la ley somete a un procedimiento distinto ante estos tribunales.

La acción deberá presentarse por escrito dentro del plazo fatal de quince días hábiles contados desde la ejecución del acto o la ocurrencia de la omisión, o desde que se haya tenido conocimiento cierto de los mismos, lo que se hará constar en autos.

Interpuesta la acción de protección a que se refiere el artículo 20 de la Constitución Política, en los casos en que ella proceda, no se podrá recurrir de conformidad a las normas de este Párrafo, por los mismos hechos.

Artículo 129 L.- Presentada la acción el Tribunal examinará si ha sido interpuesta en tiempo y si tiene fundamentos suficientes para acogerla a tramitación. Si su presentación ha sido extemporánea o adolece de manifiesta falta de fundamento, la declarará inadmisible por resolución fundada. 

Acogida a tramitación, se dará traslado al Servicio por diez días. Vencido este plazo, haya o no contestado el Servicio, y existiendo hechos sustanciales y pertinentes controvertidos, se abrirá un término probatorio de diez días en el cual las partes deberán rendir todas sus pruebas. El Tribunal apreciará la prueba rendida de acuerdo a las reglas de la sana crítica.

Vencido el término probatorio, el Juez Tributario y Aduanero dictará sentencia en un plazo de diez días. El fallo contendrá todas las providencias que el Tribunal juzgue necesarias para restablecer el imperio del derecho y asegurar la debida protección del solicitante, sin perjuicio de los demás derechos que pueda hacer valer ante la autoridad o los tribunales correspondientes.

Contra la sentencia sólo procederá el recurso de apelación, en el plazo de quince días. El recurso será conocido en cuenta y en forma preferente por la Corte de Apelaciones, a menos que cualquiera de las partes, dentro del plazo de cinco días contado desde el ingreso de los autos en la secretaría de la Corte de Apelaciones, solicite alegatos.

El Tribunal podrá decretar orden de no innovar, en cualquier estado de la tramitación.

Artículo 129 M.- En lo no establecido por este Párrafo, y en cuanto la naturaleza de la tramitación lo permita, se aplicarán las demás normas contenidas en el Párrafo 3 de este Título. En todo caso, el solicitante podrá comparecer sin patrocinio de abogado.”.

6) Elimínase en el artículo 130 la frase “Sin perjuicio de las devoluciones efectuadas en cumplimiento de fallos de las reclamaciones que se interpongan,”, pasando el artículo “el” que sigue a continuación, a iniciarse con mayúscula.

7) Intercálase el siguiente artículo 131 bis:

“Artículo 131 bis. Los Directores Regionales y Administradores de Aduana podrán disponer la devolución de los derechos aduaneros pagados conforme a régimen general de importación, cuando con posterioridad a la importación, se solicite la aplicación de un régimen preferencial, mediante la acreditación del origen de las mercancías y en el respectivo Tratado o Convenio Internacional suscrito por Chile, no se establezca una norma especial diversa. El plazo para solicitar la devolución será de un año contado desde la importación.

Para estos efectos, los Directores Regionales y Administradores de Aduana podrán ejercer las facultades contempladas en el artículo 22 de la Ley Orgánica del Servicio Nacional de Aduanas.”.

8) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 186:

a) Reemplázase, en el inciso tercero, la palabra “diez” por “quince”, y la expresión “la Junta General de Aduanas” por la siguiente oración: “el Tribunal Tributario y Aduanero, el que conocerá de acuerdo al procedimiento contenido en el artículo siguiente”.

b) Elimínase el inciso final.

9) Incorpórase el siguiente artículo 186 bis:

“Artículo 186 bis.- Formulado el reclamo, se conferirá traslado al Servicio por el término de diez días. Vencido el plazo, haya o no contestado el Servicio, el Juez Tributario y Aduanero podrá recibir la causa prueba si estima que existen hechos sustanciales y pertinentes controvertidos, abriendo un término probatorio de ocho días. En la misma resolución determinará la oportunidad en que la prueba testimonial deba rendirse. Dentro de los dos primeros días del término probatorio las partes deberán acompañar una nómina de los testigos de que piensan valerse, con expresión de su nombre y apellido, domicilio y profesión u oficio. No podrán declarar más de cuatro testigos por cada parte. En todo caso, el tribunal podrá citar a declarar a personas que no figuren en las listas de testigos o decretar otras diligencias probatorias que estime pertinentes.

En contra de la resolución del Tribunal Tributario y Aduanero no procederá recurso alguno. 

En lo no previsto en este artículo, se aplicarán supletoriamente las normas del Párrafo 3 del Título VI del Libro II.”.

10) Intercálase el siguiente artículo 187 bis:

“Artículo 187 bis. Cuando los hechos que den origen a un reclamo ante el Tribunal Tributario y Aduanero sean los mismos que han servido de base al Servicio para iniciar un procedimiento de denuncia en conformidad a los artículos precedentes, se suspenderá la tramitación de éste último, de oficio o a petición del denunciado, hasta que la resolución que falle el reclamo se encuentre ejecutoriada.”.

11) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 196:

a) Reemplázase, en el segundo párrafo de la letra d), la palabra “inciso”, por “párrafo”.

b) Sustitúyese el segundo párrafo de la letra e) del inciso primero, por el siguiente:

“El Director convocará el concurso a lo menos cada dos años y fijará, en forma previa, el número máximo de agentes a designar.”.

c) Elimínanse los dos últimos incisos. 

12) Reemplázase, en el inciso final del artículo 199, la oración “a petición de cualquiera de las partes y previa audiencia de ambas, la Junta General de Aduanas”, por la siguiente: “sin forma de juicio y escuchando a las partes, el Tribunal Tributario y Aduanero respectivo”.

13) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 202:


a) Reemplázase, en el inciso noveno, la frase “apelar ante la Junta General de Aduanas” por la frase “reclamar ante el Tribunal Tributario y Aduanero”, y elimínase la oración “En este recurso podrá ser parte el Servicio Nacional de Aduanas.”.

b) Sustitúyese el inciso final por el siguiente:

“El reclamo deberá interponerse dentro del plazo de diez días contados desde la fecha de notificación de dicha resolución y se sustanciará en conformidad con el artículo 186 bis.”.

ARTÍCULO CUARTO.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley orgánica del Servicio de Impuestos Internos, contenida en el decreto con fuerza de ley Nº 7, de 1980, del Ministerio de Hacienda.


1) En la letra d) del artículo 7°, suprímese la frase “sin perjuicio de la representación que corresponde al Presidente del Consejo de Defensa del Estado conforme a la Ley Orgánica de dicho Servicio”, y la coma (,) que le antecede.


2) Reemplázase la letra b) del artículo 19, por la siguiente:

"b) Aplicar sanciones y girar multas por infracciones a las leyes tributarias que se sometan al procedimiento del artículo 165 del Código Tributario, que no hayan sido objeto de reclamo de conformidad con lo dispuesto en el número 3° de dicha disposición legal;".

3) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 46, la expresión "Tribunales de Justicia" por la frase "Tribunales de cualquier denominación"; intercálase entre la palabra “Director” y el punto seguido (.) que le sigue, la expresión “o el Director Regional”; y reemplázase la expresión "artículo 41 de la Ley sobre Colegio de Abogados" por la frase "inciso primero del artículo 2° de la ley número 18.120.".

ARTICULO QUINTO.- Efectúanse las siguientes modificaciones al Decreto con Fuerza de Ley Nº 329 de 1979, del Ministerio de Hacienda, ley orgánica del Servicio Nacional de Aduanas:

1) Modifícase el artículo 4° del siguiente modo:

a) Elimínanse los números 12 y 16.

b) Reemplázase el número 27, por el siguiente:

“27.- Ejercer las demás facultades y atribuciones que la Ordenanza de Aduanas y otras leyes entregaban a la Junta General de Aduanas, que no hayan sido asignadas a otros órganos.”.

2) Elimínase el número 6 del artículo 15.

3) Elimínanse los números 6 y 7 del artículo 17.

4) Elimínase el artículo transitorio.

ARTÍCULO SEXTO.- Introdúcense en el Código Orgánico de Tribunales las siguientes modificaciones:

1) Modificase el artículo 56, de la siguiente forma:

a) Reemplázase en el número 3°, la palabra "dieciséis" por "diecinueve".

b) Sustitúyese en el número 4°, la palabra "diecinueve" por "veintidós".

c) Reemplázase en el número 5°, la expresión "treinta y un" por "treinta y cuatro".

2) Sustitúyese el artículo 59, por el siguiente:

“Artículo 59.- Las Cortes de Apelaciones tendrán el número de relatores que a continuación se indica:

1°. La Corte de Apelaciones de Chillán tendrá dos relatores;

2°. Las Cortes de Apelaciones de Iquique, Copiapó, Puerto Montt, Coyhaique y Punta Arenas tendrán tres relatores;

3°. Las Cortes de Apelaciones de Arica, Antofagasta, La Serena, Rancagua, Talca, Temuco y Valdivia tendrán cinco relatores;

4°. Las Cortes de Apelaciones de Valparaíso y Concepción, tendrán once relatores;

5°. La Corte de Apelaciones de San Miguel tendrá trece relatores; y

6°. La Corte de Apelaciones de Santiago tendrá veintitrés relatores.”. 

3) Modifícase el artículo 61, de la siguiente manera:

a) Reemplázanse las palabras "cinco", "seis" y "nueve" por "seis", "siete" y "diez", respectivamente.

b) Agrégase el siguiente inciso segundo:

"No obstante, para los efectos de lo dispuesto en los incisos séptimo y octavo del artículo 66, las Cortes de Apelaciones designarán cada dos años, mediante auto acordado, los miembros del tribunal que deberán integrar la sala a la que corresponda el conocimiento, en forma exclusiva o preferente, de los asuntos tributarios y aduaneros. Se preferirá para su integración a aquellos ministros que posean conocimientos especializados en estas materias.".

c) Agrégase el siguiente inciso final:

"Para la acreditación de los conocimientos especializados a que se refiere el inciso anterior se deberá considerar la participación en cursos de perfeccionamiento o postgrado sobre la materia.".

4) Agrégase en el artículo 66, los siguientes incisos finales nuevos:

"Las Cortes de Apelaciones de Valparaíso, Concepción, San Miguel y Santiago, designarán una de sus salas para que conozca exclusivamente de los asuntos tributarios y aduaneros que se promuevan. Dicha designación se efectuará mediante auto acordado que se dictará cada dos años.

En las demás Cortes de Apelaciones, el Presidente designará una sala para que conozca en forma preferente de esta materia en uno o más días a la semana.

El relator que se designare para las salas a que se hace referencia en los incisos precedentes, deberá contar con especialización en materias tributarias y aduaneras, la que deberá acreditarse preferentemente sobre la base de la participación en cursos de perfeccionamiento y postgrado u otra forma mediante la cual se demuestre tener conocimientos relevantes en dichas materias.".
5) Agrégase en el inciso segundo del artículo 69, a continuación del punto final (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: "Sin perjuicio de lo anterior, los asuntos que según la materia deban ser conocidos por las salas a que se refieren los incisos séptimo y octavo del artículo 66, serán asignados a éstas por el Presidente del tribunal, quien lo determinará sin ulterior recurso.".

6) Intercálase, en las letras a) y b) del artículo 284, a continuación de la expresión "juez de letras", las palabras "el juez tributario y aduanero", precedidas de una coma.

ARTICULO SÉPTIMO.- Suprímese en el inciso décimo primero del artículo 2° de la Ley número 18.120, que establece normas sobre comparecencia en juicio, la expresión "el Servicio de Impuestos Internos, salvo que tratándose de asuntos superiores a dos unidades tributarias mensuales, el Servicio exija por resolución fundada la intervención de abogados;".

ARTÍCULO OCTAVO.- Las materias que en virtud de la ley sean reclamables ante los Directores Regionales y Administradores de Aduana, de conformidad con las normas del Título VI del Libro II de la Ordenanza de Aduanas, que se sustituye por el numeral 5) del ARTÍCULO TERCERO, serán reclamables ante el Tribunal Tributario y Aduanero, de conformidad con las normas de la presente ley.

Asimismo, las materias que en virtud de la ley correspondía conocer a la Junta General de Aduanas como tribunal, serán de competencia del Tribunal Tributario y Aduanero, de conformidad con las normas de la presente ley.

ARTÍCULO NOVENO.- Créanse en las plantas de cada una de las Cortes de Apelaciones de Santiago, San Miguel, Valparaíso y Concepción los siguientes cargos:

c) 1 oficial 2°, grado 12.
d) 1 oficial 6° de sala, grado 16.

ARTÍCULO DÉCIMO.- Declárase, interpretando los artículos 21, 22 y 27 del Código Tributario, que en los casos allí previstos el trámite establecido en el inciso segundo del artículo 63 es obligatorio.

ARTÍCULO DÉCIMO PRIMERO.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley, se financiará con los recursos que se contemplen en las partidas correspondientes del presupuesto del sector público. 
DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo 1° transitorio.- Los artículos PRIMERO a NOVENO y DÉCIMO PRIMERO de esta ley entrarán en vigencia en cuatro años contados desde el día primero del mes siguiente al de la fecha de su publicación en el Diario Oficial.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, dichos artículos entrarán a regir:

En un año, contado desde el día primero del mes siguiente al de la fecha de su publicación en el Diario Oficial, en las siguientes regiones: XV REGIÓN DE ARICA Y PARINACOTA, I REGIÓN DE TARAPACÁ, II REGIÓN DE ANTOFAGASTA, III REGIÓN DE ATACAMA.

En dos años, contados desde el día primero del mes siguiente al de la fecha de su publicación en el Diario Oficial, en las siguientes regiones: IV REGIÓN DE COQUIMBO, VII REGIÓN DEL MAULE, IX REGIÓN DE LA ARAUCANÍA, XII REGIÓN DE MAGALLANES Y ANTÁRTICA CHILENA.

En tres años, contados desde el día primero del mes siguiente al de la fecha de su publicación en el Diario Oficial, en las siguientes regiones: VIII REGIÓN DEL BIO BIO, XIV REGIÓN DE LOS RÍOS, X REGIÓN DE LOS LAGOS, XI REGIÓN DE AYSÉN DEL GENERAL CARLOS IBÁÑEZ DEL CAMPO.


Artículo 2º transitorio.- Las causas tributarias que, a la fecha de entrada en funciones de los Tribunales Tributarios y Aduaneros que crea esta ley, se encontraren pendientes de resolución, serán resueltas por el respectivo Director Regional del Servicio de Impuestos Internos de conformidad con el procedimiento vigente a la fecha de la interposición del reclamo. 

Artículo 3° transitorio.- En el ejercicio de sus facultades jurisdiccionales, los Directores Regionales del Servicio de Impuestos Internos no estarán sujetos a lo dispuesto en el inciso final del artículo 6° del mismo cuerpo legal. 

Artículo 4º transitorio.- Las causas que a la fecha de entrada en funciones de los Tribunales Tributarios y Aduaneros que crea esta ley se encontraren pendientes de resolución ante los Directores Regionales de Aduana, Administradores de Aduana, Junta General de Aduanas, o ante el Director Nacional de Aduanas, seguirán siendo tramitadas por éstos, en conformidad a las normas vigentes a la fecha en que se hubiere presentado el reclamo o apelación, según corresponda.

Artículo 5° transitorio.- La provisión de los cargos de los Tribunales Tributarios y Aduaneros deberá efectuarse con no más de noventa ni menos de treinta días de antelación a la fecha que señala para la respectiva región el artículo primero transitorio.

En los mismos plazos deberá efectuarse la provisión de los nuevos cargos que se crean y la instalación de las nuevas salas en las respectivas Cortes de Apelaciones.

Artículo 6° transitorio.- La Academia Judicial deberá proveer los cursos de especialización pertinentes en materia tributaria y aduanera para Ministros de Corte y Relatores. 

Artículo 7° transitorio.- El Servicio de Impuestos Internos y el Servicio Nacional de Aduanas, de conformidad a lo establecido en los artículos 131 bis del Código Tributario y 127 de la Ordenanza de Aduanas, deberán efectuar el registro de la dirección de correo electrónico dentro del mes anterior a la fecha en que cada tribunal deba entrar en funciones.

Artículo 8° transitorio.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 1º transitorio, el Título II del ARTÍCULO PRIMERO y en el número 7) del ARTÍCULO TERCERO de esta ley regirán a contar de la fecha de su publicación en el Diario Oficial.

Artículo 9° transitorio.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de publicación de esta ley, establezca, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:


a) Determinar la fecha de entrada en funcionamiento, fijar la planta de personal y la dotación máxima de la Unidad Administradora de los Tribunales Tributarios y Aduaneros. En el ejercicio de esta facultad, el Presidente de la República deberá dictar todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de las plantas que fije.

b) Determinar el sistema de remuneraciones del personal de los Tribunales Tributarios y Aduaneros dentro de los parámetros señalados en el artículo 25. Dicho sistema deberá contemplar, entre otras, remuneraciones ligadas al desempeño, a los resultados y a la calidad de los servicios prestados.

c) Dictar normas presupuestarias, de administración de bienes y demás necesarias para la adecuada instalación y funcionamiento de los Tribunales Tributarios y Aduaneros y de la Unidad Administradora de dichos tribunales.”

Artículo 10 transitorio.- Para los fines de la tabla contenida en el inciso primero del artículo 10 de la Ley Orgánica de Tribunales Tributarios y Aduaneros, en los períodos a que se refieren los párrafos segundo y tercero del inciso segundo del artículo 1° transitorio, se aplicarán las reglas siguientes:

a) En el primer año de funcionamiento de los tribunales en las regiones a que se refiere el párrafo segundo, la subrogación de los Tribunales Tributarios y Aduaneros de las regiones IV de Coquimbo y VII del Maule se efectuará recíprocamente. En el mismo lapso, la subrogación de los Tribunales Tributarios y Aduaneros de las regiones IX de la Araucanía y XII de Magallanes y Antártica Chilena se efectuará recíprocamente; y

b) En el primer año de funcionamiento de los tribunales en las regiones a que se refiere el párrafo tercero, la subrogación de los Tribunales Tributarios y Aduaneros de las regiones IV de Coquimbo y VII del Maule se efectuará recíprocamente.”.
- - - - - - -


Acordado en sesiones de fecha 4 de marzo, 2, 9 y 30 de abril, 7, 14 y 20 de mayo, 3 y 4 de junio y 8 de julio de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores José Antonio Gómez Urrutia (Presidente), señora Soledad Alvear Valenzuela y señores Alberto Espina Otero (Baldo Prokuriça Prokuriça), Hernán Larraín Fernández y Pedro Muñoz Aburto.


Valparaíso, 8 de julio de 2008.

(Fdo.): FERNANDO SOFFIA CONTRERAS, Secretario 

ANEXOS 
EXPOSICIÓN DEL ABOGADO RODRIGO UGALDE PRIETO


El señor Ugalde manifestó, al iniciar el estudio sobre creación de nuevos tribunales tributarios, que es necesario remitirse a las pautas constitucionales del debido proceso. Esa garantía está establecida en el artículo 19, Nº 3º, inciso quinto, de la Constitución Política de la República, que señala que toda sentencia de un órgano que ejerza jurisdicción debe fundarse en un proceso previo legalmente tramitado. Sobre el punto, las actas de la Comisión de estudios de la nueva Constitución indican que el concepto de “debido proceso” involucra, a lo menos, los siguientes componentes:

1. Derecho a un tribunal imparcial y objetivo.

2. Derecho a notificación y audiencia del afectado, pudiendo procederse en su rebeldía sólo luego de cumplidas estas condiciones y verificada que sea la no comparencia.

3. Derecho a presentar pruebas y a que ellas sean examinadas imparcialmente y en su mérito por el juzgador.

4. Derecho a que lo fallado sea revisado por una instancia superior igualmente imparcial y objetiva.


Lo dicho contrasta con la regla del artículo 6º del Código Tributario, que establece, en su letra B), Nº 6º, que es función del Director Regional, “Resolver las reclamaciones que presenten los contribuyentes en conformidad a las normas del Libro Tercero”, y ese mismo artículo, en su inciso final, prescribe que “los Directores Regionales, en el ejercicio de sus funciones, deberán ajustarse a las normas e instrucciones impartidas por el Director.”. Por tanto, el Director Regional, en cuanto juez, no cumple con las exigencias de independencia e imparcialidad exigidas por la Constitución Política de la República.


El proyecto en comento soluciona este problema creando tribunales tributarios y aduaneros independientes de la Administración. Este cambio, además de cumplir con los requerimientos constitucionales de la judicatura y del debido proceso, es conveniente para la propia Administración, porque le permitirá concentrarse en su función natural, cual es la de administrar y fiscalizar los tributos a su cargo, y permitirá reforzar las tesis fiscales respecto de determinadas interpretaciones tributarias que sean aceptadas por la jurisprudencia.


A continuación, el abogado se explayó sobre las modificaciones orgánicas que el proyecto propone, materia que está tratada en detalle en la parte correspondiente de este informe.

El proyecto introduce un procedimiento voluntario de reposición administrativa respecto de las mismas materias que pueden ser objeto de una reclamación judicial. El recurso debe interponerse dentro de los quince días siguientes a aquel en que ocurrió el hecho que lo motiva, y la Administración tiene cincuenta días para resolver, luego de lo cual, si no hay pronunciamiento, el recurso se entiende rechazado. Este recurso se rige por las normas del Capítulo IV de la ley Nº 19.880, que establece las bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los órganos de la Administración del Estado.


 El proyecto mantiene el procedimiento general de reclamación establecido en los artículos 123 y siguientes del Código Tributario, ampliando de 60 a 90 días el plazo para interponer el reclamo y estableciendo un plazo para subsanar omisiones que el tribunal detecte luego de la presentación del mismo.


Se establece que en los asuntos cuya cuantía exceda de 16 Unidades Tributarias Mensuales el contribuyente debe comparecer, obligatoriamente, representado por un abogado. Por su parte, el Fisco será representado por los abogados del Servicio de Impuestos Internos, eliminando la participación que le cabía al Consejo de Defensa del Estado.


En materia de notificaciones, el proyecto modifica la regla general actual, que requiere que esas actuaciones procesales sean cumplidas por medio de cartas certificadas, por otra que establece la publicación del texto íntegro de la resolución en el sitio web que la Unidad Administradora ponga a disposición para estos efectos, pudiendo la parte solicitar para sí que se de aviso, vía correo electrónico, de la inclusión en el sitio web de una resolución que le atañe. Excepcionalmente, se mantiene la regla de la carta certificada para la sentencia definitiva, la sentencia que declara improcedente el reclamo, le pone término o hace imposible su continuación y cualquier resolución que afecte a un tercero ajeno al juicio. Observó que debería incluirse en el listado de resoluciones que se notifican por carta certificada, la que recibe la causa a prueba.


Una vez admitido a tramitación el reclamo, se notifica al Servicio mediante correo electrónico, y se le otorga traslado por veinte días. Este plazo es fatal e improrrogable, y representa un cambio relevante, porque la actual legislación no impone al Servicio un plazo fatal para informar los reclamos recibidos. 


Luego de contestado el reclamo, o en rebeldía del Servicio, el juez debe recibir la causa a prueba. Esta también es una modificación importante al actual proceso tributario, que prescribe que recibir la causa a prueba es facultativo para el juez. En materia de medios probatorios se establece como regla general que en el proceso tributario se aceptará cualquier medio de prueba apto para producir fe. Además, se indica que el Director Nacional y los Directores Regionales del Servicio de Impuestos Internos no pueden ser citados a absolver posiciones, pero sí el resto de los funcionarios de la institución. También se establece que serán inadmisibles como medios de prueba los antecedentes solicitados determinadamente por el Servicio en una citación y que el contribuyente, no obstante disponer de ellos, no los haya acompañado íntegramente en el plazo para contestarla.


La apreciación de la prueba se hará según las reglas de la sana crítica. En su sentencia el tribunal deberá expresar las razones jurídicas, las simplemente lógicas, científicas, técnicas o de experiencia en cuya virtud les otorga valor o desestima la prueba rendida, pero no se señala ninguna sanción especial para el juez en caso de que en la sentencia no fundamente su apreciación probatoria, ni se establece un medio directo de impugnación en base a este defecto, que debería ser el recurso de casación en la forma. Además, se contemplan algunas reglas especiales sobre valor probatorio, a saber, los actos y contratos solemnes sólo podrán ser acreditados mediante la solemnidad prescrita en la ley y sólo procederá la prueba mediante contabilidad fidedigna respecto de los movimientos contables de contribuyentes obligados a ocupar este sistema.


En materia de recursos se establece, como regla general, la reposición. Excepcionalmente se admitirá la apelación contra el auto de prueba y sus puntos, la resolución que se pronuncie sobre una medida cautelar solicitada por el Servicio de Impuestos Internos y la resolución que declare improcedente un reclamo o haga imposible su continuación. 

El texto aprobado en general deroga el artículo 135 del Código Tributario, norma que establece que una vez vencido el plazo para formular observaciones al informe del Servicio o a las pruebas rendidas, el contribuyente podrá solicitar un plazo para la dictación del fallo, que no podrá ser superior a tres meses; si en este plazo no se evacua la resolución el contribuyente podrá solicitar que el reclamo se tenga por rechazado y que los antecedentes pasen, en apelación, a la Corte respectiva.


Otra modificación relevante propuesta por el proyecto aprobado en general es que se faculta al juez que conoce de un reclamo para eliminar de oficio todos los rubros del acto reclamado que estén prescritos. La norma actual establece que esta facultad sólo comprende los rubros reclamados cobrados en una liquidación y no en otros actos del Servicio susceptibles de reclamación.


El proyecto introduce una regla que faculta al Servicio para solicitar, durante el juicio tributario, la medida cautelar de prohibición de celebrar actos o contratos sobre bienes o derechos específicos del contribuyente, o sobre ambos. Esta medida procederá si las facultades del contribuyente no ofrecen suficiente garantía o hay motivo racional para creer que ocultará sus bienes. Con todo, esta medida precautoria deberá limitarse a los bienes o derechos necesarios para responder de los resultados del proceso y se decretará, preferentemente, sobre bienes o derechos cuyo gravamen no afecte el normal desenvolvimiento del giro del contribuyente. La medida precautoria señalada tendrá un tramitación incidental y en contra de la sentencia que la resuelve procederán los recursos de reposición y de apelación en subsidio, este último se verá en cuenta y se agregará a la tabla en forma preferente. La norma propuesta no señala requisitos o exigencias para la petición de medidas cautelares; por lo menos el peticionario debería explicar las razones por las cuales estima que se dan los supuestos para demandarlas.


Otro asunto que trata el proyecto es la sentencia del reclamo, que deberá ser dictada dentro de los 60 días siguientes al vencimiento del término probatorio. Contra la sentencia procede sólo el recurso de apelación, que deberá ser interpuesto dentro de los diez días siguientes a la notificación del fallo. El proyecto mantiene la improcedencia de la casación en la forma en contra de la sentencia de primera instancia, aunque permite que la Corte de Apelaciones corrija de oficio los vicios que detecte en la resolución apelada. La tramitación en segunda instancia empieza cuando el expediente ingresa a la Corte respectiva, momento desde el cual corre el plazo de cinco días para que el recurrente se haga parte. El recurso se verá en cuenta, salvo que se hayan pedido alegatos en el escrito en que aquél se hizo parte. 


El proyecto no modifica el artículo 147 del Código Tributario, que señala normas sobre suspensión de un cobro que ha sido objeto de reclamo, durante la tramitación en la segunda instancia. Al respecto, el abogado señor Ugalde propuso modificar la norma, estableciendo que la suspensión del cobro no procederá sólo si se dan, de manera copulativa, los siguientes requisitos: que se trate de reclamos relativos a impuestos de retención o sujetos a recargo y que se haya procedido, efectivamente, a la retención o el recargo.


La segunda instancia será conocida en Valparaíso, Concepción, San Miguel y Santiago por una sala especializada que se crea especialmente en las Cortes de Apelaciones de esas ciudades. En el resto de las Cortes de Apelaciones del país se deberá designar una sala para que conozca preferentemente de las apelaciones tributarias.


Contra la sentencia de segunda instancia procederá el recurso de casación, que podrá ser interpuesto por el reclamante o el Servicio de Impuestos Internos.


Respecto del procedimiento especial de reclamación del avalúo de bienes raíces, se establece supletoriamente la vigencia del procedimiento de reclamación de primera instancia que conocen los tribunales tributarios y aduaneros, y se señala que el contribuyente, el Servicio y la Municipalidad respectiva podrán apelar del fallo sobre esta materia, para ante un tribunal especial de alzada.


El proyecto establece un nuevo procedimiento especial de reclamación por vulneración de derechos. Esta nueva acción está estructurada de la misma forma que el recurso de protección, y está destinada a amparar a los contribuyentes frente a acciones u omisiones del Servicio de Impuestos Internos. Ella protege las garantías constitucionales establecidas en los números 21º, 22º y 24º del artículo 19 de la Constitución Política de la República. La acción debe interponerse por el perjudicado dentro quince días contados desde la ejecución del acto o la constatación de la omisión, o desde que tuvo conocimiento de la misma, ante el tribunal tributario y aduanero que corresponda. Una vez declarado admisible el requerimiento se otorga traslado al Servicio, por diez días. Evacuado el traslado, o en rebeldía de aquél, el tribunal abrirá un termino probatorio, si hay hechos sustanciales y pertinentes controvertidos en la causa. Vencido el término probatorio o concluido el término del traslado al Servicio, según proceda, el juez dictará sentencia, contra la que podrá intentarse el recurso de apelación, dentro de los diez días siguientes.


Si el contribuyente ha intentado previamente un recurso de protección por los mismos hechos, quedará inhibido de impetrar el nuevo procedimiento especial de reclamación por vulneración de derechos.


Finalmente, el proyecto establece que para la aplicación de sanciones distintas a las penas corporales, por infracciones a las leyes tributarias, se aplicará el procedimiento especial contemplado en el artículo 161 del Código Tributario, el cual es objeto de algunas modificaciones; la principal de ellas establece que dicha materia será conocida por el tribunal tributario y aduanero.

- - - - - - - -

EXPOSICIÓN DE LOS REPRESENTANTES DEL COLEGIO DE ABOGADOS DE CHILE A.G. 

Los representantes del Colegio de Abogados de Chile AG, iniciaron su presentación señalando que la indicación sustitutiva solucionó en gran parte los defectos del proyecto original y que el estado actual de la iniciativa garantiza la debida independencia que los tribunales tributarios y aduaneros, en cuanto tribunales de justicia, deben tener. Agregaron que, con todo, quedan ciertas reglas que pueden colisionar con la garantía constitucional del debido proceso y el derecho a la defensa, entre las cuales cabe destacar las siguientes:

1.-Notificaciones


El proyecto establece, como regla general, que las resoluciones se notificarán por el estado diario, que copia de la resolución notificada será publicada en el sitio web de la Unidad Administradora y, si así lo ha solicitado previamente, el destinatario de la resolución será avisado, mediante correo electrónico del hecho de que se dictó una resolución en el proceso que le incumbe. Además, el proyecto establece que la falta de publicación en la página web o del envío del aviso por correo electrónico cuando así se haya solicitado no invalida la notificación. Esta regla general cambia la actual, que prescribe que las notificaciones deberán hacerse mediante carta certificada y que la omisión de este requisito invalida la notificación. 


En opinión de la entidad gremial, el cambio de las reglas de notificaciones atenta contra el debido conocimiento de las resoluciones contencioso tributarias e incluso, tratándose de la resolución que recibe la causa a prueba, pueden dejar en la indefensión al contribuyente. Por esta razón los expositores propusieron mantener, en esta materia, la regla actual del Código Tributario.

2.-Medidas cautelares


La entidad gremial observó que la indicación 
Nº 73, presentada por la señora Presidenta de la República, limita las medidas cautelares sólo a los bienes que no afecten el normal desenvolvimiento del giro del contribuyente, lo que constituye un avance, porque impide que esta prerrogativa sea utilizada por el Servicio con fines distintos a los cautelares. Con todo, se propuso que en segunda instancia sea posible que la Corte escuche alegatos de las partes, porque la norma propuesta contempla que esta materia se vea en cuenta.

3.-Antecedentes no presentados dentro de la citación administrativa


Los representantes del Colegio de Abogados observaron que el artículo 132, inciso undécimo, del Código Tributario, propuesto en reemplazo del actual por el proyecto, prescribe que los documentos solicitados al contribuyente por el Servicio en la citación a que se refiere el artículo 63 del Código Tributario no podrán ser acompañados posteriormente en el proceso ante el juez tributario, si en esa diligencia previa el contribuyente, contando con los antecedentes, se negó a facilitarlos. Esta exclusión de prueba es similar a la establecida en el artículo 277 del Código de Procedimiento Civil, pero con la diferencia de que este cuerpo legal requiere la participación previa del juez que ordena, a la vista de los antecedentes que se hagan valer, la medida prejudicial probatoria de exhibición de documentos público o privados que establece el artículo 273,  
Nº 3, de ese Código y, en cambio, la citación que hace el Servicio es una facultad que les es exclusiva y que no tiene control judicial previo ni posterior.

4.-Recurso de casación


Los representantes de la entidad gremial observaron que el proyecto no deroga el artículo 140 del Código Tributario, que expresamente hace improcedente el recurso de casación en la forma, y solamente establece que la Corte de Apelaciones que conoce en segunda instancia del reclamo tendrá la facultad de corregir, de oficio, los vicios formales que observe en la sentencia de primera instancia. Esta situación puede dejar en la indefensión al apelante.


Respecto del recurso de casación en el fondo, la entidad gremial consideró que es necesario especificar expresamente que esa forma de anular la sentencia debería considerar, como causal de procedencia, la infracción a las normas relativas a la forma en que los jueces deben apreciar los medios probatorios.

- - - - - - - - -

EXPOSICIÓN DE LA CÁMARA ADUANERA DE CHILE


Los representantes de la Cámara Aduanera de Chile iniciaron su exposición señalando que en materias de carácter aduanero no existen, en la actualidad, recursos ordinarios que puedan interponer los interesados contra las resoluciones del Servicio Nacional de Aduanas, cuando estiman perjudicados sus derechos. Por lo mismo, el proyecto constituye en el ámbito aduanero chileno un avance sustancial y coloca a la Aduana dentro de los estándares establecidos por los tratados internacionales sobre la materia, que sistemáticamente exigen que las resoluciones administrativas que emanan de las autoridades aduaneras, que puedan afectar los intereses de importadores y exportadores, puedan ser reclamadas en procedimientos ordinarios ante tribunales independientes.


Señalado lo anterior, la entidad gremial indicó que persisten algunos puntos del proyecto que admiten mejoras:

1.-Competencia en materia de sanciones de orden infraccional aduanera.


El artículo que establece la competencia de los nuevos tribunales tributarios y aduaneros dispone que, en materia tributaria interna, estos juzgados conocerán del procedimiento general de reclamación que establece el Código Tributario y de las sanciones que señala el artículo 161 del mismo cuerpo legal. En materia aduanera, en cambio, sólo se hace referencia a las reclamaciones presentadas conforme al Título VI del Libro Segundo de la Ordenanza de Aduanas, pero no hay una mención expresa a la reclamación por multas aduaneras.

2.-Competencia para formular cargos por diferencias de derechos, impuestos u otros gravámenes.


El artículo tercero, Nº 3, del proyecto, que modifica la Ordenanza de Aduanas, señala lo siguiente: 


“La formulación de cargos por diferencias de derechos, impuestos u otros gravámenes podrá ser efectuada por la autoridad ante la cual se hubiere tramitado la respectiva destinación aduanera, y también, por aquella que hubiere efectuado la revisión, investigación o auditoria a posteriori”


Esta norma establece una competencia para cualquier “autoridad” que haya participado en la destinación aduanera o en alguna revisión posterior. A juicio de los representantes gremiales la expresión “autoridad” es demasiado amplia, porque puede remitir a cualquier funcionario de la repartición donde se haya registrado la destinación o la revisión, y por ello debería limitarse a un grupo específico de funcionarios o a los que el Director Nacional de Aduanas señale mediante una resolución general y previa.

3.-Interés actual para interponer una reclamación aduanera.


El nuevo inciso primero del artículo 122 de la Ordenanza que el proyecto propone, señala que podrá reclamar toda persona que invoque un interés actual comprometido en los actos objeto del reclamo. Atendidas las funciones que ejercen los agentes de aduana, los representantes de la Cámara Aduanera de Chile propusieron especificar que se presumen que el agente que participó en el despacho tiene interés actual en los actos objeto del reclamo.

4.-Notificaciones.


El proyecto establece que, por regla general, las notificaciones en los procesos judiciales aduaneros se harán por el estado diario, que las resoluciones así notificadas deberán publicarse en la página web de la Unidad Administradora y que se enviará por correo electrónico, a la parte que así lo haya solicitado, un aviso de haberse dictado la resolución. La iniciativa agrega que la falta de publicación en la página web o del aviso por correo electrónico no invalidará la notificación. Los representantes de la Cámara Aduanera observaron que los medios técnicos actuales permiten certificar, fuera de toda duda, que cierta información fue publicada en una página web o que fue enviado un correo electrónico, por lo que no debería mantenerse, además, el estado diario. 


Agregaron que debería agregarse una norma que establezca que la resolución que recibe la causa a prueba en el proceso de reclamación aduanero deba ser notificada mediante el envío de una carta certificada, porque esta resolución es de crucial importancia para la defensa del reclamante.

5.-Documentos fundantes de la reclamación aduanera y su contestación.


Los representantes gremiales observaron que el proyecto requiere que el contribuyente que reclama deba acompañar a su presentación los documentos que la funden, pero no hay una norma similar que requiera que el Servicio Nacional de Aduanas deba proceder de la misma forma al contestar el reclamo. Sobre el punto, señalaron que es menester igualar a ambas partes en este aspecto.

6.-Deber de informar por oficio.


La Cámara Aduanera indicó que la modificación planteada por el proyecto al inciso décimo del artículo 128 de la Ordenanza establece que no podrán ser citados a absolver posiciones en juicios aduaneros el Director Nacional, los Subdirectores, los Directores Regionales y los Administradores de Aduana. Con todo, a lo menos estos funcionarios deberían quedar obligados a informar por oficio las consultas que haga el juez tributario y aduanero en el contexto de un proceso.

7.-Efectos de la apelación.


Los representantes gremiales señalaron que el proyecto introduce un artículo 129 J en la Ordenanza, que dispone que el Tribunal de Alzada que conozca de la apelación de una sentencia aduanera de primera instancia podrá, a petición de parte, suspender total o parcialmente el cobro de la tasa reclamada. Esto supone que la apelación de la sentencia definitiva de primera instancia se concede en el solo efecto devolutivo, lo que contraría la regla general del Código de Procedimiento Civil que establece que la apelación contra esa resolución es en ambos efectos. 

8.-Sistema remuneracional.


La Cámara Aduanera de Chile indicó que el artículo 9º transitorio del proyecto faculta al Presidente de la República para determinar las remuneraciones del personal de los Tribunales Tributarios y Aduaneros contemplando, entre otros parámetros “los resultados”. La referencia a resultados que pueda tener la actividad jurisdiccional parece inadecuada, atendido a que podría entenderse que está dirigida al mayor ingreso que en materia tributaria interna o externa pudiere tener lugar en virtud de resoluciones que denieguen reclamos hechos por los contribuyentes.

- - - - - - - - -

EXPOSICIÓN DEL COLEGIO DE CONTADORES DE CHILE A.G.


Los representantes del Colegio de Contadores de Chile AG señalaron que el proyecto es un avance relevante en la justicia tributaria, y el Servicio de Impuestos Internos consiente con él la pérdida de su importante posición en los conflictos tributarios. Con todo, hay algunos aspectos planteados que todavía pueden ser objeto de mejoras, a saber, los siguientes:

1.-Imposibilidad de revisar administrativamente lo controvertido judicialmente.


Los representantes gremiales indicaron que si lo que se quiere es propiciar el término de los conflictos administrativos, no hay razón para inhibir una salida administrativa cuando un caso, planteado en sede judicial, se vuelve a presentar con nuevos argumentos o con pruebas distintas a las acompañadas en el reclamo.

2.-Reposición administrativa.


El proyecto plantea que habrá una reposición administrativa, que podrá promoverse con antelación a la reclamación judicial. La norma señala que en caso que el Servicio no responda dentro de los cincuenta días siguientes a su presentación, el recurso se entenderá rechazado. La entidad gremial sostuvo que debería invertirse la disposición, estableciendo que el silencio del Servicio se entienda como una aceptación tácita de la solicitud planteada en la reposición.

3.-Patrocinio.


El proyecto establece que en las causas tributarias de más de dieciséis Unidades Tributarias Mensuales se deberá contar, obligatoriamente, con el patrocinio de un abogado. Los representantes del gremio opinaron que esta suma es muy reducida y prescinde de que en la mayoría de las pequeñas y medianas empresas la administración contable y tributaria es asumida en conjunto por un mismo contador. Por ello, recomendaron que, independientemente de la cuantía del reclamo, el contribuyente tenga siempre la opción de recurrir a un abogado o de ser representado por su contador.

4.-Notificaciones.


El proyecto establece, como regla general, que las notificaciones se harán en un estado diario que deberá llevar el tribunal tributario, que el contenido de las resoluciones se publicará en Internet y que se enviará un aviso por correo electrónico de que se ha dictado una resolución, a quién lo haya solicitado así; a renglón seguido establece que la falta de publicación en Internet o del envío del aviso no invalida la notificación.


Los representantes gremiales recordaron que desde hace varios años el Servicio obliga a todos los contribuyentes a hacer uso extensivo de las herramientas computacionales que pone a disposición, como modelos de declaración y software para la entrega de información de terceros, y se comunica oficialmente con los contribuyentes por correo electrónico, por lo que no se ve razón alguna para no invalidar la notificación de la resolución insertada en el estado diario si esta no fue publicada en Internet y no fue avisada mediante correo electrónico cuando así se ha requerido, porque el estado actual de la tecnología con que cuenta el Estado permite asegurar esos servicios.

5.-Exclusión probatoria.


 La modificación propuesta en el proyecto al artículo 132 del Código Tributario establece que no serán admitidos como prueba los antecedentes solicitados por el Servicio en una citación y que, estando a disposición del contribuyente, no se hayan presentado en esa oportunidad. A juicio de los representantes gremiales esta norma atenta contra la libertad del contribuyente, pues a veces la información que solicita el Servicio en la citación sirve para resolver una objeción específica pero también puede comprometer al contribuyente en otro hecho.

6.-Medidas cautelares.


La modificación introducida al artículo 137 del Código Tributario por el proyecto faculta al Servicio para solicitar medidas cautelares contra el reclamante cuando este “no ofrezca suficiente garantía o haya motivo racional para creer que procederá a ocultar sus bienes”. A juicio de los representantes gremiales esta norma es abusiva porque no requiere que previamente el tribunal se pronuncie sobre los derechos alegados por la defensa del Servicio.

7.-Apelación del Servicio de Impuestos Internos.


La modificación propuesta en el proyecto al artículo 139 del Código Tributario permite que ambas partes interpongan, contra las resoluciones que allí se señala, el recurso de apelación. Esta facultad general concedida sin límites al Servicio de Impuestos Internos es atentatoria contra el objetivo de celeridad que persigue el proyecto. Otorgarla de manera indiscriminada a la Administración alargará necesariamente los juicios tributarios, porque ella tiene a su disposición abogados contratados a tiempo completo para seguir los juicios hasta que se agoten todos los recursos disponibles. Esta disponibilidad de recursos humanos no está al alcance de la mayor parte de los contribuyentes del país, por lo que el Servicio debería poder apelar sólo cuando ha perdido porque la interpretación oficial, contenida en circulares y resoluciones, ha sido desestimada por el juez de primera instancia, y el efecto de esta sentencia pueda tener efecto en casos similares.

8.-Alegatos en segunda instancia.


El proyecto considera que la apelación de la sentencia definitiva será vista en cuenta, salvo que las partes hayan solicitado alegatos. Los representantes gremiales expresaron que por la trascendencia de este trámite debería verse siempre decretando autos en relación.
- - - - - - - - -

EXPOSICIÓN DE LA CONFEDERACIÓN DE LA PRODUCCIÓN Y DEL COMERCIO


La Confederación de la Producción y del Comercio estima que el proyecto en discusión es un avance importante para la resolución de diferencias entre el contribuyente y la Administración, y valora el impulso que le ha impartido el Gobierno durante su tramitación.


Sus representantes observaron que el proyecto mantiene aún cuatro inconvenientes que es necesario resolver para que se  cumplan todas las expectativas que los sectores fabriles y comerciales han depositado en la iniciativa. 

En primer lugar, y con el fin de asegurar la debida independencia de estos nuevos tribunales, es necesario que los integrantes de la lista de postulantes al cargo de juez tributario y aduanero, que se somete a la decisión de la Corte de Apelaciones respectiva, sean nombrados por el Consejo de Alta Dirección Pública y no por la Dirección Nacional del Servicio Civil. 

En segundo lugar, en materia de notificaciones, la entidad gremial propuso establecer como regla general el aviso por carta certificada en vez de la notificación por el estado diario.


En tercer lugar, los representantes de la Confederación propusieron mejorar la regulación de las medidas cautelares que en el juicio tributario puede solicitar el Servicio de Impuestos Internos contra el reclamante, estableciendo que esa garantía puede ser sustituida en cualquier momento por bienes o instrumentos que merezcan la misma confianza que los objetos originalmente prohibidos por el tribunal, y que esta medida se limite sólo a bienes y derechos que no formen parte del activo circulante del contribuyente o cuya afectación no implique paralización del giro.


Finalmente, solicitaron reemplazar la norma que establece la sana crítica como forma de apreciar la prueba, por una regla que establezca la prueba legal tasada, de forma tal de que las partes puedan recurrir de casación en el fondo contra la sentencia de segunda instancia.

- - - - - - - - -
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE FORTALECE Y PERFECCIONA JURISDICCIÓN TRIBUTARIA

(3139-05)

HONORABLE SENADO:




Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informar acerca del proyecto de ley de la referencia, iniciado en mensaje de S.E. la señora Presidenta de la República, con urgencia calificada de “suma”.




A la sesión en que la Comisión estudió esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, lo siguientes invitados:

Del Ministerio de Hacienda, el Ministro, señor Andrés Velasco, y los asesores señora Tamara Agnic y señor Gianni Lambertini. 

Del Servicio Nacional de Aduanas, el Director, señor Sergio Mujica Montes; el Subdirector Jurídico, señor Mauricio Zelada Pérez; el Jefe del Departamento de Gestión y Proyectos de la Subdirección Jurídica, señor Rodrigo González; y el abogado, señor Rodrigo Romo.

Del Servicio de Impuestos Internos, el Director, señor Ricardo Escobar.

- - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:

1) Indicaciones aprobadas: 7; 8; 9; complementaria nº 1), letra a), 11; 39; 125; complementaria nº 4); 127; 128; y 129.
5) Indicaciones aprobadas con modificaciones: 12; 13; 14; complementaria nº 1), letra b), i); complementaria nº 1, letra b), ii), 126; complementaria nº 1, letra b), iv).     

6) Indicaciones declaradas inadmisibles: no hubo.

6) Indicaciones rechazadas: 10, 35, y 37.

7) Indicaciones retiradas: 130.
- - - 
NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Vuestra Comisión de Hacienda se remite, al efecto, a lo señalado por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento en su informe.
- - - 
DISCUSIÓN 


El Ministro de Hacienda, señor Andrés Velasco, expresó que son siete las características que más resaltan en la presente iniciativa, a saber: independencia orgánica de los nuevos tribunales tributarios y aduaneros; autonomía de los mismos para la interpretación de las normas de su competencia; creación de una unidad administradora de los tribunales; incorporación del contencioso aduanero; establecimiento de un procedimiento de amparo para los derechos de los contribuyentes; especialización de las Cortes de Apelaciones en estas materias; y aplicación gradual de la estructura que se propone.


Reseñó, enseguida, que las indicaciones sometidas a consideración de la Comisión se orientan, en general, al perfeccionamiento de la concursabilidad para la provisión de los cargos de los nuevos tribunales; elección del jefe de la Unidad Administrativa en base al Sistema de Alta Dirección Pública; rendición de una cuenta anual ante las Comisiones de Hacienda de la Cámara del Diputados y el Senado; recepción de la inquietud manifestada por la Corte Suprema en torno a la dotación de personal de secretaría en las Cortes de Apelaciones; y mejoramientos en aspectos procesales.


El Director del Servicio de Impuestos Internos, señor Ricardo Escobar, acotó que, dado que durante la tramitación legislativa del proyecto fueron creadas dos nuevas regiones en el país, ha sido necesario realizar los ajustes pertinentes.
- - - 

Se deja constancia que la Comisión de Hacienda, atendido que en su primer informe ya había conocido íntegramente del presente proyecto de ley, acordó, unánimemente,  conocer sólo aquellas materias con incidencia en materia financiera y presupuestaria del Estado que fueron objeto de modificaciones en el trámite seguido ante la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


De conformidad con su competencia, la Comisión se pronunció respecto de los artículos 4º, 5º, 18, 19, 22 letra e) y 25 del ARTÍCULO PRIMERO del proyecto; número 4) del ARTÍCULO SEGUNDO; número 3º del artículo 59, correspondiente al número 2) del ARTÍCULO SEXTO; ARTÍCULO NOVENO; ARTÍCULO DÉCIMO PRIMERO; artículo 1º transitorio; y artículo 5º transitorio, en los mismos términos en que fueron aprobados por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, como reglamentariamente corresponde.

Dichas disposiciones, en los términos en que fueron conocidas por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, se reseñan a continuación, junto con las indicaciones recaídas sobre ellas:
- - -

ARTÍCULO PRIMERO


Fija el texto de una nueva Ley Orgánica de Tribunales Tributarios y Aduaneros. Su Título I, compuesto por los artículos 1° a 17, organiza dichos tribunales. El Título II, integrado por los artículos 18 a 24, regula la Unidad Administradora de los Tribunales Tributarios y Aduaneros. El Título III, conformado por el artículo 25, estatuye la planta y remuneraciones del personal de los mencionados tribunales. 

Título I, de los Tribunales Tributarios y Aduaneros

Artículo 4°


Este artículo fija las plantas de personal de los Tribunales Tributarios y Aduaneros, incluidos jueces, secretarios, resolutores, profesionales expertos, administrativos y auxiliares. 


Añade que el tribunal de la I Región contará con un total de 11 funcionarios. Los de las Regiones II, III, IV y XII, con 5. El de la V Región, con 14. Los de las Regiones VI, VII, IX y X, con 6. El Primero de Santiago, con 15. El Cuarto de Santiago, con 13. Los de la VIII Región y Segundo y Tercero de Santiago, con 9. Y el de la XI Región, con 4.

Cuando las necesidades lo requieran, prosigue, estos tribunales podrán contratar personal en forma transitoria, previa autorización de la Unidad Administradora y en la medida que exista disponibilidad presupuestaria.


Sobre este artículo recayeron las indicaciones números 7, 8 y 9.


La indicación número 7, de S.E. la señora Presidenta de la República, para reducir, en la planta del Tribunal Tributario y Aduanero de la I Región, un cargo de Resolutor.

La indicación número 8, de S.E. la señora Presidenta de la República, para incluir en el mismo esquema de planta de los Tribunales Tributarios y Aduaneros de las Regiones II, III, IV y XII, a los de las Regiones XIV y XV.


Ambas indicaciones fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Frei, García y Ominami.
La indicación N° 9, de los Honorables Senadores señores Novoa y Prokuriça, para intercalar, en el inciso final del artículo 4°, a continuación de las palabras “contratar personal”, la frase “bajo el régimen de contrata, salvo que se tratare de servicios específicos que sean pagados a suma alzada.”.

Posteriormente, S.E. la señora Presidenta de la República presentó la indicación complementaria N° 1), letra a), que subsume la indicación número 9 precedente y que es del siguiente tenor:

“a) Reemplázase el inciso final del artículo 4º, por el siguiente:

Adicionalmente, cuando las necesidades de estos tribunales lo requieran, se podrá contratar personal bajo el régimen de contrata, salvo que se trate de servicios específicos, los que serán pagados a suma alzada. En ambos casos se requerirá la autorización previa de la Unidad Administradora a que se refiere el Título II y contar con disponibilidad presupuestaria. La contratación de este personal se efectuará por la mencionada Unidad.”.

Ante una consulta de la Honorable Senadora señora Matthei, el señor Director del Servicio de Impuestos Internos explicó que los funcionarios que al efecto se contraten se hallarán sujetos a las disposiciones del Estatuto Administrativo y, desde luego, a las normas que anualmente se aprueben en la Ley de Presupuestos.

Las indicaciones número 9 y la complementaria nº 1), letra a), fueron aprobadas por la unanimidad  de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Frei, García y Ominami. 


Asimismo, y por igual votación, la Comisión aprobó la otra enmienda introducida por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento en su informe.

Artículo 5°


Este artículo prescribe la forma de designación de los jueces y secretarios abogados de los Tribunales Tributarios y Aduaneros.

Su inciso segundo dispone que su nombramiento corresponderá al Presidente de la República, a propuesta en terna de la Corte de Apelaciones respectiva. La Corte formará la terna con las personas incluidas en un listado de entre cinco y diez personas que le propondrá la Dirección Nacional del Servicio Civil, la que confeccionará dicha nómina mediante un concurso público. El resto del personal será nombrado por el Presidente de la Corte de Apelaciones respectiva, también previo concurso público.

Añade, en su inciso tercero, que la Corte respectiva podrá rechazar, por una sola vez, la totalidad de los nombres contenidos en la lista, en forma fundada, por razones de falta de idoneidad, especialización o experiencia de los postulantes. En tal caso, la Dirección Nacional del Servicio Civil llamará a un nuevo concurso público, en el cual no podrán participar las personas que integraron la nómina rechazada.


Finalmente, su inciso cuarto establece que el resto del personal de los Tribunales Tributarios y Aduaneros será nombrado por el Presidente de la Corte de Apelaciones respectiva, previo concurso público, el que será regulado mediante un reglamento expedido a través del Ministerio de Justicia, suscrito, además, por el Ministro de Hacienda.


Sobre este artículo recayeron las indicaciones números 10, 11, 12, 13 y 14.


La indicación número 10, de los Honorables Senadores señores Novoa y Prokuriça, para reemplazar su inciso segundo por el siguiente:

“La Corte formará la terna correspondiente de una lista de un mínimo de cinco nombres que le será propuesta por el Consejo de la Alta Dirección Pública de acuerdo a las normas establecidas en la ley Nº 19.882.”.


La indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Frei, García y Ominami.


La indicación número 11, de S.E. la señora Presidenta de la República, para sustituir, en su inciso segundo, la frase “la Dirección Nacional del Servicio Civil”, por “el Consejo de Alta Dirección Pública”.

La indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Frei, García y Ominami.


La indicación número 12, de S.E. la señora Presidenta de la República, para reemplazar su inciso tercero por el siguiente:


“La Corte de Apelaciones respectiva podrá rechazar, por una sola vez, todos o algunos de los nombres contenidos en la lista que se le presente, en forma fundada, por razones de falta de idoneidad, especialización o experiencia de los postulantes. Si el número de nombres restantes es inferior a cinco, la Corte notificará al Consejo de Alta Dirección Pública, el que deberá llamar a un nuevo concurso en el cual no podrán participar las personas cuyos nombres fueron rechazados.”.


La indicación número 13, de los Honorables Senadores señores Novoa y Prokuriça, para sustituir, en su inciso tercero, la frase “la Dirección Nacional del Servicio Civil”, por “el Consejo de Alta Dirección Pública”.


La indicación número 14, de los Honorables Senadores señores Novoa y Prokuriça, para reemplazar, en su último  inciso, su oración final por la siguiente: “El concurso mencionado en este inciso se regulará por la ley”.


Posteriormente, S.E. la señora Presidenta de la República presentó dos indicaciones complementarias.

La indicación complementaria nº 1), letra b), i), para reemplazar el inciso segundo, por el siguiente:


“La Corte formará la terna correspondiente de una lista de un mínimo de cinco y un máximo de diez nombres que le será propuesta por el Consejo de Alta Dirección Pública con sujeción al procedimiento establecido para el nombramiento de altos directivos públicos del primer nivel jerárquico contenido en el Párrafo 3º del Título VI de la ley Nº 19.882, con las modificaciones siguientes:

a) El perfil profesional de competencias y aptitudes del cargo concursado será definido por el Consejo.

b) De no haber al menos cinco candidatos al cargo que cumplan los requisitos para integrar la nómina, el Consejo podrá ordenar que se efectúe un nuevo concurso para conformar o completar la lista, según corresponda.”.

La indicación complementaria nº 1), letra b), ii), para reemplazar el inciso final, por el siguiente:

“El resto del personal de los Tribunales Tributarios y Aduaneros será nombrado por el Presidente de la Corte de Apelaciones respectiva, previo concurso público efectuado conforme a las normas del Párrafo 1º del Título II de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005. Las funciones que el artículo 21 de dicho cuerpo legal le asigna al Comité de Selección, serán desempeñadas por la Unidad Administradora a que se refiere el Título II de la presente ley.”.


La Honorable Senadora señora Matthei consultó por qué la provisión de los cargos del resto del personal de los tribunales que se crean se excluye del sistema, al que sí se hallan sometidos los niveles superiores, de propuesta por parte del Consejo de Alta Dirección Pública, de acuerdo con el procedimiento establecido en la ley Nº 19.882.


El señor Director del Servicio de Impuestos Internos indicó que tal distinción se funda en que los funcionarios de los tribunales que no sean jueces ni secretarios, cumplen funciones más bien técnicas, por lo que no se justifica un procedimiento tan regulado como el de aquellos. Tal es el caso, por ejemplo, de los oficiales de sala,  los resolutores y otros profesionales expertos. Los resolutotes, especificó, serán los profesionales responsables de seguir el efectivo estado de avance de los distintos procesos que el respectivo tribunal conozca, cumpliendo una labor, si bien preponderante, de apoyo al juez, sin desempeñar jefatura ni tener personal a su cargo. Los profesionales expertos, a su turno, serán los encargados de prestar asesoría permanente y expedita a los jueces en materias contables y financieras, con el objeto de que no sea necesario recurrir a informes periciales para la apreciación de la prueba.


La Honorable Senadora señora Matthei expresó que la elección de estos funcionarios, al menos en el caso de los profesionales expertos, debiera de todos modos hallarse sometida al sistema del Consejo de Alta Dirección Pública, por el importante rol selectivo que éste juega.


El señor Ministro de Hacienda acotó que el sistema antes aludido se orienta, como su nombre lo indica, a la provisión de cargos de dirección o de gerencia, por lo que en muchos servicios públicos existen cargos que, por muy importantes que sean, quedan fuera de esta categorización.


Agregó que, en todo caso, se encuentra actualmente en la Cámara de Diputados un proyecto de ley que supone un avance en este sentido, ampliando la selección conforme al procedimiento de Alta Dirección Pública al segundo (donde raramente hoy se aplica) y tercer nivel jerárquico (en el que para nada se utiliza).       

Las indicaciones números 12, 13, 14 y la complementaria nº 1), letra b), i), fueron aprobadas con modificaciones, en los mismos términos en que lo había efectuado la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento,  por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Frei, García y Ominami.


La indicación complementaria Nº 1), letra b), ii), fue aprobada con modificaciones, en los mismos términos en que lo había efectuado la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, por tres votos a favor y una abstención. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Frei, García y Ominami, y se abstuvo la Honorable Senadora señora Matthei.

Título II, de la Unidad Administradora

Artículo 18


Este artículo crea una Unidad Administradora de los Tribunales Tributarios y Aduaneros. 

La Unidad, de acuerdo con el inciso segundo, será un órgano funcionalmente desconcentrado de la Subsecretaría de Hacienda, de acuerdo con la ley Nº 18.575.

Sobre este artículo recayó la indicación número 35, de los Honorables Senadores señores Novoa y Prokuriça, para sustituir su inciso segundo por el siguiente:

“Esta Unidad formará parte de la Corporación Administrativa del Poder Judicial pero, para efectos de su gestión, integrará el Consejo Superior el Subsecretario de Hacienda, con derecho a voz y voto.”.


La indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Frei, García y Ominami. 

Artículo 19


Este artículo dispone que corresponderá a la Unidad Administradora la gestión administrativa de los Tribunales Tributarios y Aduaneros, y consigna sus funciones a través de siete numerales.

En votación este artículo, fue aprobado con una agregación en su número 4º, en los mismos términos en que lo había efectuado la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Frei, García y Ominami. 
Artículo 22


Esta norma señala que al Jefe de la Unidad Administradora le corresponde dirigirla, organizarla y administrarla, cometido para el cual se le entregan las siguientes atribuciones, responsabilidades y obligaciones: 

a) Diseñar y desarrollar programas que promuevan la más eficiente administración de los recursos asignados;

b) Representar a la Unidad en todos los asuntos;

c) Ejecutar los actos y celebrar los contratos que estime necesarios para el cumplimiento de los fines de la Unidad, entre otros, comprar, construir, reparar, arrendar, mantener y administrar toda clase de bienes muebles e inmuebles con sujeción a las disponibilidades presupuestarias; 

d) Responder directamente de los fondos puestos a su disposición;

e) Las demás atribuciones y deberes que le asignen las leyes.


Sobre este artículo recayó la indicación número 37, de los Honorables Senadores señores Novoa y Prokuriça, para reemplazarlo por el siguiente:

“El Jefe de la Unidad tendrá las facultades de dirección, organización y administración de la misma que le delegue el Consejo Superior.”.
La indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Frei, García y Ominami. 


Posteriormente, S.E. la señora Presidenta de la República formuló la indicación complementaria nº 1), letra b), iv), para reemplazar la letra e) por la siguiente:


“e) Dar cuenta pública, el mes de marzo de cada año, de la gestión efectuada el año anterior. Esta cuenta se dará ante las Comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados.”.

La indicación fue aprobada, con la misma enmienda introducida por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, por la  unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Frei, García y Ominami. 

Título III, de la planta y remuneraciones del personal de los Tribunales Tributarios y Aduaneros

Artículo 25

Esta disposición fija la planta de personal de los Tribunales Tributarios y Aduaneros, equiparando las rentas con las de la Escala de Sueldos Bases Mensuales del Personal del Poder Judicial, incluidas todas las asignaciones inherentes al respectivo cargo.

Crea 17 cargos de Juez Tributario y Aduanero, grado V; 19 de Secretario Abogado, grado VII; 34 de Resolutor, grado X; 20 de Profesional Experto, grado X; 22 de Administrativo, grado XVII, y 16 de Auxiliar, grado XX. En total son 128 cargos.


Sobre este artículo recayó la indicación número 39, de S.E. la señora Presidenta de la República, para elevar el número de cargos, en concordancia con la creación de dos nuevos Tribunales Tributarios y Aduaneros, en las Regiones XIV y XV. De este modo, se incrementa la planta en 2 cargos de Juez, 2 de Secretario Abogado, 2 de Profesional Experto, 2 de Administrativo y 2 de Auxiliar, en tanto que se reduce un cargo de Resolutor. Totalizan 137 cargos, o sea, 8 más que los previstos inicialmente.

La indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Frei, García y Ominami. 

ARTÍCULO SEGUNDO


Esta disposición, que se compone de 49 numerales
, introduce enmiendas en el Código Tributario, contenido en el artículo 1° del decreto ley N° 830, de 1974.

Número 4)

(Como fue aprobado en el texto de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento)


Este numeral modifica el artículo 54 del Código Tributario, que establece que el contribuyente que enterare en arcas fiscales el impuesto determinado conforme al artículo 24 del mismo cuerpo normativo, dentro del plazo de sesenta días contado desde la fecha de la liquidación, pagará el interés moratorio calculado solamente hasta dicha fecha.


El texto aprobado por la Cámara de Diputados, como numeral 5), reemplazó la palabra “sesenta” por “ciento veinte”.


El texto despachado por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, como numeral 4), sustituye la expresión “sesenta días” por “noventa días”. 

En votación, fue aprobado con la misma enmienda introducida por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Frei, García y Ominami. 

ARTÍCULO SEXTO


Este artículo introduce, mediante seis numerales, modificaciones en el Código Orgánico de Tribunales.

Número 2)


Este numeral sustituye el artículo 59 del Código Orgánico de Tribunales, que estipula el número de relatores que habrá en cada Corte de Apelaciones. 


El nuevo artículo 59 precisa que la Corte de Apelaciones de Chillán tendrá dos relatores; las de Iquique, Copiapó, Puerto Montt, Coyhaique y Punta Arenas tendrán tres; las de Arica y Valdivia tendrán cuatro; las de Antofagasta, La Serena, Rancagua, Talca y Temuco tendrán cinco; las de Valparaíso y Concepción, tendrán once; la de San Miguel tendrá trece, y la de Santiago tendrá veintitrés.


Sobre esta disposición recayó la indicación número 125, de S.E. la señora Presidenta de la República, para elevar de cuatro a cinco el número de relatores de las Cortes de Arica y Valdivia, adecuando con ello el precepto a la creación de dos nuevas regiones en el país.

La indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Frei, García y Ominami. 
Enseguida, la Comisión se ocupó de la indicación complementaria nº 4), de S.E. la señora Presidenta de la República, para intercalar el siguiente artículo noveno, nuevo, pasando el actual noveno a ser artículo décimo:

“ARTÍCULO NOVENO.- Créase en las plantas de cada una de las Cortes de Apelaciones de Santiago, San Miguel, Valparaíso y Concepción, los siguientes cargos:

a. 1 oficial 2º, grado 21.

b. 1 oficial de sala, grado 16.”.

La indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Frei, García y Ominami. 

ARTÍCULO NOVENO

(Corresponde al ARTÍCULO DÉCIMO PRIMERO del texto aprobado por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento en su informe)

Este artículo dispone que el mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley, se financiará con los recursos que se contemplen en las partidas correspondientes del presupuesto del sector público.

En votación, fue aprobado por la la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Frei, García y Ominami. 
Artículo 1° transitorio


Esta disposición regula la entrada en vigencia gradual de esta reforma. 


El inciso primero señala que la ley entrará en vigor en un período de cuatro años, contados desde el día primero del mes siguiente al de la fecha de su publicación.


El inciso segundo contiene un calendario de puesta en vigencia que se desarrolla en tres años: un año después de la publicación, regirá en las regiones I, II y III; dos años después de la misma fecha, en las regiones IV, VII, IX y XII, y tres años después de la publicación, en las regiones VIII, X y XI. 


Sobre este artículo recayeron las indicaciones números 126, 127, 128 y 129, todas ellas de S.E. la señora Presidenta de la República, y la indicación número 130.


La indicación número 126, para reemplazar, en el inciso primero, las palabras “Esta ley entrará” por la frase “Los Artículos Primero a Noveno de la ley entrarán”. 

La indicación fue aprobada, con modificaciones, en los mismos términos en que lo había efectuado la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Frei, García y Ominami. 

La indicación número 127 para sustituir, en el inciso segundo, las palabras “esta ley entrará” por “dichos artículos entrarán”.


Las indicaciones números 128 y 129 intercalan en el calendario las regiones XIV, De los Ríos, y XV, De Arica y Parinacota. La primera queda ubicada en el grupo en que la reforma entrará en vigencia en tres años, contados desde la publicación de la ley, y la segunda en el grupo en que ello tendrá lugar en un año, contado de la misma manera.

Las indicaciones números 127, 128 y 129 fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Frei, García y Ominami. 

La indicación número 130, de los Honorables Senadores señores Novoa y Prokuriça, para agregar, a su inciso final, lo siguiente: “XV REGIÓN DE ARICA Y PARINACOTA y XVI REGIÓN DE LOS RÍOS”.


La indicación fue retirada por sus autores, como consta en el informe de la Comisión de constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Artículo 5º transitorio


Este artículo prescribe que los cargos en los Tribunales Tributarios y Aduaneros deberán proveerse entre los noventa y los treinta días anteriores a la fecha en que debe entrar a regir la nueva ley en la región respectiva.

En votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Frei, García y Ominami. 
- - - 

INFORME FINANCIERO


Con posterioridad al informe financiero de 24 de noviembre de 2006, cuyo contenido consta en el primer informe de la Comisión de Hacienda sobre el presente proyecto de ley, la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda elaboró un informe financiero sustitutivo con fecha 12 de junio de 2008, cuyo texto es el siguiente:
“1. La presente indicación sustitutiva tiene por objeto el perfeccionamiento de la jurisdicción tributaria a través de la creación de una judicatura tributaria independiente, con competencia sobre materias tributarias y aduaneras y cuya gestión administrativa radica en una Unidad Administradora dependiente de la Subsecretaría de Hacienda. Asimismo, se establecen procedimientos eficientes y expeditos, se incorpora un procedimiento de reclamo por vulneración de los derechos de los contribuyentes y se especializan las Cortes de Apelaciones en materias tributarias y aduaneras. Se incorporan los efectos de la creación de la Región de Arica y Parinacota y de la Región de Los Ríos y del personal de apoyo destinado a las Cortes de Apelaciones de Santiago, San Miguel, Valparaíso y Concepción.

2. 
Impactos financieros de esta iniciativa:

2.1 La creación de los Tribunales Tributarios y Aduaneros irroga un gasto fiscal estimado en régimen de $ 3.740 millones.
2.2 Se crean en la Corte de Apelaciones, 12 cargos de ministros y 16 cargos de relatores; esta iniciativa irroga un gasto fiscal estimado en régimen de $ 2.020 millones.
2.3 Se crea la Unidad Administradora de los Tribunales Tributarios y Aduaneros, como órgano funcionalmente desconcentrado de la Subsecretaría de Hacienda. El costo estimado en régimen asciende a $ 155 millones.
2.4 Los costos totales estimados de implementación para los puntos 2.1, 2.2 y 2.3 corresponden a $ 1.420 millones, $ 2.349 millones, $ 3.544 millones y $ 6.476 millones para el primer, segundo, tercer y cuarto año respectivamente.

3. 
Los gastos involucrados para la puesta en marcha se financiarán durante el primer año con cargo a la Partida Tesoro Público; en los años posteriores el costo se considerará en los presupuestos anuales asignados a las partidas correspondientes.”.

En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe, no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO: 

En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley en informe, en los mismos términos en que fue despachado por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, cuyo texto es el siguiente: 

PROYECTO DE LEY:

“ARTICULO PRIMERO.- Fíjase el siguiente texto de la Ley Orgánica de Tribunales Tributarios y Aduaneros: 

“LEY ORGÁNICA DE TRIBUNALES TRIBUTARIOS Y ADUANEROS

TÍTULO I

De los Tribunales Tributarios y Aduaneros

Artículo 1º.- Los Tribunales Tributarios y Aduaneros son órganos jurisdiccionales letrados, especiales e independientes en el ejercicio de su ministerio, cuyas funciones, en el ámbito de su territorio, son:

1°.- Resolver las reclamaciones que presenten los contribuyentes, de conformidad al Libro Tercero del Código Tributario;

2°.- Conocer y fallar las denuncias a que se refiere el artículo 161 del Código Tributario y los reclamos por denuncias o giros contemplados en el número tercero del artículo 165 del mismo cuerpo legal;

3°.- Resolver las reclamaciones presentadas conforme al Título VI del Libro II de la Ordenanza de Aduanas y las que se interpongan de acuerdo a lo dispuesto en los artículos 186 y 187 de esa Ordenanza;

4°.- Disponer en los fallos que se dicten, la devolución y pago de las sumas solucionadas indebidamente o en exceso a título de impuestos, reajustes, intereses, sanciones, costas u otros gravámenes; 

5°.- Resolver las incidencias que se promuevan durante la gestión de cumplimiento administrativo de las sentencias;

6°.- Conocer del procedimiento especial de reclamo por vulneración de derechos a que se refiere el Párrafo 2° del Título III del Libro Tercero del Código Tributario;

7°.- Conocer del procedimiento especial de reclamo por vulneración de derechos establecido en el Párrafo 4 del Título VI del Libro II de la Ordenanza de Aduanas, y 

8°.- Conocer de las demás materias que señale la ley.

Artículo 2°.- Para los fines de la presente ley, del Código Tributario, de la Ordenanza de Aduanas y demás leyes tributarias y aduaneras, salvo que de sus textos se desprenda un significado distinto, se entenderá por "Juez Tributario y Aduanero", el titular del Tribunal Tributario y Aduanero correspondiente al territorio jurisdiccional respectivo.

En el caso de los Tribunales Tributarios y Aduaneros en que existan ambos cargos, las referencias de esta ley al “Secretario Abogado”, se entenderán realizadas, indistintamente, al “Secretario Abogado Tributario” y al “Secretario Abogado Aduanero”. 


Artículo 3°.- Créase un Tribunal Tributario y Aduanero con asiento en cada una de las siguientes comunas del territorio de la República, con la jurisdicción territorial que en cada caso se indica: 

Arica, con un juez, cuyo territorio jurisdiccional será el de la Decimoquinta Región de Arica y Parinacota.

Iquique, con un juez, cuyo territorio jurisdiccional será el de la Primera Región de Tarapacá.

Antofagasta, con un juez, cuyo territorio jurisdiccional será el de la Segunda Región de Antofagasta.

Copiapó, con un juez, cuyo territorio jurisdiccional será el de la Tercera Región de Atacama.

La Serena, con un juez, cuyo territorio jurisdiccional será el de la Cuarta Región de Coquimbo.

Valparaíso, con un juez, cuyo territorio jurisdiccional será el de la Quinta Región de Valparaíso.

Rancagua, con un juez, cuyo territorio jurisdiccional será el de la Sexta Región del Libertador General Bernardo O’Higgins.

Talca, con un juez, cuyo territorio jurisdiccional será el de la Séptima Región del Maule.

Concepción, con un juez, cuyo territorio jurisdiccional será el de la Octava Región del Bío Bío.

Temuco, con un juez, cuyo territorio jurisdiccional será el de la Novena Región de La Araucanía.

Valdivia, con un juez, cuyo territorio jurisdiccional será el de la Decimocuarta Región de los Ríos.

Puerto Montt, con un juez, cuyo territorio jurisdiccional será el de la Décima Región de Los Lagos.

Coyhaique, con un juez, cuyo territorio jurisdiccional será el de la Undécima Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo.

Punta Arenas, con un juez, cuyo territorio jurisdiccional será el de la Duodécima Región de Magallanes y de la Antártica Chilena.

Con asiento en la Región Metropolitana de Santiago, créanse los siguientes Tribunales Tributarios y Aduaneros:

Primer Tribunal, con un juez, cuyo territorio jurisdiccional será el de las comunas de Santiago, Independencia y Recoleta.

Segundo Tribunal, con un juez, cuyo territorio jurisdiccional será el de las comunas de Cerro Navia, Colina, Curacaví, Estación Central, Huechuraba, Lampa, Lo Prado, Pudahuel, Quilicura, Quinta Normal, Renca, Til Til, Conchalí, Maipú, Cerrillos, Padre Hurtado, Peñaflor, Talagante, El Monte, Melipilla, San Pedro, Alhué y María Pinto.
Tercer Tribunal, con un juez, cuyo territorio jurisdiccional será el de las comunas de San Miguel, La Cisterna, San Joaquín, Pedro Aguirre Cerda, Lo Espejo, La Granja, San Ramón, La Pintana, San Bernardo, Calera de Tango, Buin, Paine y El Bosque.

Cuarto Tribunal, con dos jueces, cuyo territorio jurisdiccional abarca el de las comunas de Providencia, Las Condes, Vitacura, Lo Barnechea, Ñuñoa, La Reina, Macul, Peñalolén, La Florida, Puente Alto, Pirque y San José de Maipo.

La distribución de las causas entre los jueces del Cuarto Tribunal se realizará de acuerdo a un procedimiento objetivo y general, que deberá ser establecido mediante Auto Acordado por la Corte de Apelaciones de Santiago.

Respecto de las materias señaladas en los números 3° y 7° del artículo 1°, y las de carácter aduanero de los números 4º, 5º y 8° del mismo artículo, cuyo conocimiento corresponda a los Tribunales de la Región Metropolitana, sólo será competente el Primer Tribunal, cuyo territorio jurisdiccional, para estos efectos, comprenderá toda la Región.

Artículo 4°.- Los Tribunales Tributarios y Aduaneros tendrán las siguientes plantas:

TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO I REGIÓN

	Cargos
	N° de cargos

	Juez Tributario y Aduanero
	1

	Secretario Abogado Tributario
	1

	Secretario Abogado Aduanero
	1

	Resolutor
	3

	Profesional Experto
	2

	Administrativo
	1

	Auxiliar
	1

	Total planta
	10


TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO II, III, IV, XII, XIV y XV REGIONES

	Cargos
	Nº de Cargos

	Juez Tributario y Aduanero
	1

	Secretario Abogado
	1

	Profesional Experto
	1

	Administrativo
	1

	Auxiliar
	1

	Total planta
	5


TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO V REGIÓN

	Cargos
	Nº de Cargos

	Juez Tributario y Aduanero
	1

	Secretario Abogado Tributario
	1

	Secretario Abogado Aduanero
	1

	Resolutor
	6

	Profesional Experto
	2

	Administrativo
	2

	Auxiliar
	1

	Total planta
	14


TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO VI, VII, IX Y X REGIONES

	Cargos
	Nº de Cargos

	Juez Tributario y Aduanero
	1

	Secretario Abogado
	1

	Resolutor
	1

	Profesional Experto
	1

	Administrativo
	1

	Auxiliar
	1

	Total planta
	6


PRIMER TRIBUNAL REGIÓN METROPOLITANA DE SANTIAGO

	Cargos
	Nº de Cargos

	Juez Tributario y Aduanero
	1

	Secretario Abogado Tributario
	1

	Secretario Abogado Aduanero
	1

	Resolutor
	7

	Profesional Experto
	2

	Administrativo
	2

	Auxiliar
	1

	Total planta
	15


CUARTO TRIBUNAL REGIÓN METROPOLITANA DE SANTIAGO

	Cargos
	Nº de Cargos

	Juez Tributario
	2

	Secretario Abogado
	1

	Resolutor
	4

	Profesional Experto
	3

	Administrativo
	2

	Auxiliar
	1

	Total planta
	13


TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO VIII REGIÓN; Y SEGUNDO Y TERCER TRIBUNAL REGIÓN METROPOLITANA DE SANTIAGO

	Cargos
	Nº de Cargos

	Juez Tributario y Aduanero
	1

	Secretario Abogado
	1

	Resolutor
	3

	Profesional Experto
	1

	Administrativo
	2

	Auxiliar 
	1

	Total planta
	9


TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO XI REGIÓN

	Cargos
	Nº de Cargos

	Juez Tributario y Aduanero
	1

	Secretario Abogado
	1

	Administrativo
	1

	Auxiliar
	1

	Total planta
	4


Adicionalmente, cuando las necesidades de estos tribunales lo requieran, se podrá contratar personal bajo el régimen de contrata, salvo que se trate de servicios específicos, los que serán pagados a suma alzada. En ambos casos se requerirá la autorización previa de la Unidad Administradora a que se refiere el Título II y contar con disponibilidad presupuestaria. La contratación de este personal se efectuará por la mencionada Unidad. 
Artículo 5°.- El Juez Tributario y Aduanero y el Secretario Abogado del Tribunal Tributario y Aduanero serán nombrados por el Presidente de la República, de una terna propuesta por la respectiva Corte de Apelaciones.

La Corte formará la terna correspondiente de una lista de un mínimo de cinco y un máximo de diez nombres, que le será propuesta por el Consejo de Alta Dirección Pública con sujeción al procedimiento establecido para el nombramiento de altos directivos públicos del primer nivel jerárquico, contenido en el Párrafo 3° del Título VI de la ley N° 19.882, con las modificaciones siguientes:

a) El perfil profesional de competencias y aptitudes del cargo concursado será definido por el Consejo.

b) De no haber al menos cinco candidatos al cargo que cumplan los requisitos para integrar la nómina, el Consejo podrá ordenar que se efectúe un nuevo concurso para conformar o completar la lista, según corresponda.

La Corte de Apelaciones respectiva podrá rechazar, en forma fundada y por una sola vez, todos o algunos de los nombres contenidos en la lista que se le presente. Si el número de nombres restantes fuere inferior a cinco, la Corte comunicará el hecho al Consejo, para que complete la nómina llamando a un nuevo concurso, en el cual no podrán participar las personas que fueron rechazadas. 

Para conformar la terna para el cargo de juez tributario y aduanero, los postulantes deberán ser recibidos por el pleno de la Corte de Apelaciones en una audiencia pública citada especialmente al efecto. Cada Corte establecerá la forma en que se desarrollará esta audiencia.

El resto del personal de los Tribunales Tributarios y Aduaneros será nombrado por el Presidente de la Corte de Apelaciones respectiva, previo concurso público efectuado conforme a las normas del Párrafo 1° del Título II del Estatuto Administrativo, ley 
N° 18.834, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005. Las funciones que el artículo 21 de dicho cuerpo legal asigna al Comité de Selección serán desempeñadas por la Unidad Administradora a que se refiere el Título II de la presente ley. 

Artículo 6°.- Para los cargos de Juez Tributario y Aduanero y Secretario Abogado será requisito, además de poseer título de abogado, haber ejercido la profesión un mínimo de cinco años, tener conocimientos especializados o experiencia en materias tributarias o aduaneras. En el caso de los secretarios abogados, se podrá requerir específicamente conocimientos o experiencia en materias tributarias o aduaneras, según el cargo que se trata de proveer.

Los resolutores deberán poseer título de abogado. 

Los profesionales expertos deberán poseer un título profesional de una carrera de a lo menos diez semestres de duración, otorgado por una universidad del Estado o reconocida por éste, preferentemente de abogado, contador auditor o de ingeniero comercial, con conocimientos especializados en materia tributaria. 

No obstante, a lo menos un profesional experto de los Tribunales Tributarios y Aduaneros de la I Región, de la V Región y del Primer Tribunal de la Región Metropolitana, deberán acreditar conocimientos en materias aduaneras.

Artículo 7°.- Antes de asumir sus funciones, los Jueces Tributarios y Aduaneros prestarán juramento o promesa de guardar la Constitución y las leyes de la República ante el Presidente de la respectiva Corte de Apelaciones. 

Artículo 8°.- Los Jueces Tributarios y Aduaneros son personalmente responsables por los delitos de cohecho, falta de observancia en materia sustancial de las leyes que reglan el procedimiento, denegación y torcida administración de justicia y, en general, de toda prevaricación en que incurran en el desempeño de sus funciones.

Permanecerán en sus cargos durante su buen comportamiento. No obstante lo anterior, cesarán en sus funciones al cumplir 75 años de edad; o por renuncia o incapacidad legal sobreviniente o en caso de ser depuestos de sus destinos, por causa legalmente sentenciada.

En todo caso, la Corte Suprema, por requerimiento del Presidente de la República, a solicitud de parte interesada, o de oficio, podrá declarar que los jueces no han tenido buen comportamiento y, previo informe del inculpado y de la Corte de Apelaciones respectiva, en su caso, acordar su remoción por la mayoría del total de sus componentes. Estos acuerdos se comunicarán al Presidente de la República para su cumplimiento.

Artículo 9°.- Los Jueces Tributarios y Aduaneros podrán perder su competencia para conocer determinados negocios por implicancia o recusación declaradas, en virtud de las causales contempladas en los artículos 195 y 196 del Código Orgánico de Tribunales. Para estos efectos se aplicarán, en lo que sea pertinente, los artículos 199 a 202, 204 y 205 del mismo Código. 
Artículo 10.- La subrogación del Juez Tributario y Aduanero corresponderá al funcionario que se desempeñe como Secretario Abogado del mismo Tribunal. A falta o inhabilidad de éste, corresponderá la subrogación al resolutor o profesional experto que sea abogado, y si hubiere más de uno, al más antiguo. Si hay dos o más que cumplan con esta condición, corresponderá la subrogación a aquel de ellos que el juez respectivo haya determinado.

En el caso de los Tribunales Tributarios y Aduaneros con más de un Secretario Abogado, subrogará el más antiguo o el que el juez señale. 

A falta o inhabilidad de todos los anteriores, subrogará el Secretario Abogado del Tribunal Tributario y Aduanero que se indica en la tabla siguiente. A falta o inhabilidad del Secretario Abogado de este último Tribunal, subrogará el Juez del mismo.

	XVª Región
	Iª Región

	IIª Región
	IIIª Región

	IVª Región
	Vª Región

	VIª Región
	VIIª Región

	VIIIª Región
	IXª Región

	Xª Región
	XIVª Región

	XIª Región
	XIIª Región

	1° Tribunal Región Metropolitana
	4° Tribunal Región Metropolitana

	2° Tribunal Región Metropolitana
	3° Tribunal Región Metropolitana


En el caso de los Tribunales Tributarios y Aduaneros con más de un Juez, a falta o inhabilidad del Secretario, antes de aplicar las reglas precedentes, subrogará el otro juez del mismo Tribunal. 

Artículo 11.- A los Jueces Tributarios y Aduaneros y Secretarios Abogados, les son aplicables los deberes, prohibiciones e inhabilidades a que se refieren los artículos 316 a 323 ter del Número 7 del Título X del Código Orgánico de Tribunales.

Artículo 12.- El Juez Tributario y Aduanero será calificado dentro del mes de enero de cada año por la Corte de Apelaciones que ejerza jurisdicción en el lugar donde aquél tenga su oficio. Para estos efectos, el Juez Tributario y Aduanero, en forma trimestral, remitirá a la Corte respectiva un informe de la gestión del Tribunal a su cargo.

El informe de la gestión del Tribunal Tributario y Aduanero deberá remitirse a la respectiva Corte dentro de los primeros diez días hábiles de los meses de enero, abril, julio y octubre de cada año y contendrá, al menos, los siguientes datos del trimestre anterior:

1.- Número y cuantía de causas ingresadas, en total y por materia reclamada;

2.- Número y cuantía de causas falladas, en total y por materia reclamada;

3.- Tiempos medios de demora de los procesos fallados; y


4.- Número y cuantía de causas pendientes, en total y por materia reclamada.

Sin perjuicio de lo anterior, para efectuar la calificación, la Corte podrá requerir otros informes sobre cursos de capacitación realizados por el Juez; cumplimiento de horarios de ingreso, salida y permanencia en el lugar de trabajo; y sobre ausencias injustificadas u otros antecedentes.
En contra de la calificación efectuada por la Corte, podrá el Juez Tributario y Aduanero interponer el recurso de apelación para ante la Corte Suprema dentro del plazo de cinco días hábiles. Una vez firme la resolución de calificación, las Cortes de Apelaciones enviarán los antecedentes respectivos a la Corte Suprema para que, cuando proceda, formule la declaración de mal comportamiento a que se refiere el inciso tercero del artículo 80 de la Constitución Política de la República y acuerde la remoción del juez afectado.

Los demás funcionarios del Tribunal Tributario y Aduanero serán calificados por el Juez respectivo, dentro del mes de enero de cada año. Las apelaciones en contra de esta calificación se interpondrán dentro del plazo de cinco días hábiles y serán conocidas por el pleno de la Corte de Apelaciones respectiva. 

En lo no regulado por esta ley, el régimen de calificación del personal perteneciente a los Tribunales Tributarios y Aduaneros, se regirá por las normas del Número 3 del Título X del Código Orgánico de Tribunales.


Artículo 13.- El uso del feriado y de permisos por parte del Juez Tributario y Aduanero deberá ser autorizado por el Presidente de la respectiva Corte de Apelaciones. En el caso de los demás funcionarios del tribunal, la autorización deberá ser dada por el correspondiente Juez Tributario y Aduanero.

Artículo 14.- Son funciones de los Secretarios Abogados:

1°.- Subrogar al Juez Tributario y Aduanero en los términos expresados en el artículo 10;

2°.- Asesorar al Juez Tributario y Aduanero en el ejercicio de su ministerio;


3°.- Velar por que se efectúen las notificaciones en la forma que señala la ley y por que se deje testimonio de ellas en el expediente. Para la ejecución de estas tareas podrá designar a uno o más abogados resolutores o profesionales expertos, y


4°.- Ejercer las demás tareas que le sean asignadas por el Juez Tributario y Aduanero.

Artículo 15.- Corresponde a los Resolutores y Profesionales Expertos:

1°.- Asesorar al Juez Tributario y Aduanero en el ejercicio de su ministerio; 

2°.- Actuar como ministros de fe en la recepción de la prueba testimonial y en las audiencias de absolución de posiciones y designación de peritos, y

3°.- Ejercer las demás tareas que le sean asignadas por el Juez Tributario y Aduanero.

Artículo 16.- Los funcionarios del Tribunal Tributario y Aduanero tendrán prohibición de ejercer libremente su profesión u otra actividad remunerada, y de ocupar cargos directivos, ejecutivos y administrativos en otras entidades, sea que persigan o no fines de lucro.

No obstante lo dispuesto en el inciso anterior, el desempeño como funcionario del Tribunal Tributario y Aduanero será compatible con los cargos docentes, hasta un máximo de seis horas semanales. 
Artículo 17.- En todo lo no previsto por esta ley, el personal de los Tribunales Tributarios y Aduaneros se regirá por las normas de la Ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo, salvo en aquello que sea incompatible con la naturaleza de su función.
TITULO II

De la Unidad Administradora

Artículo 18.- Créase la Unidad Administradora de los Tribunales Tributarios y Aduaneros.

Esta Unidad será un órgano funcionalmente desconcentrado de la Subsecretaría de Hacienda, conforme a lo dispuesto en el artículo 33 de la ley Nº 18.575, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de 2001, y a las normas de la presente ley. No obstante, en el ejercicio de las atribuciones radicadas por ley en su esfera de competencia, no comprometerá sino los recursos y bienes afectos al cumplimiento de sus fines propios a que se refieren los artículos siguientes. 

Artículo 19.- Corresponderá a la Unidad Administradora la gestión administrativa de los Tribunales Tributarios y Aduaneros. Respecto de ellos tendrá las siguientes funciones:

1°.- Pago de servicios y de las remuneraciones del personal de los Tribunales Tributarios y Aduaneros;

2°.- Provisión de inmuebles;

3°.- Abastecimiento de materiales de trabajo y mobiliario; 

4°.- Suministro y soporte de los medios informáticos, red computacional y del sitio en Internet de los Tribunales Tributarios y Aduaneros;

5°.- Ejecución de la administración financiera de los tribunales. A este efecto, cuando así se le requiera, podrá poner fondos a disposición de los mismos. Los tribunales deberán rendir, ante ella, cuenta detallada de la inversión de estos fondos, debiendo la Unidad llevar una cuenta para este fin;

6°.- La organización de cursos y conferencias destinados al perfeccionamiento del personal de los Tribunales Tributarios y Aduaneros, y

7°.- Todas las demás necesarias para el correcto funcionamiento administrativo de los Tribunales Tributarios y Aduaneros.

Artículo 20.- La Unidad estará a cargo de un Jefe que tendrá las atribuciones a que se refiere el artículo 22 y será nombrado de acuerdo a las normas de la ley N° 19.882, sobre altos directivos públicos del primer nivel jerárquico. 

Los mecanismos y procedimientos de coordinación y relación entre el Jefe de la Unidad y el Subsecretario de Hacienda se regirán por lo establecido en la ley.

Artículo 21.- Para el cargo de Jefe de Unidad será requisito poseer un título profesional otorgado por una universidad del Estado o reconocida por éste de una carrera de a lo menos diez semestres de duración.

Artículo 22.- En el Jefe de la Unidad estarán radicadas las funciones de dirección, organización y administración de la misma y, en consecuencia, le corresponden las siguientes atribuciones, responsabilidades y obligaciones:

a) Diseñar y desarrollar programas que promuevan la más eficiente administración de los recursos asignados;

b) Representar a la Unidad en todos los asuntos;

c) Ejecutar los actos y celebrar los contratos que estime necesarios para el cumplimiento de los fines de la Unidad y, entre otros, comprar, construir, reparar, arrendar, mantener y administrar toda clase de bienes muebles e inmuebles con sujeción a las disponibilidades presupuestarias;

d) Responder directamente de los fondos puestos a su disposición; 

e) Dar cuenta pública, en el mes de marzo de cada año, de la gestión efectuada el año anterior. Copia de esa cuenta pública se enviará a las Comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados.
f) Las demás atribuciones y deberes que le asignen las leyes.

Artículo 23.- La Unidad Administradora mantendrá dos cuentas corrientes bancarias a su nombre. Una de éstas se utilizará para los fines propios de la administración operativa de los Tribunales Tributarios y Aduaneros, y la otra, se empleará para todos los fines judiciales.

Artículo 24.- La Ley de Presupuestos del Sector Público deberá consultar anualmente, en forma global, los recursos necesarios para el funcionamiento de los Tribunales Tributarios y Aduaneros. Para estos efectos, el Jefe de la Unidad Administradora comunicará a la Subsecretaría de Hacienda las necesidades presupuestarias, dentro de los plazos y de acuerdo a las modalidades establecidas para los organismos de la Administración del Estado.

TITULO III
De la Planta y Remuneraciones del Personal de los Tribunales Tributarios y Aduaneros

Artículo 25.- La planta de personal de los Tribunales Tributarios y Aduaneros estará constituida por los siguientes cargos y grados, a los que corresponderá un nivel remuneratorio equivalente a los de la Escala de Sueldos Bases Mensuales del Personal del Poder Judicial, incluidas todas las asignaciones inherentes al respectivo cargo:

	Cargos
	Nº de Cargos
	Grados

	Juez Tributario y Aduanero
	19
	V

	Secretario Abogado
	21
	VII

	Resolutor
	33
	X

	Profesional Experto 
	22
	X

	Administrativo
	24
	XVII

	Auxiliar
	18
	XX

	Total planta
	137.”.
	


ARTICULO SEGUNDO.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el texto del Código Tributario, contenido en el decreto ley Nº 830, de 1974.

1) Modifícase la letra B del artículo 6º de la siguiente manera:

a) Agrégase en el Nº 5°, a continuación del punto final, el siguiente párrafo segundo, nuevo: 

“Sin embargo, el Director Regional no podrá resolver peticiones administrativas que contengan las mismas pretensiones planteadas previamente por el contribuyente en sede jurisdiccional.”.

b) Reemplázase el N° 6°, por el siguiente: 

“6°.- Disponer el cumplimiento administrativo de las sentencias dictadas por los Tribunales Tributarios y Aduaneros, que incidan en materias de su competencia.”.

2) Sustitúyense, en el inciso segundo del artículo 24, la expresión “sesenta días” por “noventa días”, y la oración “sólo una vez que la Dirección Regional se haya pronunciado sobre el reclamo o deba éste entenderse rechazado de conformidad al artículo 135 o en virtud de otras disposiciones legales”, por la frase “notificado que sea el fallo pronunciado por el Tribunal Tributario y Aduanero”. 

3) Intercálase en el artículo 25, a continuación de las palabras “determinadamente en”, la frase “un pronunciamiento jurisdiccional o en”, y suprímese la expresión "sea con ocasión de un reclamo, o".

4) En el artículo 54, sustitúyese la expresión “sesenta días” por “noventa días”.

5) Agrégase el siguiente artículo 59 bis:

"Artículo 59 bis.- Será competente para conocer de todas las actuaciones de fiscalización posteriores, la Unidad del Servicio que practicó al contribuyente una notificación de conformidad a lo dispuesto en el número 1° del artículo único de la Ley N° 18.320, o una citación según lo dispuesto en el artículo 63.”.

6) Reemplázase en el inciso sexto del artículo 64, la oración que sigue al punto seguido (.), por la siguiente: "La tasación y giro podrán ser impugnadas, en forma simultánea, a través del procedimiento a que se refiere el Título II del Libro Tercero.", y suprímese el inciso séptimo del mismo artículo.

7) Reemplázase en el artículo 105, inciso primero, las palabras "por el Servicio", por la frase "administrativamente por el Servicio o por el Tribunal Tributario y Aduanero,".

8) Reemplázanse en el artículo 107, las palabras "Servicio imponga" por la frase "Servicio o el Tribunal Tributario y Aduanero impongan".

9) Derógase el artículo 113.

10) Reemplázase la denominación del LIBRO TERCERO, por la siguiente: "De la competencia para conocer de los asuntos contenciosos tributarios, de los procedimientos y de la prescripción". Asimismo, sustitúyese la denominación del TITULO I del LIBRO TERCERO, por la siguiente: "De la competencia para conocer de los asuntos contenciosos tributarios".

11) Modifícase el artículo 115, de la siguiente manera:

a) Reemplázase en el inciso primero, la expresión "Director Regional", por las palabras "Tribunal Tributario y Aduanero".

b) Sustitúyese en el inciso segundo, la expresión "Director Regional", las primeras dos veces que aparece en el texto, por la expresión "Tribunal Tributario y Aduanero cuyo territorio jurisdiccional corresponda al", y la tercera vez que se menciona, por las palabras “Tribunal Tributario y Aduanero”. Asimismo, reemplázase la palabra “tenga” por “tenía” y suprímese la expresión “que reclame”. 

c) Sustitúyese en el inciso tercero, la expresión "Director Regional" por "Tribunal Tributario y Aduanero", y agrégase, a continuación del punto final (.) que pasa a ser punto seguido (.), lo siguiente: "Sin embargo, en los casos a que se refieren los números 1° y 2° del artículo 165, la aplicación administrativa de las sanciones corresponderá al Director Regional del domicilio del infractor.".

d) Intercálase en el inciso cuarto, a continuación de la palabra "Regional" la expresión "o Tribunal Tributario y Aduanero, según corresponda,".

12) Introdúcese el siguiente artículo 116:

“Artículo 116.- El Director Regional podrá delegar en funcionarios del Servicio la aplicación de las sanciones que correspondan a su competencia.".

13) Agrégase el siguiente artículo 117:

“Artículo 117.- La representación del Fisco en los procesos jurisdiccionales seguidos en conformidad a los Títulos II, III y IV de este Libro, corresponderá exclusivamente al Servicio, que para todos los efectos legales, tendrá la calidad de parte. Si éste lo considera necesario podrá requerir la intervención del Consejo de Defensa del Estado ante los tribunales superiores de justicia. 
Los Directores Regionales, dentro de los límites de sus respectivas jurisdicciones territoriales, tendrán la representación del Servicio para los fines señalados en el inciso anterior, sin perjuicio de las facultades del Director, quien podrá en cualquier momento asumir dicha representación.”.

14) Derógase el artículo 119.

15) Modifícase el artículo 120, de la siguiente forma:

a) Reemplázase en el inciso primero, la expresión "Director Regional" por "Tribunal Tributario y Aduanero".

b) Sustitúyese el inciso segundo, por el siguiente:

“Conocerá de estos recursos la Corte de Apelaciones en cuyo territorio jurisdiccional tenga asiento el Tribunal Tributario y Aduanero que dictó la resolución apelada.”.

c) Suprímese el inciso tercero.

d) En el inciso cuarto, reemplázase la expresión “a los artículos 117 y”, por “al artículo”.

16) Sustitúyese en el artículo 121, inciso primero, la expresión "Director Regional o quien haga sus veces" por "Tribunal Tributario y Aduanero".

17) Incorpórase el siguiente artículo 123 bis:


“Artículo 123 bis.- Respecto de los actos a que se refiere el artículo 124, será procedente el recurso de reposición administrativa, en conformidad a las normas del Capítulo IV de la ley N° 19.880, con las siguientes modificaciones:

a) El plazo para presentar la reposición será de quince días.

b) La reposición se entenderá rechazada en caso de no encontrarse notificada la resolución que se pronuncia sobre ella dentro del plazo de cincuenta días contados desde su presentación.

c) La presentación de la reposición no interrumpirá el plazo para la interposición de la reclamación judicial contemplada en el artículo siguiente.

No serán procedentes en contra de las actuaciones a que se refiere el inciso primero los recursos jerárquico y extraordinario de revisión.

Los plazos a que se refiere este artículo se regularán por lo señalado en la ley N° 19.880.”.

18) Reemplázase en el inciso tercero del artículo 124, la expresión “sesenta”, las dos veces que aparece en el texto, por la palabra “noventa”.

19) Modifícase el artículo 125, en la forma siguiente:

a) Agrégase, en el inciso primero, el siguiente número 1°, nuevo, pasando los actuales 1°, 2° y 3°, a ser 2°, 3° y 4°, respectivamente:

“1° Consignar el nombre o razón social, número de Rol Único Tributario, domicilio, profesión u oficio del reclamante y, en su caso, de la o las personas que lo representan y la naturaleza de la representación.".

b) Reemplázase el inciso final, por el siguiente:

“Si no se cumpliere con los requisitos antes enumerados, el Juez Tributario y Aduanero dictará una resolución, ordenando que se subsanen las omisiones en que se hubiere incurrido, dentro del plazo que señale el tribunal, el cual no podrá ser inferior a tres días, bajo apercibimiento de tener por no presentada la reclamación. Respecto de aquellas causas en que se permita la litigación sin patrocinio de abogado, dicho plazo no podrá ser inferior a quince días.”. 

20) Intercálase en el inciso primero del artículo 127, a continuación de la coma que sigue a la palabra "plazo", la expresión "y conjuntamente con la reclamación,".

21) Reemplázase el artículo 129, por el siguiente:

“Artículo 129.- En las reclamaciones a que se refiere el presente Título, sólo podrán actuar las partes por sí o por medio de sus representantes legales o mandatarios. 

Las partes deberán comparecer en conformidad a la normas establecidas en la ley N° 18.120, salvo que se trate de causas de cuantía inferior a treinta y dos unidades tributarias mensuales, en cuyo caso podrán comparecer sin patrocinio de abogado.”.

22) Reemplázase el artículo 130, por el siguiente:

“Artículo 130.- El Tribunal Tributario y Aduanero llevará los autos en la forma ordenada en los artículos 29 y 34 del Código de Procedimiento Civil. Durante la tramitación, sólo las partes podrán imponerse de ellos.”.

23) Sustitúyese, en el artículo 131, la palabra "Servicio", por "Tribunal Tributario y Aduanero".

24) Agrégase el siguiente artículo 131 bis:

"Artículo 131 bis.- Las resoluciones que dicte el Tribunal Tributario y Aduanero se notificarán a las partes mediante la publicación de su texto íntegro en el sitio en Internet del Tribunal. 

Se dejará testimonio en el expediente y en el sitio en Internet de haberse efectuado la publicación y de su fecha. Los errores u omisiones en dichos testimonios no invalidarán la notificación.

Las notificaciones al reclamante de las sentencias definitivas, de las resoluciones que reciben la causa a prueba y de aquellas que declaren inadmisible un reclamo, pongan término al juicio o hagan imposible su continuación, serán efectuadas por carta certificada. Del mismo modo lo serán aquellas que se dirijan a terceros ajenos al juicio. En estos casos, la notificación se entenderá practicada al tercer día contado desde aquél en que la carta fue expedida por el tribunal. Sin perjuicio de lo anterior, dichas resoluciones serán igualmente publicadas del modo que se establece en el inciso primero. En todo caso, la falta de esa publicación no anulará la notificación. 

Para efectos de las notificaciones a que se refiere el inciso anterior, el reclamante deberá designar, en la primera gestión que realice ante el Tribunal, un domicilio dentro del radio urbano de una localidad ubicada en alguna de las comunas de la Región sobre cuyo territorio aquél ejerce competencia, y esta designación se considerará subsistente mientras no haga otra, aun cuando de hecho cambie su morada. Si se omite efectuar esta designación, el Tribunal dispondrá que ella se realice en un plazo de cinco días, bajo apercibimiento de que estas notificaciones se efectúen de conformidad con lo dispuesto en el inciso primero.

Cualquiera de las partes podrá solicitar para sí el aviso, mediante correo electrónico, del hecho de haber sido notificada de una o más resoluciones. En todo caso, la falta de este aviso no anulará la notificación.

La notificación al Servicio de la resolución que le confiere traslado del reclamo del contribuyente se efectuará por correo electrónico, a la dirección que el respectivo Director Regional deberá registrar ante el Tribunal Tributario y Aduanero de su jurisdicción. La designación de la dirección de correo electrónico se entenderá vigente mientras no se informe al tribunal de su modificación.”.
25) Reemplázase el artículo 132, por el siguiente:

"Artículo 132.- Del reclamo del contribuyente, se conferirá traslado al Servicio por el término de veinte días. La contestación del Servicio deberá contener una exposición clara de los hechos y fundamentos de derecho en que se apoya, y las peticiones concretas que se someten a la decisión del Tribunal Tributario y Aduanero.

Vencido el plazo a que se refiere el inciso anterior, haya o no contestado el Servicio, el Tribunal Tributario y Aduanero, de oficio o a petición de parte, deberá recibir la causa a prueba si hubiere controversia sobre algún hecho substancial y pertinente. La resolución que se dicte al efecto señalará los puntos sobre los cuales deberá recaer la prueba. En su contra, sólo procederán los recursos de reposición y de apelación, dentro del plazo de cinco días, contados desde la notificación. De interponerse apelación, deberá hacerse siempre en subsidio de la reposición y procederá en el solo efecto devolutivo. El recurso de apelación se tramitará en cuenta y en forma preferente.

El término probatorio será de veinte días y dentro de él se deberá rendir toda la prueba.

En los primeros dos días del probatorio, cada parte deberá acompañar una nómina de los testigos de que piensa valerse, con expresión del nombre y apellido, domicilio y profesión u oficio. Sólo se examinarán testigos que figuren en dicha nómina. En el procedimiento no existirán testigos inhábiles, sin perjuicio de lo cual el tribunal podrá repeler de oficio a los que notoriamente aparezcan comprendidos en alguna de las situaciones del artículo 357 del Código de Procedimiento Civil. Se podrán dirigir a cualquier testigo preguntas tendientes a demostrar su credibilidad o falta de ella. 

Se admitirá a declarar hasta un máximo de cuatro testigos por punto de prueba.

El Tribunal Tributario y Aduanero dará lugar a la petición de oficios, cuando se trate de requerir información pertinente sobre los hechos materia del juicio, debiendo señalarse específicamente el o los hechos sobre los cuales se pide el informe.

Tratándose de solicitudes de oficios a las que acceda el Tribunal Tributario y Aduanero, éste deberá disponer su despacho inmediato a las personas o entidades requeridas, quienes estarán obligadas a evacuar la respuesta dentro del plazo que al efecto fije el tribunal, el que en todo caso no podrá exceder de quince días. A petición de la parte que lo solicita o de la persona o entidad requerida, el plazo para evacuar el oficio podrá ser ampliado por el tribunal, por una sola vez y hasta por quince días más, cuando existan antecedentes fundados que lo aconsejen.
Los mismos plazos indicados en el inciso precedente regirán para los peritos, en relación a sus informes, desde la aceptación de su cometido.

El Director, los Subdirectores y los Directores Regionales no tendrán la facultad de absolver posiciones en representación del Servicio.

Se admitirá, además, cualquier otro medio probatorio apto para producir fe.

No serán admisibles aquellos antecedentes que, teniendo relación directa con las operaciones fiscalizadas, hayan sido solicitados determinada y específicamente por el Servicio al reclamante en la citación a que se refiere el artículo 63, y que este último, no obstante disponer de ellos, no haya acompañado en forma íntegra dentro del plazo del inciso segundo de dicho artículo. El reclamante siempre podrá probar que no acompañó la documentación en el plazo señalado, por causas que no le hayan sido imputables.

El Juez Tributario y Aduanero se pronunciará en la sentencia sobre esta inadmisibilidad.

Cuando hayan de practicarse diligencias probatorias fuera del lugar en que se sigue el juicio, o si durante el término de prueba ocurren entorpecimientos que imposibiliten la recepción de ésta, el Tribunal Tributario y Aduanero podrá ampliar, por una sola vez, el término probatorio por el número de días que estime necesarios, no excediendo en ningún caso de diez días, contados desde la fecha de notificación de la resolución que ordena la ampliación.

La prueba será apreciada por el Juez Tributario y Aduanero de conformidad con las reglas de la sana crítica. Al apreciar las pruebas de esta manera, el tribunal deberá expresar en la sentencia las razones jurídicas y las simplemente lógicas, científicas, técnicas o de experiencia en virtud de las cuales les asigna valor o las desestima. En general, tomará en especial consideración la multiplicidad, gravedad, precisión, concordancia y conexión de las pruebas o antecedentes del proceso que utilice, de manera que el examen conduzca lógicamente a la conclusión que convence al sentenciador.

No obstante lo anterior, los actos o contratos solemnes sólo podrán ser acreditados por medio de la solemnidad prevista por la ley. En aquellos casos en que la ley requiera probar mediante contabilidad fidedigna, el juez deberá ponderar preferentemente dicha contabilidad. 

El Tribunal Tributario y Aduanero tendrá el plazo de sesenta días para dictar sentencia, contado desde el vencimiento del término probatorio.”.

26) Modifícase el artículo 133, en los términos siguientes:

a) Intercálase entre las palabras “reclamo” y “sólo”, la oración “con excepción de aquéllas a que se refiere el inciso segundo del artículo 132, inciso tercero del artículo 137 e incisos primero, segundo y final del artículo 139”, entre comas.

b) Agrégase el siguiente inciso segundo:

“La resolución que falle la reposición no es susceptible de recurso alguno.”.

27) Derógase el artículo 135.

28) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 136:

a) Reemplázase en el inciso primero la expresión "Director Regional", por las palabras “Juez Tributario y Aduanero"; y la frase “de la liquidación reclamada” por “del acto reclamado”.

b) Derógase el inciso segundo.

29) Reemplázase el artículo 137, por el siguiente:

"Artículo 137.- Cuando las facultades del contribuyente no ofrezcan suficiente garantía o haya motivo racional para creer que procederá a ocultar sus bienes, el Servicio podrá impetrar, en los procesos de reclamación a que se refiere este Título, la medida cautelar de prohibición de celebrar actos o contratos sobre bienes o derechos específicos del contribuyente. La solicitud de medida cautelar deberá ser fundada.

Esta medida cautelar se limitará a los bienes y derechos suficientes para responder de los resultados del proceso y se decretará, preferentemente, sobre bienes y derechos cuyo gravamen no afecte el normal desenvolvimiento del giro del contribuyente. Ella será esencialmente provisional y deberá hacerse cesar siempre que desaparezca el peligro que se ha procurado evitar o se otorgue caución suficiente.

La solicitud de medida cautelar se tramitará incidentalmente por el Tribunal Tributario y Aduanero, en ramo separado. En contra de la resolución que se pronuncie sobre aquélla sólo procederán los recursos de reposición y de apelación, dentro del plazo de cinco días contados desde la notificación. Si se interpusieran ambos, deberán serlo conjuntamente, entendiéndose la apelación en subsidio de la reposición. El recurso de apelación se concederá en el solo efecto devolutivo y será tramitado por la Corte de Apelaciones respectiva en cuenta y en forma preferente.".

30) Reemplázase el artículo 138, por el siguiente:

“Artículo 138.- Notificada que sea la sentencia que falle el reclamo, no podrá modificarse o alterarse, salvo en cuanto se deba, de oficio o a petición de parte, aclarar los puntos oscuros o dudosos, salvar las omisiones o rectificar los errores de copia, de referencias o de cálculos numéricos que aparezcan en ella.”.

31) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 139:

a) Reemplázanse los incisos primero y segundo por los siguientes:

“Artículo 139.- Contra la sentencia que falle un reclamo sólo podrá interponerse el recurso de apelación, dentro del plazo de quince días contados desde la fecha de su notificación.

Respecto de la resolución que declare inadmisible un reclamo o haga imposible su continuación, podrán interponerse los recursos de reposición y de apelación, en el plazo de quince días contado desde la respectiva notificación. De interponerse apelación, deberá hacerse siempre en subsidio de la reposición y procederá en el sólo efecto devolutivo. El recurso de apelación se tramitará en cuenta y en forma preferente.”.

b) Suprímese en el inciso final, la expresión "dictado por el Director Regional".

32) Derógase el artículo 141.

33) Sustitúyese en el artículo 142, la frase "La Dirección Regional", por "El Tribunal Tributario y Aduanero".

34) Sustitúyese el artículo 143, por el siguiente:

“Artículo 143.- El recurso de apelación contra la sentencia definitiva se tramitará en cuenta, a menos que cualquiera de las partes, dentro del plazo de cinco días contados desde el ingreso de los autos en la secretaría de la Corte de Apelaciones, solicite alegatos.

Vencido ese plazo, el tribunal de alzada ordenará traer los autos en relación, si se hubiere solicitado oportunamente alegatos. De lo contrario, el Presidente de la Corte ordenará dar cuenta.

En las apelaciones a que se refiere este Libro no será necesaria la comparecencia de las partes en segunda instancia.”.
35) Reemplázase el artículo 144 por el siguiente:

"Artículo 144.- Los fallos pronunciados por el Tribunal Tributario y Aduanero deberán ser fundados. La omisión de este requisito, así como de los establecidos en el inciso décimo cuarto del artículo 132, será corregida de conformidad con lo dispuesto en el artículo 140.".

36) Modifícase el artículo 145, de la siguiente forma:

a) Reemplázase en el inciso primero, la palabra “Fisco” por “Servicio”.

b) Suprímese el inciso tercero.

37) Derógase el artículo 146. 

38) Modifícase el artículo 147 en la forma siguiente:

a) Derógase el inciso segundo.

b) Agrégase al final del inciso séptimo, a continuación de la palabra “recargado”, la frase “por el reclamante”. 

c) En el inciso final, suprímese la frase: “el que deberá velar por el pago de los impuestos de Timbres, Estampillas y Papel Sellado que correspondan”.

39) Reemplázase en el inciso primero del artículo 149, la expresión "Director Regional" por "Tribunal Tributario y Aduanero".

40) Sustitúyese el artículo 151, por el siguiente:

“Artículo 151.- Se aplicarán las normas contenidas en el Título II de este Libro, al procedimiento establecido en este Párrafo, en cuanto la naturaleza de la tramitación lo permita. No se aplicará en este procedimiento lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 129.”.
41) Sustitúyese el inciso primero del artículo 152, por el siguiente: 

“Los contribuyentes, las Municipalidades y el Servicio podrán apelar de las resoluciones definitivas dictadas por el Tribunal Tributario y Aduanero para ante el Tribunal Especial de Alzada.".

42) Derógase el inciso segundo del artículo 153.

43) Reemplázase la denominación del PÁRRAFO 2° del TITULO III del LIBRO TERCERO, por la siguiente: “Del procedimiento especial de reclamo por vulneración de derechos”.

44) Agrégase el siguiente artículo 155:

“Artículo 155.- Si producto de un acto u omisión del Servicio, un particular considera vulnerados sus derechos contemplados en los numerales 21°, 22° y 24° del artículo 19 de la Constitución Política de la República, podrá recurrir ante el Tribunal Tributario y Aduanero en cuya jurisdicción se haya producido tal acto u omisión, siempre que no se trate de aquellas materias que deban ser conocidas en conformidad a alguno de los procedimientos establecidos en el Título II o en los Párrafos 1° y 3° de este Título o en el Título IV, todos del Libro Tercero de este Código.

La acción deberá presentarse por escrito dentro del plazo fatal de quince días hábiles contados desde la ejecución del acto o la ocurrencia de la omisión, o desde que se haya tenido conocimiento cierto de los mismos, lo que se hará constar en autos.

Interpuesta la acción de protección a que se refiere el artículo 20 de la Constitución Política, en los casos en que ella proceda, no se podrá recurrir de conformidad a las normas de este Párrafo, por los mismos hechos.”.

45) Agrégase el siguiente artículo 156:

“Artículo 156.- Presentada la acción el Tribunal examinará si ha sido interpuesta en tiempo y si tiene fundamentos suficientes para acogerla a tramitación. Si su presentación ha sido extemporánea o adolece de manifiesta falta de fundamento, la declarará inadmisible por resolución fundada. 
Acogida a tramitación, se dará traslado al Servicio por diez días. Vencido este plazo, haya o no contestado el Servicio, y existiendo hechos sustanciales y pertinentes controvertidos, se abrirá un término probatorio de diez días en el cual las partes deberán rendir todas sus pruebas. El Tribunal apreciará la prueba rendida de acuerdo a las reglas de la sana crítica.

Vencido el término probatorio, el Juez Tributario y Aduanero dictará sentencia en un plazo de diez días. El fallo contendrá todas las providencias que el Tribunal juzgue necesarias para restablecer el imperio del derecho y asegurar la debida protección del solicitante, sin perjuicio de los demás derechos que pueda hacer valer ante la autoridad o los tribunales correspondientes.

Contra la sentencia sólo procederá el recurso de apelación, en el plazo de quince días. El recurso será conocido en cuenta y en forma preferente por la Corte de Apelaciones, a menos que cualquiera de las partes, dentro del plazo de cinco días contados desde el ingreso de los autos en la secretaría de la Corte de Apelaciones, solicite alegatos.

El Tribunal podrá decretar orden de no innovar, en cualquier estado de la tramitación.”.

46) Agrégase el siguiente artículo 157:

“Artículo 157.- En lo no establecido por este Párrafo, y en cuanto la naturaleza de la tramitación lo permita, se aplicarán las demás normas contenidas en el Título II de este Libro. En todo caso, el solicitante podrá comparecer sin patrocinio de abogado.”.

47) Derógase el artículo 159. 

48) Modifícase el inciso primero del artículo 161, de la siguiente forma:

a) Reemplázase en su encabezado los términos “penas corporales” por “penas privativas de libertad”, y la oración “Director Regional competente, o por los funcionarios que designe conforme a las instrucciones que al respecto imparta el Director”, por los términos “Tribunal Tributario y Aduanero”.

b) Sustitúyese en el número 1°, la expresión “la que se notificará al interesado” por “quien la notificará al imputado”.

c) Sustitúyese el párrafo segundo del número 2°, por el siguiente:

“En las causas de cuantía igual o superior a treinta y dos unidades tributarias mensuales, se requerirá patrocinio y representación en los términos de los artículos 1° y 2° de la ley 
N°  18.120.”.

d) Reemplázase el párrafo primero del número 4° por el siguiente:

“Presentados los descargos se conferirá traslado al Servicio por el término de diez días. Vencido este plazo, haya o no contestado el Servicio se ordenará recibir la prueba que se hubiere ofrecido, dentro del término que se señale.”.

e) Reemplázase en el párrafo segundo del número 4°, la expresión "funcionario competente" por "Juez Tributario y Aduanero".

f) Sustitúyese en el párrafo primero del número 5°, las palabras “procederán los recursos” por “procederá el recurso”.

g) Suprímese el número 6°.

h) Reemplázase, en el número 10, la expresión “pena corporal”, por “pena privativa de libertad”.

49) Modifícase el artículo 162, de la siguiente manera:

a) En el inciso primero, sustitúyese la expresión “pena corporal” por “pena privativa de libertad”.

b) En el inciso tercero, reemplázase la expresión "pena corporal", por "pena privativa de libertad", y las palabras “aplique la” por la frase “persiga la aplicación de la”.

c) En el inciso cuarto, sustitúyese la expresión "Director Regional" por "Juez Tributario y Aduanero".

d) En el inciso quinto, reemplázase la expresión "Director Regional", por las palabras "Juez Tributario y Aduanero".

50) Introdúcense en el artículo 165, las siguientes modificaciones:

a) Intercálase en el encabezado del inciso primero, después de la coma que sigue al numeral "2°", el numeral "3°" seguido de una coma; a continuación de la coma que sigue al número "11°", intercálanse los numerales "15" y "16", ambos seguidos de una coma y después de la expresión "artículo 97," agrégase la frase "y en el artículo 109,".

b) Sustitúyese en el numeral 2° la frase "números 1, incisos segundo y final," por "números 1°, inciso segundo, 3°,"; a continuación de la coma que sigue al dígito "10°", intercálanse los numerales "15" y "16", ambos seguidos de una coma y después de la coma que sigue a la expresión "artículo 97", agrégase la frase "y artículo 109,".

c) Reemplázanse, en el numeral 3°, las palabras “Director Regional” por “Tribunal Tributario y Aduanero”.

d) Reemplázase el número 4º, por el siguiente:

“4°.- Formulado el reclamo, se conferirá traslado al Servicio por el término de diez días. Vencido el plazo, haya o no contestado el Servicio, el Juez Tributario y Aduanero podrá recibir la causa a prueba si estima que existen hechos substanciales y pertinentes controvertidos, abriendo un término probatorio de ocho días. En la misma resolución determinará la oportunidad en que la prueba testimonial deba rendirse. Dentro de los dos primeros días del término probatorio las partes deberán acompañar una nómina de los testigos de que piensan valerse, con expresión de su nombre y apellido, domicilio y profesión u oficio. No podrán declarar más de cuatro testigos por cada parte. En todo caso, el tribunal podrá citar a declarar a personas que no figuren en las listas de testigos o decretar otras diligencias probatorias que estime pertinentes. 

Las resoluciones dictadas en primera instancia se notificarán a las partes de conformidad con lo dispuesto en el artículo 131 bis.”.

e) Reemplázase, en el párrafo primero del número 5º, las palabras "Director Regional" por "Juez Tributario y Aduanero"; el vocablo “décimo” por “décimo quinto”, y suprímese la expresión “personal o por cédula”. Además, reemplázanse las oraciones desde “Sólo podrá concederse”, hasta el punto final de dicho inciso, por las siguientes: “Si el recurso fuere desechado por la unanimidad de los miembros del tribunal de segunda instancia, éste ordenará que el recurrente pague, a beneficio fiscal, una cantidad adicional equivalente al diez por ciento de la multa reajustada, y se condenará en las costas del recurso al recurrente, de acuerdo a las reglas generales.”.

f) Agrégase en el número 6°, a continuación del punto final, que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración: “No se aplicará en este procedimiento lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 129.”.

g) Suprímese el número 8°.

ARTICULO TERCERO.- Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto con fuerza de ley Nº 30, del Ministerio de Hacienda, de 2004, publicado el 4 de junio de 2005, que aprueba el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley de Hacienda Nº 213, de 1953, sobre Ordenanza de Aduanas:

1) Incorpórase al artículo 3° el siguiente inciso final:

“Con todo, los plazos que se establecen en el Título VI del Libro II, se regirán por la normas de dicho Título.”.

2) Derógase el Libro I “De la Junta General de Aduanas”.

3) Reemplázase el inciso noveno del artículo 56, por el siguiente:

“La decisión del Director Nacional que disponga la cancelación será reclamable ante el Tribunal Tributario y Aduanero, en conformidad al inciso final del artículo 202.”.

4) Agrégase el siguiente inciso final al artículo 84:

“La formulación de cargos por diferencias de derechos, impuestos u otros gravámenes podrá ser efectuada por la autoridad ante la cual se hubiere tramitado la respectiva destinación aduanera, y también, por aquella que hubiere efectuado la revisión, investigación o auditoría a posteriori.”.

5) Reemplázase el Título VI del Libro II por el siguiente:

“TÍTULO VI
DE LAS MATERIAS DE COMPETENCIA DE LOS TRIBUNALES TRIBUTARIOS Y ADUANEROS, DE LA REPOSICIÓN ADMINISTRATIVA, DEL PROCEDIMIENTO DE RECLAMACIÓN Y DEL PROCEDIMIENTO ESPECIAL DE RECLAMO POR VULNERACIÓN DE DERECHOS.

1. DE LAS MATERIAS DE COMPETENCIA DE LOS TRIBUNALES TRIBUTARIOS Y ADUANEROS

Artículo 117.- Serán de competencia de los Tribunales Tributarios y Aduaneros las reclamaciones en contra de las siguientes actuaciones del Servicio Nacional de Aduanas:

a) Liquidaciones, cargos y actuaciones que sirvan de base para la fijación del monto o determinación de diferencias de derechos, impuestos, tasas o gravámenes.

b) Clasificación y/o valoración aduanera de las declaraciones de exportación, practicada por el Servicio de Aduanas.

c) Actos o resoluciones que denieguen total o parcialmente las solicitudes efectuadas en conformidad al Titulo VII del Libro II.

d) Las demás que establezca la ley.

Será competente para conocer de las reclamaciones señaladas en el inciso anterior, el Tribunal en cuyo territorio jurisdiccional se encuentre la autoridad aduanera que hubiere practicado la actuación que se reclama.

Artículo 118.- Las Cortes de Apelaciones conocerán en segunda instancia de los recursos de apelación que se deduzcan contra las resoluciones del Tribunal Tributario y Aduanero, en los casos que sean procedentes de conformidad a la ley.

Conocerá de estos recursos la Corte de Apelaciones en cuyo territorio jurisdiccional tenga asiento el tribunal que dictó la resolución apelada.

Artículo 119.- La Corte Suprema conocerá de los recursos de casación en la forma y en el fondo que se deduzcan contra las sentencias de segunda instancia dictadas por las Cortes de Apelaciones, en los casos en que ellos sean procedentes de conformidad al Código de Procedimiento Civil y a esta Ordenanza.

Artículo 120.- En todas aquellas materias no sujetas a disposiciones especiales del presente Título, se aplicarán, en cuanto fueren compatibles con la naturaleza de las reclamaciones, las normas establecidas en el Libro Primero del Código de Procedimiento Civil.

2. DE LA REPOSICIÓN ADMINISTRATIVA

Artículo 121.- Respecto de las actuaciones a que se refiere el artículo 117, será procedente el recurso de reposición administrativa, en conformidad a las normas del Capítulo IV de la Ley 19.880, con las siguientes modificaciones:

a) El plazo para presentar la reposición será de quince días.

b) La reposición se entenderá rechazada en caso de no encontrarse notificada la resolución que se pronuncia sobre ella dentro del plazo de cincuenta días contados desde su presentación.

c) La presentación de la reposición no interrumpirá el plazo para la interposición de la reclamación judicial contemplada en el párrafo siguiente.

No serán procedentes en contra de las actuaciones a que se refiere el inciso primero los recursos jerárquico y extraordinario de revisión.

Los plazos a que se refiere este artículo se regularán por lo señalado en la ley 19.880.

3. DEL PROCEDIMIENTO DE RECLAMACIÓN

Artículo 122.- Toda persona podrá reclamar de las actuaciones a que se refiere el artículo 117, siempre que invoque un interés actual comprometido. 

La reclamación deberá deducirse dentro del plazo de noventa días contado desde la notificación del acto que se reclama.

En las reclamaciones a que se refiere el presente Título, sólo podrán actuar las partes por sí o por medio de sus representantes legales o mandatarios.

Las partes deberán comparecer en conformidad a las normas establecidas en la ley 18.120, salvo que se trate de causas de cuantía inferior a treinta y dos unidades tributarias mensuales, en cuyo caso podrán comparecer sin patrocinio de abogado. 

Artículo 123.- La reclamación deberá cumplir con los siguientes requisitos: 

1°.- Consignar el nombre o razón social, número de Rol Único Tributario, domicilio, profesión u oficio del reclamante, y, en su caso, de la o las personas que lo representan y la naturaleza de la representación.

2°.- Precisar sus fundamentos.

3°.- Presentarse acompañada de los documentos en que se funde, excepto aquellos que por su volumen, naturaleza, ubicación u otras circunstancias, no puedan agregarse a la solicitud.

4°.- Contener, en forma precisa y clara, las peticiones que se someten a la consideración del Tribunal.

Si no se cumpliere con los requisitos antes enumerados, el Juez Tributario y Aduanero dictará una resolución, ordenando que se subsanen las omisiones en que se hubiere incurrido, dentro del plazo que señale el tribunal, el cual no podrá ser inferior a tres días, bajo apercibimiento de tener por no presentada la reclamación. Respecto de aquellas causas en que se permita la litigación sin patrocinio de abogado, dicho plazo no podrá ser inferior a quince días.

Artículo 124.- La representación del Fisco en los procesos jurisdiccionales seguidos en conformidad a este Título, corresponderá exclusivamente al Servicio, que para todos los efectos legales tendrá la calidad de parte. Si éste lo considera necesario podrá requerir la intervención del Consejo de Defensa del Estado ante los tribunales superiores de justicia.
Sin perjuicio de las facultades del Director Nacional, corresponderá a los Directores Regionales y a los Administradores de Aduana, dentro de los límites de sus respectivas jurisdicciones territoriales, la representación del Servicio para los fines señalados en el inciso anterior. Con todo, el Director Nacional podrá, en cualquier momento, asumir dicha representación.

Artículo 125.- El Tribunal llevará los autos en la forma ordenada en los artículos 29 y 34 del Código de Procedimiento Civil.

Sólo las partes podrán imponerse de ellos, en cualquier estado de la tramitación.

Artículo 126.- Los plazos de días que se establecen en este Título comprenderán sólo días hábiles. No se considerarán inhábiles para tales efectos ni para practicar las actuaciones y notificaciones que procedan, ni para emitir pronunciamientos, los días del feriado judicial a que se refiere el artículo 313 del Código Orgánico de Tribunales, en cuanto todos ellos deban cumplirse por o ante el Tribunal Tributario y Aduanero. 

Artículo 127.- Las resoluciones que dicte el Tribunal Tributario y Aduanero se notificarán a las partes mediante la publicación de su texto íntegro en el sitio en Internet del Tribunal. 

Se dejará testimonio en el expediente y en el sitio en Internet de haberse efectuado la publicación y de su fecha. Los errores u omisiones en dichos testimonios no invalidarán la notificación.

Las notificaciones al reclamante de las sentencias definitivas, de las resoluciones que reciben la causa a prueba y de aquellas que declaren inadmisible un reclamo, pongan término al juicio o haga4n imposible su continuación, serán efectuadas por carta certificada. Del mismo modo lo serán aquellas que se dirijan a terceros ajenos al juicio. En estos casos, la notificación se entenderá practicada al tercer día contado desde aquél en que la carta fue expedida por el tribunal. Sin perjuicio de lo anterior, dichas resoluciones serán igualmente publicadas del modo que se establece en el inciso primero. En todo caso, la falta de esta publicación no anulará la notificación. 

Para efectos de las notificaciones a que se refiere el inciso anterior, el reclamante deberá designar, en la primera gestión que realice ante el Tribunal, un domicilio dentro del radio urbano de una localidad ubicada en alguna de las comunas de la Región sobre cuyo territorio aquél ejerce competencia, y esta designación se considerará subsistente mientras no haga otra, aun cuando de hecho cambie su morada. Si se omite efectuar esta designación, el Tribunal dispondrá que ella se realice en un plazo de cinco días, bajo apercibimiento de que estas notificaciones se efectúen de conformidad con lo dispuesto en el inciso primero.

Cualquiera de las partes podrá solicitar para sí el aviso, mediante correo electrónico, del hecho de haber sido notificada de una o más resoluciones. En todo caso, la falta de este aviso no anulará la notificación.

La notificación al Servicio de la resolución que le confiere traslado del reclamo se efectuará por correo electrónico, a la dirección que el Director Nacional, los Directores Regionales y los Administradores de Aduanas deberán registrar ante el Tribunal Tributario y Aduanero de su jurisdicción. La designación de la dirección de correo electrónico se entenderá vigente mientras no se informe al tribunal de su modificación.

Artículo 128.- Del reclamo se conferirá traslado al Servicio por el término de veinte días. La contestación del Servicio deberá contener una exposición clara de los hechos y fundamentos de derecho en que se apoya, y las peticiones concretas que se someten a la decisión del Tribunal Tributario y Aduanero.
Vencido el plazo a que se refiere el inciso anterior, haya o no contestado el Servicio, el Tribunal Tributario y Aduanero, de oficio o a petición de parte, deberá recibir la causa a prueba si hubiere controversia sobre algún hecho substancial y pertinente. La resolución que se dicte al efecto señalará los puntos sobre los cuales deberá recaer la prueba. En su contra, sólo procederán los recursos de reposición y de apelación, dentro del plazo de cinco días, contados desde la notificación. De interponerse apelación, deberá hacerse siempre en subsidio de la reposición y procederá en el solo efecto devolutivo. El recurso de apelación se tramitará en cuenta y en forma preferente.

El término probatorio será de veinte días y dentro de él se deberá rendir toda la prueba.

En los primeros dos días del probatorio, cada parte deberá acompañar una nómina de los testigos de que piensa valerse, con expresión del nombre y apellido, domicilio y profesión u oficio. Sólo se examinarán testigos que figuren en dicha nómina. En el procedimiento no existirán testigos inhábiles, sin perjuicio de lo cual el tribunal podrá repeler de oficio a los que notoriamente aparezcan comprendidos en alguna de las situaciones del artículo 357 del Código de Procedimiento Civil. Se podrán dirigir a cualquier testigo preguntas tendientes a demostrar su credibilidad o falta de ella. 

Se admitirá a declarar hasta un máximo de cuatro testigos por punto de prueba.

En todo caso, no podrán probarse por testigos los elementos que sirven de base para la determinación de la obligación tributaria aduanera. 

El Tribunal Tributario y Aduanero dará lugar a la petición de oficios, cuando se trate de requerir información pertinente sobre los hechos materia del juicio, debiendo señalarse específicamente el o los hechos sobre los cuales se pide el informe.


Tratándose de solicitudes de oficios a las que acceda el Tribunal Tributario y Aduanero, éste deberá disponer su despacho inmediato a las personas o entidades requeridas, quienes estarán obligadas a evacuar la respuesta dentro del plazo que al efecto fije el tribunal, el que en todo caso no podrá exceder de quince días. A petición de la parte que lo solicita o de la persona o entidad requerida, el plazo para evacuar el oficio podrá ser ampliado por el tribunal, por una sola vez y hasta por quince días más, cuando existan antecedentes fundados que lo aconsejen.
Los mismos plazos indicados en el inciso precedente regirán para los peritos, en relación a sus informes, desde la aceptación de su cometido.

El Director Nacional, los Subdirectores, los Directores Regionales y los Administradores de Aduanas no tendrán la facultad de absolver posiciones en representación del Servicio.

Se admitirá, además, cualquier otro medio probatorio apto para producir fe.


No serán admisibles aquellos antecedentes que, teniendo relación directa con operaciones fiscalizadas, hayan sido solicitados determinada y específicamente por el Servicio al reclamante, en ejercicio de sus facultades fiscalizadoras, y que este último, no obstante disponer de ellos, no acompañe en forma íntegra, dentro del plazo de un mes, contado desde la notificación del requerimiento. El reclamante siempre podrá probar que no acompañó la documentación en el plazo señalado, por causas que no le hayan sido imputables.

El Juez Tributario y Aduanero se pronunciará en la sentencia sobre esta inadmisibilidad.

Cuando hayan de practicarse diligencias probatorias fuera del lugar en que se sigue el juicio, o si durante el término de prueba ocurren entorpecimientos que imposibiliten la recepción de ésta, el Tribunal Tributario y Aduanero podrá ampliar, por una sola vez, el término probatorio por el número de días que estime necesarios, no excediendo en ningún caso de diez días, contados desde la fecha de notificación de la resolución que ordena la ampliación.

La prueba será apreciada por el Juez Tributario y Aduanero de conformidad con las reglas de la sana crítica. Al apreciar las pruebas de esta manera, el tribunal deberá expresar en la sentencia las razones jurídicas y las simplemente lógicas, científicas, técnicas o de experiencia en virtud de las cuales les asigna valor o las desestima. En general, tomará en especial consideración la multiplicidad, gravedad, precisión, concordancia y conexión de las pruebas o antecedentes del proceso que utilice, de manera que el examen conduzca lógicamente a la conclusión que convence al sentenciador.

No obstante lo anterior, los actos o contratos solemnes sólo podrán ser acreditados por medio de la solemnidad prevista por la ley. En aquellos casos en que la ley requiera probar mediante contabilidad fidedigna, el juez deberá ponderar preferentemente dicha contabilidad. 

El Tribunal Tributario y Aduanero tendrá el plazo de sesenta días para dictar sentencia, contado desde el vencimiento del término probatorio.

Artículo 129.- Las resoluciones que se dicten durante la tramitación del reclamo sólo serán susceptibles del recurso de reposición, el cual deberá interponerse dentro del término de cinco días contado desde la notificación correspondiente, sin perjuicio de señalado en los artículos 128, 129 B y 129 D.

Artículo 129 A.- El Juez Tributario y Aduanero declarará de oficio la nulidad de las actuaciones reclamadas que hubieren sido formuladas fuera de los plazos de prescripción establecidos en la ley. 
Artículo 129 B.- Cuando las facultades del reclamante no ofrezcan suficiente garantía o haya motivo racional para creer que procederá a ocultar sus bienes, el Servicio podrá impetrar en los procesos de reclamación a que se refiere este Título, la medida cautelar de prohibición de celebrar actos o contratos sobre bienes o derechos específicos de aquél. La solicitud de medida cautelar deberá ser fundada.

Esta medida cautelar se limitará a los bienes y derechos suficientes para responder de los resultados del proceso y se decretará, preferentemente, sobre bienes y derechos cuyo gravamen no afecte el normal desenvolvimiento del giro del reclamante. Ella será esencialmente provisional y deberá hacerse cesar siempre que desaparezca el peligro que se ha procurado evitar o se otorgue caución suficiente.

La solicitud de medida cautelar se tramitará incidentalmente por el Tribunal, en cuaderno separado. En contra de la resolución que se pronuncie sobre la medida sólo procederán los recursos de reposición y de apelación, dentro del plazo de cinco días, contados desde la notificación. Si se interpusieran ambos, deberán serlo conjuntamente, entendiéndose la apelación en subsidio de la reposición. El recurso de apelación se concederá en el solo efecto devolutivo y será tramitado por la Corte de Apelaciones respectiva en cuenta y en forma preferente.

Artículo 129 C.- Notificada que sea la sentencia que falle el reclamo no podrá modificarse o alterarse, salvo en cuanto se deba, de oficio o a petición de parte, aclarar los puntos oscuros o dudosos, salvar las omisiones o rectificar los errores de copia, de referencias o de cálculos numéricos que aparezcan en ella.

Artículo 129 D.- Contra la sentencia que falle un reclamo sólo podrá interponerse el recurso de apelación, dentro del plazo de quince días contados desde la fecha de su notificación. 

Respecto de la resolución que declare inadmisible un reclamo o haga imposible su continuación, podrán interponerse los recursos de reposición y de apelación, en el plazo de quince días contado desde la respectiva notificación. De interponerse apelación, deberá hacerse siempre en subsidio de la reposición y procederá en el sólo efecto devolutivo. El recurso de apelación se tramitará en cuenta y en forma preferente.

El término para apelar no se suspende por la solicitud de aclaración, agregación o rectificación que se deduzca de acuerdo con el artículo anterior.

Artículo 129 E.- En contra de la sentencia de primera instancia no procederá el recurso de casación en la forma ni su anulación de oficio. Los vicios en que se hubiere incurrido deberán ser corregidos por la Corte de Apelaciones que corresponda.

Artículo 129 F.- El Tribunal deberá elevar los autos para el conocimiento de la apelación dentro de los quince días siguientes a aquél en que se notifique la concesión del recurso.

Artículo 129 G.- El recurso de apelación contra la sentencia definitiva se tramitará en cuenta, a menos que cualquiera de las partes, dentro del plazo de cinco días contados desde el ingreso de los autos en la secretaría de la Corte de Apelaciones, solicite alegatos.

Vencido ese plazo, el tribunal de alzada ordenará traer los autos en relación, si se hubiere solicitado oportunamente alegatos. De lo contrario, el Presidente de la Corte ordenará dar cuenta.

En las apelaciones a que se refiere esta Ordenanza no será necesaria la comparecencia de las partes en segunda instancia.

Artículo 129 H.- Los fallos pronunciados por el Tribunal Tributario y Aduanero deberán ser fundados. La omisión de este requisito, así como de los establecidos en el inciso décimo quinto del artículo 128, será corregida de conformidad con lo dispuesto en el artículo 129 E.

Artículo 129 I.- El reclamante o el Servicio podrán interponer los recursos de casación en contra de los fallos de segunda instancia.

Los recursos de casación que se interpongan en contra de las sentencias de segunda instancia, se sujetarán a las reglas contenidas en el Título XIX del Libro Tercero del Código de Procedimiento Civil.

Artículo 129 J.- La interposición de la reclamación suspenderá la prescripción del artículo 2521 del Código Civil, hasta que la resolución que le pone término o hace imposible su prosecución quede ejecutoriada.

4. DEL PROCEDIMIENTO ESPECIAL DE RECLAMO POR VULNERACIÓN DE DERECHOS.

Artículo 129 K.- Si producto de un acto u omisión del Servicio, un particular considerare vulnerados sus derechos contemplados en los numerales 21, 22 y 24 del artículo 19 de la Constitución Política de la República, podrá recurrir ante el Tribunal Tributario y Aduanero en cuya jurisdicción se hubiere producido tal acto u omisión, siempre que no se trate de materias cuyo conocimiento la ley somete a un procedimiento distinto ante estos tribunales.

La acción deberá presentarse por escrito dentro del plazo fatal de quince días hábiles contados desde la ejecución del acto o la ocurrencia de la omisión, o desde que se haya tenido conocimiento cierto de los mismos, lo que se hará constar en autos.

Interpuesta la acción de protección a que se refiere el artículo 20 de la Constitución Política, en los casos en que ella proceda, no se podrá recurrir de conformidad a las normas de este Párrafo, por los mismos hechos.

Artículo 129 L.- Presentada la acción el Tribunal examinará si ha sido interpuesta en tiempo y si tiene fundamentos suficientes para acogerla a tramitación. Si su presentación ha sido extemporánea o adolece de manifiesta falta de fundamento, la declarará inadmisible por resolución fundada. 

Acogida a tramitación, se dará traslado al Servicio por diez días. Vencido este plazo, haya o no contestado el Servicio, y existiendo hechos sustanciales y pertinentes controvertidos, se abrirá un término probatorio de diez días en el cual las partes deberán rendir todas sus pruebas. El Tribunal apreciará la prueba rendida de acuerdo a las reglas de la sana crítica.

Vencido el término probatorio, el Juez Tributario y Aduanero dictará sentencia en un plazo de diez días. El fallo contendrá todas las providencias que el Tribunal juzgue necesarias para restablecer el imperio del derecho y asegurar la debida protección del solicitante, sin perjuicio de los demás derechos que pueda hacer valer ante la autoridad o los tribunales correspondientes.
Contra la sentencia sólo procederá el recurso de apelación, en el plazo de quince días. El recurso será conocido en cuenta y en forma preferente por la Corte de Apelaciones, a menos que cualquiera de las partes, dentro del plazo de cinco días contado desde el ingreso de los autos en la secretaría de la Corte de Apelaciones, solicite alegatos.

El Tribunal podrá decretar orden de no innovar, en cualquier estado de la tramitación.

Artículo 129 M.- En lo no establecido por este Párrafo, y en cuanto la naturaleza de la tramitación lo permita, se aplicarán las demás normas contenidas en el Párrafo 3 de este Título. En todo caso, el solicitante podrá comparecer sin patrocinio de abogado.”.

6) Elimínase en el artículo 130 la frase “Sin perjuicio de las devoluciones efectuadas en cumplimiento de fallos de las reclamaciones que se interpongan,”, pasando el artículo “el” que sigue a continuación, a iniciarse con mayúscula.

7) Intercálase el siguiente artículo 131 bis:

“Artículo 131 bis. Los Directores Regionales y Administradores de Aduana podrán disponer la devolución de los derechos aduaneros pagados conforme a régimen general de importación, cuando con posterioridad a la importación, se solicite la aplicación de un régimen preferencial, mediante la acreditación del origen de las mercancías y en el respectivo Tratado o Convenio Internacional suscrito por Chile, no se establezca una norma especial diversa. El plazo para solicitar la devolución será de un año contado desde la importación.

Para estos efectos, los Directores Regionales y Administradores de Aduana podrán ejercer las facultades contempladas en el artículo 22 de la Ley Orgánica del Servicio Nacional de Aduanas.”.

8) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 186:

a) Reemplázase, en el inciso tercero, la palabra “diez” por “quince”, y la expresión “la Junta General de Aduanas” por la siguiente oración: “el Tribunal Tributario y Aduanero, el que conocerá de acuerdo al procedimiento contenido en el artículo siguiente”.

b) Elimínase el inciso final.

9) Incorpórase el siguiente artículo 186 bis:

“Artículo 186 bis.- Formulado el reclamo, se conferirá traslado al Servicio por el término de diez días. Vencido el plazo, haya o no contestado el Servicio, el Juez Tributario y Aduanero podrá recibir la causa prueba si estima que existen hechos sustanciales y pertinentes controvertidos, abriendo un término probatorio de ocho días. En la misma resolución determinará la oportunidad en que la prueba testimonial deba rendirse. Dentro de los dos primeros días del término probatorio las partes deberán acompañar una nómina de los testigos de que piensan valerse, con expresión de su nombre y apellido, domicilio y profesión u oficio. No podrán declarar más de cuatro testigos por cada parte. En todo caso, el tribunal podrá citar a declarar a personas que no figuren en las listas de testigos o decretar otras diligencias probatorias que estime pertinentes.

En contra de la resolución del Tribunal Tributario y Aduanero no procederá recurso alguno. 

En lo no previsto en este artículo, se aplicarán supletoriamente las normas del Párrafo 3 del Título VI del Libro II.”.

10) Intercálase el siguiente artículo 187 bis:

“Artículo 187 bis. Cuando los hechos que den origen a un reclamo ante el Tribunal Tributario y Aduanero sean los mismos que han servido de base al Servicio para iniciar un procedimiento de denuncia en conformidad a los artículos precedentes, se suspenderá la tramitación de éste último, de oficio o a petición del denunciado, hasta que la resolución que falle el reclamo se encuentre ejecutoriada.”.

11) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 196:

a) Reemplázase, en el segundo párrafo de la letra d), la palabra “inciso”, por “párrafo”.

b) Sustitúyese el segundo párrafo de la letra e) del inciso primero, por el siguiente:

“El Director convocará el concurso a lo menos cada dos años y fijará, en forma previa, el número máximo de agentes a designar.”.

c) Elimínanse los dos últimos incisos. 

12) Reemplázase, en el inciso final del artículo 199, la oración “a petición de cualquiera de las partes y previa audiencia de ambas, la Junta General de Aduanas”, por la siguiente: “sin forma de juicio y escuchando a las partes, el Tribunal Tributario y Aduanero respectivo”.

13) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 202:


a) Reemplázase, en el inciso noveno, la frase “apelar ante la Junta General de Aduanas” por la frase “reclamar ante el Tribunal Tributario y Aduanero”, y elimínase la oración “En este recurso podrá ser parte el Servicio Nacional de Aduanas.”.

b) Sustitúyese el inciso final por el siguiente:

“El reclamo deberá interponerse dentro del plazo de diez días contados desde la fecha de notificación de dicha resolución y se sustanciará en conformidad con el artículo 186 bis.”.

ARTÍCULO CUARTO.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley orgánica del Servicio de Impuestos Internos, contenida en el decreto con fuerza de ley Nº 7, de 1980, del Ministerio de Hacienda.

1) En la letra d) del artículo 7°, suprímese la frase “sin perjuicio de la representación que corresponde al Presidente del Consejo de Defensa del Estado conforme a la Ley Orgánica de dicho Servicio”, y la coma (,) que le antecede.


2) Reemplázase la letra b) del artículo 19, por la siguiente:

"b) Aplicar sanciones y girar multas por infracciones a las leyes tributarias que se sometan al procedimiento del artículo 165 del Código Tributario, que no hayan sido objeto de reclamo de conformidad con lo dispuesto en el número 3° de dicha disposición legal;".

3) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 46, la expresión "Tribunales de Justicia" por la frase "Tribunales de cualquier denominación"; intercálase entre la palabra “Director” y el punto seguido (.) que le sigue, la expresión “o el Director Regional”; y reemplázase la expresión "artículo 41 de la Ley sobre Colegio de Abogados" por la frase "inciso primero del artículo 2° de la ley número 18.120.".

ARTICULO QUINTO.- Efectúanse las siguientes modificaciones al Decreto con Fuerza de Ley Nº 329 de 1979, del Ministerio de Hacienda, ley orgánica del Servicio Nacional de Aduanas:

1) Modifícase el artículo 4° del siguiente modo:

a) Elimínanse los números 12 y 16.

b) Reemplázase el número 27, por el siguiente:

“27.- Ejercer las demás facultades y atribuciones que la Ordenanza de Aduanas y otras leyes entregaban a la Junta General de Aduanas, que no hayan sido asignadas a otros órganos.”.

2) Elimínase el número 6 del artículo 15.

3) Elimínanse los números 6 y 7 del artículo 17.

4) Elimínase el artículo transitorio.

ARTÍCULO SEXTO.- Introdúcense en el Código Orgánico de Tribunales las siguientes modificaciones:

1) Modificase el artículo 56, de la siguiente forma:

a) Reemplázase en el número 3°, la palabra "dieciséis" por "diecinueve".

b) Sustitúyese en el número 4°, la palabra "diecinueve" por "veintidós".

c) Reemplázase en el número 5°, la expresión "treinta y un" por "treinta y cuatro".

2) Sustitúyese el artículo 59, por el siguiente:

“Artículo 59.- Las Cortes de Apelaciones tendrán el número de relatores que a continuación se indica:

1°. La Corte de Apelaciones de Chillán tendrá dos relatores;

2°. Las Cortes de Apelaciones de Iquique, Copiapó, Puerto Montt, Coyhaique y Punta Arenas tendrán tres relatores;

3°. Las Cortes de Apelaciones de Arica, Antofagasta, La Serena, Rancagua, Talca, Temuco y Valdivia tendrán cinco relatores;

4°. Las Cortes de Apelaciones de Valparaíso y Concepción, tendrán once relatores;

5°. La Corte de Apelaciones de San Miguel tendrá trece relatores; y

6°. La Corte de Apelaciones de Santiago tendrá veintitrés relatores.”. 

3) Modifícase el artículo 61, de la siguiente manera:

a) Reemplázanse las palabras "cinco", "seis" y "nueve" por "seis", "siete" y "diez", respectivamente.

b) Agrégase el siguiente inciso segundo:
"No obstante, para los efectos de lo dispuesto en los incisos séptimo y octavo del artículo 66, las Cortes de Apelaciones designarán cada dos años, mediante auto acordado, los miembros del tribunal que deberán integrar la sala a la que corresponda el conocimiento, en forma exclusiva o preferente, de los asuntos tributarios y aduaneros. Se preferirá para su integración a aquellos ministros que posean conocimientos especializados en estas materias.".

c) Agrégase el siguiente inciso final:

"Para la acreditación de los conocimientos especializados a que se refiere el inciso anterior se deberá considerar la participación en cursos de perfeccionamiento o postgrado sobre la materia.".

4) Agrégase en el artículo 66, los siguientes incisos finales nuevos:

"Las Cortes de Apelaciones de Valparaíso, Concepción, San Miguel y Santiago, designarán una de sus salas para que conozca exclusivamente de los asuntos tributarios y aduaneros que se promuevan. Dicha designación se efectuará mediante auto acordado que se dictará cada dos años.

En las demás Cortes de Apelaciones, el Presidente designará una sala para que conozca en forma preferente de esta materia en uno o más días a la semana.

El relator que se designare para las salas a que se hace referencia en los incisos precedentes, deberá contar con especialización en materias tributarias y aduaneras, la que deberá acreditarse preferentemente sobre la base de la participación en cursos de perfeccionamiento y postgrado u otra forma mediante la cual se demuestre tener conocimientos relevantes en dichas materias.".
5) Agrégase en el inciso segundo del artículo 69, a continuación del punto final (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: "Sin perjuicio de lo anterior, los asuntos que según la materia deban ser conocidos por las salas a que se refieren los incisos séptimo y octavo del artículo 66, serán asignados a éstas por el Presidente del tribunal, quien lo determinará sin ulterior recurso.".

6) Intercálase, en las letras a) y b) del artículo 284, a continuación de la expresión "juez de letras", las palabras "el juez tributario y aduanero", precedidas de una coma.
ARTICULO SÉPTIMO.- Suprímese en el inciso décimo primero del artículo 2° de la Ley número 18.120, que establece normas sobre comparecencia en juicio, la expresión "el Servicio de Impuestos Internos, salvo que tratándose de asuntos superiores a dos unidades tributarias mensuales, el Servicio exija por resolución fundada la intervención de abogados;".

ARTÍCULO OCTAVO.- Las materias que en virtud de la ley sean reclamables ante los Directores Regionales y Administradores de Aduana, de conformidad con las normas del Título VI del Libro II de la Ordenanza de Aduanas, que se sustituye por el numeral 5) del ARTÍCULO TERCERO, serán reclamables ante el Tribunal Tributario y Aduanero, de conformidad con las normas de la presente ley.
Asimismo, las materias que en virtud de la ley correspondía conocer a la Junta General de Aduanas como tribunal, serán de competencia del Tribunal Tributario y Aduanero, de conformidad con las normas de la presente ley.

ARTÍCULO NOVENO.- Créanse en las plantas de cada una de las Cortes de Apelaciones de Santiago, San Miguel, Valparaíso y Concepción los siguientes cargos:

e) 1 oficial 2°, grado 12.
f) 1 oficial 6° de sala, grado 16.

ARTÍCULO DÉCIMO.- Declárase, interpretando los artículos 21, 22 y 27 del Código Tributario, que en los casos allí previstos el trámite establecido en el inciso segundo del artículo 63 es obligatorio.

ARTÍCULO DÉCIMO PRIMERO.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley, se financiará con los recursos que se contemplen en las partidas correspondientes del presupuesto del sector público. 
DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo 1° transitorio.- Los artículos PRIMERO a NOVENO y DÉCIMO PRIMERO de esta ley entrarán en vigencia en cuatro años contados desde el día primero del mes siguiente al de la fecha de su publicación en el Diario Oficial.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, dichos artículos entrarán a regir:
En un año, contado desde el día primero del mes siguiente al de la fecha de su publicación en el Diario Oficial, en las siguientes regiones: XV REGIÓN DE ARICA Y PARINACOTA, I REGIÓN DE TARAPACÁ, II REGIÓN DE ANTOFAGASTA, III REGIÓN DE ATACAMA.

En dos años, contados desde el día primero del mes siguiente al de la fecha de su publicación en el Diario Oficial, en las siguientes regiones: IV REGIÓN DE COQUIMBO, VII REGIÓN DEL MAULE, IX REGIÓN DE LA ARAUCANÍA, XII REGIÓN DE MAGALLANES Y ANTÁRTICA CHILENA.

En tres años, contados desde el día primero del mes siguiente al de la fecha de su publicación en el Diario Oficial, en las siguientes regiones: VIII REGIÓN DEL BIO BIO, XIV REGIÓN DE LOS RÍOS, X REGIÓN DE LOS LAGOS, XI REGIÓN DE AYSÉN DEL GENERAL CARLOS IBÁÑEZ DEL CAMPO.


Artículo 2º transitorio.- Las causas tributarias que, a la fecha de entrada en funciones de los Tribunales Tributarios y Aduaneros que crea esta ley, se encontraren pendientes de resolución, serán resueltas por el respectivo Director Regional del Servicio de Impuestos Internos de conformidad con el procedimiento vigente a la fecha de la interposición del reclamo. 

Artículo 3° transitorio.- En el ejercicio de sus facultades jurisdiccionales, los Directores Regionales del Servicio de Impuestos Internos no estarán sujetos a lo dispuesto en el inciso final del artículo 6° del mismo cuerpo legal. 

Artículo 4º transitorio.- Las causas que a la fecha de entrada en funciones de los Tribunales Tributarios y Aduaneros que crea esta ley se encontraren pendientes de resolución ante los Directores Regionales de Aduana, Administradores de Aduana, Junta General de Aduanas, o ante el Director Nacional de Aduanas, seguirán siendo tramitadas por éstos, en conformidad a las normas vigentes a la fecha en que se hubiere presentado el reclamo o apelación, según corresponda.

Artículo 5° transitorio.- La provisión de los cargos de los Tribunales Tributarios y Aduaneros deberá efectuarse con no más de noventa ni menos de treinta días de antelación a la fecha que señala para la respectiva región el artículo primero transitorio.

En los mismos plazos deberá efectuarse la provisión de los nuevos cargos que se crean y la instalación de las nuevas salas en las respectivas Cortes de Apelaciones.

Artículo 6° transitorio.- La Academia Judicial deberá proveer los cursos de especialización pertinentes en materia tributaria y aduanera para Ministros de Corte y Relatores. 

Artículo 7° transitorio.- El Servicio de Impuestos Internos y el Servicio Nacional de Aduanas, de conformidad a lo establecido en los artículos 131 bis del Código Tributario y 127 de la Ordenanza de Aduanas, deberán efectuar el registro de la dirección de correo electrónico dentro del mes anterior a la fecha en que cada tribunal deba entrar en funciones.

Artículo 8° transitorio.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 1º transitorio, el Título II del ARTÍCULO PRIMERO y en el número 7) del ARTÍCULO TERCERO de esta ley regirán a contar de la fecha de su publicación en el Diario Oficial.

Artículo 9° transitorio.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de publicación de esta ley, establezca, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:


a) Determinar la fecha de entrada en funcionamiento, fijar la planta de personal y la dotación máxima de la Unidad Administradora de los Tribunales Tributarios y Aduaneros. En el ejercicio de esta facultad, el Presidente de la República deberá dictar todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de las plantas que fije.

b) Determinar el sistema de remuneraciones del personal de los Tribunales Tributarios y Aduaneros dentro de los parámetros señalados en el artículo 25. Dicho sistema deberá contemplar, entre otras, remuneraciones ligadas al desempeño, a los resultados y a la calidad de los servicios prestados.

c) Dictar normas presupuestarias, de administración de bienes y demás necesarias para la adecuada instalación y funcionamiento de los Tribunales Tributarios y Aduaneros y de la Unidad Administradora de dichos tribunales.”

Artículo 10 transitorio.- Para los fines de la tabla contenida en el inciso primero del artículo 10 de la Ley Orgánica de Tribunales Tributarios y Aduaneros, en los períodos a que se refieren los párrafos segundo y tercero del inciso segundo del artículo 1° transitorio, se aplicarán las reglas siguientes:

a) En el primer año de funcionamiento de los tribunales en las regiones a que se refiere el párrafo segundo, la subrogación de los Tribunales Tributarios y Aduaneros de las regiones IV de Coquimbo y VII del Maule se efectuará recíprocamente. En el mismo lapso, la subrogación de los Tribunales Tributarios y Aduaneros de las regiones IX de la Araucanía y XII de Magallanes y Antártica Chilena se efectuará recíprocamente; y

b) En el primer año de funcionamiento de los tribunales en las regiones a que se refiere el párrafo tercero, la subrogación de los Tribunales Tributarios y Aduaneros de las regiones IV de Coquimbo y VII del Maule se efectuará recíprocamente.”.
- - -


Acordado en sesión celebrada el día 9 de julio de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señor Eduardo Frei Ruiz-Tagle (Presidente), señora Evelyn Matthei Fornet y señores José García Ruminot y Carlos Ominami Pascual.


Valparaíso, 15 de julio de 2008.

(Fdo.): ROBERTO BUSTOS LATORRE, Secretario de Comisión

9

INFORME DE LA COMISIÓN DE GOBIERNO, DESCENTRALIZACIÓN Y REGIONALIZACIÓN RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES BIANCHI, GARCÍA, HORVATH, MUÑOZ BARRA Y NÚÑEZ, QUE MODIFICA LA LEY Nº 18.695, ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DE MUNICIPALIDADES, EN LO RELATIVO A EXIGENCIA DE HABER CURSADO ENSEÑANZA MEDIA PARA SER CANDIDATO A ALCALDE

(5901-06)

HONORABLE SENADO:


Esta Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización tiene a honra emitir su informe respecto del proyecto de ley señalado en el epígrafe, en primer trámite constitucional, iniciado en moción de los Honorables Senadores señores Bianchi, García, Horvath, Muñoz Barra y Núñez.


A las sesiones en que la Comisión se abocó al estudio de esta iniciativa asistió el Honorable Senador señor García.

I. OBJETIVO DEL PROYECTO


Reemplazar como requisito para ser elegido alcalde la exigencia de haber cursado la enseñanza media o su equivalente por la de acreditar estar en posesión de licencia de enseñanza media o su equivalente.

II. CUESTIÓN PREVIA


Prevenimos que no obstante el acuerdo que se consignará al final, este proyecto de ley, de aprobarse, debe serlo con quórum de ley orgánica constitucional por disposición del artículo 119 de la Constitución Política, que encarga a normas de ese rango la forma de elegir al alcalde.

III. ANTECEDENTES

3.1. De Derecho


1. Artículo 119 de la Constitución Política.


2. Artículo 57 de la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades.

3.2. De Hecho


La moción con que se inició la tramitación de este proyecto de ley expresa que la reforma a la legislación municipal del año 2004, cuyo objeto, entre otros, fue el de precisar las normas de carácter electoral relativas a las autoridades comunales, incluyó una modificación al artículo 57 de la Ley Orgánica de Municipalidades consistente en fijar como nuevo requisito para ser alcalde el de haber cursado la enseñanza media o su equivalente.


Agrega que esta enmienda tuvo su fundamento, por un lado, en que previamente había entrado en vigencia la reforma constitucional que declaró obligatoria y gratuita la enseñanza media y, por otro, las crecientes responsabilidades que se han venido entregando a las autoridades municipales, argumentándose que tal complejidad exige de éstas mayor preparación educacional. Agrega, también, que para establecer la nueva exigencia se consideró el nuevo mecanismo de elección separada de alcaldes y concejales.


Recuerda la moción que una norma transitoria incorporada a la reforma dispuso que el nuevo requisito para postular al cargo de alcalde regiría a partir de la elección municipal del año 2008.


Enseguida, expresa que la redacción de la norma que contiene el requisito se presta a confusiones en el caso de las personas que disponen de un certificado de validación de estudios para fines laborales; e invoca el decreto N° 2.272, de 2007, del Ministerio de Educación, que define el examen de equivalencia para fines laborales como el proceso a que deben sujetarse los mayores de 18 años que necesiten comprobar un determinado nivel de estudios de educación básica o media humanístico-científica para acceder al mundo laboral. Sobre la base de esta definición, continúa, se ha interpretado que la enseñanza media para participar en las elecciones municipales comprobada bajo esa modalidad es insuficiente, pues no acredita haber cursado tal nivel de estudios.


Arguye la moción que si el examen de equivalencia habilita a las personas para trabajar, no parece razonable que con esta modalidad se impida a las personas postular al cargo de alcalde, pues éste es también un trabajo que se desempeña en el sector público.


Señala, finalmente, que para incluir como candidato a alcalde a personas que acrediten ese grado educacional con el certificado de equivalencia, es menester enmendar el inciso segundo del artículo 57 de la Ley Orgánica de Municipalidades, para lo cual propone, en un artículo único, reemplazar en dicho precepto la frase “haber cursado la enseñanza media o su equivalente” por “licencia de enseñanza media o su equivalente.”.

IV. ESTRUCTURA Y CONTENIDO DEL PROYECTO


Esta iniciativa, contenida en un artículo único, reemplaza en el artículo 57 de la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades el requisito de haber cursado la enseñanza media o su equivalente para participar en la elección del alcalde por la acreditación de la enseñanza media o su equivalente.

V. IDEA DE LEGISLAR

En sesión de 2 de junio pasado, el Honorable Senador señor Sabag expresó que el proyecto en debate contrasta con las situaciones por las que están pasando algunos municipios cuestionados por manejos erráticos de los recursos públicos o por falta de control en el destino de éstos. Se manifestó partidario de incrementar los recursos que se destinan a los municipios siempre que quienes tienen facultades de disposición de aquéllos acrediten, al menos, haber cursado la educación media efectiva, entendiendo por tal la que imparten los establecimientos de educación reconocidos por el Estado, es decir, excluir de tal concepto a los que acrediten tener educación media por vías alternativas o equivalentes.


En opinión del señor Senador, el país requiere mejorar sus estándares de administración del aparato público en beneficio de su modernización, y una forma de hacerlo es mediante niveles educacionales más exigentes, acordes con la vida moderna y con la complejidad de las técnicas de buen gobierno.


El Honorable Senador señor Letelier, en la misma sesión, recordó que la soberanía popular reside en la ciudadanía, única facultada para decidir quiénes son sus autoridades, de modo que la imposición de requisitos como el de haber cursado efectivamente la enseñanza media para acceder a un cargo de elección popular, en su parecer, atenta las bases del sistema democrático en su sentido más genuino.


Agregó que si bien es razonable que las personas que tendrán facultades de disposición de recursos del Estado reciban un grado de educación que les permita adoptar con solvencia decisiones de interés público, es posible advertir que no siempre los beneficiados con la educación superior observan conductas o predisposiciones al buen gobierno, también los que gozan de este nivel incurren en ineficiencias, malos manejos o corrupción.


El Honorable Senador señor Orpis declaró ser partidario de buscar soluciones transitorias para casos puntuales, pero también considera necesario promover un debate en que se analicen con profundidad situaciones especiales como las que motivan este proyecto, con participación no sólo de personas ligadas al mundo municipal sino también con académicos y expertos electorales, de modo de construir una institucionalidad permanente y objetiva de general aplicación.


El Honorable Senador señor Bianchi, en tanto, manifestó que todo el aparato público debiera contar con personal de excelencia para que el interés general quede resguardado por una gestión ágil, capacitada y moderna; pero compartió el argumento de que ello no puede significar un obstáculo o barrera de entrada para quienes quieran participar, en representación de la ciudadanía, en elecciones libres, informadas y transparentes, pues tales valores son los que efectivamente fortalecen la democracia.


Concluyó señalando que sería aconsejable que los postulantes a cargos de los Poderes del Estado cursen períodos lectivos que entreguen contenidos y técnicas para el buen manejo del aparato público, con respaldo de los medios tecnológicos avanzados a los que hoy pueden optar las instituciones y las personas.


Finalmente, el Honorable Senador señor Núñez anunció su opinión contraria a imponer restricciones para acceder al cargo de alcalde, pues el país no está aún en situación de ofrecer condiciones de igualdad a todas las personas para acceder a los distintos grados de la educación y, por ende, extender esa igualdad a quienes aspiran a acceder a cargos de elección popular. Antes bien, continuó, en el régimen democrático es la ciudadanía la única facultada para decidir quiénes son los más calificados para dirigir una comuna, una circunscripción o el país.


Concluyó señalando que son numerosos los ciudadanos que no han tenido la posibilidad de acceder al sistema educacional regular, pero que gozan del reconocimiento popular. La modalidad de la licencia media laboral para optar a cargos electivos abre la posibilidad a que la democracia sea más saludable y participativa.

VI. ACUERDO DE LA COMISIÓN


En sesión de 2 de julio de 2008, se sometió a votación la idea de legislar respecto de este proyecto de ley, obteniéndose dos votos por su aprobación y dos por su rechazo. Se pronunciaron favorablemente los Honorables Senadores señores Bianchi y Letelier, y por su rechazo los Honorables Senadores señores Orpis y Sabag. Repetida la votación con el mismo resultado, por disposición del artículo 182 del Reglamento de la Corporación, se sometió nuevamente a votación la idea de legislar en la sesión de 8 de julio de 2008, resultando ésta rechazada con los votos de los Honorables Senadores señores Arancibia, Orpis y Sabag. Estuvieron por aprobarla los Honorables Senadores señores Bianchi y Núñez.


En consecuencia, esta Comisión tiene a honra proponer al Honorable Senado el rechazo de la idea de legislar respecto de este proyecto de ley.

- - -


No obstante el acuerdo precedente, consignamos a continuación el texto de la iniciativa rechazada para la consideración de la Sala:

PROYECTO DE LEY


“Artículo único.- Reemplázase en el artículo 57 inciso segundo del D.F.L. Nº 1, de 2006 del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, la frase “haber cursado la enseñanza media o su equivalente” por “licencia de enseñanza media o su equivalente”.”.

- - -

Acordado en sesiones celebradas los días 10 de junio de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Bianchi (Presidente), Jaime Orpis y Hosain Sabag; 1 de julio de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Bianchi (Presidente), Juan Pablo Letelier (señor Ricardo Núñez), Jaime Orpis, Víctor Pérez Varela y Hosain Sabag; 2 de julio de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Bianchi (Presidente); Juan Pablo Letelier (señor Ricardo Núñez), Jaime Orpis y Hosain Sabag, y 8 de julio de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Bianchi (Presidente), Jorge Arancibia (señor Víctor Pérez Varela), Ricardo Núñez, Jaime Orpis y Hosain Sabag.


Sala de la Comisión, a 9 de julio de 2008.

(Fdo.): Mario Tapia Guerrero, Secretario de la Comisión
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NUEVO PRIMER INFORME DE LA COMISIÓN DE GOBIERNO, DESCENTRALIZACIÓN Y REGIONALIZACIÓN RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MENSAJE DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA, QUE MODIFICA DIVERSOS CUERPÒS LEGALES EN MATERIA DE MODERNIZACIÓN MUNICIPAL

(3768-06)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización tiene a honra informar el proyecto de ley señalado en el epígrafe, en primer trámite constitucional, e iniciado en un mensaje del ex Presidente de la República, señor Ricardo Lagos Escobar, y con urgencia calificada de “suma”.

A las sesiones en que la Comisión se ocupó de este asunto, asistieron, además de sus miembros, los Honorables Senadores señores José García y Juan Pablo Letelier, y el ex Senador señor Mario Ríos. También concurrieron las autoridades, representantes gremiales y funcionarios de las instituciones que enseguida se expresan. Por el Ejecutivo: el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor José Antonio Viera-Gallo; la Ministra (S) de Hacienda, señora María Olivia Recart; el ex Ministro del Interior, señor Belisario Velasco; la Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo, señora Claudia Serrano; la ex Subsecretaria de esa entidad, señora Adriana Delpiano; los funcionarios de esa Subsecretaría señores Axel Callis, Jefe de Gabinete; Samuel Garrido, Jefe de la División de Municipalidades; Rodrigo Cabello, Jefe de la División Jurídica; Víctor Hugo Miranda, Jefe del Departamento de Finanzas Municipales; y los asesores, señora Claudia Donaire; señores Alvaro Villanueva y Osvaldo Henríquez. Por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, el Subdirector de Racionalización y Función Pública, señor Julio Valladares, y los abogados asesores, señora Macarena Lobos y señor Hernán Moya. Por la Contraloría General de la República, el señor Contralor, don Ramiro Mendoza, y el Jefe de la División Jurídica, señor Gastón Astorquiza. Por la Asociación Chilena de Municipalidades: el Presidente, señor Angel Bozán; los ex Presidentes, señores Pedro Sabat y Rabindranath Quinteros; el Vicepresidente, señor Roberto Chahuán; el Directivos señor Julio Palestro; el Director Ejecutivo, señor Jorge Frites; el Secretario Ejecutivo, señor Claudio Radonich; los asesores señora Carmen Celedón y señores Manuel Gallardo; Patricio Mery; Patricio Arrau; Ricardo Pimentel y Felipe Bernstein; el periodista, señor Jaime Inostroza y el ex Secretario Ejecutivo, señor Juan Claudio Reyes. Por el Instituto de Jueces de Policía Local: el Presidente, señor Cristián Arévalo; el ex Presidente, señor Alejandro Cooper; el Vicepresidente, señor Armando Silva; el Tesorero, señor Edmundo Lema; la Presidenta Regional, señora María Eugenia Espinoza. Por la Confederación de Funcionarios Municipales de Chile: el Presidente, señor Oscar Yáñez; el Vicepresidente, señor Juan Camilo Bustamante; la Tesorera Nacional, señora Verónica Carvajal; el Secretario General, señor Manuel Bravo; los Directores, señora Ximena Ordenes y señores Hugo Cárdenas; Luis Cifuentes; Raúl Bustos; Eloy Silva; Abel Guerrero; Miguel Angel Gómez; Marcelo Quezada; José Villagrán y Juan Carlos Alegría, y el periodista, señor Alejandro Castillo. Por la Federación de Asociaciones de Funcionarios Municipales y Técnicos y Profesionales de Chile: el Presidente, señor Fernando Vallejo; el Secretario, señor Jorge Vergara; los dirigentes, señora María Loreto Silva; Manuel Monsalve y Hernán Cardemil; el Alcalde de Puente Alto, señor Manuel José Ossandón y el encargado del área municipal del Instituto Libertad, señor Rodrigo Flores.

I. CUESTIÓN PREVIA


1. Con fecha 24 de enero del año 2005, esta Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización emitió su primer informe acerca de esta iniciativa proponiendo a la Sala su aprobación en general.


El Honorable Senado, mediante acuerdo de 15 de marzo de 2005, sin pronunciarse sobre esa proposición, dispuso que el proyecto volviera a un nuevo primer informe a esta Comisión, facultándola, esta vez, para ocuparse de él en general y en particular.


2. Abocada nuevamente al estudio de la iniciativa, con participación del Ejecutivo, de la Asociación Chilena de Municipalidades y de la Confederación Nacional de Funcionarios Municipales de Chile, la Comisión suspendió el estudio de la misma al ser informada de negociaciones directas entre los involucrados mencionados, que tenían por objeto despejar las discrepancias que habían suscitado determinadas materias que el Ejecutivo había incluido en el proyecto.


3. Reanudado el estudio de este asunto, la Comisión recibió en audiencia a autoridades del Ejecutivo, del municipio y de las asociaciones gremiales asociadas al mundo municipal. Consideró, también, diversos documentos allegados por el Ejecutivo, gremios e institutos académicos que dieron sustento a los acuerdos que posteriormente adoptó; y se impuso de una indicación sustitutiva propuesta por el Ejecutivo, que si bien no consideró en particular, cumplió el mismo propósito de orientar la discusión.


Por las razones que más adelante se señalan en este informe, la Comisión concluyó el análisis de este proyecto rechazando la idea de legislar en esta etapa de nuevo primer informe dispuesto por la Sala.


4. Con posterioridad al referido acuerdo y reglamentariamente habilitada, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, en la sesión de fecha 1 de abril de 2008, acordó la reapertura del debate acerca de este proyecto de ley, celebrándose nuevas audiencias con los sectores involucrados. En esta oportunidad, el Ejecutivo también allegó dos indicaciones; una sustitutiva del proyecto y otra que lo complementa incorporando un capítulo que regula la negociación colectiva en el ámbito municipal.


Ambas indicaciones y la que mencionamos en el número 3 precedente, fueron consideradas por la Comisión durante el debate en general de la iniciativa pero no se estudiaron en particular habida cuenta de que la idea de legislar de este proyecto de ley, en definitiva, se rechazó.


Las tres indicaciones a que nos hemos referido, se consignan en un texto comparado anexo a este informe.


5. Finalmente, hacemos constar en este acápite que durante el estudio de este proyecto de ley se hicieron llegar a la Secretaría de la Comisión, y en consecuencia se encuentran a disposición de los señores Senadores, los siguientes documentos:


a) Finanzas Municipales. Ingresos y gastos. Presentación preparada por la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo.


b) Evolución de las Finanzas Municipales. Minuta presentada por la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo.


c) Informe sobre Financiamiento Municipal del año 2006, acompañado por la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo.


d) Informe de la Gestión Financiera del Estado, preparado por la Contraloría General de la República.


e) Estado de Situación Presupuestaria del Sector Municipal, adjuntado por la Contraloría General de la República.


f) Presentación de la Asociación de Funcionarios Municipales de Chile.


g) Presentación de la Asociación Chilena de Municipalidades.


h) Presentación de la Asociación de Profesionales y Técnicos Municipales de Chile.


i) Presentación sobre el Financiamiento Municipal del Instituto Libertad y Desarrollo.


j) Informe sobre los Gobiernos Locales en España y Francia preparado por la Biblioteca del Congreso Nacional.


k) Presentación de la Asociación Chilena de Municipalidades “Reforma Municipal: Mejores Municipios para Chile”.


l) Informe de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo sobre la Situación Presupuestaria Municipal de los años 2006 y 2007.

- - -

II. OBJETIVO DE LA INICIATIVA


Efectuar perfeccionamientos en las normas sobre transparencia y probidad de las autoridades municipales en el ejercicio de su gestión; implementar el artículo 121 de la Constitución Política que faculta a los municipios para crear o suprimir empleos y fijar las remuneraciones de su personal, y modernizar la organización interna del municipio acorde con las nuevas responsabilidades que se asignan a sus autoridades.

III. ESTRUCTURA DEL PROYECTO


Esta iniciativa de ley en su texto original está estructurada en dos artículos permanentes y cuatro transitorios. A su vez, el artículo 1º permanente se subdivide en 17 numerales, y el 2º en 49.
IV. NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Prevenimos que el artículo 1º; el artículo 2º, números 1, 4, letra c), 8, 11, 12, 29, 35, 45, 46, y 49; como también los artículos 2º y 4º transitorios del texto mencionado, de aprobarse, deben serlo con rango de ley orgánica constitucional, pues regulan materias que requieren de normas de esa jerarquía, al tenor del artículo 121 de la Constitución Política, como son la creación de empleos municipales, la determinación de las rentas correspondientes a ellos el establecimiento, en los municipios, de los órganos y unidades necesarios para un adecuado funcionamiento.
V. ANTECEDENTES

5.1. De Derecho


1. Constitución Política, artículos 118, 119 y 121.


2. Decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2006, de Interior, que contiene la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades.


3. Ley Nº 18.883, Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales.

5.2. De Hecho


El mensaje del Ejecutivo con que se inició este proyecto de ley, cuya descripción se consignó en el primer informe de esta Comisión, de fecha 24 de enero de 2005, que a continuación reproducimos:


“Expresa el mensaje con que el Ejecutivo inició este proyecto de ley que desde 1990, los Gobiernos de la Concertación de Partidos por la Democracia han promovido y obtenido la dictación de diversas leyes en el ámbito de la administración municipal.


Así, por ejemplo, la ley Nº 19.097, que modificó la Constitución Política para permitir la elección de las autoridades municipales; la ley Nº 19.130, que reguló el sistema electoral de alcaldes y concejales; la ley Nº 19.280, sobre plantas del personal de las municipalidades; la ley Nº 19.388, que modificó la ley de rentas municipales; la ley Nº 19.418, sobre juntas de vecinos; la ley Nº 19.704, sobre ingresos municipales; la ley Nº 19.713, que estableció la elección separada de alcaldes y concejales; la ley Nº 19.754, que instituyó los servicios de bienestar de las municipalidades; la ley Nº 19.777, que creó 99 juzgados de policía local, y la ley Nº 19.803, que estableció un sistema de incentivos para los funcionarios municipales.


Durante el tratamiento legislativo de las mencionadas iniciativas y de otras que aún no se han transformado en leyes, continúa el mensaje, se ha advertido la necesidad de introducir avances en aras de mayores grados de modernización y transparencia de los municipios de cara a la nueva realidad que impondrá la reciente elección separada de alcaldes y concejales, los crecientes ingresos que sucesivas leyes han entregado a las gobiernos locales y el mayor grado de involucramiento ciudadano de la administración del Estado.


En el contexto descrito y haciéndose cargo de los desafíos por venir y las legítimas demandas de mejores instrumentos de gestión requeridos por los propios municipios, el proyecto en informe pretende perfeccionamientos en cuatro órdenes de materias dentro del ámbito municipal: transparencia, probidad, organización interna y administración de personal.


En un segundo apartado, objetivos del proyecto, el mensaje aborda el tema de la transparencia y probidad.


Al efecto, recuerda que siendo el municipio la institución pública más cercana a la gente, ha de incorporarse a su actividad cotidiana crecientes grados de transparencia de su gestión.


Por otra parte, la ciudadanía también demanda de las autoridades un estricto apego a los cánones éticos que impone la cosa pública. En este contexto, la probidad administrativa se yergue como un aspecto de creciente importancia en el mundo contemporáneo.


Enseguida, hace presente que el juicio ciudadano sobre las autoridades locales se manifestaba preponderantemente cada cuatro años con ocasión de las elecciones; pero, actualmente la gente demanda conocer y fiscalizar a sus autoridades permanentemente, evaluando la calidad de su gestión y la eficiencia de sus medidas.


Señala, a continuación, que el legislador debe ser capaz de formalizar e instalar en el municipio los instrumentos para que la ciudadanía ejerza su derecho a estar informada; conocer los objetivos que se proponen sus autoridades; fiscalizar sus actuaciones, y evaluar su comportamiento político y técnico.


Este proyecto se hace cargo de esos requerimientos abriendo más la participación ciudadana en los asuntos propios de la administración municipal, aumentando los grados de responsabilidad de sus autoridades y la fiscalización de sus actividades.


Bajo el epígrafe “modernización de la organización interna” el mensaje asume, como consecuencia de los objetivos reseñados, la exigencia de las autoridades municipales de contar con instrumentos eficientes y eficaces para responder a los requerimientos de transparencia y de responsabilidad que tales cargos ameritan.


En efecto, continúa, no es justo imponer mayores responsabilidades a estas autoridades electas si al mismo tiempo no se las provee de las herramientas adecuadas. En este contexto, la legislación municipal no se ha hecho cargo de la diversidad comunal que impone desafíos comunes y similares, pero también otros muy diversos y cambiantes.


Este proyecto, señala el mensaje, asumiendo el mandato del constituyente de 1997, particularmente el artículo 110 del texto político, propone una organización interna acorde con el tiempo presente y más consecuente con las mayores responsabilidades que se han entregado a los municipios.


Esta nueva modalidad de su organización  interna se basa principalmente en dos materias: una estructura formal dada por el legislador cualquiera sea su realidad administrativa o configuración geográfica (control interno y planificación comunal) y mayores grados de autonomía en aquellos aspectos de organización interna no regulada por la legislación, en que se plantea la diversidad comunal que se expresará desde varias perspectivas características: territorial, social y económica.


Se ocupa enseguida el mensaje de lo que denomina “instrumentos de gestión de recursos humanos”, respecto de lo cual plantea que mayores grados de modernización y eficiencia sólo serán posibles si se dota al municipio de mecanismos adecuados para la administración de su recurso humano, máxime si se tiene presente que el gobierno local es esencialmente una instancia prestadora de servicios.


En este aspecto, recuerda el mensaje que históricamente ha carecido de autonomía para administrar a su personal, en términos de que para modificar plantas o crear un cargo único para determinada municipalidad, se requiere de una ley que lo haga posible, realidad de la que se ha hecho cargo el artículo 110 (121) de la Constitución Política que consagra el principio de que la creación y supresión de empleos municipales pasen a constituir un mecanismo cuya aplicación ejercerán las propias autoridades comunales, siempre, eso sí, ajustado a las prescripciones que la ley señale (el presente proyecto).


En el mismo sentido, advierte el mensaje, la norma constitucional prevé un mecanismo de administración municipal en materia de remuneraciones del personal.


Agrega que en el tratamiento legislativo de estos asuntos han de tenerse presente las siguientes reflexiones:


La regulación del artículo 110 (121) de la Constitución debe constituir un imperativo para el Gobierno que corresponde al Legislativo perfeccionar:


Las nuevas atribuciones que el referido precepto entrega a los municipios tienen por propósito una mayor eficiencia en la gestión; mejor prestación de servicios a la comunidad, y condiciones laborales y remuneracionales más favorables para los empelados municipales.


El sentido lógico del artículo 110 (121) de la Constitución, continúa, debe orientar la formulación de una ley marco que consagre los grandes principios regulatorios dentro de los cuales el municipio ejercerá sus nuevas facultades, de modo de establecer una ecuación coherente entre las nuevas prerrogativas de la autoridad y los derechos de los funcionarios.


Esta nueva legislación no debe ser tan flexible para impedir que se vulneren los derechos del estamento funcionario, pero tampoco ha de ser tan restrictiva que haga impracticable las nuevas atribuciones previstas para la autoridad municipal.


Concluye el mensaje expresando que acudir a uno u otro extremo es jurídicamente incorrecto e impediría transitar por la senda apropiada para imprimir un sólido atributo de modernidad en el ámbito del municipio.”.

VI. DESCRIPCIÓN DEL PROYECTO

No obstante los acuerdos de esta Comisión acerca de la idea de legislar respecto de este proyecto que se insertan en los acápites pertinentes, consignamos a continuación una descripción de las normas contenidas en su texto original, el cual está conformado por dos artículos permanentes y cuatro transitorios. A su vez, el artículo 1º permanente se subdivide en diecisiete numerales y el 2º, en cuarenta y nueve.


Los numerales 1), 2) y 3) del artículo 1º permanente sugieren adecuar la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades a la nueva nomenclatura de las proposiciones formuladas en materia de modernización municipal. De este modo, la adecuación consiste en modificar ítem tales como la organización interna, personal y remuneraciones. Sobre este último punto, cabe destacar la introducción de un mecanismo para determinar el monto que corresponda a cada estamento -excluido el alcalde- que consiste en un procedimiento reglado de carácter exclusivamente local, que deberá considerar la participación consultiva del estamento funcionario y preservar las atribuciones legales de las autoridades municipales, en particular la iniciativa del alcalde y la capacidad resolutiva del concejo. Con todo, las remuneraciones que cada municipalidad fije para su personal estará siempre sujeta a la aprobación de los dos tercios de los concejales en ejercicio y, además, al control de legalidad de la Contraloría General de la República, por la vía de la toma de razón correspondiente del decreto alcaldicio.

Los numerales 4), 5) y 6) del referido artículo 1º, introducen modificaciones al párrafo 7º del Título I de la Ley Orgánica Constitucional sobre Municipalidades. Mediante estos números se incorporan, a propósito de la fiscalización que le cabe a la Contraloría General de la República, nuevas facultades en caso de advertir acciones u omisiones de los alcaldes o de los concejales que puedan afectar la probidad administrativa o, en su caso, implicar un notable abandono de deberes.


Los numerales 7), 8) y 9) del artículo 1º prevén, entre otros, que el alcalde reelegido será responsable de los hechos que atenten contra la probidad administrativa que les sean imputables, siempre y cuando hayan acontecido en el período inmediatamente precedente.


Específicamente, el numeral 9) consigna una modificación relativa al procedimiento aplicable para hacer efectiva la responsabilidad del alcalde por incumplimiento de las normas sobre probidad o con el notable abandono de deberes, remitiéndolo a la ley Nº 18.593, sobre los Tribunales Electorales Regionales.


Relacionado con lo anterior, el mismo numeral en su letra d) consagra un concepto de notable abandono de deberes, estableciendo parámetros para la determinación de los elementos que han de considerarse al momento de la presentación de la solicitud para la sanción de las conductas tipificadas.


Los numerales 10), 11) y 12) contienen modificaciones en materia de atribuciones de los alcaldes, fijando, además, una nueva escala de remuneraciones.


A su turno, los numerales 13) y 14) del artículo 1º modifican los artículos 76 y 77 de la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades. Dichos preceptos regulan materias relativas a la cesación en los cargos de concejal, resaltando aquí el hecho de que estos también podrán incurrir en la causal de notable abandono de deberes.


El numeral 15), enmienda el párrafo 1º del Título VI de la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, proponiendo modificaciones en torno a las facultades y actividades de las corporaciones, fundaciones y asociaciones municipales.


Finalmente, los numerales 16) y 17) establecen normas relativas al plazo de prescripción para hacer efectiva la responsabilidad de alcaldes y concejales, como también para la fijación del número de habitantes en las comunas a los efectos de determinar la población de las mismas en torno al censo vigente.


El artículo 2º permanente introduce modificaciones a la ley Nº 18.833, sobre Estatuto Administrativo de los Funcionarios Municipales. Esta disposición está dividida en 46 numerales que pasamos a describir a continuación.


Los numerales 1), 2), 3), 4), 5), 6), 7), 8), 9), 10), 12), 14), 15), 16), 19), 24), 29), 30), 31), 32), 33) y 34) del artículo 2º proponen reformas en materias de personal, plantas y promociones.


Los numerales 11), 17) y 18) introducen normas vinculadas al ejercicio de la facultad municipal de crear y suprimir empleos. Es de destacar que el alcalde, previo a la presentación del plan ante el concejo, deberá consultar a la o las asociaciones de funcionarios existentes en la municipalidad, con el fin de que formulen sus observaciones.


Los numerales 13) y 35) del artículo 2º proponen enmiendas en materia de concursos, haciendo hincapié en asegurar la objetividad, transparencia, no discriminación, calidad técnica y operación de los mismos.


Los numerales 20), 21), 22) y 23) sugieren modificaciones en el presupuesto municipal, destacando la provisión de los fondos necesarios para el desarrollo del programa de capacitación anual del personal, contribuyendo de esa manera al efectivo progreso de la gestión municipal.


Los numerales 25) al 28) presentan transformaciones a propósito del tema de las calificaciones, destacándose la dictación de un reglamento que establecerá los factores de evaluación y su ponderación.


Por su parte, los numerales 36), 37), 38), 39) y 45) contienen propuestas acerca de los sueldos y subrogaciones. En materia de remuneraciones, importa resaltar que éstas podrán ser permanentes, transitorias y variables, sin perjuicio de lo cual cada uno de los sistemas que apruebe la municipalidad sólo será aplicable al personal que se rija por el Estatuto Administrativo de los Empleados Municipales.


Los numerales 40) y 41) formulan enmiendas de forma y adecuación.


El numeral 46) expone las modificaciones relativas a la “consulta reglada local”. Este es un sistema de fijación de las remuneraciones que consiste en un procedimiento formal de consulta a sus funcionarios, en el que cada municipalidad, por intermedio de su alcalde, recaba la opinión de los trabajadores respecto del proyecto de remuneraciones aplicable al período que el mismo señale. A propósito de estas observaciones, es preciso señalar que una vez formuladas y contestadas por el alcalde, las partes dispondrán de un plazo de 10 días hábiles para sostener conversaciones sobre los diversos contenidos del proyecto, pudiendo el alcalde modificar el proyecto o, en su caso, mantener el original


Tienen derecho a participar de esta consulta todos aquellos trabajadores regidos por el Estatuto Administrativo de los funcionarios municipales. Sin embargo, de esto no podrán ser partícipes las personas contratadas a honorarios, los directivos de confianza, los jueces de policía local y, finalmente, los funcionarios a quienes les corresponda asistir y asesorar al alcalde en la elaboración del proyecto de remuneraciones.


Para su aprobación, el proyecto requerirá del voto favorable de los dos tercios de los concejales en ejercicio, no pudiendo aumentar la propuesta de gastos que comprenda el mismo, sino sólo aceptarla, disminuirla o modificar su distribución.


Los numerales 47) y 48) introducen modificaciones de forma.


El numeral 49) del artículo 2º, propone una norma que beneficia a aquellos funcionarios de carrera que se acojan a retiro por la supresión del respectivo empleo. Esta consiste en el pago de una indemnización equivalente a una remuneración mensual por cada año de servicio en el municipio, y fracción superior a 6 meses, con un máximo de once meses.


Finalmente, este numeral dispone que los funcionarios que cesaren en sus cargos percibiendo la referida remuneración, no podrán ser nombrados ni contratados, bajo ninguna modalidad, en la misma municipalidad, durante los 3 años siguientes al término de la relación laboral, salvo que el funcionario cesado restituya los montos recibidos a título de indemnización.


Los artículos 1º y 2º transitorios disponen que la aplicación de la presente ley no puede significar disminución del sueldo u otras remuneraciones fijas, las cuales seguirán percibiéndose por los respectivos funcionarios hasta la época en que se inicie la vigencia de las condiciones de empleo y remuneración que se fijen por cada municipalidad.


El artículo 3º transitorio prescribe que los municipios que, a la fecha de publicación de la presente ley, superen las cantidades del gasto máximo en personal dispuesto en los artículos 1º de la ley Nº 18.294 y 67 de la ley Nº 18.382, no podrán aumentarlo en razón de las atribuciones que entrega esta ley.


Por último, el artículo 4º transitorio establece condiciones y requisitos para llevar a cabo la primera consulta reglada local.

VII. IDEA DE LEGISLAR


Incluimos en este acápite, a continuación, una síntesis de las intervenciones y documentos aportados durante el primer debate en general de esta iniciativa y las opiniones u observaciones que ellas merecieron a los señores Senadores integrantes de esta Comisión.


En sesión de 20 de marzo del año 2007, la Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo, señora Claudia Serrano, se refirió, en general, a la idea de legislar respecto de este asunto.


La señora Subsecretaria inició su intervención expresando que el municipio chileno ha experimentado grandes transformaciones desde su democratización, el año 1992. Las actuales plantas municipales datan de 1994, y su organización no da cuenta de los actuales requerimientos ciudadanos y de las funciones que gradual y progresivamente han asumido. Sus recursos se han triplicado, han comprometido nuevas funciones y tareas, tanto de gestión interna como en la administración del territorio. 


Los ciudadanos esperan que sea el municipio el que les resuelva sus problemas. La actuación del gobierno municipal centrada únicamente en la atención de los servicios y equipamientos sociales resulta insuficiente en el mundo moderno. En efecto, los gobiernos locales constituyen las instancias más próximas a la ciudadanía y tienen una función importante como agentes del desarrollo económico y social de las localidades (por ejemplo, en la promoción del desarrollo productivo y el empleo). Asimismo, día a día son preponderantes en la negociación de un “nuevo contrato social” al nivel local. Ese es el futuro de los municipios, y la regulación debe, pese a reconocer la utopía al plantear estas nuevas tareas, sentar las bases para ese desafío que es inevitable que deban asumir finalmente.


Agregó que el nuevo gobierno municipal "reivindica el trabajo en equipo, visión y estrategias conjuntas, democracia de deliberación, participación ciudadana, fortalecimiento de las capacidades del gobierno local para abordar los problemas de desarrollo, el rescate de la metodología de la planificación, de seguimiento y rendición de cuentas". En la agenda del gobierno municipal, su reinvención política se expresa en la urgencia por promover las competencias del municipio, favoreciendo la descentralización de las relaciones laborales con la finalidad de poder definir autónomamente los cambios que se requiere para ofrecer servicios de calidad a la población. 


Señaló, a continuación, que los objetivos principales de la reforma al sistema municipal que contempla el artículo 121 se deben orientar a:


a) Dotar a los municipios de una mayor flexibilidad orgánica y funcional. En consecuencia, la norma aprobada les permitirá crear los órganos y unidades que requieran para el cumplimiento de sus funciones, de acuerdo con los lineamientos que al efecto entregue la ley orgánica constitucional.


b) Entregar mayores facultades a los municipios para la administración del recurso humano, facultándolos para crear y suprimir empleo y fijar remuneraciones, dentro de los límites y requisitos que determine la ley orgánica constitucional.


c) Generar las bases institucionales para que puedan definir políticas de recursos humanos que transformen la gestión municipal a los requerimientos actuales, en los que la capacitación y el perfeccionamiento de los funcionarios deben tener un rol preponderante.


De lo anterior, señaló, la nueva institucionalidad municipal permitirá:


a) Contar con estructuras organizacionales modernas. Se permite a los alcaldes efectuar modificaciones a la planta municipal, regulando la facultad de crear y suprimir empleos, en un marco de respeto de los derechos funcionarios. 


b) Fortalecer un esquema de relaciones laborales descentralizadas entre funcionarios y municipios, en que se define un mecanismo de negociación colectiva al nivel local.


c) Mantener el régimen estatutario de sus trabajadores, la carrera funcionaria basada en el mérito, la experiencia y la idoneidad de los funcionarios, garantizando la igualdad para el ingreso y la promoción por medio del ascenso o del concurso, según corresponda, la dignidad de la función municipal, la estabilidad en el empleo, la capacitación y la objetividad en las calificaciones en función del mérito y el perfeccionamiento funcionario.


d) Establecer un sistema de remuneraciones que distinga entre remuneraciones permanentes, transitorias y variables es uno de las ideas matrices de éste proyecto. De esta forma, las permanentes será de carácter general y estarán asociadas al grado que detente el funcionario. El componente variable, a su vez, estará vinculado a la gestión y desempeño, sobre la base de resultados individuales o colectivos.


e) Favorecer procesos de diálogo y participación funcionaria sobre un conjunto amplio de condiciones de empleo y remuneración, resguardando que no se vulnere la carrera funcionaria en lo concerniente a la remuneración asignada a cada grado y que no se generen inequidades que puedan impactar negativamente en la gestión municipal. 


f) Perfeccionar, finalmente, las normas sobre capacitación de los funcionarios, la que hoy sólo es considerada como un factor para el ascenso y no como una necesidad institucional para mejorar la gestión municipal.


En relación con los contenidos específicos del proyecto, manifestó que la normativa no debe permitir que la discrecionalidad de la autoridad municipal favorezca la vulneración de los derechos de los funcionarios y de la carrera funcionaria propiamente tal, y garantizar que la población pueda acceder a los servicios municipales en igualdad de condiciones, municipio a municipio. A su vez, tampoco sería apropiado que dicha normativa sea tan restrictiva y burocrática, que haga impracticables e ilusorias las nuevas atribuciones que se entregan a los municipios. 


Basados en este espíritu, los criterios contenidos en la propuesta para regular las nuevas facultades municipales son las siguientes: 


a) Autonomía y estructura orgánica interna. Cada municipalidad estará facultada para darse la estructura interna que sea coherente con el plan comunal de desarrollo. 


b) Estructura mínima. Sin perjuicio de la atribución de determinar su estructura interna, las municipalidades deberán considerar unidades responsables de: control interno, secretaría municipal, planificación, obras municipales y desarrollo social. En todo caso, con las unidades que se den las municipalidades deberán garantizar la prestación de los servicios y el ejercicio de las funciones que las leyes les encomiendan.


c) La creación o supresión de empleos deberá resolverse conforme el reglamento que establezca la estructura organizacional en armonía con el plan comunal de desarrollo y la política de recursos humanos. 


d) Las atribuciones municipales de creación y supresión de empleos, fijación de remuneraciones y determinación de la estructura orgánica, deberán ser aprobadas por los dos tercios de los concejales en ejercicio, formalizadas mediante resolución alcaldicia y sujetas al trámite de toma de razón por la Contraloría General de la República.


e) La atribución de crear y suprimir empleos, sólo podrá ejercerse una vez en cada período alcaldicio y nunca en año de elecciones municipales.


f) Para resolver sobre la supresión de empleos, la municipalidad habrá de considerar sus necesidades de funcionamiento y, en primer término, los cargos que se encuentren vacantes y que no sean necesarios para la debida gestión municipal. 


g) La supresión del empleo da derecho a indemnización al funcionario afectado, hasta un máximo de 11 meses. 


h) Las remuneraciones que estén percibiendo los funcionarios al momento de entrar en vigencia la regulación, constituirán el piso mínimo de remuneración en el nuevo sistema, y la aplicación de éste sólo podrá implicar mayores remuneraciones para el funcionario.


i) Se permite establecer asignaciones adicionales vinculadas al carácter crítico o especial de ciertas funciones o empleos. 


j) La fijación de remuneraciones deberá enmarcarse en un límite máximo de gasto en personal, no más del 35% de los ingresos propios de cada municipalidad.


k) La carrera funcionaria municipal se ordenará por ascenso y por concurso: por ascenso, en los estamentos de administrativos y auxiliares; y siempre por concurso, en los estamentos técnico, profesional y jefatura. El estamento directivo será de exclusiva confianza, con la excepción de obras municipales y control interno.


l) La existencia de la responsabilidad civil, además de la administrativa, para las autoridades municipales que sobrepasen el límite autorizado de gasto en materia de remuneraciones.


m) Se consagra en cada municipalidad un procedimiento de “consulta reglada local” para los funcionarios (negociación local), a través del cual se garantiza su debida participación en la definición de las condiciones comunes de trabajo y remuneración.


Enseguida, recordó que el proyecto de modernización como fuera originalmente concebido, entrega a los municipios autonomía en cuanto a objetivos y medios, pero debe ser fortalecido en aquellos aspectos que aseguren servicios de calidad a la población,  considerando la asimetría de realidades.


En ese contexto, el Ejecutivo ha definido fortalecer la regulación y el equilibrio entre las facultades que se le asignan a los municipios, el irrestricto respeto a los derechos de los funcionarios y la necesidad de garantizar servicios de calidad a la población.


La reactivación del trámite legislativo del proyecto de modernización municipal se ha definido en el entendido de que el Congreso Nacional deberá dar una apropiada regulación a las atribuciones que se le entregan a los municipios.

Se han alcanzado consensos importantes en un gran número de materias pero, sin lugar a dudas, será en la tramitación legislativa donde se deberán resolverse las restantes discrepancias que aún existan en lo concerniente a la regulación.


Concluyó su intervención señalando lo siguientes aspectos de la iniciativa respecto de los cuales el Ejecutivo formulará indicaciones:


a) Incremento en la escala de sueldos base municipal el año 2008 (Compromiso de noviembre de 2006, entre el Gobierno – Asociación Chilena de Municipalidades y Asociación de Empleados Municipales de Chile). Se trata del incremento que determinará los sueldos base de la escala de sueldos municipales con los que se entrará al régimen de relaciones descentralizadas, de conformidad con el artículo 121 de la Constitución Política.


b) Renovación indefinida de la asignación de modernización establecida en la ley Nº 19.803. Se establece la renovación indefinida de esta asignación, con la posibilidad de ser modificada o cambiada por otro tipo de asignación variable ligada a gestión o desempeño que las partes puedan pactar en el futuro.


c) Reglamento de funciones. Enumeración de algunas funciones principales que deben ser asumidas dentro de la organización interna que autónomamente se dé el municipio, relacionadas con las funciones de aseo y ornato, tránsito y transporte público, administración y finanzas municipales, asesoría jurídica y servicios de salud y educación municipal.


d) Control interno. Fortalecimiento de la unidad de control interno municipal, en armonía con las iniciativas en materia de probidad y transparencia.


e) Creación de una comisión técnica bipartita para la formulación de la política de recursos humanos, en las municipalidades con una dotación relevante.


f) Fortalecimiento de la carrera funcionaria en materia de regulación de la capacitación y perfeccionamiento profesional y en materia de calificaciones.


g) Equilibrios en remuneraciones. Se propondrá que las rentas variables no representen más de un % (a definir) de las remuneraciones mensuales de los funcionarios, y que los sueldos base de la escala municipal en cada municipio sólo podrán ser objeto de reajustes generales.


h) Procedimiento de negociación colectiva para la fijación de condiciones comunes de trabajo y remuneración en el nivel municipal, con mecanismos de resguardo para los trabajadores. Se establece el derecho a optar por mantener beneficios vigentes y garantizar reajustabilidad futura.


i) Acuerdos sobre remuneraciones que involucren a más de una municipalidad. Facultad para negociaciones voluntarias y directas entre municipios y una o más asociaciones de funcionarios. Los acuerdos deberán ser aprobados por los dos tercios de los concejales en ejercicio.


j) Representación de los trabajadores. Adecuación de la representación de trabajadores para efectos de la negociación, excluyendo la coexistencia de grupos negociadores y asociaciones de funcionarios representativas.


k) Publicidad de las remuneraciones y beneficios de los funcionarios municipales. Registro y publicación del decreto que formaliza el régimen de remuneraciones y beneficios aprobados por el concejo.


l) Los pagos de indemnizaciones que efectúen las municipalidades con motivo de la supresión de empleos, no serán computados para efectos de la restricción de las remuneraciones del 35% de los ingresos propios de la respectiva municipalidad.


m) Adecuaciones sugeridas por la Contraloría General de la República al proyecto de modernización en su informe al Senado Nº 38.180, de fecha 16 de Agosto de 2005.

- - -


En sesión de 3 de abril del año 2007, el Presidente de la Confederación Nacional de Funcionarios Municipales de Chile, señor Oscar Yáñez, expresó que las municipalidades chilenas han experimentado grandes cambios y transformaciones y que los ciudadanos exigen y esperan que sean estos servicios los que les resuelvan sus problemas, pues son las administraciones locales las instancias más cercanas a la gente y son los agentes de desarrollo económico y social de sus localidades.


La reforma municipal debe estar orientada a dotar a los municipios de una adecuada estructura orgánica, funcional a sus tareas, a entregar facultades para administrar a su personal y a generar las bases institucionales para definir políticas de recursos humanos que transformen la gestión municipal para ser útil a los requerimientos de la comunidad, donde los funcionarios juegan un papel preponderante.


En este contexto, es necesario dejar establecido que esta Confederación desea avanzar en el proyecto de reforma municipal actualmente en trámite legislativo y, en segundo término, manifestar con mucha fuerza que aspira a una normativa que no permita la discrecionalidad de las autoridades municipales, que vulneren los derechos de los funcionarios, y que garantice que la comunidad pueda acceder a servicios municipales de calidad en igualdad de condiciones.


Así, continuó, esta Confederación entiende que será responsabilidad del Congreso Nacional dar una apropiada regulación a las nuevas facultades municipales que le entrega el artículo 121 de la Constitución Política a las municipalidades, debiendo buscar el justo equilibrio entre estas facultades y el irrestricto respeto de los derechos de los funcionarios y la necesidad de garantizar servicios de calidad a la ciudadanía.


Basados en este espíritu es que la Confederación presentó al Gobierno, a la Asociación Chilena de Municipalidades y al Parlamento un proyecto de ley alternativo, que recoge la visión y las expectativas de los 40.000 funcionarios municipales de Chile, el cual fue sancionado en la asamblea nacional realizada en el mes de marzo de 2005, en la ciudad de Valparaíso.


Este proyecto ha sido elaborado considerando los siguientes elementos y antecedentes:


1. La disposición del propio artículo 121 del texto constitucional, cuando expresa que “Estas facultades se ejercerán dentro de los límites y requisitos, que, a iniciativa del Presidente de la República, determine la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades”.


2. El mandato del artículo 38 de la Constitución Política del Estado, que establece que una ley orgánica constitucional determinará la organización de la Administración Pública, garantizará la carrera funcionaria y sus principios de carácter técnico y profesional, y asegurará tanto la igualdad de ingreso a ella como la capacitación y el perfeccionamiento de los funcionarios.

3. La carrera funcionaria, derecho fundamental de los funcionarios públicos en general y de los funcionarios municipales en particular, la cual para que sea operativa implica:


- La estabilidad en el empleo o la función.


- La promoción, que es la posibilidad de ir ascendiendo grado a grado y que conlleva el derecho a que se respeten las reglas sobre ascenso.


- La calificación en el desempeño, lo cual hace posible la promoción.


- La capacitación y el perfeccionamiento, que permite mejorar el desempeño funcionario, una mejor calificación y la consecuencial posibilidad de promoción.


4. El respeto y la aplicación de los Convenios Internacionales de la OIT, en especial los Nºs. 87, 98 y 151 que Chile ha suscrito, en el sentido de que el proyecto de ley debe garantizar la negociación como mecanismo de participación de los trabajadores municipales, a través de sus organizaciones de base y nacional, para la determinación de sus condiciones de empleo (estructura interna, protección y fomento de la carrera funcionaria, creación y supresión de empleos, remuneraciones, política de recursos humanos, capacitación y perfeccionamiento).


5. Los acuerdos de las mesas técnicas de trabajo, tripartita (Gobierno–ASEMUCH–ACHM), y bipartita (Gobierno–ASEMUCH), alcanzados desde el año 1997 y que el Gobierno no ha considerado en el proyecto.


La Confederación, agregó, está cierta que su propuesta interpreta las justas aspiraciones de los trabajadores municipales del país respecto de una trascendental reforma al sistema municipal chileno. Ahora le corresponde al Parlamento legislar para hacer compatible los intereses de la comunidad y de las autoridades locales con los de los trabajadores.


Señaló, a continuación, que sólo pretende brindar una visión general de los tópicos más importantes en materia de organización interna y posteriormente en personal, creación y supresión de empleos, remuneraciones, negociación colectiva y participación funcionaria, carrera funcionaria y Estatuto Administrativo.


Por lo que hace a la organización interna, enumeró el soporte constitucional que respalda las innovaciones en el quehacer municipal:


1. El artículo 38 de la Constitución Política, que establece que una ley orgánica constitucional determinará la organización básica de la Administración Pública.


2. El artículo 121 (ex 110) de la Carta Fundamental, que establece que las municipalidades, para el cumplimiento de sus funciones, podrán establecer los órganos o unidades que la ley orgánica constitucional permita. Esta facultad se ejercerá dentro de los límites y requisitos que se determinen en dicha ley.


3. La sentencia del Tribunal Constitucional, que ha declarado que de conformidad con el artículo 7º de la Constitución, la determinación de las facultades y atribuciones que se asignen a los órganos o unidades municipales deberán definirse en la propia norma que las regula.


Consignó, a continuación, las principales propuestas de la Confederación en materia de organización:


1. Se debe mantener la diferenciación entre las comunas del país en relación con el número de habitantes para los efectos de establecer su organización interna.


2. Para comunas con población superior a 100 mil habitantes, y con el fin de asegurar el cumplimiento de las funciones y atribuciones de sus municipalidades, han de mantenerse las unidades señaladas en el actual artículo 15 de la ley orgánica, agregando a la unidad de desarrollo comunitario la función social; administración municipal; relaciones laborales y bienestar; cultura y turismo; computación, informática y fomento productivo.


3. Para las comunas cuya población sea igual o inferior a 100 mil habitantes, las municipalidades han de incluir en su organización interna las siguientes unidades: Secplac; secretaría municipal; obras municipales; control interno; desarrollo social y comunitario, y todas o algunas de las unidades genéricas señaladas para las comunas de más de 100 mil habitantes.


4. Las municipalidades de menor número de habitantes podrán refundir en una misma unidad dos o más funciones genéricas.


5. Se mantienen las funciones y atribuciones de las unidades municipales establecidas en el actual articulado de la ley orgánica y se consignan las funciones y atribuciones de las nuevas unidades que se proponen.


6. Dictar una norma que faculte a las municipalidades para crear aquellas unidades necesarias que les permitan cumplir con las funciones y atribuciones que se les asignen por el nivel central.


7. Para establecer la organización interna, las municipalidades han de considerar las características, necesidades e intereses de la comuna; el cumplimiento de todas y cada una de las funciones y atribuciones fijadas en la Constitución Política y en la ley respectiva; la dotación de personal; el presupuesto municipal; el plan de desarrollo comunal; la política de recursos humanos, y la necesaria coordinación entre las unidades del municipio.


8. Cualquier modificación de la organización interna, implicará la creación o supresión de unidades y por ende de empleos, alterando el número de cargos de la planta, ya sea por asumir o dejar de realizar funciones. Es por ello que ASEMUCH, en su proyecto, plantea la participación de los funcionarios en esta importante facultad municipal. Los mecanismos de participación funcionaria que se proponen son:


- La negociación, que permite a los funcionarios a través de su organización sindical, establecer, junto con el empleador, la determinación de sus condiciones de empleo (estructura interna, protección y fomento de la carrera funcionaria, remuneraciones, política de recursos humanos, capacitación y perfeccionamiento), o en su defecto;


- Que el mecanismo de participación de la propuesta de organización se realice a través de un comité técnico municipal bipartito (la mitad de sus miembros la nombra el alcalde y la otra mitad la o las asociaciones de funcionarios); la propuesta deberá ser aprobada por los 2/3 de los concejales en ejercicio en una sesión especial, y se formaliza a través de un decreto alcaldicio sujeto a la toma de razón por la Contraloría General. Cabe hacer presente que este mecanismo había sido acordado en las mesas de trabajo y el Ejecutivo no lo consideró en el proyecto de ley.


9. Las funciones y atribuciones específicas que se asignen a cada una de las unidades que se creen se regulará mediante un reglamento interno, el cual será elaborado y propuesto al alcalde por el comité técnico municipal, aprobándose y formalizándose según el mismo procedimiento anterior.


10. La Confederación comparte el criterio de que dos o más municipalidades, mediante convenio, puedan participar de una misma unidad, exceptuando la secretaría municipal y la de control interno.


11. Las unidades que se creen sólo podrán recibir la denominación de dirección, departamento, sección y oficina.


No obstante lo señalado anteriormente, el proyecto debiera establecer los requisitos y condiciones a través de los cuales el municipio otorgará el nivel jerárquico de dirección, toda vez que la redacción actual de la norma es genérica al disponer que revestirán dicha calidad “aquellas áreas en que se agrupen las funciones de mayor importancia y complejidad dentro de cada municipalidad”, quedando a la libre ponderación que haga cada autoridad.


12. Lo manifestado en el punto anterior tiene una importancia relevante con los cargos de exclusiva confianza del alcalde, pues el proyecto establece que tendrán dicha calidad las personas nombradas como titulares en dichas direcciones, excluyendo solamente a la unidad de obras municipales y de control interno.


La Confederación no está de acuerdo con esta facultad discrecional que el proyecto otorga a al autoridad municipal, en que toda la plana directiva de cada municipio es de exclusiva confianza del alcalde, pues cada cuatro años se cambian las autoridades y, por ende, los funcionarios de confianza, lo que generará trastornos en la administración y operación de los servicios municipales. Sin perjuicio de ello, esta situación podría dificultar el proceso de calificación funcionaria, ya que la junta calificadora quedará constituida por funcionarios de confianza del alcalde, a lo que agrega que en iguales términos quedará compuesta la comisión de concursos a los cargos vacantes.


Consecuente con lo anterior, ASEMUCH sostiene que se deben mantener los cargos de exclusiva confianza del alcalde en los términos que actualmente lo establece la ley orgánica.


13. Finalmente, propone que al momento de legislar, se ponderen las consideraciones que al efecto ha formulado la Contraloría General de la República en su oficio Nº 38.180, de fecha 18/08/2005, requerido por la Comisión de Gobierno del Senado:


- En relación con la unidad de control interno, si bien ella está entre las obligatorias, el proyecto admite que las funciones de control queden radicadas en un nivel inferior; no prevé requisitos especiales para ejercer su jefatura, y no restringe las posibilidades de remoción del funcionario. Todo ello, según el órgano contralor, resta independencia e importancia al conjunto de funciones de esta unidad.


- Respecto de la unidad de asesoría jurídica, atendida la relevancia de los aspectos legales de las actuaciones municipales, esta unidad debe ser consignada expresamente en la ley, pues su omisión no se condice con el objetivo de fortalecer los principios de transparencia y probidad de que habla el mensaje presidencial.


- La unidad de administración y finanzas, en opinión de la Contraloría, debería establecerse a nivel legal, ya que dejar entregada su creación a la decisión de cada municipio puede implicar la fragmentación de las diversas actividades que esa unidad desarrolla en distintas unidades, lo que no se aviene con la necesidad de avanzar hacia un municipio eficiente en su gestión.

- - -


En sesión de 10 de abril del año 2007, intervino nuevamente la Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo, señora Claudia Serrano, quien se refirió con mayores detalles respecto de los contenidos específicos del proyecto.


Al efecto, señaló que la normativa no debe permitir que la discrecionalidad de la autoridad municipal favorezca la vulneración de los derechos de los funcionarios y de la carrera funcionaria propiamente tal, y garantizar que la población pueda acceder a los servicios municipales en igualdad de condiciones, municipio a municipio. A su vez, tampoco sería apropiado que dicha normativa sea tan restrictiva y burocrática que haga impracticables e ilusorias las nuevas atribuciones que se entregan a los municipios.


Basados en este espíritu, los criterios contenidos en la propuesta para regular las nuevas facultades municipales son los siguientes:

A. AUTONOMÍA ESTRUCTURA ORGÁNICA INTERNA


Cada municipalidad estará facultada para darse la estructura interna que sea coherente con el plan comunal de desarrollo y la política de recursos humanos. La fijación de la estructura interna requerirá la aprobación de los dos tercios del concejo municipal, y se formalizará por decreto alcaldicio afecto al trámite de toma de razón.


Dotar a los municipios de una mayor flexibilidad orgánica y funcional permite a los municipios crear los órganos y unidades que requieran para el cumplimiento de sus funciones, de acuerdo con los lineamientos que al efecto les entrega la ley orgánica.

Estructura mínima


Sin perjuicio de la atribución para determinar su estructura interna, las municipalidades deberán considerar unidades responsables de: control interno, secretaría municipal, planificación, obras municipales y desarrollo social. En todo caso, con las unidades que se den, las municipalidades deberán garantizar la prestación de los servicios y ejercicio de las funciones que las leyes les encomiendan.


Esta estructura interna que se fija como mínima es superior a lo actualmente existente, y por cierto superior a la actual exigencia legal.


En efecto, el actual artículo 16 de la ley orgánica establece que las municipalidades de población superior a 100.000 habitantes deben contar con una secretaría municipal, una secretaría comunal de planificación y, a lo menos, unidades encargadas de cada una de las funciones genéricas señaladas en el artículo 15 de la ley, esto es, las funciones de prestación de servicios y administración interna relacionadas con el desarrollo comunitario, obras municipales, aseo y ornato, tránsito y transporte públicos, administración y finanzas, asesoría jurídica y control.


Para municipios de menos de 100.000 habitantes, la actual ley, en su artículo 17, obliga a contar solo con la secretaría municipal y, a lo menos, con unidades encargadas de cada una de las funciones genéricas señaladas en el artículo 15. Se establece que podrán contar con una secretaría comunal de planificación, y se las autoriza para “refundir”, en una unidad, dos o más funciones genéricas.

Reglamento de Funciones


Enumeración de las funciones principales genéricas que deben ser asumidas dentro de la organización interna que autónomamente se dé el municipio, relacionadas con las funciones de aseo y ornato, tránsito y transporte público, administración y finanzas municipales, asesoría jurídica y servicios de salud y educación municipal.

B. LA CREACIÓN O SUPRESIÓN DE EMPLEOS


Deberá resolverse conforme el reglamento que establezca la estructura organizacional y en armonía con el plan comunal de desarrollo y la política de recursos humanos. La atribución de crear y suprimir empleos sólo podrá ejercerse una vez cada período alcaldicio y nunca en año de elecciones municipales.


Para resolver sobre este asunto, la municipalidad deberá considerar sus necesidades de funcionamiento y, en primer término, los cargos que se encuentren vacantes y que no sean necesarios para la debida gestión municipal. El funcionario afectado por la supresión tendrá derecho a una indemnización proporcional al tiempo de prestación de servicios, con un tope de 11 meses.

Aprobación del Concejo


Las atribuciones municipales de: creación y supresión de empleos, fijación de remuneraciones y determinación de la estructura orgánica serán aprobadas por los dos tercios de los concejales en ejercicio, formalizadas mediante resolución alcaldicia y sujetas al trámite de toma de razón por la Contraloría General de la República.

C. REMUNERACIONES


Las remuneraciones que estén percibiendo los funcionarios al momento de entrar en vigencia la regulación constituirán el piso mínimo de remuneración en el nuevo sistema, el cual sólo podrá implicar mayores remuneraciones para el funcionario.


Se permitirán asignaciones adicionales vinculadas al carácter crítico o especial de ciertas funciones o empleos.


La fijación de remuneraciones deberá enmarcarse en un límite máximo de gasto en personal, no más del 35% de los ingresos propios de cada municipalidad.

D. LA CARRERA FUNCIONARIA MUNICIPAL


La carrera funcionaria municipal se ordenará por ascenso y por concurso: por ascenso, en los estamentos de administrativos y auxiliares; y siempre por concurso, en los estamentos técnico, profesional y jefatura. El estamento directivo será siempre de exclusiva confianza, con la excepción de los directivos de obras municipales y de control interno.

E. NEGOCIACIÓN COLECTIVA LOCAL


Se establecerá en cada municipalidad un procedimiento que garantice la debida participación de los funcionarios en la definición de las condiciones comunes de trabajo y remuneración.


Finalmente, expresó que se formularán indicaciones a:


a) Control Interno: Fortalecimiento de la unidad de control interno municipal, en armonía con las iniciativas en materia de probidad y transparencia. Concretamente, se establecerá que el encargado de control interno no dependerá de una jerarquía distinta al alcalde.


b) Creación de una comisión técnica bipartita para la formulación de la política de recursos humanos, en las municipalidades con una dotación igual o mayor a 50 funcionarios.


c) Fortalecimiento de la carrera funcionaria en materia de regulación de la capacitación y perfeccionamiento profesional, como instrumento para mejorar la calidad de los servicios municipales, y en materia de calificaciones, para resguardar la objetividad de los procesos y respetar el ejercicio de la labor gremial.


d) Equilibrios en remuneraciones: Se consagrará el principio de igual remuneración a similar función. Se propondrá que los sueldos base de la escala de sueldos municipal en cada municipio sólo puedan ser objeto de reajustes generales.


e) Procedimiento de negociación colectiva para la fijación de condiciones comunes de trabajo y remuneración en el nivel municipal, con mecanismos de resguardo para los trabajadores. Se establecerá el derecho de optar por mantener beneficios vigentes y garantizar la reajustabilidad futura.


f) Acuerdos sobre remuneraciones que involucren a más de una municipalidad. Facultad para negociaciones voluntarias y directas entre municipios y una o más asociaciones de funcionarios. Los acuerdos deberán ser aprobados por el concejo municipal por los dos tercios de los concejales en ejercicio.


g) Representación de los trabajadores: adecuación de la representación de los trabajadores para efectos de la negociación, excluyendo la coexistencia de grupos negociadores y asociaciones de funcionarios representativas, con iniciativa para negociar. Conforme a lo anterior, sólo pueden iniciar negociaciones los grupos unidos para tales efectos, cuando no exista asociación de funcionarios.


h) Publicidad de las remuneraciones y beneficios de los funcionarios municipales: registro y publicación del decreto que formaliza el régimen de remuneraciones y beneficios aprobados por el concejo.


i) Los pagos de indemnizaciones que efectúen las municipalidades con motivo de la supresión de empleos no serán computados para efectos de la restricción de las remuneraciones al 35% de los ingresos propios de la respectiva municipalidad.


j) Adecuaciones sugeridas por la Contraloría General de la República al proyecto de modernización en su informe al Senado Nº 38.180, de fecha 16 de agosto de 2005.


k) Incremento en la escala de sueldos base el año 2008 (Compromiso de noviembre de 2006, entre el Gobierno-ACHM-ASEMUCH): Se trata del incremento que determinará los sueldos base de la escala de sueldos municipales con los que se entrará al régimen de relaciones descentralizadas.


l) Renovación indefinida de la asignación de modernización dispuesta en la ley Nº 19.803: Se establece la renovación indefinida de esta asignación, con la posibilidad de ser modificada o cambiada por otro tipo de asignación variable ligada a la gestión o desempeño que las partes puedan pactar a futuro.


m) Incremento de la asignación de mejoramiento de gestión para el primer y segundo año de vigencia de la regulación del artículo 121 de la Constitución Política, en un 2% global cada año: Este incremento responde al compromiso político asumido por el sector municipal, a través de la Asociación Chilena de Municipalidades, en el acuerdo de noviembre de 2006. El Ejecutivo puede contribuir al cumplimiento de ese compromiso, materializando el incremento a través de una iniciativa legislativa previa.


n) Aporte fiscal de cinco mil doscientos millones de pesos para contribuir con el pago de los incrementos en los sueldos base proyectados para el año 2008.


o) Autorización de anticipos con cargo al Fondo Común Municipal para municipios que necesiten liquidez con el fin de pagar finiquitos de funcionarios afectados por supresiones de empleo.


p) Finalmente, se propone una vacancia de la ley, en el supuesto que deba sancionarse dentro del año 2007. La idea es que entren en vigor las disposiciones relacionadas con la creación y supresión de cargos y de negociación colectiva, sólo a partir del año 2009. Los incrementos en la escala de sueldos regirán desde enero del año 2008.

- - -



Luego de la exposición de la señora Subsecretaria, el Honorable Senador señor Orpis consultó acerca de las razones que impulsaron al Ejecutivo para elevar el número de unidades que actualmente consagra la ley orgánica constitucional de municipalidades en relación con los organismos que allí se contemplan. Señaló que la indicación sustitutiva constituye una restricción a la flexibilidad organizativa que tiene el alcalde, más aun cuando se exige contar con el acuerdo de los dos tercios de los miembros del concejo. Con lo anterior, precisó, se constriñe a las administraciones posteriores que pudieren no contar con el quórum antes descrito. 



La señora Subsecretaria de Desarrollo Regional concordó en que los dos tercios constituyen un piso elevado, pero es importante mantenerlo para fijar la organización interna municipal y obtener así una buena gestión que beneficie a la comunidad.


Sobre el particular, el Honorable Senador señor Pérez Varela precisó que con la atribución de fijar planta un alcalde podría alterar la estructura funcionaria varias veces durante su período si tiene el apoyo en el concejo. Manifestó estar de acuerdo con la idea de que se fije una estructura mínima a los municipios. Sin perjuicio de lo anterior, expresó que ello puede ocasionar problemas a las comunas que no superen los 15.000 habitantes, por lo que solicitó al Ejecutivo información sobre la situación de los municipios que se encuentren en la condición antes descrita.


El Honorable Senador señor Bianchi sugirió que, utilizando la estructura de la Asociación Chilena de Municipalidades, los gobiernos locales de mayor tamaño e infraestructura colaboren, una o dos veces al mes, con aquellos municipios que no tengan la dotación suficiente para cumplir con el mandato que se incluye en este proyecto de ley. 



Enseguida, el Honorable Senador señor Núñez señaló que lo que debiera primar, antes de fijar la estructura interna municipal, es el plan de desarrollo comunal, porque es el que rige la organización que debe tener un municipio, tal cual lo señala el artículo 7° de la ley orgánica. Expresó su desacuerdo con lo prescrito en el artículo 17 de la indicación, ya que, según dijo, es una traba innecesaria para los municipios. 



Finalmente, sobre el acuerdo de los dos tercios del concejo municipal, dijo que es la forma adecuada de legitimar el plan de desarrollo comunal y de entregar mayor estabilidad y tranquilidad a los funcionarios.

- - -


En sesión de 4 de junio del año 2007, la Comisión recibió en audiencia al Presidente del Instituto Nacional de Jueces de Policía Local, señor Cristián Arévalo, quien expuso los siguientes comentarios e indicaciones a este proyecto de ley. En primer término, afirmó que la regulación del artículo 121 de la Constitución Política tiene objetivos de mejoramiento de la gestión administrativa municipal, que se entienden importantes para atender de manera más eficiente y eficaz las necesidades de la comunidad local, al fortalecer la autonomía de las municipalidades en la determinación de sus estructuras, con el fin de adecuarlas a las necesidades y capacidades de desarrollo local, como asimismo en la posibilidad de crear sistemas de remuneraciones para los funcionarios municipales que faciliten un mayor rendimiento y una mejor satisfacción laboral.


La labor desempeñada por los jueces de policía local corresponde a aquella definida por la Constitución como propia de los órganos jurisdiccionales; esto es, como tribunales especiales de acuerdo a la naturaleza y materias de que conocen. Por tanto, no es posible asimilarlos a la estructura municipal ni al estamento directivo. La labor jurisdiccional no es compartida por parte de las municipalidades.


En el caso específico del cargo de juez de policía local, por la naturaleza de sus funciones jurisdiccionales y en resguardo de su independencia en la forma que se ha explicado anteriormente, no corresponde que sea asimilado a la condición de directivo, al igual que otros cargos de ese estamento de la planta de cargos, ya que debe tener un tratamiento específico. La figura del cargo debe ser especialmente nominada con esa función en la estructura de la planta, como “Estamento Juez de Policía Local”, e investir la posición jerárquica más alta de los estamentos municipales.


La legislación debe tender a reforzar la independencia de los órganos jurisdiccionales, en coherencia con las normas constitucionales que establecen este principio, de manera que se hace necesario revisar en general la situación que este cargo tiene a partir de la ley Nº 15.231, orgánica de los juzgados de policía local, especialmente para dilucidar legalmente su condición jurídica y su vínculo de orden administrativo y jurisdiccional; como también propender a que las personas que sean designadas en el cargo de juez de policía local, tengan la suficiente experiencia y conocimiento para la función.


En concordancia con lo anterior, se estima necesario reformular el artículo 50 del proyecto, considerando el cargo de Juez de Policía Local como un estamento específico en la planta municipal, distinto y jerárquicamente superior al estamento directivo.


La ley Nº 20.008, publicada en el Diario Oficial de 22 de marzo de 2005, en su artículo 2º otorgó dos asignaciones a los jueces de policía local. Una, denominada de responsabilidad judicial inherente al cargo, correspondiente al 30% de la suma del sueldo base y la asignación municipal, y otra llamada asignación de incentivo de 20% ó 10% de la misma suma de los conceptos ya indicados, según la ubicación de cada juez en el ordenamiento que cada Corte de Apelaciones hace de ellos según sus calificaciones anuales, en tercios. Así el primero tercio recibe un 20% y el segundo un 10%. El restante no percibe este beneficio.


Sin embargo, y con motivo de la aplicación del sistema de otorgamiento de la asignación por gestión jurisdiccional, se han detectado inconvenientes administrativos que es menester atender. En efecto, debe recordarse que este sistema de ordenamiento de las personas a calificar individualmente en tercios, fue eliminado del sistema de calificaciones de la Administración por los efectos negativos generados en el clima laboral.


De este modo, parece más propio que los jueces se adscriban, para la aplicación de la asignación ya dicha, al sistema propio del resto de los jueces sujetos al control de las Cortes de Apelaciones, esto es, la ubicación en Listas Sobresaliente, Muy Buena, Satisfactoria, Regular, Condicional y Deficiente (artículo 278 del Código Orgánico de Tribunales). Lo local es evaluado por la Corte respectiva sobre la base de los mismos conceptos con que se mide el resto de los jueces y que está regulado a través de la misma legislación.


La independencia del juzgado de policía local, continuó, se lograría, además, legislando sobre los siguientes aspectos:


- Sujeción de los funcionarios asignados al juzgado de policía local a un sistema de remuneración variable diferente;


- Participación del juez de policía local en los procesos de selección de personal destinado al tribunal; 


- Participación del juez en el proceso de calificación del personal adscrito al tribunal, formando parte de la junta calificadora en la oportunidad en que corresponda evaluar a ese personal. De este modo, la evaluación tendrá elementos de mayor objetividad respecto del desempeño de cargos que tienen su especificidad, acorde con la naturaleza de la función jurisdiccional en la cual también participa todo el personal del juzgado, restringiendo con ello la posibilidad de presión por este medio.


- Las materias antes señaladas requieren modificaciones a la ley Nº 18.883, Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales.


- Debe establecerse una norma similar a la del personal de la unidad de control, que obliga al alcalde a solicitar acuerdo del concejo para readscribir al personal del juzgado. Los fundamentos de esta propuesta son los mismos que el legislador consideró para garantizar la objetividad y la independencia de la referida unidad al establecer esa norma. Esta materia requiere modificación de la ley Nº 18.695, orgánica constitucional de municipalidades.


- Es importante también que la municipalidad efectivamente ponga a disposición del juzgado de policía local los medios para su funcionamiento, acorde con su capacidad. Esta es una materia crítica si se considera el notable aumento de competencias que la ley ha asignado a estos juzgados.


Sin duda que la asignación de recursos es una fuente importante de poder, y por su intermedio es posible ejercer influencia en los receptores de ellos, lo cual, en el caso de un órgano jurisdiccional, puede derivar en una distorsión grave de la objetividad en la administración de justicia.


De este modo, se estima que una omisión infundada del alcalde en esta materia, debe ser considerada posible causal de notable abandono de deberes, para cuyos efectos es necesario incorporar una norma en este sentido en la ley orgánica constitucional de municipalidades.


- En consecuencia, tanto el juez de policía local como el personal adscrito al tribunal, deben tener normas especiales en los aspectos estatutarios señalados, garantizado así una real independencia y objetividad en la función jurisdiccional que este órgano debe ejercer con eficiencia y en resguardo de los derechos de la ciudadanía local.


Agregó que de acuerdo con las conclusiones precedentes, se estiman pertinentes las siguientes indicaciones a los anteproyectos en referencia sobre modificaciones al proyecto que modifica la ley orgánica constitucional de municipalidades.


1. En el artículo 17 insertar antes de la expresión “Dirección”, la denominación “Juzgados de Policía Local”.


2. Agregar en el último párrafo del inciso segundo del artículo 18, una coma luego de las expresiones “secretaría municipal” y a continuación los vocablos “Juzgados de Policía Local”.


3. En el inciso primero del artículo 44 insertar previo a la palabra “directivos” el nombre de “Jueces de Policía Local”.


4. Sustituir el artículo 50, que propone el artículo 1º Nº 2) del anteproyecto, por el siguiente:


“Artículo 50.- Sin perjuicio de la creación por ley de los juzgados de policía local, corresponderá a cada municipalidad la creación de los respectivos cargos de jueces de policía local, exceptuándose expresamente las fusiones o supresiones de estos tribunales.


El estamento de juez de policía local tendrá el carácter de estamento específico y nominado en la planta de la municipalidad, con el grado inmediatamente inferior al que corresponda al alcalde. Se regirá y se le aplicarán las normas establecidas por la ley Nº 15.231, sobre Organización y Atribuciones de los Juzgados de Policía Local.”.


5. Agregar el siguiente inciso segundo al Nº 8, letra d), del artículo 1º del anteproyecto, que incorpora un inciso final al artículo 60 de la ley Nº 18.695:


“Se considerará también causal de notable abandono de deberes de parte del alcalde, la omisión infundada del alcalde en el cumplimiento de la obligación de la municipalidad de proporcionar los medios y recursos para el funcionamiento del juzgado de policía local.”.


6. Agregar a la letra m) del actual artículo 65, la siguiente expresión antes del punto y coma (;): “y en los juzgados de policía local;”.


7. Insertar en inciso final del artículo 69, luego de “los alcaldes” la expresión “y Jueces de Policía Local”.

Modificaciones al Estatuto Administrativo de Empleados Municipales. Ley Nº 18.883.


1. En el artículo 2º, Nº 6, que modifica el artículo 7º de la ley Nº 18.883, incorporar, antes del término “Directivos” “Jueces de Policía Local” y en el inciso segundo en las posiciones relativas y antecediendo a Directivos, lo siguiente: “Jueces de Policía Local del grado 2 al 6”.


2. En el artículo 2º, Nº 9 del anteproyecto, que reemplaza el artículo 9º, sustituir el inciso segundo por el siguiente:


“A los jueces de policía local les corresponderá, en todo caso, el grado inmediatamente inferior al que corresponda al respectivo alcalde.”.


3. En el artículo 2º, Nº 9 del anteproyecto, que reemplaza el artículo 9º de la ley Nº 18.883, correspondería incorporar un inciso tercero del siguiente tenor:


“Los secretarios abogados de los Juzgados de Policía Local, estarán encasillados en la Planta Directivos y su grado corresponderá al grado inmediatamente inferior al del grado más alto del Escalafón Directivo de la respectiva Municipalidad.”.


4. En el artículo 2º, Nº 11) del anteproyecto, que afecta al artículo 14, letra a) de la ley Nº 18.883, corresponde insertar a continuación de la expresión “estamentos de”, la expresión “jueces de policía local,”.


5. Insertar el siguiente inciso segundo al artículo 19 de la ley Nº 18.883:


“En el caso de concursos para proveer cargos destinados al juzgado de policía local, el comité de selección estará integrado además por el respectivo juez de policía local”.


6. En el artículo 2º, Nº 26 del anteproyecto, que afecta al artículo 31 de la ley Nº 18.883, agregar luego de la expresión “el alcalde”, la expresión “los jueces de policía local”.


7. Insertar el siguiente inciso segundo al artículo 32 de la ley Nº 18.883:


“No obstante lo anterior, la Junta Calificadora estará integrada además por el Juez de Policía Local en los casos que corresponda evaluar el desempeño de los funcionarios del juzgado de policía local.”.


8. Agregar el siguiente inciso segundo al artículo 100 D del artículo 2º del proyecto que introduce modificaciones a la ley Nº 18.883, pasando el actual inciso segundo a tercero y así sucesivamente:


“Respecto de los Jueces de Policía Local, debe entenderse que han dado cumplimiento en un 100% a las metas institucionales y metas por unidades de gestión del respectivo municipio, cuando aquellos Jueces de Policía Local que en su calificación anual inmediatamente anterior hubiesen sido calificados en lista sobresaliente y muy buenas, de acuerdo al procedimiento efectuado por la Corte de Apelaciones respectiva; y en un 50% para aquellos Jueces de Juzgados de Policía Local, cuando aquellos hubiesen sido calificados en lista satisfactoria y regular, por la señalada Corte de Apelaciones.”.


9. Se proponen las siguientes modificaciones:


1. Sustitúyense las letras i), ii), iii) y iv) del inciso quinto del artículo 5º de la ley Nº 15.231, agregado por el artículo 2º de la ley Nº 20.008, por las siguientes:


“i) Para aquellos Jueces de Policía Local calificados por la Corte respectiva en Lista Sobresaliente y Muy Buena, la asignación corresponderá al 100% del monto correspondiente a la meta establecida por unidad de gestión.


ii) Para aquellos Jueces de Policía Local calificados por la Corte respectiva en Lista Satisfactoria y Regular, la asignación corresponderá al 50% del monto correspondiente a la meta establecida por unidad de gestión.


iii) No tendrán derecho a percibir este incentivo los Jueces de Policía Local que sean calificados en Lista Condicional o Deficiente, ni aquellos que durante el año anterior al pago del mismo, por cualquier motivo, no hayan prestado servicios efectivos en el Juzgado de Policía Local durante seis meses o más, con la sola excepción de los períodos por los cuales se hubiesen acogido a licencias médicas contempladas en su régimen estatutario.”.


10. En el artículo 2º del anteproyecto que incorpora el artículo 101 J a la ley Nº 18.883, se debe modificar el final del inciso cuarto de ese artículo después de la expresión “el alcalde”, sustituyendo el punto final por una coma, y agregando la expresión “a excepción de los jueces de policía local, que será de un 85%.”.

Modificaciones a la ley Nº 15.231, que fija la Organización y Atribuciones de los Juzgados de Policía Local.


Agregar el siguiente inciso segundo al artículo 4º:


“Para la formación de la terna señalada, la Corte deberá preferir a los jueces de policía local y secretarios abogados de estos tribunales que se presenten.”.

- - -



A continuación del señor Presidente del Instituto de Jueces de Policía Local, la Comisión escuchó a la Asociación Chilena de Municipalidades, representada por sus Vicepresidentes de la época, señores Rabindranath Quinteros y Julio Palestro, como también por su Secretario Ejecutivo, señor Juan Claudio Reyes, y el Jefe del Departamento Jurídico de dicho organismo, señor Claudio Radonich.


El señor Rabindranath Quinteros señaló que los municipios son los organismos de la Administración que se encuentran más atrasados en materia de modernización, por lo que este proyecto de ley entrega, según dijo, las herramientas necesarias para establecer regulaciones que les actualicen.

Manifestó que los municipios constituyen el primer eslabón del sistema democrático del país, por lo que la modernización contemplada en el proyecto de ley es un instrumento necesario para el mejoramiento de la gestión municipal. Afirmó no estar de acuerdo con que esta iniciativa entregue la posibilidad a los alcaldes de despedir arbitrariamente a los funcionarios municipales. Antes bien, prosiguió, el proyecto entrega las herramientas para que todos aquellos que han trabajado durante años en el servicio municipal tengan un retiro digno, como también facultar a los gobiernos locales para actualizar y flexibilizar sus plantas de personal en pro del servicio a la ciudadanía. 


Coincidió también con las demandas de los funcionarios municipales, señalando su intención de abrir vías de acuerdo con el objeto de lograr la aprobación de este proyecto de ley. Afirmó haber sostenido conversaciones con dirigentes de los funcionarios municipales, en las cuales se han encontrado puntos de acuerdo que pueden servir de base para un convenio que permita liberar las trabas que hasta hoy existen.



Por su parte, el señor Julio Palestro expresó que este proyecto es una oportunidad para la mejora en la gestión municipal, desde el momento que entrega herramientas útiles para llevar adelante los planes municipales de política pública en beneficio de la sociedad. 



Respecto del financiamiento, solicitó considerar que hoy existen diferencias importantes entre los diversos municipios al momento de captar recursos, puesto que hay comunas cuyo presupuesto está formado en casi un 90% por aportes del Fondo Común Municipal, lo que constituye una discriminación arbitraria respecto de otras municipalidades que obtienen sus recursos con el esfuerzo de las autoridades edilicias. Lo anterior, en su opinión, no es justo, considerando que todos tienen las mismas obligaciones respecto de las necesidades públicas que han de satisfacer, como son, por ejemplo, la salud y la educación.


El Secretario Ejecutivo de la Asociación Chilena de Municipalidades, señor Juan Claudio Reyes, se refirió al financiamiento de las municipalidades para enfrentar sus desafíos. 



Así, en materia de salud y educación, al año 2006 el sistema municipal entrega $ 170.000 millones, desagregados en $120.000 millones en educación y $ 50.000 en salud. Afirmó también que entre los años 1992 y 2006 el acumulado anual menos ingresos por diversas exenciones arroja como resultado una suma cercana a los $125.000 millones (por año), que los municipios dejan de percibir por concepto de liberación del pago del impuesto territorial y exenciones por la ampliación de los tramos exentos de los derechos de aseo. A propósito del Impuesto al Valor Agregado (IVA), expresó que las municipalidades recaudan dicho impuesto por una suma cercana a los $143.000 millones al año, sin recibir devolución alguna como otros contribuyentes. Indicó también que si se suman las alzas de los servicios básicos como el agua, el gas y la energía eléctrica, los presupuestos municipales han llegado a soportar alzas cercanas al 17%, por lo que el poder adquisitivo de los mismos ha experimentado una baja considerable. 


Sobre los eventuales ingresos que inyectaría la denominada “ley de rentas II”, esto es $ 56.000 millones, precisó que sólo han rentado $ 18.000 millones, pues hay que descontar el reajuste de remuneraciones de alcaldes y concejales, la nueva exención de los derechos de aseo y los cobros de publicidad sólo a las empresas del giro.



Tomando en consideración lo expresado, afirmó que el sistema municipal chileno necesita recursos urgentes para cubrir las necesidades que se le han entregado por diversas leyes, las mismas que en el transcurso de los últimos años les han mermado los recursos para el adecuado cumplimiento de sus funciones.


El Honorable Senador señor Núñez hizo presente que, de acuerdo con lo señalado por la Asociación de Funcionarios Municipales de Chile, no existe un ánimo que vaya en el sentido de lograr consensos con los funcionarios como expresó el Vicepresidente de la Asociación Chilena de Municipalidades, señor Rabindranath Quinteros. Afirmó que este proyecto de ley ha tenido una tramitación lenta, precisamente porque no se han logrado acuerdos suficientes que puedan ser considerados por esta Comisión para lograr el objetivo de aprobar la iniciativa. Recordó que los asuntos que preocupan a la Asociación de Funcionarios Municipales de Chile son la inamovilidad, la forma de enfrentar la negociación colectiva y la regulación del derecho a huelga. 



Por su parte, el Honorable Senador señor Orpis compartió lo afirmado por el Honorable Senador señor Núñez, en el sentido de que los funcionarios municipales tienen importantes discrepancias sobre aspectos centrales del proyecto de ley. A mayor abundamiento, dijo que los problemas destacados por los trabajadores sólo podrán ser solucionados en la medida en que se les entreguen más recursos, sobre todo en lo que dice relación con el retiro e incentivos necesarios para una verdadera modernización de la gestión municipal. Pero la entrega de recursos debe hacerse en las debidas condiciones para que tengan el impacto social que se pretende, especialmente considerando que las plantas podrán ser fijadas cada cuatro años.


Enseguida, solicitó información a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo respecto del déficit municipal que actualmente existe en todos los municipios de Chile, particularmente del cruce entre los ingresos propiamente municipales -en que ha de considerarse el Fondo Común Municipal-, y los gastos corrientes.



El Honorable Senador Pérez Varela también compartió las expresiones del Honorable Senador señor Núñez, pues los funcionarios municipales han sido categóricos a la hora de defender sus posturas sobre los puntos antes mencionados. 



Señaló estar convencido de que las municipalidades deben contar con los elementos para cumplir con el rol de gobiernos comunales, y no como sucede hoy en que, a su juicio, son sólo órganos administrativos sobreregulados y con una fuerte dependencia de la Administración Central. Por esa razón, el financiamiento municipal es tan relevante como el mejoramiento de las plantas, ya que esta es la única forma para lograr su independencia del Gobierno de turno, elevando el rol de alcalde al mismo nivel que el de las autoridades nacionales y regionales. De otra forma, precisó, las municipalidades seguirán financiándose con fondos del gobierno central y no gozarán de la autonomía necesaria. 

- - -


En sesión de 12 de junio del año 2007, concurrió a la Comisión la Directiva de la Federación de Asociaciones Municipales, Técnicos y Profesionales.


Su Presidente, el señor Fernando Vallejo, señaló, en lo concerniente a la asignación profesional de estos estamentos, que en el año 1981 el Ministerio de Hacienda revocó la asignación profesional, reemplazándola por una asignación municipal general, lo que constituyó un desmedro patrimonial y un mecanismo que desincentivó la labor técnica y profesional al interior de los municipios, de modo que aquí se alteró un principio universalmente aceptado y protegido por el derecho laboral.


Agregó que es preciso subsanar la manifiesta inequidad que se produce en el sentido de que la labor profesional o técnica sea reconocida sólo en comunas que dispongan de presupuesto que permita su financiamiento.


En lo que dice relación con los requisitos de ingreso a la labor municipal, señaló que el artículo 7º bis del proyecto consigna requisitos distintos a los de la ley Nº 19.280, que modifica el Estatuto Administrativo de Funcionarios Municipales, al exigir carreras de a lo menos 10 semestres.


En la Administración Pública Centralizada se exigen sólo 8 semestres, lo que evidencia una clara discriminación entre profesionales y directivos municipales versus funcionarios de la Administración Pública Centralizada.


Se ocupó, enseguida, de los cargos de exclusiva confianza. Al efecto, arguyó que el proyecto se contrapone con la tendencia nacional de reducir estos cargos; y esta falta de innovación puede atentar contra principios básicos de transparencia y probidad administrativa, por lo que sugirió un sistema de provisión de este tipo de cargos a través de un mecanismo similar al de la Alta Dirección Pública.


En materia de remuneraciones, calificó sin fundamento razonable el tope que se impone a los funcionarios en el sentido de que sus emolumentos no pueden exceder de 70% del sueldo del alcalde, lo cual, entre otros, limita los alcances de la negociación colectiva.


También, en este orden, hizo presente que sus representados estiman inadecuado limitar las asignaciones especiales, tales como horas extras y viáticos.


Por lo que hace al arbitraje y al derecho a huelga, reconoció el espíritu democrático que inspira el proyecto. Sin embargo, observó que éste carece de mecanismos que permitan hacer sentir el legítimo interés de los funcionarios, considerados como un ente colectivo; y que una negociación colectiva sin derecho a huelga o arbitraje que resuelva las controversias se transforma en mera formalidad.


En relación con la política de recursos humanos, declaró que el proyecto materializa la norma constitucional que permite a los alcaldes crear o suprimir empleos. En su opinión, dicha facultad debe ejercerse en armonía con el plan de desarrollo comunal y con la política de recursos humanos de cada municipio.


A este respecto, sugirió definir el concepto de política de recursos humanos y sus elementos esenciales en el proyecto, como guía legal para el ejercicio de la facultad de crear y suprimir empleos.


Finalmente, se manifestó partidario de incorporar en las normas transitorias de la iniciativa, la posibilidad de que a aquellos funcionarios que a la fecha de la entrada en vigencia del proyecto de ley no cumplan con los requisitos exigidos por el proyecto, se les permita mantenerse en sus cargos hasta que cesen en sus funciones.

- - -



Luego de las exposiciones transcritas, y a sugerencia del Honorable Senador señor Orpis, la Comisión acordó solicitar un estudio a la Biblioteca del Congreso Nacional sobre experiencias exitosas en materia de modernización municipal, particularmente considerando aspectos como la flexibilización de las plantas, la gestión pública moderna y el manejo y la necesidad de recursos públicos en los gobiernos locales.

Enseguida, la Comisión acordó invitar al señor Ministro del Interior para que entregue la visión del Gobierno sobre el estado presupuestario de los municipios, con el fin de cotejar las cifras que se han acompañado durante la discusión de este proyecto de ley.

- - -


En sesión de 30 de julio de 2007, el ex Ministro del Interior, señor Belisario Velasco, se refirió a las materias de que trata el proyecto, expresando que su objetivo central es el de regular las condiciones para que las municipalidades puedan autónomamente definir su estructura interna y gestionar directamente sus recursos humanos.


Agregó que, en lo medular, el proyecto propone introducir perfeccionamientos a la legislación municipal en el ámbito de la administración del personal y, muy particularmente, regular el ejercicio por parte de los municipios de las facultades consagradas en el artículo 121 de la Constitución Política; es decir: crear y suprimir empleos; fijar las remuneraciones de su personal, y establecer los órganos o unidades de su estructura interna.


El municipio chileno, continuó, ha experimentado grandes transformaciones desde su democratización el año 1992. No obstante, para cualquier modificación de planta o la creación de un cargo de vital importancia para la gestión, se requiere de la tramitación de un proyecto de ley. Las actuales plantas municipales datan del año 1994, y su organización no da cuenta de los actuales requerimientos ciudadanos.


Los ciudadanos esperan que sea el municipio el que les resuelva sus problemas. Los municipios constituyen las instancias más próximas a la ciudadanía y tienen una función importante como agentes del desarrollo económico y social de las comunas.


El entorno municipal, entonces, genera una demanda de servicios variable y directamente relacionada con las características endógenas de los respectivos territorios comunales, identidad cultural, nivel socio-económico, pobreza y expansión territorial.


Conforme a ello, la también heterogénea demanda de servicios municipales determina la necesidad de satisfacer ajustes en el sistema organizacional y en la gestión interna de los municipios, para entregar los servicios que la ciudadanía demanda.


La modernización municipal requiere, por tanto, descentralizar las relaciones laborales con la finalidad de que los municipios definan autónomamente su organización interna y planta municipal, para ofrecer servicios de calidad en igualdad de condiciones a la población.


Resulta indiscutible que mayores grados de modernización y eficiencia en la gestión municipal no serán posibles de alcanzar si el municipio chileno no cuenta con una estructura y una planta acordes con las necesidades de la comunidad local, recogidas en el plan de desarrollo comunal.


En efecto, la autonomía municipal ha de tener expresión en la gestión de recursos humanos, que es una herramienta esencial para el mejoramiento de los servicios municipales. Seguir privando a los municipios de autonomía, en este ámbito, limita las posibilidades de mejorar la calidad de sus servicios y, por sobre todo, impide el fortalecimiento de sus finanzas.


En este contexto, el proyecto de modernización posibilitará la profesionalización de los municipios. La gestión de las finanzas municipales y la administración municipal requieren cambiarle la fisonomía a la organización municipal. En la actualidad, los municipios cuentan con una tasa de profesionales y técnicos que no sobrepasa el 30%, y en muchas plantas no se consideran unidades elementales para el resguardo de las finanzas municipales y el control y soporte jurídico de sus actos administrativos. La ausencia de personal capacitado para administrar adecuadamente el municipio y sus finanzas, y prestar servicios de calidad a la población, determina que muchas esfuerzos por dotarlo de recursos materiales y herramientas de gestión no tengan mayor impacto en el sector. Si los gobiernos locales no cuentan con el personal adecuado para responder a las necesidades de la gestión y la demanda creciente de servicios de la ciudadanía, cualquier otra medida adoptada en su beneficio tendrá impactos relativos.


En cuanto a los funcionarios municipales, expresó que éstos mantendrán su condición de personal regido bajo un estatuto municipal, pero inspirado éste en principios modernos atemperados con las necesidades actuales. La potestad del Estado en orden a fijar las condiciones laborales de los empleados municipales es transferida a las municipalidades, las cuales podrán asumir la definición de estas materias, en forma más dinámica y con participación de los funcionarios, a través de un procedimiento reglado de negociación colectiva.


En el orden del financiamiento municipal, señaló que los municipios chilenos administran hoy un total de M$ 1.503.163.323 (un billón y medio de pesos), lo que significa en términos reales un incremento del 38% de los ingresos municipales entre los años 2000-2006.


En un breve balance de los cambios acontecidos durante los últimos años, se pueden destacar importantes medidas para mejorar la gestión financiera de las municipalidades, como han sido las modificaciones a las leyes de rentas municipales, lo que en el caso de la última modificación (“Rentas II”), significó M$ 58.665.565 (cincuenta y ocho mil millones de pesos) adicionales. Incluso, descontando los mayores costos de financiamiento, como fueron el mejoramiento del sistema de remuneraciones de las autoridades comunales y el aumento de exenciones de derechos de aseo, esta ley implicó recursos adicionales netos por M$ 37.164.691 (treinta y siete mil millones de pesos).


Agregó que otras normas -más recientemente- han mejorado las remuneraciones de los funcionarios municipales. Así, la ley Nº 20.198, para su aplicación, considera aportes fiscales por $ 8.000 millones y $ 8.700 millones para los años 2007 y 2008, respectivamente.


Asimismo, se encuentra en trámite un proyecto de ley misceláneo que permitirá a los municipios incrementar sus recursos (pagos de derechos por: pozos lastreros, aseo y publicidad) y un proyecto de rediseño del sistema redistributivo del Fondo Común Municipal. Se espera que ambas iniciativas sean ley en los próximos meses, fortaleciendo la capacidad financiera municipal.


Finalmente, manifestó que en este marco del desarrollo municipal es que el Ejecutivo ha propuesto normas tendientes al perfeccionamiento y modernización de la gestión de los recursos humanos municipales, proyecto que, una vez aprobado, permitirá -de manera inédita- contar con un personal más eficiente, acorde con las necesidades y requerimientos de la ciudadanía. Será responsabilidad de sus autoridades entonces, dotar a las municipalidades de mayores tasas de profesionalización de sus plantas. Si se logran cerrar de manera adecuada estos temas, se abre un nuevo camino de discusión sobre el sistema de gestión municipal que se quiere para los próximos 20 años.

- - -



A continuación de la exposición del señor Ministro del Interior, el Honorable Senador señor Pérez Varela señaló que gran parte de los municipios se encuentra en una situación deficitaria. Recordó que de acuerdo con la información acompañada por la Asociación Chilena de Municipalidades, en el año 2006 se gastaron $ 170.000 millones en remuneraciones del sector salud y educación, que debieran ser asumidos por el gobierno central, ya que -según dijo- las municipalidades tienen otras responsabilidades que cumplir. De esta forma, continuó, no se puede pretender modernizar los municipios si es que no existe la voluntad para inyectar recursos que les permitan contar con profesionales de excelencia y, a la vez, promover el retiro digno de quienes han cumplido labores municipales por largo tiempo.


A su juicio, conocer el verdadero estado financiero de los municipios permitirá tener una visión general acerca de qué es lo que pueden hacer los gobiernos locales con sus recursos reales, independientemente de los que puedan postular o de aquellos que, por diversos motivos, incrementen sus montos operacionales por vías distintas a las de sus recursos originales. De esta manera, continuó, para modernizar las municipalidades, hay que discutir previamente el tema del financiamiento municipal, puesto que éstas deben contar con recursos propios para llevar adelante el desarrollo local, y no depender de otros montos que suelen entregarse por el gobierno central a través de las intendencias y gobernaciones. 


Por su parte, el Honorable Senador señor Letelier solicitó información al señor Ministro del Interior sobre el verdadero estado financiero de las municipalidades, puesto que, según su opinión, los municipios no pueden estar quebrados cuando se les han entregado recursos por diversas leyes que el Parlamento ha aprobado.


El Honorable Senador señor Orpis expresó que es preciso adoptar las mayores medidas de seguridad al momento de legislar sobre una materia tan sensible como son las municipalidades, más aún si se tiene en cuenta que la creación de nuevas plantas va a requerir de fondos considerables. En el mismo sentido, solicitó que el Ejecutivo acompañe información sobre el verdadero estado financiero de las municipalidades, puesto que, según su opinión, no se puede modernizar instituciones que se encuentran virtualmente quebradas.


Reiteró su petición al Ejecutivo sobre los recursos municipales reales, entendiendo por tales los que provienen del Fondo Común Municipal menos el gasto corriente, independientemente de todas las leyes adicionales que les entregan recursos. Sólo de esta forma, continuó, será posible conocer el estado financiero con que las municipalidades harán frente a intenciones modernizadoras, puesto que, según antecedentes que cuentan en su poder, hoy son mayoría los municipios que no tienen los recursos necesarios para asumir los efectos que provocará la aplicación de este proyecto de ley.


Sobre los recursos municipales propiamente tales, al margen de toda asignación que provenga directamente de la Administración, el Honorable Senador señor Bianchi recordó que a la Municipalidad de Punta Arenas se le entregaron cerca de $ 1.200 millones de pesos, para dar cumplimiento al gasto presupuestario anual, sin rendición de cuentas. Esta situación, afirmó, le preocupa porque no se están aplicando criterios de gestión y evaluación que permitan un accountabilitty respecto de la ejecución de proyectos. Por ello, señaló estar de acuerdo con la solicitud de conocer los montos reales con los cuales cuentan los municipios, independientemente de todos aquellos recursos a los cuales puedan acceder por otras vías, ya que sólo de esta forma se podrá conocer la verdadera realidad de las comunas, permitiendo también la detección de aquellas que necesitan mayor asistencia.


A propósito del gasto en personal, el Honorable Senador Sabag indicó que los municipios hoy exigen funcionarios calificados para cumplir con los requerimientos de la ciudadanía, específicamente en lo que se refiere a las demandas de gestión pública. Por ello, solicitó al Ejecutivo que acompañe la información que han solicitado los señores Senadores, con el fin de avanzar en la votación de este proyecto para que, de una vez, se le entregue a los municipios herramientas útiles para enfrentar la satisfacción de necesidades públicas. 


La Ministra de Hacienda subrogante, señora María Olivia Recart, manifestó que las municipalidades y su gestión son una preocupación permanente para el Gobierno, particularmente porque son estos organismos de la Administración los que llevan adelante el mayor número de proyectos que benefician a la ciudadanía de manera directa. Expresó que el Ejecutivo está dispuesto a llevar adelante la modernización municipal, incluso respecto de las inquietudes que han manifestado los señores Senadores de inyectar mayores recursos para una mejor gestión local.


A propósito de los ingresos y gastos municipales, señaló que hay que llegar a un acuerdo acerca de la información que se va a tener en cuenta para tomar una decisión sobre la iniciativa en discusión. En la estructura sugerida por el Honorable Senador señor Orpis, esto es, ingresos versus gastos, es evidente que el requerimiento de cualquier organización moderna es contar con la flexibilidad suficiente para ajustar su gestión a su tamaño y a la heterogeneidad de demandas sociales que debe enfrentar. En este sentido, dijo que esta ley apunta precisamente a eso, a entregar mayores márgenes de acción para que los municipios tengan un amplio margen de acción.


Afirmó que el Ejecutivo actual ha realizado esfuerzos por elevar los rangos de inversión de los municipios. Recordó, como ejemplo, la denominada “ley de rentas II”, el aumento de la inversión per cápita en salud y el aumento de la subvención rural en educación y salud. A propósito de los gastos, precisó que el promedio de éstos en personal no se eleva más allá del 22% del presupuesto total de los municipios, lo que significa una suma considerable para los más pequeños. 


Por las razones expuestas, solicitó a la Comisión aprobar este proyecto de ley para modificar, en primer término, las estructuras municipales de modo que éstas cuenten con la flexibilidad necesaria para satisfacer de mejor manera las demandas de la ciudadanía. Precisó que la aprobación de este proyecto de ley no excluye el debate acerca de la verdadera situación presupuestaria de los municipios, por lo que comprometió al Ministerio de Hacienda para entregar toda la información que se le solicite.


La Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo, señora Claudia Serrano, expresó que la voluntad del Ejecutivo es avanzar en la tramitación de este proyecto de ley, con el objeto de modernizar y flexibilizar las estructuras de los municipios. Señaló también que el Ejecutivo está disponible para conversar y debatir todos aquellos asuntos que han sido planteados por los señores Senadores miembros de la Comisión.


En otro orden, afirmó que existe una idea respecto de la efectiva descentralización y del rol que juegan los municipios en el diseño nacional. Indicó que no es casual que los municipios puedan optar a recursos para inversión provenientes de fondos de inversión que no están dentro de sus espacios de maniobra, como tampoco lo es que exista el Fondo Común Municipal, que opera como un mecanismo ecualizador de las finanzas municipales. De la misma forma llamó a considerar los aportes nacionales al Fondo Común Municipal, el cual se verá incrementado con la precisa finalidad de que las municipalidades cuenten con sumas mayores para una satisfacción óptima de las demandas sociales. 


Declaró estar de acuerdo en que el sistema es perfectible. Así, el proyecto de ley que le da regulación legal al mandato constitucional contenido en el artículo 121 de la Carta Fundamental es un primer paso dentro de un amplio campo de reformas y revisión del funcionamiento de la organización administrativa del Estado. Por tal razón se comprometió a acompañar la información solicitada por los Honorables Senadores señores Orpis y Pérez Varela, particularmente en lo que dice relación con los ingresos y gastos reales, desagregados en cada uno de los 345 municipios del país. 

- - -



En sesión de 27 de agosto de 2007, la Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo, señora Claudia Serrano, y el Jefe de la División de Municipalidades de esa Subsecretaría, señor Samuel Garrido, abordaron en conjunto el proceso de reforma municipal a que está abocada esta Comisión. La siguiente es una síntesis de sus exposiciones:


La reforma municipal impulsada por el Gobierno pone el foco en la complejidad de los problemas que deben atender los municipios para responder al mandato de constituirse en auténticos agentes del desarrollo local. Se pregunta por los recursos financieros e institucionales que requiere cada municipio, en función de la mayor o menor complejidad de los problemas que enfrenta. Parte, por lo tanto, del reconocimiento de la desigualdad de contextos y situaciones de origen que impactan sobre el municipio y, más importante aún, atentan contra el derecho de la igualdad de los ciudadanos que debe ser independiente del lugar donde estos habitan.


Se trata, en consecuencia, de establecer un trato diferenciado. Aquellas comunas urbanas y con capacidad fiscal deberán contar con autonomía y apoyo para mejorar gestión. Aquellas comunas sin capacidad fiscal, altamente dependientes del Fondo Común Municipal, deberán ser apoyadas en forma más directa por el Estado. Un ejemplo de esta lógica operó en las medidas adoptadas este año, al instalar un fondo especial de inversión para comunas sin recursos propios para invertir ($ 3.500 millones distribuidos en 70 comunas).


El objetivo final es contar con un municipio moderno, con capacidad de anticipación y respuesta, con adecuados niveles de gestión y planificación, que forme parte de un diseño institucional orientado hacia la equidad y la colaboración solidaria entre las municipalidades del país. 


El proceso de reforma considera medidas legales y administrativas que, si bien son interdependientes entre si, pueden agruparse como sigue:


1. Gobierno local: agrupa aquellas medidas cuyo propósito es mejorar la gobernabilidad; 


2. Modernización: reformas enfocadas a la modernización de la gestión municipal; 

3. Financiamiento: iniciativas que brinden mayor independencia del nivel central en temas administrativos y fiscales;

4. Participación: medidas que empoderen a la ciudadanía en su relación con el gobierno y el desarrollo local;


5. Heterogeneidad: iniciativas que den cuenta de la heterogeneidad territorial y promuevan la disminución de la brecha de equidad existente;


6. Gestión: condiciones que permitan el fortalecimiento de la gestión local a través del trabajo mancomunado con otras instituciones.

En cada uno de éstos ámbitos existen avances, según se informa en el siguiente cuadro. Más adelante se entregan antecedentes de algunos de los procesos en curso, en especial de aquellos que no son materia legislativa y que, por lo tanto, no son conocidos por los parlamentarios.


Junto con las reformas legales, agregó que la SUBDERE ha generado los espacios para el desarrollo de líneas de trabajo que establezcan las condiciones para la posterior puesta en marcha de las iniciativas de ley o para llevar a cabo medidas que no requieren modificaciones legales, sino sólo asignación presupuestaria para su primer o segundo año de implementación.


Una línea de trabajo es la de la capacitación para la modernización de la gestión municipal. Ésta ha sido trabajada en conjunto con la Asociación Chilena de Municipalidades en una mesa técnica que funciona desde marzo de este año. Dicha mesa diseñó el Sistema Nacional de Formación y Capacitación Municipal, mencionado anteriormente entre los anuncios de la señora Presidenta para apoyar la gestión institucional, cuyo propósito es coordinar la oferta y demanda de formación técnico-profesional y de capacitación, asegurando la utilidad, pertinencia, oportunidad y calidad de los servicios entregados.

Para implementar el Sistema se conformará un Consejo para la Formación y Capacitación Municipal, compuesto por las entidades que impulsan la iniciativa (SUBDERE y ACHM), las entidades capacitadoras que proveerán los servicios, la ASEMUCH y otras organizaciones que representan a la demanda. Este Consejo definirá las características de la implementación del Sistema


El Consejo contará con un Comité Ejecutivo con sede en la SUBDERE, encabezado por un Secretario Ejecutivo proveído por concurso público. Las funciones del Secretario Ejecutivo contemplan: el registro, validación y coordinación de las entidades capacitadoras, la promoción de la instalación de una política de recursos humanos municipal, la implementación de mecanismos de incentivos a la capacitación municipal, la operación de sitios web y realización de seminarios nacionales y elaboración de mallas curriculares y orientaciones técnicas. Adicionalmente, en el marco del proyecto PNUD, se iniciará un estudio de la oferta y demanda de capacitación de los municipios del país que servirá de insumo a la puesta en marcha del Sistema Nacional de Formación y Capacitación Municipal.


El sistema empezará a funcionar el último trimestre de este año y cuenta con $ 2.000 millones anuales para su financiamiento, el que será complementado con igual monto aportado por los municipios que disponen de recursos para capacitación.


También enmarcado en la modernización de los municipios, se diseñó un Sistema de Acreditación de los Servicios Municipales. Este Sistema permitirá a los municipios avanzar en la senda del mejoramiento continuo, accediendo a incentivos en la medida en que muestre mejorías progresivas. Pero más importante aún, permitirá a los usuarios de los servicios municipales y a los ciudadanos en general, informarse acerca de la calidad de dichos servicios y establecer comparaciones. El proceso irá acompañado de incentivos a los municipios, los que consistirán en asistencia técnica para la mejora continua y recursos para la certificación.


El Sistema de Acreditación comenzó a operar este año en 15 municipios, para ir extendiéndose progresivamente (30 al año) hasta alcanzar 105 municipios el año 2010. En las municipalidades pequeñas rurales el modelo se aplicará a las OMIL, la entrega de subsidios y el trabajo con organizaciones sociales. En los municipios urbanos se aplicará, además de las anteriores, a los servicios de extracción de residuos domiciliarios, entrega de patentes por actividades comerciales e industriales, permisos de edificación y permisos de circulación.


A junio del año 2007, se hizo un ejercicio de prueba en 4 municipios (Hijuelas, San Antonio, Algarrobo y Conchalí) que completaron la primera fase correspondiente a la autoevaluación. Tras algunos ajustes a los instrumentos, el segundo semestre, se incorporarán 11 nuevos municipios.


Junto con potenciar y generar capacidades técnicas en los funcionarios municipales para mejorar la calidad de sus servicios y modernizar la gestión institucional, es necesario transferirles totalmente algunas competencias, muchas de las cuales han sido transferidas parcialmente, cuya ejecución local asegura mayor eficiencia y eficacia. Para lograrlo, la SUBDERE está definiendo modificaciones legales que permita transferir competencias a los municipios cumpliendo con la condición de financiamiento completo para que no pasen a ser de costo municipal.


Como apoyo general al proceso de reforma, se está desarrollando el proyecto “Apoyo al Proceso de Reforma Municipal para el Logro de los Objetivos de Desarrollo del Milenio” en conjunto con el Programa de la Naciones Unidas para el Desarrollo. En este marco, se ha avanzado en el diseño de criterios y propuestas que permitan identificar la inequidad territorial existente en el país para, en una etapa posterior, elaborar propuestas que incrementen la equidad entre municipios y hacer aplicaciones piloto en 4 asociaciones municipales de acuerdo a los criterios de ruralidad, pobreza y etnicidad.


Además, durante el último trimestre comenzará un proceso de validación de la reforma municipal a través de diálogos intra-institucionales (al interior de la SUBDERE), inter-institucionales (con parlamentarios de gobierno, de oposición, con la bancada regionalista, representantes del sector público y de los partidos políticos) y ciudadanos (con actores relevantes de la sociedad civil en cada una de las regiones).

Con el objeto de apoyar aquellos municipios con menores recursos financieros, que por tamaño poblacional, grado de ruralidad y nivel de dependencia financiera, se encuentren en condiciones desventajosas para destinar recursos a la inversión comunal, se diseñó un fondo, de acuerdo a los criterios antes descritos, que beneficiará a 70 municipios durante este año. Además, se realizarán modificaciones a la Ley Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional (LOCGAR) para asegurar la continuidad del financiamiento.

Por otro lado, en el marco de la profundización democrática, la SUBDERE está apoyando las gestiones del Ministerio Secretaría General de Gobierno enmarcadas en el proyecto de ley sobre participación ciudadana en la gestión pública. Este proyecto propone un marco legal para funcionamiento de asociaciones voluntarias y para la participación ciudadana en la gestión pública, y actualmente, se encuentra en primer trámite constitucional en la Cámara de Diputados.

- - -


A continuación, el Honorable Senador señor Orpis señaló que según las cifras entregadas por el Ejecutivo, hay muchas municipalidades que se encuentran en estado deficitario y, por tanto, no están capacitadas para llevar adelante una reforma estructural en materia de plantas de funcionarios. A mayor abundamiento, indicó que no existe un encuadre exacto entre los antecedentes de la Contraloría General de la República y las cifras de la Subsecretaría de Desarrollo Regional, razón por la cual manifestó su disconformidad por no contar con todos los antecedentes necesarios para seguir discutiendo el proyecto.


En respuesta a lo anterior, la señora Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo manifestó que las cifras acompañadas constituyen la información oficial del cierre del ejercicio del año 2006, por lo que, tal vez, en lo que hay que buscar acuerdo es en el concepto de déficit y en las cifras exactas que componen el patrimonio municipal.


Respecto del cruce de ingresos corrientes versus gastos corrientes, señaló que las cifras del Ejecutivo indican que la situación es de equilibrio, puesto que cerca de 150 municipios presentan problemas presupuestarios y el resto no, por lo que el promedio nacional de cifras está al día, y las medidas anunciadas que serán aplicadas durante el año 2008 corrigen, en buena parte, el panorama municipal en el tema presupuestario.


El Honorable Senador Sabag expresó que el problema más grave se encuentra en las transferencias que los municipios hacen a los servicios de salud y educación, por lo que el Ejecutivo debe tomar nota al respecto y preocuparse de que los presupuestos municipales se ocupen realmente de la satisfacción de necesidades comunales, debiendo revisarse la actual organización administrativa del país en cuanto a la prestación de servicios públicos como la salud y la educación.


En relación con la intervención de la señora Subsecretaria de Desarrollo Regional, el Honorable Senador señor Núñez dijo que efectivamente la discusión del financiamiento municipal tiene que abordarse en un trámite paralelo, diferente del que le entrega a los municipios una mayor autonomía en materia de gestión y confección de plantas. Llamó la atención sobre los efectos que provocó la puesta en práctica de la denominada “ley de rentas II”, que impidió a las comunas dejaran de percibir importantes sumas de dineros por exenciones y por la liberación del pago de los derechos de aseo, generándose un déficit del cual el Parlamento, en un grado importante, es también responsable. 


Agregó que es partidario de la autonomía de los municipios, pero para que ello se lleve a cabo es también necesario que se discuta acerca de cuál es su verdadero costo, por lo que llamó al Ejecutivo y a los restantes miembros de la Comisión a efectuar un debate de largo aliento que permita solucionar todos y cada uno de los aspectos que entraban la efectiva independencia municipal. Sugirió a la Comisión avanzar en la votación del proyecto de ley, puesto que ya han transcurrido cerca de 8 años de tramitación de un asunto que está regulado en el artículo 121 de la Constitución, que impone a los colegisladores la obligación de plasmar en la ley la autonomía que dicha norma reconoce a los municipios.

- - -


En sesión de 3 de septiembre de 2007, la Comisión recibió al Contralor General de la República, señor Ramiro Mendoza, quien expuso su opinión sobre los distintos aspectos que debe abordar un proceso de modernización municipal. Transcribimos, a continuación, el oficio Nº 39.798, de 3 de septiembre pasado, suscrito por el señor Contralor, que aborda el contenido de la indicación sustitutiva propuesta por el Ejecutivo en reemplazo del proyecto primitivo sobre modernización municipal: 


“La Contraloría General ha tomado conocimiento que la Presidenta de la República, en uso de sus facultades constitucionales, formuló una indicación sustitutiva que reemplaza íntegramente el texto del Proyecto de Ley sobre Modernización Municipal, que modifica las leyes N°s. 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, y 18.883, que aprueba el Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales.

Al respecto, se debe recordar que mediante el oficio N° 38.180, de 18 de agosto de 2005, esta Entidad de Control a petición de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización del Senado, emitió su opinión acerca del primitivo Proyecto de Ley sobre Modernización Municipal, que modificaba los textos legales aludidos en materias relacionadas con la organización interna de los municipios; con el personal; con las remuneraciones de los funcionarios edilicios; con la responsabilidad de alcaldes y concejales y con las atribuciones de esta Entidad Fiscalizadora en esas materias.

En dicho oficio esta Contraloría General formuló una serie de consideraciones, teniendo presente que el fundamento constitucional de gran parte de esas modificaciones es el actual artículo 121 de la Carta Fundamental, en cuanto establece que "Las municipalidades, para el cumplimiento de sus funciones, podrán crear o suprimir empleos y fijar remuneraciones, como también establecer los órganos o unidades que la ley orgánica constitucional respectiva permita". Agrega dicha disposición, en su inciso segundo, que "Estas facultades se ejercerán dentro de los límites y requisitos que, a iniciativa exclusiva del Presidente de la República, determine la ley orgánica constitucional de municipalidades".

Ahora bien, analizada en esta oportunidad la referida indicación sustitutiva, se advierte que, en términos generales, el nuevo proyecto no varía sustancialmente en aquellas materias que fueron objeto de las opiniones que esta Entidad manifestó en el mencionado oficio N° 38.180, de 2005.

Sin perjuicio de lo anterior, esta Contraloría General ha procedido al estudio detallado de la referida indicación sustitutiva, del cual ha surgido la necesidad de formular una serie de consideraciones, que se han clasificado entre aquellas relacionadas directamente con las atribuciones de esta Contraloría General y aquellas respecto de las cuales, a pesar de no incidir directamente en tales atribuciones, corresponde que sean tenidas en cuenta en la tramitación legislativa del Proyecto en comento.

Se debe precisar que el número de los diversos artículos de la ley N° 18.695 o de la N° 18.883, que se citan en el presente oficio, son aquellos que se consignan en la indicación sustitutiva en análisis.
I. Consideraciones relativas a la Contraloría General

La intervención que se da a la Contraloría General en la referida indicación sustitutiva no difiere, en lo esencial, del Proyecto de Ley reemplazado, y puede resumirse en cuatro puntos: nuevos actos sometidos a toma de razón; posibilidad de sumariar a alcaldes y concejales; nuevos actos sometidos a registro y actos municipales que deben informarse a la Contraloría.

1. Toma de Razón: Se someten al trámite de toma de razón los decretos que dicta el alcalde, que se refieren a la organización interna del municipio, a la creación y supresión de empleos y a la fijación de remuneraciones (Artículo 53, inciso primero, ley N° 18.695).

1.1. Los decretos que formalizan la organización interna de las municipalidades (Artículo 17, inciso segundo, ley N° 18.695).

Sobre este punto, cabe señalar que los actos sobre organización interna, sean de los municipios o de otros órganos de la Administración del Estado, no regulan una materia esencial, que implique la necesidad de someterlos a un control previo de legalidad, y así lo ha señalado expresamente esta Entidad de Control en su dictamen N° 914, de 1993, entre otros.

En efecto, debe recordarse que esta Contraloría General, si bien en su resolución N° 1050, de 1980, contemplaba como actos afectos al trámite de toma de razón aquellos relativos a la organización interna de los servicios públicos, ella fue derogada por la resolución N° 55, de 1992 -cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por la resolución N° 520, de 1996-, en la cual no se han incluido tales actos, por considerar que no se refieren a materias esenciales.

Por consiguiente, así como en la actualidad se encuentran exentos de toma de razón aquellos actos sobre organización interna dictados por los diversos órganos de la Administración del Estado, se estima que los actos municipales deberían estar también exentos del aludido trámite, especialmente si se atiende a las siguientes consideraciones:

a) Por un nuevo artículo 16 se habilita a las municipalidades para establecer los órganos o unidades que requieran para el desarrollo de sus funciones, en conformidad con parámetros orientadores cuya evaluación compete realizar a los propios municipios y que dicen relación con las necesidades e intereses comunales, cuestiones de mérito o conveniencia ajenos a la competencia de esta Entidad de Control, y por tanto, no susceptibles de fiscalizar por la vía del control previo de juridicidad.

En cuanto a los niveles jerárquicos que se deben comprender en esa estructura orgánica, sucede otro tanto, si se considera que la ubicación de una unidad en el nivel de Dirección se condiciona a que en ella se agrupen las "funciones de mayor importancia y complejidad dentro de cada municipalidad", lo que también dependerá de la ponderación que haga en cada caso el propio municipio.

b) La mayor autonomía que confiere el proyecto a las municipalidades en esta materia, la circunstancia de que, fundamentalmente, son las propias municipalidades las más interesadas en contemplar una forma de organización que les permita una mejor gestión de la administración comunal, y el hecho de que los límites legales que establece la ley sobre el particular son mínimos, permiten sostener a esta Entidad de Control que los actos de que se trata no constituyen una materia esencial que justifique un control previo.

c) Por último, se debe anotar que las funciones municipales tienen fuente legal, de manera que en ningún caso los errores u omisiones en que incurran los municipios al establecer su estructura orgánica y las funciones que competen a cada unidad, constituyen aspectos relevantes a la hora de definir la legalidad de las actuaciones municipales como consecuencia de las denuncias que se efectúen ante esta Entidad de Control y del ejercicio de sus facultades fiscalizadoras. Por lo demás, la omisión del trámite de toma de razón en ningún caso implicaría que los actos de que se trata queden al margen del control de legalidad, ya que esta Entidad de Fiscalización podrá siempre, en ejercicio del resto de sus atribuciones y coetáneamente o con posterioridad a la vigencia del acto, verificar el cumplimiento de las correspondientes exigencias legales y, en su caso, objetar las infracciones que detecte, sea a través de visitas inspectivas o cuando tome conocimiento del mismo con ocasión de consultas o reclamos.

1.2. Los decretos que formalizan el plan de creación y supresión de empleos (Artículo 49, letra j), ley N° 18.695).

Parece del todo procedente el referido control previo si se considera la importancia de dicho decreto alcaldicio, el que constituye la formalización de una potestad que el artículo 121 de la Constitución Política confiere directamente a las municipalidades.

1.3. Los decretos que formalizan el sistema de remuneraciones y beneficios (Artículo 50 D, inciso final, ley N° 18.695).

Por la misma razón indicada en el punto 1.2. precedente, se trata de un acto que aborda una materia esencial, por lo que parece pertinente su carácter afecto a control previo.

2. Sumarios: Se otorga a la Contraloría General potestades para sumariar a los alcaldes y concejales (Nuevo artículo 52, inciso tercero, y nuevo inciso quinto del artículo 60, ambos de la ley N° 18.695).

Dicha potestad procede cuando la Contraloría, en el ejercicio de sus funciones -y, además, a petición del concejo tratándose de los alcaldes-, advierta acciones u omisiones de esas autoridades que puedan afectar la probidad administrativa o implicar un notable abandono de deberes. El resultado del sumario se informa al Tribunal Electoral Regional para que éste, con el mérito de la investigación, declare la correspondiente causal de cesación en el cargo.

Al respecto, sería del caso que se precisara si durante el sumario se podría disponer la medida preventiva de suspensión en contra de esas autoridades, por cuanto atendido que se trata de cargos de elección popular, ello podría ser cuestionado.

Vinculado con lo anterior, es del caso anotar que el proyecto incorpora un artículo 142 bis a la ley N° 18.695, que establece que el plazo de prescripción para hacer efectiva la responsabilidad de los alcaldes y concejales, por acciones u omisiones que afecten la probidad administrativa o que impliquen un notable abandono de deberes, se contará desde la fecha de la acción u omisión.

Sin embargo, no se precisa el plazo de prescripción al que se alude, lo que resulta necesario atendido que dada la calidad de autoridades elegidas que tienen los alcaldes y concejales, podrían presentarse dudas al respecto.

Por otra parte, cabe señalar que la indicación sustitutiva que se analiza hace un cambio respecto del proyecto anterior, en orden a que el nuevo artículo 142 bis, elimina la causal de falta a la probidad administrativa respecto de los concejales, aludiendo sólo al notable abandono de deberes.

No se advierte la razón por la cual se efectúa la eliminación antedicha, considerando que acorde con el artículo 76, letra f), de la ley N° 18.695 y la jurisprudencia de esta Contraloría General, los concejales también se encuentran regidos por el principio de probidad administrativa, y que el nuevo artículo 52, citado, al consignar las causales por las cuales la Contraloría puede sumariar tanto a los alcaldes como a los concejales, se refiere al notable abandono de deberes y a las faltas a la probidad administrativa, sin distinguir entre esas autoridades.

3. Registro: Se incorporan al trámite de registro, los reglamentos municipales de calificaciones y los de concursos, que deben dictar los municipios acorde con los nuevos artículos 44 y 57 bis de la ley N° 18.883, respectivamente.

En relación con lo anterior, cabe manifestar que no se precisan las formalidades ni requisitos a que debe someterse el registro de que se trata, ya que debe entenderse que se refiere a un registro diverso al que alude el artículo 53 de la ley N° 18.695, por cuanto éste es un registro del personal municipal. Sin embargo, atendida la complejidad e importancia de una normativa especial de calificación y de concursos, en particular, la incidencia que tienen en la promoción, estímulos y eliminación del servicio, parece conveniente que tales reglamentos sean sometidos a toma de razón, y no, como se señala, quedar sujetos sólo al trámite de registro.

4. Información: En los artículos que se indican a continuación se establecen obligaciones para el alcalde y el director de control en orden a informar a la Contraloría determinados actos.

4.1. Artículo 13, inciso final, ley N° 18.883: El alcalde debe comunicar a la Contraloría General cada vez que quede sin efecto el nombramiento de una persona que no asumió sus funciones dentro del plazo legal.

Tal comunicación resulta del todo necesaria si se considera que el decreto de nombramiento respectivo se somete al trámite de registro ante esta Entidad, de manera que esa comunicación permite mantener debidamente actualizada la información que se consigna en el registro.

4.2. Artículo 23, letra c), ley N° 18.695: Se establece que las unidades de control interno municipal deben informar a la Contraloría General que han representado un acto ilegal al alcalde.

En relación con esta obligación de las unidades de control, debe anotarse que ella constituye una innovación de la indicación sustitutiva que se estudia, sin embargo no se advierte en qué casos se debe entregar esa información a la Contraloría, ya que se limita a consignar las expresiones "cuando corresponda", por lo que sería pertinente precisarlo, a fin de evitar que se presenten dudas al respecto.

5. Aspectos que no se contemplan: Finalmente, esta Entidad de Control no puede sino señalar que en un proyecto de esta naturaleza, uno de los contrapesos para la flexibilización de la gestión municipal debe ser, precisamente, el control que la Contraloría General de la República pueda ejercer respecto de las municipalidades; por ello se echa de menos, en principio, lo siguiente:

- Imperio para aplicar las sanciones producto de investigaciones y sumarios administrativos que incoe respecto de los funcionarios municipales.

- Toma de Razón para materias de personal y contratos administrativos de significancia presupuestaria y/o financiera o de disposición de bienes patrimoniales.
II. Consideraciones que no inciden directamente en la Contraloría


En este apartado se efectúan algunos comentarios respecto de las modificaciones que se introducen a la ley N° 18.695 y a la ley N° 18.883, que, si bien no se refieren directamente a esta Contraloría General, se ha estimado oportuno formularlos para que sean tenidos en cuenta en la discusión legislativa del Proyecto de ley en comento.
1. Unidad de Control:

La ley vigente establece un sistema especial de nombramiento y remoción de la jefatura de esa unidad, como asimismo, respecto de las destinaciones del personal que labora en ellas, lo que garantiza un control real y efectivo de la función municipal.

El proyecto en comento, si bien establece esa unidad a nivel legal, no prevé requisitos especiales en relación a la jefatura de la misma, ni restringe las posibilidades de remoción del funcionario que la desempeña. No existe, tampoco, una disposición especial que regule su provisión ni el sistema de calificaciones a que debe someterse, en el cual, se sugiere; debería tener intervención el Concejo.

En la indicación sustitutiva que se analiza se impide que el jefe de la unidad de control sea de la exclusiva confianza del alcalde, y se señala expresamente que ésta no puede depender de una unidad inferior a la de Dirección, ya que se incorpora un inciso segundo al artículo 19 de la ley N° 18.695, -en el que se indica que "la unidad de control interno no podrá depender de otro nivel jerárquico al alcalde".

No obstante lo anterior, la figura del Director de Control aparece debilitada en la indicación sustitutiva, por cuanto en el artículo 23 de la ley N° 18.695 -que trata sobre la unidad de control-, no se contempla la protección que el inciso final del artículo 29, actualmente vigente de esa ley, entrega al Director de Control, al establecer que dicho cargo se proveerá mediante concurso de oposición y antecedentes; que no podrá estar vacante por más de seis meses consecutivos; que las bases del concurso y el nombramiento requieren la aprobación del concejo; que pueden postular personas que estén en posesión de un título profesional o técnico acorde con la función, y que sólo podrá ser removido en virtud de las causales de cese de funciones aplicables a los funcionarios municipales, previa instrucción del respectivo sumario.
2. Concejales:

No se advierte la razón por la cual en el artículo 40 de la ley N° 18.695, se elimina a los concejales como autoridades a las cuales se les aplica las normas sobre probidad administrativa, si se tiene presente lo señalado en el N° I, punto 2, precedente, sobre la facultad de la Contraloría para sumariar a los alcaldes y concejales.
3. Juzgados de Policía Local:

El nuevo artículo 50 de la ley N° 18.695, dispone en su primera frase que "Sin perjuicio de la creación por ley de los juzgados de policía local, corresponderá a cada municipalidad la creación de los respectivos cargos de jueces de policía local.".

Atendido que la creación de los Tribunales es materia de ley, cabe entender que la facultad de las municipalidades para crear y suprimir los órganos o unidades que requieran para el desarrollo de sus funciones y ejercicio de sus atribuciones, contemplada en el nuevo artículo 15 de la ley N° 18.695, no tiene aplicación respecto de los juzgados de policía local, siendo oportuno añadir que la prevención que se efectúa en el citado artículo 50 parece insuficiente, toda vez que sólo se refiere a la "creación" de los juzgados y no a sus eventuales modificaciones, fusiones o supresiones.

Por otra parte, parece conveniente que en el artículo 18 de la ley N° 18.695 -que permite a dos o más municipalidades, mediante la celebración de un convenio, compartir una misma unidad-, se exceptúe a los juzgados de policía local, ya que éstos tienen un territorio jurisdiccional definido por la ley, de manera que debe quedar claro que la potestad de celebrar esos convenios no puede afectar esa jurisdicción territorial.

En relación con "la creación de los respectivos cargos de jueces de policía local", la indicación sustitutiva que se analiza señala que en el caso de que la ley que crea el Tribunal respectivo no establezca plazo para la creación del cargo, dicho plazo será de 90 días. Sin embargo, no se ha regulado el efecto del incumplimiento de ese plazo, por lo que se sugiere disponer que el cargo se entienda creado por el solo ministerio de la ley.
4. Exclusiva confianza:

El artículo 47 de la ley N° 18.695 confiere la calidad de funcionarios de exclusiva confianza del alcalde, a las personas que sean nombradas como directores titulares en la respectiva Dirección, con excepción de quienes sean nombrados como directores de obras municipales y de control interno.

Al respecto, resultaría pertinente consagrar alguna norma de protección respecto del encasillamiento de los funcionarios Directores que actualmente sirven cargos de carrera y que pasarán a ser de exclusiva confianza, con la dictación de las nuevas plantas.
5. Remuneraciones:

El artículo 5°, letra d), de la ley N° 18.883 se modifica en el sentido de considerar que el significado de remuneración no sólo comprende las contraprestaciones en dinero que el funcionario tenga derecho a percibir en razón de su empleo o función, como lo entiende actualmente ese precepto, sino también aquellas sumas que se tenga derecho a percibir por "otra causal" contemplada en el sistema de remuneraciones de cada municipalidad.

Al respecto, a juicio de esta Contraloría General; se hace necesario que se precise cuál sería esa "otra causal", ya que lo propio es que una remuneración se perciba en razón del empleo o función.
6. Requisitos de los cargos:

Se incorpora a la ley N° 18.883 un nuevo artículo 7° bis, cuyo inciso final consagra la facultad de las municipalidades para establecer requisitos adicionales y específicos, en atención a los requerimientos y exigencias propias de los respectivos cargos.

Sobre la materia, sería necesario precisar que dicha atribución debe ser ejercida en el decreto que fija la planta, y no con ocasión de la provisión del cargo, pues esto último podría derivar en actos discriminatorios.

Por otra parte, se sugiere que en el párrafo sobre el Estamento Técnicos se elimine la frase "un instituto o".

Asimismo, no se advierte la razón por la cual en el Estamento Auxiliares se exige que quienes se desempeñen como conductores de vehículos deben contar con licencia de conducir clase A, en circunstancias que lo razonable es que se exija la licencia que corresponda según el vehículo que se asignará a su conducción, como lo establece la normativa vigente.
7. Concurso interno:

En el inciso tercero del nuevo artículo 8° de la ley N° 18.883, se dispone que para poder postular a los concursos internos, en los casos que dicha modalidad es procedente, se requiere estar calificado entre el "tercio mejor evaluado", lo que podría colisionar con lo dispuesto en la letra b) del inciso quinto del artículo 51, que establece que para participar en los concursos internos de promoción se requiere estar calificado en Lista N° 1, de distinción, o en Lista N° 2, buena.

Asimismo, se sugiere que en la oración final del mismo inciso se sustituya la expresión "los casos y" por la palabra "la".
8. Reingreso:

Respecto del requisito de ingreso contemplado en la letra e) del artículo 10 de la ley N° 18.883 -no haber cesado en un cargo público por calificación deficiente o por medida disciplinaria-, se señala que tales impedimentos cesarán de pleno derecho una vez que hayan transcurridos 5 años contados desde la fecha de expiración de funciones.

En relación con este aspecto, resulta pertinente hacer presente a esa Comisión, a fin de que sea tenido en cuenta al legislar, lo dispuesto en el artículo 38, letra f), de la ley N° 10.336, de Organización y Atribuciones de la Contraloría General de la República, al tenor del cual esta Entidad de Control no puede dar curso a "ningún nombramiento recaído en persona alguna afectada con la medida indicada a menos que intervenga decreto supremo de rehabilitación".

En ese contexto, esta Contraloría General no advierte el fundamento por el cual las personas afectadas con esas medidas no requerirían de un decreto de rehabilitación si desean reingresar a alguna municipalidad, y, en cambio, dicho decreto sería un requisito para el reingreso al resto de los organismos de la Administración del Estado.
9. Encasillamiento:

El artículo 14 de la ley N° 18.883, que regula los procesos de encasillamientos, no señala la forma de ubicar a los funcionarios actualmente pertenecientes a la planta de jefaturas, considerando que el proyecto no contempla un estamento equivalente.

En relación con la misma disposición, y atendido que los requisitos que el artículo 7 bis mencionado contempla para. el ingreso y promoción en el estamento técnico son mayores que los actualmente exigibles respecto de la planta de técnicos, ,sería aconsejable que se regule expresamente la situación de los servidores de dicha planta tanto respecto de un primer encasillamiento como de sus futuras promociones.
10. Convenio de ejercicio simultáneo de un cargo:

Se estima que en el nuevo artículo 14 bis de la ley N° 18.883 se debiera aludir, en la materia a que se refiere su letra a), a la "distribución de la jornada de trabajo del funcionario, que establece el artículo 62 de este Estatuto, entre todos los Municipios" y no al "régimen de jornada de trabajo", como allí se consigna.

Igualmente, considerando que el servidor sujeto a desempeño simultáneo es un empleado que se encuentra en actual servicio en una determinada municipalidad, no resulta procedente estimar que el desarrollo de sus labores en los otros municipios pueda alterar su calidad jurídica, como parece desprenderse de lo establecido en la letra d) del mencionado artículo 14 bis.
11. Días hábiles:

En el artículo 18 de la ley N° 18.883, que señala el plazo que debe mediar entre la publicación y el concurso -antes ocho días, ahora quince-, se sugiere señalar expresamente que se trata de días hábiles, como lo ha resuelto la jurisprudencia de esta Entidad de Control.
12. Prescripción de cobro:

Se elimina la institución de la prescripción aplicable al cobro de determinadas asignaciones -actual artículo 98 de la ley N° 18.883, que contempla un lapso de seis meses para que ella opere lo que implica que en adelante se aplicaría al cobro de éstas, el plazo general de la prescripción de los derechos funcionarios, correspondiente a dos años, establecido en el artículo 157 de la ley N° 18.883.

No se advierte la razón de la supresión antedicha, si se considera que el precepto que se suprime contiene una prescripción de corto tiempo sólo para efectuar el "cobro" de tales beneficios, pero no para que se verifique la prescripción del derecho al beneficio, la que se rige por la norma legal citada en el párrafo anterior.

Debe recordarse que el referido plazo de seis meses también se encuentra en la ley N° 18.834, Estatuto Administrativo, de manera que no se advierte el motivo por el cual los funcionarios municipales deban tener, en esta materia, un régimen diverso al resto de los funcionarios públicos regidos por dicho Estatuto Administrativo.
13. Planilla suplementaria:

El artículo 1° transitorio establece que la aplicación de la presente ley no podrá significar disminución de sueldo ni demás remuneraciones fijas, respecto de los funcionarios en actual servicio municipal. Sin embargo, se ha omitido el establecimiento de un instrumento que garantice esta protección, cual es la planilla suplementaria.
14. Errores formales:

Finalmente, cabe señalar que en la indicación sustitutiva en estudio se han advertido los siguientes errores formales:

- En el artículo 1°, N° 1, se advierte que el artículo 22, letra c), que se incorpora a la ley N° 18.695, hace referencia a un "número anterior" que ya no existe, y que el artículo 23 contempla dos nuevas letras, e) y e).

- En el artículo 3°, letra d), se ha omitido la expresión "indemnizaciones" entre las frases "el pago de las" y "a los funcionarios afectados".

- El articulo 5° transitorio, debiera terminar con las expresiones: "establecidas por la presente ley".

Es cuanto cabe manifestar en relación con la indicación sustitutiva al Proyecto de Ley de Modernización Municipal, que ha sido sometido a consideración de esta Contraloría General.”.
- - -


En la misma sesión de 3 de septiembre de 2007, el Honorable Senador señor Orpis manifestó que la transparencia es un tema fundamental para la modernización municipal, y la Contraloría General de la República tiene un rol clave que cumplir. Señaló que uno de los problemas que ha detectado es que se ha propuesto que diversos actos administrativos no queden sujetos a la toma de razón, sino al registro, razón por la cual, a su juicio, se presenta un escenario propicio para irregularidades y actos de corrupción municipal.


Solicitó, enseguida, a la Contraloría General de la República, la elaboración de un catastro con los principales problemas sobre irregularidades en materia municipal, con el fin de introducir las enmiendas que correspondan en el proyecto en discusión.

El señor Contralor General señaló que determinados convenios de cierta magnitud, deben regirse por el artículo 10, inciso 5°, de la ley orgánica constitucional de la Contraloría, que abre espacios para la aplicación de la resolución número 520, que es la que determina qué actos quedan sujetos a la toma de razón. Por ello, señaló que es importante que el proyecto de ley no petrifique éste trámite para los contratos municipales.


El Honorable Senador señor Bianchi expresó que el proyecto de ley sobre modernización municipal, luego de la exposición del señor Contralor, debe volver, a su juicio, a fojas cero, por cuanto son variadas las materias en las cuales existen dudas. Estima desaconsejable avanzar en una iniciativa que presenta vacíos en un amplio orden de asuntos, como por ejemplo, precisar el rol fiscalizador de la Contraloría General de la República.

- - -


Concluidas las intervenciones precedentes, en sesión de 3 de octubre de 2007 se procedió a la votación en general acerca de este proyecto de ley.


El Honorable Senador señor Núñez anunció su pronunciamiento favorable a la iniciativa por las consideraciones que enseguida expondrá, pero antes estimó necesario formular un planteamiento acerca de la forma cómo se ha tramitado el proyecto.


Agregó que la idea de legislar de la iniciativa ya había sido votada favorablemente por esta Comisión en el curso del año 2005, por lo que el acuerdo de la Sala de enviarlo nuevamente a ella, para una segunda discusión en general, en su opinión, desconoce la manifestación de voluntad ya expresada por un órgano legislativo (la Comisión), disponiendo que sobre el mismo asunto formule un nuevo pronunciamiento que tendrá igual valor que el anterior.


Continuó señalando que aunque los acuerdos de las Comisiones no son vinculantes para la Sala, corresponde a ésta aprobar o rechazar la proposición de la Comisión, mas no anularla o desconocerla que es, en definitiva, el efecto que surge de su nueva providencia de volver a estudiar la iniciativa en general y en particular en primer informe. Ha de considerarse, además, que quienes concurrieron a la aprobación anterior de la idea de legislar no son las mismas personas que hoy integran la Comisión, que pueden tener predicamentos distintos frente a un mismo asunto, lo cual arriesga la certeza y estabilidad que deben tener los acuerdos parlamentarios.


Finalmente, fue de parecer que las reflexiones precedentes acusan un vacío reglamentario que debe ser analizado con mayor detenimiento y la consecuente incorporación de enmiendas a las normas que regulan el proceso formativo de la ley.


En relación con su voto favorable al proyecto, el señor Senador manifestó que la materia que éste aborda viene discutiéndose en el Parlamento desde hace ya largos años, lo que revela la imposibilidad de lograr consensos en un tema que surge por mandato de una reforma constitucional apoyada por todas las fuerzas políticas con representación parlamentaria, como fue la incorporación del artículo 110 de la Constitución Política, hoy artículo 121 de ese texto constitucional.


A lo largo de este debate, continuó, se ha podido discutir sobre los mecanismos de protección de la carrera funcionaria, plasmados en este proyecto de ley. Se han previsto en él instrumentos que permiten a alcaldes y concejales publicitar los programas dirigidos a la comunidad y las normas que posibilitarían a las autoridades edilicias modificar las estructuras de administración y ejecución de la gestión municipal.


Agregó que el proyecto permite fijar las plantas por una vez en el período alcaldicio, con el acuerdo de los dos tercios del concejo, previa consulta a los funcionarios municipales y sobre la base del plan de desarrollo comunal y la política de recursos humanos de cada municipalidad, lo que aleja la arbitrariedad y el despido discrecional de personas que pueden aportar mucho al mundo municipal. Recordó, asimismo, que aproximadamente tres mil cuatrocientos funcionarios están en situación de jubilar con los beneficios que prevé esta ley, con mejores condiciones para enfrentar su vida post laboral.


Concluyó expresando que bien puede que este proyecto no aborde el proceso de modernización en su integridad, pero constituye un avance que facilita el tránsito del municipio desde su actual condición de órgano administrativo hasta  un verdadero gobierno local.



Enseguida, el Honorable Senador señor Orpis fundamentó su rechazo en que, como cuestión previa a legislar sobre la creación y flexibilización de las plantas municipales, es necesario resolver el tema de las finanzas municipales. Así, mientras el Ejecutivo no entregue señales acerca de su determinación de proporcionar recursos frescos a los municipios, es improbable que dichos organismos puedan implementar políticas de desarrollo que responden a las demandas ciudadanas. 

Las comunas deben contar con presupuestos iniciales que les permitan enfrentar sus requerimientos sin necesidad de recurrir a fondos externos que entregue el Ejecutivo, por cuanto dichos montos sólo aumentan artificialmente las sumas con las que cuentan las municipalidades. A mayor abundamiento, señaló que las cifras que entregó la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo durante la discusión de este proyecto de ley arrojan como resultado la percepción de que una gran cantidad de municipalidades se encuentran en situación deficitaria.



Por las razones expuestas, estimó que, antes de legislar sobre la flexibilización y modernización de las plantas municipales, es necesario iniciar un debate acerca de la real situación presupuestaria del mundo municipal, pues no se les puede entregar nuevas responsabilidades sin que cuenten con los medios reales y efectivos para enfrentar sus necesidades básicas.


A continuación, el Honorable Senador señor Pérez Varela argumentó su voto contrario al proyecto basado en que la situación financiera de las municipalidades es deficitaria, por lo que mal podría pensarse en una modernización sin antes revisar e introducir las reformas que sean necesarias en los asuntos relativos a la confección y gestión del presupuesto municipal. La autonomía, de la cual señaló ser partidario, no es factible sin antes resolver el estado financiero de más de la mitad de las comunas del país que, según los antecedentes que se acompañaron durante la discusión, reflejan una situación que no se condice con municipios eficientes capaces de enfrentar exitosamente las necesidades comunales. 



A mayor abundamiento, expresó que el proyecto de ley contiene normas que debilitan la situación laboral de los funcionarios municipales, puesto que fijar nuevas plantas cada cuatro años va a generar, a su juicio, la politización de los gobiernos locales, alejándolos de lo que se persigue como meta final, cual es la de concluir un proceso de modernización que garantice a la ciudadanía que sus demandas locales serán bien atendidas.



El Honorable Senador señor Bianchi, también fue partidario de rechazar el proyecto. Adujo que las municipalidades constituyen el pilar fundamental de la Administración, por lo que la modernización de las mismas contribuirá a una mejor gestión de los medios con que cuenta la sociedad civil para la satisfacción de las demandas comunales. Estimó que un asunto relevante es la solución definitiva de la situación deficitaria de gran parte de los municipios del país, razón por la cual instó al Ejecutivo a comprometerse con la pronta entrega de recursos que constituyan el soporte de los ingresos municipales reales, más allá de las sumas que puedan éstas percibir por otras vías. Sólo de esa forma, señaló, las municipalidades gozarán de la autonomía y flexibilidad que requieren para el adecuado ejercicio de sus competencias. 



Expresó su disposición de colaborar en todo lo que sea necesario para la pronta modernización de los municipios, pero, de la misma forma, solicitó al Ejecutivo trabajar en una iniciativa que cumpla los requerimientos presupuestarios que se han señalado durante el debate.



Finalmente, el Honorable Senador señor Sabag, declaró que en la organización del Estado el municipio juega un rol determinante, pues es la primera manifestación de la autoridad más cercana a los gobernados. En correspondencia con el rol social que juega, especialmente en los sectores con mayores carencias, los municipios han de estar dotados de estructuras y medios que aseguren la eficiencia de su gestión en la satisfacción de las demandas ciudadanas. Pero junto con mejorar las estructuras municipales ha de ser preocupación del legislador rodear a los trabajadores municipales de condiciones dignas e idóneas para cumplir su papel de servidores públicos, con las garantías y beneficios que estimulen su accionar.


Estimó el señor Senador que el proyecto en informe satisface ambos propósitos de perfeccionamiento de las estructuras municipales y garantías de estabilidad, remuneraciones y capacitaciones de los funcionarios municipales, orientados todos a satisfacer la finalidad esencial de los municipios, cual es el bienestar de los habitantes de la comuna, razón por la cual anunció su voto favorable a la idea de legislar respecto de esta iniciativa.
- - -

VIII. ACUERDOS

Con fecha 3 de octubre de 2007, y puesta en votación la idea de legislar de este proyecto, la mayoría de los miembros de esta Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Orpis y Pérez Varela acordó su rechazo. Se pronunciaron por su aprobación los Honorables Senadores señores Núñez y Sabag.

- - -


Posteriormente, y de conformidad con el artículo 185 del Reglamento de la Corporación, con fecha 18 de marzo de 2008, el Honorable Senador señor Sabag formuló una indicación para reabrir el debate.


Acogida la reapertura con la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Orpis, Pérez Varela y Sabag, en sesión de 1 de abril de 2008, se reinició el análisis de este proyecto de ley. Se incluyen, a continuación, las intervenciones que tuvieron lugar en esta segunda etapa y los nuevos acuerdos adoptados.


Reabierto el debate la Comisión escuchó, primeramente en sesión de 29 de abril de 2008, a la Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo, señora Claudia Serrano, quien acompañó un documento que contiene una nueva propuesta sobre la materia objeto del debate, con el fin de someterla a la discusión y consideración de esta Comisión.


A este respecto, señaló que la idea es motivar a los actores del mundo municipal para que, tras su estudio y discusión, puedan generar los consensos necesarios para avanzar en el despacho de esta iniciativa de ley, de vital importancia para el desarrollo y modernización de los municipios del país, mejorando con ello la calidad del servicio a los ciudadanos en el ámbito local. De esta manera se concretará el mandato que el constituyente, en el artículo 121 de la Carta Fundamental, entrega al legislador para regular los ámbitos que esta disposición establece.


Sobre la importancia y contenidos de la nueva propuesta, indicó que el Ejecutivo, haciéndose cargo de las distintas sensibilidades del mundo municipal y de la necesidad de concitar un amplio respaldo político para este proyecto de ley, tuvo en cuenta los siguientes ejes temáticos:

I. Importancia de legislar sobre el artículo 121 de la Constitución Política:


Precisó que el proyecto aspira a contar con municipalidades que tengan una gestión flexible, efectiva y moderna, fundada en el desarrollo permanente del recurso humano y orientada a producir servicios de calidad para los ciudadanos.


Destacó también el avance gradual de un esquema centralizado de relaciones laborales a un sistema descentralizado, donde las autoridades municipales fijen y financien las estructuras de personal que requieran según su realidad local, permitiéndoles determinar remuneraciones y efectuar los ajustes de dotaciones que sean necesarios, a lo menos una vez dentro de un período alcaldicio.
II. Ideas matrices del proyecto.

Sobre el particular, informó que el esquema centralizado de relaciones laborales será reemplazado por un sistema descentralizado donde, a nivel local, se fijarán las estructuras orgánicas que se requieran de acuerdo a la realidad concreta de cada municipio, permitiéndoles determinar sus remuneraciones y efectuar los ajustes de dotaciones que sean necesarios. Agregó también la señora Subsecretaria que, atendida la heterogeneidad del sector, es menester diferir la entrada en vigencia de la regulación de la facultad de fijar remuneraciones a través del procedimiento de negociación colectiva de carácter local, priorizando, en una primera etapa, el ámbito de los recursos humanos expresado en las distintas plantas y niveles de profesionalización.


Asimismo, expresó que el proyecto regula el ejercicio de las facultades que se transfieren a los municipios, el régimen estatutario de los funcionarios municipales y, especialmente, los mecanismos de control para descartar la arbitrariedad en definiciones relacionadas con las nuevas facultades.

III. Principales contenidos de la iniciativa:

1. Organización interna: autonomía con regulación.


A este respecto señaló que, no obstante consagrarse el principio de autonomía para que cada municipio establezca los órganos y unidades que requieran para el desarrollo de sus funciones y ejercicio de sus atribuciones, se establecerá una estructura mínima obligatoria en función del número de habitantes de las comunas, con el fin de resguardar el acceso a servicios comunales de calidad y en igualdad de condiciones, según los siguientes criterios:


- Comunas con menos de 50.000 habitantes: Secretaría Municipal, Control Interno, Desarrollo Comunitario, Obras Municipales, Administración y Finanzas y Secretaría de Planificación.


- Comunas con 50.000 o más habitantes: Secretaría Municipal, Control Interno, Desarrollo Comunitario, Obras Municipales, Administración y Finanzas, Secretaria de Planificación, Asesoría Jurídica, Transporte y Tránsito Público, Aseo y Administrador Municipal.


Adicionalmente, manifestó que se consagrará, de manera exclusiva, la creación de órganos o unidades para el ejercicio de funciones y atribuciones municipales reconocidas como tales en la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades. Asimismo, se resguardará la participación de los funcionarios en la formulación de propuestas de organización interna mediante un procedimiento de consulta.


Acerca del personal de exclusiva confianza, señaló que se exigirá el título profesional pertinente a la función a desarrollar, y que sólo podrán tener esa calidad las personas que sean nombradas como directores titulares de las Direcciones de Secretaría Municipal, Desarrollo Comunitario, Obras Municipales, Administración y Finanzas, Secretaría de Planificación, Asesoría Jurídica, y Administrador Municipal.

2. Creación y supresión de empleos.


La formulación del Plan de Creación y Supresión de Empleos será propuesta por el alcalde al concejo y requerirá, para su aprobación, del voto favorable los dos tercios de los concejales en ejercicio,  y deberá guardar la debida correspondencia con el Plan de Desarrollo Comunal y la Política de Recursos Humanos implementados por la Municipalidad, con la prohibición expresa de crear cargos similares a los suprimidos. Adicionalmente, el Plan de Creación y Supresión de Empleos, una vez aprobado, deberá formalizarse en un decreto alcaldicio sujeto al trámite de toma de razón por la Contraloría General de la República, con la obligación de consultar a las asociaciones de funcionarios, cuyo parecer deberá ser puesto en conocimiento del concejo municipal que deba aprobar dicho plan.


En cuanto a las indemnizaciones, manifestó que la de carácter compensatorio para el afectado por una supresión de empleo será de cargo municipal y equivaldrá a un mes por año de antigüedad en el municipio, con tope de 11 meses. Con todo, se facultará a las municipalidades para mejorar proporcionalmente esa indemnización, con acuerdo de los dos tercios del concejo municipal y según la disponibilidad presupuestaria que exista, incremento que podrá ser de hasta un 100% de la indemnización según el número de años servidos en el municipio.

3. Negociación colectiva. Determinación de remuneraciones.


Explicó que ésta será la regla general para la determinación de las remuneraciones, ya sea de sus componentes fijos como variables, por cuanto los municipios podrán negociar con las asociaciones de funcionarios las condiciones comunes de empleo y remuneración. Con ese objeto, se regula un procedimiento de negociación colectiva local y se faculta a los municipios para que, de manera voluntaria, puedan establecer otros niveles de negociación supra-municipal con una o más asociaciones de funcionarios.


Precisó que las normas de fijación de remuneraciones -vía negociación colectiva local- tendrán un período de vacancia legal, entrando en vigor solo a partir del año 2014, en razón de que esa fecha está comprendida en el segundo período de vigencia del nuevo sistema, momento en el cual, probablemente, se habrán ya producido los ajustes necesarios en la organización interna y en las plantas de los municipios.


En materia de resolución de conflictos, y considerando lo señalado por la Organización Internacional del Trabajo, el procedimiento de negociación local se estructurará de manera tal que, una vez agotadas las instancias de solución por medio de negociación, cualquiera de las partes podrá solicitar la intervención de un tercero imparcial que proponga las bases sobre las cuales se estructurará la mediación, propuesta que, en todo caso, deberá siempre ser sometida a la ratificación del concejo municipal.


Con todo, argumentó que el acuerdo producto de las negociaciones del sector debiera tener a lo menos dos años de vigencia y, en caso alguno, más de cuatro. De ese modo, los municipios contarían con una prerrogativa similar a la que el artículo 317 del Código del Trabajo entrega a los empleadores, esto es, la posibilidad de fijar fechas no aptas para iniciar una negociación, inhibiendo también las negociaciones en épocas previas a una elección municipal.
4. Apoyo fiscal para la transición al nuevo régimen. 


Asumiendo que la modificación del régimen municipal conlleva un alto costo, manifestó que el Ejecutivo, con el objeto de llevar adelante esta iniciativa, aportará, entre los años 2009 y 2012, importantes recursos fiscales orientados a facilitar la transición entre el esquema centralizado y el descentralizado que fija este proyecto. En este contexto, la señora Subsecretaria precisó que los recursos estarán orientados a apoyar el financiamiento de los siguientes aspectos:


a) Facilitar la salida, entre los años 2009 y 2010, de aproximadamente 2.500 funcionarios en edad de jubilar, mediante el otorgamiento de un incentivo transitorio al retiro como sucede en los casos regulados por la ley Nº 20.135, más un bono de aceleramiento entregado por una sola vez, que, en promedio, alcanzará 10 meses y medio, focalizando los esfuerzos en los estamentos de menores ingresos (auxiliares, administrativos y técnicos). 


Tomando como remuneración promedio la suma de $ 500.000 mensuales, el costo de esta iniciativa, entre los años 2009-2010, alcanzará aproximadamente los $ 28.000 millones.


b) Entrega de un bono especial para facilitar la readecuación de dotaciones municipales, con el objeto de contribuir a facilitar la salida de aquellos funcionarios que, no cumpliendo con los requisitos para acceder al bono especial por retiro, tampoco están en condiciones de asumir los nuevos desafíos y requerimientos de la gestión municipal, fijando un bono especial para que los municipios cuenten con las herramientas necesarias para reestructurar sus dotaciones municipales, potenciando la gestión en recursos humanos.


En este contexto, destacó la voluntad del Gobierno para que se otorgue, por una sola vez, entre los años 2009 y 2010, un bono especial de salida de cargo fiscal equivalente a 200 unidades de fomento para auxiliares, administrativos y técnicos, y de 300 unidades de fomento para profesionales y directivos. Dicho bono alcanzará un costo aproximado de $9.000 millones, considerando un  universo total aproximado de 2.000 funcionarios. El referido bono podrá ser complementario de la indemnización por años de servicio, debiendo ser cubierto por el municipio con cargo a sus propios recursos.


c) Apoyo para la modernización de las dotaciones municipales. Sobre este asunto, explicó que la modernización de las dotaciones municipales dice relación con la profesionalización de éstas, su adecuación a las necesidades de los planes de desarrollo comunal y su mayor nivel de remuneraciones, todo ello orientado a la adecuada satisfacción de la demanda de servicios comunales de calidad.

Con miras a dicho objetivo, manifestó que el Ejecutivo está disponible para la creación de un Fondo de Modernización Municipal - de carácter transitorio - cuyos recursos se focalicen preferentemente en los municipios de menor capacidad financiera y con mayores brechas en sus estructuras orgánicas. Dicho Fondo, según dijo, contemplará recursos extraordinarios para el período comprendido entre los años 2009 y 2012 por $21.000 millones, los que disminuirán gradualmente para extinguirse en el año 2017, según lo determine el proyecto. 


d) Apoyo técnico y financiero al proceso de modernización. Con este propósito, la ley de presupuestos de la Nación considerará recursos para que la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, en conjunto con la Asociación Chilena de Municipalidades, desarrolle programas e iniciativas específicas para apoyar a los municipios que lo requieran en la elaboración de los instrumentos requeridos, tales como el plan de desarrollo comunal, la política de recursos humanos y los reglamentos.


e) Capacitación de funcionarios municipales. Argumentó que se dará continuidad a los esfuerzos de capacitación funcionaria en el marco del compromiso del Ejecutivo de instalar, a contar del año 2008, un sistema de capacitación y formación municipal, que considera recursos a los que podrán acceder los municipios para financiar planes de capacitación orientados a la generación de habilidades y competencias específicas de sus funcionarios. Se contemplará, además, asistencia técnica para la formulación de sus requerimientos.

f) Perfeccionamiento de los sistemas de información y gestión municipal. Indicó que una gestión descentralizada de los recursos humanos supone también un avance en los sistemas de control e información, los cuales permitirán enfrentar las exigencias de transparencia y contar con las herramientas necesarias para una adecuada fiscalización y control en materia financiera y presupuestaria.

5. Al finalizar su exposición, la señora Subsecretaria se refirió al sistema de financiamiento local, expresando el compromiso del Ejecutivo para estudiar, en el mediano plazo, medidas tendientes a perfeccionar el actual sistema de financiamiento, las que debieran orientarse a que los municipios puedan actuar en el sistema financiero y en el mercado de capitales, permitiendo un endeudamiento responsable que facilite el desarrollo económico y social a nivel local.

- - -


En sesión del día 6 de mayo de 2008, la Comisión atendió la exposición del Presidente de la Confederación Nacional de Funcionarios Municipales de Chile (ASEMUCH), señor Oscar Yáñez, quien recordó que en el mes de diciembre del año 2004 el Ejecutivo ingresó un proyecto de ley que regula las facultades municipales contenidas en el artículo 110 de la Constitución Política (hoy 121). Afirmó también que, en mayo de 2007, el Ejecutivo ingresó al Senado una indicación sustitutiva de este proyecto, reemplazando íntegramente el texto original, aunque sin modificaciones de fondo.


Siguiendo con la relación, señaló que en el mes de octubre del año 2007, luego de largos debates, la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización del Senado rechazó el proyecto por tres votos contra dos, dado que, según dijo, éste no respetaba los derechos laborales de los funcionarios municipales del país,  a lo que se agrega la falta de financiamiento para el sistema municipal chileno. Desde el mes de octubre del año 2007 hasta el mes de abril del 2008, el Ejecutivo buscó diferentes caminos orientados a lograr la reapertura del debate del proyecto en dicha instancia legislativa, situación que se acogió el día 1° de abril del año 2008, cuando la Comisión fijó un plazo, primero al día 15 y luego al día 29 del mes de abril de dicho año, para presentar una nueva propuesta con modificaciones al proyecto.


Con el objetivo de arribar a acuerdos, explicó que la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización del Senado solicitó al Ejecutivo conciliar su postura con la de los trabajadores municipales, corrigiendo, rectificando o llegando a acuerdos en materias de derechos laborales, estabilidad en el empleo, carrera funcionaria, negociación colectiva y remuneraciones, además de resolver el tema del financiamiento de los municipios.


Concluyó su relación señalando que el día 29 de abril de este año, el Ejecutivo presentó un documento denominado “Bases de un Acuerdo Sobre Modernización Municipal”, que contiene los fundamentos para una nueva propuesta legislativa.


La Confederación Nacional de Funcionarios Municipales de Chile (ASEMUCH), según expuso, debatió los contenidos del documento acompañado por el Ejecutivo, cuyas conclusiones se transcriben a continuación:

“1. ANALISIS EN GENERAL:

En primer lugar, ASEMUCH desea manifestar su profunda desazón al Ejecutivo, pues nuestra organización, al tenor de lo dispuesto por la Comisión de Gobierno, estaba preparada y disponibles para la instalación de una mesa de negociación y de diálogo para buscar los acuerdos necesarios que permitan avanzar en la reforma municipal, en especial en materias relacionadas con la protección de los derechos laborales, la carrera funcionaria, la estabilidad laboral, la negociación colectiva, la creación y supresión de empleos, el sistema de remuneraciones, el sistema de calificaciones, el sistema de capacitación y el perfeccionamiento.


Lamentablemente, esta mesa de trabajo y diálogo jamás se concretizó, no por disposición de ASEMUCH, si no que por responsabilidad del Ejecutivo, quien no quiso considerar a una de las sensibilidades del mundo municipal: los trabajadores y trabajadoras municipales.


El documento presentado por el Ejecutivo, no es un proyecto ni menos indicaciones al ya existente, pues sólo constituye ideas matrices de lo que pretende incorporar al proyecto de ley, sólo una vez que la Comisión de Gobierno reconsidere o acuerde la idea de legislar. Con ello, el Ejecutivo tampoco está dando cumplimiento a lo requerido por la Comisión en el sentido de presentar indicaciones al proyecto que corrigiera, rectificara o llegara a acuerdos con los trabajadores. Lamentablemente el Ejecutivo no ha manifestado ninguna voluntad en esta línea.


La propuesta del Ejecutivo sólo trae, de manera clara una cantidad de recursos, que facilitará la facultad municipal del despido de funcionarios, destinada al pago de indemnizaciones para aquellos que deberemos abandonar el servicio: cargos directivos de carrera que pasan a ser funcionarios de la exclusiva confianza del alcalde; cargos de la planta de jefaturas que desaparece y no se contienen normas claras sobre encasillamiento para dicho personal; personal que cumpla la edad para acogerse a jubilación; cargos de funcionarios que según el Ejecutivo “no están en condiciones de asumir los nuevos desafíos y requerimientos de la gestión municipal”; cargos que serán suprimidos por aplicación de la facultad municipal. Al parecer, el Ejecutivo y también la ACHM entienden que la modernización municipal pasa por echar gente municipal a la calle.


El documento del Ejecutivo contempla en el párrafo Nº 4 letra a), recursos para un Plan Especial de Retiro, para facilitar la salida de funcionarios en edad de jubilar vinculado a la tramitación del proyecto de ley del artículo 121 de la CPE. Sobre este punto ASEMUCH manifiesta que este punto no puede vincularse al proyecto de ley, toda vez que  esta iniciativa se encuentra en el Acuerdo Gobierno – Mesa Sector Público Coordinada por la CUT sobre Reajuste de Remuneraciones de os Funcionarios de la Administración Central y Descentralizada, suscrito el 21/11/2007 y cuyo Nº 7 dispone “Reiterar la disposición del Ejecutivo para reactivar las instancias de diálogo y trabajo sobre planes de retiro en los servicios de salud y en el ámbito municipal para que culmine su trabajo en este año y cuya duración sea similar a lo consensuado en otros sectores. En el campo municipal el plan de retiro estará desvinculado de la tramitación parlamentaria del proyecto de ley que regula la facultad otorgada por el artículo 121 de la Constitución Política”.


En general, lamentablemente el documento del ejecutivo no recoge todos los planteamientos que preocupan a la ASEMUCH y a los H. Senadores en materias de: organización interna, cargos de confianza del alcalde, personal y carrera funcionaria, creación y supresión de cargos; remuneraciones, negociación colectiva, etc.

2. ANALISIS EN PARTICULAR:


El documento presentado por el Ejecutivo, al no ser un proyecto de ley sustitutivo (como sí aconteció en el mes de mayo de 2007 ), o su defecto, indicaciones al proyecto de ley existente en la Comisión de Gobierno, no nos permite hacer un análisis crítico más detallado sobre su contenido, no obstante lo anterior, a continuación analizamos aquellos temas que revisten mayor relevancia para la ASEMUCH.


El Presente texto comenta críticamente la Propuesta presentada al Poder Legislativo por parte de la Subsecretaria de Desarrollo Regional que, de acuerdo a sus propios autores “haciéndose cargo de las distintas sensibilidades de mundo municipal… propone los siguientes ejes para la construcción de un acuerdo mayoritario a la Comisión de Gobierno Interior del Senado” (sic)

A. Eliminación de la Estabilidad Laboral pasando a un régimen de Discriminación según las condiciones económicas del Municipio


La propuesta del Gobierno plantea en este punto:

I.- IMPORTANCIA DE LEGISLAR SOBRE EL ART. 121 DE LA CPR.


“Resulta relevante pasar gradualmente de un esquema centralizado de relaciones laborales a un sistema  descentralizado, donde las autoridades municipales fijen y financien las estructuras de personal que requieran de acuerdo a  su realidad local, permitiéndoles determinar sus remuneraciones y efectuar los 
ajustes de dotaciones necesarios, a lo menos una vez en su periodo alcaldicio.”


Quienes conocemos el mundo municipal sabemos lo que significará para los 
funcionarios municipales y para la comunidad el que las autoridades municipales deban financiar las estructuras y costos remuneracionales del personal, avanzamos a paso seguro a generar una altísima discriminación entre funcionarios que ubicándose en los mismos cargos y desarrollando labores similares laboran en municipios con realidades económicas muy disímiles. 

 
A su vez la facultad de efectuar ajustes de dotaciones una vez en su periodo alcaldicio, conlleva a la absoluta inestabilidad laboral de los funcionarios municipales, quienes son dejados en calidad de temporeros cada cuatro años, en un ámbito donde las autoridades son elegidas políticamente, lo que puede ser un fuerte elemento de discriminación, tras el difuso argumento de los perfiles ocupacionales.


La Propuesta entregada por el Gobierno se hace más explicita aun cuando plantea en la letra b de la página 5:


b) Bono Especial para Facilitar Readecuación de Dotaciones Municipales: 


“Asumiendo la necesidad de contribuir a facilitar la salida de aquellos funcionarios que, no cumpliendo los requisitos para acceder al bono especial por retiro, tampoco están en condiciones de asumir los nuevos desafíos y requerimientos de la gestión municipal para reestructurar sus dotaciones Municipales y así dinamizar la gestión en recursos humanos.”


Se crea un nueva, arbitraria y genérica condición para el despido de los funcionarios municipales no estar en “condiciones de asumir los nuevos desafíos y requerimientos de la gestión  municipal”, esta inédita causal abre la puerta al absoluto arbitrio por parte de las autoridades y por consiguiente a la completa desprotección de los trabajadores, indistintamente del estamento en que ubiquen, pues el gravamen por despido ya estaría fijado “Un bono especial de salida de cargo fiscal equivalente a UF 200 para auxiliares, administrativos y técnicos y de UF 300 para profesionales y directivos.”

B. Negociación Colectiva


El texto vuelve a utilizar el eufemismo de “Negociación Colectiva” para disfrazar una mera consulta no vinculante a los funcionarios municipales, vale decir vacía todo el derecho de participación, propio de una negociación colectiva pero le consagra a esta instancia la “Facultad de fijar remuneraciones a través del procedimiento de negociación colectiva de carácter local.”


Respecto del determinante tema de solución de conflictos se plantea: “tomando como base lo señalado en la OIT, una vez agotadas las instancias de resolución a través de propia negociación pueda recurrir a petición de cualquiera de las partes, ala intervención de un tercero imparcial que proponga solución  en todo caso, deberá siempre ser sometida a  la ratificación del concejo municipal.”. Nos parece vergonzoso que se invoque a la OIT justamente para contradecir su letra y su espíritu, pues el Convenio 151 es meridianamente claro al señalar en su articulo 8º que “ La solución de los conflictos que se planteen con motivo de la determinación de las condiciones de empleo se deberá tratar de lograr, de manera apropiada a las condiciones nacionales, por medio de la negociación entre las partes o mediante procedimientos independientes e imparciales, tales como la mediación, la conciliación y el arbitraje, establecidos de modo que inspiren la confianza de los interesados”.


La participación del concejo en la materia equivale a un arbitraje obligatorio que no posee las garantía que debe reunir un procedimiento excepcional, el que además no promueve, si no que debilita la negociación colectiva como procedimiento recomendable en un sistema moderno, democrático  participativo de las relaciones de trabajo, consagrado en las normas internacionales de la OIT y en su declaración sobre los principios y derechos fundamentales del trabajo.


B.1. Desarticulación de la Confederación Nacional de Empleados Municipales: ASEMUCH denuncia que la estratega del Ejecutivo es destruir, terminar y aniquilar la organización nacional  y regional que libremente se han dado los trabajadores municipales, ello porque la propuesta  impone una consulta colectiva y no una negociación colectiva propiamente tal, circunscrita al ámbito local, permitiendo solo por decisión unilateral del empleador la negociación supra-municiapal negando también en esta materia las recomendaciones de la OIT. El resultado de esta propuesta es la atomización de los trabajadores del mundo municipal, hoy organizados democráticamente en una única organización nacional. La Propuesta de ASEMUCH considera una negociación articulada en a nivel sectorial nacional y luego una a nivel local, además de reivindicar su derecho en al Mesa del Sector Público.


B.2. Eliminación de la Escala Municipal de Remuneraciones, al plantear que la Consulta Colectiva, bajo el eufemismo  como Negociación, defina tanto los componentes fijos como variables de la remuneración, esto es un portazo a la propuesta presentada por ASEMUCH, que proponía negociar centralizadamente los componentes fijos a objeto de no abrir diferencias en este componente remuneracional.

C. Jibarización de los Municipios 


La propuesta del Gobierno se preocupa primero de jibarizar los municipios, a lo menos los que tiene menos recursos, iniciando desde la vigencia de esta iniciativa de ley la reducción de dotaciones, ya sea por edad o por no calzar con lo desafíos de la autoridad, para recién el “a partir del año 2014. cuando muy probablemente ya se hayan producido los ajustes en la organización interna y en las plantas de los municipios” dar paso a la fijación de remuneraciones vía negociación colectiva. Esto significa forzar a los municipios a la reducción de gasto contrayendo sus gastos por planilla de remuneraciones, tanto por reducir la dotación como por la congelación de las rentas en términos reales, para recién el 2014 comenzar a consultar a los funcionarios sobre eventuales incrementos.

D. Calidad de los servicios Municipales en proporción a su realidad económica.

No solo nos preocupa la vulneración de nuestros derechos sino también las discriminaciones que contiene el Proyecto estableciendo servicios municipales de primera, segunda, tercera y cuarta categoría, de acuerdo a los recursos de cada Municipio, el texto sostiene:


“Principio de Responsabilización de las Decisiones Municipales: La autonomía municipal debe significar  que las decisiones en materias de reestructuración organizacional, planta municipal y nivel de remuneraciones sean acordes a las efectivas capacidades presupuestarias del municipio.”


Luego se señala que “Con el fin de resguardar el acceso a los servicios comunales de calidad en igualdad de condiciones a la población de las distintas comunas, una estructura mínima obligatoria  en función en función del número de habitantes de las comunas. Se pretende hacer creer a la ciudadanía que estableciendo 5 u 8 unidades de trabajo, según se tenga más o menos de 50.000 habitantes, se asegura “servicios comunales de calidad en igualdad de condiciones a la población de las distintas comunas” sinceramente nos parece escandaloso.

E. Fondo de Modernización Municipal transitorio para luego endeudar a los Municipios en el mercado financiero.


La propuesta crea un Fondo de Modernización Municipal  transitorio que contempla recursos extraordinarios para el año 2009 -2012, los que irán disminuyendo gradualmente para extinguirse el año 2017. Entre otros objetivos este Fondo satisfará “las brechas en materia de profesionalización o bien, mejorar las remuneraciones de sus actuales estructuras profesionales” Se constata un Fondo transitorio para cubrir gastos de tipo permanente, la interrogante surge de inmediato como financiarán los municipios estos gastos a partir del año 2018. Al parecer la respuesta cierra la propuesta gubernamental en su último punto:


“Sistema de Financiamiento Local: Orientar a que los municipios puedan acceder al sistema financiero y el mercado de capitales, permitiendo un endeudamiento responsable que facilite el desarrollo económico y social a nivel local.” Consideramos altamente riesgoso que el Estado busque, por la vía del endeudamiento privado, desentenderse de su responsabilidad con las 
comunidades particularmente con las de menores recursos, empujándolas a financiar su desarrollo, por la vía de hipotecar su autonomía política y social con las entidades privadas.

3. CONCLUSIONES GENERALES:


De acuerdo a los antecedentes referidos anteriormente, ASEMUCH plantea a los H. Senadores de la Comisión de Gobierno que en los términos planteados por el Ejecutivo en su documento, no estamos disponibles para que se reabra el debate o se reconsidere la idea de legislar del proyecto de ley, pues no se recogen los planteamientos que sobre la materia a formulado la Confederación Nacional y también los H. Senadores, por tanto solicitamos, una vez más, mantener el rechazo de la idea de legislar.


Que ASEMUCH, como siempre, está disponible para constituir una mesa de trabajo y de diálogo, que permita alcanzar los acuerdos necesarios para avanzar en la reforma municipal, con participación de los funcionarios y no en contra de sus derechos laborales.


Que a continuación se adjunta el documento “Resumen Ejecutivo del Proyecto de Ley que regula las Nuevas Facultades Municipales (artículo 121 CPE.)”, extractado del proyecto de ley alternativo presentado por ASEMUCH al Gobierno; Comisión de Gobierno del Senado y  Asociación Chilena de Municipalidades, que contiene las materias sobre las cuales es necesario dialogar, trabajar y consensuar, para así realizar una Reforma Municipal efectiva, con participación de los trabajadores y trabajadoras municipales y no en contra de ellos.”.

“RESUMEN EJECUTIVO PROYECTO DE LEY QUE REGULA NUEVAS FACULTADES MUNICIPALES ( ART. 121º C.P.E.)

(BOLETIN Nº 3.768-06 ) 

I.- OBJETIVOS GENERALES DEL PROYECTO DE LEY ENVIADO POR EL EJECUTIVO:


1. Dotar a las Municipalidades del país de una mayor flexibilidad orgánica y funcional: crear los órganos y unidades para el cumplimiento de las funciones y atribuciones que les fija la ley. Para ello:


- Establece una estructura orgánica mínima (5 unidades) para todos los municipios, sin distinción ni diferenciación.


- Enumera (no las crea a nivel legal) algunas funciones principales que deben ser asumidas por los municipios, relacionadas con actividades que el municipio debe realizar.


2. Otorgar mayores facultades para la administración de los recursos humanos: faculta para la creación y supresión de empleos y para fijar remuneraciones.


3. Fortalecer un esquema de relaciones laborales descentralizadas entre los funcionarios y los municipios: establece un mecanismo de negociación colectiva de carácter local (en cada municipio).


4. Mantener un régimen estatutario de sus funcionarios, con una carrera funcionaria basada sólo en el mérito y la idoneidad de los funcionarios, garantizando la igualdad en el ingreso, la promoción por medio del ascenso o del concurso, la dignidad de la función municipal, la capacitación y el perfeccionamiento funcionario y la objetividad en las calificaciones.

II.- PROYECTO DE LEY EN MATERIA DE ORGANIZACIÓN INTERNA:


- Faculta a los municipios para que, en forma autónoma, establezcan su propia organización interna, eliminando la actual diferenciación entre el número de habitantes de cada comuna.


- Establece una estructura interna mínima, para todas las municipalidades, encargadas de las funciones de: Control Interno, Planificación, Secretaría Municipal, Obras Municipales y Desarrollo Social.


- Sólo enumera, pero no crea a nivel legal, las unidades u órganos encargadas de la ejecución de funciones relacionadas con: Aseo y Ornato; Tránsito y Transporte Público; Administración y Finanzas; Asesoría Jurídica. Su creación quedan al entero arbitrio del alcalde y el concejo, dentro del Reglamento de Funciones.


- Faculta a los municipios para designar el nivel jerárquico a las unidades, recibiendo el nombre de: Dirección, Departamento, Sección u Oficina.


- El nivel de Dirección, lo establece la Municipalidad para aquellas áreas que agrupen las funciones de mayor importancia.


- El nivel de Dirección producirá efectos en la designación de los funcionarios de exclusiva confianza del alcalde, ya que sólo mantienen la calidad de funcionarios de carrera, aquellos que sean nombrados como titulares en las unidades de Obras Municipales y en Control Interno.


- Siendo así, la Comisión de Selección de los Concurso (internos o externos), quedará conformada sólo por funcionarios de confianza del alcalde. En iguales términos quedará conformada la Junta Calificadora.


- La organización interna y el Reglamento lo propone el Alcalde al Concejo, y éste se aprueba por los 2/3, se formaliza a través de un decreto y éste va a trámite de toma de razón a la CGR.


- De lo anterior se desprende que en esta importante atribución, no existe participación de los funcionarios a través de ente organizado. Toda modificación a la organización interna implica la creación o supresión de unidades u órganos y por ende, la creación o supresión de empleos, ya que se alterará el número de cargos de planta, ya sea por asumir o dejar de ejercer funciones.

PROPUESTA DE ASEMUCH EN MATERIA DE ORGANIZACIÓN INTERNA:


- Según lo que dispone el artículo 38º de la CPE, una Sentencia del Tribunal Constitucional y el propio art. 121º, creemos que las unidades u órganos que creen las Municipalidades deberán estar claramente establecidas en la LOCM, fijándoles sus facultades y atribuciones.


- Para los efectos de fijar la organización interna, en cada municipio, se deben considerar la diferenciación existente entre cada una de ellas: territorio, número de habitantes, ingresos, etc. Esta diferenciación se debe establecer en la ley.


- La estructura mínima interna deberá ser aquella que permita a los Municipios cumplir con todas las funciones y atribuciones que les fija la ley para así garantizar a su finalidad que es la de satisfacer las necesidades de la comunidad local y asegurar su participación en el progreso económico, social y cultural. De esta manera deberán disponer de una Secretaría Municipal, una Secretaría Comunal de Planificación, una Unidad encargada del Desarrollo Social, de Obras Municipales, de Aseo y Ornato, de Tránsito y Transporte Público, de Administración y Finanzas, de Asesoría Jurídica y de Control. Se debe relevar la función de recursos humanos a una unidad que además incorpore la función de relaciones laborales y bienestar.


- A las comunas pequeñas se les debe autorizar para que puedan refundir en una misma unidad, dos o más de las funciones genéricas.


- La ley deberá facultar, siempre, a las Municipalidades para que puedan crear las unidades u órganos que les permita asumir las funciones y atribuciones, financiadas, que les delegue o entregue el nivel central.


- Considerando que cualquier modificación a la organización interna implicará la creación o supresión de unidades y por ende, la supresión de empleos , ya que con ello se alterará el número  de cargos de la planta, ello por asumir o dejar de realizar funciones, planteamos la necesidad de que los funcionarios tengan participación en el ejercicio de esta facultad municipal: 


-- Propuesta de organización y su reglamento, realizada a través de un Comité Técnico Bipartito (mitad de sus miembros lo designa el alcalde y la otra mitad la asociación de funcionarios); que se apruebe por los 2/3 del concejo; se formalice a través de un decreto y que quede sujeto a trámite de toma de razón por parte de la CGR.


-- O en su defecto, que esto sea materia dentro del proceso de negociación colectiva local.


- Creemos que la designación del nivel jerárquico de Dirección que la Municipalidad otorgue a las unidades, deberá quedar acotado en la ley (¿cuáles serán los criterios a considerar para designar aquellas áreas que agrupen las funciones de mayor relevancia o importancia municipal?). Ello porque todos los funcionarios encargados de Direcciones, excepto el de Obras Municipales y Control Interno, quedarán como funcionarios de exclusiva confianza del alcalde. 


- Lo anterior incidirá en la conformación de la Junta Calificadora y de la Comisión de Selección de Concursos (internos y externos).

- En cuanto a funcionarios de la exclusiva confianza del alcalde, ASEMUCH plantea que se debe mantener el número actual, pues ellos, sumados al personal a contrata y a honorarios, permite a la autoridad conformar un equipo que trabaje mancomunadamente con el personal de planta.

III.- PROYECTO DE LEY EN MATERIA DE PERSONAL Y CARRERA FUNCIONARIA:


La carrera funcionaria se regula en el Estatuto Administrativo: mecanismo de ingreso; deberes y obligaciones; responsabilidad administrativa; sistema de calificaciones; capacitación y perfeccionamiento; cesación de funciones; proceso de negociación colectiva local.


- El personal de planta, excepto el Alcalde, los Jueces de Policía Local, y los Directivos de Exclusiva Confianza, quedan sometidos a la carrera funcionaria, la cual se funda sólo en el mérito, la idoneidad y la experiencia (se elimina la antigüedad).


- Sólo se contempla en las plantas de personal los estamentos de Directivos, Profesionales, Técnicos, Administrativos y Auxiliares. Eliminan la planta de Jefaturas y nada dice sobre qué pasara con los más de 2.000 funcionarios que están en esta planta.


- Modifica los actuales requisitos de ingreso, encasillamiento y promoción de las plantas de Directivos y Profesionales (aumenta a carrera universitarias de a lo menos 10 semestres; en la actualidad sólo son de 8 semestres).


- La promoción en los estamentos Administrativos y Auxiliares será por ascenso en el respectivo escalafón.


- La promoción en los estamentos de Profesionales y Técnicos será por concurso interno (todos los funcionarios que reúnan los requisitos del cargo y que se encuentren calificados dentro del tercio mejor evaluado). No existe promoción en el estamento Directivo, pues todos serán de exclusiva confianza del alcalde, quien los nombra y los cesa.


- El cese de funciones se produce por: Renuncia Voluntaria; Jubilación; Desempeño Deficiente (calificaciones); Incumplimiento de Obligaciones (sumarios o investigaciones administrativas); Pérdida de Requisitos para ejercer la función; Supresión de Empleos.


- Sobre calificaciones, elimina el actual Reglamento y se establece que cada municipio deberá dictar un reglamento de calificaciones estableciendo: factores de evaluación y su  ponderación y los demás aspectos necesarios para ello. La Junta Calificadora quedará compuesta por los funcionarios de más alta jerarquía (exclusiva confianza del alcalde).


- En cuanto a Capacitación y Perfeccionamiento, se dice que éste será un componente permanente de la Política de RR. HH, estableciendo que en municipios con dotación igual o superior a 50 funcionarios deberá existir un Comité Bipartito, estableciéndose en un reglamento  las normas de funcionamiento. El presupuesto municipal deberá considerar los recursos para desarrollar el programa anual. El alcalde podrá otorgar becas para cursos de capacitación pertinentes a la gestión municipal. Un reglamento deberá establecer condiciones de acceso a los programas de capacitación y al otorgamiento de becas.

PROPUESTA DE ASEMUCH EN MATERIA DE PERSONAL Y CARRERA FUNCIONARIA:


- Para ASEMUCH, la reforma municipal deberá ser con los trabajadores y no que se transforme en un mecanismo de caza de brujas al interior de cada municipio, por tanto, es fundamental que se respete la Carrera Funcionaria, la cual, para que sea operativa, debe respetar:


-- El derecho a la estabilidad en el empleo o la función.


-- El derecho a la promoción ( posibilidad de ir ascendiendo grado a grado y que conlleva el derecho a que se respeten las normas sobre el ascenso.


-- La calificación objetiva en el desempeño funcionario, mecanismo que hace posible la promoción.


-- La capacitación y el perfeccionamiento, que permiten mejorar el desempeño funcionario, una mejor calificación y la consecuencial posibilidad de promoción.


- La LOCM y el Estatuto Administrativo deberá regular la carrera funcionaria, el ingreso, los deberes, obligaciones y derechos de los funcionarios, el sistema de remuneraciones, el sistema de calificaciones, los procedimientos de participación funcionaria y negociación colectiva (nacional y local) para la determinación de las condiciones de empleo y de trabajo, la cesación de funciones.


- La existencia de una Política de Recursos Humanos y el Pladeco, deben ser condiciones indispensables para que los municipios apliquen las nuevas facultades. La política de RR.HH. deberá ser preparada y propuesta por un Comité o Comisión Técnica Bipartita, aprobada por los 2/3 del concejo, formalizada a través de un decreto y éste sujeto al trámite de toma de razón por la CGR.


- La carrera funcionaria, fundada en el mérito, la idoneidad y la antigüedad funcionaria, se debe aplicar a todo el personal de planta, excluido el Alcalde, los jueces de Policía Local y los funcionarios de exclusiva confianza del alcalde.


- Las plantas de personal deben incluir los siguientes estamentos: Directivos, Profesionales, Jefaturas, Técnicos, Administrativos y Auxiliares.


- La ley deberá mantener los actuales requisitos de ingreso, encasillamiento y promoción de las plantas o estamentos Directivos y Profesionales.


- En cuanto a Promociones, ASEMUCH plantea que el  derecho al ascenso debe mantenerse para todos los estamentos, y excepcionalmente por concurso (en los términos que actualmente establece el Estatuto Administrativo).


- Respecto a Calificaciones, estimamos que el sistema debe quedar establecido en la LOCM y en el Estatuto Administrativo, incorporando a este último el actual Reglamento de Calificaciones.


- Sobre Capacitación y Perfeccionamiento, ASEMUCH plantea la existencia de un Comité Bipartito, en todos los municipios, sin distinción, y que su conformación, funciones, atribuciones y reglas de funcionamiento queden establecidos en el Estatuto Administrativo. Se debe facultar a los municipios para otorgar becas que permitan a los funcionarios obtener títulos técnicos, profesionales y post grados, pertinentes a la función y gestión municipal. El presupuesto municipal deberá contemplar el debido financiamiento, contemplando un porcentaje (al menos 5%) del gasto en personal.


- Este elemento debe ser un componente de la Política de Recursos Humanos de cada municipio.

IV.- PROYECTO DE LEY EN MATERIA DE CREACION Y SUPRESION DE EMPLEOS:


- Esta atribución se ejercerá sólo una vez en cada período alcaldicio. Se realiza a través de un plan, a iniciativa exclusiva del alcalde, basado en: necesidades de personal; en la organización interna; en el presupuesto y en el PLADECO.


- Previo a presentar este plan al Concejo, consulta la opinión de las asociaciones de funcionarios ( pero ella no es vinculante ). Se aprueba por 2/3 de los concejales, se dicta un decreto y éste va trámite de toma de razón por la CGR.


- El plan de Supresión de Empleos debe considerar: Cargos No Necesarios para la Gestión Municipal; Cargos Vacantes; Cargos Provistos, etc.


- Los cargos que se creen, por el Plan, por nuevas plantas, por reestructuraciones o fusiones, se proveerán por concurso público.


- En los procesos de encasillamientos de: Directivos, Profesionales, Técnicos, Administrativos y Auxiliares,  los funcionarios se encasillan en grados igual al que detenten, siempre que existan dichos grados, si no se encasillan en el ultimo grado.

PROPUESTA DE ASEMUCH EN MATERIA DE CREACION Y SUPRESION DE EMPEOS:


- La facultad de creación y supresión de empleos, que se podrá ejercer una vez en cada período alcaldicio (a contar del 2º año de gestión y con excepción del año de elecciones) deberá obedecer a un Plan Municipal que considere: la organización interna, la política de RR. HH., el Pladeco, descripciones de cargo, el presupuesto municipal y los límites en gasto en personal.


- Este plan deberá ser elaborado y propuesto por una Comisión Municipal Bipartita, aprobado por 2/3 de los concejales, sancionado a través de un decreto y éste sujeto al trámite de toma razón por parte de la CGR.


- En materia de supresión de empleos, el plan deberá considerar un orden de prelación (cargos no provistos; cargos no necesarios para la gestión municipal, etc.). Deberá establecer el derecho del funcionario afectado a ser redestinado a cumplir funciones en otras unidades municipales, especialmente para aquellos a quienes les falten años para acogerse a pensión o jubilación. Establecer el derecho a percibir indemnizaciones por años de servicio en el municipio, sin tope. Establecer la prohibición de crear un cargo similar o análogo al que se suprima.


- En el primer proceso de encasillamiento, la supresión de empleo será con acuerdo del funcionario afectado. 


- En la creación de empleos, los cargos que se  creen deberán ser provistos, en primer lugar por ascensos, luego por concurso interno y en último lugar por concurso publico.


- En los procesos de encasillamiento, los funcionarios deberán ser encasillados en al menos un grado inmediatamente superior. Si ello no fuere posible, por encontrarse el funcionario en el tope del estamento, se pagará la diferencia por planilla suplementaria, manteniendo éste el nivel jerárquico correspondiente.

V.- PROYECTO DE LEY EN MATERIA DE REMUNERACIONES:


- El sistema de remuneraciones lo fija libremente cada municipio, excluido la remuneración del alcalde ( lo fija la ley ).


- El sistema considera:


-- Remuneraciones Permanente: asociadas al grado, según posiciones relativas de cada planta y corresponde al sueldo base y la asignación municipal.


-- Remuneraciones Transitorias: Permanentes o Temporal, asociadas al desempeño de determinadas funciones o tareas que determine el municipio según importancia, jerarquía, competencia o condiciones especiales del cargo.


-- Remuneraciones Variables: asociadas a cumplimento de metas institucionales, metas colectivas por unidades de gestión o desempeño individual ( Ley Nº 19.803 u otra modalidad ).


-- Asignaciones Especiales: horas extraordinarias; Trabajo Nocturno o días Sábados, Domingos y Festivos; Viáticos, Pasajes, Movilización.


- La determinación de remuneraciones y condiciones de trabajo se ajustará a un procedimiento de Negociación Colectiva Local.


- El Gasto Máximo anual en personal, no podrá exceder del 35% de los IPP.


- Fija la escala, grado y remuneración de los Alcaldes:

G. Actual    Nuevo Grado     S. Base   Asig. Dirección Superior

        1º                 A               410.303              3.306.458

        2º                 B               387.341              3.177.278

        3º                 C               384.271              2.733.290

        4º                 D               364.285              2.654.494

        5º                 E                344.303              2.346.531

        6º                 F                293.572              2.032.994    


- A los Jueces de Policía Local les corresponderá el grado más alto, dentro del estamento Directivo.


- Las Posiciones Relativas de los estamentos serán:

          ESTAMENTO              

 GRADOS

- Directivos               
  Grados      3º   al   10º

- Profesionales            

  Grados     11º   al   15º

- Técnicos                   

  Grados     16º   al  18º

- Administrativos     

  Grados     19º    al  22º

- Auxiliares                

  Grados     23º    al  25º.


- Restricción para el Sistema de remuneraciones: Ningún funcionario, de cualquier estamento, podrá tener una remuneración, considerando los componentes permanentes, variables, transitorios y asignaciones especiales, en sus límites máximos, superior al 70% de la remuneración del alcalde.

PROPUESTA DE ASEMUCH EN MATERIA DE REMUNERACIONES:


- Desde la promulgación de la ley que ponga en practica las facultades del artículo 121, se deberán incrementar en un 30% el sueldo base y la asignación municipal.


- El sistema de remuneraciones deberá establecerse y regularse a través de un proceso de negociación colectiva, a nivel nacional (ASEMUCH- ACHM- Gobierno) y a nivel local (Asociaciones- Alcalde- Concejo), y quedar contenido en las normas de la LOCM y del Estatuto Administrativo.


- La remuneración permanente (sueldo base, asignación municipal, asignaciones) deberá ajustarse a una escala nacional, es decir, fijar las posiciones relativas para las plantas de Alcaldes, Directivos, Profesionales, Jefaturas, Técnicos, Administrativos y Auxiliares.


- El sistema de remuneraciones deberá considerar emolumentos permanentes, variables (Ley Nº 19.803 ), transitorios y los demás beneficios, asignaciones que se establezcan en el estatuto administrativo y los que se obtengan en el proceso de negociación colectiva nacional y local.


- No estamos de acuerdo en fijar el límite en que ningún funcionario podrá ganar más del 70% de la remuneración del alcalde; pues no existe razón legal ni lógica para ello.


- Las posiciones relativas propuestas por asemuch son las siguientes:

Estamentos 




Grados

- Alcaldes




1º   al 3º

- Directivos




2º   al 4º

- Profesionales




4º   al 6º

- Jefaturas




6º   al 8º

- técnicos




8º   al 10º

- Administrativos




10º al 12º

- Auxiliares




12º al 15º

VI.- PROYECTO DE LEY EN MATERIA DE NEGOCIACIÓN COLECTIVA LOCAL:


- Se introduce un párrafo en el Estatuto Administrativo que establece el derecho de los funcionarios de planta y a contrata a negociar, en cada municipio, condiciones comunes de trabajo y remuneraciones.


- No pueden participar en esta negociación: Directivos de Confianza del Alcalde; Jueces de Policía Local, Funcionarios que asesoren al alcalde en la elaboración del proyecto de remuneraciones.


- Representan a los funcionarios las asociaciones de funcionarios y la Municipalidad, el alcalde o el funcionario municipal que éste designe.


- Será materia de negociación todas aquellas referidas a remuneraciones y otros beneficios en especie, dinero o servicios y en general, condiciones comunes de trabajo y empleo, acordes con la naturaleza de la relación laboral entre municipio y funcionarios.


- No son materia de negociación: reajustes diferenciados en la remuneración permanente (sueldos base y asignación municipal); remuneraciones variables que impliquen trato discriminatorio; comprometer un gasto superior al 35%; la creación y supresión de empleos; las que restrinjan o limiten la facultad del alcalde de organizar, dirigir y administrar el municipio.


- Establece un procedimiento de negociación que se inicia con la presentación de un proyecto por parte de la o las asociaciones existentes en el municipio; los no asociados podrán adherir individualmente al proyecto o elegir a un delegado para que integre la comisión negociadora; alcalde comunica a todos los funcionarios recepción del proyecto; alcalde deberá dar respuesta por escrito a proyecto dentro de un plazo de 10 días desde la recepción; reuniones entre las partes para obtener acuerdos; plazo de 50 días, desde la primera reunión de trabajo, para presentar a concejo la propuesta; si hay acuerdo entre las partes; bien; si no hay acuerdo, los alcaldes mantienen la facultad de presentar al concejo proyectos de remuneraciones y condiciones de trabajo,; concejo requiere de 2/3 para aprobar proyecto, pero no puede aumentar el gasto, sólo aceptarla, disminuirla o modificarla.

PROPUESTA DE ASEMUCH EN MATERIA DE NEGOCIACION COLECTIVA:


- La reforma municipal, que implica modificación a la organización interna, a la carrera funcionaria, la creación y supresión de empleos, la modificación de plantas municipales y la fijación de remuneraciones, implicará, de una u otra forma,  afectar los derechos de los funcionarios y funcionarias municipales del país. Es por ello que para ASEMUCH es lógico que estas nuevas atribuciones no pueden quedar sólo al entero arbitrio de las autoridades municipales, por lo que es razonable y necesario dar participación a los afectados en estas materias.


- En tal sentido, propiciamos la incorporación en el proyecto de ley, LOCM y Estatuto Administrativo, de normas que establezcan la participación funcionaria en la determinación de sus condiciones de empleo, trabajo y remuneración, mediante un Sistema de Participación y Negociación Colectiva, articulada a nivel nacional y local, que defina los principios generales, las materias objeto de participación y negociación, los niveles de negociación, los mecanismos de solución de conflictos.


- Lo anterior está basado en los informes emanados de la Comisión de Expertos y Recomendaciones de la OIT, que reconocen el derecho de los funcionarios municipales de Chile a negociar colectivamente sus condiciones de empleo, trabajo y remuneración, al amparo de los Convenios Nº 87 (sobre libertad sindical y protección de los derechos de sindicación), Nº 98 (sobre derechos de sindicación y de negociación colectiva) y Nº 151 (sobre procedimientos para determinar condiciones de empleo en la administración pública).”.

- - -


A continuación, expuso el Presidente del Instituto de Jueces de Policía Local de Chile, señor Cristián Arévalo, quien señaló que la regulación del actual artículo 121 de la Constitución Política tiene objetivos de mejoramiento de la gestión administrativa municipal, que se entienden importantes para atender de manera más eficiente y eficaz las necesidades de la comunidad local, fortaleciendo la autonomía de las municipalidades en la determinación de sus estructuras, con el objeto de adecuarse a las necesidades y capacidades de desarrollo local, como, asimismo, en la posibilidad de crear sistemas de remuneraciones para los funcionarios municipales que faciliten un mayor rendimiento y una mayor satisfacción laboral.


Enseguida, manifestó que la labor desempeñada por los Jueces de Policía Local corresponde a aquella definida por la Constitución como propia de los órganos jurisdiccionales; esto es, como tribunales especiales de acuerdo a la naturaleza y materias de que conocen. Por  tanto, no es posible asimilarlos a la estructura municipal ni al estamento directivo. En efecto la labor jurisdiccional no es ni esencial ni compartida por parte de las municipalidades. En el caso específico del cargo de Juez de Policía Local, por la naturaleza de sus funciones jurisdiccionales y en resguardo de su independencia en la forma que se ha explicado anteriormente, no corresponde que éste sea asimilado a la condición de directivo, al igual que otros cargos de ese estamento, ya que debe tener un tratamiento específico. La figura del cargo debe ser especialmente nominada con esa función en la estructura de la planta, como “Estamento Juez de Policía Local”, y debe tener la posición jerárquica más alta de los estamentos municipales.


Expresó también que la legislación debe tender a reforzar la independencia de los órganos jurisdiccionales, en coherencia con las normas constitucionales que establecen este principio, de manera que se hace necesario revisar la situación que este cargo tiene a partir de la ley N° 15.231, orgánica de los Juzgados de Policía Local, especialmente para dilucidar legalmente su condición jurídica y su vínculo de orden administrativo y jurisdiccional, como también propender a que las personas que sean designadas en el cargo de Juez de Policía Local, tengan la suficiente experiencia y conocimiento para la función.


Según lo expresado, estimó necesario modificar el artículo 7° del proyecto en debate, considerando que en la Ley N° 18.883, Estatuto Administrativo de los Empleados Municipales, el cargo de Juez de Policía Local es un estamento específico en la planta municipal, distinto y jerárquicamente superior al estamento directivo.

En materia de remuneraciones, señaló que la ley N° 20.008, publicada en el Diario Oficial el día 22 de marzo de 2005, estableció en su artículo 2° el otorgamiento de dos asignaciones a los Jueces de Policía Local: una denominada de Responsabilidad Judicial inherente al cargo correspondiente al 30% de la suma del sueldo base y la asignación municipal; y otra llamada Asignación de Incentivo, de 20% ó 10% de la misma suma por los conceptos ya indicados, según la ubicación del juez en el ordenamiento que cada Corte de Apelaciones hace de ellos de acuerdo con sus calificaciones anuales, en tercios. Así, el primer tercio recibe un 20% y el segundo un 10%, sin remanente para el resto.

Sin embargo, y con motivo de la aplicación del sistema de otorgamiento de la Asignación por Gestión Jurisdiccional, indicó que se han detectado inconvenientes graves que es menester solucionar. En efecto, la aplicación del sistema destinado a “premiar a los mejores” se ha convertido en un castigo, al no obtener bonificación los jueces que han sido calificados con nota 6,99 y que por razones de antigüedad han quedado relegados al último tercio. Recordó que este ordenamiento de las personas a calificar individualmente en tercios fue eliminado del sistema de calificaciones de la administración pública, por los efectos negativos generados en el clima laboral.

De este modo, fue de la opinión que se adscriban, para la aplicación de la asignación ya dicha, al sistema propio del resto de los jueces sujetos al control de las Cortes de Apelaciones, esto es, la ubicación en Listas Sobresaliente, Muy Buena, Satisfactoria, Regular, Condicional y Deficiente (Artículo 278 del Código Orgánico de Tribunales). Lo local es evaluado por la Corte respectiva sobre la base de los mismos conceptos con que se mide el resto de los jueces y que está regulado en la misma legislación.

En lo que respecta a la independencia de los Juzgados de Policía Local, ésta se afianzaría además, legislando sobre los siguientes aspectos:


- Sujeción de los funcionarios asignados al Juzgado de Policía Local a un sistema de remuneración variable diferente, similar al propuesto para el juez;


- Participación del Juez de Policía Local en los procesos de selección de personal destinado al tribunal;


- Participación del Juez en el proceso de calificación del personal adscrito al tribunal, formando parte de la Junta Calificadora en la oportunidad en que corresponda evaluarlos. De este modo, la evaluación tendrá elementos de mayor objetividad respecto del desempeño de cargos que tienen su especificidad, acorde con la naturaleza de la función jurisdiccional en la cual también participa todo el personal del juzgado, restringiendo con ello, la posibilidad de presión por este medio.

- Modificación de la ley N° 18.883, Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales.


- Fijar una norma similar a la del personal de la Unidad de Control, que obliga al alcalde a solicitar acuerdo del Concejo para readscribir al personal del Juzgado. Los fundamentos de esta propuesta son los mismos que el legislador consideró para garantizar la objetividad y la independencia de la referida unidad al establecer esa norma. Esta materia requiere modificación de la Ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades.


- Facilitar por parte de las municipalidades a los Juzgados de Policía Local, los medios para su funcionamiento, acorde con su capacidad. Esta es una materia crítica si se considera el notable aumento de competencias que la ley ha asignado a estos juzgados. Sin duda que la asignación de recursos es una fuente importante de poder, y por su intermedio es posible ejercer influencia en los receptores de ellos, lo cual, en el caso de un órgano jurisdiccional, puede derivar en una distorsión grave de la objetividad en la administración de justicia.


De este modo, sugirió que una omisión infundada del alcalde en esta materia debe ser considerada causal de notable abandono de deberes, para cuyos efectos es necesario incorporar una norma en este sentido en la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades.


- Indicó también que tanto el Juez de Policía Local como el personal adscrito al tribunal, deben tener normas especiales en los aspectos estatutarios señalados, garantizado así una real independencia y objetividad en la función jurisdiccional que este órgano debe ejercer con eficiencia y en resguardo de los derechos de la ciudadanía local.


A continuación, el señor Arévalo acompañó sugerencias para modificar diversas normas de este proyecto, cuyo contenido se transcribe en los párrafos siguientes:

“Modificaciones a la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades.


1.- En el artículo 17 insertar  antes de la expresión “Dirección”, la denominación “ Juzgados de Policía Local”


2.- En inciso primero del artículo 44 insertar previo a “directivos” el nombre de “Jueces de Policía Local”.

3.- Sustituir el artículo 50, que propone el artículo 1° N° 2) del anteproyecto, por el siguiente:


“Artículo 50.- Sin perjuicio de la creación por ley de los juzgados de policía local, corresponderá a cada municipalidad la creación de los respectivos cargos de jueces de policía local”.


“El estamento de juez de policía local tendrá el carácter de estamento específico y nominado en la planta de la municipalidad, con el  grado  inmediatamente inferior al que corresponda  al alcalde,. Se regirá y se le aplicarán  las normas establecidas por la Ley 15.231, sobre Organización y Atribuciones de los Juzgados de Policía Local. 


4.- Agregar el siguiente inciso segundo al N° 10 letra d) del artículo 1° del anteproyecto, que incorpora un inciso final al artículo 60 de la Ley 18.695:


“Se considerará también causal de notable abandono de deberes de parte del alcalde,  la omisión infundada del alcalde en el cumplimiento de la obligación de la municipalidad de proporcionar los medios y recursos para el funcionamiento del juzgado de policía local.” 


5.- Agregar a la letra m) del actual artículo 65, la siguiente expresión antes del punto y coma: “y en los juzgados de policía local;”


6-  Insertar en inciso final del artículo 69, luego “de los alcaldes”  la expresión “y  Jueces de Policía Local”.

Modificaciones al Estatuto Administrativo Empleados Municipales Ley N° 18.883.


1.- Modificar en el artículo 2°, N° 6  que modifica al artículo 7° de la Ley N° 18.883,  incorporando previo a “Directivos” “Jueces de Policía Local” y en el inciso segundo en las posiciones relativas y antecediendo a Directivos, lo siguiente:

“Jueces de Policía Local del grado 2 al 6”.

2.- En el artículo 2° N° 9 del anteproyecto, que reemplaza el artículo 9°, corresponde sustituir el inciso segundo por el siguiente:


“A los jueces de policía local les corresponderá, en todo caso, el grado inmediatamente inferior al que corresponda al respectivo alcalde.”


3.- En el artículo 2°  N° 9 del anteproyecto, que reemplaza el artículo 9° de la Ley N° 18.883, correspondería incorporar un inciso tercero del siguiente tenor:


“Los secretarios abogados de los Juzgados de Policía Local, estarán encasillados en la Planta Directivos y su grado corresponderá al grado inmediatamente inferior del grado más alto del Escalafón Directivo de la respectiva Municipalidad”.


4.- En el artículo 2° N° 11) del anteproyecto, que afecta al artículo14 letra a) de la Ley N° 18.883, corresponde insertar a continuación luego de la expresión “estamentos de”, la expresión “jueces de policía local,”


5.-Insertar el siguiente inciso segundo al artículo 19 de la Ley N° 18.883:


“En el caso de concursos para proveer cargos destinados al juzgado de policía local, el comité de selección estará integrado además por el respectivo juez de policía local”.


6.- En el artículo 2° N° 26) del anteproyecto, que afecta al artículo 31 de la Ley 18.883, debe agregarse luego de la expresión “el alcalde”, la expresión “los jueces de policía local”.


7.- Insertar el siguiente inciso segundo al artículo 32 de la Ley N° 18.883:

“No obstante lo anterior, la Junta Calificadora estará integrada además por el Juez de Policía Local en los casos que corresponda evaluar el desempeño de los funcionarios del juzgado de policía local.”


8.- Agregar el siguiente inciso segundo al Artículo 100 D del artículo 2° del Proyecto que introduce modificaciones a la Ley N° 18.883, pasando el  actual inciso segundo a tercero y así sucesivamente:


“Respecto de los Jueces de Policía Local, debe entenderse que han dado cumplimiento en un 100% a las metas institucionales y metas por unidades de gestión del respectivo Municipio, cuando aquellos Jueces de Policía Local que en su calificación anual inmediatamente anterior hubiesen sido calificados en lista sobresaliente y muy buenas, de acuerdo al procedimiento efectuado por la Corte de Apelaciones respectiva; y en un 50% para aquellos  Jueces y personal de los Juzgados de Policía Local, cuando aquellos  hubiesen sido  calificados en lista satisfactoria y regular, por la señalada Corte de Apelaciones”.


9.- Se proponen las siguientes modificaciones:


1.- Sustitúyase las letras i), ii) iii) y iv) del inciso 5° del artículo 5° de la ley 15.231, que fuere agregado por el artículo 2° de la ley 20.008, publicada en el Diario Oficial de 22 de marzo de 2005, por lo siguiente:


“i) Para aquellos Jueces de Policía Local calificados por la Corte respectiva en Lista Sobresaliente y Muy Buena, la asignación corresponderá al 100% del monto correspondiente a la meta establecida por unidad de gestión.


“ii) Para aquellos Jueces de Policía Local calificados por la Corte respectiva en Lista Satisfactoria y Regular, la asignación corresponderá al 50% del monto correspondiente a la meta establecida por unidad de gestión.


iii) No tendrán derecho a percibir este incentivo los Jueces de Policía Local que sean calificados en Lista Condicional o Deficiente, ni aquellos que durante el año anterior al pago del mismo, por cualquier motivo, no hayan prestado servicios efectivos en el Juzgado de Policía Local durante seis meses o más, con la sola excepción de los períodos por los cuales se hubiesen acogido a licencias médicas contempladas en su régimen estatuario.”


10.- En el artículo 2° del anteproyecto que incorpora el artículo 101J a la Ley N° 18.883, se debe modificar el final del inciso cuarto de ese artículo después de la expresión “el alcalde”, sustituyendo el punto final por una coma, y agregando la expresión “a excepción de los jueces de policía local, que será de un 85%”

Modificaciones a Ley N° 15.231, que fija la Organización y Atribuciones de los Juzgados de Policía Local.


Agregar el siguiente inciso 2° del artículo 4°:

“Para la formación de la terna señalada, la Corte deberá preferir a los jueces de policía local y secretarios abogados de estos tribunales que se presenten.”
- - -


En la misma sesión, expuso el entonces Presidente de la Asociación Chilena de Municipalidades, señor Rabindranath Quinteros, quien afirmó que el municipio chileno sigue siendo la principal puerta de entrada al Estado, en que cerca del 50% de los niños, niñas y jóvenes del país asiste a establecimientos de educación municipal, y alrededor del 80% de la población se atiende en establecimientos de salud primaria de dependencia municipal, gestionando también la red de asistencia social.


Los municipios constituyen, según dijo, la institución del Estado que ha asumido la mayor cantidad de tareas de atención a los ciudadanos, pues es en el nivel local en donde se resuelven de manera más eficiente y oportuna los problemas de la gente. 


Con una organización definida hace más de 15 años, la mayor demanda de servicios a los municipios se ha enfrentado con soluciones transitorias, esto es, más contratas y un crecimiento inorgánico de los honorarios. Argumentó que la demanda de mayor calidad es imposible sin cambios estructurales y sin una mayor profesionalización. Destacó que estas son las materias que enfrenta el proyecto de ley en debate, que fue producto de un gran acuerdo hace más de once años, cuando se aprobó la reforma del entonces artículo 110 de la Constitución, hoy artículo 121.

Precisó que la Asociación Chilena de Municipalidades promueve una reforma municipal basada en una nueva relación del “Gobierno Central” con los “Gobiernos Locales” en materia de competencias y financiamiento, lo que se traducirá en una gestión moderna y participativa.


Recordó también que la propuesta del Ministerio del Interior, a propósito de la modernización del Estado, tiene como elemento central la reglamentación del artículo 121 de la Constitución, condición básica para el mejoramiento de la gestión municipal. En el mismo sentido, expresó que el país se encuentra frente a una oportunidad histórica para avanzar en los cambios que espera la ciudadanía, más aún si se considera que el próximo año (2009) se constituirán nuevas administraciones. Por ello, afirmó que la reglamentación del artículo 121 de la Constitución es un asunto de máxima prioridad para la Asociación Chilena de Municipalidades. Como ejemplo, recordó la compleja situación de comunas como Lampa, Mulchén u otras de características similares, en que la orgánica municipal no cuenta con profesionales que puedan llevar adelante la plena satisfacción de las necesidades ciudadanas, pues sus recursos no les permiten competir en materia de remuneraciones.


Frente al rechazo de la idea de legislar de este proyecto ocurrido en octubre del año 2007, la Asociación Chilena de Municipalidades emprendió numerosas acciones tendientes a generar condiciones que permitieran la viabilidad en el avance del trámite legislativo. Tal fue el caso de una propuesta de acuerdo marco, que contó con el apoyo de todos los sectores políticos, que se presentó a los actores involucrados: funcionarios municipales, Gobierno y Parlamento. Este acuerdo, según dijo, descansó en dos premisas fundamentales: que la modernización debe hacerse con los trabajadores y no en contra de ellos, y que los municipios han de contar con los recursos suficientes para implementar la ley.


Destacó que la Asociación Chilena de Municipalidades considera que la modernización debe hacerse con los trabajadores y, en virtud de este objetivo, ha invitado en reiteradas ocasiones a la directiva de la Asociación de Funcionarios Municipales de Chile para constituir una mesa de trabajo y generar un acuerdo marco del mundo municipal en torno a esta iniciativa de ley, no siendo posible concretar esta instancia hasta el día de hoy.


Valoró el esfuerzo fiscal para que los municipios puedan materializar las adecuaciones de sus respectivas organizaciones, creando nuevas unidades y cargos, profesionalizando sus estructuras internas y estableciendo condiciones remuneratorias más atractivas para sus funcionarios. En este sentido, señaló que la propuesta del Ejecutivo cumple con algunos de los principios que para la Asociación Chilena de Municipalidades son fundamentales:


1. La modernización supone procesos de adecuación de las plantas que tendrán como objetivo lograr una mayor eficiencia en la gestión municipal;


2. En estos procesos de adecuación de las plantas deberá primar la creación de nuevos cargos o el mejoramiento de grados, de modo de generar las condiciones óptimas para atraer los perfiles requeridos;


3. Las supresiones de cargos deberán restringirse a casos justificados a través de criterios objetivos, estableciendo resguardos contra el abuso y discrecionalidad, y


4. La aplicación de esta ley contará con apoyo financiero fiscal, adicional a los mecanismos contemplados hasta hoy, que permiten:


a) asegurar las plantas mínimas de acuerdo a las nuevas exigencias de la ley;


b) apoyar la profesionalización de las plantas, particularmente en los municipios pequeños y medianos;


c) financiar un plan de retiro voluntario en beneficio de funcionarios que cumplan los requisitos para jubilar;


d) apoyar la regularización de aquellos trabajadores a honorarios y a contrata, que tienen legítima aspiración por un empleo más estable y con los derechos previsionales de todos los trabajadores chilenos, y


e) permitir que los funcionarios desvinculados reciban una indemnización justa, equivalente a la que han recibido los que pertenecen a la Administración del Estado.


Sin perjuicio de lo anterior, estimó necesario que el debate sobre el proyecto aborde, además, las siguientes materias:


1. Por lo que hace a la negociación colectiva, la Asociación Chilena de Municipalidades no se opone a una negociación nacional, regional o por rama si es de interés de los trabajadores, pero respetando el principio de la autonomía local.


2. La organización interna debe ser aquella que se acomode a la realidad de cada municipio, asegurando la existencia de contralorías en todos los municipios.


3. Respecto de la supresión de empleos, consideró que el proyecto es lo suficientemente restrictivo, aún más que el estatuto de atención primaria de la salud o que el estatuto docente, sin perjuicio de lo cual, si surgieran nuevas ideas que cautelaran en mayor grado a los funcionarios, la Asociación Chilena de Municipalidades está disponible para evaluar su viabilidad.


4. Sobre los cargos de exclusiva confianza, manifestó la disposición de la Asociación para avanzar en un esquema especial que regule la Alta Dirección Municipal, tal como existe en la Administración Central, reconociendo que los derechos, deberes y responsabilidades de estos funcionarios son de naturaleza distinta de la de los regulados por la carrera funcionaria.


5. Sobre la existencia del escalafón de jefaturas y el encasillamiento, reiteró que el principio debe consistir en respetar los derechos preexistentes de los trabajadores, incluyendo su remuneración y carrera funcionaria.


Finalmente, expresó su convicción acerca de la importancia de aprobar la idea de legislar y, de esa forma, avanzar hacia la etapa del debate en particular de este proyecto, pues constituye un imperativo de equidad y eficiencia que irá en beneficio directo de los ciudadanos, en particular de los más pobres.

- - -


En sesión de día 10 de junio de 2008, expuso el Jefe de Finanzas Municipales de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Víctor Hugo Miranda, quien expresó, como dato genérico, que en Chile existen 345 municipalidades con rasgos geográficos, financieros y tributarios de carácter heterogéneo.

Manifestó que el año 2007 cerró, según el balance de ejecución presupuestaria, con una cifra cercana a $ 1.700 millones ejecutados por cada uno de los municipios del país, lo que indica, a su juicio, que los recursos municipales se han cuadriplicado desde el año 1990 hasta la fecha, superando, incluso, las gastos del Gobierno Central. Adicionalmente, agregó que se han entregado aproximadamente $ 1.100 millones en recursos de transferencias para gestionar la salud primaria y la educación pública. La suma de las cifras anunciadas ascienden, entonces, a $ 2.800 millones para la ejecución presupuestaria municipal.

Como antecedente para el análisis del estado financiero de las municipalidades, explicó que 29 comunas concentran el 50% del total de ingresos municipales del país. Complementariamente, los municipios perciben una importante cantidad de recursos externos (extrapresupuestarios) para inversión y programas sociales, los que no siempre se contabilizan al momento de los balances fiscales a nivel local.

Señaló además que los municipios cuentan con alrededor de 54.000 trabajadores, de los cuales 26.000 pertenecen a las plantas, 9.000 a contrata; 5.000 a honorarios y 14.000 con cargo a programas. Estos funcionarios presentan, según dijo, un nivel de profesionalización de un 20% inferior al del sector público.

Agregó que el año financiero municipal correspondiente al 2007 concluyó con una cifra de M$ 1.699.233.044 por concepto de ingresos, y de M$ 1.617.567.406 a gastos, lo que arroja una diferencia favorable de $ 81.665.638. Las cifras enunciadas demuestran que los ingresos municipales se mantienen en superioridad en relación con los gastos en términos genéricos, explicando que, restados los recursos provenientes de transferencias, los recursos propios de las municipalidades, los ingresos, siguen superando a los gastos. (Todos los datos están contenidos en la presentación “Finanzas Municipales. Ingresos – Gastos 2007”, que se acompaña en el anexo de este informe).

- - -


En sesión del día 3 de julio de 2008, la Comisión atendió una nueva exposición de la Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo, señora Claudia Serrano, con el objeto de conocer los contenidos específicos de la indicación sustitutiva al proyecto de ley en debate. A este respecto, la señora Subsecretaria señaló que la intención del Ejecutivo es el reemplazo del proyecto de ley sobre modernización municipal, introduciendo nuevos elementos que permitan hacer más viable la discusión y destrabar aquellos temas que han sido observados durante el debate, tales como el financiamiento y la negociación colectiva.


Agrupó los contenidos en los siguientes núcleos temáticos:


I. Organización interna.


Anunció el establecimiento de estructuras mínimas en cada una de las municipalidades, independientemente de la consagración del principio de autonomía municipal en la configuración de sus órganos y unidades en el marco del Plan de Desarrollo Comunal.


El criterio para la fijación de dichos mínimos es el siguiente:


a) Comunas con menos de 50.000 habitantes: Secretaría Municipal, Control Interno, Desarrollo Comunitario, Obras Municipales, Administración y Finanzas y Secretaría de Planificación.


b) Comunas con 50.000 y más habitantes: Secretaría Municipal, Control Interno, Desarrollo Comunitario, Obras Municipales, Administración y Finanzas, Secretaría de Planificación, Asesoría Jurídica, Transporte y Tránsito Público, Aseo.


Adicionalmente, señaló que sólo se podrá contar con órganos o unidades que se relacionen directamente con las funciones y atribuciones que la ley reconoce a los municipios, a lo que denominó “estructura máxima”. Sobre el mismo tema, precisó que los municipios estarán facultados para que las funciones genéricas que se reconocen en la ley orgánica, puedan fijarse de manera interna vía reglamento, principalmente para las labores de las unidades específicas que tengan a cargo la ejecución de las políticas públicas municipales.


También los municipios deberán, según dijo, resguardar la participación de los funcionarios en la formulación de las propuestas de organización interna por medio de procedimientos de consulta.


II. Personal.


Explicó que el proyecto garantiza el derecho de los funcionarios para acceder a la carrera funcionaria, que se funda en principios técnicos y profesionales aplicables a todos los estamentos, asegurando igualdad en aspectos tales como el ingreso, la capacitación y el perfeccionamiento y fijando, además, causales taxativas de cesación en el cargo.


En lo que concierne a los cargos de exclusiva confianza del alcalde, la señora Subsecretaria afirmó que tendrán esta categoría sólo las personas que sean nombradas en calidad de titulares en las direcciones correspondientes a la Secretaría Municipal; Desarrollo Comunitario; Administración y Finanzas; Secretaría de Planificación y, finalmente, Asesoría Jurídica. Precisó que aquellos funcionarios a los que se les solicite la renuncia en razón de la aplicación de esta nueva propuesta normativa, se les reconocerá el derecho de continuar ejerciendo en un cargo en extinción, el cual deberá estar adscrito a la correspondiente municipalidad.


Relacionado con lo anterior, indicó que las municipalidades deberán aprobar, de forma anual y junto con el presupuesto municipal, la respectiva dotación de personal, incluyendo el detalle por estamento y grado, considerando las remuneraciones permanentes y variables.


A diferencia de lo que contenía el proyecto inicial sobre el requisito de educación superior (10 semestres), la indicación sustitutiva contiene una norma que se asimila al sector público, fijado en 8 semestres el requisito de duración de los estudios para formar parte del estamento profesional.


Enseguida, anunció la eliminación de las plantas de jefaturas, con el objeto de entregar un mayor margen de acción a los municipios al momento de fijar las nuevas plantas. Sin perjuicio de ello, expresó que se protege la condición funcionaria de quienes actualmente estén en el ejercicio de cargos de dirección, confiriéndoles, por el sólo ministerio de la ley, el carácter de cargos en extinción.


3) Facultad de creación y supresión de empleos. 


a) Periodicidad para el ejercicio de la facultad de creación y supresión de empleos. 


Sobre este asunto, la señora Subsecretaria señaló que el Ejecutivo, atendidas las observaciones sobre la eventual politización que pudiere actuar sobre la creación y supresión de empleos, es de la idea de que dicha facultad sólo pueda ser ejercida cada seis años, permitiendo adecuaciones a las plantas según las necesidades de cada municipalidad. El objetivo de esta idea es, según dijo, que los tiempos no coincidan con épocas de elecciones y con la duración de los mandatos de alcaldes y concejales, respondiendo a las directrices contenidas en los respectivos planes de desarrollo comunal. 


b) Regulación de la facultad de crear y suprimir empleos municipales.


El plan de creación y supresión de empleos estará regido por un procedimiento reglado, propuesto por el alcalde al concejo, instancia que deberá prestar su aprobación o rechazo por los dos tercios de sus miembros en ejercicio. Del mismo modo, deberá coordinarse con los objetivos contenidos en el mencionado plan de desarrollo comunal y con el plan de recursos humanos. El plan, una vez aprobado, deberá oficializarse mediante decreto alcaldicio sujeto al trámite de toma de razón por la Contraloría General de la República. 


El mecanismo de creación y supresión de empleos descrito, estará sujeto a las siguientes limitaciones: sólo es aplicable a la creación de empleos municipales, no a los empleados; consulta a las asociaciones de funcionarios, y condiciones especiales de indemnización (un mes por año de antigüedad con un límite de once meses, facultando a los municipios para mejoras proporcionales).


4) Financiamiento municipal.


a) Aporte para la modernización de las dotaciones municipales.


Manifestó que, atendidas las mejoras en los estándares profesionales que supone este proyecto, el Ejecutivo realizará un aporte fiscal de $ 21.000 millones anuales en el período comprendido entre los años 2009 y 2014, posibilitando la ejecución de la ley y, con ello, la transición del viejo al nuevo sistema de estructura orgánica. A contar del año 2015, y considerando las conclusiones de un panel de expertos, se definirán los montos y continuidad de los aportes. 


b) Bono especial para facilitar la readecuación de las dotaciones municipales. 


Se establece un bono para aquellos funcionarios que no tengan acceso al beneficio especial por retiro y que, además, tampoco estén en condiciones de asumir los nuevos desafíos de la gestión municipal, con el objeto de que los municipios cuenten con las herramientas necesarias para reestructurar sus dotaciones municipales y modernizar la gestión en materia de recursos humanos. 


Por la razón anotada, la señora Subsecretaria hizo presente la intención del Ejecutivo para entregar, por una sola vez, entre los años 2009 y 2010, un bono especial de salida de cargo fiscal equivalente a 200 unidades de fomento para los auxiliares, administrativos y técnicos, y de 300 unidades de fomento para profesionales y directivos, el cual podrá ser complementario de la indemnización por años de servicio por la supresión del empleo. Para el Estado esta operación tendrá, según dijo, un costo total de $ 9.000 millones, considerando un universo aproximado de dos mil funcionarios.


5) Fortalecimiento del rol del concejo municipal. 


Por medio de la indicación sustitutiva, se introducen las siguientes modificaciones a la legislación vigente en materia de fiscalización por parte de los concejos municipales:


- Rebaja los quórum exigidos para la adopción de acuerdos en materia de fiscalización. En el ámbito de las auditorías, se incorpora una norma que obliga al Concejo a disponer la contratación de una auditoría externa cada vez que se verifica un cambio de alcalde por votación popular.


- Confiere a los concejales la facultad de presentar iniciativas en el concejo, en la medida que no tengan incidencia presupuestaria.


- Amplía los permisos que hoy los empleadores extienda a sus trabajadores que son concejales, pues solo los autorizan para asistir a sesiones de concejo. Se amplía el permiso a las sesiones de comisiones y a los cometidos que desarrollan, con un tope máximo de días.


- Incorpora una norma a la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades que obligará a las municipalidades a dotar al concejo de los medios de apoyo suficientes para que desarrollen debida y oportunamente sus funciones y atribuciones, considerando el número de concejales de la comuna.


- Confiere al concejal presidente del concejo durante la subrogancia del alcalde, la capacidad de convocar sesiones y la representación protocolar de la municipalidad.


- Establece como norma general, sin excepciones (las elimina), el acuerdo de un tercio del concejo para iniciar un proceso de destitución del alcalde por impedimento grave, contravención a las normas sobre probidad o notable abandono de deberes.


- Dispone que el concejo, toda vez que tenga conocimiento de antecedentes que pudieren implicar la existencia de acciones u omisiones que puedan significar contravenciones a las normas sobre probidad administrativa o notable abandono de deberes del alcalde, deberá solicitar a Contraloría la instrucción del sumario correspondiente. Asimismo, cualquier concejal podrá hacerse parte en la tramitación de la causa ante el tribunal electoral.


6) Perfeccionamiento de la regulación del notable abandono de deberes.


De acuerdo a lo enunciado en el numeral precedente, se agregan diversas enmiendas relacionadas con la causal del notable abandono de deberes, que pueden agruparse de la manera que sigue:


- Se define la causal genérica de notable abandono de deberes, considerándose que ésta existe cuando el alcalde transgrede, inexcusablemente y de manera manifiesta o reiterada, obligaciones que le imponen las leyes y demás normas que regulen el funcionamiento municipal, y en casos en que una acción u omisión que le sea imputable, cause grave detrimento al patrimonio de la municipalidad o afecte la actividad municipal.


- Se establece, como causal de cesación del cargo de concejal, el notable abandono de deberes, que se define en los mismos términos que el del alcalde.


7) Negociación colectiva.


Como resultado del extenso debate que ha generado el asunto relativo a la negociación colectiva en materia municipal, y atendiendo las legítimas aspiraciones de la Asociación Nacional de Funcionarios Municipales de Chile, la señora Subsecretaria expresó que el Ejecutivo está dispuesto a buscar todos los mecanismos necesarios para posibilitar una institucionalidad que permita generar un marco de negociación colectiva que, a su vez, considere una instancia de nivel local de negociación para la fijación de remuneraciones de carácter transitorio, como, asimismo, una de nivel supramunicipal para las condiciones de remuneraciones permanentes.


Sin perjuicio de ello, señaló que existen dos dificultades de orden constitucional que impiden ejecutar un marco de negociación colectiva en el proyecto:


uno) Imposibilidad de las municipalidades para fijar remuneraciones en un nivel superior al estrictamente local.


dos) Impedimento para obligar a los funcionarios a asociarse a una organización gremial, con el objeto de que puedan participar en un proceso de negociación colectiva.
- - -


Concluida la discusión del proyecto en esta segunda etapa, y puesta en votación la idea de legislar, la Comisión, con los votos de los Honorables Senadores señores Arancibia, Bianchi y Orpis optó por su rechazo. La votaron favorablemente, los Honorables Senadores señores Núñez y Sabag.


El voto de mayoría sostuvo que los nuevos antecedentes allegados durante esta segunda etapa de debate no innovan mayormente, en materia financiera, respecto de los fundamentos del voto negativo anterior, que dicen relación con la situación deficitaria del municipio en general. Tuvo presente que las fórmulas para determinar la situación presupuestaria de los municipios, que considera ingresos y gastos permanentes, arroja un déficit cercano a los ciento cuarenta mil millones de pesos, según cifras del año 2006, que es la referencia que se tuvo en vista pues recién ahora se han conocido las cifras del año 2007. Se agregó que proyectando la situación del año 2006, aun cuando se mantengan los ingresos, en materia de subvenciones escolares y como consecuencia de la disminución de las matrículas, las transferencias caerán de ciento diez mil millones a veinte mil millones, lo que importa un saldo no cubierto del orden de los cincuenta mil millones.


Esta situación deficitaria, concluyó, es incompatible con las proposiciones del proyecto.


A su turno, el voto de minoría resaltó la cercanía del municipio con la comunidad, pues aquél constituye la primera manifestación del Estado frente a los gobernados; y su eficacia bien orientada por estructuras y medios adecuados, rendirá mejores beneficios a los sectores que sufren las mayores carencias. Consideró también que es menester reconocer a los trabajadores municipales condiciones acordes con el importante rol social que cumplen, y una forma de reconocimiento y de dignificación de sus cargos es otorgarles medios efectivos como la negociación colectiva y la huelga, salvada esta última el impedimento constitucional que les afecta. Finalmente, señaló que fluye como una obligación ineludible del legislador regular estas materias frente al claro mandato que le ha impuesto la Constitución Política de materializar, en un precepto orgánico constitucional, la autonomía del municipio para crear o suprimir empleos, fijar sus remuneraciones y establecer los órganos y estructuras que requiere su función social.

- - -

ACUERDO


En consecuencia, y con el mérito de la relación y votación precedentes, esta Comisión tiene a honra proponer al Honorable Senado el rechazo de la idea de legislar respecto de este proyecto de ley.
- - -


No obstante el acuerdo precedente, a continuación consignamos el texto del proyecto de ley acompañado al mensaje, para la consideración de la Sala:


PROYECTO DE LEY:


“Articulo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la Ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado, sistematizado y actualizado se encuentra fijado por el Decreto con Fuerza de Ley N° 1-19.704 de 2002, del Ministerio del Interior:


1) Sustitúyese el actual Párrafo 4° del Título I, conformado por los artículos 15 a 31 inclusive, por el siguiente Párrafo 4° y artículos 15 a 24, nuevos:

“Párrafo 4°

Organización Interna


Artículo 15.- Las municipalidades, en virtud de lo dispuesto en el artículo 110 de la Constitución Política, podrán establecer los órganos o unidades que requieran para el desarrollo de sus funciones y ejercicio de sus atribuciones, en los términos que se disponen en la presente ley.


Artículo 16.- Las municipalidades, al establecer su organización interna, deberán considerar como criterios orientadores las características, necesidades e intereses comunales; los requerimientos para el eficiente cumplimiento de sus funciones y atribuciones; la dotación de personal; el presupuesto municipal, y la necesaria coordinación entre las distintas unidades que se determinen.


Sin perjuicio de lo anterior, la organización interna deberá guardar la debida correspondencia con el plan comunal de desarrollo y con la política de recursos humanos de cada municipalidad.


Artículo 17.- Cada municipalidad se organizará jerárquicamente en niveles que sólo podrán recibir la denominación de Dirección, Departamento, Sección u Oficina. En todo caso, sólo se podrá otorgar el nivel de Dirección a aquellas áreas en que se agrupen las funciones de mayor importancia y complejidad dentro de cada municipalidad.


La organización interna de cada municipalidad será propuesta por el alcalde y aprobada por los dos tercios de los concejales en ejercicio, en sesión especialmente convocada al efecto. La organización interna así establecida será formalizada mediante decreto alcaldicio, sujeto a toma de razón por la Contraloría General de la República.


Las funciones y atribuciones específicas que se asignen a las unidades que se establezcan, deberán ser reguladas en un reglamento municipal que será propuesto por el alcalde y aprobado por el concejo con el mismo quórum señalado en el inciso precedente.


Las municipalidades deberán, en todo caso, cumplir con todas las funciones que les competan en virtud de las leyes, determinando al efecto las correspondientes atribuciones y recursos a las unidades que aquellas establezcan.


Artículo 18.- Las municipalidades podrán asignar a una misma unidad dos o más funciones, con excepción de la correspondiente a control interno, cuando las necesidades y características de la comuna respectiva así lo requieran.


Asimismo, dos o más municipalidades, mediante la celebración de un convenio, y cuyo desahucio unilateral no producirá efectos sino hasta el subsiguiente año presupuestario, podrán compartir entre sí una misma unidad con el objeto de lograr un mejor aprovechamiento de los recursos humanos y financieros disponibles. Se exceptúan de lo anterior, las unidades encargadas de la secretaría municipal y del control interno.


Artículo 19.- Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos precedentes, toda municipalidad deberá contemplar dentro de su organización interna, en algunos de los niveles antes señalados, unidades responsables de secretaría municipal, planificación comunal, obras municipales, control interno y desarrollo social.


Artículo 20.- La unidad encargada de la Secretaría Municipal estará a cargo de un secretario municipal y tendrá, principalmente, las siguientes funciones:


a) Dirigir las actividades de secretaría administrativa de la municipalidad y del concejo.


b) Actuar como ministro de fe en todas aquellas actuaciones municipales que requieran tal solemnidad.


Artículo 21.- La unidad encargada de la Planificación Comunal desempeñará funciones de asesoría del alcalde y del concejo, en materias de estudios y evaluación, propias de las competencias de ambos órganos municipales.


En tal carácter, le corresponderá, principalmente, las siguientes funciones:


a) Asesorar técnicamente al alcalde y al concejo en la formulación de la estrategia municipal, como asimismo de las políticas, planes, programas y proyectos de desarrollo de la comuna.


b) Asesorar al alcalde en la elaboración de los proyectos de plan comunal de desarrollo y de presupuesto municipal.


c) Evaluar el cumplimiento de los planes, programas, proyectos, inversiones y el presupuesto municipal, e informar sobre estas materias al concejo, a lo menos semestralmente.


d) Informar técnicamente las proposiciones sobre planificación urbana intercomunal, formuladas al municipio por las instancias públicas nacionales o regionales competentes en la materia.


Artículo 22.- La unidad encargada de obras municipales velará por el cumplimiento de las disposiciones de la Ley General de Urbanismo y Construcciones en el territorio comunal, así como del plan regulador comunal y de las ordenanzas correspondientes.


Artículo 23.- La unidad encargada del control interno tendrá, principalmente, las siguientes funciones:


a) Realizar la auditoría operativa interna de la municipalidad.


b) Controlar la ejecución financiera y presupuestaria municipal.


c) Fiscalizar la legalidad de las actuaciones municipales, representando al alcalde los actos que estime ilegales, informando de ello al concejo.


d) Colaborar directamente con el concejo para el ejercicio de sus funciones fiscalizadoras.


Artículo 24.- La unidad encargada del área de desarrollo social tendrá, principalmente, las siguientes funciones:


a) Asesorar al alcalde en la promoción del desarrollo social y comunitario.


b) Proponer y ejecutar, dentro de su ámbito y cuando corresponda, medidas tendientes a materializar acciones relacionadas con salud pública, protección del medio ambiente, educación y cultura, capacitación laboral, deporte y recreación, promoción del empleo, fomento productivo local y turismo.”.


2) Sustitúyese el actual Párrafo 6° del Título I, conformado por los artículos 40 a 49 inclusive, por el siguiente Párrafo 6° y artículos 40 a 50, nuevos:

“Párrafo 6º

Personal


Artículo 40.- El Estatuto Administrativo de los Funcionarios Municipales regulará especialmente la carrera funcionaria, los deberes y derechos, la responsabilidad administrativa, el sistema de calificación del desempeño, la capacitación y el perfeccionamiento en el ejercicio de la función municipal y la cesación de funciones, en conformidad con las bases establecidas en el presente párrafo.


Para los efectos anteriores, se entenderá que son funcionarios municipales las personas que integren la planta de personal de las municipalidades, y los personales a contrata que se consideren en la dotación de las mismas, fijadas anualmente en el presupuesto municipal.


No obstante, al alcalde sólo le serán aplicables las normas relativas a los deberes y derechos y la responsabilidad administrativa, como asimismo las normas sobre probidad administrativa establecidas en la ley N° 18.575.


Artículo 41.- La política de recursos humanos en cada municipalidad, deberá estar orientada a la eficiencia en la gestión institucional y a resguardar la eficaz administración y desarrollo del personal municipal.


El alcalde someterá al concejo el proyecto de política de recursos humanos, cuya aprobación requerirá la mayoría de sus miembros en ejercicio, en sesión especialmente convocada al efecto y oyendo previamente a las asociaciones de funcionarios existentes en el municipio o, en su caso, a una representación de los funcionarios cuando no exista asociación o cuando no se encontraren todos asociados.


Artículo 42.- El ingreso en calidad de titular se hará por concurso público y la selección de los postulantes se efectuará mediante procedimientos técnicos, imparciales e idóneos que aseguren una apreciación objetiva de sus aptitudes y méritos.


Artículo 43.- El personal titular de los cargos de planta de cada municipalidad, a excepción del alcalde, jueces de policía local y directivos de exclusiva confianza, estará sometido a un sistema de carrera funcionaria, que proteja la dignidad de su función y que guarde conformidad con su carácter técnico, profesional y jerarquizado.


La municipalidad velará permanentemente por la carrera funcionaria y el cumplimiento de las normas y principios establecidos en este párrafo, y asegurará tanto la igualdad de oportunidades de ingreso a ella como la capacitación y el perfeccionamiento de sus integrantes.


La carrera funcionaria se fundará en el mérito, la idoneidad y la experiencia de los funcionarios, para cuyo efecto existirán procesos de concursos y de calificación objetivos e imparciales.


Artículo 44.- La planta de personal de cada municipalidad sólo podrá contemplar los estamentos de directivos, profesionales, técnicos, administrativos y auxiliares.


La promoción en los cargos de los estamentos de administrativos y de auxiliares se efectuará por ascenso en el respectivo escalafón y, excepcionalmente, por concurso. La promoción en los cargos de los demás estamentos se efectuará mediante concurso interno, y excepcionalmente por concurso público.


El Estatuto Administrativo de los Funcionarios Municipales regulará en lo demás lo relativo a la forma, requisitos y condiciones para la promoción en los cargos de los distintos estamentos de personal.


Artículo 45.- El funcionario municipal sólo podrá cesar en el cargo por renuncia voluntaria debidamente aceptada; por jubilación; o por otra causal legal, basada en su desempeño deficiente, en el incumplimiento de sus obligaciones o en la pérdida de requisitos para ejercer la función; o en la supresión del empleo según se dispone en los artículos 48 y siguientes. Lo anterior se entiende sin perjuicio de la facultad que tiene el alcalde respecto de los cargos de su exclusiva confianza.


Con todo, el desempeño deficiente y el incumplimiento de obligaciones deberá acreditarse en las calificaciones correspondientes o, si fuere procedente, mediante investigación o sumario administrativo.


Artículo 46.- Dos o más municipalidades podrán convenir que un mismo funcionario ejerza, simultáneamente, labores análogas en todas ellas. El referido convenio requerirá el acuerdo de los respectivos alcaldes y la conformidad del funcionario.


El estatuto administrativo de los funcionarios municipales regulará la situación prevista en el inciso anterior.


Artículo 47.- Tendrán la calidad de funcionarios de exclusiva confianza del alcalde, las personas que sean nombradas como directores titulares en la respectiva Dirección. No tendrán la calidad de funcionarios de exclusiva confianza, quienes desempeñen las jefaturas de las unidades de obras municipales y control interno, aunque dichos cargos se encuentren en el nivel de Dirección.


Artículo 48.- En virtud de lo dispuesto en el artículo 110 de la Constitución Política, y sin perjuicio de lo previsto en las disposiciones precedentes, las municipalidades podrán crear y suprimir empleos, en los términos que se establecen en los artículos siguientes, con el objeto de lograr un eficiente, eficaz y oportuno desarrollo de las funciones municipales.


Artículo 49.- La creación y supresión de empleos en las  municipalidades, se sujetará a las siguientes consideraciones generales:


a) La propuesta de creación y supresión de empleos se formalizará mediante un plan elaborado al efecto.


b) La elaboración del plan se efectuará a iniciativa del alcalde, quién podrá ejercer dicha atribución sólo una vez durante el respectivo periodo alcaldicio, con excepción del año en que corresponda efectuar elecciones municipales.


c) El alcalde, previo a la presentación del plan ante el concejo, deberá consultar a la o las asociaciones de funcionarios existentes en la municipalidad. Si no existiere asociación o hubiere funcionarios no afiliados a la o las existentes, la representación de todos éstos la asumirá una comisión de no más de tres integrantes elegidos para tal efecto por dichos funcionarios.


d) La creación o supresión de empleos deberá resolverse teniendo en consideración las necesidades de personal de la municipalidad, conforme a su organización interna y al plan comunal de desarrollo.


e) La supresión de empleos se circunscribirá a aquellos cargos que no sean necesarios para la debida gestión municipal, considerando en primer término los que se encontraren vacantes y a continuación los provistos.


f) Las municipalidades deberán contar con perfiles de competencias para el desempeño de cargos, que fundamenten tanto la creación como la supresión de empleos.


g) Los funcionarios titulares de cargos de carrera que debieren hacer dejación de su cargo por la supresión del respectivo empleo, tendrán derecho a indemnización en los términos que establece el Estatuto Administrativo de los Funcionarios Municipales, la que será de cargo de la municipalidad respectiva.


h) El ejercicio de la presente atribución no podrá exceder el nivel de gasto en personal que establezca la ley, según se dispone en el artículo 50 E.


i) La aprobación del plan de creación y supresión de empleos en cada municipalidad, requerirá del acuerdo de los dos tercios de los concejales en ejercicio.


j) El plan aprobado se formalizará mediante decreto alcaldicio y su aplicación estará supeditada a la toma de razón por la Contraloría General de la República.


El Estatuto Administrativo de los Funcionarios Municipales regulará en lo demás las consideraciones establecidas precedentemente, en especial la referida en la letra c), como asimismo todas aquellas otras materias vinculadas al ejercicio de la atribución municipal de crear y suprimir empleos.


Artículo 50.- Sin perjuicio de la creación por ley de los juzgados de policía local, corresponderá a cada municipalidad la creación de los respectivos cargos de jueces de policía local.


Con todo, a los jueces de policía local les corresponderá el grado más alto dentro del estamento Directivo de cada municipalidad.


En lo relativo a las demás materias sobre juzgados de policía local, se estará a lo dispuesto en las leyes especiales que los rijan; en lo no previsto por dichas normativas se aplicará el Estatuto Administrativo de los Funcionarios Municipales.”.


3) Incorpórase, a continuación  del Párrafo 6° del Título I, el siguiente Párrafo 6° Bis, nuevo, conformado por los artículos 50 A al 50 F, nuevos:

“Párrafo 6° Bis

Remuneraciones


Artículo 50 A.- Las municipalidades, en virtud de las atribuciones que les confiere el artículo 110 de la Constitución Política, fijarán las remuneraciones del personal municipal, excluido el alcalde, de conformidad a los requisitos y condiciones que se establecen en los artículos siguientes.


Artículo 50 B.- El sistema de remuneraciones que fije cada municipalidad constituirá un procedimiento reglado, en cuyo cumplimiento el alcalde y el concejo, dentro de la esfera de sus respectivas competencias, determinarán las condiciones remuneratorias del personal municipal.


Para los efectos señalados, al interior de cada municipalidad se aplicará el principio de que a funciones análogas que importen responsabilidades semejantes y se ejerzan en condiciones similares, se les asignen iguales retribuciones y demás condiciones económicas.


Artículo 50 C.- El sistema de remuneraciones que fije cada municipalidad considerará remuneraciones permanentes, transitorias y variables, y otras asignaciones especiales, en la forma que disponga el Estatuto Administrativo de los Funcionarios Municipales.


Asimismo, el sistema considerará los mecanismos y procedimientos para determinar la reajustabilidad de los diversos componentes de las remuneraciones del personal municipal.


Artículo 50 D.- La determinación de las condiciones remuneratorias del personal municipal, se desarrollará en cada municipalidad mediante un procedimiento reglado de carácter exclusivamente local, que deberá considerar la participación consultiva del estamento funcionario y preservar las atribuciones legales de las autoridades municipales, en particular la iniciativa del alcalde y la capacidad resolutiva del concejo.


Con todo, las remuneraciones que cada municipalidad fije para su personal estará siempre sujeta a la aprobación por los dos tercios de los concejales en ejercicio y, además, al control de legalidad de la Contraloría General de la República, vía toma de razón del decreto alcaldicio en que se formalice la fijación de remuneraciones acordada por el concejo.


Artículo 50 E.- El gasto máximo anual en personal de las municipalidades del país, no podrá exceder, respecto de cada una de ellas, del treinta y cinco por ciento del rendimiento estimado de los ingresos que integran el patrimonio municipal, considerándose para estos efectos, el total de las rentas de arrendamiento o concesiones de bienes, del derecho de aseo, del impuesto por permisos de circulación, de las contribuciones de patentes municipales, de la participación del municipio en el Fondo Común Municipal, de los derechos municipales por concesiones, permisos o servicios, del impuesto territorial que se constituye como ingreso propio y de las multas a beneficio municipal que apliquen los Juzgados de Policía Local.


Asimismo, se considerarán dentro de dichos ingresos todos aquellos que por leyes especiales se les confieren a las municipalidades y que como tales se integren a su patrimonio.


Artículo 50 F.- Sin perjuicio de las bases establecidas en los artículos precedentes, el Estatuto Administrativo de los Funcionarios Municipales regulará en lo demás el sistema de fijación de remuneraciones que cada municipalidad aplicará a su personal, en especial, el procedimiento reglado local que deberá desarrollar cada municipalidad para la fijación de tales remuneraciones.”.


4) En el actual Párrafo 7°, sustitúyase la numeración del actual artículo 50, por artículo 51, y trasladase el texto del actual artículo 51, como inciso primero del artículo 52.


5) Incorpórase en el actual artículo 52, a continuación del actual inciso primero, que pasará a ser segundo, el siguiente inciso nuevo:


“Asimismo, si en el ejercicio de dichas funciones, advirtiere acciones u omisiones de los alcaldes o de los concejales que puedan afectar la probidad administrativa o que puedan implicar un notable abandono de deberes, deberá instruir sumario administrativo, informando de su resultado al Tribunal Electoral Regional competente, con la finalidad de que éste, con el mérito de la investigación practicada, declare la causal establecida en la letra c) del artículo 60 de la presente ley, si ello fuere procedente, observando el procedimiento establecido en los artículos 17 y siguientes de la Ley Nº 18.593.”.


6) Sustitúyese el inciso primero del actual artículo 53, por el siguiente:



“Artículo 53.- Las resoluciones que dicten las municipalidades estarán exentas del trámite de toma de razón, con excepción de aquellas que creen o supriman empleos, que fijen las remuneraciones del personal municipal y que establezcan la organización interna de la municipalidad, las cuales sí estarán afectas a dicho trámite. Las demás resoluciones que afecten a los funcionarios municipales deberán sujetarse al trámite de registro.”.


7) Para intercalar en el actual artículo 58, el siguiente inciso segundo, nuevo:


“El alcalde que sea reelegido será responsable por las acciones y omisiones imputables del periodo inmediatamente precedente, que afecten la probidad administrativa o impliquen un notable abandono de deberes.”.


8) Para reemplazar, en el inciso primero del actual artículo 59, la frase que se inicia con las expresiones “con excepción de los empleos”, hasta el punto final (.), por la frase “sin perjuicio de lo establecido en el artículo 69 de la presente ley.”.


9) Modifícase el actual artículo 60, de la siguiente forma:



a) Reemplazar el inciso cuarto por el siguiente:



“La causal establecida en la letra c) será declarada por el tribunal electoral regional respectivo, a requerimiento de a lo menos un tercio de los concejales en ejercicio, observándose el procedimiento establecido en los artículos 17 y siguientes de la ley  Nº 18.593.”.



b) Agregar el siguiente inciso quinto, nuevo, pasando el actual quinto a ser sexto:



“El concejo, toda vez que tenga conocimiento de antecedentes que pudieren implicar la existencia de acciones u omisiones que puedan significar contravenciones a las normas sobre probidad administrativa o notable abandono de deberes del alcalde, deberá solicitar a la Contraloría General de la República la instrucción del sumario correspondiente. En este caso, el órgano contralor procederá de conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 52, remitiendo, además, copia íntegra del informe al concejo. Cualquier concejal de la municipalidad respectiva podrá hacerse parte en la tramitación de la causa ante el tribunal electoral correspondiente.”.



c) Reemplazar en el actual inciso quinto, que ha pasado a ser sexto, su tercera oración por la siguiente: 



“En tal caso, mientras dure la suspensión, el alcalde será subrogado de conformidad con lo dispuesto en el inciso primero del artículo 62.”.



d) Incorporar el siguiente inciso final, nuevo:



“Se considerará que existe notable abandono de deberes, cuando el alcalde transgrediere, inexcusablemente y de manera palmaria o reiterada, las obligaciones que le imponen las leyes y demás normas que regulen el funcionamiento municipal, y en aquellos casos en que una acción u omisión, que le sea imputable, cause grave detrimento al patrimonio de la municipalidad o afecte de igual forma la actividad municipal destinada a dar satisfacción a las necesidades básicas de la comunidad local.”.


10) Intercálase en el actual artículo 63, la siguiente letra c), nueva, pasando la actual letra c) y siguientes a ser letra d) y siguientes, respectivamente:



“c) Elaborar el plan de creación y supresión de empleos municipales, como asimismo la propuesta de fijación de remuneraciones del personal municipal;”.


11) Agrégase, en el actual artículo 65, la siguiente letra b), nueva, pasando las actuales letras b) y siguientes a ser letras c) y siguientes, respectivamente:



“b) Aprobar el plan de creación o supresión de empleos, de fijación de remuneraciones del personal municipal y la organización interna de la municipalidad.”.


12) Reemplázase el actual artículo 69, por el siguiente:



“Artículo 69.- Las remuneraciones mensuales de los alcaldes se circunscribirán a la siguiente escala y corresponderán a los grados que para cada caso se indica:
	Grados
	Sueldo Base ($)
	Asignación Superior ($)

	A

B

C

D

E

F
	410.389

387.341

384.271

364.285

344.303

293.572
	3.052.588

2.931.999

2.514.719

2.444.927

2.167.009

1.884.035




Las remuneraciones de los alcaldes serán incompatibles con la percepción de horas extraordinarias, como asimismo con cualquier emolumento, pago o beneficio económico de origen privado o público, distinto del presente régimen de remuneraciones, incluidos aquellos provenientes de su integración en directorios o consejos de corporaciones o empresas municipales.



Se exceptúan de la incompatibilidad anterior, el ejercicio de los derechos que atañen personalmente a dichas autoridades; la percepción de los beneficios de seguridad social de carácter irrenunciable; y los emolumentos que provengan de la administración de su patrimonio y del desempeño de la docencia prestada a instituciones educacionales hasta el límite de doce horas semanales.



El derecho a viático de los alcaldes, tanto dentro del territorio nacional como en el extranjero, será equivalente al establecido para los Intendentes en las respectivas disposiciones legales y reglamentarias.”.


13) Modifícase el actual artículo 76 de la siguiente forma:



a) Intercalar en la letra f), a continuación de la palabra “administrativa”, anteponiendo una coma (,) la frase “en notable abandono de deberes”; y para agregar, en la misma letra, a continuación del punto final (.) que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente frase: “En estos casos será aplicable lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 52 y el inciso final del artículo 60.”.



b) Incorporar la siguiente letra g), nueva:



“g) Ejercer cualquier influencia a favor o en representación del alcalde o los funcionarios, en el procedimiento de consulta a los funcionarios con ocasión del ejercicio de las atribuciones municipales de crear y suprimir empleos y fijar remuneraciones, y en general todo acto que importe su intervención ante cualquiera de las partes en dichos procesos.”.



c) Agregar un inciso final del siguiente tenor:


“Asimismo, los concejales estarán afectos a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 58 y a la inhabilidad a que se refiere la oración final del inciso sexto del artículo 60.”.


14) Introdúzcanse las siguientes modificaciones al actual artículo 77:



a) Reemplazar la referencia a las letras “a), c), d), e) y f)” por “a), c), d), e), f) y g)”.



b) Intercalar, a continuación de la palabra “requerimiento”, las expresiones “del alcalde o”.


15) Intercálase, en el inciso primero del actual artículo 127, a continuación de la palabra “arte”, la expresión “del deporte”, precedida de una coma (,).


16) Incorpórase, a continuación del actual artículo 142, el siguiente artículo 142 bis, nuevo:



“Artículo 142 bis.-  El  plazo de prescripción  para hacer efectiva la responsabilidad de los alcaldes y concejales, por acciones u omisiones que afecten la probidad administrativa o que impliquen un notable abandono de deberes, se contará desde la fecha de la correspondiente acción u omisión.”.


17) Incorpórase, a continuación del actual artículo 145, el siguiente artículo 146, nuevo:



“Artículo 146.- Para los efectos de determinar la población de las comunas se considerará el censo legalmente vigente.



En el caso de las municipalidades correspondientes a agrupaciones de comunas, el número de habitantes que se tendrá en cuenta para los efectos de los artículos anteriores, será la totalidad de la población de las comunas que las integren.”.


Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la Ley N° 18.883, sobre Estatuto Administrativo de los Funcionarios Municipales:


1) Incorpórase, en el artículo 1°, el siguiente inciso segundo, nuevo:


“El personal municipal de planta estará sometido a un sistema de carrera funcionaria de carácter técnico, profesional y jerarquizado, que se fundará en el mérito, la experiencia y la idoneidad de los funcionarios, para cuyo efecto existirán procesos de ingreso, promoción y calificación objetivos e imparciales.”.


2) Reemplázase, en el inciso final del artículo 2°, las expresiones “la planta” por “los estamentos”; y la frase “las plantas de Profesionales, Técnicos, Administrativos y Auxiliares a que se refiere el artículo 11” por las expresiones “los respectivos estamentos”.


3) Modifícase el artículo 4°, de la siguiente forma:



a) Reemplázase en el inciso primero, la expresión “educación superior” por “nivel superior”.



b) Incorpórase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando los actuales incisos segundo y siguientes a ser incisos tercero y siguientes, respectivamente:



“La calidad de experto en una determinada materia, deberá acreditarse en relación con la especialización o experiencia mediante la presentación de documentos o certificados oficiales auténticos.”.


4) Modifícase el  artículo 5º, de la siguiente forma:



a) Sustitúyese en la letra b), la frase “asignados por la ley a” por las expresiones “existentes en”, e incorpórase antes del punto aparte (.) la siguiente oración “y que se formalizará mediante decreto alcaldicio”.



b) Reemplázase la letra d), por la siguiente:



“d) Remuneración: Es cualquier contraprestación en dinero que el funcionario tenga derecho a percibir en razón de su empleo o función, o por otra causal contemplada en el sistema de remuneraciones de cada municipalidad.”.



c) Sustitúyese la letra e), por la siguiente:



“e) Carrera funcionaria: Es un sistema integral de regulación del empleo municipal de carácter técnico, profesional y jerarquizado, aplicable al personal titular de planta, que se fundará en el mérito, la experiencia y la idoneidad de los  funcionarios, que garantiza la igualdad de oportunidades para el ingreso y la promoción por medio del ascenso o del concurso, según corresponda, la dignidad de la función municipal, la estabilidad en el empleo, la capacitación y la objetividad en las calificaciones en función del mérito y el perfeccionamiento funcionario.”.


5) Modifícase el artículo 6°, de la siguiente forma:



a) Reemplázase en el inciso tercero, las expresiones “un mes” por “quince días”.



b) Reemplázase el inciso cuarto, por el siguiente:



“El suplente tendrá derecho a percibir la remuneración asignada al cargo que sirve en tal calidad, en el caso que éste se encontrare vacante, o bien cuando el titular del mismo por cualquier motivo no goce de dicha remuneración, o cuando el titular haga uso de licencia médica. Con todo, en el caso de licencias maternales y licencias médicas que excedan de 30 días, la designación podrá efectuarse con la remuneración correspondiente a un grado inferior al del cargo que se suple.”.


6) Reemplázase el artículo 7°, por el siguiente:



“Artículo 7°.- En la planta de cada municipalidad sólo podrán existir los estamentos de Directivos, Profesionales, Técnicos, Administrativos y Auxiliares, con las siguientes posiciones relativas.


- Directivos

del grado 3° al 10°


- Profesionales
del grado 11° al 15°


- Técnicos

del grado 16° al 18°


- Administrativos
del grado 19° al 22°


- Auxiliares

del grado 23° al 25°.”.

7) Incorpórase el siguiente artículo 7º bis, nuevo:



“Artículo 7° bis.- Establécense los siguientes requisitos para el ingreso y la promoción en los cargos de los estamentos de personal de las municipalidades:

Estamento Directivos


Directores y Jefes de Departamento: título profesional de una carrera de no menos de ocho semestres o cuatro años de duración, en su caso, otorgado por una universidad o por un instituto profesional del Estado o reconocido por éste.

Estamento Profesionales


Título profesional de una carrera de no menos de ocho semestres o cuatro años de duración, en su caso, otorgado por una universidad o por un instituto profesional del Estado o reconocido por éste.

Estamento Técnicos


Título otorgado por un instituto o un establecimiento de educación superior del Estado o reconocido por éste, o título otorgado por un establecimiento de educación media técnico-profesional.

Estamento Administrativos


Licencia de educación media o equivalente.

Estamento Auxiliares


Haber aprobado la educación básica. Para quienes se desempeñen como conductores de vehículos motorizados, se requerirá además licencia de conducir clase A.


Sin perjuicio de lo dispuesto precedentemente, las municipalidades podrán establecer requisitos adicionales y específicos, en consideración a los requerimientos y competencias propias de los respectivos cargos.”.


8) Reemplázase el artículo 8°, por el siguiente:



“Artículo 8°.- La carrera funcionaria se iniciará con el ingreso a un cargo de planta.



La promoción en los empleos administrativos y de auxiliares se efectuará por ascenso en el respectivo estamento y, excepcionalmente, por concurso, aplicándose en este último caso las disposiciones pertinentes del presente Estatuto.



La promoción en los cargos de los demás estamentos municipales se efectuará mediante concurso interno, al cual podrán postular los funcionarios de planta de la municipalidad que reúnan los requisitos del cargo de que se trate y que se encuentren calificados dentro del tercio mejor evaluado. Si el concurso fuere declarado desierto se llamará a concurso público, en los casos y forma que determine el presente Estatuto.



También se aplicará lo dispuesto en el inciso anterior, a los cargos directivos “jefes de departamento” y a las personas que se desempeñen en las jefaturas de las unidades de obras municipales y control interno, aunque estos cargos se encuentren en el nivel de Dirección.



Con todo, las jefaturas de dirección, salvo las de obras municipales y control interno si correspondieren a dicho nivel, serán de exclusiva confianza del alcalde, correspondiéndole a éste la atribución exclusiva para su nombramiento y remoción.”.


9) Reemplázase el artículo 9°, por el siguiente:



“Artículo 9°.- Todo cargo municipal necesariamente deberá tener asignado un grado de acuerdo con la importancia de la función que se desempeñe y, en consecuencia, le corresponderá la remuneración que fije el sistema imperante de cada municipalidad.



A los jueces de policía local les corresponderá, en todo caso, el grado más alto dentro del estamento Directivo.”.


10) Sustitúyese en la letra e) del artículo 10, la frase que se inicia con la expresión “salvo”, reemplazándose la coma que la antecede por un punto seguido (.), por la siguiente: “Los impedimentos mencionados cesarán de pleno derecho una vez que hayan transcurrido cinco años contados desde la fecha de expiración de funciones, y”.


11) Reemplázanse los artículos 12, 13 y 14, por los siguientes artículos 12, 13, 14 y 14 bis, nuevos:



“Artículo 12.- El ejercicio de la facultad municipal de crear y suprimir empleos contemplada en la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, se expresará en un plan que deberá elaborar el alcalde y ser aprobado por el concejo.



El alcalde, previo a la presentación del plan ante el concejo, deberá consultar a la o las asociaciones de funcionarios existentes en la municipalidad la propuesta de creación o supresión empleos. Si no existiere asociación o hubiere funcionarios no afiliados a las existentes, la representación de todos éstos la asumirá una comisión de no más de tres integrantes elegidos para tal efecto por dichos funcionarios.



El alcalde deberá remitir la propuesta a los directorios de las asociaciones de funcionarios existentes en el municipio y, cuando fuere procedente, a la comisión que represente a los funcionarios no afiliados; estas instancias, dentro del plazo de 30 días de recibida la propuesta, podrán formular las observaciones escritas que aquella les merezca. El alcalde, dentro de los quince días siguientes de recibidas las últimas observaciones o transcurrido el plazo de 30 días en el caso que ellas no se formulen, someterá el plan a la aprobación del concejo acompañando todos los antecedentes que le sirvan de fundamento.



El concejo, en sesión especialmente convocada al efecto, se pronunciará sobre la iniciativa del alcalde para cuyo efecto, en forma previa, deberá escuchar a las asociaciones de funcionarios que así lo soliciten o a la comisión que represente a los funcionarios no asociados.



En lo demás, se aplicará el procedimiento establecido en el Párrafo 3° “Consulta Reglada Local”.



Artículo 13.- La provisión de los cargos se efectuará mediante nombramiento o promoción.



El nombramiento o promoción se resolverá por los alcaldes de cada municipalidad, con excepción de los cargos de exclusiva confianza cuyo nombramiento lo efectuará el alcalde directamente.



Cuando no sea posible aplicar la promoción en los cargos de carrera, procederá aplicar las normas sobre nombramiento.



En los casos en que se origine la creación de nuevos cargos de carrera, se fijen nuevas plantas de personal que los incluyan o se aprueben reestructuraciones o fusiones que den lugar a nuevos cargos de esa naturaleza, la primera provisión de dichos empleos se hará siempre por concurso público.



La provisión del cargo regirá desde la fecha indicada en el respectivo decreto alcaldicio, el que será remitido a la Contraloría General de la República para el solo efecto de su registro.



Si el interesado debidamente notificado personalmente o por carta certificada, de la oportunidad en que deba asumir sus funciones, no lo hiciere dentro de tercero día, contado desde la fecha de la notificación, su nombramiento quedará sin efecto por el solo ministerio de la ley. El alcalde deberá comunicar esta circunstancia a la Contraloría General de la República.



Artículo 14.- En los procesos de encasillamiento de plantas de personal de cada municipalidad, se seguirán las normas siguientes:



a) Los funcionarios de los estamentos de directivos, profesionales y técnicos, se encasillarán en cargos de igual grado al que detentaban a la fecha del encasillamiento, manteniendo el orden del escalafón de mérito según corresponda. Si en las nuevas plantas no existieren los grados que tenían los funcionarios, por haber variado los grados de ingreso a ellas, estos se encasillarán en el último grado que se consulte en la nueva planta.



b) Una vez practicado el mecanismo anterior, los cargos de carrera que queden vacantes, se proveerán previo concurso interno, en el que podrán participar los funcionarios de planta y a contrata que se hayan desempeñado en esta calidad durante, a lo menos, 5 años anteriores al encasillamiento, que cumplan con los requisitos respectivos. Los postulantes requerirán estar calificados en lista N° 1, de distinción, o en lista N° 2, buena.



c) En la convocatoria del concurso, deberán especificarse los cargos y las funciones a desempeñar.



d) Los funcionarios que opten por concursar lo harán en un solo acto, a uno o más cargos específicos, señalando la función y la prioridad en que postulan y les serán aplicables las inhabilidades del artículo 53.



e) La provisión de los cargos vacantes de cada estamento se efectuará en orden decreciente según el puntaje obtenido por los postulantes, procediendo en primer término, con el personal de planta que haya resultado seleccionado; si quedaren vacantes, se procederá a encasillar a los funcionarios a contrata que hayan participado, igualmente conforme al puntaje obtenido.



f) En caso de producirse empate, los funcionarios serán designados conforme al resultado de la última calificación obtenida y en el evento de mantenerse esta igualdad, decidirá el alcalde respectivo.


g) En lo no previsto en el presente artículo, estos concursos se regularán, en lo que sea pertinente, por las normas del Párrafo 1° del Título II, y



h) Respecto del personal de los estamentos de administrativos y auxiliares, el encasillamiento procederá de acuerdo al escalafón de mérito.”.



Artículo 14 bis.- El convenio que se suscriba entre dos o más municipalidades para que un funcionario ejerza simultáneamente labores análogas en ellas, según se establece en la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, será sancionado mediante decreto alcaldicio y deberá incluir a lo menos los siguientes aspectos:



a) Individualización del funcionario, lugar de desempeño de las labores y régimen de jornada de trabajo.



b) Período de vigencia del convenio y fecha de inicio de las labores.



c) Descripción de las labores que corresponderán al funcionario, precisando su dependencia y forma de coordinación de su actividad para el correcto desempeño de las funciones que se le asignen por cada municipio.



d) Calidad jurídica en que el funcionario desempeñará el cargo de labores análogas en los municipios convenidos y la forma en que cada uno de éstos aportará los recursos financieros necesarios para enterar la remuneración correspondiente.



La investigación sumaria o sumario administrativo que sea procedente frente a la verificación de hechos que pudieren importar  responsabilidad administrativa de este funcionario, será realizado por la municipalidad donde haya ocurrido el hecho que se someta a investigación, correspondiendo su resolución al alcalde de la municipalidad a cuya dotación pertenezca el respectivo funcionario.



La incompatibilidad a que se refiere el artículo 84 del presente Estatuto no operará respecto de este tipo de funcionarios.”.


12) Reemplázase el artículo 15, por el siguiente:



“Artículo 15.- El ingreso a los cargos de planta en calidad de titular, se hará por concurso público y la selección de los postulantes se efectuará mediante procedimientos técnicos, imparciales e idóneos que aseguren una apreciación objetiva de sus aptitudes y méritos. El ingreso procederá en el último grado del estamento respectivo, salvo que existan empleos vacantes de grados superiores a éste, que no hubieren podido proveerse mediante promoción.



Todas las personas que cumplan con los requisitos correspondientes tendrán el derecho a postular en igualdad de condiciones. Se prohíbe todo acto de discriminación que se traduzca en exclusiones o preferencias basadas en motivos de raza, color, sexo, edad, estado civil, sindicación, religión, opinión política, ascendencia nacional u origen social que tengan por objeto anular o alterar la igualdad de oportunidades o trato en el empleo.



Las distinciones, exclusiones o preferencias basadas en las competencias exigidas para el ejercicio de un empleo determinado no serán consideradas discriminación.”.


13) Incorpórase el siguiente artículo 16 bis, nuevo:



“Artículo 16 bis.- En los concursos se mantendrá en secreto la identidad de cada candidato para los efectos de la evaluación de las pruebas y demás instrumentos de selección, salvo en aquellos instrumentos en que atendida su naturaleza no sea posible cautelar el secreto de la identidad.



Será obligación extender un acta de cada concurso que deje constancia de los fundamentos y resultados de la evaluación de los candidatos. Asimismo será obligatorio comunicar a los concursantes el resultado final del proceso.”.


14) Sustitúyese en el artículo 17, la palabra “ascenso” por la palabra “promoción”.


15) Reemplázase en el inciso primero del artículo 18, las expresiones “ocho días” por “quince días.”.


16) Incorpóranse, en el artículo 19, los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos, pasando los actuales incisos segundo y siguientes a ser incisos cuarto y siguientes, respectivamente:



“No podrán integrar el comité las personas que tengan la calidad de cónyuge, hijos, adoptados o parientes, hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive, respecto del alcalde y de los funcionarios directivos de la municipalidad a que postulen.



El comité podrá funcionar siempre que concurran más del 50% de sus integrantes, sin incluir al jefe de personal o quien haga sus veces, quien siempre lo integrará.”.


17) Incorpórase el siguiente artículo 19 bis, nuevo:



“Artículo 19 bis.- No obstante lo dispuesto en los artículos anteriores, las municipalidades podrán contratar servicios de asesorías externas para la asistencia técnica en la preparación y ejecución de los concursos, o en la preparación y realización directa de los mismos, pudiendo dicha asesoría alcanzar hasta la etapa de informar al alcalde de los puntajes obtenidos por los postulantes.”.


18) Modifícase el artículo 22, de la siguiente forma: 



a) Reemplázase las expresiones “los conocimientos y destrezas necesarios” por las expresiones “las competencias y destrezas necesarias”.



b) Incorpóranse el siguiente inciso segundo, nuevo:



“La municipalidad podrá establecer como requisito de promoción el haber cumplido determinadas actividades de capacitación, las que se expresarán anualmente en un programa municipal de capacitación, el que se formalizará mediante decreto alcaldicio.”.


19) Incorpórase el siguiente artículo 22 bis, nuevo:



“Artículo 22 bis.- En cada municipalidad podrá constituirse un comité bipartito con el fin de proponer al alcalde políticas de capacitación del personal municipal, relativas al programa anual de capacitación.”.


20) Suprímese el artículo 23.


21) Suprímese el inciso segundo del artículo 24.


22) Reemplázase, en el inciso tercero del artículo 27, la expresión “todo gasto” por “el doble del gasto”.


23) Sustitúyese el artículo 28, por el siguiente:


“Artículo 28.- El presupuesto municipal deberá consultar los fondos necesarios para desarrollar el programa anual de capacitación de su personal, que contribuyan al mejoramiento efectivo de la gestión municipal.”.


24) Sustitúyese, en el artículo 29, las palabras “el ascenso” por “la promoción”.


25) Reemplázase el artículo 31, por el siguiente:



“Artículo 31.- No serán calificados el alcalde, los miembros de la Junta Calificadora y el delegado del personal, quienes conservarán la calificación del año anterior, cuando corresponda.



El delegado del personal que integre la Junta podrá ser calificado por ésta, cuando así lo solicitare. En tal caso, la Junta se reunirá y resolverá con exclusión de aquél. Si no lo pidiere, mantendrá su calificación anterior.”.


26) Reemplázase el inciso primero del artículo 33, por el siguiente:



“Artículo 33.- La Junta Calificadora será presidida por el funcionario de más alta jerarquía, si hubiere más de un funcionario que reúna tal calidad la presidencia le corresponderá al de mayor antigüedad.”.


27) Reemplázase el artículo 44, por el siguiente:



“Artículo 44.- Cada municipalidad deberá dictar un reglamento de calificaciones, el que al efecto establecerá los factores de evaluación y su ponderación, y regulará los demás aspectos de las calificaciones sobre la base de las normas contenidas en este párrafo.



El referido reglamento se formalizará mediante decreto alcaldicio y estará sometido al trámite de registro en la Contraloría General de la República.”.


28) Reemplázase en el inciso primero del artículo 49, las expresiones “de la respectiva planta” por las expresiones “del respectivo estamento”.


29) Sustitúyese el artículo 51, por el siguiente:



“Artículo 51.- La promoción se efectuará por concurso interno en  los estamentos de directivos de carrera, profesionales, y técnicos; y por ascenso en el respectivo escalafón de los estamentos de administrativos y de auxiliares.



Los concursos de promoción se regirán por las normas del presente Párrafo y en lo que sea pertinente, por las contenidas en el Párrafo 1° de este Título.



En estos concursos el comité de selección estará integrado de conformidad a lo dispuesto en el artículo 19 y, además, por dos representantes del personal elegidos por éste.



Las bases de estos concursos deberán considerar sólo los siguientes factores: capacitación pertinente, evaluación del desempeño, experiencia calificada y aptitud para el cargo. Cada uno de estos factores tendrá una ponderación de 25%. En cada concurso estos factores podrán evaluarse simultánea o sucesivamente.



En los respectivos concursos internos podrán participar los funcionarios que cumplan con las siguientes condiciones:



a) Estar en posesión de los requisitos exigidos para el desempeño del respectivo cargo;



b) Encontrarse calificado en lista N° 1, de distinción, o en lista N° 2, buena, y



c) Encontrarse nombrado en los tres grados inferiores al de la vacante convocada, cuando los postulantes correspondan al mismo estamento y de los tres grados inferiores, cuando lo sean de uno distinto. Sin embargo, en el evento que el número de cargos provistos ubicados en grados inferiores del mismo estamento de la vacante convocada sea menor a 20, podrán participar en el concurso los funcionarios nombrados en ella hasta en los cuatro grados inferiores a aquel del cargo a proveer.



En estos concursos se podrá adoptar el siguiente procedimiento:



a) En la convocatoria, deberán especificarse los cargos, las funciones a desempeñar y la localidad de su desempeño.



b) Los funcionarios, en un solo acto, deberán postular a una o más de los estamentos de la municipalidad, sin especificar cargos o grados determinados dentro de ellos.



c) La provisión de los cargos vacantes de cada estamento se efectuará, en cada grado, en orden decreciente, conforme al puntaje obtenido por los postulantes.



d) Las vacantes que se produzcan por efecto de la provisión de los cargos conforme a la letra anterior, se proveerán, de ser posible, en acto seguido, como parte del mismo concurso y siguiendo iguales reglas.



e) En caso de producirse empate, los funcionarios serán designados conforme al resultado de la última calificación obtenida, y en el evento de mantenerse esta igualdad, decidirá el alcalde.



La promoción por concurso interno regirá a partir de la fecha en que quede totalmente tramitado el acto administrativo que la dispone.”.


30) Reemplázase en el artículo 52, las expresiones “El ascenso” por “La promoción por ascenso”; y, las expresiones “de la respectiva planta” por “del respectivo estamento”.

31) Sustitúyese el encabezamiento del artículo 53, por el siguiente:



“Artículo 53.- Serán inhábiles para ser promovidos por ascenso, los funcionarios que:”.


32) Modifícase el artículo 54, de la siguiente forma:



a) Sustitúyese, en el inciso primero, la frase inicial “Un funcionario tendrá derecho a ascender a un cargo de otra planta,” por la siguiente: “Un funcionario del estamento de Auxiliares tendrá derecho a ser promovido por ascenso a un cargo del estamento de Administrativos,”.



b) Sustitúyese, en el inciso segundo, la expresión “al ascenso”, por “a la promoción por ascenso”


33) Reemplázase, en el artículo 55, las expresiones “otra planta” por “otro estamento”.


34) Reemplázase en el artículo 57, la expresión “El ascenso” por “La promoción por ascenso”.


35) Incorpórase el siguiente artículo 57 bis, nuevo:



“Artículo 57 bis.- Un reglamento municipal contendrá las normas complementarias orientadas a asegurar la objetividad, transparencia, no discriminación, calidad técnica y operación de los concursos para el ingreso, para la promoción y para cualquiera otra finalidad con que estos se realicen.



El reglamento que cada municipalidad dicte al efecto, se formalizará mediante decreto alcaldicio y estará sometido al trámite de registro en la Contraloría General de la República.”.


36) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 65, la frase “el sueldo y las demás asignaciones que determine la ley”, por la frase “el sueldo base más la asignación municipal”.


37) Suprímese el artículo 77.


38) Incorpórase en el artículo 80, el siguiente inciso segundo, nuevo:



“En todo caso, tratándose de la subrogancia en un cargo vacante, ella no podrá extenderse por más de seis meses.”.


39) Incorpórase en el artículo 85, la siguiente letra e), nueva:



“e) Con los cargos que tengan la calidad de exclusiva confianza en la misma municipalidad.”.


40) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 86, las expresiones “En el caso de la letra d)”, por las expresiones “En los casos de las letras d) y e)”.


41) Sustitúyese la denominación del Párrafo 2º del Título IV, “De las Remuneraciones y Asignaciones”, por la siguiente: “Del Sistema de Remuneraciones del Personal Municipal”.


42) Reemplázase, en el artículo 92, las expresiones “la ley”, por las expresiones “cada municipalidad”.


43) Suprímese el artículo 97.


44) Suprímese el artículo 98.


45) Incorpórase en el Párrafo 2° del Título IV, a continuación del actual artículo 100, los siguientes artículos nuevos:



“Artículo 100 A.- El sistema de remuneraciones que fije cada municipalidad contendrá los componentes destinados a retribuir pecuniariamente a su personal de planta y a contrata.



Las remuneraciones podrán ser permanentes, transitorias y variables. No obstante, el sistema de remuneraciones que apruebe cada municipalidad, sólo será aplicable al personal municipal regido por el presente Estatuto.



Las remuneraciones señaladas serán propuestas por el alcalde y aprobadas con el acuerdo de los dos tercios de los concejales en ejercicio, conforme al procedimiento establecido en el Párrafo siguiente.



Artículo 100 B.- Las remuneraciones permanentes serán de carácter general y estarán asociadas al grado que detente el funcionario, conforme a las posiciones relativas establecidas para cada estamento en el artículo 7°. Constituirán remuneraciones permanentes, de carácter fijo y por períodos mensuales, el sueldo base y la asignación municipal.



El sueldo base es un componente asignado al grado del cargo que desempeñe el funcionario.



La asignación municipal es un componente inherente al cargo que detente el funcionario, destinada a retribuir su pertenencia a uno de los estamentos establecidos en el artículo 7°.



Artículo 100 C.- Las remuneraciones transitorias estarán asociadas al desempeño de determinadas funciones o tareas, serán de carácter permanente o temporal, según determine cada municipalidad en consideración a la importancia, jerarquía, competencias o condiciones especiales para el desempeño de tales funciones o tareas.



Artículo 100 D.- Las remuneraciones variables, estarán asociadas al cumplimiento de metas institucionales y metas por unidades de gestión. No obstante, si atendida las características propias de funcionamiento de la municipalidad, no resultare procedente o conveniente establecer metas por unidades de gestión, podrá sustituirse esta asignación por otra asociada al desempeño individual.



La asignación por cumplimiento de metas institucionales estará asociada a indicadores de resultado, establecidos en el programa de trabajo que anualmente debe elaborar cada municipalidad.



La asignación por cumplimiento de metas por unidades de gestión, estará asociada al logro de las metas de trabajo que cada una de las unidades municipales hayan convenido anualmente con el alcalde.



La asignación por desempeño individual, cuando corresponda, se otorgará anualmente a los funcionarios mejor calificados en la municipalidad.



Las remuneraciones variables se pagarán durante el ejercicio presupuestario siguiente a aquél en que se cumplieron las metas o, en su caso, a aquél en que se afinó el proceso calificatorio pertinente.



Artículo 100 E.- Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos anteriores, los funcionarios municipales tendrán derecho a percibir las siguientes asignaciones especiales:



a) Horas extraordinarias. Los trabajos extraordinarios cumplidos a continuación de la jornada ordinaria de trabajo deberán compensarse con un descanso complementario, en la forma establecida en el artículo 65, y si ello no fuere posible por razones de buen servicio, con un recargo en las remuneraciones equivalentes al valor de la hora ordinaria de trabajo más un 25%.



El máximo de horas extraordinarias diurnas cuyo pago podrá autorizarse, será de cuarenta horas por funcionario al mes. Sólo se podrá exceder esta limitación cuando se trate de trabajos de carácter imprevisto, motivados por fenómenos naturales o calamidades públicas que hagan imprescindible trabajar mayor número de horas extraordinarias. De las circunstancias señaladas deberá dejarse expresa constancia en la resolución municipal que ordene tales trabajos extraordinarios e informar de este hecho al concejo.



Los trabajos extraordinarios cumplidos entre las 21 horas de un día y las 7 horas del día siguiente, o en días sábados, domingos y festivos, deberán compensarse con un descanso complementario en la forma establecida en el artículo 66 y si ello no fuere posible por razones de buen servicio, con un recargo en las remuneraciones equivalentes al valor de la hora ordinaria de trabajo más un 50%.



b) Trabajo nocturno o en días sábados, domingos y festivos. El tiempo de la jornada ordinaria de trabajo que se desempeñe entre las 21 horas de un día y las 7 horas del día siguiente, o en días sábados, domingos y festivos, se pagará con un recargo del 50% aplicado sobre el valor de la hora ordinaria de trabajo determinada conforme al artículo 65. Esta asignación sólo se percibirá respecto de aquellas horas que no sean compensadas con el descanso complementario a que se refiere el artículo 66.



c) Viático, pasajes, u otros análogos, cuando corresponda, en los casos de comisión de servicio y de cometido funcionario.



d) Movilización, que se concederá al funcionario que por la naturaleza de su cargo, deba realizar visitas domiciliarias o labores inspectivas fuera de la oficina en que desempeña sus funciones habituales, pero dentro de la misma ciudad, a menos que la municipalidad proporcione los medios correspondientes.



Las asignaciones enumeradas en el inciso precedente, no tendrán el carácter de imponibles para efectos de pensiones, salud y desahucio.



Artículo 100 F.- El alcalde someterá a acuerdo del concejo el programa anual de mejoramiento de la gestión municipal, determinándose en éste las metas institucionales y, cuando procediere, las metas por unidades de gestión.



Corresponderá al concejo municipal evaluar y sancionar el grado de cumplimiento de las metas institucionales, como asimismo, el alcalde evaluará el cumplimiento de las metas por unidades de gestión; todo ello, previo informe que al efecto deberá emitir el encargado de la unidad de control del municipio.”.


46) Incorpórase en el Título IV, el siguiente párrafo 3°, nuevo, pasando los actuales párrafos 3° y siguientes a ser párrafos 4° y siguientes, respectivamente:

“Párrafo 3°

Consulta Reglada Local



Articulo 101 A.- El sistema de fijación de remuneraciones del personal de cada municipalidad, contemplará un procedimiento formal de consulta a sus funcionarios, denominado “Consulta Reglada Local”, el que se regirá por las disposiciones siguientes.



Articulo 101 B.- La Consulta Reglada Local constituye un procedimiento a través del cual cada municipalidad, por intermedio de su alcalde, recaba la opinión de los funcionarios del municipio, respecto del proyecto de remuneraciones aplicable al período que dicho proyecto señale.



Para los efectos de lo dispuesto en el presente párrafo, será ministro de fe el secretario municipal.



Artículo 101 C.- Tendrán derecho a participar en la consulta, de acuerdo a las modalidades y procedimientos establecidos en esta ley, el personal municipal regido por el presente Estatuto.



No podrán participar de la consulta reglada:



a) Las personas contratadas sobre la base de honorarios, así como aquellos funcionarios cuyas remuneraciones y demás beneficios económicos estén sujetos a las disposiciones de otros regímenes estatutarios.



b) Los directivos de confianza de la respectiva municipalidad.



c) Los jueces de policía local.



d) Los funcionarios a quienes les corresponda asistir y asesorar directamente al alcalde en la elaboración del proyecto de remuneraciones, los que se individualizarán mediante resolución municipal.



Articulo 101 D.- La consulta en cada municipalidad se hará a través de las asociaciones de funcionarios municipales que se hayan constituido con sujeción a los preceptos de la Ley Nº 19.296. Si no existiere asociación o hubiere funcionarios no afiliados a la o las existentes, la representación de todos éstos la asumirá una comisión de no más de tres integrantes elegidos para tal efecto por dichos funcionarios.



Artículo 101 E.- El alcalde podrá designar a un directivo de confianza para ejercer la relación con la o las asociaciones, o la agrupación de funcionarios en su caso, con el objeto de exponer los contenidos del proyecto de remuneraciones propuesto por el alcalde, precisar o aclarar sus disposiciones, y proveer los antecedentes técnicos necesarios que sustentan el proyecto.



La designación deberá formalizarse mediante resolución y ser puesta en conocimiento de los respectivos representantes de los  funcionarios.



Articulo 101 F.- Serán materias de la consulta reglada todas aquellas que se refieran a remuneraciones, según se define en el artículo 5° letra d) del presente Estatuto.



Articulo 101 G.- La consulta reglada local se iniciará con la presentación de un proyecto de remuneraciones por el alcalde a la o las asociaciones de funcionarios, o a la comisión de funcionarios referida en el artículo 101 D, en su caso.



No podrá presentarse un proyecto de remuneraciones, en el año que corresponda efectuar elecciones municipales, durante el período comprendido entre la fecha de vencimiento de la declaración de candidaturas de alcaldes y concejales y la fecha de instalación del concejo municipal.



Artículo 101 H.- El proyecto de remuneraciones contendrá a lo menos las siguientes menciones:



a) El período de aplicación, el que no podrá ser inferior a un año.



b) El costo municipal que implica por el período de vigencia.



c) La estructura de remuneraciones.



d) El número de funcionarios y estamentos a quienes se aplica.



Artículo 101 I.- Las asociaciones o la agrupación de funcionarios, según corresponda, y a través de sus respectivos representantes, darán respuesta por escrito al proyecto de remuneraciones presentado por el alcalde, dentro de los veinte días hábiles siguientes a su presentación.



Al efecto, los funcionarios podrán formular las observaciones que les merezca el proyecto y pronunciarse sobre las diversas proposiciones contenidas en él, así como sus respectivos fundamentos. Se acompañarán, asimismo, los antecedentes necesarios para justificar las circunstancias económicas y demás pertinentes que se invoquen.



Recibida la respuesta por el alcalde, ambas partes dispondrán de un plazo de 10 días hábiles para sostener conversaciones sobre los diversos contenidos del proyecto y la respuesta correspondiente, pudiendo al efecto el alcalde modificar el proyecto de remuneraciones o mantener el original.



Artículo 101 J.- Verificado lo dispuesto en el artículo precedente, el alcalde someterá al acuerdo del concejo el proyecto de remuneraciones que regirá para el período correspondiente.



Para tal efecto, el alcalde deberá acompañar todos los estudios y antecedentes técnicos que sustenten el proyecto y la respuesta de los funcionarios. Si el alcalde sometiere a la resolución del concejo un proyecto distinto al original, deberá acompañar igualmente a los antecedentes el texto del proyecto original.



El proyecto de remuneraciones que el alcalde someta al acuerdo del concejo, deberá incluir además la propuesta de remuneraciones que regirá para los funcionarios a que se refieren los números 2), 3) y 4) del artículo 101 C.



Con todo, ningún funcionario municipal de cualquier estamento podrá tener una remuneración, considerando los componentes permanentes, variables y transitorios en sus límites máximos, superior al equivalente al 70% de la remuneración correspondiente al alcalde.



Artículo 101 K.- El concejo requerirá de los dos tercios de los concejales en ejercicio para aprobar el proyecto de remuneraciones que regirá para el período correspondiente.



El concejo no podrá aumentar la propuesta de gastos que comprenda el proyecto de remuneraciones, sino sólo aceptarla, disminuirla o modificar su distribución. Con todo, al aprobar los gastos que impliquen la aplicación del proyecto, el concejo velará por que se indiquen los recursos suficientes del presupuesto municipal para atender los gastos previstos, los que, en todo caso, no podrán superar, durante todo el período de vigencia del proyecto, el equivalente al 35% de los ingresos propios anuales del municipio.



Artículo 101 L.- El pronunciamiento del concejo respecto del proyecto de remuneraciones, deberá producirse dentro de los quince días hábiles siguientes a la recepción de los antecedentes proporcionados por el alcalde.



En todo caso, antes del pronunciamiento definitivo del concejo, éste deberá escuchar, en sesión formal especialmente convocada al efecto, a los respectivos representantes de la o las asociaciones, o de la agrupación de funcionarios, en su caso.



La falta de pronunciamiento del concejo municipal dentro del plazo establecido, implicará la aprobación de la propuesta del alcalde.



Articulo 101 M.- Copia del proyecto de remuneraciones aprobado por el concejo municipal, deberá remitirse por el alcalde a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior, dentro de los 30 días siguientes a su aprobación.”.


47) Sustitúyese el inciso primero del actual artículo 109, por el siguiente:



“Articulo 109.- El funcionario podrá solicitar permiso sin goce de remuneraciones:



a) Por motivos particulares, hasta seis meses en cada año calendario, y



b) Para permanecer en el extranjero, hasta por dos años.”.


48) Suprímese el artículo 116.


49) Reemplázase el artículo 150, por el siguiente:



“Artículo 150.- Los funcionarios titulares de carrera que debieren hacer dejación de su cargo por la supresión del respectivo empleo, tendrán derecho a gozar de una indemnización equivalente a una remuneración mensual por cada año de servicio en el municipio, y fracción superior a seis meses, con un máximo de 11 meses. Para efectos de determinar la remuneración mensual se promediarán las remuneraciones devengadas en los últimos doce meses, con un tope de 90 unidades de fomento. Esta indemnización no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal.



En todo caso, el término de la relación laboral sólo se producirá cuando la municipalidad ponga a disposición del funcionario el total de la indemnización que le corresponda.



Los funcionarios que cesaren en sus empleos percibiendo la referida indemnización, no podrán ser nombrados ni contratados, bajo ninguna modalidad, en la misma municipalidad, durante los tres años siguientes al término de su relación laboral, a menos que previamente restituyeren el monto percibido por tal concepto, expresado en unidades de fomento, más el interés corriente para operaciones reajustables, en forma proporcional al tiempo transcurrido desde la fecha de su percepción.”.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS


Artículo 1°.- La aplicación de la presente ley, no podrá significar disminución del sueldo ni demás remuneraciones fijas, sean  o no imponibles para efectos de salud y previsión, respecto de los funcionarios en actual servicio municipal.


Artículo 2°.- Todas las remuneraciones, beneficios, asignaciones y demás retribuciones en dinero, cualquiera sea su naturaleza, vigentes a la fecha de publicación de la presente ley, continuarán percibiéndose por los respectivos funcionarios, hasta la época en que se inicie la vigencia de las condiciones de empleo y remuneración que se fijen por cada municipalidad. Lo anterior, se entiende sin perjuicio de lo establecido en el artículo precedente.


Artículo 3°.- Los municipios que a la fecha de publicación de la presente ley, se encuentren excedidos en el gasto máximo en personal que establecen los artículos 1º de la Ley Nº 18.294 y 67 de la Ley Nº 18.382, no podrán aumentar el gasto en personal en el ejercicio de las atribuciones establecidas por la presente ley.


Artículo 4°.- La primera consulta reglada local a celebrarse en cada municipalidad en conformidad a esta ley, podrá iniciarse a partir del mes siguiente al de su entrada en vigencia, siempre que concurran las siguientes circunstancias:


a) Que el concejo haya elaborado y aprobado un plan comunal de desarrollo.


b) Que dicho plan contenga un capítulo destinado a la política de recursos humanos que aplicará el respectivo municipio, y


c) Que en la elaboración de dicho plan, se haya consultado formalmente a la o las respectivas asociaciones de funcionarios sobre el componente de política de recursos humanos.”.

- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 18 de mayo de 2005, con asistencia de los Honorables Senadores señores Hernán Larraín (Presidente), Carlos Cantero y Ricardo Núñez, de la ex Senadora señora Carmen Frei y del ex Senador señor Carlos Bombal; 15 de junio de 2005, con asistencia de los Honorables Senadores señores Hernán Larraín (Presidente), Carlos Cantero y Ricardo Núñez y del ex Senador señor Carlos Bombal; 6 de julio de 2005, con asistencia de los Honorables Senadores señores Hernán Larraín (Presidente), Carlos Cantero y Ricardo Núñez; 30 de agosto de 2005, con asistencia de los Honorables Senadores señores Hernán Larraín (Presidente), Carlos Cantero y Ricardo Núñez; 3 de octubre de 2006, con asistencia de los Honorables Senadores señores Víctor Pérez Varela (Presidente), Carlos Bianchi, Ricardo Núñez, Jaime Orpis y Hosain Sabag; 20 de marzo de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores Hosain Sabag (Presidente), Carlos Bianchi, Jaime Orpis y Víctor Pérez Varela; 3 de abril de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores Hosain Sabag (Presidente), Carlos Bianchi, Ricardo Núñez, Jaime Orpis y Víctor Pérez Varela; 10 de abril de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores Hosain Sabag (Presidente), Carlos Bianchi, Ricardo Núñez, Jaime Orpis y Víctor Pérez Varela; 8 de mayo de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores Hosain Sabag (Presidente), Carlos Bianchi, Ricardo Núñez, Jaime Orpis y Víctor Pérez Varela; 14 de mayo de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores Hosain Sabag (Presidente), Carlos Bianchi, Ricardo Núñez, Jaime Orpis y Víctor Pérez Varela; 15 de mayo de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores Hosain Sabag (Presidente), Carlos Bianchi, Ricardo Núñez, Jaime Orpis y Víctor Pérez Varela; 4 de junio de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores Hosain Sabag (Presidente), Ricardo Núñez, Jaime Orpis y Víctor Pérez Varela; 12 de junio de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores Hosain Sabag (Presidente), Ricardo Núñez, Jaime Orpis y Víctor Pérez Varela; 19 de junio de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores Hosain Sabag (Presidente), Carlos Bianchi, Ricardo Núñez, Jaime Orpis y Víctor Pérez Varela; 17 de julio de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores Hosain Sabag (Presidente), Carlos Bianchi, Ricardo Núñez y Víctor Pérez Varela; 30 de julio de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores Hosain Sabag (Presidente), Carlos Bianchi, Juan Pablo Letelier (señor Ricardo Núñez), Jaime Orpis y Víctor Pérez Varela; 6 de agosto de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores Hosain Sabag (Presidente), Carlos Bianchi, Ricardo Núñez, Jaime Orpis y Víctor Pérez Varela; 14 de agosto de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores Hosain Sabag (Presidente), Carlos Bianchi, Ricardo Núñez, Jaime Orpis y Víctor Pérez Varela; 27 de agosto de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores Hosain Sabag (Presidente), Carlos Bianchi, Ricardo Núñez, Jaime Orpis y Víctor Pérez Varela; 3 de septiembre de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores Hosain Sabag (Presidente), Carlos Bianchi, Ricardo Núñez, Jaime Orpis y Víctor Pérez Varela; 11 de septiembre de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores Hosain Sabag (Presidente), Carlos Bianchi, Ricardo Núñez, Jaime Orpis y Víctor Pérez Varela; 3 de octubre de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores Hosain Sabag (Presidente), Carlos Bianchi, Ricardo Núñez, Jaime Orpis y Víctor Pérez Varela; 8 de enero de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores Hosain Sabag (Presidente), Carlos Bianchi, Ricardo Núñez, Jaime Orpis y Víctor Pérez Varela; 11 de marzo de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores Hosain Sabag (Presidente), Carlos Bianchi, Ricardo Núñez, Jaime Orpis y Víctor Pérez Varela; 18 de marzo de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Bianchi (Presidente), Ricardo Núñez y Jaime Orpis; 1 de abril de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Bianchi (Presidente), Jaime Orpis, Víctor Pérez Varela y Hosain Sabag; 29 de abril de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Bianchi (Presidente), Ricardo Núñez, Jaime Orpis, Víctor Pérez Varela y Hosain Sabag; 6 de mayo de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Bianchi (Presidente), Jaime Orpis, Víctor Pérez Varela y Hosain Sabag; 3 de junio de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Bianchi (Presidente), Ricardo Núñez, Jaime Orpis, Víctor Pérez Varela y Hosain Sabag; 9 de junio de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Bianchi (Presidente), Ricardo Núñez, Jaime Orpis y Hosain Sabag; 10 de junio de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Bianchi (Presidente), Ricardo Núñez, Jaime Orpis y Hosain Sabag, y 8 de julio de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Bianchi (Presidente), Jorge Arancibia (señor Víctor Pérez Varela), Ricardo Núñez, Jaime Orpis y Hosain Sabag.

Sala de la Comisión, a 11 de julio de 2008.
(Fdo.): Mario Tapia Guerrero, Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO DE LOS HONORABLES SENADORES NARANJO Y MUÑOZ ABURTO, MEDIANTE EL CUAL SOLICITAN A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA QUE SE MODIFIQUE EL DECRETO SUPREMO Nº 38, QUE REGLAMENTA TRANSPORTE REMUNERADO DE ESCOLARES, CON EL OBJETO DE ESTABLECER REQUISITOS ESPECIALES PARA EL TRANSPORTE EN ZONAS INTERURBANAS

(S 1086-12)

Honorable Senado:


En sesión realizada el día de hoy, la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, tomó conocimiento del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Jaime Naranjo y Pedro Muñoz Aburto, mediante el cual solicitan a S.E. la Presidenta de la República, para que instruya al Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor René Cortázar, que modifique el decreto supremo Nº 38, estableciéndose requisitos especiales para el transporte remunerado de escolares que cumplan este tipo de función en zonas interurbanas (Boletín Nº S 1.086-12). 


En esta oportunidad, esta Comisión acordó, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Matthei y señores Cantero, Girardi, Novoa y Pizarro, señalar en relación a esta materia que no tiene reparos ni observaciones que formular a esta petición y recomendar a la Sala su aprobación.


Remito adjunto el expediente del referido Boletín.


Dios guarde a US.

(Fdo.): CARLOS CANTERO OJEDA, Presidente.- ANA MARÍA JARAMILLO FUENZALIDA, Abogado Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE INTERESES MARÍTIMOS, PESCA Y ACUICULTURA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO, DE LOS HONORABLES SENADORES NAVARRO Y  VÁSQUEZ, POR MEDIO DEL CUAL SOLICITAN AL SUBSECRETARIO DE PESCA QUE SE ADOPTEN MEDIDAS DE PUBLICIDAD RESPECTO DE CONVOCATORIAS Y ACTAS DE SESIONES DEL CONSEJO NACIONAL DE PESCA, ASÍ COMO RESPECTO DEL RESUMEN DE INFORMES TÉCNICOS QUE LA ENTIDAD UTILIZA EN LA ADOPCIÓN DE SUS DECISIONES

(S 1060-12)

HONORABLE SENADO:


Esta Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura tiene a honra emitir su informe acerca del proyecto de acuerdo consignado en el epígrafe, iniciado en moción de los Honorables Senadores señores Navarro y Vásquez.


Los autores de esta proposición recuerdan que el Consejo Nacional de Pesca tiene como función primordial hacer efectiva la participación de los agentes pesqueros en materias relacionadas con la pesca y la acuicultura. Agregan que para tal función, la ley lo ha dotado de atribuciones de carácter resolutivo, consultivo y asesor, y que está integrado con representantes del Ejecutivo (Subsecretario de Pesca, Director del Territorio Marítimo, Director de Sernapesca y el del IFOP), del sector empresarial y del laboral (tripulantes y oficiales, trabajadores de planta y pescadores artesanales) y siete consejeros nominados por el Presidente de la República con acuerdo del Senado.


Agrega que su carácter resolutivo, consultivo y asesor se manifiesta con su intervención en materias tales como el fraccionamiento de la cuota de captura entre el sector artesanal y el sector industrial; el plan nacional de desarrollo pesquero; la política pesquera internacional; las medidas de fomento productivo; el plan nacional de investigación pesquera y su participación en la creación y modificación de la legislación pesquera.


En materia de fijación de cuota de captura, continúa, su facultad decisoria pasa por los informes relativos a la biomasa que la Subsecretaría encarga al IFOP, los cuales son posteriormente analizados por los técnicos sectoriales y sometidos a los Consejos Zonales de Pesca (agrupados en conjuntos de regiones: El Primer Consejo, Regiones I, II, XV; el Segundo, Regiones III y IV; el Tercero, Regiones V, VI, VII, VIII, y IX; el Cuarto, Regiones X y XI, y el Quinto, XII Región), los cuales también los analizan y entregan su opinión al Consejo Nacional.


Expresan, a continuación, que una vez resueltas las cuotas globales, los decretos correspondientes se envían al Ministerio de Economía a través de la Subsecretaría de Pesca; y que pese a la gran importancia que tienen estas decisiones, que gravitan en la sustentabilidad de los recursos y en la actividad laboral, no existe percepción de una gran transparencia sobre el funcionamiento del Consejo. Prueba de ello, expresa la moción, es el difícil acceso que tiene el público a las actas del Consejo en la página de la Subsecretaría, las que, además, están desfasadas pues el referido sitio web sólo registra actas hasta noviembre del año 2007, habiéndose adoptado con posterioridad a esa fecha importantes acuerdos, como por ejemplo, los recaídos en las cuotas correspondientes al año 2008 en las pesquerías sujetas a límite máximo de captura por armador.


Considera también la moción que siendo el sector pesquero un área de la economía que despierta gran interés en todos los sectores de la sociedad civil, es recomendable propiciar una mayor difusión y publicidad de los actos y acuerdos que celebra el mencionado Consejo, para lo cual propone solicitar a la Subsecretaría de Pesca que las convocatorias, actas e informes técnicos del Consejo o utilizados por éste para adoptar sus decisiones, se publiquen en Internet, evitando que transcurra mucho tiempo entre dos sesiones, de modo de acrecentar la transparencia de la información que estos instrumentos generen.


En sesión celebrada el 9 de julio de 2008, y sin pronunciarse sobre el mérito de su contenido, esta Comisión analizó el proyecto en informe desde el punto de vista de su idoneidad constitucional concluyendo que él en nada se opone al ordenamiento vigente ni invade competencias o facultades atribuidas a otras autoridades.


Concurrieron a esta conclusión los Honorables Senadores señores Avila, Arancibia, Bianchi y Horvath.


El texto del referido proyecto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO


“El Senado acuerda:


Solicitar al Subsecretario de Pesca, que tanto las convocatorias, como las actas de las sesiones del Consejo Nacional de Pesca puedan, permanentemente y en el más breve tiempo posible, ser dadas a conocer a la opinión pública, particularmente a través de una rápida y más accesible actualización de la página web de la Subpesca, evitando que transcurra demasiado tiempo entre la realización de una sesión, la adopción de decisiones y su posterior publicación, de manera de dar mayor transparencia a la información que se debate y que surge de dicha instancia.


Solicitar a la Subsecretaría de Pesca, también con el objetivo de transparentar la información disponible en la toma de decisiones de esta área, haga simultáneamente público el resumen de los informes técnicos utilizados en dichas determinaciones.”.

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 9 de julio de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores Nelson Avila (Presidente Accidental), Jorge Arancibia, Carlos Bianchi y Antonio Horvath.


Sala de la Comisión, a 11 de julio de 2008.

(Fdo.): Mario Tapia Guerrero, Secretario de la Comisión
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES MUÑOZ ABURTO, ESCALONA Y LETELIER, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DE MUNICIPALIDADES, CON EL OBJETO DE REGULAR LAS ACCIONES PUBLICITARIAS INSTITUCIONALES

(5973-06)

Honorable Senado:

Vistos:

Lo dispuesto en los artículos 1º, 19º y 63º numeral 1) de la Constitución Política de la República y en el D.F.L. N° 1 de 2006, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades.

Considerando:

1.-
Que la democracia implica el derecho de los ciudadanos a elegir sus autoridades, participando para ello en los procesos electorales, pero, también, a través de diversas vías en el quehacer público.

2.-
Que un adecuado ejercicio del poder público implica que las autoridades estén dispuestas a absolver las solicitudes y requerimientos de los ciudadanos, lo que se garantiza a través del derecho de petición, reconocido por la Constitución Política de la República.

3.-
Que, lo anterior, evidentemente se complementa con la obligación de que las autoridades respondan a estos planteamientos, aportando a los ciudadanos la máxima información posible acerca de sus inquietudes y, en general, respecto de la gestión que realizan por mandato popular.

4.-
Que en muchos municipios del país, este último y deseable objetivo se está cumpliendo a través de la proliferación de lienzos, carteles, anuncios gráficos, impresos de diversa naturaleza y toda clase de acciones publicitarias y de propaganda en que se destacan obras realizadas o proyectadas, las que se acompañan de fotografías o imágenes de las autoridades, las que, en muchas ocasiones, exceden largamente lo necesario para dar a conocer adecuadamente los logros de las autoridades.

5.-
Que lo anterior constituye claramente una deformación de un buen propósito, el cual termina ocasionando más perjuicios que beneficios para la comunidad, a saber:

Primero, constituye un costo adicional para el municipio, generándose la costumbre de producir y editar carteles, revistas, volantes y otros objetos con una periodicidad y calidad mayor a la requerida para informar a los vecinos.

Segundo, resulta un perjuicio estético para la comunidad, al ser utilizados en muchos casos letreros, lienzos y afiches en forma abusiva.

Tercero, incrementa y anticipa la competencia entre los actuales alcaldes y ediles con nuevos postulantes, que se ven obligados a contrarrestar estos avisos institucionales con mensajes propios, con el consiguiente perjuicio y daño para los bienes públicos y privados.

Cuarto, habitualmente el desarrollo de estas acciones implica alterar los símbolos representativos del municipio, los que son reemplazados por alguno alusivo o distintivo de la autoridad respectiva.

6.-
Que resulta necesario volver al principio de austeridad tradicional en nuestro servicio público, optándose por mecanismos publicitarios sencillos y sobrios que cumplan con el objetivo básico de informar y orientar a la comunidad, pero sin incurrir en gastos ni montajes excesivos.

Asimismo, se requiere resguardar la institucionalidad de las comunas, enfatizando en el carácter permanente de las municipalidades y sus emblemas distintivos.

7.-
Que lo anterior no pretende obstaculizar, en absoluto, la imprescindible labor de los alcaldes y concejales para informar a la comunidad y difundir sus obras, lo que podrá desarrollarse a través de encuentros con la comunidad, visitas a terreno y de material publicitario concebido en términos institucionales, razonables y sencillos.

8.-
Que un interesante ejemplo en la materia, lo brinda la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. El inciso penúltimo de su artículo 134 dispone:

“La propaganda, bajo cualquier modalidad de comunicación social, que difundan como tales, los poderes públicos, los órganos autónomos, las dependencias y entidades de la administración publica y cualquier otro ente de los tres ordenes de gobierno, deberá tener carácter institucional y fines informativos, educativos o de orientación social. En ningún caso esta propaganda incluirá nombres, imágenes, voces o símbolos que impliquen promoción personalizada de cualquier servidor publico.”

9.-
Que, por lo anterior, el Senador que suscribe cree indispensable regular la promoción de las actividades y obras de los municipios, disponiendo las siguientes medidas:

a.-
Prohibir toda clase de promoción que incluya la imagen de las autoridades, debiendo limitarse éstas a contener la mención del nombre del alcalde o concejal y el cargo que representa.

b.-
Disponer en términos genéricos que la publicidad municipal deberá ser realizada con carácter institucional, en forma austera y sobria, con el sólo objetivo de cumplir la finalidad de difusión y orientación que les anima.

c.-
Regular la utilización institucional de emblemas, escudos, logos y frases promocionales.

Por lo anterior, los senadores que suscriben viene en presentar el siguiente:

PROYECTO DE LEY
Artículo único.-

Incorpórese, en el Título III del D.F.L. N° 1 de 2006, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, el siguiente nuevo artículo 92 bis: :

“Artículo 92 bis.-

Todo informativo, convocatoria, llamado a concurso o cualquier clase de anuncio, propaganda o publicidad realizada por un municipio, cualquiera fuera su forma y el medio que se empleare para su difusión, deberá ser austera y sobria, estar destinada a la información y orientación de los vecinos y tener un carácter institucional. 

En este sentido, sólo podrán incorporar en términos moderados el nombre y cargo de los alcaldes y concejales y no incluirá, en caso alguno, imágenes, voces, símbolos o cualquier otra seña o logo que implique la promoción personalizada de alguno de éstos. 

Los municipios, como tales, deberán representarse exclusivamente por aquéllos escudos, banderas, escarapelas u otros emblemas, símbolos, logos y frases publicitarias acordadas por el Concejo Municipal.”

(Fdo.): Pedro Muñoz Aburto, Senador.- Camilo Escalona Medina, Senador.- Juan Pablo Letelier Morel, Senador
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS HONORABLES SENADORES NAVARRO Y ÁVILA, MEDIANTE EL CUAL SOLICITAN QUE LOS MINISTROS DE RELACIONES EXTERIORES Y DEL TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL PROMUEVAN LA SUSCRIPCIÓN DEL CONVENIO 94, DE LA ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL DEL TRABAJO

(S 1088-12)

Honorable Senado:

Considerando

1. Que recientemente, el Comité de Expertos de la OIT informó y alertó que uno de los Convenios más importantes promovidos por esa organización, el N°94, que existe desde 1949 y que protege los derechos de los trabajadores y trabajadoras de todo el mundo, se aplica de manera deficiente.

2. Que el Convenio N°94 establece una norma de la OIT relativa a las claúslas laborales en contratos públicos, y tiene la finalidad de impedir que haya empresas que ofrezcan precios más bajos en las licitaciones recortando los costos de personal en los contratos.

3. Que el Convenio N°94 exige que todos los oferentes respeten las normas vigentes, incluidas las estipuladas en los convenios colectivos. El año pasado, la OIT realizó un examen general de todos los miembros del Convenio. Sólo 60 países lo han ratificado y sólo una cuarta parte de ellos lo respeta plenamente.

4. Que el Comité de Expertos concluyó que el Convenio sigue siendo un instrumento importante de protección de los derechos laborales, recomendando a la OIT que su miembros hagan más pro promover la comprensión y ratificación del Convenio N°94.

5. Que Chile no ha suscrito ni ratificado este importante Convenio.

6. Que este Convenio se aplica a los contratos en que al menos una de las partes es una autoridad pública; que la ejecución del contrato implique la inversión de fondos públicos y que tenga que ver con la construcción, transformación, reparación o demolición de obras públicas; la fabricación, montaje, manipulación o transporte de materiales, pertrechos y utensilios; o la ejecución o suministro de servicios.

7. Que este Convenio también se aplica a las obras ejecutadas por subcontratistas o cesionarios de contratos, caso en que la autoridad competente debe tomar medidas adecuadas para garantizar la aplicación del Convenio a dichas obras.

8. Que los contratos a los cuales se aplique el Convenio deberán contener cláusulas que garanticen a los trabajadores interesados salarios (comprendidas las asignaciones), horas de trabajo y demás condiciones de empleo no menos favorables que las establecidas para un trabajo de igual naturaleza en la profesión o industria interesada de la misma región.

9. Que este Convenio establece que la autoridad competente deberá tomar medidas pertinentes para garantizar a los trabajadores interesados condiciones de salud, seguridad y bienestar justas y razonables, cuando en virtud de la legislación nacional, de un contrato colectivo o de un laudo arbitral no sean ya aplicables las disposiciones apropiadas relativas a la salud, seguridad y bienestar de los trabajadores empleados en la ejecución de un contrato.
10. Que en el caso de que no se observen o no se apliquen las disposiciones de las cláusulas de trabajo incluidas en los contratos celebrados por las autoridades públicas, se deberán aplicar sanciones adecuadas, tales como la denegación de contratos o cualquier otra medida pertinente. Además, se tomarán medidas tales como la retención de los pagos debidos en virtud del contrato, o cualquier otra que se estime pertinente, a fin de que los trabajadores interesados puedan obtener los salarios a que tengan derecho.
11. Que el Convenio establece como excepción que la autoridad competente, previa consulta a las organizaciones interesadas de empleadores y de trabajadores, cuando dichas organizaciones existan, podrá suspender temporalmente la aplicación de las disposiciones de este Convenio, sólo en caso de fuerza mayor o de acontecimientos que pongan en peligro el bienestar o la seguridad nacional.

El Senado acuerda:

Solicitar a los señores ministros de Relaciones Exteriores, Alejandro Foxley, y del Trabajo y Previsión Social, Osvaldo Andrade, promover la suscripción y ratificación del Convenio N°94 de la OIT por parte de Chile, considerando la importancia que éste tiene en general, y, especialmente, el aporte a la transparencia administrativa y a la justicia laboral que realiza.
(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.- Nelson Ávila Contreras, Senador
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PETICIÓN DEL SEÑOR MANUEL BAQUEDANO Y OTROS, MEDIANTE LA CUAL SOLICITAN EL PRONUNCIAMIENTO DEL SENADO RESPECTO DE SI HA O NO LUGAR LA ADMISIÓN DE ACCIONES JUDICIALES EN CONTRA DEL SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES, DON RENÉ CORTÁZAR SANZ

(S 1089-02)

Quienes suscriben esta presentación, todos chilenos, mayores de edad, domiciliados en la ciudad de Santiago de Chile y para estos efectos en calle Phillips 16, quinto piso, oficina X, comuna de Santiago, al Honorable Senado de la República decimos:

Que conforme a los dispuesto en el artículo 53, Nº 2, de la Constitución Política, venimos en solicitar la autorización senatorial necesaria para interponer acciones judiciales en contra del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, René Cortázar Sanz, en base a los fundamentos de hecho y de derecho que seguidamente exponemos:

LOS HECHOS

Desde hace más de un año, diversas autoridades de Gobierno y parlamentarias y muy recientemente el señor Intendente Metropolitano, don Alvaro Erazo, han denunciado públicamente que un gran número de los buses del plan de transporte capitalino denominado “Transantiago”, no han cumplido con la obligación de instalar filtros que reduzcan la cantidad de partículas contaminantes que emiten a la atmósfera. Según las cifras entregadas por la primera autoridad regional y recogidas por el diario El Mercurio en la página C 8 de su edición del sábado 12 de julio recién pasado, disponible en http://www.mer.cl/modulos/catalogo/Paginas/2008/07/12/MERSTNA008CC1207.htm el 50% de los buses, vale decir 3.200 máquinas, no han instalado dichos dispositivos de postcombustión. Respecto de la incidencia de dicha contaminación, el Intendente Erazo en la misma publicación citada señala que el 40% de la polución es emitida por fuentes móviles (vehículos),  para lo cual, indica, sería esencial que el transporte público y los buses incorporen filtros de última tecnología, lo que, agrega, aún no ocurre. 

La eficiencia de los filtros que debieron haberse instalado en los buses del Transantiago es muy alta. De acuerdo a lo señalado en la página 4 de la “Guía para la Instalación de Sistemas de Post Tratamiento de Emisiones en Buses de Transantiago”, publicada por el Centro de Control y Certificación Vehicular (3CV), dependiente de la Subsecretaría de Transportes del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, disponible en http://www.subtrans.cl/subtrans/doc/3cv_guiaimplementacionmasiva_2.pdf “Los filtros de partículas se caracterizan por retener el material particulado mediante un material filtrante y posteriormente quemarlo durante un proceso que se denomina regeneración. Los filtros certificados presentan una alta eficiencia en la reducción del material particulado, eliminando en promedio un 90% de este contaminante. Además permiten retener en promedio un 99% el material particulado sólido ultrafino (hollín) que se genera en los motores diesel. El material particulado sólido ultrafino es especialmente relevante por sus efectos nocivos en la salud”.

La obligación de instalar estos filtros para los buses con tecnología Euro I y Euro II, rige desde abril de 2007 y consta de las “Bases de Licitación Pública de Uso de Vías de la Ciudad de Santiago para la Prestación de Servicios Urbanos de Transporte Público Mediante Buses”, en adelante "Licitación Transantiago", aprobadas por la Resolución N° 117 de 2003 y sus modificaciones posteriores, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones. Con esas bases, se firmaron los respectivos contratos de concesión con las empresas prestadoras, aprobados por la Resolución Exenta N° 331, de 2005 y sus modificaciones posteriores, del mismo Ministerio.

La alta relevancia de instalar estos filtros resulta obvia para cualquier habitante de Santiago, pero quizás sea necesario explicitarla para poder estimar la magnitud del daño causado al no incorporar esta tecnología descontaminante. 

Mediante el Decreto Supremo MINSEGPRES Nº 131 del año 1996, la Región Metropolitana fue declarada Zona Latente y Saturada de diversos contaminantes, al superarse o estar cercana la superación de las correspondientes normas de calidad ambiental. En base a esta Declaración, ahora mediante el Decreto Supremo MINSEGPRES Nº 16 del año 1998, se dicta el Plan de Prevención y Descontaminación de la Región Metropolitana, que se puso como objetivo cumplir con las normas de calidad ambiental chilenas (discutidas, por cierto, por los bajos estándares que contienen), para el año 2010. Dicho Plan ha sido objeto de sucesivas modificaciones tendientes, según la autoridad, a hacerlo más exigente. Precisamente, en los días en que efectuamos esta presentación al H. Senado, el Gobierno ha iniciado el proceso de consulta pública establecido en la Ley Nº 19.300 sobre Bases del Medio Ambiente, respecto de nuevas modificaciones, inspiradas en la preocupación por el retroceso que se viene registrando desde hace varios años en la calidad del aire de Santiago. Este retroceso ha impedido cumplir con las metas intermedias planteadas para aliviar la situación sanitaria de la ciudad, como fue la promesa de terminar con las pre emergencias ambientales para el año 2005. 

La situación de contaminación crónica de la capital se ve agravada en los meses de invierno por la falta de ventilación de la cuenca y el aumento de las combustiones realizadas por motivos de calefacción. Ello se combina con situaciones epidemiológicas severas, como la prevalencia del virus sincicial (VRS). Todo esto cuadro genera una alta vulnerabilidad de la población en los meses de invierno, lo que ha obligado a establecer un subplan especial dentro del Plan de Descontaminación, denominado “Plan Operacional para enfrentar Episodios Críticos de Contaminación”, aprobado por el Decreto Supremo MINSEGPRES Nº 46, publicado en el Diario Oficial con fecha 24 de abril de 2007, destinado a gestionar las crisis atmosféricas. Dicho Plan define en la letra b) de su artículo 77, un “Período de Gestión de Episodios Críticos”, vigente entre los días 1º de abril y 31 de agosto de cada año.

La importancia de contar con este Plan para Episodios Críticos durante el período invernal es más que justificada. También en estos mismos días en que recurrimos al H. Senado, las autoridades sanitarias informan sobre el peak de hospitalizaciones, llamando a proteger a los niños de los contagios. “Esperamos dos o tres semanas muy intensas de enfermedades respiratorias y por ello es imprescindible la prevención”, señala a la prensa el Subsecretario de Redes Asistenciales del Ministerio de Salud, Ricardo Fábrega, en http://www.mer.cl/MODULOS/CATALOGO/PAGINAS/2008/07/13/MERSTNA011CC1307.HTM. Existe el temor que, como en años anteriores, el sistema público colapse y ya se registran demoras de muchas horas y se informa de enfermos instalados precariamente en camillas a la espera de alguna atención médica. Todo lo anterior ha llevado a que gremios de la salud se movilicen en protesta por la sobre carga de trabajo y los escasos recursos destinados por la autoridad a estos fines. La Confederación Nacional de Funcionarios de la Salud Municipalizada ha anunciado un paro de actividades con este motivo para el próximo día 31 de julio.

En síntesis, y según la información oficial disponible, producto de la no instalación de los filtros ya señalados, durante casi dos “Períodos Críticos de Contaminación” completos, en que la población se encuentra particularmente vulnerable a afecciones respiratorias, 3.200 buses del Transantiago habrán lanzado a la atmósfera de la ciudad capital de Chile una cantidad 99 veces superior a la que deberían haber emitido de material particulado respirable fino, aquella fracción más nociva para la salud humana.

Ahora bien, de acuerdo a la Licitación Transantiago ya citada, en caso de que los concesionarios no cumplieran con sus obligaciones, se establece un sistema de multas que van en aumento en caso de reincidencia y que al alcanzar un determinado monto, autorizan al Ministerio de Transportes para caducar la concesión. Se trata de un sistema bien diseñado, que aunque parte con multas bajas, que en el caso de la no instalación de filtros alcanza sólo a 10 UF por vehículo, si se reiteran llega a valores bastante significativos. Ello constituye un poderoso incentivo al cumplimiento. Como herramienta de última instancia, como ya está dicho, se contempla incluso la sanción de caducidad de la concesión.

Por desgracia y pese al ostensible y muy dañino incumplimiento de la obligación de instalar dispositivos de post combustión en los buses del Transantiago, el Ministro de Transportes no ha empleado las herramientas a su alcance para forzar dicho cumplimiento. Es aquí donde surge su ineludible responsabilidad.

Conforme a las informaciones suministradas por funcionarios del Ministerio de Transportes, se han realizado escasas labores de fiscalización respecto de la instalación de filtros y las multas en general no han pasado de una por máquina en infracción. Como el costo de un filtro oscila entre los cuatro y los cinco millones de pesos, resulta del todo conveniente para las empresas pagar una única multa que bordee los $ 200.000 y ahorrarse varios millones por vehículo. Frente a la complacencia del Ministro de Transportes, este macabro negocio hecho a costa de la vida y la salud de la población, ha significado grandes ganancias ilegítimas para algunas de las empresas de buses del Transantiago y una pérdida para el patrimonio fiscal de varios cientos de millones de pesos, por concepto de multas no aplicadas.

EL DERECHO

La conducta del Ministro de Transportes, al no hacer uso de los medios a su disposición para lograr la instalación de los dispositivos de post combustión en los buses del Transantiago, lo ha hecho incurrir en diversos tipos de responsabilidad, los que los solicitantes entendemos necesarios de perseguir ante los Tribunales de la República. Esto, con el fin de lograr una corrección de fondo en ese dañino proceder y ante el evidente fracaso de otros medios que incluso autoridades del Estado han utilizado para lograr el mismo objetivo. 

Normas Generales que Establecen la Responsabilidad de los Ministros de Estado.

En primer lugar, y en términos generales, es fundamental tener presente la norma del inciso 2º del artículo 38 de la Constitución Política, que señala: “Cualquier persona que sea lesionada en sus derechos por la Administración del Estado, de sus organismos o de las municipalidades, podrá reclamar ante los tribunales que determine la ley, sin perjuicio de la responsabilidad que pudiere afectar al funcionario que hubiere causado el daño”.

Por su parte, el artículo 23 de la Ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases de la Administración del Estado, establece que: “Los Ministros de Estado, en su calidad de colaboradores directos e inmediatos del Presidente de la República, tendrán la responsabilidad de la conducción de sus respectivos Ministerios, en conformidad con las políticas e instrucciones que aquél imparta”.

La misma Ley citada anteriormente, en su artículo 52, señala que: “Las autoridades de la Administración del Estado, cualquiera que sea la denominación con que las designen la Constitución y las leyes, y los funcionarios de la Administración Pública, sean de planta o a contrata, deberán dar estricto cumplimiento al principio de la probidad administrativa.


El principio de la probidad administrativa consiste en observar una conducta funcionaria intachable y un desempeño honesto y leal de la función o cargo, con preeminencia del interés general sobre el particular. Su inobservancia acarreará las responsabilidades y sanciones que determinen la Constitución, las leyes y el párrafo 4º de este Título, en su caso.”

Por su parte, el mismo artículo 12 de la ley, consagrando el principio de control enunciado en el inciso 2º del artículo 3º, establece que: “Las autoridades y funcionarios facultados para elaborar planes o dictar normas, deberán velar permanentemente por el cumplimiento de aquéllos y la aplicación de éstas dentro del ámbito de sus atribuciones, sin perjuicio de las obligaciones propias del personal de su dependencia”.

Finalmente, resulta aplicable a la especie el principio de “impulsión de oficio”, que en el inciso 1º del artículo 8º de la ley, queda expresado en los siguientes términos: “Los órganos de la Administración del Estado actuarán por propia iniciativa en el cumplimiento de sus funciones, o a petición de parte cuando la ley lo exija expresamente o cuando se haga uso del derecho de petición o reclamo, procurando la simplificación y rapidez de los trámites”.

I.- Acción Ambiental contra el Ministro Cortázar cuya Interposición se Solicita al 

H. Senado Autorizar

Como fue explicado en los “Hechos” que fundamentan esta solicitud, la conducta del ministro Cortázar ha permitido que una importante cantidad de contaminantes hayan sido emitidos ilícitamente por buses del sistema concesionado “Transantiago”.

Es importante señalar preliminarmente, que según las propias resoluciones dictadas por el Ministerio de Transportes, por ejemplo la resolución Exenta Nº 1.266, publicada en el Diario Oficial el 27 de septiembre de 2006, el “Transantiago” es un “Sistema Integrado de Transporte”, administrado por el Ministerio de Transportes y para cuyo funcionamiento, se entrega en concesión a “empresas operadoras”, el uso de determinadas vías públicas. Lo importante es que pese a esas concesiones, el Transantiago mantiene su unidad en cuanto sistema. Tanto es así, que el Ministerio de Transportes presentó el “Proyecto Transantiago”, en cuanto tal, a concursos internacionales de proyectos que redujeran la emisión de gases de efecto invernadero.

Queda entonces claro que el Responsable por las emisiones del “Transantiago” es su autoridad administradora, vale decir, el Ministro de Transportes. Esa responsabilidad es exigible, precisamente, pues esa autoridad cuenta a su vez con los medios idóneos para forzar a los operadores a cumplir con sus respectivas obligaciones, en lo que nos interesa en la especie, sus obligaciones de desempeño ambiental en cuanto a reducción de emisiones mediante dispositivos de post combustión. Los medios son tan idóneos, que contemplan multas que, como ya está dicho, aumentan en caso de reiteración y que llegadas a cierto nivel, permiten incluso caducar la concesión. Es claro que en este caso, no habría sido necesario llegar a ese extremo, pues multas reiteradas habrían sido el incentivo suficiente para inducir a las empresas operadoras a adquirir e instalar los filtros exigidos por las bases de licitación y de esa manera no dañar la salud de la población. Por desgracia, el ministro Cortázar, por razones que desconocemos, no quiso utilizar las herramientas a su alcance y prefirió sacrificar a los habitantes de esta ciudad.

Pues bien, siendo el Ministro de Transportes el responsable por las emisiones del Sistema de Transporte Integrado de Pasajeros denominado “Transantiago”, resulta entonces aplicable a su respecto la norma contemplada en el artículo 59 de la Ley Nº 19.300, en relación a los artículos 56 y 54 del mismo cuerpo legal, que en nuestra calidad de directamente perjudicados, junto a otros más de cinco millones de habitantes de esta ciudad, estamos facultados a interponer, de acuerdo al artículo 60 de la misma ley, ante “el juez de letras en lo civil del lugar en que se origine el hecho que causa el daño, o el del domicilio del afectado a elección de este último”

II.- Acciones Penales contra el Ministro Cortázar cuya Interposición se Solicita 

al H. Senado Autorizar.

La conducta del ministro Cortázar ya descrita anteriormente, configura a juicio nuestro los siguientes ilícitos penales:

1.- Art. 256 del Código Penal. “En iguales penas (suspensión del empleo en cualquiera de sus grados y multa de once a veinte unidades tributarias mensuales) incurrirá todo empleado público del orden administrativo que maliciosamente retardare o negare a los particulares la protección o servicio que deba dispensarles en conformidad a las leyes y reglamentos”.

Como se señaló anteriormente, el ministro Cortázar tenía la obligación de proteger a los habitantes de Santiago de los daños de la contaminación, exigiendo el cumplimiento de la obligación de instalar filtros en los buses más contaminantes del Transantiago. Esta protección debió brindarla de propia iniciativa, conforme al ya referido principio de impulsión de oficio de la Ley de Bases de la Administración del Estado. No lo hizo, pese a estar completamente a sabiendas de cual era su obligación y pese también a que incluso autoridades de Gobierno y parlamentarios hacían ver la necesidad de que esa medida de protección se llevara a efecto.

2.- Artículo 177 del Código Procesal Penal. “Incumplimiento de la obligación de denunciar. Las personas indicadas en el artículo 175 que omitieren hacer la denuncia que en él se prescribe incurrirán en la pena prevista en el artículo 494 del Código Penal, o en la señalada en disposiciones especiales, en lo que correspondiere”.

En efecto, el Artículo 175 del citado Código establece la obligación  de denunciar para, letra b) “Los fiscales y los demás empleados públicos, los delitos de que tomaren conocimiento en el ejercicio de sus funciones y, especialmente, en su caso, los que notaren en la conducta ministerial de sus subalternos;”

Pues bien, el ministro Cortázar, empleado público conforme a la definición del artículo 260 del Código Penal, tomó conocimiento en el ejercicio de sus funciones, del hecho que los responsables de diversas empresas operadoras del Transantiago no habían instalado los filtros obligatorios en los buses más contaminantes. Esta conducta de los operadores configura a su vez el delito del artículo 318 del Código Penal que señala:”El que pusiere en peligro la salud pública por infracción de las reglas higiénicas o de salubridad,debidamente publicadas por la autoridad, en tiempo de catástrofe, epidemia o contagio, será penado con presidio menor en su grado mínimo o multa de seis a veinte unidades tributarias mensuales”. En la especie se ha producido el incumplimiento de la regla de salubridad contemplada en las Bases de Licitación del Transantiago, aprobadas por Resolución del Ministerio de Transportes publicada en el Diario Oficial y consistente en la obligación de instalar filtros en los buses más contaminantes, precisamente en época de contagio de enfermedades respiratorias y en medio de episodios críticos de contaminación atmosférica. El ministro Cortázar supo de la perpetración de este delito y no procedió a efectuar la denuncia correspondiente.

3.-  Finalmente, queremos hacer expresa reserva de nuestra voluntad de que, en la medida que las investigaciones judiciales lo justifiquen, se nos autorice a interponer querella por el delito contemplado en el artículo 239 del Código Penal. Dicha disposición sanciona a “El empleado público que en las operaciones en que interviniere por razón de su cargo, defraudare o consintiere que se defraude al Estado, a las municipalidades o a los establecimientos públicos de instrucción o de beneficencia, sea originándoles pérdida o privándoles de un lucro legítimo, incurrirá en las penas de presidio menor en sus grados medio a máximo,inhabilitación especial perpetua para el cargo u oficio y multa del diez al cincuenta por ciento del perjuicio causado”. 

En este caso, empresas operadoras del Transantiago no han cumplido con una obligación muy relevante, destinada a proteger la salud de la población. El ministro Cortázar ha consentido ese incumplimiento, al no utilizar adecuadamente los medios idóneos para evitar dicha infracción a las Bases de Licitación. No ha aplicado en su rigurosidad el sistema de multas y con ello ha privado al Fisco de ingresos por cientos de millones de pesos.

III.- Acciones Civiles Derivadas de Acciones Penales que se Solicita al H. Senado Autorizar

Con el fin de no reiterar nuevas solicitudes de autorización senatorial innecesariamente, solicitamos al H. Senado desde ya autorizar la interposición de las acciones civiles que deriven de los ilícitos penales anteriormente referidos.

POR TANTO: En mérito de lo expuesto y conforme a lo dispuesto en las normas constitucionales, legales y reglamentarias invocadas, solicitamos al H. Senado acceder a lo solicitado y autorizar la interposición de las acciones judiciales ya referidas en contra del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, René Cortázar Sanz, basadas en los perjuicios que ha causado en el ejercicio de su cargo a los solicitantes y a más de cinco millones de habitantes de Santiago.

PRIMER OTROSI: Solicitamos al H. Senado que, sin que importe ejercicio alguno de  fiscalización y como mera medida para mejor resolver la petición de lo principal, se sirva solicitar al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones que informe respecto de los siguientes puntos:

1.- Cantidad de Buses del sistema concesionado “Transantiago”, con Tecnología Euro I y Euro II o equivalente, que han circulado desde abril del año 2007 sin el dispositivo de post combustión obligatorio según las bases de licitación aplicables.

2.- Cantidad y monto de multas cursadas por cada bus del sistema concesionado “Transantiago” que no ha cumplido con la obligación señalada en el punto anterior.

SEGUNDO OTROSI: Rogamos al H. Senado tener presente que patrocina esta presentación y nos representará en todas las gestiones necesarias para obtener el pronunciamiento requerido, el también solicitante don Luis Mariano Rendón Escobar, abogado habilitado para el ejercicio de la profesión, patente al día de la Ilustre Municipalidad de Santiago, domiciliado en calle Phillips 16, quinto piso, oficina X, Santiago.
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� Ley N° 20.174, publicada el 5 de abril de 2007.


� Ley N° 20.175, publicada el 11 de abril de 2007.


� Regula la nueva política de personal a los funcionarios públicos que indica.


� ARTÍCULO CUADRAGÉSIMO SEGUNDO de esa ley.


� El Tribunal Constitucional, el Tribunal Calificador de Elecciones y los tribunales electorales regionales.


� Artículos 199 a 202, 204 y 205.


� Indicaciones N° 51 a N° 60.


� En el proyecto que se propone al final son 50 números.


� Que se modifica por el número 18) del ARTÍCULO SEGUNDO del proyecto que se propone en este informe.


� Ver nota anterior.


� Esos numerales, que en el presente proyecto de ley son modificados, remiten a infracciones tipificadas en el artículo 97 castigadas con multa y a la norma residual sobre sanción de infracciones tributarias del artículo 109, ambos del Código Tributario.


� La ley N° 19.880 establece las Bases de los Procedimientos Administrativos que rigen los Actos de los Órganos de la Administración del Estado. Su Capítulo IV se refiere a la revisión de los actos administrativos. El artículo 59 consagra los recursos de reposición y jerárquico.


� Del artículo 60 de la ley N° 19.880.


� Derecho a desarrollar actividades económicas, a no sufrir discriminación arbitraria por parte del Estado y sus organismos y derecho de propiedad.


� Precepto nuevo, introducido por el número 43) del ARTÍCULO SEGUNDO del presente proyecto de ley, que consagra un recurso para reclamar por vulneración de derechos constitucionales.


� $ 563.600 a la fecha de este informe.


� $ 3.522.500 a la fecha de este informe.


� El artículo 313 del Código Orgánico de Tribunales dispone que son días feriados, además de los que la ley determine, los comprendidos entre el 1º de febrero y el primer día hábil de marzo, que es el período de vacaciones. Lo dispuesto en este artículo no regirá, respecto de feriado de vacaciones, con los jueces letrados que ejercen jurisdicción criminal, laboral y de familia. 


� “Art. 357 (346). No son hábiles para declarar como testigos:


 1° Los menores de catorce años. Podrán, sin embargo, aceptarse las declaraciones sin previo juramento y estimarse como base para una presunción judicial, cuando tengan discernimiento suficiente;


 2° Los que se hallen en interdicción por causa de demencia;


 3° Los que al tiempo de declarar, o al de verificarse los hechos sobre que declaran, se hallen privados de la razón, por ebriedad u otra causa;


 4° Los que carezcan del sentido necesario para percibir los hechos declarados al tiempo de verificarse éstos;


 5° Los sordos o sordo-mudos que no puedan darse a entender claramente;


 6° Los que en el mismo juicio hayan sido cohechados, o hayan cohechado o intentado cohechar a otros, aun cuando no se les haya procesado criminalmente;


 7° Los vagos sin ocupación u oficio conocido;


 8° Los que en concepto del tribunal sean indignos de fe por haber sido condenados por delito; y


 9° Los que hagan profesión de testificar en juicio.”.


� Un mes, ampliable por un mes más, a petición del contribuyente citado.


� El artículo 385 del Código de Procedimiento Civil, sobre el medio de prueba confesión en juicio, dispone que, fuera de los casos expresamente previstos por la ley, todo litigante está obligado a declarar bajo juramento, contestada que sea la demanda, sobre hechos pertenecientes al mismo juicio, cuando lo exija el contendor o lo decrete el tribunal en conformidad al artículo 159 (como medida para mejor resolver).


� “Artículo 47.- Se dice presumirse el hecho que se deduce de ciertos antecedentes o circunstancias conocidas.


 Si estos antecedentes o circunstancias que dan motivo a la presunción son determinados por la ley, la presunción se llama legal. 


 Se permitirá probar la no existencia del hecho que legalmente se presume, aunque sean ciertos los antecedentes o circunstancias de que lo infiere la ley; a menos que la ley misma rechace expresamente esta prueba, supuestos los antecedentes o circunstancias. 


 Si una cosa, según la expresión de la ley, se presume de derecho, se entiende que es inadmisible la prueba contraria, supuestos los antecedentes o circunstancias.”.


� Contra la sentencia de primera instancia sólo cabe el recurso de apelación, según el artículo 139 incluido en este mismo proyecto, y la omisión de estos requisitos en el fallo, de acuerdo con el nuevo artículo 144, da lugar a que la Corte de Apelaciones subsane las deficiencias, sin anular el fallo.


� Por regla general, en segunda instancia no se admiten pruebas, salvo las excepciones indicadas en el artículo 207 del Código de Procedimiento Civil.


� Ver artículo 159 del Código de Procedimiento Civil.


� En el proyecto que aprobó la Comisión pasó a ser número 27).


� Derechos a desarrollar cualquier actividad económica, a no sufrir discriminación arbitraria por parte del Estado o sus organismos y de propiedad.


� El de apelación, al tenor de la modificación que en el artículo 139 practica el�    ARTÍCULO SEGUNDO de este proyecto.


� $ 563.600, a la fecha de este informe.


� “Artículo 97.- Las siguientes infracciones a las disposiciones tributarias serán sancionadas en la forma que a continuación se indica:


 1° El retardo u omisión en la presentación de declaraciones, informes o solicitudes de inscripciones en roles o registros obligatorios, que no constituyan la base inmediata para la determinación o liquidación de un impuesto, con multa de una unidad tributaria mensual a una unidad tributaria anual.


 En caso de retardo u omisión en la presentación de informes referidos a operaciones realizadas o antecedentes relacionados con terceras personas, se aplicarán las multas contempladas en el inciso anterior. Sin embargo, si requerido posteriormente bajo apercibimiento por el Servicio, el contribuyente no da cumplimiento a estas obligaciones legales en el plazo de 30 días, se le aplicará además, una multa que será de hasta 0,2 Unidades Tributarias Mensuales por cada mes o fracción de mes de atraso y por cada persona que se haya omitido, o respecto de la cual se haya retardado la presentación respectiva. Con todo, la multa máxima que corresponda aplicar no podrá exceder a 30 Unidades Tributarias Anuales, ya sea que el infractor se trate de un contribuyente o de un Organismo de la Administración del Estado.


 2° El retardo u omisión en la presentación de declaraciones o informes, que constituyan la base inmediata para la determinación o liquidación de un impuesto, con multa de diez por ciento de los impuestos que resulten de la liquidación, siempre que dicho retardo u omisión no sea superior a 5 meses. Pasado este plazo, la multa indicada se aumentará en un dos por ciento por cada mes o fracción de mes de retardo, no pudiendo exceder el total de ella del treinta por ciento de los impuestos adeudados.


 Esta multa no se impondrá en aquellas situaciones en que proceda también la aplicación de la multa por atraso en el pago, establecida en el N° 11 de este artículo y la declaración no haya podido efectuarse por tratarse de un caso en que no se acepta la declaración sin el pago.


 El retardo u omisión en la presentación de declaraciones que no impliquen la obligación de efectuar un pago inmediato, por estar cubierto el impuesto a juicio del contribuyente, pero que puedan constituir la base para determinar o liquidar un impuesto, con multa de una unidad tributaria mensual a una unidad tributaria anual.


 3° La declaración incompleta o errónea, la omisión de balances o documentos anexos a la declaración o la presentación incompleta de éstos que puedan inducir a la liquidación de un impuesto inferior al que corresponda, a menos que el contribuyente pruebe haber empleado la debida diligencia, con multa del cinco por ciento al veinte por ciento de las diferencias de impuesto que resultaren.


……………………


 6° La no exhibición de libros de contabilidad o de libros auxiliares y otros documentos exigidos por el Director o el Director Regional de acuerdo con las disposiciones legales, la oposición al examen de los mismos o a la inspección de establecimientos de comercio, agrícola, industriales o mineros, o el acto de entrabar en cualquiera forma la fiscalización ejercida en conformidad a la ley, con multa de una unidad tributaria mensual a una unidad tributaria anual. 


 7° El hecho de no llevar la contabilidad o los libros auxiliares exigidos por el Director o el Director Regional de acuerdo con las disposiciones legales, o de mantenerlos atrasados, o de llevarlos en forma distinta a la ordenada o autorizada por la ley, y siempre que no se dé cumplimiento a las obligaciones respectivas dentro del plazo que señale el Servicio, que no podrá ser inferior a diez días, con multa de una unidad tributaria mensual a una unidad tributaria anual. 


………………………..


 10. El no otorgamiento de guías de despacho, de facturas, notas de débito, notas de crédito o boletas en los casos y en la forma exigidos por las leyes, el uso de boletas no autorizadas o de facturas, notas de débito, notas de crédito o guías de despacho sin el timbre correspondiente, el fraccionamiento del monto de las ventas o el de otras operaciones para eludir el otorgamiento de boletas, con multas del cincuenta por ciento al quinientos por ciento del monto de la operación, con un mínimo de 2 unidades tributarias mensuales y un máximo de 40 unidades tributarias anuales. 


 En el caso de las infracciones señaladas en el inciso primero, éstas deberán ser, además, sancionadas con clausura de hasta veinte días de la oficina, estudio, establecimiento o sucursal en que se hubiere cometido la infracción.


 La reiteración de las infracciones señaladas en el inciso primero se sancionará además con presidio o relegación menor en su grado máximo. Para estos efectos se entenderá que hay reiteración cuando se cometan dos o más infracciones entre las cuales no medie un período superior a tres años.


 Para los efectos de aplicar la clausura, el Servicio podrá requerir el auxilio de la fuerza pública, la que será concedida sin ningún trámite previo por el Cuerpo de Carabineros, pudiendo procederse con allanamiento y descerrajamiento si fuere necesario. En todo caso, se pondrán sellos oficiales y carteles en los establecimientos clausurados.


 Cada sucursal se entenderá como establecimiento distinto para los efectos de este número.


 En los casos de clausura, el infractor deberá pagar a sus dependientes las correspondientes remuneraciones mientras dure aquélla. No tendrán este derecho los dependientes que hubieren hecho incurrir al contribuyente en la sanción.


 11. El retardo en enterar en Tesorería impuestos sujetos a retención o recargo, con multa de un diez por ciento de los impuestos adeudados. La multa indicada se aumentará en un dos por ciento por cada mes o fracción de mes de retardo, no pudiendo exceder el total de ella del treinta por ciento de los impuestos adeudados.


 En los casos en que la omisión de la declaración en todo o en parte de los impuestos que se encuentren retenidos o recargados haya sido detectada por el Servicio en procesos de fiscalización, la multa prevista en este número y su límite máximo, serán de veinte y sesenta por ciento, respectivamente.


………………….


 15. El incumplimiento de cualquiera de las obligaciones establecidas en los artículos 34° y 60° inciso penúltimo, con una multa de veinte por ciento al cien por ciento de una unidad tributaria anual.


 16. La pérdida o inutilización de los libros de contabilidad o documentos que sirvan para acreditar las anotaciones contables o que estén relacionados con las actividades afectas a cualquier impuesto, con multa de hasta el 20% del capital efectivo con un tope de 30 unidades tributarias anuales, a menos que la pérdida o inutilización sea calificada de fortuita por el Director Regional.


 Los contribuyentes deberán en todos los casos de pérdida o inutilización:


 a) Dar aviso al Servicio dentro de los 10 días siguientes, y 


 b) Reconstituir la contabilidad dentro del plazo y conforme a las normas que fije el Servicio, plazo que no podrá ser inferior a treinta días.


 El incumplimiento de lo dispuesto en el inciso anterior se sancionará con una multa de hasta diez unidades tributarias mensuales.


 Sin embargo no se considerará fortuita, salvo prueba en contrario, la pérdida o inutilización de los libros de contabilidad o documentos mencionados en el inciso primero, cuando se dé aviso de este hecho o se detecte con posterioridad a una citación, notificación o cualquier otro requerimiento del Servicio que diga relación con dichos libros y documentación.


 En todo caso, la pérdida o inutilización de los libros de contabilidad suspenderá la prescripción establecida en el artículo 200, hasta la fecha en que los libros legalmente reconstituidos queden a disposición del Servicio.


 Para los efectos previstos en el inciso primero de este número se entenderá por capital efectivo el definido en el artículo 2º, Nº 5, de la Ley de Impuesto a la Renta.


 En aquellos casos en que, debido a la imposibilidad de determinar el capital efectivo, no sea posible aplicar la sanción señalada en el inciso primero, se sancionará dicha pérdida o inutilización con una multa de hasta 30 unidades tributarias anuales.


 17. La movilización o traslado de bienes corporales muebles realizado en vehículos destinados al transporte de carga sin la correspondiente guía de despacho o factura, otorgada en la forma exigida por las leyes, será sancionado con una multa del 10% al 200% de una unidad tributaria anual.


 Sorprendida la infracción, el vehículo no podrá continuar hacia el lugar de destino mientras no se exhiba la guía de despacho o factura correspondiente a la carga movilizada, pudiendo, en todo caso, regresar a su lugar de origen. Esta sanción se hará efectiva con la sola notificación del acta de denuncio y en su contra no procederá recurso alguno.


 Para llevar a efecto la medida de que trata el inciso anterior, el funcionario encargado de la diligencia podrá recurrir al auxilio de la fuerza pública, la que le será concedida por el Jefe de Carabineros más inmediato sin más trámite, pudiendo procederse con allanamiento y descerrajamiento si fuere necesario.


……………………


 19. El incumplimiento de la obligación de exigir el otorgamiento de la factura o boleta en su caso, y de retirarla del local o establecimiento del emisor, será sancionado con multa de hasta una unidad tributaria mensual en el caso de las boletas y de hasta veinte unidades tributarias mensuales en el caso de facturas, previos los trámites del procedimiento contemplado en el artículo 165 de este Código, y sin perjuicio de que al sorprenderse la infracción, el funcionario del Servicio pueda solicitar el auxilio de la fuerza pública para obtener la debida identificación del infractor, dejándose constancia en la unidad policial respectiva.


 20.- La deducción como gasto o uso del crédito fiscal que efectúen, en forma reiterada, los contribuyentes del impuesto de Primera Categoría de la Ley de la Renta, que no sean sociedades anónimas abiertas, de desembolsos que sean rechazados o que no den derecho a dicho crédito, de acuerdo a la Ley de la Renta o al decreto ley Nº 825, de 1974, por el hecho de ceder en beneficio personal y gratuito del propietario o socio de la empresa, su cónyuge o hijos, o de una tercera persona que no tenga relación laboral o de servicios con la empresa que justifique el desembolso o el uso del crédito fiscal, con multa de hasta el 200% de todos los impuestos que deberían haberse enterado en arcas fiscales, de no mediar la deducción indebida.


 21º.- La no comparecencia injustificada ante el Servicio, a un segundo requerimiento notificado al contribuyente conforme a lo dispuesto en el artículo 11, con una multa de una unidad tributaria mensual a una unidad tributaria anual, la que se aplicará en relación al perjuicio fiscal comprometido y procederá transcurridos 20 días desde el plazo de comparecencia indicado en la segunda notificación. El Servicio deberá certificar la concurrencia del contribuyente al requerimiento notificado.”.





� Norma residual que castiga con multa toda infracción a las normas tributarias que no tenga señalada una sanción específica. 


� Ver número 24) del ARTÍCULO SEGUNDO del proyecto que se propone al final.


� El artículo 129 es reemplazado por el número 21) del ARTÍCULO SEGUNDO de este proyecto.


� Ver notas 20 y 21.


� Ver los artículos 144 y siguientes del Código de Procedimiento Civil.


� Aparentemente este ARTÍCULO constaría de ocho números, pero en realidad se omitió, tanto en la indicación del Ejecutivo como en el informe de la Comisión de Hacienda, un número 5), de manera que luego del 4) figuran el 6), 7) y 8).


� Se trata del procedimiento para imponer sanciones por contravenciones a normas que son fiscalizadas por el Servicio de Aduanas.


� El numeral 5) del ARTÍCULO TERCERO del proyecto reemplaza el Título en cuestión, estableciendo la competencia de los Tribunales Tributarios y Aduaneros en materias aduaneras, los procedimientos y los recursos. En materia de plazos, el artículo 126 dispone que serán de días hábiles; sin perjuicio de ello, algunos preceptos remiten a plazos de la ley N° 19.880, sobre procedimientos administrativos.


� La letra b) de la indicación N° 123, también de la Jefa del Estado, sustituye el inciso final en cuestión, fija un plazo de diez días para reclamar y aplica el procedimiento del artículo 186 bis, que la indicación N° 120 propone incorporar a la Ordenanza de Aduanas.


� “Artículo 71.- Se entiende por destinación aduanera la manifestación de voluntad del dueño, consignante o consignatario que indica el régimen aduanero que debe darse a las mercancías que ingresan o salen del territorio nacional.”.


� Versa sobre devoluciones de gravámenes aduaneros.


� Regulan el procedimiento administrativo para la aplicación de sanciones por infracciones a la Ordenanza o a otras normas de orden tributario cuya fiscalización corresponda al Servicio de Aduanas.


� Que sanciona con multa las declaraciones erróneas que determinen derechos o impuestos inferiores a los que corresponde aplicar.


� Establece bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los órganos de la Administración del Estado.


� Aplicación de sanciones de acuerdo a los artículos 184 y siguientes de la Ordenanza y denuncias formuladas de acuerdo al artículo 174 de la misma.


� Artículos 23 al 26 de dicha ley.


�$ 1.127.200 a la fecha de este informe.


� Contra la clasificación arancelaria o la valoración aduanera.


� $ 105.675 a la fecha de este informe.


� Que es de cinco días, más el aumento de la tabla de emplazamiento, en su caso, contados desde la recepción de los autos en el tribunal de alzada, de acuerdo con el artículo 200 del Código de Procedimiento Civil.


� “Artículo 2521.- Prescriben en tres años  las acciones a favor o en contra del     Fisco y de las Municipalidades provenientes de toda clase de  impuestos. 


    Prescriben en dos años los honorarios  de jueces, abogados, procuradores;  los de médicos y cirujanos; los de  directores o profesores de colegios y  escuelas; los de ingenieros y  agrimensores, y en general, de los  que ejercen cualquiera profesión  liberal.”.


� Como se sabe, la interrupción de la prescripción hace inútil el tiempo transcurrido antes de que ella ocurra, en tanto que la suspensión no, ya que la prescripción sigue corriendo después que ella cesa.


� Norma nueva, introducida por la indicación N° 120.


� Arica, Antofagasta, La Serena, Rancagua, Talca, Temuco, Valdivia, Valparaíso, Concepción, San Miguel y Santiago.


� Otorga competencia a los Directores Regionales para conocer de las reclamaciones tributarias y de las infracciones a las leyes tributarias que se denuncien.


� Asesor del Honorable Senador señor Prokuriça. 


� En el proyecto que se propone al final son 50 números.
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